
OR7-004
(2.a EDICIÓN)

MANDO DE ADIESTRAMIENTO Y DOCTRINA
DIRECCIÓN DE DOCTRINA, ORGÁNICA Y MATERIALES

ORIENTACIONES

EL DERECHO 
DE LOS CONFLICTOS

ARMADOS
TOMO II

FECHA DE ENTRADA EN VIGOR: 2-11-2007
DEROGA: OR7-004. “ORIENTACIONES. EL DERECHO

DE LOS CONFLICTOS ARMADOS”
GRADO DE CLASIFICACIÓN: SIN CLASIFICAR

PARA USO INTERNO EN LAS FUERZAS ARMADAS



EDITA:

IMPRIME: Centro Geográfico del Ejército.

PRECIO DE VENTA: 0,60 euros.

Publicación de ámbito interno de la Administración del Estado



MANDO DE ADIESTRAMIENTO Y DOCTRINA

DIRECCIÓN DE DOCTRINA, ORGÁNICA Y MATERIALES

Publicaciones

Resolución 552/07352/07

Cód. Informático: 2007009180

Se aprueba la Publicación Militar del Ejército de Tierra (PMET):
“Orientaciones. El Derecho de los Conflictos Armados. (2.a Edición).
(OR7-004)”, que entrará en vigor el día 2 de noviembre de 2007,
quedando derogada a partir de esa fecha la PMET: “Orientaciones.
El Derecho de los Conflictos Armados. (OR7-004)”, aprobada por
Resolución número 513/04054/96, de fecha 18 de marzo de 1996.

La imprenta del Centro Geográfico del Ejército (CEGET) reali-
zará la distribución general, remitiendo gratuitamente a las Unidades,
Centros y Organismos (UCO) el número de ejemplares que determine
la Dirección de Doctrina, Orgánica y Materiales del Mando de Adies-
tramiento y Doctrina.

Las UCO y componentes de las Fuerzas Armadas que particu-
larmente deseen esta publicación, podrán adquirirla al precio unitario
de 0,60 euros, solicitándola directamente al CEGET.

Grado de clasificación: Sin clasificar.

Nivel de difusión: Para uso interno de las Fuerzas Armadas.

Granada, 9 de mayo de 2007.

El General Jefe
del Mando de Adiestramiento y Doctrina,

MANUEL RAMÓN BRETÓN ROMERO



(CÓDIGO) (TÍTULO)

PROPUESTA DE MEJORA

A fin de mejorar la calidad de esta publicación se ruega a los
usuarios comuniquen al MADOC (DIDOM) cualquier error,
sugerencia o cambio, citando claramente la página, párrafo, línea o
lámina a que se refieran.

Párrafo,
Página línea o O B S E R V A C I O N E S

figura

AUTOR DE LA SUGERENCIA:
Empleo: ......................................................................................................................................

Nombre: .....................................................................................................................................

Destino: ......................................................................................................................................

Dirección, teléfono o fax de contacto: ......................................................................
..........................................................................................................................................................

Remitir a:
EXCMO. SR. GENERAL SUBDIRECTOR DE DOCTRINA
DIRECCIÓN DE DOCTRINA, ORGÁNICA Y MATERIALES
ACUARTELAMIENTO “LA MERCED”, 18071 GRANADA



Í N D I C E

Introducción  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . IX

CAPÍTULO 1

REGULACION JURÍDICA
DEL USO DE LA FUERZA

EN LAS RELACIONES INTERNACIONALES

1.1. Introducción ................................................................ 1-1
1.2. Carta de las Naciones Unidas. 1945 ........................... 1-2
1.3. RES. 2444 (XXIII) de la Asamblea General de la ONU.

1968........................................................................ 1-5
1.4. Resolución 2625 (XXV) de la Asamblea General de la

ONU. 1970.............................................................. 1-6
1.5. Resolución 3314 (XXIX) de la Asamblea General de

la ONU. 1974 .......................................................... 1-16
1.6. Resolución 1514 (XV) de la Asamblea General, de

14 de diciembre de 1960 ......................................... 1-21

V

Páginas



CAPÍTULO 2

NORMAS RELATIVAS A LA CONDUCCIÓN
DE LAS HOSTILIDADES

2.1. Introducción ................................................................ 2-1
2.2. Tierra ........................................................................... 2-2

2.2.a. Declaración de San Petersburgo de 1868 con el obje-
to de prohibir el uso de determinados proyectiles en
tiempo de guerra ..................................................... 2-2

2.2.b. Convención II de La Haya de 1899 relativa a las leyes
y usos de la guerra terrestre y reglamento anexo al
convenio sobre leyes y costumbres de la guerra te-
rrestre. 1899 ............................................................ 2-3

2.2.c. Reglamento sobre las leyes y costumbres de la guerra
terrestre. 1899 ......................................................... 2-5

2.2.d. Declaraciones 2 y 3 de la conferencia de La Haya de
1899 prohibiendo el uso de proyectiles cuyo único
objeto sea la difusión de gases asfixiantes o deleté-
reos y el uso de proyectiles explosivos ................... 2-14

2.2.e. Protocolo sobre la prohibición del uso, en la guerra,
de gases asfixiantes, tóxicos o similares o medios
bacteriológicos. 1925 .............................................. 2-16

2.2.f. Convención sobre la prohibición del desarrollo, pro-
producción y almacenamiento de armas bacterioló-
gicas (bioógicas) y toxínicas y sobre su destrucción.
1972......................................................................... 2-17

2.2.g. Convención sobre la prohibición del desarrollo, la pro-
ducción, el almacenamiento y el empleo de armas
químicas y sobre su destrucción. 1993 ................... 2-22

2.2.h. Convención sobre prohibición de utilizar técnicas de
modificación ambiental con fines militares y otros
fines hostiles. 1976.................................................. 2-172

VI

Páginas



2.2.i. Convención sobre prohibiciones o restricciones del
empleo de ciertas armas convencionales que puedan
considerarse excesivamente nocivas o de efectos
indiscriminados. Nueva York 1980......................... 2-177

2.2.j. Tratado sobre la no proliferación de las armas nuclea-
res. 1968.................................................................. 2-203

2.2.k. Tratado sobre la prohibición de emplazar armas nu-
cleares y otras armas de destrucción en masa en los
fondos marinos y oceánicos y su subsuelo. 1971 ... 2-210

2.2.l. Convención sobre la prohibición del empleo, almace-
namiento, producción y transferencia de minas an-
tipersonal y sobre su destrucción ............................ 2-214

2.3. Mar.............................................................................. 2-228

2.3.a. Declaración de París relativa a determinadas reglas de
derecho marítimo en tiempo de guerra de 1856...... 2-228

2.3.b. Convención VI de La Haya relativa al régimen de los
navíos de comercio enemigos al principio de las hos-
tilidades. 1907 ......................................................... 2-230

2.3.c. Convención VII de La Haya relativa a la transforma-
ción de buques de comercio en barcos de guerra.
1907......................................................................... 2-232

2.3.d. Convención VIII de La Haya relativa a la colocación
de minas submarinas automaticas de contacto........ 2-235

2.3.e. Convención IX de La Haya relativa al bombardeo por
las fuerzas navales en tiempo de guerra. 1907........ 2-235

2.3.f. Convención XI de La Haya relativa a ciertas restriccio-
nes en cuanto al ejercicio del derecho de captura en
la guerra marítima ................................................... 2-238

2.3.g. Declaración naval de Londres. 1909........................... 2-242
2.3.h. Protocolo de Londres. 1936 ........................................ 2-254
2.3.i. Manual de San Remo. 1994 ........................................ 2-254
2.4. Aire ............................................................................. 2-285

VII

Páginas



2.4.a. Convención XIV de La Haya relativa a la prohibición
de lanzar proyectiles y explosivos desde globos.
1907........................................................................ 2-285

2.4.b. Reglas de la guerra aérea redactadas por la comisión
de juristas encargada de estudiar y de presentar el
correspondiente informe sobre la revisión de las leyes
de la guerra.............................................................. 2-286

CAPÍTULO 3

NORMAS SOBRE LA NEUTRALIDAD

3.1. Introducción ................................................................ 3-1
3.2. Convención V de La Haya relativa a los derechos y

deberes de las potencias neutrales en caso de guerra
terrestre. 1907 ......................................................... 3-2

3.3. Convención XIII de La Haya relativa a los derechos
y deberes de las potencias neutrales en caso de guerra
marítima. 1907 ........................................................ 3-6

VIII

Páginas



INTRODUCCIÓN

El tomo II de las Orientaciones Derecho de los Conflictos Armados
es una recopilación de los textos normativos más relevantes en la mate-
ria. Se encuentra dividido en tres capítulos que abarcan los diferentes
aspectos del Derecho de la Guerra. El primer capítulo recoge normas
relativas al llamado ius ad bellum, limitado hoy por las normas que
regulan el uso de la fuerza en las relaciones internacionales. El segundo
capítulo comprende la normativa que regula la conducción de las hosti-
lidades o ius in bello, habiéndose incluido no sólo textos referentes a la
guerra terrestre, sino también a las guerras marítima y aérea. El capítulo
tercero está dedicado a la neutralidad.

Los textos normativos van precedidos de una breve nota explicativa
sobre su contenido. En la mayor parte de los casos se ha reproducido su
texto íntegro. En algunas ocasiones, sin embargo, se ha considerado
innecesario la inclusión de todo un Convenio Internacional o incluso
Código de normas de Derecho interno, por referirse al Derecho de la
Guerra tan sólo alguno de su preceptos.

IX



CAPÍTULO 1

REGULACIÓN JURÍDICA DEL USO DE LA FUERZA
EN LAS RELACIONES INTERNACIONALES

1.1. INTRODUCCIÓN

El Derecho Internacional Clásico consideró desde antiguo que la posibili-
dad de hacer la guerra era una de las facultades inherentes a la soberanía
estatal. En palabras de Scelle podría hablarse de una “competencia o potestad
discrecional de guerra”, dicho desde otro punto de vista, la guerra era “la con-
tinuación de la política por otros medios” (Clausevitz).

La Escuela Española de Derecho Natural (Baltasar de Ayala, Francisco
Suárez, Francisco de Vitoria, etc.) acuñó el concepto de guerra justa. El tér-
mino hacía referencia a que es precisa la existencia de unos determinados
requisitos (justa causa, fin justo, adecuada conducción de las hostilidades)
para que pudiera conceptuarse como lícito el recurso a la fuerza armada por
parte de los Estados en las relaciones internacionales.

En el siglo XIX aparecen los primeros textos normativos que disciplinan el
recurso a la guerra, si bien lo hacen desde la perspectiva del ius in bello, esto
es, imponiendo obligaciones a los combatientes en lo referente a la protec-
ción de las víctimas de los conflictos, y también, prohibiendo el uso de deter-
minadas armas consideradas especialmente dañinas.

Ya en el siglo XX el Pacto de la Sociedad de Naciones Unidas limita el
ejercicio de la guerra imponiendo determinados requisitos para el mismo,
consistentes en la obligatoriedad previa al recurso a la guerra de someter los
conflictos por parte de los Estados al arreglo judicial o arbitral o al examen
del Consejo de la Sociedad de Naciones. Una vez dictado laudo o sentencia
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era obligatorio su cumplimiento de modo que quedaba prohibido el uso de la
fuerza para la resolución de la controversia.

El pacto Briand-Kellog, o Tratado General de Renuncia a la Guerra de
1928, declaró que “las partes contratantes condenan a recurrir a la guerra para
la solución de las controversias internacionales y renuncian a ella como
medio de política nacional”. Es el primer texto donde se prohíbe la utiliza-
ción de la fuerza en las relaciones entre Estados.

Después de la Segunda Guerra Mundial, la prohibición del uso de la
fuerza se ha recogido de forma clara y expresa en la Carta de las Naciones
Unidas y en las resoluciones de la Asmablea General que se recogen a conti-
nuación.

1.2. CARTA DE LAS NACIONES UNIDAS. 1945

1.2.a. NOTA EXPLICATIVA

Tras la Segunda Guerra Mundial, la conferencia de Dumbarton Oaks, pre-
via a la de San Francisco por la que se constituyó la Organización de Nacio-
nes Unidas, ya declaró la necesidad de prohibir el uso de la fuerza o la ame-
naza de la misma por los Estados, así como la necesidad de crear un sistema
de seguridad colectiva para garantizar la paz internacional.

Dichos objetivos fueron logrados en la mencionada conferencia de San
Francisco. El artículo 2.4 de la Carta de Naciones Unidas, de 26 de junio de
1945, recoge la interdicción de la fuerza y de la amenaza de la fuerza entre
los Estados, de conformidad, además, con lo expresado en el artículo 1.1 del
mencionado texto y con su preámbulo.

En desarrollo de lo expresado en el mencionado artículo 2.4, podemos
afirmar lo siguiente:

— Se prohíbe tanto la fuerza armada como la amenaza de la misma.
— Se prohíbe cualquier uso de la fuerza o amenaza de la misma que

sea contraria a los propósitos de la Carta de las Naciones Unidas y
en concreto la dirigida contra la integridad o independencia de los
Estados.

— Se excepcionan de la prohibición los supuestos de legítima defensa
(art. 51) y seguridad colectiva (cap.VII). En lo que respecta a la pri-
mera son caracteres del uso de la fuerza en este supuesto los siguien-
tes: provisionalidad en su uso, esto es, sólo puede ejercitarse hasta
tanto el Consejo de Seguridad haya adoptado las medidas pertinentes
para el restablecimiento de la paz; subsidiariedad de la acción estatal
respecto a dichas medidas del Consejo; por último, el Estado que

1-2



recurre a la legítima defensa tiene un deber de información al Consejo
suficiente respecto a las medidas que se han tomado para repeler el
ataque armado.

En lo que respecta al sistema de seguridad colectiva establecido en
el capítulo VII de la Carta cabe señalar que contempla el uso institu-
cional de la fuerza bajo control de Naciones Unidas, así como la posi-
bilidad de la previa determinación del agresor a los efectos del Dere-
cho Internacional. En este aspecto es oportuno considerar que en los
últimos años se detecta una actitud del Consejo de Seguridad proclive
a intervenir en asuntos que serían propios, en principio, de la jurisdic-
ción interna de los Estados por razones humanitarias y de defensa de
los derechos humanos de colectividades radicadas en el ámbito inter-
no de los mismos.

Por último hay que hacer alusión a que se permite en el marco de Nacio-
nes Unidas el uso de la fuerza por los pueblos sometidos a dominación colo-
nial. El sentido del término pueblo sometido a dominación colonial, a la luz
del Derecho Internacional, se encuentra en la resolución 1514 (XV) de la
Asamblea General de Naciones Unidas.

1.2.b. TEXTO NORMATIVO (extracto)

Preámbulo

Nosotros, los pueblos de las Naciones Unidas, resueltos:

A preservar a las generaciones venideras del flagelo de la guerra que dos
veces durante nuestra vida ha infligido a la Humanidad sufrimientos indecibles,

A reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad
y el valor de la persona humana, en la igualdad de derechos de hombres y muje-
res y de las naciones grandes y pequeñas,

A crear condiciones bajo las cuales puedan mantenerse la justicia y el respe-
to a las obligaciones emanadas de los tratados y de otras fuentes del Derecho
internacional,

A promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de un con-
cepto más amplio de la libertad,

Y con tales finalidades
A practicar la tolerancia y a convivir en paz como buenos vecinos,
A unir nuestras fuerzas para el mantenimiento de la paz y la seguridad inter-

nacionales, a asegurar, mediante la aceptación de principios y la adopción de
métodos, que no se usará la fuerza armada sino en servicio del interés común, y

A emplear un mecanismo internacional para promover el progreso econó-
mico y social de todos los pueblos,

Hemos decidido aunar nuestros esfuerzos para realizar estos designios.
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Por lo tanto, nuestros respectivos Gobiernos, por medio de representantes
reunidos en la ciudad de San Francisco que han exhibido sus plenos poderes,
encontrados en buena y debida fuerza, han convenido en la presente Carta de
las Naciones Unidas, y por este acto establecen una organización internacional
que se denominará las Naciones Unidas.

CAPÍTULO I

PROPÓSITOS Y PRINCIPIOS

Artículo 1. Los propósitos de las Naciones Unidas son:

1. Mantener la paz y seguridad internacionales, y con tal fin: tomar medidas
colectivas eficaces para prevenir y eliminar amenazas a la paz, y para suprimir
actos de agresión u otros quebrantamientos de la paz; y lograr por actos pacífi-
cos, y de conformidad con los principios de la justicia y del derecho internacio-
nal, el ajuste o arreglo de controversias o situaciones internacionales suscepti-
bles de conducir a quebrantamientos de la paz.

2. Fomentar entre las naciones relaciones de amistad basadas en el respeto
al principio de la igualdad de derechos y al de la libre determinación de los pue-
blos, y tomar otras medidas adecuadas para fortalecer la paz universal.

3. Realizar la cooperación internacional en la solución de problemas interna-
cionales de carácter económico, social, cultural o humanitario, y en el desarrollo
y estímulo del respeto a los derechos humanos y a las libertades fundamentales
de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión.

4. Servir de centro que armonice los esfuerzos de las naciones por alcanzar
estos propósitos comunes.

Artículo 2. Para la realización de los Propósitos consignados en el artículo 1,
la Organización y sus Miembros procederán de acuerdo con los
siguientes Principios:

1. La Organización está basada en el principio de la igualdad de todos sus
Miembros.

2. Los Miembros de la Organización, a fin de asegurarse los derechos y
beneficios inherentes a su condición de tales, cumplirán de buena fe las obliga-
ciones contraídas por ellos de conformidad con esta Carta.

3. Los Miembros de la Organización arreglarán sus controversias interna-
cionales por medios pacíficos de tal manera que no se pongan en peligro ni la
paz y la seguridad internacionales ni la justicia.

4. Los Miembros de la Organización, en sus relaciones internacionales, se
abstendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad
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territorial o la independencia de cualquier Estado, o en cualquier otra forma
incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas.

5. Los Miembros de la Organización prestarán a ésta toda clase de ayuda en
cualquier acción que ejerza de conformidad con esta Carta, y se abstendrán de
dar ayuda a Estado alguno contra el cual la Organización estuviere ejerciendo
acción preventiva o coercitiva.

6. La Organización hará que los Estados que no son Miembros de las
Naciones Unidas se conduzcan de acuerdo con estos Principios en la medida
que sea necesaria para mantener la paz y la seguridad internacionales.

7. Ninguna disposición de esta Carta autorizará a las Naciones Unidas a
intervenir en los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción interna de los
Estados Miembros, ni obligará a los Miembros a someter dichos asuntos a pro-
cedimientos de arreglo conforme a la presente Carta; pero este principio no se
opone a la aplicación de las medidas coercitivas prescritas en el Capítulo VII.

1.3. RES. 2444 (XXIII) DE LA ASAMBLEA GENERAL DE LA ONU. 1968

1.3.a. NOTA EXPLICATIVA

Esta resolución, dictada por el órgano deliberante de las Naciones Unidas,
es exponente de la preocupación de dicha Organización por el desarrollo del
Derecho Internacional Humanitario y afirma principios básicos del Derecho
de los Conflictos Armados, motivo por el que se incluye su texto. Fue adop-
tada el 19 de diciembre de 1968.

1.3.b. TEXTO NORMATIVO

La Asamblea General,

Reconociendo que es necesario aplicar los principios humanitarios básicos
en todos los conflictos armados,

Tomando nota de la resolución XXIII sobre derechos humanos en los con-
flictos armados, aprobada por la Conferencia Internacional de Derechos Huma-
nos el 12 de mayo de 1968,

Afirmando que es necesario que las disposiciones de esa resolución sean
efectivamente aplicadas lo antes posible,

1. Afirma la resolución XXVIII de la XX Conferencia Internacional de la
Cruz Roja, celebrada en Viena en 1965, en la que, entre otras cosas, se estable-
cen los siguientes principios para su observancia por todas las autoridades, tanto
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gubernamentales como de otro carácter, responsables de las operaciones en los
conflictos armados:

a) que no es ilimitado el derecho de las partes en conflicto a adoptar medios
para causar daño al enemigo;

b) que está prohibido lanzar ataques contra la población civil como tal;
c) que en todo momento ha de distinguirse entre las personas que participan

en las hostilidades y los miembros de la población civil, a fin de que se respete
a estos últimos lo más posible.

2. Invita al Secretario General a que, en consulta con el Comité Internacio-
nal de la Cruz Roja y otras organizaciones internacionales adecuadas, estudie:

a) las medidas que se podrían tomar para lograr una aplicación mejor de las
actuales convenciones y normas humanitarias internacionales a todos los con-
flictos armados;

b) la necesidad de nuevas convenciones humanitarias internacionales, o de
otros instrumentos jurídicos apropiados para asegurar la protección mejor de los
civiles, prisioneros y combatientes en todo conflicto armado y la prohibición y
limitación del empleo de ciertos métodos y medios de guerra.

3. Pide al Secretario General que tome cualesquiera otras medidas que sean
necesarias para dar cumplimiento a las disposiciones de la presente resolución y
que informe a la Asamblea General, en su vigésimo cuarto período de sesiones,
sobre las medidas que hubiere tomado.

4. Pide además a los Estados Miembros que presten toda la ayuda posible al
Secretario General para la preparación del estudio solicitado en el párrafo 2
supra.

5. Pide a todos los Estados que aún no lo hayan hecho que pasen a ser par-
tes en las Convenciones de La Haya de 1899 y 1907, el Protocolo de Ginebra de
1925 y los Convenios de Ginebra de 1949.

1.4. RESOLUCIÓN 2625 (XXV) DE LA ASAMBLEA GENERAL DE LA
ONU. 1970

1.4.a. NOTA EXPLICATIVA

Supone una afirmación de los propósitos y principios proclamados en los
arts. 1 y 2 de la Carta de las Naciones Unidas. Fue adoptada el 24 de octubre
de 1970 en cuanto que versa sobre los principios de derecho internacional
referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de
conformidad con la Carta de las Naciones Unidas.
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La resolución 2625 (XXV), también de la Asamblea General de las
Naciones Unidas, es de una extraordinaria importancia dentro del ámbito del
Derecho Internacional.

Dicha resolución contiene tres principios que van más allá de lo expresa-
do en la Carta de las Naciones Unidas, y, por tanto, la completan en cierto
modo:

— El principio de no intervención. Este principio no debe ser confundido
con el de excepción de jurisdicción interna recogida en el art. 2.7 de la
Carta. La fundamentación de aquél está, en primer lugar, en el princi-
pio de igualdad soberana de los Estados, y en segundo, en la prohibi-
ción del uso o amenaza de la fuerza.

En este sentido, se prohíbe aquí no sólo el uso explícito de la fuer-
za sino también el uso de medidas económicas, políticas o de cual-
quier otra índole.

— El principio de cooperación pacífica de los Estados. En este principio
se ha visto la obligatoriedad jurídica de tomar determinaciones en
supuestos de conflicto armado para el mantenimiento de la paz. Este
es, para la mayoría de los autores, el aspecto más importante del prin-
cipio, que contrasta vivamente con la formulación más laxa de la nece-
sidad de la cooperación para el desarrollo y para promover el respeto
universal de los derechos humanos que el propio principio reclama.

— El principio de igualdad de derechos y de la libre determinación de
los pueblos. El punto fundamental en este aspecto es dilucidar el con-
cepto de pueblo a la luz del Derecho Internacional, que no puede
equipararse con el de Estado. En este sentido, como ha recordado el
Tribunal Internacional de Justicia en el asunto del Sahara Occidental,
la Asamblea General de Naciones Unidas se ha pronunciado sobre la
condición de pueblo de determinadas poblaciones.

La razón principal de incluir esta resolución es la referencia que de ésta
hace la declaración interpretativa que formula España al ratificar el Protocolo
adicional I a los Convenios de Ginebra (véase cap. 4).

1.4.b. TEXTO NORMATIVO

La Asamblea General, 

Recordando sus resoluciones 1815 (XVII) de 18 de diciembre de 1962,
1966 (XVIII) de 16 de diciembre de 1963,  2013 (XX) de 20 de diciembre de
1965,  2181 (XXI) de 12 de diciembre de 1966,  2327 (XXII) de 18 de diciem-
bre de 1967,  2463 (XXIII) de 20 de diciembre de 1968 y 2533 (XXIV) de 8 de
diciembre de 1969,  en las que afirmó la importancia del desarrollo progresivo y
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la codificación de los principios de derecho internacional referentes a las rela-
ciones de amistad y a la cooperación entre los Estados, 

Habiendo examinado el informe del Comité Especial de los principios de
derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación
entre los Estados, que se reunió en Ginebra del 31 de marzo al 1 de mayo de 1970, 

Poniendo de relieve la suprema importancia de la Carta de las Naciones
Unidas para el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales y para el
desarrollo de las relaciones de amistad y la cooperación entre los Estados, 

Profundamente convencida de que la aprobación, con ocasión de la celebra-
ción del vigésimo quinto aniversario de las Naciones Unidas, de la Declaración
sobre los principios de derecho internacional referentes a las relaciones de amis-
tad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con la Carta de las
Naciones Unidas contribuiría a fortalecer la paz mundial y constituiría un acon-
tecimiento señalado en la evolución del derecho internacional y de las relacio-
nes entre los Estados al promover el imperio del derecho entre las naciones y,
en particular, la aplicación universal de los principios incorporados a la Carta, 

Considerando la conveniencia de difundir ampliamente el texto de la
Declaración,

1. Aprueba la Declaración sobre los principios de derecho internacional
referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de
conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, cuyo texto figura en el anexo
a la presente resolución;

2. Expresa su reconocimiento al Comité Especial de los principios de
derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación
entre los Estados por su labor, cuyo resultado ha sido la preparación de la
Declaración;

3. Recomienda que se realicen los mayores esfuerzos para que la Declara-
ción sea de conocimiento general.

1883a. sesión plenaria
24 de octubre de 1970

ANEXO

Declaración sobre los principios de derecho internacional
referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados

de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas

Preámbulo

La Asamblea General, 

Reafirmado que, conforme a la Carta de las Naciones Unidas, entre los pro-
pósitos fundamentales de las Naciones Unidas figura el mantenimiento de la
paz y la seguridad internacionales y el fomento de las relaciones de amistad y
de la cooperación entre las naciones, 
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Recordando que los pueblos de las Naciones Unidas están resueltos a prac-
ticar la tolerancia y a convivir en paz como buenos vecinos, 

Teniendo presente la importancia de mantener y fortalecer la paz internacio-
nal fundada en la libertad, la igualdad, la justicia y el respeto de los derechos
humanos fundamentales y de fomentar las relaciones de amistad entre las nacio-
nes, independientemente de las diferencias existentes entre sus sistemas políti-
cos, económicos y sociales o sus niveles de desarrollo, 

Teniendo presente además la suprema importancia de la Carta de las Nacio-
nes Unidas para fomentar el imperio del derecho entre las naciones.

Considerando que la fiel observancia de los principios de derecho interna-
cional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados
y al cumplimiento de buena fe de las obligaciones contraídas por los Estados,
de conformidad con la Carta, es de la mayor importancia para el mantenimiento
de la paz y de la seguridad internacionales y para la realización de los demás
propósitos de las Naciones Unidas, 

Observando que los grandes cambios políticos, económicos y sociales y el pro-
greso científico que han tenido lugar en el mundo desde la aprobación de la Carta
hacen que adquieran mayor importancia estos principios y la necesidad de aplicar-
los de forma más efectiva en la conducta de los Estados en todas las esferas, 

Recordando el principio establecido de que el espacio ultraterrestre, incluso
la Luna y otros cuerpos celestes, no podrá ser objeto de apropiación nacional
por reivindicación de soberanía, uso u ocupación, ni de ninguna otra manera, y
consciente de que en las Naciones Unidas se está considerando la cuestión del
establecimiento de otras disposiciones pertinentes de inspiración militar, 

Convencida de que el estricto cumplimiento por los Estados de la obliga-
ción de no intervenir en los asuntos de cualquier otro Estado es condición esen-
cial para asegurar la convivencia pacífica entre las naciones, ya que la práctica
de cualquier forma de intervención, además de violar el espíritu y la letra de la
Carta, entraña la creación de situaciones que amenazan la paz y la seguridad
internacionales,

Recordando el deber de los Estados de abstenerse, en sus relaciones interna-
cionales, de ejercer coerción militar, política, económica o de cualquier otra
índole contra la independencia política o la integridad territorial de cualquier
Estado,

Considerando que es indispensable que todos los Estados se abstengan, en
sus relaciones internacionales, de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza con-
tra la integridad territorial o la independencia política de cualquier Estado, o en
cualquier otra forma incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas, 

Considerando que es indispensable igualmente que todos los Estados arreglen
sus controversias internacionales por medios pacíficos de conformidad con la Carta, 

Reafirmado, de conformidad con la Carta, la importancia básica de la igual-
dad soberana y subrayando que los propósitos de las Naciones Unidas sólo
podrán realizarse si los Estados disfrutan de igualdad soberana y cumplen ple-
namente las exigencias de este principio en sus relaciones internacionales, 
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Convencida de que la sujeción de los pueblos a la subyugación, dominación
y explotación extranjeras constituye uno de los mayores obstáculos al fomento
de la paz y la seguridad internacionales, 

Convencida de que el principio de la igualdad de derechos y la libre deter-
minación de los pueblos constituye una importante contribución al derecho
internacional contemporáneo, y de que su aplicación efectiva es de suprema
importancia para fomentar entre los Estados las relaciones de amistad basadas
en el respeto del principio de la igualdad soberana, 

Convencida, en consecuencia, de que todo intento de quebrantar parcial o
totalmente la unidad nacional y la integridad territorial de un Estado o país o su
independencia política es incompatible con los propósitos y principios de la
Carta,

Considerando las disposiciones de la Carta en su conjunto y teniendo en
cuenta la función de las resoluciones pertinentes aprobadas por los órganos com-
petentes de las Naciones Unidas en relación con el contenido de los principios, 

Considerando que el desarrollo progresivo y la codificación de los siguien-
tes principios:

a) El principio de que los Estados, en sus relaciones internacionales, se abs-
tendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad terri-
torial o la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma
incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas, 

b) El principio de que los Estados arreglarán sus controversias internaciona-
les por medios pacíficos de tal manera que no se pongan en peligro ni la paz y
la seguridad internacionales ni la justicia, 

c) El principio relativo a la obligación de no intervenir en los asuntos que
son de la jurisdicción interna de los Estados, de conformidad con la Carta, 

d) La obligación de los Estados de cooperar entre sí, conforme a la Carta, 
e) El principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los

pueblos,
f) El principio de la igualdad soberana de los Estados, 
g) El principio de que los Estados cumplirán de buena fe las obligaciones

contraídas por ellos de conformidad con la Carta,

Para conseguir su aplicación más efectiva dentro de la comunidad interna-
cional, fomentarían la realización de los propósitos de las Naciones Unidas, 

Habiendo considerado los principios de derecho internacional referentes a
las relaciones de amistad y a la cooperación entre los Estados, 

1. Solemnemente proclama los siguientes principios:

El principio de que los Estados, en sus relaciones internacionales, se abs-
tendrán de recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad
territorial o la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier
otra forma incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas.
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Todo Estado tiene el deber de abstenerse, en sus relaciones internacionales, de
recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la inde-
pendencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con
los propósitos de las Naciones Unidas. Tal amenaza o uso de la fuerza constituye
una violación del derecho internacional y de la Carta de las Naciones Unidas y no
se empleará nunca como medio para resolver cuestiones internacionales.

Una guerra de agresión constituye un crimen contra la paz, que, con arreglo
al derecho internacional, entraña responsabilidad.

Conforme a los propósitos y principios de las Naciones Unidas, los Estados
tienen el deber de abstenerse de hacer propaganda en favor de las guerras de
agresión.

Todo Estado tiene el deber de abstenerse de recurrir a la amenaza o al uso
de la fuerza para violar las fronteras internacionales existentes de otro Estado o
como medio de resolver controversias internacionales, incluso las controversias
territoriales y los problemas relativos a las fronteras de los Estados.

Asimismo, todo Estado tiene el deber de abstenerse de recurrir a la amenaza
o al uso de la fuerza para violar las líneas internacionales de demarcación, tales
como las líneas de armisticio, que se establezcan por un acuerdo internacional
del que sea parte o que esté obligado a respetar por otras razones, o de confor-
midad con ese acuerdo. Nada de lo anterior se interpretará en el sentido de que
prejuzga las posiciones de las partes interesadas en relación con la condición y
efectos de dichas líneas de acuerdo con sus regímenes especiales, ni en el senti-
do de que afecta a su carácter temporal.

Los Estados tienen el deber de abstenerse de actos de represalia que impli-
quen el uso de la fuerza.

Todo Estado tiene el deber de abstenerse de recurrir a cualquier medida de
fuerza que prive de su derecho a la libre determinación y a la libertad y a la
independencia a los pueblos aludidos en la formulación del principio de la
igualdad de derechos y de la libre determinación.

Todo Estado tiene el deber de abstenerse de organizar o fomentar la organi-
zación de fuerzas irregulares o de bandas armadas, incluidos los mercenarios,
para hacer incursiones en el territorio de otro Estado.

Todo Estado tiene el deber de abstenerse de organizar, instigar, ayudar o
participar en actos de guerra civil o en actos de terrorismo en otro Estado o de
consentir actividades organizadas dentro de su territorio encaminadas a la comi-
sión de dichos actos, cuando los actos a que se hace referencia en el presente
párrafo impliquen el recurrir a la amenaza o al uso de la fuerza.

El territorio de un Estado no será objeto de ocupación militar derivada del
uso de la fuerza en contravención de las disposiciones de la Carta. El territorio
de un Estado no será objeto de adquisición por otro Estado derivada de la ame-
naza o el uso de la fuerza. No se reconocerá como legal ninguna adquisición
territorial derivada de la amenaza o el uso de la fuerza. Nada de lo dispuesto
anteriormente se interpretará en un sentido que afecte:
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a) Las disposiciones de la Carta o cualquier acuerdo internacional anterior
al régimen de la Carta y que sea válido según el derecho internacional; o

b) Los poderes del Consejo de Seguridad de conformidad con la Carta.

Todos los Estados deberán realizar de buena fe negociaciones encaminadas a
la rápida celebración de un tratado universal de desarme general y completo bajo
un control internacional eficaz, y esforzarse por adoptar medidas adecuadas para
reducir la tirantez internacional y fortalecer la confianza entre los Estados.

Todos los Estados deberán cumplir de buena fe las obligaciones que les
incumben en virtud de los principios y normas generalmente reconocidos del
derecho internacional con respecto al mantenimiento de la paz y la seguridad
internacionales, y tratarán de aumentar la eficacia del sistema de seguridad de
las Naciones Unidas basado en la Carta.

Ninguna de las disposiciones de los párrafos precedentes se interpretará en
el sentido de que amplía o disminuye en forma alguna el alcance de las disposi-
ciones de la Carta relativas a los casos en que es legítimo el uso de la fuerza.

El principio de que los Estados arreglarán sus controversias internaciona-

les por medios pacíficos de tal manera que no se pongan en peligro ni la

paz y la seguridad internacionales ni la justicia.

Todos los Estados arreglarán sus controversias internacionales por medios
pacíficos de tal manera que no se pongan en peligro ni la paz y la seguridad
internacionales ni la justicia.

Los Estados, en consecuencia, procurarán llegar a un arreglo pronto y justo
de sus controversias internacionales mediante la negociación, la investigación,
la mediación, la conciliación, el arbitraje, el arreglo judicial, el recurso a los
organismos o sistemas regionales u otros medios pacíficos que ellos mismos
elijan. Al procurar llegar a ese arreglo las partes convendrán en valerse de los
medios pacíficos que resulten adecuados a las circunstancias y a la naturaleza
de la controversia.

Las partes en una controversia tienen el deber, en caso de que no se logre
una solución por uno de los medios pacíficos mencionados, de seguir tratando
de arreglar la controversia por otros medios pacíficos acordados por ellas.

Las partes en una controversia internacional, así como los demás Estados,
se abstendrán de toda medida que pueda agravar la situación al punto de poner
en peligro el mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales, y obrarán
en conformidad con los propósitos y principios de las Naciones Unidas.

El arreglo de las controversias internacionales se basará en la igualdad
soberana de los Estados y se hará conforme al principio de libre elección de los
medios. El recurso a un procedimiento de arreglo aceptado libremente por los
Estados, o la aceptación de tal procedimiento, con respecto a las controversias
existentes o futuras en que sean partes, no se considerará incompatible con la
igualdad soberana.
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Ninguna de las disposiciones de los párrafos precedentes prejuzga o deroga
las disposiciones aplicables de la Carta, en particular las relativas al arreglo
pacífico de controversias internacionales.

El principio relativo a la obligación de no intervenir en los asuntos que son

de la jurisdicción interna de los Estados, de conformidad con la Carta.

Ningún Estado o grupo de Estados tiene derecho a intervenir directa o indi-
rectamente, y sea cual fuere el motivo, en los asuntos internos o externos de
ningún otro. Por lo tanto, no solamente la intervención armada, sino también
cualquier otra forma de injerencia o de amenaza atentatoria de la personalidad
del Estado, o de los elementos políticos, económicos y culturales que lo consti-
tuyen, son violaciones del derecho internacional.

Ningún Estado puede aplicar o fomentar el uso de medidas económicas,
políticas o de cualquier otra índole para coaccionar a otro Estado a fin de lograr
que subordine el ejercicio de sus derechos soberanos y obtener de él ventajas de
cualquier orden. Todos los Estados deberán también abstenerse de organizar,
apoyar, fomentar, financiar, instigar o tolerar actividades armadas, subversivas
o terroristas encaminadas a cambiar por la violencia el régimen de otro Estado,
y de intervenir en las luchas interiores de otro Estado.

El uso de la fuerza para privar a los pueblos de su identidad nacional constitu-
ye una violación de sus derechos inalienables y del principio de no intervención.

Todo Estado tiene el derecho inalienable a elegir su sistema político, econó-
mico, social y cultural sin injerencia en ninguna forma por parte de ningún otro
Estado.

Nada en los párrafos precedentes deberá interpretarse en el sentido de afec-
tar las disposiciones pertinentes de la Carta relativas al mantenimiento de la paz
y la seguridad internacionales.

Los Estados tienen el deber de cooperar entre sí, independientemente de las
diferencias en sus sistemas políticos, económicos y sociales, en las diversas
esferas de las relaciones internacionales, a fin de mantener la paz y la seguridad
internacionales y de promover la estabilidad y el progreso de la economía mun-
dial, el bienestar general de las naciones y la cooperación internacional libre de
toda discriminación basada en esas diferencias.

A este fin:

a) Los Estados deben cooperar con otros Estados en el mantenimiento de la
paz y la seguridad internacionales;

b) Los Estados deben cooperar para promover el respeto universal a los
derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos y la efectividad de
tales derechos y libertades, y para eliminar todas las formas de discriminación
racial y todas las formas de intolerancia religiosa.
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c) Los Estados deben conducir sus relaciones internacionales en las esferas
económica, social, cultural, técnica y comercial, de conformidad con los princi-
pios de la igualdad soberana y la no intervención;

d) Los Estados Miembros de las Naciones Unidas tienen el deber de adoptar
medidas, conjunta o separadamente, en cooperación con las Naciones Unidas,
de conformidad con las disposiciones pertinentes de la Carta.

Los Estados deben cooperar en las esferas económica, social y cultural, así
como en la esfera de la ciencia y la tecnología, y promover el progreso de la
cultura y la enseñanza en el mundo. Los Estados deben cooperar para promover
el crecimiento económico en todo el mundo, particularmente en los países en
desarrollo.

El principio de la igualdad de derechos y de la libre determinación de los
pueblos.

En virtud del principio de la igualdad de derechos y de la libre determina-
ción de los pueblos, consagrado en la Carta de las Naciones Unidas, todos los
pueblos tienen el derecho de determinar libremente, sin injerencia externa, su
condición política y de procurar su desarrollo económico, social y cultural, y
todo Estado tiene el deber de respetar este derecho de conformidad con las dis-
posiciones de la Carta.

Todo Estado tiene el deber de promover, mediante acción conjunta o indivi-
dual, la aplicación del principio de la igualdad de derechos y de la libre determina-
ción de los pueblos, de conformidad con las disposiciones de la Carta, y de prestar
asistencia a las Naciones Unidas en el cumplimiento de las obligaciones que se le
encomiendan por la Carta respecto de la aplicación de dicho principio, a fin de:

a) Fomentar las relaciones de amistad y la cooperación entre los Estados; y
b) Poner fin rápidamente al colonialismo, teniendo debidamente en cuenta

la voluntad libremente expresada de los pueblos de que se trate;

y teniendo presente que el sometimiento de los pueblos a la subyugación, domi-
nación y explotación extranjeras constituye una violación del principio, así como
una denegación de los derechos humanos fundamentales, y es contraria a la Carta.

Todo Estado tiene el deber de promover, mediante acción conjunta o indivi-
dual, el respeto universal a los derechos humanos y a las libertades fundamenta-
les y la efectividad de tales derechos y libertades de conformidad con la Carta.

El establecimiento de un Estado soberano e independiente, la libre asocia-
ción o integración con un Estado independiente o la adquisición de cualquier
otra condición política libremente decidida por un pueblo constituyen formas
del ejercicio del derecho de libre determinación de ese pueblo.

Todo Estado tiene el deber de abstenerse de recurrir a cualquier medida de
fuerza que prive a los pueblos antes aludidos en la formulación del presente
principio de su derecho a la libre determinación y a la libertad y a la indepen-
dencia. En los actos que realicen y en la resistencia que opongan contra esas
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medidas de fuerza con el fin de ejercer su derecho a la libre determinación, tales
pueblos podrán pedir apoyo de conformidad con los propósitos y principios de
la Carta.

El territorio de una colonia u otro territorio no autónomo tiene, en virtud de
la Carta, una condición jurídica distinta y separada de la del territorio del Esta-
do que lo administra; y esa condición jurídica distinta y separada, conforme a la
Carta existirá hasta que el pueblo de la colonia o el territorio no autónomo haya
ejercido su derecho de libre determinación de conformidad con la Carta y, en
particular, con sus propósitos y principios.

Ninguna de las disposiciones de los párrafos precedentes se entenderá en el
sentido de que autoriza o fomenta acción alguna encaminada a quebrantar o
menoscabar, total o parcialmente, la integridad territorial de Estados soberanos
e independientes que se conduzcan de conformidad con el principio de la igual-
dad de derechos y de la libre determinación de los pueblos antes descrito y
estén, por tanto, dotados de un gobierno que represente a la totalidad del pueblo
perteneciente al territorio, sin distinción por motivos de raza, credo o color.

Todo Estado se abstendrá de cualquier acción dirigida al quebrantamiento
parcial o total de la unidad nacional e integridad territorial de cualquier otro
Estado o país.

El principio de la igualdad soberana de los Estados.

Todos los Estados gozan de igualdad soberana. Tienen iguales derechos e
iguales deberes y son por igual miembros de la comunidad internacional, pese a
las diferencias de orden económico, social, político o de otra índole.

En particular, la igualdad soberana comprende los elementos siguientes:

a) Los Estados son iguales jurídicamente;
b) Cada Estado goza de los derechos inherentes a la plena soberanía;
c) Cada Estado tiene el deber de respetar la personalidad de los demás Estados;
d) La integridad territorial y la independencia política del Estado son invio-

lables;
e) Cada Estado tiene el derecho a elegir y a llevar adelante libremente su

sistema político, social, económico y cultural;
f) Cada Estado tiene el deber de cumplir plenamente y de buena fe sus obli-

gaciones internacionales y de vivir en paz con los demás Estados.

El principio de que los Estados cumplirán de buena fe las obligaciones con-
traídas por ellos de conformidad con la Carta.

Todo Estado tiene el deber de cumplir de buena fe las obligaciones que ha
contraído en virtud de la Carta de las Naciones Unidas.

Todo Estado tiene el deber de cumplir de buena fe las obligaciones contraídas
en virtud de los principios y normas de derecho internacional generalmente reco-
nocidos.
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Todo Estado tiene el deber de cumplir de buena fe las obligaciones contraí-
das en virtud de acuerdos internacionales válidos con arreglo a los principios y
normas de derecho internacional generalmente reconocidos.

Cuando las obligaciones derivadas de acuerdos internacionales estén en
pugna con las obligaciones de los Miembros de las Naciones Unidas en virtud
de la Carta, prevalecerán estas últimas.

DISPOSICIONES GENERALES

2. Declara que:

Por lo que respecta a su interpretación y aplicación, los principios que ante-
ceden están relacionados entre sí y cada uno de ellos debe interpretarse en el
contexto de los restantes.

Nada de lo enunciado en la presente Declaración se interpretará en forma
contraria a las disposiciones de la Carta o en perjuicio de los derechos y deberes
de los Estados Miembros en virtud de la Carta o de los derechos de los pueblos
en virtud de la Carta, teniendo en cuenta la formulación de esos derechos en la
presente Declaración.

3. Declara, además, que: 

Los principios de la Carta incorporados en la presente Declaración constitu-
yen principios básicos de derecho internacional y, por consiguiente, insta a
todos los Estados a que se guíen por esos principios en su comportamiento
internacional y a que desarrollen sus relaciones mutuas sobre la base del estricto
cumplimiento de esos principios. 

1.5. RESOLUCIÓN 3314 (XXIX) DE LA ASAMBLEA GENERAL DE
LA ONU. 1974

1.5.a. NOTA EXPLICATIVA

La resolución 3314 de la Asamblea General de Naciones Unidas contiene
la definición de la agresión en el Derecho Internacional. La necesidad de con-
tar con dicha definición se había hecho evidente desde la promulgación de la
Carta de las Naciones Unidas. Las siguientes razones justifican la anterior
afirmación:

— La Carta es muy imprecisa al configurar los usos prohibidos de la
fuerza en las relaciones internacionales. En el art. 2.4 del mencionado
texto normativo se contienen las normas referentes a dicha prohibi-
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ción, pero algunos autores entendían que la interpretación del precep-
to debía hacerse de forma restrictiva de modo que sólo los usos de la
fuerza expresamente proscritos quedarían excluidos en lo que respecta
a su licitud.

— Siendo el Consejo de Seguridad el órgano encargado de dilucidar
quien sea el agresor en un supuesto de conflicto armado internacional,
es deseable que dicho concepto quede normativamente bien perfilado
con el objeto de evitar que factores extrajurídicos influyan en la consi-
deración de agresor.

— La agresión recibida justifica el uso de la fuerza por parte del agredido.
— La responsabilidad internacional resultado de un conflicto es radical-

mente distinta en el caso del agresor y del agredido.
En lo que respecta a los elementos novedosos que contiene la

resolución 3314 con respecto al art. 2 de la Carta:

• Se señala que la agresión consiste en un uso de la fuerza armada,
por lo que se excluyen de dicho concepto otras violencias ejercidas
en las relaciones internacionales. En este sentido, se entiende como
fuerza armada una actividad militar ya sea a través de fuerzas regu-
lares o grupos armados irregulares.

• El ataque armado ha de revestir cierta intensidad, considerando tan-
to su dimensión como sus efectos.

• Se contiene una enumeración de los actos de agresión, que sin embar-
go no debe entenderse de forma exhaustiva sino ejemplificativa.

1.5.b. TEXTO NORMATIVO

La Asamblea General,

Habiendo examinado el informe del Comité Especial sobre la cuestión de la
definición de la agresión, establecido en cumplimiento de su resolución 2330
(XXII) de 18 de diciembre de 1967, que abarca la labor de su séptimo período
de sesiones celebrado del 11 de marzo al 12 de abril de 1974, y que incluye el
proyecto de Definición de la agresión aprobado por consenso por el Comité
Especial y recomendado a la aprobación de la Asamblea General,

Profundamente convencida de que la aprobación de la Definición de la
agresión contribuiría al fortalecimiento de la paz y la seguridad internacionales,

1. Aprueba la Definición de la agresión cuyo texto figura en el anexo de la
presente resolución;

2. Expresa su reconocimiento al Comité Especial sobre la cuestión de la
definición de la agresión por su labor, que ha culminado en la elaboración de la
Definición de la agresión;
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3. Insta a todos los Estados a que se abstengan de todo acto de agresión y de
cualquier otro uso de la fuerza contrario a la Carta de las Naciones Unidas y a la
Declaración sobre los principios de derecho internacional referentes a las rela-
ciones de amistad y a la cooperación entre los Estados de conformidad con la
Carta de las Naciones Unidas.

4. Señala a la atención del Consejo de Seguridad la Definición de la agre-
sión que se consigna más abajo, y recomienda que, cuando proceda, tenga en
cuenta esa Definición como orientación para determinar, de conformidad con la
Carta, la existencia de un acto de agresión.

2391a. sesión plenaria
14 de diciembre de 1974

ANEXO

Definición de la agresión

La Asamblea General,

Basándose en el hecho de que uno de los propósitos fundamentales de las
Naciones Unidas es mantener la paz y la seguridad internacionales y adoptar
medidas colectivas eficaces para prevenir y eliminar amenazas a la paz y para
suprimir actos de agresión u otros quebrantamientos de la paz,

Recordando que el Consejo de Seguridad, en conformidad con el Artículo 39
de la Carta de las Naciones Unidas, determinará la existencia de toda amenaza de
paz, quebrantamiento de la paz o acto de agresión y hará recomendaciones o
decidirá qué medidas serán tomadas de conformidad con los Artículos 41 y 42
para mantener o restablecer la paz y la seguridad internacionales,

Recordando también el deber de los Estados, conforme a la Carta, de arre-
glar sus controversias internacionales por medios pacíficos de tal manera que no
se pongan en peligro la paz, la seguridad y la justicia internacionales,

Teniendo presente que nada de lo dispuesto en la presente Definición podrá
interpretarse en ningún sentido que afecte el alcance de las disposiciones de la
Carta relativas a las funciones y poderes de los órganos de las Naciones Unidas,

Considerando también que, en vista de que la agresión constituye la forma
más grave y peligrosa del uso ilegítimo de la fuerza y de que, con la existencia
de armas de destrucción en masa de todo tipo, entraña la posible amenaza de un
conflicto mundial con todas sus consecuencias catastróficas, debería definirse la
agresión en la etapa actual,

Reafirmando el deber de los Estados de abstenerse de hacer uso de la fuerza
armada para privar a los pueblos de su derecho a la libre determinación, libertad
e independencia, o para alterar su integridad territorial,
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Reafirmando también que el territorio de un Estado es inviolable y no podrá
ser objeto, ni siquiera transitoriamente, de ocupación militar ni de otras medidas
de fuerza tomadas por otro Estado en contravención de la Carta, y que no podrá
ser objeto de adquisición por otro Estado como resultado de tales medidas o de
la amenaza de recurrir a ellas,

Reafirmado además las disposiciones de la Declaración sobre los principios
de derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a la coopera-
ción entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas,

Convencida de que la adopción de una definición de la agresión debería
producir el efecto de disuadir a un agresor potencial, facilitaría la determinación
de actos de agresión y la aplicación de medidas para suprimirlos, y permitiría
asimismo proteger los derechos y legítimos intereses de la víctima y prestarle
ayuda,

Estimando que, si bien ha de considerarse la cuestión de si se ha cometido
un acto de agresión a la luz de todas las circunstancias de cada caso concreto,
conviene, no obstante, formular principios fundamentales que sirvan de directri-
ces para tal determinación,

Adopta la siguiente Definición de la agresión:

Artículo 1
La agresión es el uso de la fuerza armada por un Estado contra la soberanía,

integridad territorial o la independencia política de otro Estado, o en cualquier
otra forma incompatible con la Carta de las Naciones Unidas, tal como se enun-
cia en la presente Definición.

Nota explicativa: En esta Definición el término Estado:

a) Se utiliza sin perjuicio de las cuestiones de reconocimiento o de que un
Estado sea o no Miembro de las Naciones Unidas;

b) Incluye el concepto de un grupo de Estados, cuando proceda.

Artículo 2
El primer uso de la fuerza armada por un Estado en contravención de la

Carta constituirá prueba prima facie de un acto de agresión, aunque el Consejo
de Seguridad puede concluir, de conformidad con la Carta, que la determina-
ción de que se ha cometido un acto de agresión no estaría justificada a la luz de
otras circunstancias pertinentes, incluido el hecho de que los actos de que se tra-
ta o sus consecuencias no son de suficiente gravedad.

Artículo 3
Con sujeción a las disposiciones del artículo 2 y de conformidad con ellas,

cualquiera de los actos siguientes, independientemente de que haya o no decla-
ración de guerra, se caracterizará como acto de agresión:

a) La invasión o el ataque por las fuerzas armadas de un Estado del territo-
rio de otro Estado, o toda ocupación militar, aun temporal, que resulte de dicha
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invasión o ataque, o toda anexión, mediante el uso de la fuerza, del territorio de
otro Estado o de parte de él;

b) El bombardeo, por las fuerzas armadas de un Estado, del territorio de
otro Estado, o el empleo de cualesquiera armas por un Estado contra el territo-
rio de otro Estado;

c) El bloqueo de los puertos o de las costas de un Estado por las fuerzas
armadas de otro Estado;

d) El ataque por las fuerzas armadas de un Estado contra las fuerzas arma-
das terrestres, navales o aéreas de otro Estado, o contra su flota mercante o
aérea;

e) La utilización de fuerzas armadas de un Estado, que se encuentren en el
territorio del otro Estado con el acuerdo de Estado receptor, en violación de las
condiciones establecidas en el acuerdo o toda prolongación de su presencia en
dicho territorio después de terminado el acuerdo;

g) El envío por un Estado, o en su nombre, de bandas armadas, grupos irre-
gulares o mercenarios que lleven a cabo actos de fuerza armada contra otro
Estado de tal gravedad que sean equiparables a los actos antes enumerados, o su
sustancial participación en dichos actos.

Artículo 4
La enumeración de los actos mencionados anteriormente no es exhaustiva y

el Consejo de Seguridad podrá determinar qué otros actos constituyen agresión,
con arreglo a las disposiciones de la Carta.

Artículo 5
1. Ninguna consideración, cualquiera sea su índole, política, económica,

militar o de otro carácter, podrá servir de justificación de una agresión.
2. La guerra de agresión es un crimen contra la paz internacional. La agre-

sión origina una responsabilidad internacional.
3. Ninguna adquisición territorial o ventaja especial resultante de una agre-

sión es lícita ni será reconocida como tal.

Artículo 6
Nada de lo dispuesto en la presente Definición se interpretará en el sentido

de que amplía o restringe en forma alguna el alcance de la Carta, incluidas sus
disposiciones relativas a los casos en que es lícito el uso de la fuerza.

Artículo 7
Nada de lo establecido en esta Definición, y en particular en el artículo 3,

podrá perjudicar en forma alguna el derecho a la libre determinación, la libertad
y la independencia, tal como surge de la Carta, de pueblos privados por la fuer-
za de ese derecho, a los que se refiere la Declaración sobre los principios de
derecho internacional referentes a las relaciones de amistad y a la cooperación
entre los Estados de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, en parti-
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cular los pueblos que están bajo regímenes coloniales y racistas u otras formas
de dominación extranjera; ni el derecho de esos pueblos a luchar con tal fin y
pedir y recibir apoyo, de acuerdo con los principios de la Carta y en conformi-
dad con la Declaración antes mencionada.

Artículo 8
Por lo que respecta a su interpretación y aplicación, las disposiciones que

anteceden están relacionadas entre sí y cada una de ellas debe interpretarse en el
contexto de las restantes.

1.6. RESOLUCIÓN 1514 (XV) DE LA ASAMBLEA GENERAL, DE 14
DE DICIEMBRE DE 1960

1.6.a. NOTA EXPLICATIVA

Con el fin de acelerar el proceso de descolonización, el 14 de diciembre de
1960, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la resolución 1514
(XV) titulada "Declaración sobre la concesión de la independencia a los países y
pueblos coloniales".

Considerada comúnmente como la "Carta Magna de la Descolonización",
concretó el ejercicio del derecho a la libre determinación en la independencia;
de acuerdo con sus términos las colonias tenían derecho a decidir si deseaban
convertirse en Estados soberanos e independientes, para lo cual debía consultar-
se a su población autóctona.

La aplicación de la Resolución 1514 (XV), a partir de 1960, presenta una
importancia capital para la comprensión del actual mapa político mundial, que
ha experimentado un crecimiento exponencial del número de Estados indepen-
dientes. Desde este punto de vista, el Derecho descolonizador de Naciones Uni-
das ha mostrado una rotunda contundencia, pues las más graves situaciones
coloniales han sido liquidadas o están en camino de serlo.

La articulación de este corpus jurídico y la afirmación de la preeminencia
del principio de libre determinación de los pueblos coloniales en el conjunto de
las normas jurídicas internacionales se pone de manifiesto en la caracterización
que se hace del derecho de libre determinación como presupuesto para el disfru-
te de los derechos humanos (arts. 1 de los Pactos Internacionales de Derechos
Civiles y Políticos y de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 1966) o
en el reconocimiento —no sin vacilaciones— de la legitimidad de las guerras
de liberación nacional que emprenden los pueblos sometidos a dominación en
contra de las potencias coloniales; sentido en el que se pronuncian las Resolu-
ciones 2625 (XXV) y 2189 (XXI) o el Protocolo I Adicional a los Convenios de
Ginebra.
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Naciones Unidas ha precisado el alcance y contenido de la presente resolu-
ción en palabras de su Secretario General  Butros Ghali: “… las Naciones Uni-
das no han cerrado sus puertas, pero si cada grupo étnico, religioso o lingüístico
pretendiera  formar un Estado, la fragmentación no tendría fin, con lo que serían
aún más difíciles de alcanzar la paz, la seguridad y el bienestar económico para
todos” (Un Programa de Paz – A/47/277- S/24111 – 1992).

1.6.b. TEXTO NORMATIVO

La Asamblea General,

Teniendo presente que los pueblos del mundo han proclamado en la Carta
de las Naciones Unidas que están resueltos a reafirmar la fe en los derechos
fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la persona humana, en
la igualdad de derechos de hombres y mujeres y de las naciones grandes y
pequeñas, y a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro de
un concepto más amplio de la libertad, 

Consciente de la necesidad de crear condiciones de estabilidad y bienestar y
relaciones pacíficas y amistosas basadas en el respeto de los principios de la
igualdad de derechos y de la libre determinación de todos los pueblos, y de ase-
gurar el respeto universal de los derechos humanos y las libertades fundamenta-
les para todos sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión,
y la efectividad de tales derechos y libertades,

Reconociendo el apasionado deseo de libertad que abrigan todos los pue-
blos dependientes y el papel decisivo de dichos pueblos en el logro de su inde-
pendencia,

Consciente de los crecientes conflictos que origina el hecho de negar la
libertad a esos pueblos o de impedirla, los cual constituye una grave amenaza a
la paz mundial, 

Considerando el importante papel que corresponde a las Naciones Unidas
como medio de favorecer el movimiento en pro de la independencia en los terri-
torios en fideicomiso y en los territorios no autónomos, 

Reconociendo que los pueblos del mundo desean ardientemente el fin del
colonialismo en todas sus manifestaciones, 

Convencida de que la continuación del colonialismo impide el desarrollo de
la cooperación económica internacional, entorpece el desarrollo social, cultural
y económico de los pueblos dependientes y milita en contra del ideal de paz
universal de las Naciones Unidas, 

Afirmando que los pueblos pueden, para sus propios fines, disponer libre-
mente de sus riquezas y recursos naturales sin perjuicio de las obligaciones
resultantes de la cooperación económica internacional, basada en el principio
del provecho mutuo, y del derecho internacional, 
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Creyendo que el proceso de liberación es irresistible e irreversible y que, a
fin de evitar crisis graves, es preciso poner fin al colonialismo y a todas las
prácticas de segregación y discriminación que lo acompañan, 

Celebrando que en los últimos años muchos territorios dependientes hayan
alcanzado la libertad y la independencia, y reconociendo las tendencias cada
vez más poderosas hacia la libertad que se manifiestan en los territorios que no
han obtenido aún la independencia, 

Convencida de que todos los pueblos tienen un derecho inalienable a la
libertad absoluta, al ejercicio de su soberanía y a la integridad de su territorio
nacional,

Proclama solemnemente la necesidad de poner fin rápida e incondicional-
mente al colonialismo en todas sus formas y manifestaciones; 

Y a dicho efecto 
Declara que: 
1. La sujeción de pueblos a una subyugación, dominación y explotación

extranjeras constituye una denegación de los derechos humanos fundamentales,
es contraria a la Carta de las Naciones Unidas y compromete la causa de la paz
y de la cooperación mundiales. 

2. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación; en virtud de
este derecho, determinan libremente su condición política y persiguen libremen-
te su desarrollo económico, social y cultural. 

3. La falta de reparación en el orden político, económico, social o educativo
no deberá servir nunca de pretexto para retrasar la independencia. 

4. A fin de que los pueblos dependientes puedan ejercer pacífica y libre-
mente su derecho a la independencia completa, deberá cesar toda acción armada
o toda medida represiva de cualquier índole dirigida contra ellos, y deberá res-
petarse la integridad de su territorio nacional. 

5. En los territorios en fideicomiso y no autónomos y en todos los demás
territorios que no han logrado aún su independencia deberán tomarse inmediata-
mente medidas para traspasar todos los poderes a los pueblos de esos territorios,
sin condiciones ni reservas, en conformidad con su voluntad y sus deseos libre-
mente expresados, y sin distinción de raza, credo ni color, para permitirles
gozar de una libertad y una independencia absolutas. 

6. Todo intento encaminado a quebrantar total o parcialmente la unidad
nacional y la integridad territorial de un país es incompatible con los propósitos
y principios de la Carta de las Naciones Unidas. 

7. Todos los Estados deberán observar fiel y estrictamente las disposiciones
de la Carta de las Naciones Unidas, de la Declaración Universal de Derechos
Humanos y de la presente Declaración sobre la base de la igualdad, de la no
intervención en los asuntos internos de los demás Estados y del respeto de los
derechos soberanos de todos los pueblos y de su integridad territorial.
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CAPÍTULO 2 

NORMAS RELATIVAS
A LA CONDUCCIÓN DE LAS HOSTILIDADES

2.1. INTRODUCCIÓN

La codificación actual del Derecho de los Conflictos Armados, en rela-
ción con la conducción de las hostilidades, comenzó con la declaración de
París de 1856 sobre la guerra marítima, que recogía la experiencia de la gue-
rra de Crimea, mientras que en lo que respecta al campo específico de las
normas protectoras de las víctimas de los conflictos armados es el Convenio
de Ginebra de 1864, referente a la protección de los soldados heridos en cam-
paña, el primer texto internacional importante.

El desarrollo de las normas sobre conducción de las hostilidades conoció
un importante impulso en las Conferencias de La Haya de 1899 y 1907, en
las que se adoptaron Convenios relativos tanto a la guerra terrestre como a la
marítima. Con posterioridad a la Segunda Guerra Mundial se han celebrado
diversas convenciones sobre los medios y métodos de combate, que se reco-
gen en este capítulo segundo, debiéndose destacar que el Protocolo Adicional I
a los Convenios Internacionales de Ginebra de 1949 contiene también nume-
rosas referencias al ius in bello, pese a lo cual dicho Protocolo no se incluye
aquí, por venir recogido entre las normas destinadas a la protección de las
víctimas de los conflictos armados.

Este capítulo se ha dividido en tres apartados dedicados respectivamente
a la guerra terrestre, que engloba también la parte general, la guerra marítima
y la guerra aérea. En relación con esta última, su regulación específica
es prácticamente inexistente, por lo que se reproducen sólo textos con valor
doctrinal.
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2.2. TIERRA

2.2.a. DECLARACIÓN DE SAN PETERSBURGO DE 1868 CON EL
OBJETO DE PROHIBIR EL USO DE DETERMINADOS PROYEC-
TILES EN TIEMPO DE GUERRA 

2.2.a.(1). Nota explicativa

Tal Declaración expresaba el estado de los “usos y costumbres de la gue-
rra” en aquel momento histórico y se puede decir que los principios que
expone forman parte del Derecho Internacional Consuetudinario. Las partes
contratantes renuncian al empleo de cualquier proyectil cuyo peso sea infe-
rior a 400 gramos y que sea explosivo, o que esté cargado con materias
explosivas o inflamables

La importancia de esta Declaración se apoya en dos puntos fundamenta-
les. El primero consiste en prohibir un arma nueva antes de haber sido entre-
gada a las tropas. El segundo se refiere a que, por primera vez, en un tratado
internacional se contiene la intención explícita de conciliar los rigores de la
guerra con los principios de humanidad.

2.2.a.(2). Texto normativo

San Petersburgo, los días 29 de noviembre - 11 de diciembre de 1868 

A propuesta del Gabinete Imperial de Rusia, una Comisión militar internacio-
nal se ha reunido en San Petersburgo con el objeto de examinar la conveniencia de
prohibir el uso de determinados proyectiles en tiempo de guerra entre naciones
civilizadas, habiendo fijado esta Comisión, de común acuerdo, los límites técnicos
en que deben detenerse las necesidades de la guerra ante las exigencias de la
humanidad, los Abajo Firmantes están autorizados, por las órdenes de sus Gobier-
nos, a declarar lo que sigue: 

Considerando:
Que los progresos de la civilización deben tener por efecto atenuar en cuan-

to sea posible las calamidades de la guerra; 
Que la única finalidad legítima que los Estados deben proponerse durante la

guerra es el debilitamiento de las fuerzas militares del enemigo; 
Que, a este fin, basta con poner fuera de combate al mayor número posible

de hombres; 
Que esta finalidad quedaría sobrepasada por el empleo de armas que agra-

varían inútilmente los sufrimientos de los hombres puestos fuera de combate, o
bien harían que su muerte fuese inevitable; 

Que el empleo de tales armas sería, a partir de este momento, contrario a las
leyes de la humanidad; 
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Las Partes contratantes se comprometen a renunciar mutuamente, en caso
de guerra entre ellas, al empleo por sus tropas de tierra o de mar de cualquier
proyectil cuyo peso sea inferior a 400 gramos y que sea explosivo, o que esté
cargado con materias explosivas o inflamables. 

Las Partes contratantes invitarán a todos los Estados que no han participado,
mediante el envío de delegados, en las deliberaciones de la Comisión militar inter-
nacional, reunida en San Petersburgo, para que se unan al presente compromiso. 

Este compromiso no es obligatorio más que para las Partes contratantes, o
para las que se unan a él, en caso de guerra entre dos o varias de ellas; no puede
ser aplicado en lo que se refiere a las Partes no contratantes o que no se hayan
unido a él. 

Dejaría igualmente de ser obligatorio a partir del momento en que, en una
guerra entre Partes contratantes o que se hayan unido, una Parte no contratante
o que no se haya unido, se aliara con uno de los beligerantes. 

Las Partes contratantes o las que se hayan unido se reservan la facultad de
ponerse de acuerdo ulteriormente cada vez que sea formulada una proposición
precisa con vistas a los perfeccionamientos que puedan producirse, que la cien-
cia pudiera introducir en el armamento de las tropas, con el objeto de mantener
los principios que han sido establecidos y conciliar las necesidades de la guerra
con las leyes de la humanidad. 

Hecho en San Petersburgo el veintinueve de noviembre - once de diciembre
de mil ochocientos sesenta y ocho.

2.2.b. CONVENCIÓN II DE LA HAYA DE 1899 RELATIVA A LAS
LEYES Y USOS DE LA GUERRA TERRESTRE Y REGLAMENTO
ANEXO AL CONVENIO SOBRE LEYES Y COSTUMBRES DE
LA GUERRA TERRESTRE. 1899

2.2.b.(1). Nota explicativa

Este Convenio fue hecho en La Haya el 29 de julio de 1899, firmado por
España en la misma fecha y ratificado el 4 de septiembre de 1900. Fue publi-
cado posteriormente en la Gaceta de Madrid el 22 de noviembre de 1900
(núm. 326).

Este Convenio sigue en vigor por cuanto España no firmó ni ratificó la
revisión al mismo hecha en La Haya el 18 de octubre de 1907, que con la
denominación de IV Convenio de la Haya mantiene prácticamente el mismo
contenido.

A todo esto hay que añadir que los artículos 135 del III Convenio de
Ginebra de 1949 y 154 del IV completan su articulado.
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2.2.b.(2). Texto normativo

Considerando que, al mismo tiempo que se buscan los medios de garantizar
la paz y prevenir los conflictos armados entre las Naciones, importa preocupar-
se asimismo del caso en que la apelación a las armas fuese traída por aconteci-
mientos que su solicitud no hubiera podido evitar,

Animados por el deseo de servir, aun en esa hipótesis extrema, los intereses
de la humanidad y las siempre crecientes exigencias de la civilización,

Estimando que importa revisar, a dicho fin, las leyes y costumbres genera-
les de la guerra, bien sea para definirlas con mayor precisión, bien para limitar-
las con objeto de restringir en lo posible sus rigores,

Inspirándose en esos fines, recomendamos hoy, como hace veinticinco años
en la conferencia de Bruselas de 1874, por una generosa y sabia previsión.

Han adoptado en ese espíritu gran número de disposiciones que tienen por
objeto definir y regular los usos de la guerra terrestre.

Según el criterio de las Altas Partes contratantes, estas disposiciones, cuya
redacción ha sido inspirada por el deseo de disminuir los males de la guerra, en
cuanto las necesidades militares lo consientan, están destinadas a servir de regla
general de conducta a los beligerantes en las relaciones entre sí y con los pueblos.

Ha sido imposible, sin embargo, concertar desde ahora estipulaciones que
se extiendan a todas las circunstancias que se presentan en la práctica. 

Por otra parte, no podía entrar en las intenciones de las Altas Partes contra-
tantes que los casos no previstos fueran, a falta de estipulación escrita, dejados a
la apreciación arbitraria de los que dirijan los Ejércitos.

En espera de que un Código más completo de las leyes de la guerra pueda
ser dictado, las Altas Partes contratantes juzgan oportuno hacer constar que en
los casos no comprendidos en las disposiciones reglamentarias adoptadas por
ellas, los pueblos y los beligerantes quedan bajo la salvaguardia y el imperio de
los principios del derecho de gentes, tales como resultan de los usos estableci-
dos entre naciones civilizadas, de las leyes de humanidad y de las exigencias de
la conciencia pública.

Declaran que en ese sentido deben entenderse especialmente los artículos 1
y 2 del Reglamento adoptado.

Las Altas Partes contratantes, deseando celebrar un Convenio a ese efecto,
han nombrado a sus Plenipotenciarios.

Los cuales, después de haberse comunicado sus plenos poderes y hallándo-
los en buena y debida forma, han convenido lo que sigue:

Artículo 1. Las Altas Partes contratantes darán a sus fuerzas armadas de
tierra instrucciones de acuerdo con el Reglamento relativo a las leyes y costum-
bres de la guerra terrestre, ANEXO al presente Convenio.

Art. 2. Las disposiciones contenidas en el Reglamento que se cita en el artí-
culo 1, sólo serán obligatorias para las Potencias contratantes en caso de guerra
entre dos o más de ellas. 

2-4



Estas disposiciones dejarán de ser obligatorias desde el momento en que en
una guerra entre Potencias contratantes, otra no contratante se uniera a uno de
los beligerantes.

Art. 3. El presente Convenio será ratificado en el plazo más breve posible.
Las ratificaciones serán depositadas en La Haya.
Del depósito de cada ratificación se levantará acta, de la cual se enviará, por

vía diplomática, copia certificada a todas las Potencias contratantes.

Art. 4. Las Potencias no signatarias podrán adherirse al presente Convenio.
Con este objeto deberán participar su adhesión a las Potencias contratantes

por medio de una notificación escrita, dirigida al gobierno de los Países Bajos y
comunicada por éste a todas las demás potencias contratantes.

Art. 5. Si una de las Altas Partes contratantes denunciara el presente Con-
venio, esta denuncia no producirá efecto sino un año después de la notificación
hecha por escrito al gobierno de los Países Bajos y comunicada inmediatamente
por éste a todas las demás Potencias contratantes.

Esta denuncia no producirá efecto sino respecto de la Potencia que la haya
notificado.

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios han firmado y sellado, con el de sus
armas, el presente Convenio.

Hecho en La Haya el 29 de Julio de 1899, en un solo ejemplar, que quedará
depositado en los archivos del Gobierno de los Países Bajos, y del cual se
enviará, por la vía diplomática, copia certificada a las Potencias signatarias.

2.2.c. REGLAMENTO SOBRE LAS LEYES Y COSTUMBRES DE LA
GUERRA TERRESTRE. 1899

2.2.c.(1). Texto normativo

SECCIÓN PRIMERA

DE LOS BELIGERANTES

CAPÍTULO I

DE LA CUALIDAD DEL BELIGERANTE

Artículo 1. La leyes, los derechos y los deberes de la guerra no son aplica-
bles solamente a los Ejércitos, sino también a las milicias y a los Cuerpos de
voluntarios que reúnan las condiciones siguientes:

1.ª Tener a su frente a una persona responsable de sus subordinados.
2.ª Tener algún distintivo fijo y perceptible a distancia.
3.ª Llevar armas abiertamente.
4.ª Sujetarse en sus operaciones a las leyes y costumbres de la guerra.

En los países donde las milicias o los Cuerpos de voluntarios constituyen el Ejér-
cito o forman parte de él, están comprendidos bajo la denominación de Ejército.
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Art. 2. La población de un territorio no ocupado que al acercarse el enemi-
go toma espontáneamente las armas para combatir a las tropas invasoras, sin
haber tenido tiempo de organizarse, conforme al Artículo 1, será considerada
como beligerante si respeta las leyes y costumbres de la guerra.

Art. 3. Las fuerzas armadas de las partes beligerantes pueden componerse
de combatientes y de no combatientes. 

En caso de captura por el enemigo, unos y otros tienen derecho al trato de
los prisioneros de guerra.

CAPÍTULO II

DE LOS PRISIONEROS DE GUERRA

Art. 4. Los prisioneros de guerra están en poder del Gobierno enemigo,
pero no en el de los individuos o en el de los Cuerpos que los hayan capturado. 

Deben ser tratados con humanidad.
Todo lo que les pertenezca personalmente, excepto las armas, los caballos y

los papeles militares, queda de su propiedad.

Art. 5. Los prisioneros de guerra podrán ser sometidos a internamiento en
una ciudad, fortaleza, campamento o localidad cualquiera, con obligación de no
alejarse de ella más allá de ciertos límites determinados; pero no podrán ser
encerrados sino como medida de seguridad indispensable.

Art. 6. El Estado puede emplear , como trabajadores, a los prisioneros de
guerra, según su grado y sus aptitudes. Dichos trabajos no serán excesivos y no
tendrán ninguna relación con las operaciones de la guerra.

Los prisioneros pueden ser autorizados para trabajar por cuenta de Adminis-
traciones públicas o de particulares, o por su propia cuenta.

Los trabajos hechos para el Estado serán pagados con arreglo a las tarifas
vigentes para los militares del Ejército nacional que ejecuten iguales trabajos.

Cuando los trabajos tengan lugar por cuenta de otras Administraciones
públicas o de particulares, sus condiciones se fijarán de acuerdo con la Autori-
dad militar. 

Los haberes de los prisioneros contribuirán a aliviar su situación y el exceso
les será entregado al ser libertados, descontándoles los gastos de manutención.

Art. 7. El Gobierno en cuyo poder se encuentren los prisioneros de guerra
estará encargado de su sostenimiento.

A falta de acuerdo especial entre los beligerantes, los prisioneros de guerra
serán tratados, en cuanto a la manutención, alojamiento y vestuario, bajo el mis-
mo pie que las tropas del Gobierno que los hayan capturado.

Art. 8. Los prisioneros de guerra estarán sometidos a las leyes, reglamentos
y órdenes vigentes en el Ejército del Estado en cuyo poder se encuentren. Cual-
quier acto de insubordinación autoriza, respecto a ellos, las medidas de rigor
necesarias.
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Los prisioneros evadidos que sean cogidos de nuevo antes de haberse podi-
do unir a su Ejército, o antes de abandonar el territorio ocupado por el Ejército
que los hubiera capturado, estarán sujetos a las penas disciplinarias.

Los prisioneros que, después de haber logrado evadirse, sean hechos prisioneros
nuevamente, no estarán sujetos a ninguna pena disciplinaria por la fuga anterior.

Art. 9. Cada prisionero de guerra está obligado a declarar, si se le interroga
sobre el particular, sus verdaderos nombres y grado, y en el caso en que infrin-
giera esta regla, se expondrá a una restricción de las ventajas concedidas a los
prisioneros de guerra de su categoría.

Art. 10. Los prisioneros de guerra podrán ser puestos en libertad bajo pala-
bra, si las leyes de su país les autorizan a ello, y, en este caso, estarán obligados,
bajo la garantía de su honor personal, a cumplir escrupulosamente los compro-
misos que hayan contraído, tanto respecto de su propio Gobierno como respecto
del que les ha hecho prisioneros.

En el mismo caso, su propio Gobierno estará obligado a no exigir ni aceptar
de ellos ningún servicio contrario a la palabra empeñada.

Art. 11. El prisionero de guerra no puede ser obligado a aceptar su libertad
bajo palabra; de igual modo el Gobierno enemigo no está obligado a acceder a
la petición del prisionero que reclame ser puesto en libertad bajo palabra.

Art. 12. Todo prisionero de guerra libertado bajo palabra y capturado de
nuevo haciendo armas contra el Gobierno con el cual había comprometido su
honor, o contra sus aliados, pierde el derecho a ser tratado como los prisioneros
de guerra, y podrá ser llevado ante los Tribunales.

Art. 13. Los individuos que siguen a un Ejército sin formar directamente
parte de él, tales como los corresponsales de periódicos, los vivanderos, los pro-
veedores, que caigan en poder del enemigo, y que éste considera útil detener
tendrán derecho al trato de los prisioneros de guerra, a condición de que estén
provistos de carta de legitimación de la Autoridad militar del Ejército a que
acompañaban.

Art. 14. Desde el principio de las hostilidades se establecerá, en cada uno
de los Estados beligerantes, y si llega el caso en los países neutrales que hayan
recogido beligerantes en su territorio, una oficina de informes sobre los prisio-
neros de guerra. Esta oficina, encargada de responder a todas las preguntas que
conciernan a éstos, recibirá de los diversos servicios competentes todas las indi-
caciones necesarias para que pueda formar una papeleta individual de cada pri-
sionero de guerra. Se la tendrá al corriente de las internaciones y de los trasla-
dos, así como de las entradas en los hospitales y de los fallecimientos.

La oficina de informes estará igualmente encargada de recoger y centralizar
todos los objetos de uso personal, valores, cartas, etc., que sean encontrados en
los campos de batalla o dejados por los prisioneros muertos en los hospitales y
ambulancias, y de trasmitirlos a los interesados.
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Art. 15. Las Sociedades de socorro para los prisioneros de guerra, regular-
mente constituidas según la ley de su país, y que tengan por objeto ser las inter-
mediarias de la acción caritativa, recibirán por parte de los beligerantes, para
ellas y para sus Agentes debidamente acreditados, toda clase de facilidades den-
tro de los límites señalados por las necesidades militares y las reglas administra-
tivas para cumplir eficazmente su humanitaria misión. Los Delegados de estas
Sociedades podrán ser admitidos para distribuir socorros en los depósitos de
internación, así como en los lugares de etapa de los prisioneros repatriados,
mediante un permiso personal dado por la Autoridad militar, y comprometién-
dose por escrito a someterse a todas las medidas de orden y de policía que aqué-
lla prescribiese.

Art. 16. Las oficinas de información gozarán de la franquicia de puerto. Las
cartas, mandatos y envíos en metálico, así como los paquetes postales destinados
a los prisioneros de guerra o expedidos por ellos, estarán libres de toda tasa postal,
tanto en los países de origen y de destino como en los países intermedios.

Los donativos y socorros en especie destinados a los prisioneros de guerra
se admitirán libres de todo derecho de entrada y de cualesquiera otros, así como
de los impuestos de transporte sobre los ferrocarriles explotados por el Estado.

Art. 17. Los Oficiales prisioneros podrán recibir el complemento, si ha
lugar, del sueldo que tienen en esa situación por los reglamentos de su país, a
cargo de reembolso por sus Gobiernos.

Art. 18. Se deja una completa libertad a los prisioneros de guerra para la
práctica de su religión, comprendiendo en ello la asistencia a los oficios de su
culto respectivo, con la sola condición de sujetarse a las medidas de orden y de
policía prescritas por la Autoridad militar.

Art. 19. Los testamentos de los prisioneros de guerra serán recibidos o
extendidos en las mismas condiciones que los militares del Ejército nacional.

Se seguirán las mismas reglas en todo lo concerniente a los documentos
relativos a la comprobación de los fallecimientos, así como al entierro de los
prisioneros de guerra, teniendo en cuenta su grado y su jerarquía. 

Art. 20. Después de concluida la paz, la repatriación de los prisioneros de
guerra se efectuará en el plazo más breve posible.

CAPÍTULO III

DE LOS ENFERMOS Y HERIDOS

Art. 21. Las obligaciones de los beligerantes referentes al servicio de los
enfermos y heridos, se rigen por el Convenio de Ginebra de 22 de Agosto de
1864, salvo las modificaciones de que dicho Convenio pueda ser objeto.
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SECCIÓN SEGUNDA

DE LAS HOSTILIDADES

CAPÍTULO I

DE LOS MEDIOS DE DAÑAR AL ENEMIGO,
DE LOS SITIOS Y DE LOS BOMBARDEOS

Art. 22. Los beligerantes no tienen un derecho ilimitado en cuanto a la elec-
ción de medios para dañar al enemigo.

Art. 23. Además de las prohibiciones establecidas por Convenios especia-
les, queda particularmente prohibido:

A. Emplear veneno o armas envenenadas.
B. Matar o herir a traición individuos pertenecientes a la Nación o Ejército

enemigo.
C. Matar o herir a un enemigo que, habiendo depuesto las armas, o no

teniendo ya medio de defenderse, se ha rendido a discreción.
D. Declarar que no se dará cuartel.
E. Emplear armas, proyectiles o materias destinadas a causar males super-

fluos.
F. Usar indebidamente la bandera de parlamento, la bandera nacional o las

insignias militares y el uniforme del enemigo, así como los signos distintivos
del Convenio de Ginebra.

G. Destruir o apoderarse de las propiedades enemigas, excepto los casos en
que estas destrucciones o apropiaciones sean imperiosamente reclamadas por
las necesidades de la guerra.

Art. 24. Las estratagemas de guerra y el empleo de los medios necesarios
para procurarse informes del enemigo y del terreno se consideran lícitos.

Art. 25. Queda prohibido atacar o bombardear ciudades, pueblos, casas o
edificios que no están defendidos.

Art. 26. El Jefe de las tropas asaltantes, antes de empezar el bombardeo, y
excepción hecha del caso de ataque a viva fuerza, deberá hacer cuanto de él
dependa para advertir de ello a las Autoridades.

Art. 27. En los sitios y bombardeos deberán tomarse todas las medidas nece-
sarias para librar, en cuanto sea posible, los edificios consagrados al culto, a las
artes, a las ciencias y a la beneficencia, los hospitales y los centros de reunión de
enfermos y heridos, siempre que no se utilicen dichos edificios con un fin militar.

El deber de los sitiados es señalar estos edificios o sitios de reunión con sig-
nos visibles y especiales, que serán notificados de antemano al sitiador.

Art. 28. Se prohíbe entregar al pillaje una población o localidad aunque sea
tomada por asalto.
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CAPÍTULO II

DE LOS ESPÍAS

Art. 29. No se puede considerar como espía más que al individuo que,
obrando clandestinamente o con pretextos falsos, recoge o trata de recoger
informes en la zona de operaciones de un beligerante con la intención de comu-
nicarlos a la parte contraria.

Así, los militares no disfrazados que han penetrado en la zona de operacio-
nes del Ejército enemigo con el fin de recoger informes, no serán considerados
como espías. Del mismo modo no se considerarán como espías: los militares y
no militares que cumplan abiertamente su misión encargados de transmitir des-
pachos que vayan destinados, sea a su propio Ejército, sea al enemigo. A esta
clase pertenecen igualmente los individuos enviados en globos para transmitir
los despachos, y en general para mantener las comunicación entre las diversas
partes de un Ejército o de un territorio.

Art. 30. El espía cogido in fraganti no podrá ser castigado sin juicio previo.

Art. 31. El espía que habiéndose unido al Ejército al cual pertenece fuera
capturado después por el enemigo, será tratado como prisionero de guerra, y no
incurrirá en ninguna responsabilidad por sus anteriores actos de espionaje.

CAPÍTULO III

DE LOS PARLAMENTARIOS

Art. 32. Será considerado como parlamentario el individuo autorizado por
uno de los beligerantes para entrar en tratos con el otro, presentándose con ban-
dera blanca. Tiene derecho a la inviolabilidad, del mismo modo que el trompe-
ta, clarín o tambor, el porta-banderín y el intérprete que lo acompañen. 

Art. 33. El Jefe al cual se envíe un parlamentario no está siempre obligado
a recibirlo. Puede tomar todas las medidas necesarias a fin de impedir al parla-
mentario aprovechar su misión para informarse. 

Tiene derecho, en caso de abuso, a retener temporalmente al parlamentario.

Art. 34. El parlamentario pierde sus derechos de inviolabilidad si se prueba
de una manera positiva e irrecusable que ha aprovechado su posición privilegia-
da para provocar o cometer un acto de traición.

CAPÍTULO IV

DE LAS CAPITULACIONES

Art. 35. Las capitulaciones convenidas entre las partes contratantes deberán
sujetarse a las reglas del honor militar.

Una vez acordadas, deberán ser escrupulosamente observadas por ambas
partes.
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CAPÍTULO V

DEL ARMISTICIO

Art. 36. El armisticio suspende las operaciones de guerra por un mutuo
acuerdo de las Partes beligerantes. 

Si su duración no está determinada, las Partes beligerantes pueden reanudar en
cualquier tiempo las operaciones, siempre, sin embargo, que el enemigo sea
advertido de ello en tiempo convenido, conforme a las condiciones del armisticio.

Art. 37. El armisticio puede ser general o local. El primero, suspende en
todas partes las operaciones de guerra de los estados beligerantes; el segundo,
solamente entre ciertas fracciones de los Ejércitos beligerantes y en radio deter-
minado.

Art. 38. El armisticio deberá ser notificado oficialmente, y en tiempo útil, a
las Autoridades competentes y a las tropas. Las hostilidades se suspenderán
inmediatamente después de la notificación o en el término fijado.

Art. 39. Depende de las Partes contratantes fijar, en las cláusulas del armis-
ticio, las relaciones que podrán tener lugar en el teatro de la guerra con los pue-
blos y entre sí.

Art. 40. Toda violación grave en el armisticio cometida por una de las par-
tes, da a la otra el derecho de denunciarlo, y hasta en caso de urgencia el de
romper de nuevo las hostilidades inmediatamente.

Art. 41. La violación de las cláusulas del armisticio hecha por particulares
obrando por propia iniciativa, da derecho solamente a reclamar el castigo de los
culpables, y si ha lugar a ello, a una indemnización por las pérdidas sufridas.

SECCIÓN TERCERA

DE LA AUTORIDAD MILITAR

SOBRE EL TERRITORIO DEL ESTADO ENEMIGO

Art. 42. Se considera un territorio como ocupado cuando se encuentra de
hecho colocado bajo la autoridad del Ejército enemigo.

La ocupación no se extiende más que a los territorios en que dicha autori-
dad se halla establecida, y con medios de ser ejercitada.

Art. 43. Habiendo pasado de hecho la autoridad del poder legal a manos del
ocupante, éste tomará todas las medidas que de él dependan para restablecer y
asegurar en cuanto sea posible el orden y la vida públicos, respetando, salvo
imposibilidad absoluta, las leyes vigentes en el país.
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Art. 44. Queda prohibido obligar a los habitantes de un territorio ocupado a
tomar parte en las operaciones militares contra su propio país.

Art. 45. Queda prohibido obligar a los habitantes de un territorio ocupado a
prestar juramento a la Potencia enemiga.

Art. 46. El honor y los derechos de la familia, la vida de los individuos y la
propiedad privada, así como las creencias religiosas y el ejercicio de los cultos,
deberán ser respetados

La propiedad privada no podrá ser confiscada.

Art. 47. El pillaje queda formalmente prohibido.

Art. 48. Si el ocupante percibe en el territorio ocupado los impuestos, dere-
chos y peajes establecidos en beneficio del Estado, lo hará, en cuanto sea posi-
ble, según las reglas de la asignación y del reparto en vigor, y recaerá en él la
obligación de proveer a los gastos de la Administración del territorio ocupado,
en la medida en que el Gobierno legal estaba obligado a ello.

Art. 49. Si fuera de los impuestos citados en el artículo precedente, el ocu-
pante levanta otras contribuciones en dinero en el territorio ocupado, sólo podrá
hacerlo para las necesidades del Ejército o de la Administración de este territorio.

Art. 50. No podrá dictarse ninguna pena colectiva, pecuniaria o de otra cla-
se contra los pueblos por razón de hechos individuales de los cuales no puedan
aquéllos ser considerados como responsables solidarios.

Art. 51. No se percibirá ninguna contribución mas que en virtud de una
orden escrita y bajo la responsabilidad de un General en Jefe.

No se procederá a esta percepción, en cuanto sea posible, mas que según las
reglas de la asignación y del reparto de los impuestos vigentes.

De cada contribución se dará un recibo a los contribuyentes.

Art. 52. Las prestaciones en especie y las de servicios no podrán ser recla-
madas de los Municipios o de los habitantes mas que para las necesidades del
Ejército de ocupación. Estarán en relación con los recursos del país, y serán de
tal naturaleza que no impliquen para los pueblos la obligación de tomar parte en
las operaciones de la guerra contra su patria. 

Estas requisas y servicios no se reclamarán mas que con la autorización del
que ejerza el mando en la localidad ocupada.

Las prestaciones en especie se pagarán al contado en cuanto sea posible; si
no, se harán constar por medio de recibos.

Art. 53. El Ejército que ocupa un territorio no podrá apoderarse mas que
del numerario, fondos y valores exigibles que pertenezcan en propiedad al Esta-
do; de los depósitos de armas, medios de transporte, almacenes y provisiones, y
en general de toda propiedad mueble del Estado, útil para las operaciones de la
guerra.
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El material de los ferrocarriles, los telégrafos terrestres, los teléfonos, los
vapores y otros buques, fuera de los casos regidos por la ley marítima, de igual
modo que los depósitos de armas, y en general toda clase de municiones de
guerra, aun perteneciendo a Sociedades o a personas privadas, son igualmente
medios útiles para las operaciones de la guerra; pero deberán ser restituidos, y
las indemnizaciones serán fijadas en la paz.

Art. 54. El material de los ferrocarriles proviniente de Estados neutrales
perteneciente a éstos o a Sociedades o personas privadas, les será devuelto tan
pronto como sea posible. 

Art. 55. El Estado ocupante no se considerará más que como administrador
y usufructuario de los edificios públicos, inmuebles, montes y explotaciones
agrícolas pertenecientes al Estado enemigo y que se encuentran en el país ocu-
pado; deberá ser salvaguardia del fondo de estas propiedades y administrarlas
según las reglas del usufructo.

Art. 56. Los bienes comunales, los de los establecimientos consagrados al
culto, a la caridad y a la instrucción, a las artes y a las ciencias, aun pertenecien-
do al Estado, serán tratados como la propiedad privada.

Toda apropiación, destrucción o daño intencional de dichos establecimien-
tos, de monumentos históricos, obras de arte y de ciencia están prohibidas y
deben ser perseguidas.

SECCIÓN CUARTA

DE LOS BELIGERANTES INTERNADOS
Y DE LOS HERIDOS CUIDADOS EN PAÍS NEUTRAL

Art. 57. El Estado neutral que reciba en su territorio tropas pertenecientes a
los Ejércitos beligerantes las internará, en cuanto sea posible, lejos del teatro de
la guerra.

Podrá guardarlas en campamentos, y aun encerrarlas en fortalezas o en
lugares propios para este fin.

Decidirá si los Oficiales pueden ser libertados, comprometiéndose bajo
palabra a no abandonar sin autorización el territorio neutral.

Art. 58. A falta de Convenio especial, el Estado neutral suministrará a los
internados los víveres, vestidos y socorros exigidos por la humanidad. 

Al hacer la paz, se hará la correspondiente bonificación de los gastos oca-
sionados por la internación.

Art. 59. El Estado neutral podrá autorizar el paso por su territorio de los
heridos o enfermos pertenecientes a los Ejércitos beligerantes, bajo reserva de
que los trenes que los conduzcan no transportarán ni personal ni material de
guerra.
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En tal caso, el Estado neutral estará obligado a tomar las medidas de seguri-
dad e inspección necesarias a este fin.

Los heridos o enfermos conducidos en estas condiciones al territorio neutral
por uno de los beligerantes, y pertenecientes a la parte contraria, deberán ser
guardados por el Estado neutral, de manera que no puedan tomar de nuevo parte
en las operaciones de la guerra.

Este tendrá los mismos deberes en cuanto a los enfermos o heridos del otro
Ejército que le sean confiados. 

Art. 60. El Convenio de Ginebra se aplica a los enfermos y heridos interna-
dos en territorio neutral. 

2.2.d. DECLARACIONES 2 Y 3 DE LA CONFERENCIA DE LA HAYA
DE 1899 PROHIBIENDO EL USO DE PROYECTILES CUYO
ÚNICO OBJETO SEA LA DIFUSIÓN DE GASES ASFIXIANTES O
DELETÉREOS Y EL USO DE PROYECTILES EXPLOSIVOS 

2.2.d.(1). Nota explicativa

En la Conferencia de La Haya de 1899, además de los tres Convenios,
relativos al arreglo pacífico de conflictos internacionales, a la aplicación a la
guerra marítima de los principios del Convenio de Ginebra de 1864 para
mejorar la suerte de los heridos y enfermos de los Ejércitos en campaña, y el
relativo a las leyes y usos de la guerra terrestre, se adoptaron tres declaracio-
nes. De ellas, la primera, prohibiendo el lanzamiento de proyectiles y explosi-
vos desde lo alto de globos o por medios análogos nuevos, se adoptó por cin-
co años, por lo que hoy, pese a haber sido ratificada por España, no se
encuentra en vigor.

Las otras dos declaraciones, 2 y 3, fueron ratificadas por España el 4 de
septiembre de 1900 y se encuentran en vigor actualmente. 

2.2.d.(2). Texto normativo

2.a Declaración, referente al empleo de proyectiles explosivos

Los abajo firmantes, Plenipotenciarios de las Potencias representadas en la
Conferencia Internacional de la Paz en La Haya, debidamente autorizados a este
efecto por sus Gobiernos, inspirándose en los sentimientos expresados en la
Declaración de San Petersburgo de 29 de noviembre (11 diciembre) 1968,
declaran:

Las Potencias contratantes se prohíben el empleo de balas que se ensanchan o
se aplastan fácilmente en el cuerpo humano, tales como la bala de envoltura dura, la
cual no cubriese enteramente el núcleo o estuviera provista de inci siones.
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La presente declaración sólo es obligatoria para las Potencias contratantes,
en caso de guerra entre dos o más de ellas.

Cesará de ser obligatoria desde el instante en que en una guerra entre dos
Potencias contratantes, otra no contratante se uniese a uno de los beligerantes.

La presente declaración será ratificada en el plazo más breve posible.
Las ratificaciones serán depositadas en La Haya.
Del depósito de cada ratificación se levantará acta, una copia certificada de

la cual se remitirá por la vía diplomática a todas las Potencias contratantes.
Las Potencias no consignatarias podrán adherirse a la presente declaración.
Tendrán a este efecto que dar a conocer su adhesión a las Potencias contra-

tantes por medio de una notificación escrita, dirigida al Gobierno de los Países
Bajos y comunicada por éste a las demás Potencias contratantes.

Si una de las Altas Partes contratantes denunciase la presente declaración,
esta denuncia no producirá sus efectos hasta transcurrido un año de la notifica-
ción hecha por escrito al Gobierno de los Países Bajos y comunicada inmediata-
mente por éste a las demás Potencias contratantes.

Esta denuncia no producirá sus efectos mas que con respecto a la potencia
que la haya notificado.

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios han firmado y sellado la presente
declaración.

Hecho en La Haya, a 29 de julio de 1899, en un solo ejemplar, que quedará
depositado en los Archivos del Gobierno de los Países Bajos, y del cual se
remitirán por la vía diplomática copias certificadas a las Potencias contratantes.

3.a Declaración, relativa a proyectiles que tienen por único objeto desarro-

llar gases asfixiantes o deletéros

Los abajo firmantes, Plenipotenciarios de las Potencias representadas en la
Conferencia Internacional de la Paz en La Haya, debidamente autorizados a este
efecto por sus Gobiernos, inspirándose en los sentimientos expresados en la
Declaración de San Petersburgo de 29 de noviembre (11 diciembre) 1968,
declaran:

Las Potencias contratantes se prohíben el empleo de proyectiles que tengan
por único objeto el esparcir gases asfixiantes o deletéreos.

La presente declaración sólo es obligatoria para las Potencias contratantes,
en caso de guerra entre dos o más de ellas.

Dejará de ser obligatoria desde el instante en que en una guerra entre Poten-
cias contratantes, una Potencia no contratante se uniese a uno de los beligerantes.

La presente declaración será ratificada en el plazo más breve posible.
Las ratificaciones serán depositadas en La Haya.
Del depósito de cada ratificación se extenderá acta, una copia certificada de

la cual será remitida por la vía diplomática a todas las Potencias contratantes.
Las Potencias no signatarias podrán adherirse a la presente declaración.
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Tendrán para ello que hacer conocer su adhesión a las Potencias contratan-
tes por medio de una notificación escrita, dirigida al Gobierno de los Países
Bajos y comunicada por éste a las demás Potencias contratantes.

Si una de las Altas Partes contratantes denunciase la presente declaración,
esta denuncia no produciría sus efectos hasta un año después de hecha la notifi-
cación por escrito al Gobierno de los Países Bajos y comunicada inmediatamen-
te por éste a todas las demás Potencias contratantes.

Esta denuncia sólo producirá sus efectos con respecto a la Potencia que la
haya notificado.

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios han firmado la presente declaración y
la han sellado con el de sus armas.

Hecho en La Haya a 29 de julio de 1899, en un solo ejemplar, que quedará
depositado en los Archivos del Gobierno de los Países Bajos, y del cual se
remitirán por la vía diplomática copias certificadas a las Potencias contratantes. 

2.2.e. PROTOCOLO SOBRE LA PROHIBICIÓN DEL USO, EN LA GUE-
RRA, DE GASES ASFIXIANTES, TÓXICOS O SIMILARES O
MEDIOS BACTERIOLÓGICOS. 1925

2.2.e.(1). Nota explicativa

Este protocolo fue firmado en España el 17 de junio de 1925 y ratificado
posteriormente el 22 de agosto de 1929. Las Naciones Unidas recuerdan con
frecuencia que este protocolo sigue en vigor.

El Gobierno español decidió retirar la reserva efectuada por España al
ratificar el Protocolo hecho en Ginebra el 17 de junio de 1925 (NDL 15193).

La mencionada reserva era la siguiente:

“Declara que el Protocolo relativo a la prohibición del empleo en la gue-
rra de gases asfixiantes, tóxicos o similares y de medios bacteriológicos fir-
mado en Ginebra el 17 de junio de 1925, es obligatorio ipso facto y sin acuer-
do especial en relación con cualquier otro miembro o Estado que acepte y
cumpla la misma obligación, es decir, a condición de reciprocidad.”

La mencionada retirada es efectiva desde el 17 de diciembre de 1992,
fecha de la Nota Verbal del Gobierno francés como depositario acusando
recibo a la comunicación en dicho sentido del Gobierno español (BOE de
16 abril 1993).

Este protocolo continúa en vigor. No sólo porque así lo reconocen distin-
tas resoluciones de la Asamblea General de la ONU, sino porque el Tratado,
firmado en 1972, sobre prohibición del desarrollo, producción y almacena-
miento de armas bacteriológicas (biológicas) y tóxicas y sobre su destrucción
lo reconoce como vigente. Este último tratado, como se verá, ha sido también
ratificado por España.
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2.2.e.(2). Texto normativo

Los plenipotenciarios que suscriben, en nombre de sus Gobiernos respectivos:
considerando que el empleo en la guerra de gases asfixiantes, tóxicos o similares,
así como de todos los líquidos, materias o procedimientos análogos, ha sido a jus-
to título condenado por la opinión general del mundo civilizado, considerando
que la prohibición de este empleo ha sido formulada en los tratados de que son
Partes la mayoría de las Potencias del mundo, con el fin de hacer reconocer uni-
versalmente como incorporada al derecho internacional esta prohibición, que
igualmente se impone en la conciencia y a la práctica de las naciones, declaran:
que las Altas Partes contratantes, en tanto que no son ya Partes en tratados que
prohíben este empleo, reconocen esta prohibición, aceptan extender esta prohibi-
ción de empleo a los medios de guerra bacteriológicos y convienen en considerar-
se obligadas entre sí según los términos de esta declaración.

Las Altas Partes contratantes harán todos sus esfuerzos para conseguir que
los otros Estados se adhieran al presente Protocolo. Esta adhesión será notifica-
da al Gobierno de la República francesa y, por éste, a todas las Potencias signa-
tarias y adheridas. Tendrá efecto a partir del día de la notificación hecha por el
Gobierno de la República francesa. 

El presente Protocolo, cuyos textos francés e inglés hacen fe, será ratificado
lo antes posible. Llevará la fecha de este día.

Las ratificaciones del presente Protocolo serán dirigidas al Gobierno de la
República francesa, quien notificará el depósito a cada una de las Potencias sig-
natarias o adheridas.

Los instrumentos de ratificación o de adhesión quedarán depositados en los
archivos del Gobierno de la República francesa.

El presente Protocolo entrará en vigor para cada Potencia signataria a partir
del depósito de su ratificación, y, desde este momento, esta Potencia estará obli-
gada para con las otras Potencias que hayan procedido ya al depósito de sus
ratificaciones.

2.2.f. CONVENCIÓN SOBRE LA PROHIBICIÓN DEL DESARROLLO,
PRODUCCIÓN Y ALMACENAMIENTO DE ARMAS BACTE -
RIOLÓGICAS (BIOLÓGICAS) Y TOXÍNICAS Y SOBRE SU DES-
TRUCCIÓN. 1972

2.2.f.(1). Nota explicativa

El presente Convenio de 10 de abril de 1972 fue una transacción y está
ratificado por España por Instrumento de 1 de junio de 1979 depositado el 20
del mismo mes y año, fecha de entrada en vigor para nuestra patria (BOE
núm. 165).
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Fue redactado con el fin de completar y actualizar el Protocolo relativo a
la prohibición del empleo en la guerra de gases asfixiantes, tóxicos o simila-
res y de medios bacteriológicos de 1925. En el presente Convenio se parte de
la distinción fundamental entre uso pacífico y uso para fines bélicos de los
agentes cuya utilización se proscribe. Además contiene determinadas disposi-
ciones encaminadas a asegurar la cooperación y el intercambio de informa-
ciones entre los distintos países parte.

Es importante destacar que, en línea con lo dispuesto en la Carta de la
Naciones Unidas, se concede un papel determinante en la solución de contro-
versias y en la determinación de la violación del Convenio al Consejo de
Seguridad.

2.2.f.(2). Texto normativo

Por cuanto el 10 de abril de 1972, los Plenipotenciarios de España, nombra-
dos en buena y debida forma al efecto, firmaron en Londres y Washington el
Convenio sobre la prohibición del desarrollo, la producción y el almacenamien-
to de armas bacteriológicas (biológicas) y toxínicas y sobre su destrucción,
hecho en Londres, Moscú y Washington el 10 de abril de 1972,

Vistos y examinados los quince artículos que integran dicho Convenio,
Vengo en aprobar y ratificar cuanto en él se dispone, como en virtud del

presente lo apruebo y ratifico, prometiendo cumplirlo, observarlo y hacer que se
cumpla y observe puntualmente en todas sus partes, a cuyo fin, para su mayor
validación y firmeza, MANDO expedir este Instrumento de Ratificación firma-
do por Mí, debidamente sellado y refrendado por el infrascrito Ministro de
Asuntos Exteriores.

Los Estados Partes en la presente Convención,

Resueltos a actuar con miras a lograr progresos efectivos hacia un desarme
general y completo que incluya la prohibición y la eliminación de todos los tipos
de armas de destrucción en masa, y convencidos de que la prohibición del desarro-
llo, la producción y el almacenamiento de armas químicas y bacteriológicas
(biológicas) y su eliminación, con medidas eficaces, han de facilitar el logro de un
desarme general y completo bajo estricto y eficaz control internacional;

Reconociendo la gran importancia del Protocolo relativo a la prohibición
del empleo en la guerra de gases asfixiantes, tóxicos o similares y de medios
bacteriológicos, firmado en Ginebra el 17 de junio de 1925 (N. Dicc. 15193),
así como el papel que ese Protocolo ha desempeñado y sigue desempeñando
para mitigar los horrores de la guerra;

Reafirmando su adhesión a los principios y objetivos de ese Protocolo e ins-
tando a todos los Estados a observarlos estrictamente;
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Recordando que la Asamblea General de las Naciones Unidas ha condena-
do, en varias ocasiones, todos los actos contrarios a los principios y objetivos
del Protocolo de Ginebra de 17 de junio de 1925;

Deseando contribuir a reforzar la confianza entre las naciones y a mejorar
en general la atmósfera internacional;

Deseando asimismo contribuir a la realización de los propósitos y principios
de la Carta de las Naciones Unidas;

Convencidos de la importancia y urgencia de eliminar de los arsenales de
los Estados, con medidas eficaces, armas de destrucción en masa tan peligrosas
como las que emplean agentes químicos o bacteriológicos (biológicos);

Reconociendo que un acuerdo sobre la prohibición de las armas bacterioló-
gicas (biológicas) y toxínicas representa un primer paso posible hacia el logro
de un acuerdo sobre medidas eficaces para prohibir asimismo el desarrollo, la
producción y el almacenamiento de armas químicas, y decididos a continuar las
negociaciones con ese fin;

Resueltos, en bien de toda la humanidad, a excluir completamente la posibi-
lidad de que los agentes bacteriológicos (biológicos) y las toxinas se utilicen
como armas;

Convencidos de que el empleo de esos métodos repugnaría a la conciencia
de la humanidad y de que no ha de escatimarse ningún esfuerzo para conjurar
ese peligro;

Han convenido en lo siguiente:

Artículo I. Cada Estado Parte en la presente Convención se compromete a
no desarrollar, producir, almacenar o de otra forma adquirir o retener, nunca ni
en ninguna circunstancia:

1. Agentes microbianos u otros agentes biológicos o toxinas, sea cual fuere
su origen o modo de producción, de tipos y en cantidades que no estén justifica-
dos para fines profilácticos, de protección u otros fines pacíficos.

2. Armas, equipos o vectores destinados a utilizar esos agentes o toxinas
con fines hostiles o en conflictos armados.

Art. II. Cada Estado Parte en la presente Convención se compromete a des-
truir o a desviar hacia fines pacíficos lo antes posible y, en todo caso, dentro de
un plazo de nueve meses, contado a partir de la entrada en vigor de la Conven-
ción, todos los agentes, toxinas, armas, equipos y vectores especificados en el
artículo I de la Convención que estén en su poder o bajo su jurisdicción o con-
trol. Al aplicar lo dispuesto en el presente artículo deberán adoptarse todas las
medidas de precaución necesarias para proteger a las poblaciones y el medio.

Art. III. Cada Estado Parte en la presente Convención se compromete a no
traspasar a nadie, sea directa o indirectamente, ninguno de los agentes, toxinas,
armas, equipos o vectores especificados en el artículo I de la Convención, y a
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no ayudar, alentar o inducir en forma alguna a ningún Estado, grupo de Estados
u organizaciones internacionales a fabricarlos o adquirirlos de otra manera.

Art. IV. Cada Estado Parte en la presente Convención adoptará, en confor-
midad con sus procedimientos constitucionales, las medidas necesarias para
prohibir y prevenir el desarrollo, la producción, el almacenamiento, la adquisi-
ción o la retención de los agentes, toxinas, armas, equipos y vectores especifica-
dos en el artículo I de la Convención en el territorio de dicho Estado, bajo su
jurisdicción o bajo su control en cualquier lugar.

Art. V. Los Estados Partes en la presente Convención se comprometen a
consultarse y a cooperar entre sí en la solución de los problemas que surjan en
relación con el objetivo de la Convención o en aplicación de sus diposiciones.
Las consultas y la Cooperación previstas en este artículo también podrán reali-
zarse mediante procedimientos internacionales pertinentes en el ámbito de las
Naciones Unidas y de conformidad con su Carta.

Art. VI.

1. Todo Estado Parte en la presente Convención que advierta que cualquier
otro Estado Parte obra en violación de las obligaciones dimanantes de lo dis-
puesto en la Convención podrá presentar una denuncia al Consejo de Seguridad
de las Naciones Unidas. La denuncia deberá ir acompañada de todas las pruebas
posibles que la sustancien, así como de una solicitud para que la examine el
Consejo de Seguridad.

2. Cada Estado Parte en la presente Convención se compromete a cooperar
en toda investigación que emprenda el Consejo de Seguridad, de conformidad
con las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas, como consecuencia de
la denuncia recibida por éste. El Consejo de Seguridad informará a los Estados
Partes en la Convención acerca de los resultados de la investigación.

Art. VII. Cada Estado Parte en la presente Convención se compromete a
prestar asistencia o a secundarla, de conformidad con la Carta de las Naciones
Unidas, a cualquier Parte de la Convención que la solicite, si el Consejo de
Seguridad decide que esa Parte ha quedado expuesta a un peligro de resultas de
la violación de la Convención.

Art. VIII. Ninguna disposición de la presente Convención podrá interpre-
tarse de forma que en modo alguno limite las obligaciones contraídas por cual-
quier Estado en virtud del Protocolo relativo a la prohibición del empleo en la
guerra de gases asfixiantes, tóxicos o similares y de medios bacteriológicos, fir-
mado en Ginebra el 17 de junio de 1925 (citado), o les reste fuerza.

Art. IX. Cada Estado Parte en la presente Convención afirma el objetivo
reconocido de una prohibición efectiva de las armas químicas y, a tal fin, se
compromete a proseguir negociaciones de buena fe con miras a llegar a un
pronto acuerdo sobre medidas eficaces encaminadas a la prohibición de su desa-
rrollo, producción y almacenamiento y a su destrucción, así como sobre las
medidas oportunas en lo que respecta a los equipos y vectores destinados espe-
cialmente a la producción o al empleo de agentes químicos a fines de armamento.
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Art. X.

1. Los Estados Partes en la presente Convención se comprometen a facilitar el
más amplio intercambio posible de equipo, materiales e información científica
y tecnológica para la utilización con fines pacíficos de los agentes bacteriológicos
(biológicos) y toxinas, y tienen el derecho de participar en ese intercambio.
Las Partes en la Convención que estén en condiciones de hacerlo deberán asimis-
mo cooperar para contribuir, por sí solas o junto con otros Estados u organizacio-
nes internacionales, al mayor desarrollo y aplicación de los descubrimientos cien-
tíficos en la esfera de la bacteriología (biología) para la prevención de las enfer-
medades u otros fines pacíficos.

2. La presente Convención se aplicará de manera que no ponga obstáculos
al desarrollo económico o tecnológico de los Estados Partes en la Convención o
la cooperación internacional en la esfera de las actividades bacteriológicas (bio-
lógicas) pacíficas, incluido el intercambio internacional de agentes bacteriológi-
cos (biológicos) y toxinas y de equipo de elaboración, empleo o producción de
agentes bacteriológicos (biológicos) y toxinas con fines pacíficos de conformi-
dad con las disposiciones de la Convención.

Art. XI. Cualquier Estado Parte en la presente Convención podrá proponer
enmiendas a la misma. Esas enmiendas entrarán en vigor para cada Estado Parte
que las acepte al ser aceptadas por una mayoría de los Estados Partes en la Con-
vención y, ulteriormente, para cualquier otro Estado Parte, en la fecha en que
acepte esas enmiendas.

Art. XII. Al cabo de cinco años de la entrada en vigor de la presente Con-
vención, o antes de que transcurra ese plazo si así lo solicitan la mayoría de las
Partes en la Convención y presentan a tal efecto una propuesta a los Gobiernos
depositarios, se celebrará en Ginebra (Suiza) una conferencia de los Estados
Partes en la Convención a fin de examinar la aplicación de la Convención para
asegurarse de que se están cumpliendo los fines del preámbulo y las disposicio-
nes de la Convención, incluidas las relativas a las negociaciones sobre las armas
químicas. En ese examen se tendrán en cuenta todas las nuevas realizaciones
científicas y tecnológicas que tengan relación con la Convención.

Art. XIII. 

1. La presente Convención tendrá una duración indefinida.
2. Cada Estado Parte en la presente Convención tendrá derecho, en ejercicio

de su soberanía nacional, a retirarse de la Convención si decide que aconteci-
mientos extraordinarios, relacionados con la materia que es objeto de la Con-
vención, han comprometido los intereses supremos de su país. De ese retiro
deberá notificar a todos los demás Estados Partes en la Convención y al Conse-
jo de Seguridad de las Naciones Unidas con una antelación de tres meses. Tal
notificación deberá incluir una exposición de los acontecimientos extraordina-
rios que esa Parte considere que han comprometido sus intereses supremos.

2-21



Art. XIV.

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados.
El Estado que no firmare la Convención antes de su entrada en vigor, de confor-
midad con el párrafo 3 de este artículo, podrá adherirse a ella en cualquier
momento.

2. La presente Convención estará sujeta a ratificación por los Estados signa-
tarios. Los instrumentos de ratificación y los instrumentos de adhesión se depo-
sitarán en poder de los Gobiernos de los Estados Unidos de América, el Reino
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la Unión de Repúblicas Socialistas
Soviéticas, que por la presente se designan como Gobiernos depositarios.

3. La presente Convención entrará en vigor una vez que hayan depositado
sus instrumentos de ratificación 22 Gobiernos, incluidos los Gobiernos que por
la Convención quedan designados Gobiernos depositarios.

4. Para los Estados cuyos instrumentos de ratificación o de adhesión se
depositaren después de la entrada en vigor de la presente Convención, la Con-
vención entrará en vigor en la fecha del depósito de sus instrumentos de ratifi-
cación o de adhesión.

5. Los Gobiernos depositarios informarán sin tardanza a todos los Estados
signatarios y a todos los Estados que se hayan adherido a la presente Conven-
ción de la fecha de cada firma, de la fecha de depósito de cada instrumento de
ratificación o de adhesión a la Convención y de la fecha de su entrada en vigor,
así como de cualquier otra notificación.

6. La presente Convención será registrada por los Gobiernos depositarios de
conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.

Art. XV. La presente Convención, cuyos textos en inglés, ruso, francés,
español y chino son igualmente auténticos, se depositará en los archivos de los
Gobiernos depositarios. Los Gobiernos depositarios remitirán copias debida-
mente certificadas de la Convención a los Gobiernos de los Estados signatarios
y de los Estados que se adhieran a la Convención.

El presente Convenio entró en vigor para España el día 20 de junio de 1979,
fecha de depósito del Instrumento de Ratificación, de conformidad con el
artículo XIV, 4, de dicho Convenio.

2.2.g. CONVENCIÓN SOBRE LA PROHIBICIÓN DEL DESARROLLO,
LA PRODUCCIÓN, EL ALMACENAMIENTO Y EL EMPLEO DE
ARMAS QUÍMICAS Y SOBRE SU DESTRUCCIÓN. 1993

2.2.g.(1). Nota explicativa

Esta Convención supone un paso decisivo, iniciado por el Protocolo de
1925, en el intento de lograr la prohibición completa y eficaz del desarrollo,
producción, adquisición, el almacenamiento, la retención, la transferencia y el
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empleo de las armas químicas, siendo el arma química un nuevo concepto
con el que la Convención se propone clarificar y sustituir a las controvertidas
y confusas denominaciones anteriores.

La gran extensión y prolijidad de la Convención, que consta de un preám-
bulo, veinticuatro artículos y tres anexos que regulan pormenorizadamente
las listas de sustancias químicas, las verificaciones y la protección de la infor-
mación confidencial, hace muy aconsejable la consulta al índice general de la
obra.

La presente Convención entrará en vigor 180 días después de la fecha del
depósito del sexagésimo quinto instrumento de ratificación. España, por su
parte, presentó ante el Secretario General de las Naciones Unidas el instru-
mento de ratificación en fecha 3 de agosto de 1994. 

2.2.g.(2). Texto normativo

Preámbulo

Los Estados Partes en la presente Convención:

Resueltos a actuar con miras a lograr auténticos progresos hacia el desarme
general y completo bajo estricto y eficaz control internacional, incluidas la
prohibición y la eliminación de todos los tipos de armas de destrucción en
masa;

Deseosos de contribuir a la realización de los propósitos y principios de la
Carta de las Naciones Unidas;

Recordando que la Asamblea General de las Naciones Unidas ha condenado
en repetidas ocasiones todas las acciones contrarias a los principios y objetivos
del Protocolo relativo a la prohibición del empleo en la guerra de gases asfi-
xiantes, tóxicos o similares y de medios bacteriológicos, firmado en Ginebra el
17 de junio de 1925 (el Protocolo de Ginebra de 1925);

Reconociendo que la presente Convención reafirma los principios y objeti-
vos del Protocolo de Ginebra de 1925 y de la Convención sobre la prohibición
del desarrollo, la producción y el almacenamiento de armas bacteriológicas
(biológicas) y toxínicas y sobre su destrucción, firmada en Londres, Moscú,
Washington el 10 de abril de 1972, así como las obligaciones contraídas en vir-
tud de esos instrumentos;

Teniendo presente el objetivo enunciado en el artículo IX de la Convención
sobre la prohibición del desarrollo, la producción y el almacenamiento de armas
bacteriológicas (biológicas) y toxínicas y sobre su destrucción;

Resueltos, en bien de toda la humanidad, a excluir completamente la posibi-
lidad de que se empleen armas químicas, mediante la aplicación de las disposi-
ciones de la presente Convención, complementando con ello las obligaciones
asumidas en virtud del Protocolo de Ginebra de 1925;

2-23



Reconociendo la prohibición, incluida en los acuerdos correspondientes y
principios pertinentes de derecho internacional, del empleo de herbicidas como
método de guerra;

Considerando que los logros obtenidos por la química deben utilizarse
exclusivamente en beneficio de la humanidad;

Deseosos de promover el libre comercio de sustancias químicas, así como la
cooperación internacional y el intercambio de información científica y técnica
en la esfera de las actividades químicas para fines no prohibidos por la presente
Convención, con miras a acrecentar el desarrollo económico y tecnológico de
todos los Estados Partes;

Convencidos de que la prohibición completa y eficaz del desarrollo, la pro-
ducción, la adquisición, el almacenamiento, la retención, la transferencia y el
empleo de armas químicas y la destrucción de esas armas representan un paso
necesario hacia el logro de esos objetivos comunes;

Han convenido en lo siguiente:

ARTÍCULO I

OBLIGACIONES GENERALES

1. Cada Estado Parte en la presente Convención se compromete, cualesquie-
ra que sean las circunstancias, a:

a) no desarrollar, producir, adquirir de otro modo, almacenar o conservar
armas químicas ni a transferir esas armas a nadie, directa o indirectamente;

b) no emplear armas químicas;
c) no iniciar preparativos militares para el empleo de armas químicas;
d) no ayudar, alentar o inducir de cualquier manera a nadie a que realice

cualquier actividad prohibida a los Estados Partes por la presente Convención.

2. Cada Estado Parte se compromete a destruir las armas químicas de que ten-
ga propiedad o posesión o que se encuentren en cualquier lugar bajo su jurisdic-
ción o control, de conformidad con las disposiciones de la presente Convención.

3. Cada Estado Parte se compromete a destruir todas las armas químicas
que haya abandonado en el territorio de otro Estado Parte, de conformidad con
las disposiciones de la presente Convención.

4. Cada Estado parte se compromete a destruir toda instalación de produc-
ción de armas químicas de que tenga propiedad o posesión o que se encuentre
en cualquier lugar bajo su jurisdicción o control, de conformidad con las dispo-
siciones de la presente Convención.

5. Cada Estado Parte se compromete a no emplear agentes de represión de
disturbios como método de guerra.
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ARTÍCULO II

DEFINICIONES Y CRITERIOS

A los efectos de la presente Convención:

1. Por armas químicas se entiende, conjunta o separadamente:

a) las sustancias químicas tóxicas o sus precursores, salvo cuando se desti-
nen a fines no prohibidos por la presente Convención, siempre que los tipos o
cantidades de que se trate sean compatibles con esos fines;

b) las municiones o dispositivos destinados de modo expreso a causar la
muerte o lesiones mediante las propiedades tóxicas de las sustancias especifica-
das en el apartado a) que libere el empleo de esas municiones o dispositivos; o 

c) cualquier equipo destinado de modo expreso a ser utilizado directamente
en relación con el empleo de las municiones o dispositivos especificados en el
apartado b).

2. Por sustancia química tóxica se entiende:
Toda sustancia química que, por su acción química sobre los procesos vita-

les, pueda causar la muerte, la incapacidad temporal o lesiones permanentes a
seres humanos o animales. Quedan incluidas todas las sustancias químicas de
esa clase, cualquiera que sea su origen o método de producción y ya sea que se
produzcan en instalaciones, como municiones o de otro modo.

(A los efectos de la aplicación de la presente Convención, las sustancias
químicas tóxicas respecto de las que se ha previsto la aplicación de medidas de
verificación están enumeradas en Listas incluidas en el Anexo sobre sustancias
químicas.)

3. Por precursor se entiende:
Cualquier reactivo químico que intervenga en cualquier fase de la producción

por cualquier método de una sustancia química tóxica. Queda incluido cualquier
componente clave de un sistema químico binario o de multicomponentes.

(A los efectos de la aplicación de la presente Convención, los precursores
respecto de los que se ha previsto la aplicación de medidas de verificación están
enumerados en Listas incluidas en el Anexo sobre sustancias químicas.)

4. Por componente clave de sistemas químicos binarios o de multicompo-
nentes (denominado en lo sucesivo componente clave) se entiende:

El precursor que desempeña la función más importante en la determinación
de las propiedades tóxicas del producto final y que reacciona rápidamente con
otras sustancias químicas en el sistema binario o de multicomponentes.

5. Por antiguas armas químicas se entiende:
a) las armas químicas producidas antes de 1925; o
b) las armas químicas producidas entre 1925 y 1946 que se han deteriorado

en tal medida que no pueden ya emplearse como armas químicas.
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6. Por armas químicas abandonadas se entiende:

Las armas químicas, incluidas las antiguas armas químicas, abandonadas
por un Estado, después del 1 de enero de 1925, en el territorio de otro Estado
sin el consentimiento de este último.

7. Por agente de represión de disturbios se entiende:

Cualquier sustancia química no enumerada en una Lista, que puede produ-
cir rápidamente en los seres humanos una irritación sensorial o efectos incapaci-
tantes físicos que desaparecen en breve tiempo después de concluida la exposi-
ción al agente.

8. Por instalación de producción de armas químicas se entiende:

a) todo equipo, así como cualquier edificio en que esté emplazado ese equi-
po, que haya sido diseñado, construido o utilizado en cualquier momento desde
el 1 de enero de 1946:

i) como parte de la etapa de la producción de sustancias químicas (etapa
tecnológica final) en la que las corrientes de materiales comprendan,
cuando el equipo esté en funcionamiento:

1) cualquier sustancia química enumerada en la Lista 1 del Anexo sobre
sustancias químicas; o

2) cualquier otra sustancia química que no tenga aplicaciones, en canti-
dad superior a una tonelada al año, en el territorio de un Estado Parte o
en cualquier otro lugar bajo su jurisdicción o control, para fines no
prohibidos por la presente Convención, pero que pueda emplearse para
fines de armas químicas; o

ii) para la carga de armas químicas, incluidas, entre otras cosas, la carga de
sustancias químicas enumeradas en la Lista 1 de municiones, dispositivos
o contenedores de almacenamiento a granel; la carga de sustancias quí-
micas en contenedores que formen parte de municiones y dispositivos
binarios montados o en submuniciones químicas que formen parte de
municiones y dispositivos unitarios montados; y la carga de contenedores
y submuniciones químicas en las municiones y dispositivos respectivos.

b) no se entiende incluida:

i) ninguna instalación cuya capacidad de producción para la síntesis de las
sustancias químicas especificadas en el inciso i) del apartado a) sea infe-
rior a una tonelada;

ii) ninguna instalación en la que se produzca una sustancia química especi-
ficada en el inciso i) del apartado a) como subproducto inevitable de
actividades destinadas a fines no prohibidos por la presente Convención,
siempre que esa sustancia química no rebase el 3% del producto total y
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que la instalación esté sometida a declaración e inspección con arreglo al
Anexo sobre aplicación y verificación (denominado en lo sucesivo Ane-
xo sobre verificación); ni

iii) la instalación única en pequeña escala destinada a la producción de sus-
tancias químicas enumeradas en la Lista 1 para fines no prohibidos por
la presente Convención a que se hace referencia en la parte VI del Ane-
xo sobre verificación.

9. Por fines no prohibidos por la presente Convención se entiende:

a) actividades industriales, agrícolas, de investigación, médicas, farmacéuti-
cas o realizadas con otros fines pacíficos;

b) fines de protección, es decir, los relacionados directamente con la protec-
ción contra sustancias químicas tóxicas y contra armas químicas;

c) fines militares no relacionados con el empleo de armas químicas y que no
dependen de las propiedades tóxicas de las sustancias químicas como método
de guerra;

d) mantenimiento del orden, incluida la represión interna de disturbios.

10. Por capacidad de producción se entiende:

El potencial cuantitativo anual de fabricación de una sustancia química con-
creta sobre la base del proceso tecnológico efectivamente utilizado o, en el caso
de procesos que no sean todavía operacionales, que se tenga el propósito de uti-
lizar en la instalación pertinente. Se considerará que equivale a la capacidad
nominal o, si no se dispone de ésta, a la capacidad según diseño. La capacidad
nominal es el producto total en las condiciones más favorables para que la insta-
lación de producción produzca la cantidad máxima en una o más series de prue-
bas. La capacidad según diseño es el correspondiente producto total calculado
teóricamente.

11. Por Organización se entiende la Organización para la Prohibición de las
Armas Químicas establecida de conformidad con el artículo VIII de la presente
Convención.

12. A los efectos del artículo VI:

a) Por producción de una sustancia química se entiende su formación
mediante reacción química.

b) Por elaboración de una sustancia química se entiende un proceso físico,
tal como la formulación, extracción y purificación, en el que la sustancia quími-
ca no es convertida en otra.

c) Por consumo de una sustancia química se entiende su conversión median-
te reacción química en otra sustancia.

2-27



ARTÍCULO III

DECLARACIONES

1. Cada Estado Parte presentará a la Organización, 30 días después, a más
tardar, de la entrada en vigor para él de la presente Convención, las declaracio-
nes siguientes, en las que:

a) Con respecto a las armas químicas:

i) declarará si tiene la propiedad o posesión de cualquier arma química o si
encuentra cualquier arma química en cualquier lugar bajo su jurisdicción
o control;

ii) especificará el lugar exacto, cantidad total o inventario detallado de las
armas químicas de que tenga propiedad o posesión o que se encuentren
en cualquier lugar bajo su jurisdicción o control, de conformidad con los
párrafos 1 a 3 de la sección A de la parte IV del Anexo sobre verificación,
salvo en lo que atañe a las armas químicas mencionadas en el inciso iii);

iii) dará cuenta de cualquier arma química en su territorio de la que tenga
propiedad y posesión otro Estado y se encuentre en cualquier lugar bajo
la jurisdicción o control de otro Estado, de conformidad con el párrafo 4
de la sección A de la parte IV del Anexo sobre verificación;

iv) declarará si ha transferido o recibido , directa o indirectamente, cualquier
arma química desde el 1 de enero de 1946 y especificará la transferencia
o recepción de esas armas, de conformidad con el párrafo 5 de la sección
A de la parte IV del Anexo sobre verificación;

v) facilitará su plan general para la destrucción de las armas químicas de
que tenga propiedad o posesión o que se encuentren en cualquier lugar
bajo su jurisdicción o control, de conformidad con el párrafo 6 de la sec-
ción A del Anexo sobre verificación.

b) Con respecto a las antiguas armas químicas y a las armas químicas aban -
donadas:

i) declarará si hay en su territorio antiguas armas químicas y proporcionará
toda la información disponible, de conformidad con el párrafo 3 de la
sección B de la parte IV del Anexo sobre verificación;

ii) declarará si hay armas químicas abandonadas en su territorio y propor-
cionará toda la información disponible, de conformidad con el párrafo 8
de la sección B de la parte IV del Anexo sobre verificación;

iii) declarará si ha abandonado armas químicas en el territorio de otros Esta-
dos y proporcionará toda la información disponible, de conformidad con
el párrafo 10 de la sección B de la parte IV del Anexo sobre verificación.

c) con respecto a las instalaciones de producción de armas químicas:

i) declarará si tiene o ha tenido la propiedad o posesión de cualquier insta-
lación de producción de armas químicas o si se encuentra o se ha encon-
trado en cualquier lugar bajo su jurisdicción o control una instalación de
esa índole en cualquier momento desde el 1 de enero de 1946;
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ii) especificará cualquier instalación de producción de armas químicas de
que tenga o haya tenido propiedad o posesión o que se encuentre o se
haya encontrado en cualquier lugar bajo su jurisdicción o control en cual-
quier momento desde el 1 de enero de 1946, de conformidad con el
párrafo 1 de la parte V del Anexo sobre verificación, salvo en lo que ata-
ñe a las instalaciones mencionadas en el inciso iii);

iii) dará cuenta de cualquier instalación de producción de armas químicas en
su territorio de que otro Estado tenga o haya tenido propiedad y posesión
y que se encuentre o se haya encontrado en cualquier lugar bajo la juris-
dicción o control de otro Estado en cualquier momento desde el 1 de ene-
ro de 1946, de conformidad con el párrafo 2 de la parte V del Anexo
sobre verificación;

iv) declarará si ha transferido o recibido, directa o indirectamente, cualquier
equipo para la producción de armas químicas desde el 1.º de enero de
1946 y especificará la transferencia o recepción de ese equipo, de confor-
midad con los párrafos 3 a 5 de la parte V del Anexo sobre verificación;

v) facilitará su plan general para la destrucción de cualquier instalación de
producción de armas químicas de que tenga propiedad o posesión o que
se encuentre en cualquier lugar bajo su jurisdicción o control, de confor-
midad con el párrafo 6 de la parte V del Anexo sobre verificación;

vi) especificará las medidas que han de adoptarse para clausurar cualquier
instalación de producción de armas químicas de que tenga propiedad o
posesión o que se encuentre en cualquier lugar bajo su jurisdicción o
control, de conformidad con el apartado i) del párrafo 1 de la parte V del
Anexo sobre verificación;

vii) facilitará su plan general para toda conversión transitoria de cualquier
instalación de producción de armas químicas, de que tenga propiedad o
posesión o que se encuentre en cualquier lugar bajo su jurisdicción o
control, en instalación de destrucción de armas químicas, de conformidad
con el párrafo 7 de la parte V del Anexo sobre verificación.

d) Con respecto a las demás instalaciones:

Especificará el lugar exacto, naturaleza y ámbito general de actividades de
cualquier instalación o establecimiento de que tenga propiedad o posesión o que
se encuentre en cualquier lugar bajo su jurisdicción o control y que haya sido
diseñado, construido o utilizado principalmente, en cualquier momento desde el 
1 de enero de 1946, para el desarrollo de armas químicas. En esta declaración se
incluirán, entre otras cosas, los laboratorios y polígonos de ensayo y evaluación.

e) Con respecto a los agentes de represión de disturbios:

Especificará el nombre químico, fórmula estructural y número de registro
del Chemical Abstracts Service, si lo tuviere asignado, de cada una de las sus-
tancias químicas que mantenga para fines de represión de disturbios. Esta decla-
ración será actualizada 30 días después, a más tardar, de que se produzca cual-
quier cambio.
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2. Las disposiciones del presente artículo y las disposiciones pertinentes de
la parte IV del Anexo sobre verificación no se aplicarán, a discreción de un
Estado Parte, a las armas químicas enterradas en su territorio antes del 1 de ene-
ro de 1977 y que permanezacn enterradas o que hayan sido vertidas al mar antes
del 1 de enero de 1985.

ARTÍCULO IV

ARMAS QUÍMICAS

1. Las disposiciones del presente artículo y los procedimientos detallados
para su ejecución se aplicarán a todas y cada una de las armas químicas de que
tenga propiedad o posesión un Estado Parte o que se encuentren en cualquier
lugar bajo su jurisdicción o control, excepto las antiguas armas químicas y las
armas químicas abandonadas, a las que se aplica la sección B de la parte IV del
Anexo sobre verificación.

2. En el Anexo sobre verificación se enuncian procedimientos detallados
para la ejecución del presente artículo.

3. Todos los lugares en los que se almacenen o destruyan las armas quími-
cas especificadas en el párrafo 1 serán objeto de verificación sistemática
mediante inspección in situ y vigilancia con instrumentos in situ, de conformi-
dad con la sección A de la parte IV del Anexo sobre verificación.

4. Cada Estado Parte, inmediatamente después de que haya presentado la
declaración prevista en el apartado a) del párrafo 1 del artículo III, facilitará el
acceso a las armas químicas especificadas en el párrafo 1 a los efectos de la
verificación sistemática de la declaración mediante inspección in situ. A partir
de ese momento, ningún Estado Parte retirará ninguna de esas armas, excepto
para su transporte a una instalación de destrucción de armas químicas. Cada
Estado Parte facilitará el acceso a esas armas químicas a los efectos de una veri-
ficación sistemática in situ.

5. Cada Estado Parte facilitará el acceso a toda instalación de destrucción de
armas químicas y a sus zonas de almacenamiento de que tenga propiedad o
posesión o que se encuentren en cualquier lugar bajo su jurisdicción o control, a
los efectos de una verificación sistemática mediante inspección in situ y vigilan-
cia con instrumentos in situ.

6. Cada Estado Parte destruirá todas las armas químicas especificadas en el
párrafo 1 de conformidad con el Anexo sobre verificación y ateniéndose al rit-
mo y secuencia de destrucción convenidos (denominados en lo sucesivo orden
de destrucción). Esa destrucción comenzará 2 años después, a más tardar, de la
entrada en vigor de la presente Convención para el Estado Parte y terminará 10
años después, a más tardar, de la entrada en vigor de la presente Convención.
Nada impedirá que un Estado Parte destruya esas armas químicas a un ritmo
más rápido.

7. Cada Estado Parte:

a) presentará planes detallados para la destrucción de las armas químicas
especificadas en el párrafo 1, 60 días antes, a más tardar, del comienzo de cada
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período anual de destrucción, de conformidad con el párrafo 29 de la sección A
de la parte IV del Anexo sobre verificación; los planes detallados abarcarán
todas las existencias que hayan de destruirse en el siguiente período anual de
destrucción;

b) presentará anualmente declaraciones sobre la ejecución de sus planes
para la destrucción de las armas químicas especificadas en el párrafo 1, 60 días
después, a más tardar, del final de cada período anual de destrucción; y

c) certificará, 30 días después, a más tardar, de la conclusión del proceso de
destrucción, que se han destruido todas las armas químicas especificadas en el
párrafo 1.

8. Si un Estado ratifica la presente Convención o se adhiere a ella después
de transcurrido el período de 10 años establecido para la destrucción en el
párrafo 6, destruirá las armas químicas especificadas en el párrafo 1 lo antes
posible. El Consejo Ejecutivo determinará el orden de destrucción y el procedi-
miento de verificación estricta para ese Estado Parte.

9. Toda arma química que descubra un Estado Parte tras la declaración ini-
cial de las armas químicas será comunicada, desactivada y destruida de confor-
midad con la sección A de la parte IV del Anexo sobre verificación.

10. Cada Estado Parte, en sus operaciones de transporte, toma de muestras,
almacenamiento y destrucción de armas químicas, asignará la más alta prioridad
a garantizar la seguridad de las personas y la protección del medio ambiente.
Cada Estado Parte realizará las operaciones de transporte, toma de muestras,
almacenamiento y destrucción de armas químicas de conformidad con sus nor-
mas nacionales de seguridad y emisiones.

11. Todo Estado Parte en cuyo territorio haya armas químicas de que tenga
propiedad o posesión otro Estado o que se encuentren en cualquier lugar bajo la
jurisdicción o control de otro Estado, se esforzará al máximo para que se retiren
esas armas de su territorio un año después, a más tardar, de la entrada en vigor
para él de la presente Convención. Si esas armas no son retiradas en el plazo de
un año, el Estado Parte podrá pedir a la Organización y a los demás Estados
Partes que le presten asistencia en la destrucción de esas armas.

12. Cada Estado Parte se compromete a cooperar con los demás Estados
Partes que soliciten información o asistencia de manera bilateral o por conducto
de la Secretaría Técnica en relación con los métodos y tecnologías para la des-
trucción eficiente de las armas químicas en condiciones de seguridad.

13. Al realizar las actividades de verificación con arreglo al presente artícu-
lo y a la sección A de la parte IV del Anexo sobre verificación, la Organización
estudiará medidas para evitar una duplicación innecesaria de los acuerdos bila-
terales o multilaterales sobre la verificación del almacenamiento de armas quí-
micas y su destrucción concertados entre los Estados Partes.

A tal efecto, el Consejo Ejecutivo decidirá que se limite la verificación a las
medidas complementarias de las adoptadas en virtud de esos acuerdos bilatera-
les o multilaterales, si considera que:
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a) las disposiciones de esos acuerdos relativas a la verificación son compati-
bles con las disposiciones relativas a la verificación contenidas en el presente
artículo y la sección A de la parte IV del Anexo sobre verificación.

b) la ejecución de tales acuerdos supone una garantía suficiente de cumpli-
miento de las disposiciones pertinentes de la presente Convención; y

c) las partes en los acuerdos bilaterales o multilaterales mantienen a la orga-
nización plenamente informada de sus actividades de verificación.

14. Si el Consejo Ejecutivo adopta una decisión con arreglo a lo dispuesto
en el párrafo 13, la Organización tendrá el derecho de vigilar la ejecución del
acuerdo bilateral o multilateral.

15. Nada de lo dispuesto en los párrafos 13 y 14 afectará a la obligación de
un Estado Parte de presentar declaraciones de conformidad con el artículo III, el
presente artículo y la sección A de la parte IV del Anexo sobre verificación.

16. Cada Estado Parte sufragará los costos de la destrucción de las armas
químicas que esté obligado a destruir. También sufragará los costos de la verifi-
cación, del almacenamiento y la destrucción de esas armas químicas, a menos
que el Consejo Ejecutivo decida otra cosa. Si el Consejo Ejecutivo decide limi-
tar las medidas de verificación de la Organización con arreglo al párrafo 13, los
costos de la verificación y vigilancia complementarias que realice la Organiza-
ción serán satisfechos de conformidad con la escala de cuotas de las Naciones
Unidas, según lo previsto en el párrafo 7 del artículo VIII.

17. Las disposiciones del presente artículo y las disposiciones pertinentes de
la parte IV del Anexo sobre verificación no se aplicarán, a discreción de un
Estado Parte, a las armas químicas enterradas en su territorio antes del 1.º de
enero de 1977 y que permanezcan enterradas o que hayan sido vertidas al mar
antes del 1.º de enero de 1985.

ARTÍCULO V

INSTALACIONES DE PRODUCCIÓN DE ARMAS QUÍMICAS

1. Las disposiciones del presente artículo y los procedimientos detallados
para su ejecución se aplicarán a todas y a cada una de las instalaciones de pro-
ducción de armas químicas de que tenga propiedad o posesión un Estado Parte
o que se encuentren en cualquier lugar bajo su jurisdicción o control.

2. En el Anexo sobre verificación se enuncian procedimientos detallados
para la ejecución del presente artículo.

3. Todas las instalaciones de producción de armas químicas especificadas
en el párrafo 1 serán objeto de verificación sistemática mediante inspección in
situ y vigilancia con instrumentos in situ, de conformidad con la parte V del
Anexo sobre verificación.
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4. Cada Estado Parte cesará inmediatamente todas las actividades en las ins-
talaciones de producción de armas químicas especificadas en el párrafo 1,
excepto las actividades necesarias para la clausura.

5. Ningún Estado Parte construirá nuevas instalaciones de producción de
armas químicas ni modificará ninguna de las instalaciones existentes a los fines
de producción de armas químicas o para cualquier otra actividad prohibida por
la presente Convención.

6. Cada Estado Parte, inmediatamente después de que haya presentado la decla-
ración prevista en el apartado c) del párrafo 1 del artículo III, facilitará el acceso a las
instalaciones de producción de armas químicas especificadas en el párrafo 1 a los
efectos de la verificación sistemática de la declaración mediante inspección
in situ.

7. Cada Estado Parte:

a) clausurará, 90 días después, a más tardar, de la entrada en vigor para él
de la presente Convención, todas las instalaciones de producción de armas quí-
micas especificadas en el párrafo 1, de conformidad con la parte V del Anexo
sobre verificación, y notificará esa clausura; y

b) facilitará el acceso a las instalaciones de producción de armas químicas
especificadas en el párrafo 1, después de su clausura, a los efectos de la verifi-
cación sistemática mediante inspección in situ y vigilancia con instrumentos in
situ, a fin de asegurar que la instalación permanezca clausurada y sea destruida
ulteriormente.

8. Cada Estado Parte destruirá todas las instalaciones de armas químicas
especificadas en el párrafo 1 y las instalaciones y equipos conexos de conformi-
dad con el Anexo sobre verificación y ateniéndose al ritmo y secuencia de des-
trucción convenidos (denominados en lo sucesivo orden de destrucción). Esa
destrucción comenzará un año después, a más tardar, de la entrada en vigor de
la presente Convención para el Estado Parte y terminará 10 años después, a más
tardar, de la entrada en vigor de la presente Convención. Nada impedirá que un
Estado Parte destruya esas instalaciones a un ritmo más rápido.

9. Cada Estado Parte:

a) presentará planes detallados para la destrucción de las instalaciones de
destrucción de armas químicas especificadas en el párrafo 1, 180 días antes, a
más tardar, del comienzo de la destrucción de cada instalación;

b) presentará anualmente declaraciones sobre la ejecución de sus planes
para la destrucción de todas las instalaciones de producción de armas químicas
especificadas en el párrafo 1, 90 días después, a más tardar, del final de cada
período anual de destrucción; y

c) certificará, 30 días después, a más tardar, de la conclusión del proceso de
destrucción, que se han destruido todas las instalaciones de destrucción de
armas químicas especificadas en el párrafo 1.
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10. Si un Estado ratifica la presente Convención o se adhiere a ella después de
transcurrido el período de 10 años establecido para la destrucción en el párrafo 8,
destruirá las instalaciones de producción de armas químicas especificadas en el
párrafo 1 lo antes posible. El Consejo Ejecutivo determinará el orden de destruc-
ción y el procedimiento de verificación estricta para ese Estado Parte.

11. Cada Estado Parte, durante la destrucción de las instalaciones de pro-
ducción de armas químicas, asignará la más alta prioridad a garantizar la seguri-
dad de las personas y la protección del medio ambiente. Cada Estado Parte des-
truirá las instalaciones de producción de armas químicas de conformidad con
sus normas nacionales de seguridad y emisiones.

12. Las instalaciones de producción de armas químicas especificadas en el
párrafo 1 podrán ser reconvertidas provisionalmente para la destrucción de
armas químicas de conformidad con los párrafos 18 a 25 de la parte V del Ane-
xo sobre verificación. Esas instalaciones reconvertidas deberán ser destruidas
tan pronto como dejen de ser utilizadas para la destrucción de armas químicas,
y en cualquier caso, 10 años después, a más tardar, de la entrada en vigor de la
presente Convención.

13. En casos excepcionales de imperiosa necesidad, un Estado Parte podrá
pedir permiso a fin de utilizar una instalación de producción de armas químicas
especificada en el párrafo 1 para fines no prohibidos por la presente Conven-
ción. Previa recomendación del Consejo Ejecutivo, la Conferencia de los Esta-
dos Partes decidirá si aprueba o no la petición y establecerá las condiciones a
que supedite su aprobación, de conformidad con la sección D de la parte V del
Anexo sobre verificación.

14. La instalación de producción de armas químicas se convertirá de tal
manera que la instalación convertida no pueda reconvertirse en una instalación
de producción de armas químicas con mayor facilidad que cualquier otra insta-
lación utilizada para fines industriales, agrícolas, de investigación, médicos, far-
macéuticos u otros fines pacíficos en que no intervengan sustancias químicas
enumeradas en la Lista 1.

15. Todas las instalaciones convertidas serán objeto de verificación sistemá-
tica mediante inspección in situ y vigilancia con instrumentos in situ, de confor-
midad con la sección D de la parte V del Anexo sobre verificación.

16. Al realizar las actividades de verificación con arreglo al presente artícu-
lo y la parte V del Anexo sobre verificación, la Organización estudiará medidas
para evitar una duplicación innecesaria de los acuerdos bilaterales o multilatera-
les sobre la verificación de las instalaciones de producción de armas químicas y
su destrucción concertados entre los Estados Partes.

A tal efecto, el Consejo Ejecutivo decidirá que se limite la verificación a las
medidas complementarias de las adoptadas en virtud de esos acuerdos bilatera-
les o multilaterales, si considera que:

a) las disposiciones de esos acuerdos relativas a la verificación son compati-
bles con las disposiciones relativas a la verificación contenidas en el presente
artículo y la parte V del Anexo sobre verificación;
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b) la ejecución de tales acuerdos supone una garantía suficiente de cumpli-
miento de las disposiciones pertinentes de la presente Convención; y

c) las partes en los acuerdos bilaterales o multilaterales mantienen a la
Organización plenamente informada de sus actividades de verificación.

17. Si el Consejo Ejecutivo adopta una decisión con arreglo a lo dispuesto
en el párrafo 16, la Organización tendrá el derecho de vigilar la ejecución del
acuerdo bilateral o multilateral.

18. Nada de lo dispuesto en los párrafos 16 y 17 afectará a la obligación de
un Estado Parte de presentar declaraciones de conformidad con el artículo III, el
presente artículo y la parte V del Anexo sobre verificación.

19. Cada Estado parte sufragará los costos de la destrucción de las instala-
ciones de producción de las armas químicas que esté obligado a destruir. Tam-
bién sufragará los costos de la verificación con arreglo al presente artículo, a
menos que el Consejo Ejecutivo decida otra cosa. Si el Consejo Ejecutivo deci-
de limitar las medidas de verificación de la Organización con arreglo al párrafo
16, los costos de la verificación y vigilancia complementarias que realice la
Organización serán satisfechos de conformidad con la escala de cuotas de las
Naciones Unidas, según lo previsto en el párrafo 7 del artículo VIII.

ARTÍCULO VI

ACTIVIDADES NO PROHIBIDAS
POR LA PRESENTE CONVENCIÓN

1. Cada Estado Parte tiene el derecho, con sujeción a lo dispuesto en la pre-
sente Convención, a desarrollar, producir, adquirir de otro modo, conservar,
transferir y emplear sustancias químicas tóxicas y sus precursores para fines no
prohibidos por la presente Convención.

2. Cada Estado Parte adoptará las medidas necesarias para garantizar que
las sustancias químicas tóxicas y sus precursores solamente sean desarrollados,
producidos, adquiridos de otro modo, conservados, transferidos o empleados,
en su territorio o en cualquier otro lugar bajo su jurisdicción o control, para
fines no prohibidos por la presente Convención. A tal efecto, y para verificar
que las actividades son acordes con las obligaciones establecidas en la presente
Convención, cada Estado Parte someterá a las medidas de verificación previstas
en el Anexo sobre verificación las sustancias químicas tóxicas y sus precursores
enumerados en las Listas 1, 2 y 3 del Anexo sobre sustancias químicas, así
como las instalaciones relacionadas con esas sustancias y las demás instalacio-
nes especificadas en el Anexo sobre verificación que se encuentren en su terri-
torio o en cualquier otro lugar bajo su jurisdicción o control.

3. Cada Estado Parte someterá las sustancias químicas enumeradas en la
Lista 1 (denominadas en lo sucesivo sustancias químicas de la Lista 1) a las
prohibiciones relativas a la producción, adquisición, conservación, transferencia
y empleo que se especifican en la parte VI del Anexo sobre verificación. Some-
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terá las sustancias químicas de la Lista 1 y las instalaciones especificadas en la
parte VI del Anexo sobre verificación a verificación sistemática mediante ins-
pección in situ y vigilancia con instrumentos in situ, de conformidad con esa
parte del Anexo sobre verificación.

4. Cada Estado Parte someterá las sustancias químicas enumeradas en la
Lista 2 (denominadas en lo sucesivo sustancias químicas de la Lista 2) y las
instalaciones especificadas en la parte VII del Anexo sobre verificación a vigi-
lancia de datos y verificación in situ, de conformidad con esa parte del Anexo
sobre verificación.

5. Cada Estado Parte someterá las sustancias químicas enumeradas en la
Lista 3 (denominadas en lo sucesivo sustancias químicas de la Lista 3) y las
instalaciones especificadas en la parte VIII del Anexo sobre verificación a vigi-
lancia de datos y verificación in situ, de conformidad con esa parte del Anexo
sobre verificación.

6. Cada Estado Parte someterá las instalaciones especificadas en la parte IX
del Anexo sobre verificación a vigilancia de datos y eventual verificación in
situ, de conformidad con esa parte del Anexo sobre verificación, salvo que la
conferencia de los Estados Partes decida otra cosa con arreglo al párrafo 22 de
la parte IX del Anexo sobre verificación.

7. Cada Estado Parte, 30 días después, a más tardar, de la entrada en vigor
para él de la presente Convención, hará una declaración inicial de los datos rela-
tivos a las sustancias químicas e instalaciones pertinentes, de conformidad con
el Anexo sobre verificación.

8. Cada Estado Parte hará declaraciones anuales respecto de la sustancias
químicas e instalaciones pertinentes, de conformidad con el Anexo sobre verifi-
cación.

9. A los efectos de la verificación in situ, cada Estado Parte facilitará a los
inspectores el acceso a las instalaciones requerido en el Anexo sobre verifica-
ción.

10. Al realizar las actividades de verificación, la Secretaría Técnica evitará
toda injerencia innecesaria en las actividades químicas del Estado Parte con
fines no prohibidos por la presente Convención y, en particular, se atendrá a las
disposiciones establecidas en el Anexo sobre la protección de la información
confidencial (denominado en lo sucesivo Anexo sobre confidencialidad).

11. Las disposiciones del presente artículo se aplicarán de manera que no se
obstaculice el desarrollo económico o tecnológico de los Estados Parte ni la
cooperación internacional en las actividades químicas con fines no prohibidos
por la presente Convención, incluido el intercambio internacional de informa-
ción científica y técnica y de sustancias químicas y equipo para la producción,
elaboración o empleo de sustancias químicas con fines no prohibidos por la pre-
sente Convención.
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ARTÍCULO VII

MEDIDAS NACIONALES DE APLICACIÓN

OBLIGACIONES GENERALES

1. Cada Estado Parte adoptará, de conformidad con sus procedimientos
constitucionales, las medidas necesarias para cumplir las obligaciones contraí-
das en virtud de la presente Convención. En particular:

a) prohibirá a las personas físicas y jurídicas que se encuentren en cualquier
lugar de su territorio o en cualquier otro lugar bajo su jurisdicción, reconocido
por el derecho internacional, que realicen cualquier actividad prohibida a un
Estado Parte por la presente Convención, y promulgará también leyes penales
con respecto a esas actividades;

b) no permitirá que se realice en cualquier lugar bajo su control ninguna
actividad prohibida a un Estado Parte por la presente Convención; y

c) hará extensivas las leyes penales promulgadas con arreglo al apartado a)
a cualquier actividad prohibida a un Estado Parte por la presente Convención
que realicen en cualquier lugar personas naturales que posean su nacionalidad
de conformidad con el derecho internacional.

2. Cada Estado Parte colaborará con los demás Estados Partes y prestará la
modalidad adecuada de asistencia jurídica para facilitar el cumplimiento de las
obligaciones derivadas del párrafo 1.

3. Cada Estado Parte, en el cumplimiento de las obligaciones que haya con-
traído en virtud de la presente Convención, asignará la más alta prioridad a
garantizar la seguridad de las personas y la protección del medio ambiente, y
colaborará, según corresponda, con los demás Estados Partes a este respecto.

RELACIONES ENTRE LOS ESTADOS PARTES

Y LA ORGANIZACIÓN

4. Con el fin de cumplir las obligaciones contraídas en virtud de la presente
Convención, cada Estado Parte designará o establecerá una Autoridad Nacional,
que será el centro nacional de coordinación encargado de mantener un enlace
eficaz con la Organización y con los demás Estados Partes. Cada Estado Parte
notificará a la Organización su Autoridad Nacional en el momento de la entrada
en vigor para él de la presente Convención.

5. Cada Estado Parte informará a la Organización de las medidas legislati-
vas y administrativas que haya adoptado para aplicar la presente Convención.

6. Cada Estado Parte considerará confidencial y tratará de manera especial
la información y datos que reciba confidencialmente de la Organización respec-
to de la aplicación de la presente Convención. Tratará esa información y datos
en relación exclusivamente con los derechos y obligaciones derivados de la pre-
sente Convención y de conformidad con las disposiciones enunciadas en el
Anexo sobre confidencialidad.
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7. Cada Estado Parte se compromete a colaborar con la Organización en el
ejercicio de todas sus funciones y, en particular, a prestar asistencia a la Secre-
taría  Técnica.

ARTÍCULO VIII

LA ORGANIZACIÓN

A. DISPOSICIONES GENERALES

1. Los Estados Partes en la presente Convención establecen por el presente
artículo la Organización para la Prohibición de las Armas Químicas con el fin
de lograr el objeto y propósito de la presente Convención, asegurar la aplicación
de sus disposiciones, entre ellas las relativas a la verificación internacional de
su cumplimiento, y proporcionar un foro para las consultas y la colaboración
entre los Estados Partes.

2. Todos los Estados Partes en la presente Convención serán miembros de
la Organización. Ningún Estado Parte será privado de su calidad de miembro de
la Organización.

3. La Organización tendrá su sede en La Haya, Reino de los Países Bajos.
4. Por el presente artículo quedan establecidos como órganos de la Organi-

zación: La Conferencia de los Estados Partes, el Consejo Ejecutivo y la Secreta-
ría Técnica.

5. La Organización llevará a cabo las actividades de verificación previstas
para ella en la presente Convención de la manera menos intrusiva posible que
sea compatible con el oportuno y eficiente logro de sus objetivos. Solamente
pedirá la información y datos que sean necesarios para el desempeño de las res-
ponsabilidades que le impone la presente Convención. Adoptará toda clase de
precauciones para proteger el carácter confidencial de la información sobre acti-
vidades e instalaciones civiles y militares de que venga en conocimiento en el
cumplimiento de la presente Convención y, en particular, se atendrá a las dispo-
siciones enunciadas en el Anexo sobre confidencialidad.

6. Al realizar sus actividades de verificación, la Organización estudiará
medidas para servirse de los logros de la ciencia y la tecnología.

7. Los costos de las actividades de la Organización serán sufragados por los
Estados Partes conforme a la escala de cuotas de las Naciones Unidas, con los
ajustes que vengan impuestos por las diferencias de composición entre las
Naciones Unidas y la presente Organización, y con sujeción a las disposiciones
de los artículos IV y V. Las contribuciones financieras de los Estados Partes en
la Comisión Preparatoria serán debidamente deducidas de sus contribuciones al
presupuesto ordinario. El presupuesto de la Organización incluirá dos capítulos
distintos, relativo uno de ellos a los costos administrativos y de otra índole, y el
otro a los costos de verificación.
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8. El miembro de la Organización que esté retrasado en el pago de su con-
tribución financiera a la Organización no tendrá voto en ésta si el importe de
sus atrasos fuera igual o superior al importe de la contribución que hubiera
debido satisfacer por los dos años completos anteriores. No obstante, la Confe-
rencia de los Estados Partes podrá autorizar a ese miembro a votar si está con-
vencida de que su falta de pago obedece a circunstancias ajenas a su control.

B. LA CONFERENCIA DE LOS ESTADOS PARTES

Composición, procedimiento y adopción de decisiones

9. La Conferencia de los Estados Partes (denominada en lo sucesivo la
Conferencia) estará integrada por todos los miembros de la Organización. Cada
miembro tendrá un representante en la Conferencia, el cual podrá hacerse
acompañar de suplentes y asesores.

10. El primer período de sesiones de la Conferencia será convocado por el
depositario 30 días después, a más tardar, de la entrada en vigor de la presente
Convención.

11. La Conferencia celebrará períodos ordinarios de sesiones anualmente,
salvo que decida otra cosa.

12. La Conferencia celebrará períodos extraordinarios de sesiones:

a) cuando así lo decida;
b) cuando lo solicite el Consejo Ejecutivo;
c) cuando lo solicite cualquier miembro con el apoyo de la tercera parte de

los miembros; o
d) de conformidad con el párrafo 22 para examinar el funcionamiento de la

presente Convención.

Salvo en el caso del apartado d), los períodos extraordinarios serán convo-
cados 30 días después, a más tardar, de que el Director General de la Secretaría
Técnica reciba la solicitud correspondiente, salvo que en la solicitud se especifi-
que otra cosa.

13. La Conferencia podrá también reunirse a título de Conferencia de
Enmienda, de conformidad con el párrafo 2 del artículo XV.

14. Los períodos de sesiones de la Conferencia se celebrarán en la sede de
la Organización, salvo que la Conferencia decida otra cosa.

15. La Conferencia aprobará su propio reglamento.Al comienzo de cada
período ordinario de sesiones, elegirá su Presidente y a los demás miembros de
la mesa que sea necesario. Estos continuarán ejerciendo sus funciones hasta que
se elija un nuevo Presidente y nuevos miembros de la mesa en el siguiente
perío do ordinario de sesiones.

16. El quórum estará constituido por la mayoría de los miembros de la
Orga nización.
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17. Cada miembro de la Organización tendrá un voto en la Conferencia.
18. La Conferencia adoptará sus decisiones sobre cuestiones de procedi-

miento por mayoría simple de los miembros presentes y votantes. Las decisio-
nes sobre cuestiones de fondo deberán adoptarse, en lo posible, por consenso.
Si no se llega a un consenso cuando se someta una cuestión a decisión, el Presi-
dente aplazará toda votación por 24 horas y, durante ese período de aplazamien-
to, hará todo lo posible para facilitar el logro de un consenso e informará a la
Conferencia al respecto antes de que concluya ese período. Si no puede llegarse
a un consenso al término de 24 horas, la Conferencia adoptará la decisión por
mayoría de dos tercios de los miembros presentes y votantes, salvo que se espe-
cifique otra cosa en la presente Convención. Cuando esté en discusión si la
cuestión es o no de fondo, se considerará que se trata de una cuestión de fondo,
salvo que la Conferencia decida otra cosa por la mayoría exigida para la adop-
ción de decisiones sobre cuestiones de fondo.

Poderes y funciones

19. La Conferencia será el órgano principal de la Organización. Estudiará
toda cuestión, materia o problema comprendido en el ámbito de la presente
Convención, incluso en lo que atañe a los poderes y funciones del Consejo Eje-
cutivo y de la Secretaría Técnica. Podrá hacer recomendaciones y adoptar deci-
siones sobre cualquier cuestión, materia o problema relacionado con la presente
Convención que plantee un Estado Parte o señale su atención al Consejo Ejecutivo.

20. La Conferencia supervisará la aplicación de la presente Convención y
promoverá su objeto y propósito. La Conferencia examinará el cumplimiento de
la presente Convención. Supervisará también las actividades del Consejo Ejecu-
tivo y de la Secretaría Técnica y podrá impartir directrices, de conformidad con
la presente Convención, a cualquiera de ellos en el ejercicio de sus funciones.

21. La Conferencia:

a) examinará y aprobará en sus períodos ordinarios de sesiones el informe,
programa y presupuesto de la Organización que presente el Consejo Ejecutivo y
examinará también otros informes;

b) decidirá sobre la escala de contribuciones financieras que hayan de satis-
facer los Estados Partes de conformidad con el párrafo 7;

c) elegirá a los miembros del Consejo Ejecutivo;
d) nombrará al Director General de la Secretaría Técnica (denominado en lo

sucesivo el Director General);
e) aprobará el reglamento del Consejo Ejecutivo presentado por éste;
f) establecerá los órganos subsidiarios que estime necesarios para el ejerci-

cio de sus funciones, de conformidad con la presente Convención;
g) fomentará la colaboración internacional para fines pacíficos en la esfera

de las actividades químicas;
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h) examinará los adelantos científicos y tecnológicos que puedan afectar al
funcionamiento de la presente Convención y, en este contexto, encargará al
Director General que establezca un Consejo Consultivo Científico que permita
al Director General, en el cumplimiento de sus funciones, prestar a la conferen-
cia, al Consejo Ejecutivo y a los Estados Partes asesoramiento especializado en
cuestiones de ciencia y tecnología relacionadas con la presente Convención. El
Consejo Consultivo Científico estará integrado por expertos independientes
nombrados con arreglo al mandato aprobado por la Conferencia;

i) examinará y aprobará en su primer período de sesiones cualquier proyecto de
acuerdo, disposiciones y directrices que la comisión preparatoria haya elaborado;

j) establecerá en su primer período de sesiones el fondo voluntario de asis-
tencia de conformidad con el artículo X;

k) adoptará las medidas necesarias para garantizar el cumplimiento de la
presente Convención y subsanar y remediar cualquier situación que contravenga
sus disposiciones, de conformidad con el artículo XII.

22. La Conferencia, un año después, a más tardar, de transcurrido el quinto
y el décimo año desde la entrada en vigor de la presente Convención y en cual-
quier otro momento comprendido dentro de esos plazos que decida, celebrará
períodos extraordinarios de sesiones para examinar el funcionamiento de la pre-
sente Convención. En esos exámenes se tendrá en cuenta toda evolución cientí-
fica y tecnológica pertinente. Posteriormente, a intervalos de 5 años, salvo que
se decida otra cosa, se convocarán ulteriores períodos de sesiones de la Confe-
rencia con el mismo objetivo.

C. EL CONSEJO EJECUTIVO

Composición, procedimiento y adopción de decisiones

23. El Consejo Ejecutivo estará integrado por 41 miembros.Cada Estado
Parte tendrá el derecho, de conformidad con el principio de rotación, a formar
parte del Consejo Ejecutivo. Los miembros del Consejo Ejecutivo serán elegi-
dos por la Conferencia por un mandato de 2 años. Para garantizar el eficaz fun-
cionamiento de la presente Convención, tomando especialmente en considera-
ción la necesidad de garantizar una distribución geográfica equitativa, la impor-
tancia de la industria química y los intereses políticos y de seguridad, la compo-
sición del Consejo Ejecutivo será la siguiente:

a) nueve Estados Partes de Africa, que serán designados por Estados Partes
situados en esa región. Como base para esa designación, queda entendido que,
de esos nueve Estados Partes, tres miembros serán, en principio, los Estados
Partes que cuenten con la industria química nacional más importante de la
región, según venga determinado por datos comunicados y publicados interna-
cionalmente; además, el grupo regional convendrá también en tomar en cuenta
otros factores regionales al designar a esos tres miembros;
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b) nueve Estados Partes de Asia, que serán designados por Estados Partes
situados en esa región. Como base para esa designación, queda entendido que,
de esos nueve Estados Partes, cuatro miembros serán, en principio, los Estados
Partes que cuenten con la industria química nacional más importante de la
región, según venga determinado por datos comunicados y publicados interna-
cionalmente; además, el grupo regional convendrá también en tomar en cuenta
otros factores regionales al designar a esos cuatro miembros;

c) cinco Estados Partes de Europa oriental, que serán designados por Esta-
dos Partes situados en esa región. Como base para esa designación, queda
entendido que, de esos cinco Estados Partes, un miembro será, en principio, el
Estado Parte que cuente con la industria química nacional más importante de la
región, según venga determinado por datos comunicados y publicados interna-
cionalmente; además, el grupo regional convendrá también en tomar en cuenta
otros factores regionales al designar a este miembro;

d) siete Estados Partes de América Latina y el Caribe, que serán designados
por Estados Partes situados en esa región. Como base para esa designación,
queda entendido que, de esos siete Estados Partes, tres miembros serán, en prin-
cipio, los Estados Partes que cuenten con la industria química nacional más
importante de la región, según venga determinado por datos comunicados y
publicados internacionalmente; además, el grupo regional convendrá también
en tomar en cuenta otros factores regionales al designar a esos tres miembros;

e) diez Estados Partes de entre Europa Occidental y otros Estados, que
serán designados por Estados Partes situados en esa región. Como base para esa
designación, queda entendido que, de esos diez Estados Partes, cinco miembros
serán, en principio, los Estados Partes que cuenten con la industria química
nacional más importante de la región, según venga determinado por datos
comunicados y publicados internacionalmente; además, el grupo regional con-
vendrá también en tomar en cuenta otros factores regionales al designar a esos
cinco miembros;

f) otro Estado Parte, que será designado consecutivamente por Estados Par-
tes situados en las regiones de América Latina y el Caribe y Asia. Como base
para esa designación, queda entendido que este Estado Parte será, por rotación,
un miembro de esas regiones.

24. Para la primera elección del Consejo Ejecutivo se elegirán 20 miembros
por un mandato de un año, tomando debidamente en cuenta las proporciones
numéricas indicadas en el párrafo 23.

25. Después de la plena aplicación de los artículos IV y V, la Conferencia
podrá, a petición de una mayoría de los miembros del Consejo Ejecutivo, examinar
la composición de éste teniendo en cuenta la evolución concerniente a los princi-
pios especificados en el párrafo 23 para la composición del Consejo Ejecutivo.

26. El Consejo Ejecutivo elaborará su reglamento y lo presentará a la Con-
ferencia para su aprobación.

27. El Consejo Ejecutivo elegirá a su Presidente de entre sus miembros.
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28. El Consejo Ejecutivo celebrará períodos ordinarios de sesiones. Entre
esos períodos ordinarios se reunirá con la frecuencia que sea necesario para el
ejercicio de sus poderes y funciones.

29. Cada miembro del Consejo Ejecutivo tendrá un voto. Salvo que se espe-
cifique otra cosa en la presente Convención, el Consejo Ejecutivo adoptará
decisiones sobre cuestiones de fondo por mayoría de dos tercios de todos sus
miembros. El Consejo Ejecutivo adoptará decisiones sobre cuestiones de proce-
dimiento por mayoría simple de todos sus miembros. Cuando esté en discusión
si la cuestión es o no de fondo, se considerará que se trata de una cuestión de
fondo, salvo que el Consejo Ejecutivo decida otra cosa por la mayoría exigida
para la adopción de decisiones sobre cuestiones de fondo.

Poderes y funciones

30. El Consejo Ejecutivo será el órgano ejecutivo de la Organización. Será
responsable ante la Conferencia. El Consejo Ejecutivo desempeñará los poderes
y funciones que le atribuye la presente Convención, así como las funciones que
le delegue la Conferencia. Cumplirá esas funciones de conformidad con las
recomendaciones, decisiones y directrices de la Conferencia y asegurará su
constante y adecuada aplicación.

31. El Consejo Ejecutivo promoverá la eficaz aplicación y cumplimiento de
la presente Convención. Supervisará las actividades de la Secretaría Técnica,
colaborará con la Autoridad Nacional de cada Estado Parte y facilitará las con-
sultas y la colaboración entre los Estados Partes a petición de éstos.

32. El Consejo Ejecutivo:

a) estudiará y presentará a la Conferencia el proyecto de programa y presu-
puesto de la Organización;

b) estudiará y presentará a la Conferencia el proyecto de informe de la
Organización sobre la aplicación de la presente Convención, el informe sobre la
marcha de sus propias actividades y los informes especiales que considere nece-
sario o que pueda solicitar la Conferencia;

c) hará los arreglos necesarios para los períodos de sesiones de la Conferen-
cia, incluida la preparación del proyecto de programa.

33. El Consejo Ejecutivo podrá pedir que se convoque un período extraordi-
nario de sesiones de la Conferencia.

34. El Consejo Ejecutivo:

a) concertará acuerdos o arreglos con los Estados y organizaciones interna-
cionales en nombre de la Organización, con la previa aprobación de la Confe-
rencia;

b) concertará acuerdos con los Estados Partes, en nombre de la Organiza-
ción, en relación con el artículo X y supervisará el fondo voluntario a que se
hace referencia en ese artículo;
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c) aprobará los acuerdos o arreglos relativos a la ejecución de las activida-
des de verificación negociados por la Secretaría Técnica con los Estados Partes.

35. El Consejo Ejecutivo estudiará todas las cuestiones o materias compren-
didas en su esfera de competencia que afecten a la presente Convención y a su
aplicación, incluidas las preocupaciones por el cumplimiento y los casos de fal-
ta de cumplimiento y, cuando proceda, informará a los Estados Partes y señala-
rá la cuestión o materia a la atención de la Conferencia.

36. Al examinar las dudas o preocupaciones sobre el cumplimiento y los
casos de falta de cumplimiento, entre ellas el abuso de los derechos enunciados
en la presente Convención, el Consejo Ejecutivo consultará a los Estados Partes
interesados y, cuando proceda, pedirá al Estado Parte al que corresponda que
adopte medidas para subsanar la situación en un plazo determinado. De consi-
derarlo necesario, adoptará, entre otras, una o más de las medidas siguientes:

a) informará a todos los Estados Partes sobre la cuestión o materia;
b) señalará la cuestión o materia a la atención de la Conferencia;
c) formulará recomendaciones a la Conferencia respecto de las medidas

para subsanar la situación y asegurar el cumplimiento.

En casos de especial gravedad y urgencia, el Consejo Ejecutivo someterá
directamente la cuestión o materia, incluidas la información y conclusiones per-
tinentes, a la atención de la Asamblea General y el Consejo de Seguridad de las
Naciones Unidas. Al mismo tiempo, informará sobre esa medida a todos los
Estados Partes.

D. LA SECRETARÍA TÉCNICA

37. La Secretaría Técnica prestará asistencia a la Conferencia y al Consejo
Ejecutivo en el cumplimiento de sus funciones. La Secretaría Técnica realizará
las medidas de verificación previstas en la presente Convención. Desempeñará
las demás funciones que le confíe la presente Convención así como las funcio-
nes que le deleguen la Conferencia y el Consejo Ejecutivo.

38. La Secretaría Técnica:

a) preparará y presentará al Consejo Ejecutivo el proyecto de programa y
presupuesto de la Organización;

b) preparará y presentará al Consejo Ejecutivo el proyecto de informe de la
Organización sobre la aplicación de la presente Convención y los demás infor-
mes que solicite la Conferencia o el Consejo Ejecutivo;

c) prestará apoyo administrativo y técnico a la Conferencia, al Consejo Eje-
cutivo y a los órganos subsidiarios:

d) remitirá a los Estados Partes y recibirá de éstos, en nombre de la Organi-
zación, comunicaciones sobre cuestiones relativas a la aplicación de la presente
Convención;

e) proporcionará asistencia y evaluación técnicas a los Estados Partes en el
cumplimiento de las disposiciones de la presente Convención, incluida la eva-
luación de las sustancias químicas enumeradas y no enumeradas en las Listas.
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39. La Secretaría Técnica:

a) negociará con los Estados Partes acuerdos o arreglos relativos a la ejecu-
ción de actividades de verificación, previa aprobación del Consejo Ejecutivo;

b) a más tardar, 180 días después de la entrada en vigor de la presente Con-
vención, coordinará el establecimiento y mantenimiento de suministros perma-
nentes de asistencia humanitaria y de emergencia por los Estados Partes de con-
formidad con los apartados b) y c) del párrafo 7 del artículo X. La Secretaría
Técnica podrá inspeccionar los artículos mantenidos para asegurarse de sus
condiciones de utilización. Las listas de los artículos que hayan de almacenarse
serán examinadas y aprobadas por la Conferencia de conformidad con el aparta-
do i) del párrafo 21;

c) administrará el fondo voluntario a que se hace referencia en el artículo X,
compilará las declaraciones hechas por los Estados Partes y registrará, cuando
se le solicite, los acuerdos bilaterales concertados entre un Estado Parte y la
Organización a los efectos del artículo X.

40. La Secretaría Técnica informará al Consejo Ejecutivo acerca de cual-
quier problema que se haya suscitado con respecto al desempeño de sus funcio-
nes, incluidas las dudas, ambigüedades o incertidumbres sobre el cumplimiento
de la presente Convención de que haya tenido conocimiento en la ejecución de
sus actividades de verificación y que no haya podido resolver o aclarar median-
te consultas con el Estado Parte interesado.

41. La Secretaría Técnica estará integrada por un Director General, quien
será su jefe y más alto funcionario administrativo, inspectores y el personal
científico, técnico y de otra índole que sea necesario.

42. El Cuerpo de Inspección será una dependencia de la Secretaría Técnica
y actuará bajo la supervisión del Director General.

43. El Director General será nombrado por la Conferencia, previa recomenda-
ción del Consejo Ejecutivo, por un mandato de cuatro años, renovable una sola vez.

44. El Director General será responsable ante la Conferencia y el Consejo
Ejecutivo del nombramiento del personal y de la organización y funcionamiento
de la Secretaría Técnica. La consideración primordial que se tendrá en cuenta al
nombrar al personal y determinar sus condiciones de servicio será la necesidad
de asegurar el más alto grado de eficiencia, competencia e integridad. El Direc-
tor General, los inspectores y los demás miembros del personal profesional y
administrativo deberán ser nacionales de los Estados Partes. Se tomará debida-
mente en consideración la importancia de contratar al personal de manera que
haya la más amplia representación geográfica posible. La contratación se regirá
por el principio de mantener el personal al mínimo necesario para el adecuado
desempeño de las responsabilidades de la Secretaría Técnica.

45. El Director General será responsable de la Organización y funciona-
miento del Consejo Consultivo Científico a que se hace referencia en el aparta-
do h) del párrafo 21. El Director General, en consulta con los Estados Partes,
nombrará a los miembros del Consejo Consultivo Científico, quienes prestarán
servicio en él a título individual. Los miembros del Consejo serán nombrados
sobre la base de sus conocimientos en las esferas científicas concretas que guar-
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den relación con la aplicación de la presente Convención. El Director General
podrá también, cuando proceda, en consulta con los miembros del Consejo,
establecer grupos de trabajo temporales de expertos científicos para que formu-
len recomendaciones sobre cuestiones concretas. En relación con lo que antece-
de, los Estados Partes podrán presentar listas de expertos al Director General.

46. En el cumplimiento de sus deberes, el Director General, los inspectores
y los demás miembros del personal no solicitarán ni recibirán instrucciones de
ningún gobierno ni de ninguna otra fuente ajena a la Organización. Se absten-
drán de actuar en forma alguna que sea incompatible con su condición de fun-
cionarios internacionales responsables únicamente ante la Conferencia y el
Consejo Ejecutivo.

47. Cada Estado Parte respetará el carácter exclusivamente internacional de
las responsabilidades del Director General, de los inspectores y de los demás
miembros del personal y no tratará de influir sobre ellos en el desempeño de
esas responsabilidades.

E. PRIVILEGIOS E INMUNIDADES

48. La Organización disfrutará en el territorio de cada Estado Parte y en
cualquier otro lugar bajo la jurisdicción o control de éste de la capacidad jurídi-
ca y los privilegios e inmunidades que sean necesarios para el ejercicio de sus
funciones.

49. Los delegados de los Estados Partes, junto con sus suplentes y asesores,
los representantes nombrados por el Consejo Ejecutivo junto con sus suplentes
y asesores, el Director General y el personal de la Organización gozarán de los
privilegios e inmunidades que sean necesarios para el ejercicio independiente
de sus funciones en relación con la Organización.

50. La capacidad jurídica, los privilegios y las inmunidades a que se hace
referencia en el presente artículo serán definidos en acuerdos concertados entre
la Organización y los Estados Partes, así como en acuerdo entre la Organización
y el Estado en que se encuentre la Sede de la Organización. Esos acuerdos serán
examinados y aprobados por la Conferencia de conformidad con el apartado i)
del párrafo 21.

51. No obstante lo dispuesto en los párrafos 48 y 49, los privilegios e inmu-
nidades de que gocen el Director General y el personal de la Secretaría Técnica
durante la ejecución de actividades de verificación serán los que se enuncian en
la sección B de la parte II del Anexo sobre verificación.

ARTÍCULO IX

CONSULTAS, COOPERACIÓN
Y DETERMINACIÓN DE LOS HECHOS

1. Los Estados Partes celebrarán consultas y cooperarán, directamente entre
sí o por conducto de la Organización u otro procedimiento internacional ade-
cuado, incluidos los procedimientos previstos en el marco de las Naciones Uni-
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das y de conformidad con su Carta, sobre cualquier cuestión que se plantee en
relación con el objeto o propósito de las disposiciones de la presente Conven-
ción o con la aplicación de éstas.

2. Sin perjuicio del derecho de cualquier Estado Parte a solicitar una inspec-
ción por denuncia, los Estados Partes deberían ante todo, siempre que fuera
posible, esforzarse por todos los medios a su alcance por aclarar y resolver,
mediante el intercambio de información y la celebración de consultas entre
ellos, cualquier cuestión que pueda ocasionar dudas sobre el cumplimiento de la
presente Convención o que suscite preocupación acerca de una cuestión conexa
que pueda considerarse ambigua. Todo Estado Parte que reciba de otro Estado
Parte una solicitud de aclaración de cualquier cuestión que el Estado Parte soli-
citante considere causa de tales dudas o preocupaciones proporcionará al Estado
Parte solicitante, lo antes posible, pero, en cualquier caso, diez días después, a
más tardar, de haber recibido la solicitud, información suficiente para disipar las
dudas o preocupaciones suscitadas junto con una explicación acerca de la mane-
ra en que la información facilitada resuelve la cuestión. Ninguna disposición de
la presente Convención afecta al derecho de dos o más Estados Partes cuales-
quiera de organizar, por consentimiento recíproco, inspecciones o cualesquiera
otros procedimientos entre ellos a fin de aclarar y resolver cualquier cuestión
que pueda ocasionar dudas sobre el cumplimiento o que suscite preocupaciones
acerca de una cuestión conexa que pueda considerarse ambigua. Esos arreglos
no afectarán a los derechos y obligaciones de cualquier Estado Parte derivados
de otras disposiciones de la presente Convención.

PROCEDIMIENTO PARA SOLICITAR ACLARACIONES

3. Todo Estado Parte tendrá derecho a solicitar al Consejo Ejecutivo que le
ayude a aclarar cualquier situación que pueda considerarse ambigua o que sus-
cite preocupación por la posible falta de cumplimiento de la presente Conven-
ción por otro Estado Parte. El Consejo Ejecutivo proporcionará la información
pertinente que posea respecto de esa preocupación.

4. Todo Estado Parte tendrá derecho a solicitar al Consejo Ejecutivo que
obtenga aclaraciones de otro Estado Parte en relación con cualquier situación
que pueda considerarse ambigua o que suscite preocupación acerca de su posi-
ble falta de cumplimiento de la presente Convención. En ese caso se aplicarán
las disposiciones siguientes:

a) el Consejo Ejecutivo transmitirá la solicitud de aclaración al Estado Parte
interesado, por conducto del Director General, 24 horas después, a más tardar,
de haberla recibido;

b) el Estado Parte solicitado proporcionará la aclaración al Consejo Ejecuti-
vo lo antes posible, pero, en cualquier caso, diez días después, a más tardar, de
haber recibido la solicitud;

c) el Consejo Ejecutivo tomará nota de la aclaración y la transmitirá al Esta-
do Parte solicitante 24 horas después, a más tardar, de haberla recibido;
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d) si el Estado Parte solicitante considera insuficiente la aclaración, tendrá
derecho a solicitar al Consejo Ejecutivo que obtenga otra aclaración del Estado
Parte solicitado;

e) a los fines de obtener las aclaraciones complementarias solicitadas en vir-
tud del párrafo d), el Consejo Ejecutivo podrá pedir al Director General que
establezca un grupo de expertos de la Secretaría Técnica, o de otras fuentes si la
Secretaría Técnica carece del personal necesario, para que examine toda la
información y datos disponibles acerca de la situación que suscite preocupa-
ción. El grupo de expertos presentará al Consejo Ejecutivo un informe fáctico
sobre sus averiguaciones;

f) si el Estado Parte solicitante considera que la aclaración obtenida en vir-
tud de los apartados d) y e) no es satisfactoria, tendrá derecho a solicitar una
reunión extraordinaria del Consejo Ejecutivo en la que podrán participar Esta-
dos Partes interesados que no sean miembros de éste. En esa reunión extraordi-
naria, el Consejo Ejecutivo examinará la cuestión y podrá recomendar las medi-
das que considere adecuadas para hacer frente a la situación.

5. Todo Estado Parte tendrá también derecho a solicitar al Consejo Ejecutivo
que aclare cualquier situación que se haya considerado ambigua o que haya sus-
citado preocupación acerca de la posible falta de cumplimiento de la presente
Convención. El Consejo Ejecutivo responderá facilitando la asistencia adecuada.

6. El Consejo Ejecutivo informará a los Estados Partes acerca de toda soli-
citud de aclaración conforme a lo previsto en el presente artículo.

7. En caso de que la duda o preocupación de un Estado Parte acerca de la
posible falta de cumplimiento no hubiera sido resuelta dentro de los 60 días
siguientes a la presentación de la solicitud de aclaración al Consejo Ejecutivo, o
si ese Estado considera que sus dudas justifican un examen urgente, tendrá
derecho a solicitar, sin perjuicio de su derecho a solicitar una inspección por
denuncia, una reunión extraordinaria de la Conferencia de conformidad con el
apartado c) del párrafo 12 del artículo VIII. En esa reunión extraordinaria, la
Conferencia examinará la cuestión y podrá recomendar las medidas que consi-
dere adecuadas para resolver la cuestión.

PROCEDIMIENTO PARA LAS INSPECCIONES 

POR DENUNCIA

8. Todo Estado Parte tiene derecho a solicitar una inspección por denuncia
in situ de cualquier instalación o emplazamiento en el territorio de cualquier
otro Estado Parte o en cualquier otro lugar sometido a la jurisdicción o control
de éste con el fin exclusivo de aclarar y resolver cualquier cuestión relativa a la
posible falta de cumplimiento de las disposiciones de la presente Convención, y
a que esa inspección sea realizada en cualquier lugar y sin demora por un grupo
de inspección designado por el Director General y de conformidad con el Ane-
xo sobre verificación.
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9. Todo Estado Parte está obligado a mantener la solicitud de inspección
dentro del ámbito de la presente Convención y de presentar en ella toda la infor-
mación apropiada sobre la base de la cual se ha suscitado una preocupación
acerca de la posible falta de cumplimiento de la presente Convención, tal como
se dispone en el Anexo sobre verificación. Todo Estado Parte se abstendrá de
formular solicitudes infundadas y se cuidará de evitar los abusos. La inspección
por denuncia se llevará a cabo con la finalidad exclusiva de determinar los
hechos relacionados con la posible falta de cumplimiento.

10. A fin de verificar el cumplimiento de las disposiciones de la presente
Convención, cada Estado Parte permitirá que la Secretaría Técnica realice la
inspección por denuncia in situ de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 8.

11. Tras la solicitud de una inspección por denuncia de una instalación o
emplazamiento, y de conformidad con los procedimientos previstos en el Ane-
xo sobre verificación, el Estado Parte inspeccionado tendrá:

a) el derecho y la obligación de hacer todo cuanto sea razonable para
demostrar su cumplimiento de la presente Convención y, con este fin, permitir
que el grupo de inspección desempeñe su mandato;

b) la obligación de permitir el acceso al polígono solicitado con la finalidad
exclusiva de determinar los hechos relacionados con la preocupación acerca de
la posible falta de cumplimiento; y

c) el derecho de adoptar medidas para proteger las instalaciones sensitivas e
impedir la revelación de información y datos confidenciales que no guarden
relación con la presente Convención.

12. En lo que respecta a la presencia de un observador, se aplicará lo
siguiente:

a) el Estado Parte solicitante podrá, con el asentimiento del Estado Parte
inspeccionado, enviar un representante, el cual podrá ser nacional del Estado
Parte solicitante o de un tercer Estado Parte, para que observe el desarrollo de la
inspección por denuncia;

b) el Estado Parte inspeccionado permitirá el acceso del observador, de con-
formidad con el Anexo sobre verificación;

c) el Estado Parte inspeccionado aceptará, en principio, al observador propues-
to, pero, si se niega a admitirlo, se hará constar este hecho en el informe final:

13. El Estado Parte solicitante presentará la solicitud de inspección por
denuncia in situ al Consejo Ejecutivo y, al mismo tiempo, al Director General
para su inmediata tramitación.

14. El Director General se cerciorará inmediatamente de que la solicitud de
inspección cumple los requisitos especificados en el párrafo 4 de la parte X del
Anexo sobre verificación y, en caso necesario, prestará asistencia al Estado Par-
te solicitante para que presente la solicitud de inspección de manera adecuada.
Cuando la solicitud de inspección satisfaga los requisitos, comenzarán los pre-
parativos para la inspección por denuncia.
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15. El Director General transmitirá la solicitud de inspección al Estado Par-
te inspeccionado 12 horas antes, por lo menos, de la llegada prevista del grupo
de inspección al punto de entrada.

16. Una vez que haya recibido la solicitud de inspección, el Consejo Ejecutivo
tomará conocimiento de las medidas adoptadas por el Director General al respecto
y mantendrá el caso en examen durante todo el procedimiento de inspección. Sin
embargo, sus deliberaciones no demorarán el procedimiento de inspección.

17. El Consejo Ejecutivo, 12 horas después, a más tardar, de haber recibido
la solicitud de inspección, podrá pronunciarse, por mayoría de las tres cuartas
partes de todos sus miembros, en contra de la realización de la inspección por
denuncia, si considera que la solicitud de inspección es arbitraria o abusiva o
rebasa claramente el ámbito de la presente Convención, según se indica en el
párrafo 8. Ni el Estado Parte solicitante ni el Estado Parte inspeccionado partici-
parán en tal decisión. Si el Consejo Ejecutivo se pronuncia en contra de la ins-
pección por denuncia, se pondrá fin a los preparativos, no se adoptarán ulterio-
res medidas sobre la solicitud de inspección y se informará de la manera corres-
pondiente a los Estados Partes interesados.

18. El Director General expedirá un mandato de inspección para la realiza-
ción de la inspección por denuncia. El mandato de inspección será la solicitud
de inspección a que se refieren los párrafos 8 y 9 expresada en términos opera-
cionales y deberá ajustarse a esa solicitud.

19. La inspección por denuncia se realizará de conformidad con la parte X
o, en caso de presunto empleo, de conformidad con la parte XI del Anexo sobre
verificación.El grupo de inspección se guiará por el principio de realizar la ins-
pección de la manera menos intrusiva posible, que sea compatible con el eficaz
y oportuno desempeño de su misión.

20. El Estado Parte inspeccionado prestará asistencia al grupo de inspección
durante toda la inspección por denuncia y facilitará su tarea. Si el Estado Parte
inspeccionado propone, de conformidad con la sección C de la parte X del Ane-
xo sobre verificación, otros arreglos para demostrar el cumplimiento de la pre-
sente Convención, que no sean el acceso pleno y completo, hará todos los
esfuerzos que sean razonables, mediante consultas con el grupo de inspección,
para llegar a un acuerdo sobre las modalidades de determinación de los hechos
con el fin de demostrar su cumplimiento.

21. El informe final incluirá las conclusiones de hecho, así como una eva-
luación por el grupo de inspección del grado y naturaleza del acceso y la coope-
ración brindados para la satisfactoria realización de la inspección por denuncia.
El Director General transmitirá sin demora el informe final del grupo de inspec-
ción al Estado Parte solicitante, al Estado Parte inspeccionado, al Consejo Eje-
cutivo y a todos los demás Estados Partes. El Director General transmitirá tam-
bién sin demora al Consejo Ejecutivo las evaluaciones del Estado Parte solici-
tante y del Estado Parte inspeccionado, así como las opiniones de otros Estados
Partes que hubieran sido transmitidas al Director General con tal fin y las facili-
tará seguidamente a todos los Estados Partes.
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22. El Consejo Ejecutivo examinará, de conformidad con sus poderes y fun-
ciones, el informe final del grupo de inspección tan pronto como le sea presen-
tado y se ocupará de cualquier preocupación sobre:

a) si ha habido falta de cumplimiento;
b) si la solicitud se ceñía al ámbito de la presente Convención; y
c) si se ha abusado del derecho a solicitar una inspección por denuncia.

23. Si el Consejo Ejecutivo llega a la conclusión, de conformidad con sus
poderes y funciones, de que se requieren ulteriores acciones con respecto al
párrafo 22, adoptará las medidas correspondientes para remediar la situación y
garantizar el cumplimiento de la presente Convención, incluida la formulación
de recomendaciones concretas a la Conferencia. En caso de abuso, el Consejo
Ejecutivo examinará si el Estado Parte solicitante debe soportar cualquiera de
las consecuencias financieras de la inspección por denuncia.

24. El Estado Parte solicitante y el Estado Parte inspeccionado tendrán el
derecho de participar en el procedimiento de examen. El Consejo Ejecutivo
informará a ambos Estados Partes y a la Conferencia, en su siguiente período de
sesiones, del resultado de ese procedimiento.

25. Si el Consejo Ejecutivo ha formulado recomendaciones concretas a la
Conferencia, ésta examinará las medidas que deban adoptarse de conformidad
con el artículo XII.

ARTÍCULO X

ASISTENCIA Y PROTECCIÓN CONTRA LAS ARMAS QUÍMICAS

1. A los efectos del presente artículo, se entiende por asistencia la coordinación
y prestación a los Estados Partes de protección contra las armas químicas, incluido,
entre otras cosas, lo siguiente: equipo de detección y sistemas de alarma, equipo de
protección, equipo de descontaminación y descontaminantes, antídotos y tratamien-
tos médicos y asesoramiento respecto de cualquiera de esas medidas de protección.

2. Ninguna disposición de la presente Convención podrá interpretarse de
forma que menoscabe el derecho de cualquier Estado Parte a realizar investiga-
ciones sobre los medios de protección contra las armas químicas, o a desarro-
llar, producir, adquirir, transferir o emplear dichos medios para fines no prohi-
bidos por la presente Convención.

3. Todos los Estados Partes se comprometen a facilitar el intercambio más
amplio posible de equipo, materiales e información científica y tecnológica
sobre los medios de protección contra las armas químicas y tendrán derecho a
participar en tal intercambio.

4. A los efectos de incrementar la transparencia de los programas nacionales
relacionados con fines de protección, cada Estado Parte proporcionará anual-
mente a la Secretaría Técnica información sobre su programa, con arreglo a los
procedimientos que examine y apruebe la Conferencia de conformidad con el
apartado i) del párrafo 21 del artículo VIII.
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5. La Secretaría Técnica establecerá, 180 días después, a más tardar, de la
entrada en vigor de la presente Convención, y mantendrá a disposición de cual-
quier Estado Parte que lo solicite un banco de datos que contenga información
libremente disponible sobre los distintos medios de protección contra las armas
químicas, así como la información que puedan facilitar los Estados Partes.

La Secretaría Técnica, de acuerdo con los recursos de que disponga y previa
solicitud de un Estado Parte, prestará también asesoramiento técnico y ayudará
a ese Estado a determinar la manera en que pueden aplicarse sus programas
para el desarrollo y la mejora de una capacidad de protección contra las armas
químicas.

6. Ninguna disposición de la presente Convención podrá interpretarse de
forma que menoscabe el derecho de los Estados Partes a solicitar y proporcio-
nar asistencia en el plano bilateral y a concertar con otros Estados Partes acuer-
dos individuales relativos a la prestación de asistencia en casos de emergencia.

7. Todo Estado Parte se compromete a prestar asistencia por conducto de la
Organización y, con tal fin, optar por una o más de las medidas siguientes:

a) contribuir al fondo voluntario para la prestación de asistencia que ha de
establecer la Conferencia en su primer período de sesiones;

b) concertar, de ser posible 180 días después, a más tardar, de la entrada en
vigor para él de la presente Convención, acuerdos con la Organización sobre la
prestación, previa petición, de asistencia;

c) declarar, 180 días después, a más tardar, de la entrada en vigor para él de
la presente Convención, el tipo de asistencia que podría proporcionar en res-
puesta a un llamamiento de la Organización. No obstante, si un Estado Parte no
puede ulteriormente proporcionar la asistencia prevista en su declaración, segui-
rá obligado a proporcionar asistencia de conformidad con el presente párrafo.

8. Todo Estado Parte tiene derecho a solicitar y, con sujeción a los procedi-
mientos establecidos en los párrafos 9, 10 y 11, recibir asistencia y protección
contra el empleo o la amenaza del empleo de armas químicas, si considera que:

a) se han empleado contra él armas químicas;
b) se han empleado contra él agentes de represión de disturbios como méto-

do de guerra; o
c) está amenazado por acciones o actividades de cualquier Estado prohibi-

das a los Estados Partes en virtud del artículo I.

9. La solicitud, corroborada la información pertinente, será presentada al
Director General, quien la transmitirá inmediatamente al Consejo Ejecutivo y a
todos los Estados Partes. El Director General transmitirá inmediatamente la
solicitud de los Estados Partes que se hayan declarado voluntarios, de conformi-
dad con los apartados b) y c) del párrafo 7, para enviar asistencia de emergencia
en caso de empleo de armas químicas o de agentes de represión de disturbios
como método de guerra, o asistencia humanitaria en caso de amenaza grave de
empleo de armas químicas o de amenaza grave de empleo de agentes de repre-
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sión de disturbios como método de guerra, al Estado Parte interesado, 12 horas
después, a más tardar, de haber recibido la solicitud. El Director General inicia-
rá una investigación, 24 horas después, a más tardar, del recibo de la solicitud,
con el fin de establecer el fundamento de ulteriores medidas. Completará la
investigación dentro de un plazo de 72 horas y presentará un informe al Conse-
jo Ejecutivo. Si se necesita un plazo adicional para completar la investigación,
se presentará un informe provisional dentro del plazo indicado. El plazo adicio-
nal requerido para la investigación no excederá de 72 horas. Podrá, no obstante,
ser prorrogado por períodos análogos. Los informes al término de cada plazo
adicional serán presentados al Consejo Ejecutivo. La investigación establecerá,
según corresponda y de conformidad con la solicitud y la información que la
acompañe, los hechos pertinentes relativos a la solicitud, así como las modalida-
des y el alcance de la asistencia y la protección complementaria que se necesiten.

10. El Consejo Ejecutivo se reunirá 24 horas después, a más tardar, de haber
recibido un informe de la investigación para examinar la investigación y adop-
tará, dentro de las 24 horas siguientes, una decisión por mayoría simple sobre la
conveniencia de impartir instrucciones a la Secretaría Técnica para que preste
asistencia complementaria. La Secretaría Técnica comunicará inmediatamente a
todos los Estados Partes y a las organizaciones internacionales competentes el
informe de la investigación y la decisión adoptada por el Consejo
Ejecutivo.Cuando así lo decida el Consejo Ejecutivo, el Director General pro-
porcionará asistencia inmediata. Con tal fin, podrá cooperar con el Estado Parte
solicitante, con otros Estados Partes y con las organizaciones internacionales
competentes. Los Estados Partes desplegarán los máximos esfuerzos posibles
para proporcionar asistencia.

11. Cuando la información resultante de la investigación en curso o de otras
fuentes fidedignas aporte pruebas suficientes de que el empleo de armas quími-
cas ha causado víctimas y de que se impone la adopción de medidas inmediatas,
el Director General lo notificará a todos los Estados Partes y adoptará medidas
urgentes de asistencia utilizando los recursos que la Conferencia haya puesto a
su disposición para tales eventualidades. El Director General mantendrá infor-
mado al Consejo Ejecutivo de las medidas que adopte con arreglo a lo dispuesto
en el presente párrafo.

ARTÍCULO XI

DESARROLLO ECONÓMICO Y TECNOLÓGICO

1. Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán de manera que
no se obstaculice el desarrollo económico o tecnológico de los Estados Partes ni
la cooperación internacional en la esfera de las actividades químicas para fines
no prohibidos por la presente Convención, incluido el intercambio internacional
de información científica y técnica y de sustancias químicas y equipo destina-
dos a la producción, elaboración o empleo de sustancias químicas para fines no
prohibidos por la presente Convención.
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2. Con sujeción a las disposiciones de la presente Convención y sin perjuicio
de los principios y normas aplicables de derecho internacional, cada Estado Parte:

a) tendrá el derecho, individual o colectivamente, de realizar investigacio-
nes con sustancias químicas y de desarrollar, producir, adquirir, conservar,
transferir y utilizar esas sustancias;

b) se comprometerá a facilitar el intercambio más completo posible de sus-
tancias químicas, equipo e información científica y técnica en relación con el
desarrollo y la aplicación de la química para fines no prohibidos por la presente
Convención, y tendrá derecho a participar en tal intercambio;

c) no mantendrá con respecto a otros Estados Partes restricción alguna,
incluidas las que consten en cualquier acuerdo internacional, que sea incompati-
ble con las obligaciones contraídas en virtud de la presente Convención y que
limite u obstaculice el comercio y el desarrollo y promoción de los conocimien-
tos científicos y tecnológicos en la esfera de la química para fines industriales,
agrícolas, de investigación, médicos, farmacéuticos u otros fines pacíficos;

d) no se servirá de la presente Convención como base para aplicar cualquier
medida distinta de las previstas o permitidas en ella, ni se servirá de cualquier
otro acuerdo internacional para perseguir una finalidad incompatible con la pre-
sente Convención;

e) se comprometerá a examinar sus normas nacionales en la esfera del
comercio de sustancias químicas para hacerlas compatibles con el objeto y pro-
pósito de la presente Convención.

ARTÍCULO XII

MEDIDAS PARA REMEDIAR UNA SITUACIÓN
Y ASEGURAR EL CUMPLIMIENTO, INCLUIDAS LAS SANCIONES

1. La Conferencia adoptará las medidas necesarias, conforme a lo previsto
en los párrafos 2, 3 y 4, para asegurar el cumplimiento de la presente Conven-
ción y remediar y subsanar cualquier situación que contravenga sus disposicio-
nes. Al examinar las medidas que podrían adoptarse en virtud del presente
párrafo, la Conferencia tendrá en cuenta toda la información y las recomenda-
ciones presentadas por el Consejo Ejecutivo sobre las cuestiones pertinentes.

2. Si un Estado Parte al que el Consejo Ejecutivo haya solicitado que adopte
medidas para remediar una situación que suscite problemas con respecto al
cumplimiento, no atiende la solicitud dentro del plazo especificado, la Confe-
rencia podrá, entre otras cosas, por recomendación del Consejo Ejecutivo, res-
tringir o dejar en suspenso los derechos o privilegios que atribuye al Estado
Parte la presente Convención hasta que adopte las medidas necesarias para
cumplir las obligaciones que haya contraído por ella.

3. En los casos en que la realización de actividades prohibidas por la pre-
sente Convención, en particular por su artículo I, pudiera suponer un perjuicio
grave para el objeto y propósito de ésta, la Conferencia podrá recomendar medi-
das colectivas a los Estados Partes de conformidad con el derecho internacional.
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4. En los casos especialmente graves, la Conferencia someterá la cuestión,
incluidas la información y conclusiones pertinentes, a la atención de la Asam-
blea General y el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.

ARTÍCULO XIII

RELACIÓN CON OTROS ACUERDOS INTERNACIONALES

Nada de lo dispuesto en la presente Convención se interpretará de modo que
limite o aminore las obligaciones que haya asumido cualquier Estado en virtud
del Protocolo relativo a la prohibición del empleo en la guerra de gases asfi-
xiantes, tóxicos o similares y de medios bacteriológicos, firmado en Ginebra, el
17 de junio de 1925, y de la Convención sobre la prohibición del desarrollo, la
producción y el almacenamiento de armas bacteriológicas (biológicas) y toxíni-
cas y sobre su destrucción, firmada en Londres, Moscú y Washington, el 10 de
abril (Artículo 72).

ARTÍCULO XIV

SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

1. Las controversias que puedan suscitarse respecto de la aplicación o interpre-
tación de la presente Convención se solucionarán de conformidad con las disposi-
ciones pertinentes de ella y las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas.

2. Cuando se suscite una controversia entre dos o más Estados Partes o entre
uno o más Estados Partes y la Organización acerca de la interpretación o aplicación
de la presente Convención, las partes interesadas se consultarán entre sí con miras a
la rápida solución de la controversia por la vía de la negociación o por otro medio
pacífico que elijan, incluido el recurso a los órganos competentes de la presente
Convención y, por asentimiento mutuo, la remisión a la Corte Internacional de Justi-
cia de conformidad con el Estatuto de ésta. Los Estados Partes implicados en la con-
troversia mantendrán informado al Consejo Ejecutivo de las medidas que adopten.

3. El Consejo Ejecutivo podrá contribuir a la solución de una controversia
por los medios que considere adecuados, incluidos el ofrecimiento de sus bue-
nos oficios, el llamamiento a los Estados Partes en una controversia para que
inicien el proceso de solución que elijan y la recomendación de un plazo para
cualquier procedimiento convenido.

4. La Conferencia examinará las cuestiones relacionadas con las controver-
sias que planteen los Estados Partes o que señale a su atención el Consejo Eje-
cutivo. La Conferencia, si lo considera necesario para las tareas relacionadas
con la solución de esas controversias, establecerá órganos o les confiará esas
tareas de conformidad con el apartado f) del párrafo 21 del artículo VIII.

5. La Conferencia y el Consejo Ejecutivo están facultados separadamente, a
reserva de la autorización de la Asamblea General de las Naciones Unidas, a
solicitar a la Corte Internacional de Justicia una opinión consultiva sobre cual-
quier cuestión jurídica que se plantee dentro del ámbito de las actividades de la
Organización. La Organización y las Naciones Unidas concertarán un acuerdo a
tal efecto de conformidad con el apartado a) del párrafo 34 del artículo VIII.
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6. El presente artículo se entiende sin perjuicio del artículo IX ni de las dis-
posiciones sobre medidas para remediar una situación y asegurar el cumpli-
miento, incluidas las sanciones.

ArtÍculo XV

ENMIENDAS

1. Cualquier Estado Parte podrá proponer enmiendas a la presente Conven-
ción. Cualquier Estado Parte podrá también proponer modificaciones de los
Anexos de la presente Convención, conforme a lo previsto en el párrafo 4. Las
propuestas de enmienda estarán sujetas a los procedimientos enunciados en los
párrafos 2 y 3. Las propuestas de modificación, según lo especificado en el
párrafo 4, estarán sujetas al procedimiento enunciado en el párrafo 5.

2. El texto de la propuesta de enmienda será presentado al Director General
para su distribución a todos los Estados Partes y al Depositario. La enmienda
propuesta sólo se podrá examinar en una Conferencia de Enmienda. Se convo-
cará tal Conferencia de Enmienda si el tercio o más de los Estados Partes notifi-
can al Director General 30 días después, a más tardar, de haber sido distribuida
la propuesta que apoyan su ulterior examen. La Conferencia de Enmienda se
celebrará inmediatamente después de un período ordinario de sesiones de la
Conferencia, salvo que los Estados Partes solicitantes pidan que la reunión se
celebre antes. En ningún caso se celebrará una Conferencia de Enmienda menos
de 60 días después de haberse distribuido la enmienda propuesta.

3. Las enmiendas entrarán en vigor para todos los Estados Partes 30 días
después del depósito de los instrumentos de ratificación o de aceptación por
todos los Estados Partes indicados en el apartado b) del presente párrafo:

a) cuando sean adoptadas por la Conferencia de Enmienda por voto afirma-
tivo de la mayoría de todos los Estados Partes sin que ningún Estado Parte haya
votado en contra; y

b) cuando hayan sido ratificadas o aceptadas por todos los Estados Partes
que hayan votado afirmativamente en la Conferencia de Enmienda.

4. Para garantizar la viabilidad y eficacia de la presente Convención, las dis-
posiciones de los anexos serán modificadas de conformidad con el párrafo 5 si
las modificaciones propuestas se refieren únicamente a cuestiones de carácter
administrativo o técnico. Todas las modificaciones del Anexo sobre sustancias
químicas se harán de conformidad con el párrafo 5. Las secciones A y C del
Anexo sobre confidencialidad, la parte X del Anexo sobre verificación y las
definiciones de la parte I del Anexo sobre verificación que se refieren exclusi-
vamente a las inspecciones por denuncia no serán objeto de modificaciones de
conformidad con el párrafo 5.
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5. Las propuestas de modificación mencionadas en el párrafo 4 se harán con
arreglo al procedimiento siguiente:

a) el texto de la propuesta de modificación será transmitido junto con la
información necesaria al Director General. Cualquier Estado Parte y el Director
General podrán aportar información adicional para la evaluación de la propuesta.
El Director General comunicará sin demora cualquier propuesta e información
de esa índole a todos los Estados Partes, al Consejo Ejecutivo y al Depositario;

b) el Director General, 60 días después, a más tardar, de haber recibido la
propuesta, la evaluará para determinar todas sus posibles consecuencias respec-
to de las disposiciones de la presente Convención y de su aplicación y comuni-
cará tal información a todos los Estados Partes y al Consejo Ejecutivo;

c) el Consejo Ejecutivo examinará la propuesta a la vista de toda la infor-
mación de que disponga, incluido el hecho de si la propuesta satisface los requi-
sitos del párrafo 4. El Consejo Ejecutivo, 90 días después, a más tardar, de
haber recibido la propuesta, notificará su recomendación a todos los Estados
Partes para su examen, junto con las explicaciones correspondientes. Los Esta-
dos Partes acusarán recibo de esa recomendación dentro de un plazo de 10 días;

d) si el Consejo Ejecutivo recomienda a todos los Estados Partes que se
adopte la propuesta, ésta se considerará aprobada si ningún Estado Parte objeta
a ella dentro de los 90 días siguientes a haber recibido la recomendación. Si el
Consejo Ejecutivo recomienda que se rechace la propuesta, ésta se considerará
rechazada si ningún Estado Parte objeta al rechazo dentro de los 90 días
siguientes a haber recibido la recomendación;

e) si una recomendación del Consejo Ejecutivo no recibe la aceptación exi-
gida en virtud del párrafo d), la Conferencia adoptará una decisión sobre la pro-
puesta como cuestión de fondo en su próximo período de sesiones, incluido el
hecho de si la propuesta satisface los requisitos del párrafo 4;

f) el Director General notificará a todos los Estados Partes y al Depositario
cualquier decisión adoptada con arreglo al presente párrafo;

g) las modificaciones aprobadas en virtud de este procedimiento entrarán en
vigor para todos los Estados Partes 180 días después de la fecha de la notifica-
ción de su aprobación por el Director General, salvo que otra cosa recomiende
el Consejo Ejecutivo o decida la Conferencia.

ARTÍCULO XVI

DURACIÓN Y RETIRADA

1. La duración de la presente Convención será ilimitada.
2. Todo Estado Parte tendrá, en el ejercicio de su soberanía nacional, el

derecho a retirarse de la presente Convención si decide que acontecimientos
extraordinarios relacionados con la materia objeto de ella han puesto en peligro
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los intereses supremos de su país. Ese Estado Parte notificará dicha retirada a
todos los demás Estados Partes, al Consejo Ejecutivo, al Depositario y al Con-
sejo de Seguridad de las Naciones Unidas con 90 días de antelación. El Estado
Parte expondrá en la notificación los acontecimientos extraordinarios que, a su
juicio, han puesto en peligro sus intereses supremos.

3. La retirada de un Estado Parte de la presente Convención no afectará en
modo alguno al deber de los Estados de seguir cumpliendo las obligaciones que
hayan contraído en virtud de las normas generales del derecho internacional, en
particular las derivadas del Protocolo de Ginebra de 1925.

ARTÍCULO XVII

CONDICIÓN JURÍDICA DE LOS ANEXOS

Los Anexos forman parte integrante de la presente Convención. Cuando se
haga referencia a la presente Convención se consideran incluidos sus Anexos.

ARTÍCULO XVIII

FIRMA

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados hasta
su entrada en vigor.

ARTÍCULO XIX

RATIFICACIÓN

La presente Convención estará sujeta a ratificación por los Estados signata-
rios de conformidad con sus respectivos procedimientos constitucionales.

ARTÍCULO XX

ADHESIÓN

Cualquier Estado que no firme la presente Convención antes de su entrada
en vigor podrá adherirse a ella posteriormente en cualquier momento.

ARTÍCULO XXI

ENTRADA EN VIGOR

1. La presente Convención entrará en vigor 180 días después de la fecha del
depósito del sexagésimo quinto instrumento de ratificación, pero, en ningún caso,
antes de transcurridos dos años del momento en que hubiera quedado abierta a la
firma.
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2. Para los Estados que depositen sus instrumentos de ratificación o adhe-
sión con posterioridad a la entrada en vigor de la presente Convención, ésta
entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la fecha de depósito de sus instru-
mentos de ratificación o de adhesión.

ARTÍCULO XXII

RESERVAS

No podrán formularse reservas a los artículos de la presente Convención.
No podrán formularse reservas a los Anexos de la presente Convención que
sean incompatibles con su objeto y propósito.

ARTÍCULO XXIII

DEPOSITARIO

El Secretario General de las Naciones Unidas queda designado Depositario
de la presente Convención y, entre otras cosas:

a) comunicará sin demora a todos los Estados signatarios y adherentes la
fecha de cada firma, la fecha de depósito de cada instrumento de ratificación o
adhesión y la fecha de entrada en vigor de la presente Convención, así como el
recibo de otras notificaciones;

b) transmitirá copias debidamente certificadas de la presente Convención a
los gobiernos de todos los Estados signatarios y adherentes

c) registrará la presente Convención con arreglo al artículo 102 de la Carta
de las Naciones Unidas.

ARTÍCULO XXIV

TEXTOS AUTÉNTICOS

La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés,
inglés y ruso son igualmente auténticos, quedará depositada en poder del Secre-
tario General de las Naciones Unidas.

ANEXO 1 SOBRE SUSTANCIAS QUÍMICAS

A. DIRECTRICES PARA LAS LISTAS DE SUSTANCIAS QUÍMICAS

Directrices de la Lista 1

1. Al examinar si se debe incluir en la Lista 1 una sustancia química tóxica
o un precursor, se tendrán en cuanta los siguientes criterios:

a) se ha desarrollado, producido, almacenado o empleado como arma quí-
mica según la definición del artículo II;
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b) plantea de otro modo un peligro grave para el objeto y propósito de la
presente Convención debido a su elevado potencial de empleo en actividades
prohibidas por ella al cumplirse una o más de las condiciones siguientes:

i) posee una estructura química estrechamente relacionada con la de otras
sustancias químicas tóxicas enumeradas en la Lista 1 y tiene propiedades
comparables, o cabe prever que las tenga;

ii) posee tal toxicidad letal o incapacitante y otras propiedades que podrían
permitir su empleo como arma química;

iii) puede emplearse como recursos en la fase tecnológica final única de
producción de una sustancia química tóxica enumerada en la Lista 1, con
independencia de que esa fase ocurra en instalaciones, en municiones o
en otra parte;

c) tiene escasa o nula utilidad para fines no prohibidos por la presente Con-
vención.

Directrices de la Lista 2

2. Al examinar si se debe incluir en la Lista 2 una sustancia química tóxica
no enumerada en la Lista 1 o un precursor de una sustancia química de la Lista 1
o de una sustancia química de la parte A de la Lista 2, se tendrán en cuenta los
siguientes criterios:

a) plantea un peligro considerable para el objeto y propósito de la presente
Convención porque posee tal toxicidad letal o incapacitante y otras propiedades
que podrían permitir su empleo como arma química;

b) puede emplearse como recursos en una de las reacciones químicas de la
fase final de formación de una sustancia química enumerada en la Lista 1 o en
la parte A de la Lista 2;

c) plantea el peligro considerable para el objeto y propósito de la presente
Convención debido a su importancia en la producción de una sustancia química
enumerada en la Lista 1 o en la parte A de la Lista 2;

d) no se producen en grandes cantidades comerciales para fines no prohibi-
dos por la presente Convención.

Directrices para la Lista 3

3. Al examinar si se debe incluir en la Lista 3 una sustancia química tóxica
o un recurso que no esté enumerado en otras Listas, se tendrán en cuenta los
siguientes criterios:

a) se ha producido, almacenado o empleado como arma química;
b) plantea de otro modo un peligro para el objeto y propósito de la presente

Convención porque posee tal toxicidad letal o incapacitante y otras propiedades
que podrían permitir su empleo como arma química;
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c) plantea un peligro para el objeto y propósito de la presente Convención
debido a su importancia en la producción de una o más sustancias químicas
enumeradas en la Lista 1 o en la parte B de las Lista 2;

d) puede producirse en grandes cantidades comerciales para fines no prohi-
bidos por la presente Convención.

B. LISTAS DE SUSTANCIAS QUÍIMICAS

En las Listas siguientes se enumerarán las sustancias químicas tóxicas y sus
precursores. A los fines de aplicación de la presente Convención, se indentifi-
can en esas Listas las sustancias químicas respecto de las que se prevé la aplica-
ción de medidas de verificación con arreglo a lo previsto en las disposiciones
del Anexo sobre verificación. De conformidad con el apartado a) del párrafo 1
del artículo II, estas Listas no constituyen una definición de armas químicas.

(Siempre que se hace referencia a grupos de sustancias químicas dialkilata-
das, seguidos de una lista de grupos alkílicos entre paréntesis, se entienden
incluidas en la respectiva Lista todas las sustantacias químicas posibles por
todas las combinaciones posibles de los grupos alkílicos indicados entre parén-
tesis, en tanto no estén expresamente excluidas. Las sustancias químicas marca-
das con un (*) en la parte A de la Lista 2, están sometidas a umbrales especiales
para la declaración y la verificación, tal como se dispone en la parte VII del
Anexo sobre verificación.)

Lista 1 nº del CAS

A. Sustancias químicas tóxicas

1. Alkil (metil, etil, propil/normal o isopropil/)
fosfono fluoridatos de O-alkilo (<=C10, inclui-
do el cicloalkilo).

ej. Sarín:metilfosfonofluoridatode O-isopropilo …………… (107-44-8)
Somán: metilfosfonofluoridato de O-pinacolilo ……………… (96-64-0)

2. N,N-dialkil (metil, etil, propil/normal o isopro-
pil/) fosforamidocianidatos de 0-alkilo (<=C10,
incluido el cicloalkilo)

ej. Tabún: N,N-dimetilfosforamidocianidato de O-etilo ……… (77-81-6)

3. S-2-dialkil (metil, etil, propil (normal o isopro-
pil) aminoetilalkil (metil, etil, propil (normal o
isopropil) fosfonotiolatos de 0-alkilo (H o
<=C10, incluido el cicloalkilo) y sales alkilata-
das o protonadas correspondientes.

ej. VX:S-2 diisopropilaminoetilmetil-fosfonotiolato
de O-etilo ……………………………………………… (50782-69-9)
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4. Mostazas de azufre:

— Clorometilsulfuro de 2-cloroetil ………………………… (2625-76-5)
— Gas mostaza:sulfuro de bis (2-cloroetilo) ………………… (505-60-2)
— Bis (2-cloroetiltio) metano …………………………… (63869-13-6)
— Sesquimostaza:1,2-bis(2-cloroetiltio) etano …………… (3563-36-8)
— 1,3-bis (2-cloroetiltio) propano normal ……………… (63905-10-2)
— 1,4 bis (2-cloroetiltio butano normal ………………… (142868-93-7)
— 1,5 bis (2-cloroetiltio) pentano normal ……………… (142868-94-8)
— Bis (2-cloroetiltiometil) éter …………………………… (63918-90-1)
— Mostaza O: bis (2-cloroetiltioetil) éter ………………… (63918-89-8)

5. Lewisitas:

— Lewisita 1: 2-clorovinildicloroarsina …………………… (541-25-3)
— Lewisita 2: bis (2-clorovinil) cloroarsina …………… (40334-69-8)
— Lewisita 3: tris (2-clorovinil) arsina ………………… (40334-70-1)

6. Mostazas de nitrógeno:

— HN1: bis (2-cloroetil) etilamina ………………………… (538-07-8)
— HN2: bis (2-cloroetil) metilamina ………………………… (51-75-2)
— HN3: tris (2-cloroetil) amina …………………………… (555-77-1)

7. Saxitoxina ……………………………………………… (35523-89-8)

8. Ricina …………………………………………………… (9009-86-3) 

B. Precursores

9. Fosfonildifluoruros de alkilo (metilo, etilo, pro-
pilo/normal o isopropilo/).

ej. DF: metilfosfonildifluoruro ……………………………… (676-99-3)

10. O-2-dialkil (metil, etil, propil/normal o iso-
propil/ aminoetilalkil (metil, etil, propil/nor-
mal o isopropil/) fosfonitos de O-alkilo (H o
<=C10, incluido el cicloalkilo) y sales alkita-
ladas a protonadas correspondientes.

ej. QL:=-2-diisopropilaminoetilfosfonito de O-etilo ……… (57856-11-8)

11. Cloro Sarín: metilfosfonocloridato de O-isopropilo …… (1445-76-7)
12. Cloro Somán: metilfosfonocloridato de O-pinacolilo … (7040-57-5)

Lista 2

A. Sustancias químicas tóxicas
1. Amitón: Fosforotiolato de 0,0-dietil S-2(dietila-mino) etil

y sales alkilatadas  o protonadas correspondientes ………… (78-53-5)
2. PFIB: 1,1,3,3,3-pentafluoro-2-(fluoro-metil) de 1-propeno (382-21-8)
3. BZ: Bencilato de 3-quinuclidinilo(*) …………………… (6581-06-2)
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B. Precursores

4. Sustancias químicas, excepto las sustancias
enumeradas en la Lista 1, que contengan un
átomo de fósforo al que esté enlazado un grupo
metilo,etilo,o propilo(normal o isopropilo),pero
no otros átomos de carbono.

ej.
— Dicloruro de metilfosfonilo ……………………………… (676-97-1)
— Metilfosfonato de dimetilo ……………………………… (756-79-6)
— Excepción: Fonofos: etilfosfono-tiolotionato

de o-etilo s-fenilo ……………………………………… (944-22-9)

5. Dihaluros N,N-dialkil (metil, etil, propil/normal o isopropil/) fosfora-
mídicos.

6. N,N dialkil (metil, etil, propil/normal o isopropil/) fosforamidatos dialkí-
licos (metílicos, etílicos, propílicos (propilo normal o isopropilo).

7. Tricloruro de arsénico …………………………………… (7784-34-1)

8. Acido,2,2-difenil-2-hidroxiacético ………………………… (76-93-7)

9. Quinuclidinol-3 …………………………………………… (1619-34-7)

10. Cloruros de N,N-dialkil (metil, etil, propil/normal o isopropil/) aminoe-
tilo-2 y sales protonadas correspondientes. 

11. N,N-dialkil (metil, etil, propil/propio normal o isopropilo/) aminoetanol-
2 y sales protonadas correspondientes.

Excepciones:

— N,N-dimetilaminoetanol y saels protonadas correspondientes (108-01-0)
— N,N-dietilaminoetanol y sales protonadas correspondientes (108-37-8)

12. N,N-dialkil(metil, etil, propil (propilo normal o isopropilo) aminietano-
tiol-2 y sales protonadas correspondientes

13. Tiodiglicol: sulfuro de bis (2-hidroxietilo)

14. Alcohol pinacolítico: 3,3-dimetibutanol-2

Lista 3

A. Sustancias químicas tóxicas

1. Fosgeno: dicloruro de carbonilo ………………………… (75-44-5)
2. Cloruro de cianógeno …………………………………… (506-77-4)
3. Cianuro de hidrógeno …………………………………… (74-90-8)
4. Cloropicrina: tricloronitrometano ………………………… (76-06-2)
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B. Precursores

5. Oxicloruro de fósforo ………………………………… (10025-87-3)
6. Tricloruro de fósforo …………………………………… (7719-12-2)
7. Pentacloruro de fósforo ……………………………… (10026-13-8)
8. Fosfito trimetílico ……………………………………… (121-45-9)
9. Fosfito trietílico ………………………………………… (122-52-1)

10. Fosfito dimetílico ………………………………………… (868-85-9)
11. Fosfito dietílico ………………………………………… (762-04-9)
12. Monocloruro de azufre ………………………………… (10025-67-9)
13. Dicloruro de azufre …………………………………… (10545-99-0)
14. Cloruro de tionilo ……………………………………… (7719-09-7)
15. Etildietanolamina ………………………………………… (139-87-7)
16. Metildietanolamina ……………………………………… (105-59-9)
17. Trietanolamina1 …………………………………………… (02-71-6)

ANEXO 2 SOBRE LA APLICACIÓN Y LA VERIFICACIÓN

(ANEXO SOBRE VERIFICACIÓN)

PARTE I

DEFINICIONES

1. Por equipo aprobado se entiende los dispositivos e instrumentos necesa-
rios para el cumplimiento de las obligaciones del grupo de inspección que
hayan sido homologados por la Secretaría Técnica de conformidad con las nor-
mas preparadas por ella en virtud del párrafo 27 de la parte II del presente Ane-
xo. También puede comprender los suministros administrativos o el equipo de
grabación que utilice el grupo de inspección.

2. El término edificio mencionado en la definición de instalación de produc-
ción de armas químicas del artículo II comprende los edificios especializados y
los edificios corrientes.

a) por edificio especializado se entiende:

i) todo edificio, incluidas las estructuras subterráneas, que contenga equipo
especializado en una configuración de producción o de carga;

ii) todo edificio, incluidas las estructuras subterráneas, que tenga caracterís-
ticas propias que lo distingan de los edificios utilizados normalmente
para actividades de producción o carga de sustancias químicas no prohi-
bidas por la presente Convención.

b) por edificio corriente se entiende todo edificio, incluidas las estructuras
subterráneas, construido con arreglo a las normas industriales aplicables a las
instalaciones que no produzcan ninguna de las sustancias químicas especifica-
das en el inciso i) del apartado a) del párrafo 8 del artículo II, ni sustancias quí-
micas corrosivas.
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3. Por inspección de denuncia se entiende la inspección de cualquier insta-
lación o polígono en el territorio de un Estado Parte o en cualquier otro lugar
sometido a la jurisdicción o control de éste solicitada por otro Estado Parte de
conformidad con los párrafos 8 a 25 del artículo IX.

4. Por sustancia química orgánica definida se entiende cualquier sustancia
química perteneciente a la categoría de compuestos químicos integrada por
todos los compuestos de carbono, excepto sus óxidos, sulfuros y carbonatos
metálicos, identificable por su nombre químico, fórmula estructural, de
conocerse, y número de registro del Chemical Abstracts Service, si lo tuviere
asignado.

5. El término equipo mencionado en la definición de instalación de produc-
ción de armas químicas del artículo II comprende el equipo especializado y el
equipo corriente.

a) por equipo especializado se entiende:

i) el circuito de producción principal, incluidos cualquier reactor o equipo
para la síntesis, separación o purificación de productos, cualquier equipo
utilizado directamente para la termotransferencia en la etapa tecnológica
final, por ejemplo, en reactores o en la separación de productos, así como
cualquier otro equipo que haya estado en contacto con cualquier sustan-
cia química especificada en el inciso i) del apartado a) del párrafo 8 del
artículo II o que estaría en contacto con esa sustancia química si la insta-
lación estuviera en servicio;

ii) toda máquina para la carga de armas químicas;
iii) cualquier otro equipo especialmente diseñado, construido o instalado

para la explotación de la instalación en cuanto instalación de producción
de armas químicas, a diferencia de una instalación construida con arreglo
a las normas de la industria comercial aplicable a las instalaciones que no
produzcan ninguna de las sustancias químicas especificadas en el inciso
i) del apartado a) del párrafo 8 del artículo II, ni sustancias químicas
corrosivas, por ejemplo: equipo fabricado con aleaciones ricas en níquel
o cualquier otro material especial resistente a la corrosión; equipo espe-
cial para eliminación de residuos, tratamiento de residuos, filtrado de aire
o recuperación de disolventes;recintos especiales de contención y panta-
llas de seguridad; equipo de laboratorio no corriente utilizado para anali-
zar sustancias químicas tóxicas con fines de armas químicas; paneles de
control de procesos especialmente diseñados; o piezas de recambio espe-
cíficas para equipo especializado.

b) por equipo corriente se entiende:

i) el equipo de producción que se utiliza generalmente en la industria quí-
mica y que no está incluido en los tipos de equipo especializado;
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ii) otro equipo utilizado habitualmente en la industria química, tal como
equipo de lucha contra incendios; equipo de vigilancia con fines de cus-
todia y protección/seguridad; instalaciones médicas; instalaciones de
laboratorio; o equipo de comunicaciones.

6. Por instalación, en el contexto del artículo VI, se entiende cualquiera de
los establecimientos industriales que se definen a continuación (complejo
industrial, planta y unidad):

a) por complejo industrial (factoría, explotación) se entiende la integración
local de una o más plantas, con cualquier nivel administrativo intermedio, bajo
un solo control operacional y con una infraestructura común, como:

i) oficinas administrativas y de otra índole;
ii) talleres de reparación y mantenimiento;

iii) centro médico;
iv) servicios públicos;
v) laboratorio analítico central;

vi) laboratorios de investigación y desarrollo;
vii) zona de tratamiento central de afluentes y residuos; y

viii) almacenes.

b) Por planta (instalación de producción, fábrica) se entiende una zona,
estructura o edificio relativamente autónomo que comprende una o más unida-
des con una infraestructura auxiliar y conexa, como:

i) una pequeña sección administrativa;
ii) zonas de almacenamiento/manipulación de insumos y productos;

iii) una zona de manipulación/tratamiento de efluentes/residuos.
iv) un laboratorio de control/análisis;
v) una sección médica de primeros auxilios/servicios médicos conexos; y

vi) los registros vinculados al movimiento de las sustancias químicas for-
madas con ellos al complejo, en el interior de éste y de salida de éste,
según proceda.

c) Por unidad (unidad de producción, unidad de proceso) se entiende la
combinación de los elementos de equipo, incluidos los recipientes y la disposi-
ción de éstos, necesarios para la producción, elaboración o consumo de una sus-
tancia química.

7. Por acuerdo de instalación se entiende un acuerdo o arreglo entre un
Estado Parte y la Organización acerca de una instalación concreta sometida a
verificación in situ de conformidad con los artículos IV, V y VI.

8. Por Estado huésped se entiende el Estado en cuyo territorio se encuentran
las instalaciones o zonas de otro Estado Parte en la presente Convención que
están sujetas a inspección en virtud de ella.

9. Por acompañamiento en el país se entiende las personas especificadas
por el Estado Parte inspeccionado y, en su caso, por el Estado huésped, que
deseen acompañar y prestar asistencia al grupo de inspección durante todo el
período en el país.
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10. Por período en el país se entiende el período comprendido entre la lle-
gada del grupo de inspección a un punto de entrada hasta su salida del Estado
por un punto de salida.

11. Por inspección inicial se entiende la primera inspección in situ de las
instalaciones para verificar las declaraciones presentadas de conformidad con
los artículos III, IV, V, y VI y con el presente Anexo.

12. Por Estado Parte inspeccionado se entiende el Estado Parte en cuyo
territorio o en cualquier otro lugar bajo su jurisdicción o control se lleva a cabo
una inspección de conformidad con la presente Convención, o el Estado Parte
cuya instalación o zona en el territorio de un Estado huésped sea objeto de tal
inspección; no se entiende incluido, sin embargo, el Estado Parte especificado
en el párrafo 21 de la parte II del presente Anexo.

13. Por ayudante de inspección se entiende toda persona nombrada por la
Secretaría Técnica de conformidad con lo previsto en la sección A de la parte II
del presente Anexo para ayudar a los inspectores en una inspección o visita, por
ejemplo, personal médico, de seguridad y administrativo e intérpretes.

14. Por mandato de inspección se entiende las instrucciones impartidas por
el Director General al grupo de inspección para la realización de una determina-
da inspección.

15. Por manual de inspección se entiende la recopilación de procedimientos
adicionales para la realización de inspecciones elaborada por la Secretaría
Técnica.

16. Por polígono de inspección se entiende toda instalación o zona en la que
se realice una inspección y que se haya definido específicamente en el corres-
pondiente acuerdo de instalación o mandato o solicitud de inspección, con las
ampliaciones que resulten del perímetro alternativo o definitivo.

17. Por grupo de inspección se entiende el grupo de inspectores y ayudantes
de inspección asignados por el Director General para realizar una determinada
inspección.

18. Por inspector se entiende toda persona nombrada por la Secretaría Téc-
nica según el procedimiento establecido en la sección A de la parte II del pre-
sente Anexo para realizar una inspección o visita de conformidad con la presen-
te Convención.

19. Por acuerdo modelo se entiende un documento en el que se especifiquen
la forma y contenido generales de un acuerdo concertado entre un Estado Parte
y la Organización con el objeto de cumplir las disposiciones relativas a la verifi-
cación enunciadas en el presente Anexo.

20. Por observador se entiende un representante de un Estado Parte solici-
tante o de un tercer Estado Parte para observar una inspección por denuncia.

21. Por perímetro, en el caso de una inspección por denuncia, se entiende el
límite externo del polígono de inspección, sea definido por coordenadas geográ-
ficas o por descripción en un mapa.
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a) por perímetro solicitado se entiende el perímetro del polígono de inspec-
ción especificado de conformidad con el párrafo 8 de la parte X del presente
Anexo;

b) por perímetro alternativo se entiende el perímetro del polígono de ins-
pección según venga especificado, como alternativa al perímetro solicitado, por
el Estado Parte inspeccionado; se ajustará a los requisitos estipulados en el
párrafo 17 de la parte X del presente Anexo;

c) por perímetro definitivo se entiende el perímetro definitivo del polígono
de inspección convenido en negociaciones entre el grupo de inspección y el
Estado Parte inspeccionado, de conformidad con los párrafos 16 a 21 de la parte
X del presente Anexo;

d) por perímetro declarado se entiende el límite exterior de la instalación
declarada de conformidad con los artículos III, IV, V y VI.

22. Por período de inspección se entiende, a los efectos del artículo IX, el
período de tiempo transcurrido desde la facilitación al grupo de inspección de
acceso al polígono de inspección hasta su salida de éste, excluido el tiempo
dedicado a reuniones de información antes y después de las actividades de veri-
ficación.

23. Por período de inspección se entiende, a los efectos de los artículos IV,
V y VI, el período de tiempo transcurrido desde la llegada del grupo de inspec-
ción al polígono de inspección hasta su salida de éste, excluido el tiempo dedica-
do a reuniones de información antes y después de las actividades de verificación.

24. Por punto de entrada/punto de salida se entiende el lugar designado
para la llegada al país de los grupos de inspección con el fin de realizar inspec-
ciones de conformidad con la presente Convención o para su salida después de
terminada su misión.

25. Por Estado Parte solicitante se entiende el Estado Parte que ha solicita-
do una inspección por denuncia de conformidad con el artículo IX.

26. Por tonelada se entiende una tonelada métrica, es decir, 1.000 kg.

PARTE II

NORMAS GENERALES DE VERIFICACIÓN

A. NOMBRAMIENTO DE INSPECTORES Y DE AYUDANTES DE
INSPECCIÓN

1. La Secretaría Técnica, 30 días después, a más tardar, de la entrada en
vigor de la presente Convención, comunicará por escrito a todos los Estados
Partes el nombre, la nacionalidad y la categoría de los inspectores y los ayudan-
tes de inspección que se proponga nombrar, así como una descripción de sus
calificaciones y su experiencia profesional.
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2. Cada Estado Parte acusará inmediatamente recibido de la lista que le
haya sido transmitida de los inspectores y ayudantes de inspección propuestos
para nombramiento. El Estado Parte comunicará por escrito a la Secretaría Téc-
nica su aceptación de cada inspector y ayudante de inspección 30 días después,
a más tardar, del acuse de recibo de la lista. Se considerará nombrado a todo
inspector y ayudante de inspección incluido en dicha lista, salvo que un Estado
Parte, 30 días después, a más tardar, del acuse de recibo de la lista, declare por
escrito su no aceptación. El Estado Parte podrá indicar el motivo de la objeción.

En el caso de no aceptación, el inspector o ayudante de inspección propues-
to no realizará actividades de verificación ni participará en ellas en el territorio
del Estado Parte que haya declarado su no aceptación ni en cualquier otro lugar
bajo su jurisdicción o control. La Secretaría Técnica presentará, de ser necesa-
rio, propuestas adicionales a la lista inicial.

3. Sólo podrán realizar actividades de verificación con arreglo a la presente
Convención los inspectores y ayudantes de inspección que hayan sido nombrados.

4. A reserva de lo dispuesto en el párrafo 5, un Estado Parte tendrá derecho
en cualquier momento a presentar objeciones contra un inspector o ayudante de
inspección que haya sido ya nombrado. Notificará por escrito a la Secretaría
Técnica su objeción y podrá indicar el motivo correspondiente. Dicha objeción
surtirá efecto 30 días después de ser recibida por la Secretaría Técnica. La
Secretaría Técnica comunicará sin demora al Estado Parte interesado la revoca-
ción del nombramiento del inspector o del ayudante de inspección.

5. Ningún Estado Parte al que se le haya notificado una inspección tratará de
excluir del grupo de inspección designado para esa inspección a ninguno de los ins-
pectores o ayudantes de inspección indicados en la lista del grupo de inspección.

6. El número de inspectores o ayudantes de inspección nombrados para un
Estado Parte y aceptados por éste deberá ser suficiente para permitir la disponibili-
dad y rotación de un número adecuado de inspectores y ayudantes de inspección.

7. Si el Director General considera que la no aceptación de inspectores o
ayudantes de inspección propuestos dificulta el nombramiento de un número
suficiente de inspectores o ayudantes de inspección u obstaculiza de cualquier
otra forma el eficaz cumplimiento de las tareas de la Secretaría Técnica, remiti-
rá la cuestión al Consejo Ejecutivo.

8. Siempre que sea necesario o que se solicite modificar las referidas listas
de inspectores y ayudantes de inspección, se nombrará a los inspectores y ayu-
dantes de inspección sustitutos de la forma establecida para la lista inicial.

9. Los miembros del grupo de inspección que realicen la inspección de una
instalación de un Estado Parte situada en el territorio de otro Estado Parte serán
nombrados de conformidad con los procedimientos enunciados en el presente Ane-
xo aplicables tanto al Estado Parte inspeccionado como al Estado Parte huésped.
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B. PRIVILEGIOS E INMUNIDADES

10. Cada Estado Parte facilitará, 30 días después, a más tardar, del acuse de
recibo de la lista de inspectores y ayudantes de inspección o de las modificacio-
nes a dicha lista, visados para múltiples entradas/salidas y/o tránsito y los
demás documentos que cada inspector o ayudante de inspección necesite para
entrar y permanecer en el territorio de ese Estado Parte con el objeto de realizar
actividades de inspección. Dichos documentos tendrán una validez de dos años,
por lo menos, a contar de la fecha de su entrega a la Secretaría Técnica.

11. Para el eficaz ejercicio de sus funciones, se otorgará a los inspectores y
ayudantes de inspección los privilegios e inmunidades establecidos en los apar-
tados a) e i). Los privilegios e inmunidades se otorgarán a los miembros del
grupo de inspección en consideración a la presente Convención y no para el
provecho particular de las personas. Los privilegios e inmunidades les serán
otorgados para la totalidad del período que transcurra entre la llegada al territo-
rio del Estado Parte inspeccionado o del Estado huésped y la salida de él y, pos-
teriormente, respecto de los actos realizados con anterioridad en el ejercicio de
sus funciones oficiales.

a) Se otorgará a los miembros del grupo de inspección la inviolabilidad de
que gozan los agentes diplomáticos en virtud del artículo 29 de la Convención
de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 18 de abril de 1961.

b) Se otorgará a las viviendas y locales de oficina ocupados por el grupo
que realice actividades de inspección de conformidad con la presente Conven-
ción la inviolabilidad y la protección de que gozan los locales de los agentes
diplomáticos en virtud del párrafo 1 del artículo 30 de la Convención de Viena
sobre Relaciones Diplomáticas.

c) Los documentos y la correspondencia, incluidos los archivos, del grupo
de inspección gozarán de la inviolabilidad otorgada a todos los documentos y
correspondencia de los agentes diplomáticos en virtud del párrafo 2 del artículo
30 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas. El grupo de ins-
pección tendrá derecho a utilizar códigos para sus comunicaciones con la Secre-
taría Técnica.

d) Las muestras y el equipo aprobado que lleven consigo los miembros del
grupo de inspección serán inviolables, a reserva de las disposiciones contenidas
en la presente Convención, y estarán exentos de todo derecho arancelario. Las
muestras peligrosas se transportarán de conformidad con los reglamentos
correspondientes.

e) Se otorgará a los miembros del grupo de inspección las inmunidades de
que gozan los agentes diplomáticos en virtud de los párrafos 1, 2 y 3 del artícu-
lo 31 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas.

f) Se otorgará a los miembros del grupo de inspección que realicen las acti-
vidades prescritas en virtud de la presente Convención la exención de derechos
e impuestos de que gozan los agentes diplomáticos en virtud del artículo 34 de
la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas.
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g) Se permitirá a los miembros del grupo de inspección introducir en el
territorio del Estado Parte inspeccionado o del Estado Parte huésped, libre de
derechos arancelarios o gravámenes semejantes, artículos de uso personal, con
excepción de aquellos artículos cuya importación o exportación esté prohibida
por la ley o sujeta a cuarentena.

h) Se otorgará a los miembros del grupo de inspección las mismas facilida-
des en materia de moneda extranjera y cambio de que gozan los representantes
de los gobiernos extranjeros en misiones oficiales temporales.

i) Los miembros del grupo de inspección no realizarán ninguna actividad
profesional o comercial en beneficio propio en el territorio del Estado Parte ins-
peccionado o en el del Estado huésped.

12. Cuando estén en tránsito por el territorio de Estados Partes no inspec-
cionados, se otorgará a los miembros del grupo de inspección los privilegios e
inmunidades de que gozan los agentes diplomáticos en virtud del párrafo 1 del
artículo 40 de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas. Se otor-
gará a los documentos y la correspondencia, incluidos los archivos, las muestras
y el equipo aprobado que lleven consigo, los privilegios e inmunidades enuncia-
dos en los apartados c) y d) del párrafo 11.

13. Sin perjuicio de sus privilegios e inmunidades, los miembros del grupo
de inspección estarán obligados a respetar las leyes y reglamentos del Estado
Parte inspeccionado o del Estado huésped y, en la medida que sea compatible
con el mandato de inspección, estarán obligados a no injerirse en los asuntos
internos de ese Estado. Si el Estado Parte inspeccionado o el Estado Parte hués-
ped considera que ha habido abuso de los privilegios e inmunidades especifica-
dos en el presente Anexo, se celebrarán consultas entre dicho Estado Parte y el
Director General para determinar si se ha producido un abuso y, si así se consi-
dera, impedir su repetición.

14. El Director General podrá renunciar a la inmunidad de jurisdicción de
los miembros del grupo de inspección en aquellos casos en que, a su juicio,
dicha inmunidad dificulte la acción de la justicia y pueda hacerlo sin perjuicio
de la aplicación de las disposiciones de la presente Convención. Esa renuncia
deberá siempre ser expresada.

15. Se otorgarán a los observadores los mismos privilegios e inmunidades
concedidos a los inspectores en virtud de la presente sección, salvo los previstos
en el apartado d) del párrafo 11.

C. ARREGLOS PERMANENTES

Puntos de entrada

16. Cada Estado Parte designará los puntos de entrada y facilitará la infor-
mación necesaria a la Secretaría Técnica 30 días después, a más tardar, de la
entrada en vigor para él de la presente Convención. Esos puntos de entrada
deberán estar situados de forma que el grupo de inspección pueda llegar a cual-
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quier polígono de inspección desde por lo menos un punto de entrada en el pla-
zo de 12 horas. La Secretaría Técnica comunicará a todos los Estados Partes la
ubicación de los puntos de entrada.

17. Cada Estado Parte podrá cambiar los puntos de entrada, notificando
dicho cambio a la Secretaría Técnica. Los cambios serán efectivos 30 días des-
pués de que la Secretaría Técnica reciba dicha notificación, al efecto de efectuar
la debida notificación a todos los Estados Partes.

18. Si la Secretaría Técnica considera que los puntos de entrada son insufi-
cientes para la realización de las inspecciones en tiempo oportuno o que los
cambios de los puntos de entrada propuestos por el Estado Parte dificultarían
dicha realización en tiempo oportuno, entablará consultas con el Estado Parte
interesado para resolver el problema.

19. En los casos en que las instalaciones o zonas de un Estado Parte inspec-
cionado estén situadas en el territorio de un Estado Parte huésped o en que para el
acceso desde el punto de entrada a las instalaciones o zonas sujetas a inspección
sea necesario transitar por el territorio de otro Estado Parte, el Estado Parte ins-
peccionado ejercerá los derechos y obligaciones relacionados con tales inspeccio-
nes de conformidad con el presente Anexo. El Estado Parte huésped dará facilida-
des para la inspección de dichas instalaciones o zonas y brindará el apoyo necesa-
rio para el cumplimiento oportuno y eficaz de las tareas del grupo de inspección.
Los Estados Partes por cuyo territorio sea necesario transitar para inspeccionar
instalaciones o zonas de un Estado Parte inspeccionado facilitarán dicho tránsito.

20. En los casos en que las instalaciones o zonas de un Estado Parte inspec-
cionado están situadas en el territorio de un Estado no Parte en la presente Con-
vención, el Estado Parte inspeccionado adoptará todas las medidas necesarias
para garantizar que las inspecciones de esas instalaciones o zonas puedan efec-
tuarse de conformidad con las disposiciones del presente Anexo. Todo Estado
Parte que tenga una o más instalaciones o zonas en el territorio de un Estado no
Parte en la presente Convención adoptará todas las medidas necesarias para ase-
gurarse de que el Estado huésped acepte a los inspectores y ayudantes de ins-
pección nombrados para ese Estado Parte. Si un Estado Parte inspeccionado no
puede garantizar el acceso, tendrá que demostrar que adoptó todas las medidas
necesarias para lograrlo.

21. En los casos en que las instalaciones o zonas que se pretenda inspeccio-
nar estén situadas en el territorio de un Estado Parte, pero en lugar sometido a la
jurisdicción o control de un Estado no Parte en la presente Convención, el Esta-
do Parte adoptará todas las medidas necesarias que se exigirían de un Estado
Parte inspeccionado y de un Estado Parte huésped para garantizar que las ins-
pecciones de esas instalaciones o zonas se lleven a cabo de conformidad con lo
dispuesto en el presente Anexo. Si el Estado Parte no puede garantizar el acceso
a esas instalaciones o zonas, tendrá que demostrar que adoptó todas las medidas
necesarias para lograrlo. No se aplicará el presente párrafo cuando las instala-
ciones o zonas que se pretenda inspeccionar sean las del Estado Parte.
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Arreglos para la utilización de aeronaves en vuelo no regular

22. En el caso de inspecciones realizadas en virtud del artículo IX y de otras
inspecciones en que no sea posible viajar en tiempo oportuno utilizando un
transporte comercial regular, un grupo de inspección tal vez pueda tener necesi-
dad de utilizar una aeronave propiedad de la Secretaría Técnica o fletada por
ésta. Cada Estado Parte, 30 días después, a más tardar, de la entrada en vigor
para él de la presente Convención, comunicará a la Secretaría Técnica el número
de la autorización diplomática permanente para aeronaves que en vuelos no regu-
lares transporten grupos de inspección y equipo necesario para la inspección en
viaje de ida y vuelta al territorio en que esté situado el polígono de inspección. El
itinerario de las aeronaves para llegar al punto de entrada designado y salir de él
se ajustará a las rutas aéreas internacionales convenidas entre los Estados Partes
y la Secretaría Técnica como base para dicha autorización diplomática.

23. Cuando se utilice una aeronave en vuelo no regular, la Secretaría Técnica
facilitará al Estado Parte inspeccionado, por conducto de la Autoridad Nacional, el
plan de vuelo de la aeronave desde el último aeropuerto anterior a la entrada en el
espacio aéreo del Estado en el que esté situado el polígono de inspección hasta el
punto de entrada, seis horas antes, por lo menos, de la hora de salida prevista de ese
aeropuerto. Dicho plan se presentará de conformidad con los procedimientos de la
Organización de Aviación Civil Internacional aplicables a las aeronaves civiles. En
los vuelos de las aeronaves propiedad de la Secretaría Técnica o fletadas por ella, la
Secretaría Técnica incluirá en la sección de observaciones de cada plan de vuelo el
número de la autorización diplomática permanente y la anotación apropiada para
identificar la aeronave como aeronave de inspección.

24. Tres horas antes, por lo menos, de la salida prevista del grupo de inspec-
ción del último aeropuerto anterior a la entrada en el espacio aéreo del Estado
en el que vaya a realizarse la inspección, el Estado Parte inspeccionado o el
Estado Parte huésped adoptará las disposiciones necesarias para la aprobación
del plan de vuelo presentado de conformidad con el párrafo 23 a fin de que el
grupo de inspección pueda llegar al punto de entrada a la hora prevista.

25. El Estado Parte inspeccionado proporcionará estacionamiento, protección
de seguridad y los servicios de mantenimiento y el combustible que pida la Secreta-
ría Técnica para la aeronave del grupo de inspección en el punto de entrada cuando
dicha aeronave sea propiedad de la Secretaría Técnica o haya sido fletada por ella.
Dicha aeronave no estará sujeta al pago de derechos de aterrizaje, impuestos de sali-
da ni gravámenes semejantes. La Secretaría Técnica correrá con el costo de ese
combustible, protección de seguridad y servicio de mantenimiento.

Arreglos administrativos

26. El Estado Parte inspeccionado proporcionará o dispondrá las facilidades
necesarias para el grupo de inspección, como medios de comunicación, servi-
cios de interpretación en la medida requerida para la celebración de entrevistas
y demás tareas, transporte, espacio de trabajo, alojamiento, comidas y atención
médica. El Estado Parte inspeccionado será reembolsado por la Organización de
los gastos en que haya incurrido por estos conceptos.

2-73



Equipo aprobado

27. A reserva de lo dispuesto en el párrafo 29, el Estado Parte inspeccionado
no podrá oponerse a que el grupo de inspección lleve consigo al polígono de ins-
pección el equipo, aprobado de conformidad con el párrafo 28, que la Secretaría
Técnica haya estimado necesario para cumplir las exigencias de la inspección. 

La Secretaría Técnica preparará y, según proceda, actualizará una lista de
equipo aprobado, que pueda necesitarse a los fines antes descritos, así como las
normas aplicables a ese equipo, que se ajustarán a lo dispuesto en el presente
Anexo. Al elaborar la lista de equipo aprobado y esas normas, la Secretaría Téc-
nica se asegurará de que se tengan plenamente en cuenta las consideraciones de
seguridad necesarias para todos los tipos de instalaciones en las que de manera
probable vaya a utilizarse el equipo. La Conferencia examinará y aprobará una
lista de equipo aprobado de conformidad con el apartado i) del párrafo 21 del
artículo VIII.

28. El equipo quedará en custodia de la Secretaría Técnica y será designado,
calibrado y aprobado por ésta. En la medida de lo posible, la Secretaría Técnica
elegirá el equipo que esté diseñado especialmente para la clase específica de
inspección requerida. El equipo designado y aprobado estará protegido específi-
camente contra toda alteración no autorizada.

29. El Estado Parte inspeccionado tendrá derecho, con sujeción a los plazos
suscritos, a inspeccionar el equipo en presencia de miembros del grupo de ins-
pección en el punto de entrada, esto es, a comprobar la naturaleza del equipo
traído al territorio del Estado huésped o del Estado Parte inspeccionado o retira-
do de dicho territorio. Al objeto de facilitar esa identificación, la Secretaría Téc-
nica adjuntará documentos y dispositivos para autenticar su designación y apro-
bación del equipo. Cuando se inspeccione el equipo, se determinará también a
satisfacción del Estado Parte inspeccionado que éste corresponde a la descrip-
ción del equipo aprobado para el tipo concreto de inspección. El Estado Parte
inspeccionado podrá excluir aquel equipo que no corresponda a esa descripción
o que carezca de los documentos o dispositivos de autenticación mencionados.
La Conferencia examinará y aprobará procedimientos para la inspección del
equipo de conformidad con el apartado i) del párrafo 21 del artículo VIII.

30. Si el grupo de inspección considera necesario utilizar equipo disponible
in situ que no pertenezca a la Secretaría Técnica y pide al Estado Parte inspec-
cionado que le permita utilizar ese equipo, el Estado Parte inspeccionado aten-
derá dicha petición en la medida de lo posible.

D. ACTIVIDADES PREVIAS A LA INSPECCIÓN

Notificación

31. Con anterioridad a la llegada prevista del grupo de inspección al punto
de entrada y ateniéndose a los plazos eventualmente establecidos, el Director
General notificará al Estado Parte su propósito de realizar una inspección.
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32. En las notificaciones hechas por el Director General se incluirá la infor-
mación siguiente:

a) el tipo de inspección;
b) el punto de entrada;
c) la fecha y la hora estimada de llegada al punto de entrada;
d) los medios para llegar al punto de entrada;
e) el polígono que se va a inspeccionar;
f) los nombres de los inspectores y ayudantes de inspección;
g) cuando proceda, la autorización a aeronaves para efectuar vuelos especiales.

33. El Estado Parte inspeccionado acusará recibo de la notificación hecha
por la Secretaría Técnica de su propósito de realizar una inspección una hora
después, a más tardar, de haberla recibido.

34. En el caso de la inspección de una instalación de un Estado Parte situa-
da en el territorio de otro Estado Parte, ambos Estados Partes serán notificados
simultáneamente de conformidad con los párrafos precedentes.

Entrada en el territorio del Estado Parte inspeccionado
o del Estado huésped y traslado al polígono de inspección

35. El Estado Parte inspeccionado o el Estado Parte huésped que haya sido noti-
ficado de la llegada de un grupo de inspección adoptará las medidas necesarias para
la entrada inmediata de éste en el territorio y, por conducto del acompañamiento en
el país o por otros medios, hará cuanto esté a su alcance para garantizar el traslado
en condiciones de seguridad del grupo de inspección y de su equipo y demás mate-
rial desde su punto de entrada al polígono de inspección y a un punto de salida.

36. El Estado Parte inspeccionado o el Estado Parte huésped prestará la asisten-
cia que sea necesaria al grupo de inspección para que éste llegue al polígono de ins-
pección 12 horas después, a más tardar, de la llegada al punto de entrada.

Información previa a la inspección

37. A su llegada al polígono de inspección y antes del comienzo de la ins-
pección, el grupo de inspección será informado en la instalación por represen-
tantes de ésta, con ayuda de mapas y la demás documentación que proceda, de
las actividades realizadas en la instalación, las medidas de seguridad y los arre-
glos administrativos y logísticos necesarios para la inspección. El tiempo dedi-
cado a esa información se limitará al mínimo necesario y, en cualquier caso, no
excederá de tres horas.

E. DESARROLLO DE LA INSPECCIÓN

Normas generales

38. Los miembros del grupo de inspección cumplirán sus funciones de con-
formidad con las disposiciones de la presente Convención, las normas estableci-
das por el Director General y los acuerdos de instalación concertados entre los
Estados Partes y la Organización.
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39. El grupo de inspección se atendrá estrictamente al mandato de inspec-
ción impartido por el Director General. Se abstendrá de toda actividad que
exceda de ese mandato.

40. Las actividades del grupo de inspección estarán organizadas de manera
que éste pueda cumplir oportuna y eficazmente sus funciones y que cause el
menor inconveniente posible al Estado Parte inspeccionado o al Estado huésped
y la menor perturbación posible a la instalación o la zona inspeccionada. El gru-
po de inspección evitará toda obstaculización o demora innecesaria del funcio-
namiento de una instalación y no se injerirá en su seguridad. En particular, el
grupo de inspección no hará funcionar ninguna instalación. Si los inspectores
consideran que, para cumplir su mandato, deben realizar determinadas opera-
ciones en una instalación, solicitarán al representante designado de la instala-
ción inspeccionada que disponga su realización. El representante atenderá la
solicitud en la medida de lo posible.

41. En el cumplimiento eres en el territorio de un Estado Parte inspecciona-
do o un Estado huésped, los miembros del grupo de inspección irán acompaña-
dos, si el Estado Parte inspeccionado así lo solicita, de representantes de ese
Estado, sin que por ello el grupo de inspección se vea demorado u obstaculiza-
do de otro modo en el ejercicio de sus funciones.

42. Se elaborarán procedimientos detallados para la realización de inspec-
ciones a fin de incluirlos en el Manual de Inspección de la Secretaría Técnica,
teniendo en cuenta las directrices que ha de examinar y aprobar la Conferencia
de conformidad con el apartado i) del párrafo 21 del artículo VIII.

Seguridad

43. En el desarrollo de sus actividades, los inspectores y ayudantes de ins-
pección observarán los reglamentos de seguridad vigentes en el polígono de
inspección, incluidos los concernientes a la protección de ambientes controla-
dos dentro de una instalación y a la seguridad personal. La Conferencia exami-
nará y aprobará, de conformidad con el apartado i) del párrafo 21 del artículo
VIII, los procedimientos detallados apropiados para cumplir esos requisitos.

Comunicaciones

44. Los inspectores tendrán derecho durante todo el período en el país a
comunicarse con la Sede de la Secretaría Técnica. A tal efecto, podrán utilizar
su propio equipo aprobado, debidamente homologado, y podrán pedir al Estado
Parte inspeccionado o al Estado Parte huésped que les facilite acceso a otras
telecomunicaciones. El grupo de inspección tendrá derecho a utilizar su propio
sistema de comunicación por radio en doble sentido entre el personal que patru-
lle el perímetro y los demás miembros del grupo de inspección.
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Derechos del grupo de inspección
y del Estado Parte inspeccionado

45. De conformidad con los pertinentes artículos y Anexos de la presente
Convención, los acuerdos de instalación y los procedimientos establecidos en el
Manual de Inspección, el grupo de inspección tendrá derecho de acceso sin res-
tricciones al polígono de inspección. Los elementos que hayan de ser inspeccio-
nados serán elegidos por los inspectores.

46. Los inspectores tendrán derecho a entrevistar a cualquier miembro del
personal de la instalación en presencia de representantes del Estado Parte ins-
peccionado a fin de determinar los hechos pertinentes. Los inspectores única-
mente solicitarán la información y datos que sean necesarios para la realización
de la inspección, y el Estado Parte inspeccionado facilitará tal información
cuando le sea solicitada. El Estado Parte inspeccionado tendrá derecho a objetar
a las preguntas hechas al personal de la instalación si considera que no guardan
relación con la inspección. Si el jefe del grupo de inspección se opone a esto y
afirma que sí son pertinentes, esas preguntas serán entregadas por escrito al
Estado Parte inspeccionado para que responda a ellas. El grupo de inspección
podrá dejar constancia de toda negativa a autorizar entrevistas o a permitir que
se responda a preguntas y de toda explicación que se dé, en la parte del informe
de inspección relativa a la colaboración del Estado Parte inspeccionado.

47. Los inspectores tendrán derecho a inspeccionar los documentos y regis-
tros que consideren pertinentes para el cumplimiento de su misión.

48. Los inspectores tendrán derecho a pedir a representantes del Estado Parte
inspeccionado o de la instalación inspeccionada que tomen fotografías. Se dispon-
drá de la capacidad de tomar fotografías de revelado instantáneo. El grupo de ins-
pección determinará si las fotografías corresponden a las solicitadas y, en caso con-
trario, deberá procederse a una nueva toma fotográfica. Tanto el grupo de inspec-
ción como el Estado Parte inspeccionado conservarán una copia de cada fotografía.

49. Los representantes del Estado Parte inspeccionado tendrán derecho a
observar todas las actividades de verificación que realice el grupo de inspección.

50. El Estado Parte inspeccionado recibirá copias, a petición suya, de la
información y los datos obtenidos sobre su instalación o instalaciones por la
Secretaría Técnica.

51. Los inspectores tendrán derecho a solicitar aclaraciones de las ambigüeda-
des suscitadas durante una inspección. Esas peticiones se formularán sin demora
por conducto del representante del Estado Parte inspeccionado. Dicho representan-
te facilitará al grupo de inspección, durante la inspección, las aclaraciones que sean
necesarias para disipar la ambigüedad. Si no se resuelven las cuestiones relativas a
un objeto o a un edificio situado en el polígono de inspección, se tomarán, previa
petición, fotografías de dicho objeto o edificio para aclarar su naturaleza y función.
Si no puede disiparse la ambigüedad durante la inspección, los inspectores lo noti-
ficarán inmediatamente a la Secretaría Técnica. Los inspectores incluirán en el
informe de inspección toda cuestión de este tipo que no se haya resuelto, las acla-
raciones pertinentes y una copia de toda fotografía tomada.
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Obtención, manipulación y análisis de muestras

52. Representantes del Estado Parte inspeccionado o de la instalación ins-
peccionada tomarán muestras a petición del grupo de inspección en presencia
de inspectores. Si así se ha convenido de antemano con los representantes del
Estado Parte inspeccionado o de la instalación inspeccionada, las muestras
podrán ser tomadas por el propio grupo de inspección.

53. Cuando sea posible, el análisis de las muestras se realizará in situ. El
grupo de inspección tendrá derecho a realizar el análisis de las muestras in situ
utilizando el equipo aprobado que haya traído consigo. A petición del grupo de
inspección, el Estado Parte inspeccionado facilitará asistencia para analizar las
muestras in situ, de conformidad con los procedimientos convenidos. En otro
caso, el grupo de inspección podrá solicitar que se realice el correspondiente
análisis in situ en presencia suya.

54. El Estado Parte inspeccionado tendrá derecho a conservar porciones de
todas las muestras tomadas o a tomar duplicados de las muestras y a estar pre-
sente cuando se analicen las muestras in situ.

55. El grupo de inspección podrá, si lo considera necesario, transferir mues-
tras para que sean analizadas en laboratorios externos designados por la Organi-
zación.

56. El Director General tendrá la responsabilidad de garantizar la seguridad,
integridad y conservación de las muestras y la protección del carácter confiden-
cial de las muestras transferidas para su análisis fuera del polígono de inspec-
ción. El Director General hará esto con sujeción a los procedimientos que ha de
examinar y aprobar la Conferencia de conformidad con el apartado i) del párra-
fo 21 del artículo VIII para su inclusión en el Manual de Inspección. El Director
General de la Secretaría Técnica:

a) establecerá un régimen estricto para la obtención, manipulación, trans-
porte y análisis de las muestras;

b) homologará los laboratorios designados para realizar diferentes tipos de
análisis;

c) supervisará la normalización del equipo y procedimientos en esos labora-
torios designados, del equipo analítico en laboratorios móviles y de los procedi-
mientos y vigilará el control de calidad y las normas generales en relación con
la homologación de esos laboratorios, equipo móvil y procedimientos; y

d) elegirá de entre los laboratorios designados los que hayan de realizar fun-
ciones analíticas o de otra índole en relación con investigaciones concretas.

57. Cuando el análisis haya de realizarse fuera del polígono de inspección,
las muestras serán analizadas por lo menos en dos laboratorios designados. La
Secretaría Técnica garantizará el expedito desarrollo del análisis. La Secretaría
Técnica será responsable de las muestras y toda muestra o porción de ella no
utilizada será devuelta a la Secretaría Técnica.
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58. La Secretaría Técnica compilará los resultados de los análisis de las
muestras efectuados en laboratorios que guarden relación con el cumplimiento
de la presente Convención y los incluirá en el informe final sobre la inspección.
La Secretaría Técnica incluirá en dicho informe información detallada sobre el
equipo y la metodología utilizados por los laboratorios designados.

Prórroga de la duración de la inspección

59. Los períodos de inspección podrán ser prorrogados mediante acuerdo
con el representante del Estado Parte inspeccionado.

Primera información sobre la inspección

60. Una vez concluida la inspección, el grupo de inspección se reunirá con
representantes del Estado Parte inspeccionado y el personal responsable del polí-
gono de inspección para examinar las conclusiones preliminares del grupo de ins-
pección y aclarar cualquier ambigüedad. El grupo de inspección comunicará a los
representantes del Estado Parte inspeccionado sus conclusiones preliminares por
escrito en un formato normalizado, junto con una lista de las muestras y copias de
la información escrita y datos obtenidos y demás elementos que deban retirarse del
polígono de inspección. Dicho documento será firmado por el jefe del grupo de
inspección. A fin de indicar que ha tomado conocimiento de su contenido, el repre-
sentante del Estado Parte inspeccionado refrendará el documento. Esta reunión
concluirá 24 horas después, a más tardar, del término de la inspección.

F. PARTIDA

61. Una vez concluidos los procedimientos posteriores a la inspección, el
grupo de inspección abandonará lo antes posible el territorio del Estado Parte
inspeccionado o del Estado huésped.

G. INFORMES

62. Diez días después, a más tardar, de la inspección, los inspectores prepa-
rarán un informe fáctico final sobre las actividades que hayan realizado y sus
conclusiones. Ese informe incluirá únicamente los hechos concernientes al
cumplimiento de la presente Convención, conforme a lo previsto en el mandato
de inspección. El informe contendrá también información sobre la manera en
que el Estado Parte inspeccionado haya colaborado con el grupo de inspección.
Podrán adjuntarse al informe informaciones disidentes de los inspectores. El
informe tendrá carácter confidencial.

63. El informe final será presentado inmediatamente al Estado Parte inspec-
cionado. Se adjuntará al informe cualquier observación por escrito que el Esta-
do Parte inspeccionado pueda formular inmediatamente acerca de las conclusio-
nes contenidas en él. El informe final, con las observaciones adjuntas del Esta-
do Parte inspeccionado, será presentado al Director General 30 días después, a
más tardar, de la inspección.
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64. Si el informe contuviera puntos dudosos o si la colaboración entre la
Autoridad Nacional y los inspectores no se ajustara a las normas requeridas, el
Director General se pondrá en contacto con el Estado Parte para obtener aclara-
ciones.

65. Si no pueden eliminarse los puntos dudosos o si la naturaleza de los
hechos determinados sugiere que no se han cumplido las obligaciones contraí-
das en virtud de la presente Convención, el Director General lo comunicará sin
demora al Consejo Ejecutivo.

H. APLICACIÓN DE LAS DISPOSICIONES GENERALES

66. Las disposiciones de esta parte se aplicarán a todas las inspecciones rea-
lizadas en virtud de la presente Convención, salvo cuando difieran de las dispo-
siciones establecidas para tipos concretos de inspecciones en las partes III a XI
del presente Anexo, en cuyo caso tendrán preferencia estas últimas disposiciones.

PARTE III

DISPOSICIONES GENERALES PARA LAS MEDIDAS
DE VERIFICACIÓN ADOPTADAS DE CONFORMIDAD CON

LOS ARTÍCULOS IV Y V Y EL PÁRRAFO 3 DEL ARTÍCULO VI

A. INSPECCIONES INICIALES Y ACUERDOS DE INSTALACIÓN

1. Cada instalación declarada que sea sometida a inspección in situ de confor-
midad con los artículos IV y V y con el párrafo 3 del artículo VI recibirá una ins-
pección inicial inmediatamente después de que haya sido declarada. El objeto de
esa inspección de la instalación será el de verificar la información proporcionada,
obtener cualquier información adicional que se necesite para planificar futuras acti-
vidades de verificación en la instalación, incluidas inspecciones in situ y la vigilan-
cia continua con instrumentos in situ y elaborar los acuerdos de instalación.

2. Los Estados Partes se asegurarán de que la Secretaría Técnica pueda lle-
var a cabo la verificación de las declaraciones e iniciar las medidas de verifica-
ción sistemática en todas las instalaciones dentro de los plazos establecidos una
vez que la presente Convención entre en vigor para ellos.

3. Cada Estado Parte concertará un acuerdo de instalación con la Organiza-
ción respecto de cada instalación declarada y sometida a inspección in situ de
conformidad con los artículos IV y V y con el párrafo 3 del artículo VI.

4. Salvo en el caso de las instalaciones de destrucción de armas químicas, a las
que se aplicarán los párrafos 5 a 7, los acuerdos de instalación quedarán concluidos
180 días después, a más tardar, de la entrada en vigor de la presente Convención
para el Estado Parte o de la declaración de la instalación por primera vez.

5. En el caso de una instalación de destrucción de armas químicas que inicie sus
operaciones después de transcurrido más de un año de la entrada en vigor de la pre-
sente Convención para el Estado Parte, el acuerdo de instalación quedará concluido
180 días antes, por lo menos, de que se ponga en funcionamiento la instalación.
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6. En el caso de una instalación de destrucción de armas químicas que ya
esté en funcionamiento en la fecha de entrada en vigor de la presente Conven-
ción para el Estado Parte o que comience sus operaciones un año después, a
más tardar, de esa fecha, el acuerdo de instalación quedará concluido 210 días
después, a más tardar, de la entrada en vigor de la presente Convención para el
Estado Parte, salvo que el Consejo Ejecutivo decida que es suficiente la adop-
ción de arreglos transitorios de verificación, aprobados de conformidad con el
párrafo 51 de la sección A de la parte IV del presente Anexo, que incluyan un
acuerdo transitorio de instalación, disposiciones para la verificación mediante
inspección in situ y la vigilancia con instrumentos in situ, y un calendario para
la aplicación de esos arreglos.

7. En el caso, a que se refiere el párrafo 6, de una instalación que vaya a
cesar sus operaciones dos años después, a más tardar, de la entrada en vigor de
la presente Convención para el Estado Parte, el Consejo Ejecutivo podrá decidir
que es suficiente la adopción de arreglos transitorios de verificación, aprobados
de conformidad con el párrafo 51 de la sección A de la parte IV del presente
Anexo, que incluyan un acuerdo transitorio de instalación, disposiciones para la
verificación mediante inspección in situ y la vigilancia con instrumentos in situ,
y un calendario para la aplicación de esos arreglos.

8. Los acuerdos de instalación se basarán en acuerdos modelo e incluirán
arreglos detallados que regirán las inspecciones en cada instalación. Los acuer-
dos modelo incluirán disposiciones que tengan en cuenta la evolución tecnoló-
gica futura, y serán examinados y aprobados por la Conferencia de conformidad
con el apartado i) del párrafo 21 del artículo VIII.

9. La Secretaría Técnica podrá mantener en cada polígono un receptáculo
sellado para fotografías, planos y demás información que pueda necesitar en
ulteriores inspecciones.

B. ARREGLOS PERMANENTES

10. Cuando proceda, la Secretaría Técnica tendrá el derecho de emplazar y
utilizar instrumentos y sistemas de vigilancia continua, así como precintos, de
conformidad con las disposiciones pertinentes de la presente Convención y los
acuerdos de instalación concertados entre los Estados Partes y la Organización.

11. El Estado Parte inspeccionado, de conformidad con los procedimientos
convenidos, tendrá el derecho de inspeccionar cualquier instrumento utilizado o
emplazado por el grupo de inspección y de hacer comprobar dicho instrumento
en presencia de representantes suyos. El grupo de inspección tendrá el derecho
de utilizar los instrumentos emplazados por el Estado Parte inspeccionado para
su propia vigilancia de los procesos tecnológicos de la destrucción de armas
químicas. A tal efecto, el grupo de inspección tendrá el derecho de inspeccionar
los instrumentos que se proponga utilizar para la verificación de la destrucción
de armas químicas y de hacerlos comprobar en presencia suya.

12. El Estado Parte inspeccionado facilitará la preparación y el apoyo necesa-
rios para el emplazamiento de los instrumentos y sistemas de vigilancia continua.
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13. Con el fin de poner en práctica los párrafos 11 y 12, la Conferencia exa-
minará y aprobará los apropiados procedimientos detallados de conformidad
con el apartado i) del párrafo 21 del artículo VIII.

14. El Estado Parte inspeccionado notificará inmediatamente a la Secretaría
Técnica si se ha producido o puede producirse en una instalación en la que se
hayan emplazado instrumentos de vigilancia, un hecho susceptible de repercutir
sobre el sistema de vigilancia. El Estado Parte inspeccionado coordinará con la
Secretaría Técnica las disposiciones que se adopten ulteriormente para restable-
cer el funcionamiento del sistema de vigilancia y aplicar medidas provisionales,
tan pronto como sea posible, en caso necesario.

15. El grupo de inspección verificará durante cada inspección que el sistema
de vigilancia funcione adecuadamente y que no se hayan manipulado los pre-
cintos fijados. Además, tal vez sea preciso realizar visitas de revisión del siste-
ma de vigilancia para proceder al necesario mantenimiento o sustitución del
equipo o ajustar la cobertura del sistema de vigilancia, en su caso.

16. Si el sistema de vigilancia indica cualquier anomalía, la Secretaría Técnica
adoptará inmediatamente medidas para determinar si ello se debe a un funciona-
miento defectuoso del equipo o a actividades realizadas en la instalación. Si, des-
pués de ese examen, el problema sigue sin resolverse, la Secretaría Técnica determi-
nará sin demora la situación efectiva, incluso mediante una inspección in situ inme-
diata de la instalación o una visita a ella en caso necesario. La Secretaría Técnica
comunicará inmediatamente cualquier problema de esta índole, después de que haya
sido detectado, al Estado Parte inspeccionado, el cual colaborará en su solución.

C. ACTIVIDADES PREVIAS A LA INSPECCIÓN

17. Salvo en el caso previsto en el párrafo 18, el Estado Parte inspeccionado
será notificado de las inspecciones con 24 horas de antelación, por lo menos, a
la llegada prevista del grupo de inspección al punto de entrada.

18. El Estado Parte inspeccionado será notificado de las inspecciones inicia-
les con 72 horas de antelación, por lo menos, al tiempo previsto de llegada del
grupo de inspección al punto de entrada.

PARTE IV (a)

DESTRUCCIÓN DE ARMAS QUÍMICAS Y SU VERIFICACIÓN
DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO IV

A. DECLARACIONES

Armas químicas

1. La declaración de armas químicas hecha por un Estado Parte de confor-
midad con el inciso ii) del apartado a) del párrafo 1 del artículo III incluirá lo
siguiente:

a) la cantidad total de cada sustancia química declarada;
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b) la ubicación exacta de cada instalación de almacenamiento de armas quí-
micas, expresada mediante:

i) nombre;
ii) coordenadas geográficas; y

iii) un diagrama detallado del polígono, con inclusión de un mapa del con-
torno y la ubicación de las casamatas / zonas de almacenamiento den-
tro de la instalación.

c) el inventario detallado de cada instalación de almacenamiento de armas
químicas, con inclusión de:

i) las sustancias químicas definidas como armas químicas de conformi-
dad con el artículo II;

ii) las municiones, submuniciones, dispositivos y equipo no cargados que
se definan como armas químicas;

iii) el equipo concedido expresamente para ser utilizado de manera discre-
ta en relación con el empleo de municiones, submuniciones, dispositi-
vos o equipo especificados en el inciso ii);

iv) las sustancias químicas concebidas expresamente para ser utilizadas de
manera discreta en relación con el empleo de municiones, submunicio-
nes, dispositivos o equipo especificados en el inciso ii).

2. Para la declaración de las sustancias mencionadas en el inciso i) del apar-
tado c) del párrafo 1 se aplicará lo siguiente:

a) las sustancias químicas serán declaradas de conformidad con las listas
especificadas en el Anexo sobre sustancias químicas;

b) en lo que respecta a las sustancias químicas no incluidas en las listas del
Anexo sobre sustancias químicas, se proporcionará la información necesaria
para la posible inclusión de la sustancia en la Lista apropiada, en particular la
toxicidad del compuesto puro. En lo que respecta a los precursores, se indicará
la toxicidad e identidad del o de los principales productos de reacción final;

c) las sustancias químicas serán identificadas por su nombre químico de
conformidad con la nomenclatura actual de la Unión Internacional de Química
Pura y Aplicada (UIQPA), fórmula estructural y número de registro del Chemi-
cal Abstracts Service si lo tuviere asignado. En lo que respecta a los precurso-
res, se indicará la toxicidad e identidad del o de los principales productos de
reacción final;

d) en los casos de mezclas de dos o más sustancias químicas, se identificará
cada una de ellas, indicándose los porcentajes respectivos, y la mezcla se decla-
rará con arreglo a la categoría de la sustancia química más tóxica. Si un compo-
nente de un arma química binaria está constituido por una mezcla de dos o más
sustancias químicas, se identificará cada una de ellas y se indicará el porcentaje
respectivo;
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e) las armas químicas binarias se declararán con arreglo al producto final
pertinente dentro del marco de las categorías de armas químicas mencionadas
en el párrafo 16. Se facilitará la siguiente información complementaria respecto
de cada tipo de munición química binaria/dispositivo químico binario:

i) el nombre químico del producto tóxico final;
ii) la composición química y la cantidad de cada componente;

iii) la relación efectiva de peso entre los componentes;
iv) qué componente se considera el componente clave;
v) la cantidad proyectada del producto tóxico final calculada sobre una

base estequiométrica a partir del componente clave, suponiendo que el
rendimiento sea del 100%. Se considerará que la cantidad declarada (en
toneladas) del componente clave destinada a un producto tóxico final
específico equivale a la cantidad (en toneladas) de ese producto tóxico
final calculada sobre una base estequiométrica, suponiendo que el ren-
dimiento sea del 100%.

f) en lo que respecta a las armas químicas de multicomponentes, la declara-
ción será análoga a la prevista para las armas químicas binarias;

g) respecto de cada sustancia química, se declarará la forma de almacena-
miento, esto es, municiones, submuniciones, dispositivos, equipo o contenedo-
res a granel y demás contenedores. Respecto de cada forma de almacenamiento,
se indicará lo siguiente:

i) tipo;
ii) tamaño o calibre;

iii) número de unidades; y
iv) peso teórico de la carga química por unidad.

h) respecto de cada sustancia química, se declarará el peso total en la insta-
lación de almacenamiento;

i) además, respecto de las sustancias químicas almacenadas a granel, se
declarará el porcentaje de pureza, si se conoce.

3. Respecto de cada tipo de municiones, submuniciones, dispositivos o
equipos no cargados a que se hace referencia en el inciso ii) del apartado c) del
párrafo 1, la información incluirá:

a) el número de unidades;
b) el volumen de carga teórica por unidad;
c) la carga química proyectada.

Declaraciones de armas químicas de conformidad
con el inciso iii) del apartado a) del párrafo 1 del artículo III

4. La declaración de armas químicas hecha de conformidad con el inciso iii)
del apartado a) del párrafo 1 del artículo III incluirá toda la información especi-
ficada en los párrafos 1 a 3 de la presente sección. El Estado Parte en cuyo terri-
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torio se encuentren las armas químicas tendrá la responsabilidad de adoptar las
medidas necesarias junto con el otro Estado para asegurar que se hagan las
declaraciones. Si el Estado Parte en cuyo territorio se encuentren las armas quí-
micas no pudiera cumplir las obligaciones que le impone el presente párrafo,
deberá explicar los motivos de ello.

Declaraciones de las transferencias y las recepciones anteriores

5. El Estado Parte que haya transferido o recibido armas químicas desde el
1 de enero de 1946 declarará esas transferencias o recepciones de conformidad
con el inciso iv) del apartado a) del párrafo 1 del artículo III, siempre que la
cantidad transferida o recibida haya rebasado una tonelada de sustancia química
al año a granel y/o en forma de munición. Esa declaración se hará con arreglo al
formato de inventario especificado en los párrafos 1 y 2. En la declaración se
indicarán también los países proveedores y receptores, las fechas de las transfe-
rencias o recepciones y, con la mayor exactitud posible, el lugar en que se
encuentren en ese momento los elementos transferidos. Cuando no se disponga
de toda la información especificada respecto de las transferencias o recepciones
de armas químicas ocurridas entre el 1 de enero de 1946 y el 1 de enero de
1970, el Estado Parte declarará la información de que disponga y explicará por
qué no puede presentar una declaración completa.

Presentación de planes generales para la destrucción de las armas químicas

6. En el plan general para la destrucción de las armas químicas, presentado
de conformidad con el inciso v) del apartado a) del párrafo 1 del artículo III, se
indicará en líneas generales la totalidad del programa nacional de destrucción
de armas químicas del Estado Parte y se proporcionará información sobre los
esfuerzos del Estado Parte por cumplir las exigencias de destrucción estipuladas
en la presente Convención. En el plan se especificará:

a) un calendario general para la destrucción, en el que se detallarán los tipos
y las cantidades aproximadas de armas químicas que se tiene el propósito de
destruir en cada período anual en cada instalación de destrucción de armas quí-
micas existente y, de ser posible, en cada instalación de destrucción de armas quí-
micas proyectada;

b) el número de instalaciones de destrucción de armas químicas existentes o
proyectadas que estarán en funcionamiento durante el período de destrucción;

c) respecto de cada instalación de destrucción de armas químicas existente o
proyectada:

i) nombre y ubicación; y
ii) los tipos y cantidades aproximados de armas químicas y el tipo (por

ejemplo, agente neurotóxico o agente vesicante) y la cantidad aproxi-
mada de carga química que ha de destruirse.
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d) los planes y programas para la formación del personal encargado del fun-
cionamiento de las instalaciones de destrucción;

e) las normas nacionales de seguridad y emisiones a que han de ajustarse las
instalaciones de destrucción;

f) información sobre el desarrollo de nuevos métodos para la destrucción de
armas químicas y la mejora de los métodos existentes;

g) las estimaciones de costos para la destrucción de las armas químicas; y
h) cualquier problema que pueda influir desfavorablemente en el programa

nacional de destrucción.

B. MEDIDAS PARA ASEGURAR Y PREPARAR LA INSTALACIÓN DE
ALMACENAMIENTO

7. Cada Estado Parte, a más tardar cuando presente su declaración de armas
químicas, adoptará las medidas que estime oportunas para asegurar sus instala-
ciones e impedirá todo movimiento de salida de sus armas químicas de las ins-
talaciones que no sea su retirada para fines de destrucción.

8. Cada Estado Parte se cerciorará de que sus armas químicas en sus instala-
ciones de almacenamiento estén dispuestas de tal modo que pueda accederse
prontamente a ellas para fines de verificación de conformidad con lo dispuesto
en los párrafos 37 a 49.

9. Mientras una instalación de almacenamiento permanezca clausurada para
todo movimiento de salida de armas químicas de ella, salvo la retirada con fines
de destrucción, el Estado Parte podrá seguir realizando en la instalación las acti-
vidades de mantenimiento normal, incluido el mantenimiento normal de las
armas químicas, la vigilancia de la seguridad y actividades de seguridad física,
y la preparación de las armas químicas para su destrucción.

10. Entre las actividades de mantenimiento de las armas químicas no figurarán:

a) la sustitución de agentes o de cápsulas de munición;
b) la modificación de las características iniciales de las municiones o piezas

o componentes de ellas.

11. Todas las actividades de mantenimiento estarán sujetas a la vigilancia
de la Secretaría Técnica.

C. DESTRUCCIÓN

Principios y métodos para la destrucción de las armas químicas

12. Por destrucción de armas químicas se entiende un proceso en virtud del
cual las sustancias químicas se convierten de forma esencialmente irreversible
en una materia no idónea para la producción de armas químicas y que hace que
las municiones y demás dispositivos sean inutilizables en cuanto tales de modo
irreversible.
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13. Cada Estado Parte determinará el procedimiento que deba seguir para la
destrucción de armas químicas, con exclusión de los procedimientos siguientes:
vertido en una masa de agua, enterramiento o incineración a cielo abierto. Cada
Estado Parte solamente destruirá las armas químicas en instalaciones expresa-
mente designadas y debidamente equipadas.

14. Cada Estado Parte se cerciorará de que sus instalaciones de destrucción
de armas químicas estén construidas y funcionen de modo que se garantice la
destrucción de las armas químicas y que el proceso de destrucción pueda ser
verificado conforme a lo dispuesto en la presente Convención.

Orden de destrucción

15. El orden de destrucción de las armas químicas se basa en las obligacio-
nes previstas en el artículo I y en los demás artículos, incluidas las obligaciones
relacionadas con la verificación sistemática in situ. Dicho orden tiene en cuenta
los intereses de los Estados Partes de que su seguridad no se vea menoscabada
durante el período de destrucción; el fomento de la confianza en la primera par-
te de la fase de destrucción; la adquisición gradual de experiencia durante la
destrucción de las armas químicas, y la aplicabilidad, con independencia de la
composición efectiva de los arsenales y de los métodos elegidos para la destruc-
ción de las armas químicas. El orden de destrucción se basa en el principio de la
nivelación.

16. A los efectos de la destrucción, las armas químicas declaradas por cada
Estado Parte se dividirán en tres categorías:

— Categoría 1: Armas químicas basadas en las sustancias químicas de la
Lista 1 y sus piezas y componentes.

— Categoría 2: Armas químicas basadas en todas las demás sustancias quí-
micas y sus piezas y componentes.

— Categoría 3: Municiones y dispositivos no cargados y equipo concebido
específicamente para su utilización directa en relación con el empleo de
armas químicas.

17. Cada Estado Parte:

a) comenzará la destrucción de las armas químicas de la categoría 1 dos
años después, a más tardar, de la entrada en vigor para él de la presente Con-
vención, y completará la destrucción diez años después, a más tardar, de la
entrada en vigor de la presente Convención. Cada Estado Parte destruirá las
armas químicas de conformidad con los siguientes plazos de destrucción:

i) fase 1: dos años después, a más tardar, de la entrada en vigor de la pre-
sente Convención, se completará el ensayo de su primera instalación de
destrucción. Por lo menos un 1% de las armas químicas de la categoría 1
será destruido tres años después, a más tardar, de la entrada en vigor de la
presente Convención;
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ii) fase 2: por lo menos un 20% de las armas químicas de la categoría 1
será destruido cinco años después, a más tardar, de la entrada en vigor
de la presente Convención;

iii) fase 3: por lo menos un 45% de las armas químicas de la categoría 1
será destruido siete años después, a más tardar, de la entrada en vigor de
la presente Convención;

iv) fase 4: todas las armas químicas de la categoría 1 serán destruidas diez años
después, a más tardar, de la entrada en vigor de la presente Convención

b) comenzará la destrucción de las armas químicas en la categoría 2 un año
después, a más tardar, de la entrada en vigor para él de la presente Convención,
y completará la destrucción cinco años después, a más tardar, de la entrada en
vigor de la presente Convención. Las armas químicas de la categoría 2 serán
destruidas en incrementos anuales iguales a lo largo del período de destrucción.
El factor de comparación para esas armas será el peso de las sustancias quími-
cas incluidas en esa categoría; y

c) comenzará la destrucción de las armas químicas de la categoría 3 un año
después, a más tardar, de la entrada en vigor para él de la presente Convención,
y completará la destrucción cinco años después, a más tardar, de la entrada en
vigor de la presente Convención. Las armas químicas de la categoría 3 se des-
truirán en incrementos anuales iguales a lo largo del período de destrucción. El
factor de comparación, para las municiones y dispositivos no cargados, será
expresado en volumen de carga teórica (m3), y para el equipo, en número de
unidades.

18. Para la destrucción de las armas químicas binarias se aplicará lo
siguiente:

a) a los efectos del orden de destrucción, se considerará que la cantidad
declarada (en toneladas) del componente clave destinada a un producto final
tóxico específico equivale a la cantidad en toneladas de ese producto final tóxico
sobre una base estequiométrica, suponiendo que el rendimiento sea del 100%;

b) la exigencia de destruir una cantidad determinada del componente clave
implicaría la exigencia de destruir una cantidad correspondiente del otro com-
ponente, calculada a partir de la relación efectiva de peso de los componentes
en el tipo pertinente de munición química binaria / dispositivo químico binario;

c) si se declara una cantidad mayor de la necesaria del otro componente,
sobre la base de la relación efectiva de peso entre componentes, el exceso con-
siguiente se destruirá a lo largo de los dos primeros años siguientes al comienzo
de las operaciones de destrucción;

d) al final de cada año operacional siguiente, cada Estado Parte podrá con-
servar una cantidad del otro componente declarado determinada sobre la base
de la relación efectiva de peso de los componentes en el tipo pertinente de
munición química binaria / dispositivo químico binario;

19. En lo que respecta a las armas químicas de multicomponentes, el orden
de destrucción será análogo al previsto para las armas químicas binarias.
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Modificación de los plazos intermedios de destrucción

20. El Consejo Ejecutivo examinará los planes generales para la destrucción
de armas químicas, presentados en cumplimiento del inciso v) del apartado a)
del párrafo 1 del artículo III y de conformidad con el párrafo 6, entre otras
cosas, para evaluar su conformidad con el orden de destrucción estipulado en
los párrafos 15 a 19. El Consejo Ejecutivo celebrará consultas con cualquier
Estado Parte cuyo plan no sea conforme, con el objetivo de lograr la conformi-
dad de ese plan.

21. Si un Estado Parte, por circunstancias excepcionales ajenas a su control,
considera que no puede lograr el nivel de destrucción especificado para la fase
1, la fase 2 o la fase 3 del orden de destrucción de las armas químicas de la cate-
goría 1, podrá proponer modificaciones de esos niveles. Dicha propuesta deberá
formularse 120 días después, a más tardar, de la entrada en vigor de la presente
Convención y deberá ir acompañada de una explicación detallada de sus motivos.

22. Cada Estado Parte adoptará todas las medidas necesarias para garantizar
la destrucción de las armas químicas de la categoría 1 de conformidad con los
plazos de destrucción estipulados en el apartado a) del párrafo 17, según hayan
sido modificados con arreglo al párrafo 21. No obstante, si un Estado Parte con-
sidera que no podrá garantizar la destrucción del porcentaje de armas químicas
de la categoría 1 requerido antes del final de un plazo intermedio de destruc-
ción, podrá pedir al Consejo Ejecutivo que recomiende a la Conferencia una
prórroga de su obligación de cumplir ese plazo. Dicha petición deberá formular-
se 180 días antes, por lo menos, del final del plazo intermedio de destrucción e
irá acompañada de una explicación detallada de sus motivos y de los planes del
Estado Parte para garantizar que pueda cumplir su obligación de atender el pró-
ximo plazo intermedio de destrucción.

23. Si se concede una prórroga, el Estado Parte seguirá obligado a cumplir
las exigencias acumulativas de destrucción estipuladas para el próximo plazo de
destrucción. Las prórrogas concedidas en virtud de la presente sección no modi-
ficarán en absoluto las obligaciones del Estado Parte de destruir todas las armas
químicas de la categoría 1 diez años después, a más tardar, de la entrada en
vigor de la presente Convención.

Prórroga del plazo para la terminación de la destrucción

24. Si un Estado Parte considera que no podrá garantizar la destrucción de
todas las armas químicas de la categoría 1 diez años después, a más tardar, de la
entrada en vigor de la presente Convención, podrá presentar una petición al
Consejo Ejecutivo a fin de que se le conceda una prórroga del plazo para com-
pletar la destrucción de esas armas químicas. Esa petición deberá presentarse
nueve años después, a más tardar, de la entrada en vigor de la presente
Convención.
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25. En la petición se incluirá:

a) la duración de la prórroga prevista;
b) una explicación detallada de los motivos de la prórroga propuesta;
c) un plan detallado para la destrucción durante la prórroga propuesta y la

parte restante del período inicial de diez años previsto para la destrucción;

26. La Conferencia, en su siguiente período de sesiones, adoptará una deci-
sión sobre la petición, previa recomendación del Consejo Ejecutivo. La dura-
ción de cualquier prórroga que se conceda será la mínima necesaria pero, en
ningún caso, se prorrogará el plazo para que un Estado Parte complete su des-
trucción de todas las armas químicas pasados 15 años de la entrada en vigor de
la presente Convención. El Consejo Ejecutivo estipulará las condiciones para la
concesión de la prórroga, incluidas las medidas concretas de verificación que se
estimen necesarias así como las disposiciones concretas que deba adoptar el
Estado Parte para superar los problemas de su programa de destrucción. Los
costos de la verificación durante el período de prórroga serán atribuidos de con-
formidad con el párrafo 16 del artículo IV.

27. Si se concede una prórroga, el Estado Parte adoptará medidas adecuadas
para atender todos los plazos posteriores.

28. El Estado Parte continuará presentando planes anuales detallados para la
destrucción de conformidad con el párrafo 29 e informes anuales sobre la des-
trucción de las armas químicas de la categoría 1 de conformidad con el párrafo
36, hasta que se hayan destruido todas las armas químicas de esa categoría.
Además, al final de cada 90 días, a más tardar, del período de prórroga, el Esta-
do Parte informará al Consejo Ejecutivo sobre sus actividades de destrucción.
El Consejo Ejecutivo examinará los progresos realizados hacia la terminación
de la destrucción y adoptará las medidas necesarias para documentar esos pro-
gresos. El Consejo Ejecutivo proporcionará a los Estados Partes, a petición de
éstos, toda la información relativa a las actividades de destrucción durante el
período de prórroga.

Planes anuales detallados para la destrucción

29. Los planes anuales detallados para la destrucción serán presentados a la
Secretaría Técnica 60 días antes, por lo menos, del comienzo de cada período
anual de destrucción, con arreglo a lo dispuesto en el apartado a) del párrafo 7
del artículo IV, y se especificará en ellos:

a) la cantidad de cada tipo concreto de arma química que haya de destruirse
en cada instalación de destrucción y las fechas en que quedará completada la
destrucción de cada tipo concreto de arma química;

b) el diagrama detallado del polígono respecto de cada instalación de des-
trucción de armas químicas y cualquier modificación introducida en diagramas
presentados anteriormente;
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c) el calendario detallado de actividades en cada instalación de destrucción de
armas químicas durante el próximo año, con indicación del tiempo necesario para
el diseño, construcción o modificación de la instalación, emplazamiento de equipo,
comprobación de éste y formación de operadores, operaciones de destrucción para
cada tipo concreto de arma química y períodos programados de inactividad.

30. Cada Estado Parte presentará información detallada sobre cada una de
sus instalaciones de destrucción de armas químicas con el objeto de ayudar a la
Secretaría Técnica a elaborar los procedimientos preliminares de inspección que
han de aplicarse en la instalación.

31. La información detallada sobre cada una de las instalaciones de destruc-
ción comprenderá lo siguiente:

a) el nombre, la dirección y la ubicación;
b) gráficos detallados y explicados de la instalación;
c) gráficos de diseño de la instalación, gráficos de procesos y gráficos de

diseño de tuberías e instrumentación;
d) descripciones técnicas detalladas, incluidos gráficos de diseño y especifi-

caciones de instrumentos, del equipo necesario para: la extracción de la carga
química de las municiones, dispositivos y contenedores; el almacenamiento
temporal de la carga química extraída; la destrucción del agente químico; y la
destrucción de las municiones, dispositivos y contenedores;

e) descripciones técnicas detalladas del proceso de destrucción, comprendi-
dos los índices de circulación de materiales, temperaturas y presiones, y la efi-
ciencia proyectada para la destrucción;

f) la capacidad proyectada para cada uno de los tipos de armas químicas;
g) una descripción detallada de los productos de la destrucción y del método

de eliminación definitiva de éstos;
h) una descripción técnica detallada de las medidas para facilitar las inspec-

ciones de conformidad con la presente Convención;
i) una descripción detallada de toda zona de almacenamiento temporal en la

instalación de destrucción destinada a entregar directamente a esta última las
armas químicas, con inclusión de gráficos del polígono y de la instalación y de
información sobre la capacidad de almacenamiento de cada uno de los tipos de
armas químicas que se han de destruir en la instalación;

j) una descripción detallada de las medidas de seguridad y de sanidad que se
aplican en la instalación;

k) una descripción detallada de los locales de vivienda y de trabajo reserva-
dos a los inspectores; y

l) medidas sugeridas para la verificación internacional.

32. Cada Estado Parte presentará, respecto de cada una de sus instalaciones de
destrucción de armas químicas, los manuales de operaciones de la planta, los pla-
nes de seguridad y sanidad, los manuales de operaciones de laboratorio y de con-
trol y garantía de calidad, y los permisos obtenidos en cumplimiento de exigencias
ambientales, excepto el material que haya presentado anteriormente.
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33. Cada Estado Parte notificará sin demora a la Secretaría Técnica todo
hecho que pudiera repercutir sobre las actividades de inspección en sus instala-
ciones de destrucción.

34. La Conferencia examinará y aprobará, de conformidad con el apartado
i) del párrafo 21 del artículo VIII, plazos para la presentación de la información
especificada en los párrafos 30 a 32.

35. Tras haber examinado la información detallada sobre cada instalación
de destrucción, la Secretaría Técnica, en caso necesario, celebrará consultas con
el Estado Parte interesado a fin de velar por que sus instalaciones de destrucción
de armas químicas estén diseñadas para garantizar la destrucción de las armas
químicas, de hacer posible una planificación anticipada de la aplicación de las
medidas de verificación y de asegurar que la aplicación de esas medidas sea
compatible con el funcionamiento adecuado de la instalación y que el funciona-
miento de ésta permita una verificación apropiada.

Informes anuales sobre su destrucción

36. La información relativa a la ejecución de los planes de destrucción de
las armas químicas será presentada a la Secretaría Técnica conforme a lo dis-
puesto en el apartado b) del párrafo 7 del artículo IV, 60 días después, a más
tardar, del final de cada período anual de destrucción, con especificación de la
cantidad efectiva de armas químicas destruidas durante el año anterior en cada
instalación de destrucción. Deberán exponerse, cuando proceda, las razones por
las que no hubiera sido posible alcanzar los objetivos de destrucción.

D. VERIFICACIÓN

Verificación de las declaraciones de armas químicas
mediante inspección in situ

37. La verificación de las declaraciones de armas químicas tendrá por obje-
to confirmar mediante inspección in situ la exactitud de las declaraciones perti-
nentes hechas de conformidad con el artículo III.

38. Los inspectores procederán a esa verificación sin demora tras la presen-
tación de una declaración. Verificarán, entre otras cosas, la cantidad y naturale-
za de las sustancias químicas y los tipos y número de municiones, dispositivos y
demás equipo.

39. Los inspectores utilizarán, según proceda, los precintos, marcas y demás
procedimientos de inventario convenidos para facilitar un inventario exacto de
las armas químicas en cada instalación de almacenamiento.

40. A medida que avance el inventario, los inspectores fijarán los precintos
convenidos que sea necesario para indicar claramente si se retira alguna parte
de los arsenales y para garantizar la inviolabilidad de la instalación de almace-
namiento mientras dure el inventario. Una vez terminado el inventario se retira-
rán los precintos, a menos que se convenga otra cosa.
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Verificación sistemática de las instalaciones de almacenamiento

41. La verificación sistemática de las instalaciones de almacenamiento ten-
drá por objeto garantizar que no quede sin detectar cualquier retirada de armas
químicas de esas instalaciones.

42. La verificación sistemática se iniciará lo antes posible después de pre-
sentarse la declaración de armas químicas y proseguirá hasta que se hayan reti-
rado de la instalación de almacenamiento todas las armas químicas. De confor-
midad con el acuerdo de instalación, esa vigilancia combinará la inspección in
situ y la vigilancia con instrumentos in situ.

43. Cuando se hayan retirado todas las armas químicas de la instalación de
almacenamiento, la Secretaría Técnica confirmará la correspondiente declara-
ción del Estado Parte. Tras esa confirmación, la Secretaría Técnica dará por
terminada la verificación sistemática de la instalación de almacenamiento y
retirará prontamente cualquier instrumento de vigilancia emplazado por los
inspectores.

Inspecciones y visitas

44. La Secretaría Técnica elegirá la instalación de almacenamiento que
vaya a inspeccionar de tal modo que no pueda preverse con exactitud el
momento en que se realizará la inspección. La Secretaría Técnica elaborará las
directrices para determinar la frecuencia de las inspecciones sistemáticas in situ
teniendo en cuenta las recomendaciones que ha de examinar y aprobar la Con-
ferencia de conformidad con el apartado i) del párrafo 21 del artículo VIII.

45. La Secretaría Técnica notificará al Estado Parte inspeccionado su deci-
sión de inspeccionar o visitar la instalación de almacenamiento 48 horas antes
de la llegada prevista del grupo de inspección a la instalación para la realización
de visitas o inspecciones sistemáticas. Este plazo podrá acortarse en el caso de
inspecciones o visitas destinadas a resolver problemas urgentes. La Secretaría
Técnica especificará la finalidad de la inspección o visita.

46. El Estado Parte inspeccionado adoptará los preparativos necesarios para
la llegada de los inspectores y asegurará su rápido transporte desde su punto de
entrada hasta la instalación de almacenamiento. En el acuerdo de instalación se
especificarán los arreglos administrativos para los inspectores.

47. El Estado Parte inspeccionado facilitará al grupo de inspección, cuando
éste llegue a la instalación de almacenamiento de armas químicas para llevar a
cabo la inspección, los siguientes datos acerca de la instalación:

a) el número de edificios de almacenamiento y de zonas de almacenamiento;
b) respecto de cada edificio de almacenamiento y zona de almacenamiento,

el tipo y el número de identificación o designación que figure en el diagrama
del polígono; y
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c) respecto de cada edificio de almacenamiento y zona de almacenamiento
de la instalación, el número de unidades de cada tipo específico de arma quími-
ca, y, respecto de los contenedores que no sean parte de municiones binarias, la
cantidad efectiva de carga química que haya en cada contenedor.

48. Al efectuar un inventario dentro del tiempo disponible, los inspectores
tendrán derecho:

a) a utilizar cualquiera de las técnicas de inspección siguientes:

i) inventario de todas las armas químicas almacenadas en la instalación;
ii) inventario de todas las armas químicas almacenadas en edificios o

emplazamientos concretos de la instalación, según lo decidan los ins-
pectores; o

iii) inventario de todas las armas químicas de uno o más tipos específicos
almacenadas en la instalación, según lo decidan los inspectores; y

b) a comprobar todos los elementos inventariados con los registros con -
venidos;

49. De conformidad con los acuerdos de instalación, los inspectores:

a) tendrán libre acceso a todas las partes de las instalaciones de almacena-
miento, incluido todo tipo de municiones, dispositivos, contenedores a granel y
demás contenedores que en ella se encuentren. En el desempeño de sus activi-
dades, los inspectores observarán los reglamentos de seguridad de la instala-
ción. Los inspectores determinarán qué elementos desean inspeccionar; y

b) tendrán derecho, durante la primera inspección de cada instalación de
almacenamiento de armas químicas y durante las inspecciones posteriores, a
designar las municiones, los dispositivos y los contenedores de los que deban
tomarse muestras, y a fijar en esas municiones, dispositivos y contenedores una
etiqueta única que ponga de manifiesto cualquier tentativa de retirada o altera-
ción de la etiqueta. Tan pronto como sea prácticamente posible de conformidad
con los correspondientes programas de destrucción y, en todo caso, antes de que
concluyan las operaciones de destrucción, se tomará una muestra de uno de los
elementos etiquetados en una instalación de almacenamiento de armas químicas
o en una instalación de destrucción de armas químicas.

Verificación sistemática de la destrucción de las armas químicas

50. La verificación de la destrucción de las armas químicas tendrá por objeto:

a) confirmar la naturaleza y la cantidad de los arsenales de armas químicas
que deban destruirse; y

b) confirmar que esos arsenales han sido destruidos.

51. Las operaciones de destrucción de armas químicas que se realicen
durante los 390 días siguientes a la entrada en vigor de la presente Convención
se regirán por arreglos transitorios de verificación. Esos arreglos, incluidos un
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acuerdo transitorio de instalación, disposiciones para la verificación mediante
inspección in situ y la vigilancia con instrumentos in situ y el calendario para la
aplicación de esos arreglos, serán convenidos entre la Organización y el Estado
Parte inspeccionado. El Consejo Ejecutivo aprobará esos arreglos 60 días des-
pués, a más tardar, de la entrada en vigor de la presente Convención para el
Estado Parte, habida cuenta de las recomendaciones de la Secretaría Técnica,
que se basarán en la evaluación de la información detallada sobre la instalación
facilitada de conformidad con el párrafo 31 y en una visita a la instalación. El
Consejo Ejecutivo establecerá, durante su primer período de sesiones, las direc-
trices aplicables a esos arreglos transitorios de verificación sobre la base de las
recomendaciones que examine y apruebe la Conferencia de conformidad con el
apartado i) del párrafo 21 del artículo VIII. La finalidad de los arreglos transito-
rios de verificación será la de verificar, durante todo el período de transición, la
destrucción de las armas químicas de conformidad con los objetivos estableci-
dos en el párrafo 50 y evitar que se obstaculicen las operaciones de destrucción
en curso.

52. Las disposiciones de los párrafos 53 a 61 se aplicarán a las operaciones
de destrucción de armas químicas que deben comenzar no antes de transcurri-
dos 390 días desde la entrada en vigor de la presente Convención.

53. Sobre la base de la presente Convención y de la información detallada
acerca de las instalaciones de destrucción y, según proceda, de la experiencia
de inspecciones anteriores, la Secretaría Técnica preparará un proyecto de
plan para inspeccionar la destrucción de las armas químicas en cada instala-
ción de destrucción. El plan será completado y presentado al Estado Parte ins-
peccionado para que éste formule sus observaciones 270 días antes, por lo
menos, de que la instalación comience las operaciones de destrucción de con-
formidad con la presente Convención. Toda discrepancia entre la Secretaría
Técnica y el Estado Parte inspeccionado se debería resolver mediante consul-
tas. Toda cuestión que quede sin resolver será remitida al Consejo Ejecutivo a
fin de que éste adopte las medidas adecuadas para facilitar la plena aplicación
de la presente Convención.

54. La Secretaría Técnica realizará una visita inicial a cada instalación de
destrucción de armas químicas del Estado Parte inspeccionado 240 días antes,
por lo menos, de que cada instalación comience las operaciones de destrucción
de conformidad con la presente Convención, a fin de poder familiarizarse con la
instalación y determinar la idoneidad del plan de inspección.

55. En el caso de una instalación existente en la que ya se hayan iniciado las
operaciones de destrucción de armas químicas, el Estado Parte inspeccionado
no estará obligado a descontaminar la instalación antes de la visita inicial de la
Secretaría Técnica. La visita no durará más de cinco días y el personal visitante
no excederá de quince personas.
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56. Los planes detallados convenidos para la verificación, junto con una reco-
mendación adecuada a la Secretaría Técnica, serán remitidos al Consejo Ejecutivo
para su examen. El Consejo Ejecutivo examinará los planes con miras a aprobar-
los, atendiendo a los objetivos de la verificación y a las obligaciones impuestas
por la presente Convención. Dicho examen debería también confirmar que los sis-
temas de verificación de la destrucción corresponden a los objetivos de la verifi-
cación y son eficientes y prácticos. El examen debería quedar concluido 180 días
antes, por lo menos, del comienzo del período de destrucción.

57. Cada miembro del Consejo Ejecutivo podrá consultar a la Secretaría
Técnica respecto de cualquier cuestión que guarde relación con la idoneidad del
plan de verificación. Si ningún miembro del Consejo Ejecutivo formula obje-
ciones, se aplicará el plan.

58. Si se suscitan dificultades, el Consejo Ejecutivo celebrará consultas con
el Estado Parte para resolverlas. Si quedan dificultades por resolver, serán
sometidas a la Conferencia.

59. En los acuerdos detallados para las instalaciones de destrucción de las
armas químicas se determinarán, teniendo en cuenta las características específi-
cas de cada instalación de destrucción y su modo de funcionamiento:

a) los procedimientos detallados de la inspección in situ; y
b) las disposiciones para la verificación mediante vigilancia continua con

instrumentos in situ y la presencia física de inspectores.

60. Se permitirá el acceso de los inspectores a cada instalación de destruc-
ción de armas químicas 60 días antes, por lo menos, del comienzo de la destruc-
ción en la instalación, de conformidad con la presente Convención. Tal acceso
tendrá por objeto la supervisión del emplazamiento del equipo de inspección, la
inspección de ese equipo y su puesta a prueba, así como la realización de un
examen técnico final de la instalación. En el caso de una instalación existente
en la que ya hayan comenzado las operaciones de destrucción de armas quími-
cas, se interrumpirán esas operaciones durante el período mínimo necesario,
que no deberá exceder de 60 días, para el emplazamiento y ensayo del equipo
de inspección. Según sean los resultados del ensayo y el examen, el Estado Par-
te y la Secretaría Técnica podrán convenir en introducir adiciones o modifica-
ciones en el acuerdo detallado sobre la instalación.

61. El Estado Parte inspeccionado hará una notificación por escrito al jefe
del grupo de inspección en una instalación de destrucción de armas químicas
cuatro horas antes, por lo menos, de la partida de cada envío de armas químicas
desde una instalación de almacenamiento de armas químicas a esa instalación
de destrucción. En la notificación se especificará el nombre de la instalación de
almacenamiento, las horas estimadas de salida y llegada, los tipos específicos y
las cantidades de armas químicas que vayan a transportarse, mencionando todo
elemento etiquetado incluido en el envío, y el método de transporte. La notifica-
ción podrá referirse a más de un envío. El jefe del grupo de inspección será
notificado por escrito y sin demora de todo cambio que se produzca en esa
información.
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Instalaciones de almacenamiento de armas químicas

en las instalaciones de destrucción de armas químicas

62. Los inspectores verificarán la llegada de las armas químicas a la instala-
ción de destrucción y el almacenamiento de esas armas. Los inspectores verifi-
carán el inventario de cada envío, utilizando los procedimientos convenidos que
sean compatibles con las normas de seguridad de la instalación, antes de la des-
trucción de las armas químicas. Utilizarán, según proceda, los precintos, marcas
y demás procedimientos de control de inventario convenidos para facilitar un
inventario exacto de las armas químicas antes de la destrucción.

63. Durante todo el tiempo que las armas químicas están almacenadas en
instalaciones de almacenamiento de armas químicas situadas en instalaciones de
destrucción de armas químicas, esas instalaciones de almacenamiento quedarán
sujetas a verificación sistemática de conformidad con los pertinentes acuerdos
de instalación.

64. Al final de una fase de destrucción activa, los inspectores harán el inventa-
rio de las armas químicas que hayan sido retiradas de la instalación de almacena-
miento para ser destruidas. Verificarán la exactitud del inventario de las armas quí-
micas restantes, aplicando los procedimientos de control de inventario indicados en
el párrafo 62.

Medidas de verificación sistemática in situ
en instalaciones de destrucción de armas químicas

65. Se concederá acceso a los inspectores para que realicen sus actividades
en las instalaciones de destrucción de armas químicas y las instalaciones de
almacenamiento de armas químicas situadas en ellas durante toda la fase activa
de destrucción.

66. En cada una de las instalaciones de destrucción de armas químicas, para
poder certificar que no se han desviado armas químicas y que ha concluido el
proceso de destrucción, los inspectores tendrán derecho a verificar mediante su
presencia física y la vigilancia con instrumentos in situ:

a) la recepción de armas químicas en la instalación;
b) la zona de almacenamiento temporal de las armas químicas y los tipos

específicos y cantidad de armas químicas almacenadas en esa zona;
c) los tipos específicos y cantidad de armas químicas que han de destruirse;
d) el proceso de destrucción;
e) el producto final de la destrucción;
f) el desmembramiento de las partes metálicas; y
g) la integridad del proceso de destrucción y de la instalación en su conjunto.

67. Los inspectores tendrán derecho a etiquetar, con el objeto de obtener
muestras, las municiones, dispositivos o contenedores situados en las zonas de
almacenamiento temporal de las instalaciones de destrucción de armas químicas.
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68. En la medida en que satisfaga las necesidades de la inspección, la infor-
mación procedente de las operaciones ordinarias de la instalación, con la corres-
pondiente autenticación de los datos, se utilizará para los fines de la inspección.

69. Una vez concluido cada período de destrucción, la Secretaría Técnica
confirmará la declaración del Estado Parte dejando constancia de que ha con-
cluido la destrucción de la cantidad designada de armas químicas.

70. De conformidad con los acuerdos de instalación, los inspectores:

a) tendrán libre acceso a todas las partes de las instalaciones de destrucción
de armas químicas y a las instalaciones de almacenamiento de armas químicas
situadas en ellas, incluido cualquier tipo de municiones, dispositivos, contene-
dores a granel y demás contenedores que allí se encuentren. Los inspectores
determinarán qué elementos desean inspeccionar de conformidad con el plan de
verificación convenido con el Estado Parte inspeccionado y aprobado por el
Consejo Ejecutivo;

b) vigilarán el análisis sistemático in situ de las muestras durante el proceso
de destrucción; y

c) recibirán, en caso necesario, las muestras tomadas a petición suya de
cualquier dispositivo, contenedor a granel y demás contenedores en la instala-
ción de destrucción o la instalación de almacenamiento situada en ésta.

PARTE IV (b)

ANTIGUAS ARMAS QUÍMICAS
Y ARMAS QUÍMICAS ABANDONADAS

A. DISPOSICIONES GENERALES

1. Las antiguas armas químicas serán destruidas conforme a lo previsto en
la sección B.

2. Las armas químicas abandonadas, incluidas las que se ajustan también a
la definición del apartado b) del párrafo 5 del artículo II, serán destruidas con-
forme a lo previsto en la sección C.

B. RÉGIMEN APLICABLE A LAS ANTIGUAS ARMAS QUÍMICAS

3. El Estado Parte que tenga en su territorio antiguas armas químicas, según
están definidas en el apartado a) del párrafo 5 del artículo II, presentará a la Secreta-
ría Técnica, 30 días después, a más tardar, de la entrada en vigor para él de la pre-
sente Convención, toda la información pertinente disponible, incluidos, en lo posi-
ble, la ubicación, tipo, cantidad y condición actual de esas antiguas armas químicas.

En el caso de las antiguas armas químicas definidas en el apartado b) del
párrafo 5 del artículo II, el Estado Parte presentará a la Secretaría Técnica una
declaración con arreglo al inciso i) del apartado b) del párrafo 1 del artículo III
que incluya, en lo posible, la información especificada en los párrafos 1 a 3 de
la sección A de la parte IV del presente Anexo.
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4. El Estado Parte que descubra antiguas armas químicas después de la
entrada en vigor para él de la presente Convención presentará a la Secretaría
Técnica la información especificada en el párrafo 3, 180 días después, a más
tardar, del hallazgo de las antiguas armas químicas.

5. La Secretaría Técnica realizará una inspección inicial y las demás inspec-
ciones que sea necesario para verificar la información presentada con arreglo a
los párrafos 3 y 4 y, en particular, para determinar si las armas químicas se ajus-
tan a la definición de antiguas armas químicas, enunciada en el párrafo 5 del
artículo II. La Conferencia examinará y aprobará, de conformidad con el aparta-
do i) del párrafo 21 del artículo VIII, directrices para determinar en qué situa-
ción de empleo se encuentran las armas químicas producidas entre 1925 y 1946.

6. Cada Estado Parte tratará las antiguas armas químicas de las que la
Secretaría Técnica haya confirmado que se ajustan a la definición del apartado
a) del párrafo 5 del artículo II como residuos tóxicos. Informará a la Secretaría
Técnica de las medidas adoptadas para destruir o eliminar de otro modo esas
antiguas armas químicas como residuos tóxicos de conformidad con su legisla-
ción nacional.

7. Con sujeción a lo dispuesto en los párrafos 3 a 5, cada Estado Parte des-
truirá las antiguas armas químicas de las que la Secretaría Técnica haya confir-
mado que se ajustan a la definición del apartado b) del párrafo 5 del artículo II,
de conformidad con el artículo IV y la sección A de la parte IV del presente
Anexo. Sin embargo, a petición de un Estado Parte, el Consejo Ejecutivo podrá
modificar las disposiciones relativas a los plazos y ordenar la destrucción de
esas antiguas armas químicas, si llega a la conclusión de que el hacerlo no plan-
tea un peligro para el objeto y propósito de la presente Convención. En esa peti-
ción se incluirán propuestas concretas de modificación de las disposiciones y
una explicación detallada de los motivos de la modificación propuesta.

C. RÉGIMEN APLICABLE A LAS ARMAS QUÍMICAS ABANDONADAS

8. El Estado Parte en cuyo territorio haya armas químicas abandonadas
(denominado en lo sucesivo “el Estado Parte territorial”) presentará a la Secre-
taría Técnica, 30 días después, a más tardar, de la entrada en vigor para él de la
presente Convención, toda la información pertinente disponible acerca de las
armas químicas abandonadas. Esa información incluirá, en lo posible, la ubica-
ción, tipo, cantidad y condición actual de las armas químicas abandonadas, así
como datos sobre las circunstancias del abandono.

9. El Estado Parte que descubra armas químicas abandonadas después de la
entrada en vigor para él de la presente Convención presentará a la Secretaría
Técnica, 180 días después, a más tardar, del hallazgo, toda la información perti-
nente disponible acerca de las armas químicas abandonadas que haya descubier-
to. Esa información incluirá, en lo posible, la ubicación, tipo, cantidad y condi-
ción actual de las armas químicas abandonadas, así como datos sobre las cir-
cunstancias del abandono.
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10. El Estado Parte que haya abandonado armas químicas en el territorio de
otro Estado Parte (denominado en lo sucesivo el Estado Parte del abandono)
presentará a la Secretaría Técnica, 30 días después, a más tardar, de la entrada
en vigor para él de la presente Convención, toda la información pertinente dis-
ponible acerca de las armas químicas abandonadas. Esa información incluirá, en
lo posible, la ubicación, tipo, cantidad y datos sobre las circunstancias del aban-
dono y la condición de las armas químicas abandonadas.

11. La Secretaría Técnica realizará una inspección inicial y las demás ins-
pecciones que sea necesario para verificar toda la información pertinente dispo-
nible presentada con arreglo a los párrafos 8 a 10 y decidirá si requiere una veri-
ficación sistemática de conformidad con los párrafos 41 a 43 de la sección A de
la parte IV del presente Anexo. En caso necesario, verificará el origen de las
armas químicas abandonadas y documentará pruebas sobre las circunstancias
del abandono y la identidad del Estado del abandono.

12. El informe de la Secretaría Técnica será presentado al Consejo Ejecuti-
vo, al Estado Parte territorial y al Estado Parte del abandono o al Estado Parte
del que el Estado Parte territorial haya declarado que ha abandonado las armas
químicas o al que la Secretaría Técnica haya identificado como tal. Si uno de
los Estados Partes directamente interesados no está satisfecho con el informe,
tendrá el derecho de resolver la cuestión de conformidad con las disposiciones
de la presente Convención o de señalar la cuestión al Consejo Ejecutivo con
miras a resolverla rápidamente.

13. De conformidad con el párrafo 3 del artículo I, el Estado Parte territorial
tendrá el derecho de pedir al Estado Parte del que se haya determinado que es el
Estado Parte del abandono con arreglo a los párrafos 8 a 12, que celebre consul-
tas a los efectos de destruir las armas químicas abandonadas en colaboración
con el Estado Parte territorial. El Estado Parte territorial informará inmediata-
mente a la Secretaría Técnica de esa petición.

14. Las consultas entre el Estado Parte territorial y el Estado Parte del aban-
dono con el fin de establecer un plan recíprocamente convenido para la destruc-
ción comenzarán 30 días después, a más tardar, de que la Secretaría Técnica
haya sido informada de la petición a que se hace referencia en el párrafo 13. El
plan recíprocamente convenido para la destrucción será remitido a la Secretaría
Técnica 180 días después, a más tardar, de que ésta haya sido informada de la
petición a que se hace referencia en el párrafo 13. A petición del Estado Parte
del abandono y del Estado Parte territorial, el Consejo Ejecutivo podrá prorro-
gar el plazo para la remisión recíprocamente convenido para la destrucción.

15. A los efectos de la destrucción de armas químicas abandonadas, el Esta-
do Parte del abandono proporcionará todos los recursos financieros, técnicos,
expertos, de instalación y de otra índole que sean necesarios. El Estado Parte
territorial proporcionará una colaboración adecuada.

16. Si no puede identificarse al Estado del abandono o éste no es un Estado
Parte, el Estado Parte territorial, a fin de garantizar la destrucción de esas armas
químicas abandonadas, podrá pedir a la Organización y a los demás Estados
Partes que presten asistencia en la destrucción de esas armas.
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17. Con sujeción a lo dispuesto en los párrafos 8 a 16, se aplicarán también
a la destrucción de las armas químicas abandonadas el artículo IV y la sección
A de la parte IV del presente Anexo. En el caso de las armas químicas abando-
nadas que se ajusten también a la definición de antiguas armas químicas aban-
donadas del apartado b) del párrafo 5 del artículo II, el Consejo Ejecutivo, a
petición del Estado Parte territorial, podrá, individualmente, o junto con el Esta-
do Parte del abandono, modificar o, en casos excepcionales, dejar en suspenso
la aplicación de las disposiciones relativas a la destrucción, si llega a la conclu-
sión de que el hacerlo no plantearía un peligro para el objeto y propósito de la
presente Convención. En el caso de armas químicas abandonadas que no se
ajusten a la definición de antiguas armas químicas del apartado b) del párrafo 5
del artículo II, el Consejo Ejecutivo, a petición del Estado Parte territorial,
podrá, en circunstancias excepcionales, individualmente o junto con el Estado
Parte del abandono, modificar las disposiciones relativas a los plazos y el orden
de destrucción, si llega a la conclusión de que el hacerlo no plantearía un peli-
gro para el objeto y propósito de la presente Convención. En cualquier petición
formulada con arreglo a lo dispuesto en el presente párrafo se incluirán pro-
puestas concretas de modificación de las disposiciones y una explicación deta-
llada de los motivos de la modificación propuesta.

18. Los Estados Partes podrán concertar entre sí acuerdos o arreglos para la
destrucción de armas químicas abandonadas. El Consejo Ejecutivo podrá, a
petición del Estado Parte territorial, decidir, individualmente o junto con el
Estado Parte del abandono, que determinadas disposiciones de esos acuerdos o
arreglos tengan prelación sobre las disposiciones de la presente sección, si llega
a la conclusión de que el acuerdo o arreglo garantiza la destrucción de las armas
químicas abandonadas de conformidad con el párrafo 17.

PARTE V

DESTRUCCIÓN DE LAS INSTALACIONES
DE PRODUCCIÓN DE ARMAS QUÍMICAS Y SU VERIFICACIÓN

DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO V

A. DECLARACIONES

Declaraciones de las instalaciones de producción de armas químicas

1. La declaración de las instalaciones de producción de armas químicas
hecha por los Estados Partes de conformidad con el inciso ii) del apartado c) del
párrafo 1 del artículo III incluirá los siguientes datos respecto de cada instala-
ción:

a) el nombre de la instalación, los nombres de los propietarios y los nom-
bres de las empresas o sociedades que hayan explotado la instalación desde el
1.º de enero de 1946;

b) la ubicación exacta de la instalación, incluidas la dirección, la ubicación
del complejo y la ubicación de la instalación dentro del complejo, con el núme-
ro concreto del edificio y la estructura, de haberlo;
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c) una declaración de si se trata de una instalación para la fabricación de
sustancias químicas definidas como armas químicas o si es una instalación para
la carga de armas químicas, o ambas cosas;

d) la fecha en que quedó terminada la construcción de la instalación y los
períodos en que se hubiera introducido cualquier modificación en ella, incluido
el emplazamiento de equipo nuevo o modificado, que hubiera alterado signifi-
cativamente las características de los procesos de producción de la instalación;

e) información sobre las sustancias químicas definidas como armas quími-
cas que se hubieran fabricado en la instalación; las municiones, dispositivos y
contenedores que se hubieran cargado en ella, y las fechas del comienzo y cesa-
ción de tal fabricación o carga:

i) respecto de las sustancias químicas definidas como armas químicas que
se hubieran fabricado en la instalación, esa información se expresará en
función de los tipos concretos de sustancias químicas fabricadas, con
indicación del nombre químico, de conformidad con la nomenclatura
actual de la Unión Internacional de Química Pura y Aplicada (UIQPA),
formula estructural y número de registro del Chemical Abstracts Servi-
ce, si lo tuviere asignado, y en función de la cantidad de cada sustancia
química expresada según el peso de la sustancia en toneladas;

ii) respecto de las municiones, dispositivos y contenedores que se hubieran
cargado en la instalación, esa información se expresará en función del
tipo concreto de armas químicas cargadas y del peso de la carga química
por unidad.

f) la capacidad de producción de la instalación de producción de armas quí-
micas:

i) respecto de una instalación en la que se hayan fabricado armas químicas,
la capacidad de producción se expresará en función del potencial cuanti-
tativo anual para la fabricación de una sustancia concreta sobre la base
del proceso tecnológico efectivamente utilizado o, en el caso de proce-
sos que no hubieran llegado a utilizarse, que se hubiera tenido el propó-
sito de utilizar en la instalación;

ii) respecto de una instalación en que se hayan cargado armas químicas, la
capacidad de producción se expresará en función de la cantidad de sus-
tancia química que la instalación pueda cargar al año en cada tipo con-
creto de arma química.

g) respecto de cada instalación de producción de armas químicas que no
haya sido destruida, una descripción de la instalación que incluya:

i) un diagrama del polígono;
ii) un diagrama del proceso de la instalación; y

iii) un inventario de los edificios de la instalación, del equipo especializado
y de las piezas de repuesto de ese equipo.

h) el estado actual de la instalación, con indicación de:

i) la fecha en que se produjeron por última vez armas químicas en la ins-
talación;
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ii) si la instalación ha sido destruida, incluidos la fecha y el modo de su
destrucción; y

iii) si la instalación ha sido utilizada o modificada antes de la entrada en
vigor de la presente Convención para una actividad no relacionada con
la producción de armas químicas y, en tal caso, información sobre las
modificaciones introducidas, la fecha en que comenzaron esas activida-
des no relacionadas con las armas químicas y la naturaleza de las mis-
mas, indicando, en su caso, el tipo del producto.

i) una especificación de las medidas que haya adoptado el Estado Parte para
la clausura de la instalación y una descripción de las medidas adoptadas o que
vaya a adoptar el Estado Parte para desactivar la instalación;

j) una descripción de la pauta normal de actividades de seguridad y protec-
ción en la instalación desactivada;

k) una declaración sobre si la instalación se convertirá para la destrucción
de armas químicas y, en tal caso, la fecha de esa conversión.

Declaraciones de las instalaciones de producción de armas químicas
de conformidad con el inciso iii) del apartado c) del párrafo 1 del artículo III

2. La declaración de las instalaciones de producción de armas químicas de
conformidad con el inciso iii) del apartado c) del párrafo 1 del artículo III con-
tendrá toda la información especificada en el párrafo 1. El Estado Parte en cuyo
territorio esté o haya estado ubicada la instalación tendrá la responsabilidad de
adoptar las medidas necesarias, junto con el otro Estado, para asegurar que se
hagan las declaraciones. Si el Estado Parte en cuyo territorio está o haya estado
ubicada la instalación no pudiera cumplir esta obligación, deberá explicar los
motivos de ello.

Declaraciones de las transferencias y las recepciones anteriores

3. El Estado Parte que haya transferido o recibido equipo para la producción
de armas químicas desde el 1.º de enero de 1946 declarará esas transferencias y
recepciones de conformidad con el inciso iv) del apartado c) del párrafo 1 del
artículo III y con el párrafo 5 de la presente sección. Cuando no se disponga de
toda la información especificada para la transferencia y recepción de ese equipo
durante el período comprendido entre el 1.º de enero de 1946 y el 1.º de enero
de 1970, el Estado Parte declarará la información de que disponga y explicará
por qué no puede presentar una declaración completa.

4. Por el equipo para la producción de armas químicas mencionado en el
párrafo 3 se entiende:

a) equipo especializado;
b) equipo para la producción de equipo destinado de modo específico a ser

utilizado directamente en relación con el empleo de armas químicas; y
c) equipo diseñado o utilizado exclusivamente para la producción de partes

no químicas de municiones químicas.
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5. En la declaración concerniente a la transferencia y recepción de equipo
de producción de armas químicas se especificará:

a) quién recibió / transfirió el equipo de producción de armas químicas;
b) la naturaleza del equipo;
c) fecha de la transferencia o recepción;
d) si se ha destruido el equipo, de conocerse; y
e) situación actual, de conocerse.

Presentación de planes generales para la destrucción

6. Respecto de cada instalación de producción de armas químicas, el Estado
Parte comunicará la información siguiente:

a) calendario previsto para las medidas que han de adoptarse; y
b) métodos de destrucción.

7. Respecto de cada instalación de producción de armas químicas que un
Estado Parte se proponga convertir temporalmente en instalación de destrucción
de armas químicas, el Estado Parte comunicará la información siguiente:

a) calendario previsto para la conversión en una instalación de destrucción;
b) calendario previsto para la utilización de la instalación como instalación

de destrucción de armas químicas;
c) descripción de la nueva instalación;
d) método de destrucción del equipo especial;
e) calendario para la destrucción de la instalación convertida después de que

se haya utilizado para destruir las armas químicas; y
f) método de destrucción de la instalación convertida.

Presentación de planes anuales para la destrucción
e informes anuales sobre la destrucción

8. Cada Estado Parte presentará un plan anual de destrucción 90 días antes,
por lo menos, del comienzo del próximo año de destrucción. En el plan anual se
especificará:

a) la capacidad que ha de destruirse;
b) el nombre y la ubicación de las instalaciones donde vaya a llevarse a

cabo la destrucción;
c) la lista de edificios y equipo que han de destruirse en cada instalación;
d) el o los métodos de destrucción previstos.

9. Cada Estado Parte presentará un informe anual sobre la destrucción 90
días después, a más tardar, del final del año de destrucción anterior. En el infor-
me anual se especificará:

a) la capacidad destruida;
b) el nombre y la ubicación de las instalaciones donde se ha llevado a cabo

la destrucción;
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c) la lista de edificios y equipo que han sido destruidos en cada instalación;
d) el o los métodos de destrucción;

10. En el caso de una instalación de producción de armas químicas declara-
da de conformidad con el inciso iii) del apartado c) del párrafo 1 del artículo III,
el Estado Parte en cuyo territorio esté o haya estado ubicada la instalación ten-
drá la responsabilidad de adoptar las medidas necesarias para asegurar que se
hagan las declaraciones previstas en los párrafos 6 a 9. Si el Estado Parte en
cuyo territorio esté o haya estado ubicada la instalación no pudiera cumplir esta
obligación, deberá explicar los motivos de ello.

B. DESTRUCCIÓN

Principios generales para la destrucción

de las instalaciones de producción de armas químicas

11. Cada Estado Parte decidirá los métodos que ha de aplicar para la des-
trucción de las instalaciones de producción de armas químicas, con arreglo a los
principios enunciados en el artículo V y en la presente parte.

Principios y métodos para la clausura

de una instalación de producción de armas químicas

12. La clausura de una instalación de producción de armas químicas tiene
por objeto desactivar ésta.

13. Cada Estado Parte adoptará medidas convenidas para la clausura,
teniendo debidamente en cuenta las características específicas de cada instala-
ción. En particular, esas medidas comprenderán:

a) la prohibición de la ocupación de los edificios especializados y de los
edificios corrientes de la instalación, excepto para actividades convenidas;

b) la desconexión del equipo directamente relacionado con la producción de
armas químicas, incluidos, entre otras cosas, el equipo de control de procesos y
los servicios;

c) la desactivación de las instalaciones y equipo de protección utilizados
exclusivamente para la seguridad de las operaciones de la instalación de pro-
ducción de armas químicas;

d) la instalación de bridas de obturación y demás dispositivos destinados a
impedir la adición de sustancias químicas a cualquier equipo especializado de
proceso para la síntesis, separación o purificación de sustancias químicas defini-
das como armas químicas, a cualquier depósito de almacenamiento o a cual-
quier máquina destinada a la carga de armas químicas, o la retirada correspon-
diente de sustancias químicas; y a impedir el suministro de calefacción, refrige-
ración, electricidad u otras formas de energía a ese equipo, depósitos de almace-
namiento o máquinas; y
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e) la interrupción de los enlaces por ferrocarril, carretera y demás vías de
acceso para los transportes pesados a la instalación de producción de armas quí-
micas, excepto los que sean necesarios para las actividades convenidas.

14. Mientras la instalación de producción de armas químicas permanezca
clausurada, el Estado Parte podrá continuar desarrollando en ella actividades de
seguridad y protección física.

Mantenimiento técnico de las instalaciones de producción
de armas químicas antes de su destrucción

15. Cada Estado Parte podrá llevar a cabo en sus instalaciones de produc-
ción de armas químicas las actividades corrientes de mantenimiento únicamente
por motivos de seguridad, incluidos la inspección visual, el mantenimiento pre-
ventivo y las reparaciones ordinarias.

16. Todas las actividades de mantenimiento previstas se especificarán en el
plan general y en el plan detallado para la destrucción. Las actividades de man-
tenimiento no incluirán:

a) la sustitución de cualquier equipo del proceso;
b) la modificación de las características del equipo para el proceso químico;
c) la producción de ningún tipo de sustancias químicas.

17. Todas las actividades de mantenimiento estarán sujetas a la vigilancia
de la Secretaría Técnica.

Principios y métodos para la conversión temporal
de las instalaciones de producción de armas químicas

en instalaciones de destrucción de armas químicas

18. Las medidas relacionadas con la conversión temporal de las instalacio-
nes de producción de armas químicas en instalaciones de destrucción de armas
químicas deberán garantizar que el régimen que se aplique a las instalaciones
convertidas temporalmente sea, por lo menos, tan estricto como el régimen apli-
cable a las instalaciones de producción de armas químicas que no hayan sido
convertidas.

19. Las instalaciones de producción de armas químicas convertidas en insta-
laciones de destrucción de armas químicas antes de la entrada en vigor de la
presente Convención serán declaradas dentro de la categoría de instalaciones de
producción de armas químicas.

Estarán sujetas a una visita inicial de los inspectores, los cuales confirmarán
la exactitud de la información relativa a esas instalaciones. También se exigirá
la verificación de que la conversión de esas instalaciones se ha llevado a cabo
de forma tal que sea imposible utilizarlas como instalaciones de producción de
armas químicas; esta verificación entrará en el marco de las medidas previstas
para las instalaciones que hayan de hacerse inoperables 90 días después, a más
tardar, de la entrada en vigor de la presente Convención.
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20. El Estado Parte que se proponga convertir alguna instalación de produc-
ción de armas químicas presentará a la Secretaría Técnica, 30 días después, a
más tardar, de la entrada en vigor para él de la presente Convención, o 30 días
después, a más tardar, de que se haya adoptado la decisión de la conversión
temporal, un plan general de conversión de la instalación y, posteriormente,
presentará planes anuales.

21. En el caso de que el Estado Parte necesitara convertir en instalación de
destrucción de armas químicas otra instalación de producción de armas químicas
que hubiera sido clausurada después de la entrada en vigor para él de la presente
Convención, informará al respecto a la Secretaría Técnica 150 días antes, por lo
menos, de la conversión. La Secretaría Técnica, junto con el Estado Parte, se
asegurará de que se adopten las medidas necesarias para hacer inoperable esa ins-
talación, tras su conversión, como instalación de producción de armas químicas.

22. La instalación convertida para la destrucción de armas químicas no ten-
drá más posibilidades de reanudar la producción de armas químicas que una
instalación de producción de armas químicas que hubiera sido clausurada y
estuviera en mantenimiento. Su reactivación no exigirá menos tiempo del
requerido para una instalación de producción de armas químicas que hubiera
sido clausurada y estuviera en mantenimiento.

23. Las instalaciones de producción de armas químicas convertidas serán destrui-
das 10 años después, a más tardar, de la entrada en vigor de la presente Convención.

24. Todas las medidas para la conversión de una determinada instalación de
producción de armas químicas serán específicas para ella y dependerán de sus
características individuales.

25. El conjunto de medidas que se apliquen a los fines de convertir una ins-
talación de producción de armas químicas en una instalación destrucción de
armas químicas no será inferior al previsto para la inutilización de otras instala-
ciones de producción de armas químicas que haya de llevarse a cabo 90 días
después, a más tardar, de la entrada en vigor de la presente Convención para el
Estado Parte.

Principios y métodos relacionados con la destrucción

de una instalación de producción de armas químicas

26. Cada Estado Parte destruirá el equipo y los edificios comprendidos en la
definición de instalación de producción de armas químicas de la manera siguiente:

a) todo el equipo especializado y el equipo corriente serán destruidos físi -
camente;

b) todos los edificios especializados y los edificios corrientes serán destrui-
dos físicamente;

27. Cada Estado Parte destruirá las instalaciones para la producción de
municiones químicas sin carga y el equipo destinado al empleo de armas quími-
cas de la manera siguiente:
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a) las instalaciones utilizadas exclusivamente para la producción de partes
no químicas de municiones químicas o equipo especialmente destinado a ser
utilizado de manera directa en relación con el empleo de armas químicas serán
declaradas y destruidas. El proceso de destrucción y su verificación se realiza-
rán de conformidad con las disposiciones del artículo V y de esta parte del pre-
sente Anexo que regulan la destrucción de las instalaciones de producción de
armas químicas;

b) todo el equipo diseñado o utilizado de manera exclusiva para la produc-
ción de partes no químicas de municiones químicas será destruido físicamente.
Ese equipo, que incluye moldes y troqueles conformadores de metales especial-
mente diseñados, podrá ser llevado a un lugar especial para su destrucción;

c) todos los edificios y el equipo corriente utilizados para esas actividades
de producción serán destruidos o convertidos para fines no prohibidos por la
presente Convención, obteniéndose la confirmación necesaria mediante consul-
tas e inspecciones, según lo previsto en el artículo IX.

d) podrán continuar realizándose actividades para fines no prohibidos por la
presente Convención mientras se desarrolla la destrucción o conversión.

Orden de destrucción

28. El orden de destrucción de las instalaciones de producción de armas
químicas se basa en las obligaciones previstas en el artículo I y en los demás
artículos de la presente Convención, incluidas las obligaciones relacionadas con
la verificación sistemática in situ. Dicho orden tiene en cuenta los intereses de
los Estados Partes de que su seguridad no se vea menoscabada durante el perío-
do de destrucción; el fomento de la confianza en la primera parte de la fase de
destrucción; la adquisición gradual de experiencia durante la destrucción de las
instalaciones de producción de armas químicas, y la aplicabilidad, con indepen-
dencia de las características efectivas de las instalaciones de producción y de
los métodos elegidos para su destrucción. El orden de destrucción se basa en el
principio de la nivelación.

29. Para cada período de destrucción, cada Estado Parte determinará cuáles
son las instalaciones de producción de armas químicas que han de ser destruidas
y llevará a cabo la destrucción de tal manera que al final de cada período de
destrucción no quede más que lo que se especifica en los párrafos 30 y 31. Nada
impedirá que un Estado Parte destruya sus instalaciones a un ritmo más rápido.

30. Se aplicarán las disposiciones siguientes a las instalaciones de produc-
ción de armas químicas que produzcan sustancias químicas de la Lista 1:

a) cada Estado Parte comenzará la destrucción de esas instalaciones un año
después, a más tardar, de la entrada en vigor para él de la presente Convención
y la habrá completado diez años después, a más tardar, de la entrada en vigor de
la presente Convención. Para un Estado que sea Parte en el momento de la
entrada en vigor de la presente Convención, este período general se dividirá en
tres períodos separados de destrucción, a saber: los años segundo a quinto, los
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años sexto a octavo y los años noveno y décimo. Para los Estados que se hagan
Partes después de la entrada en vigor de la presente Convención, se adaptarán los
períodos de destrucción, teniendo en cuenta lo dispuesto en los párrafos 28 y 29;

b) se utilizará la capacidad de producción como factor de comparación para
esas instalaciones. Se expresará en toneladas de agente, teniendo en cuenta las
normas dispuestas para las armas químicas binarias;

c) al final del octavo año después de la entrada en vigor de la presente Con-
vención, se establecerán niveles contenidos adecuados de producción. La capa-
cidad de producción que exceda del nivel pertinente será destruida en incremen-
tos iguales durante los dos primeros períodos de destrucción;

d) la exigencia de destruir un volumen determinado de capacidad entrañará
la exigencia de destruir cualquier otra instalación de producción de armas quí-
micas que abastezca a la instalación de producción de sustancias de la Lista 1 o
que cargue en municiones o dispositivos la sustancia química de la Lista 1 pro-
ducida en ella;

e) las instalaciones de producción de armas químicas que hayan sido con-
vertidas temporalmente para la destrucción de armas químicas seguirán sujetas
a la obligación de destruir la capacidad de conformidad con las disposiciones
del presente párrafo.

31. Cada Estado Parte iniciará la destrucción de las instalaciones de produc-
ción de armas químicas no incluidas en el párrafo 30 un año después, a más tar-
dar, de la entrada en vigor para él de la presente Convención y la completará
cinco años después, a más tardar, de la entrada en vigor de la presente Con -
vención.

Planes detallados para la destrucción

32. Por lo menos 180 días antes de la destrucción de una instalación de pro-
ducción de armas químicas, cada Estado Parte presentará a la Secretaría Técni-
ca los planes detallados para la destrucción, incluidas las medidas propuestas
para la verificación de la destrucción a que se hace referencia en el apartado f)
del párrafo 33, en relación, entre otras cosas, con:

a) el momento de la presencia de los inspectores en la instalación que haya
de destruirse; y

b) los procedimientos para la verificación de las medidas que han de apli-
carse a cada elemento del inventario declarado.

33. En los planes detallados para la destrucción de cada instalación se espe-
cificará:

a) el calendario detallado del proceso de destrucción;
b) la distribución en planta de la instalación;
c) el diagrama del proceso;
d) el inventario detallado del equipo, los edificios y demás elementos que

haya de destruir;
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e) las medidas que han de aplicarse a cada elemento del inventario;
f) las medidas propuestas para la verificación;
g) las medidas de protección / seguridad que se han de observar durante la

destrucción de la instalación; y
h) las condiciones de trabajo y de vida que se ha de proporcionar a los inspec-

tores.

34. Si un Estado Parte se propone convertir temporalmente una instalación
de producción de armas químicas en una instalación de destrucción de armas
químicas, lo notificará a la Secretaría Técnica 150 días antes, por lo menos, de
realizar cualquier actividad de conversión. En la notificación:

a) se especificará el nombre, la dirección y la ubicación de la instalación;
b) se facilitará un diagrama del polígono en el que se indiquen todas las

estructuras y zonas que intervendrán en la destrucción de las armas químicas y
se identificarán también todas las estructuras de la instalación de producción de
armas químicas que ha de convertirse temporalmente;

c) se especificarán los tipos de armas químicas y el tipo y cantidad de carga
química que vaya a destruirse;

d) se especificará el método de destrucción;
e) se facilitará un diagrama del proceso, indicando qué porciones del proce-

so de producción y equipo especializado se convertirán para la destrucción de
armas químicas;

f) se especificarán los precintos y el equipo de inspección que puedan verse
afectados por la conversión, en su caso; y

g) se proporcionará un calendario en el que se indique el tiempo asignado al
diseño, conversión temporal de la instalación, emplazamiento de equipo, com-
probación de éste, operaciones de destrucción y clausura.

35. En relación con la destrucción de una instalación que se haya convertido
temporalmente para la destrucción de armas químicas, se comunicará informa-
ción de conformidad con los párrafos 32 y 33.

Examen de los planes detallados

36. Sobre la base del plan detallado para la destrucción y de las medidas
propuestas para la verificación que presente el Estado Parte y ateniéndose a la
experiencia de inspecciones anteriores, la Secretaría Técnica preparará un plan
para verificar la destrucción de la instalación, en estrecha consulta con el Estado
Parte. Cualquier controversia que se suscite entre la Secretaría Técnica y el
Estado Parte acerca de la adopción de medidas adecuadas se resolverá mediante
consultas. Toda cuestión que quede sin resolver será remitida al Consejo Ejecu-
tivo a fin de que éste adopte las medidas adecuadas para facilitar la plena apli-
cación de la presente Convención.
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37. Para asegurar el cumplimiento de las disposiciones del artículo V y de la
presente parte, el Consejo Ejecutivo y el Estado Parte acordarán los planes com-
binados para la destrucción y la verificación. Ese acuerdo deberá quedar con-
cluido 60 días antes, por lo menos, de la iniciación prevista de la destrucción.

38. Cada miembro del Consejo Ejecutivo podrá consultar a la Secretaría
Técnica respecto de cualquier cuestión relativa a la idoneidad del plan combina-
do de destrucción y verificación. Si ningún miembro del Consejo Ejecutivo for-
mula objeciones, se aplicará el plan.

39. Si se suscitaran dificultades, el Consejo Ejecutivo celebrará consultas
con el Estado Parte para resolverlas. Si quedaran dificultades por resolver, se
remitirán a la Conferencia. No se esperará a que se resuelva cualquier contro-
versia sobre los métodos de destrucción para aplicar las demás partes del plan
de destrucción aceptables.

40. Si no se llega a un acuerdo con el Consejo Ejecutivo sobre determinados
aspectos de la verificación, o si no puede ponerse en práctica el plan de verifica-
ción aprobado, se procederá a la verificación de la destrucción mediante vigi-
lancia continua con instrumentos in situ y la presencia física de inspectores.

41. La destrucción y la verificación se realizarán con arreglo al plan convenido.
La verificación no deberá dificultar innecesariamente el proceso de destrucción y se
realizará mediante la presencia in situ de inspectores que asistan a la destrucción.

42. Si no se adoptan conforme a lo previsto las medidas de verificación o
destrucción necesarias, se informará al respecto a todos los Estados Partes.

C. VERIFICACIÓN

Verificación de las declaraciones de instalaciones de producción
de armas químicas mediante inspección in situ

43. La Secretaría Técnica realizará una inspección inicial de cada instala-
ción de producción de armas químicas entre los 90 y los 120 días siguientes a la
entrada en vigor de la presente Convención para cada Estado Parte.

44. La inspección inicial tendrá por objeto:

a) confirmar que ha cesado la producción de armas químicas y que se ha
desactivado la instalación, de conformidad con la presente Convención.

b) permitir que la Secretaría Técnica se familiarice con las medidas que se
hayan adoptado para cesar la producción de armas químicas en la instalación;

c) permitir que los inspectores fijen precintos temporales;
d) permitir que los inspectores confirmen el inventario de edificios y equipo

especializado;
e) obtener la información necesaria para la planificación de actividades de

inspección en la instalación, incluida la utilización de precintos que indiquen si
han sido objeto de manipulación y demás equipo convenido que se emplazarán
conforme al acuerdo detallado de instalación; y

f) celebrar discusiones preliminares acerca de un acuerdo detallado sobre
procedimientos de inspección en la instalación.
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45. Los inspectores utilizarán, según proceda, los precintos, marcas o demás
procedimientos de control de inventario convenidos para facilitar un inventario
exacto de los elementos declarados en cada instalación de producción de armas
químicas.

46. Los inspectores emplazarán los dispositivos convenidos de esa índole que
sean necesarios para indicar si se reanuda de algún modo la producción de armas
químicas o se retira cualquier elemento declarado. Adoptarán las precauciones
necesarias para no obstaculizar las actividades de clausura del Estado Parte inspec-
cionado. Podrán regresar para mantener y verificar la integridad de los dispositivos.

47. Si, sobre la base de la inspección inicial, el Director General considera
que se requieren ulteriores medidas para desactivar la instalación, de conformi-
dad con la presente Convención, podrá solicitar, 135 días después, a más tardar,
de la entrada en vigor de la presente Convención para un Estado Parte, que el
Estado Parte inspeccionado aplique tales medidas 180 días después, a más tar-
dar, de la entrada en vigor para él de la presente Convención. El Estado Parte
inspeccionado podrá atender discrecionalmente esa petición. Si no atiende la
petición, el Estado Parte inspeccionado y el Director General celebrarán consul-
tas para resolver la cuestión.

Verificación sistemática de las instalaciones
de producción de armas químicas y de la cesación de sus actividades

48. La verificación sistemática de una instalación de producción de armas quí-
micas tendrá por objeto garantizar la detección en la instalación de cualquier rea-
nudación de la producción de armas químicas o retirada de elementos declarados.

49. En el acuerdo detallado de instalación para cada instalación de produc-
ción de armas químicas se especificará:

a) procedimientos detallados de inspección in situ, que podrán incluir:

i) exámenes visuales;
ii) comprobación y revisión de precintos y demás dispositivos convenidos; y

iii) obtención y análisis de muestras.

b) procedimientos para la utilización de precintos que indiquen si han sido
objeto de manipulación y demás equipo convenido que impida la reactivación
no detectada de la instalación en los que especificará:

i) el tipo, colocación y arreglos para el emplazamiento; y
ii) el mantenimiento de esos precintos y equipo.

c) otras medidas convenidas.

50. Los precintos o demás equipo convenido previstos en el acuerdo detalla-
do sobre medidas de inspección para la instalación se emplazarán 240 días des-
pués, a más tardar, de la entrada en vigor de la presente Convención para el
Estado Parte. Se permitirá a los inspectores que visiten cada instalación de pro-
ducción de armas químicas para el emplazamiento de esos precintos o equipo.
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51. Durante cada año natural, se permitirá a la Secretaría Técnica que realice
hasta cuatro inspecciones de cada instalación de producción de armas químicas.

52. El Director General notificará al Estado Parte inspeccionado su decisión
de inspeccionar o visitar una instalación de producción de armas químicas 48
horas antes de la llegada prevista del grupo de inspección a la instalación para
la realización de inspecciones o visitas sistemáticas. Este plazo podrá acortarse
en el caso de inspecciones o visitas destinadas a resolver problemas urgentes. El
Director General especificará la finalidad de la inspección o visita.

53. De conformidad con los acuerdos de instalación, los inspectores tendrán
libre acceso a todas las partes de las instalaciones de producción de armas quí-
micas. Los inspectores determinarán qué elementos del inventario declarado
desean inspeccionar.

54. La Conferencia examinará y aprobará, de conformidad con el apartado
i) del párrafo 21 del artículo VIII, las directrices para determinar la frecuencia
de las inspecciones sistemáticas in situ. La Secretaría Técnica elegirá la instala-
ción que vaya a inspeccionar de tal modo que no pueda preverse con exactitud
el momento en que realizará la inspección.

Verificación de la destrucción de instalaciones de producción

de armas químicas

55. La verificación sistemática de la destrucción de las instalaciones de pro-
ducción de armas químicas tendrá por objeto confirmar la destrucción de las
instalaciones de conformidad con las obligaciones contraídas en virtud de la
presente Convención, así como la destrucción de cada uno de los elementos del
inventario declarado de conformidad con el plan detallado convenido para la
destrucción.

56. Una vez destruidos todos los elementos incluidos en el inventario decla-
rado, la Secretaría Técnica confirmará la declaración que haga el Estado Parte a
tal efecto. Tras esa confirmación, la Secretaría Técnica dará por terminada la
verificación sistemática de la instalación de producción de armas químicas y
retirará prontamente todos los dispositivos e instrumentos de vigilancia empla-
zados por los inspectores.

57. Tras esa confirmación, el Estado Parte hará la declaración de que la ins-
talación ha sido destruida.

Verificación de la conversión temporal de una instalación de producción

de armas químicas en una instalación de destrucción de armas químicas

58. Noventa días después, a más tardar, de haber recibido la notificación
inicial del propósito de convertir temporalmente una instalación de producción,
los inspectores tendrán el derecho de visitar la instalación para familiarizarse
con la conversión temporal propuesta y estudiar las posibles medidas de inspec-
ción que se necesiten durante la conversión.
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59. Sesenta días después, a más tardar, de tal visita, La Secretaría Técnica y
el Estado Parte inspeccionado concertarán un acuerdo de transición que incluya
medidas de inspección adicionales para el período de conversión temporal. En
el acuerdo de transición se especificarán procedimientos de inspección, incluida
la utilización de precintos y equipo de vigilancia e inspecciones, que aporten la
seguridad de que no se produzcan armas químicas durante el proceso de conver-
sión. Dicho acuerdo permanecerá en vigor desde el comienzo de las actividades
de conversión temporal hasta que la instalación comience a funcionar como ins-
talación de destrucción de armas químicas.

60. El Estado Parte inspeccionado no retirará ni convertirá ninguna porción
de la instalación, ni retirará ni modificará precinto alguno ni demás equipo de
inspección convenido que haya podido emplazarse con arreglo a la presente
Convención hasta la concertación del acuerdo de transición.

61. Una vez que la instalación comience a funcionar como instalación de
destrucción de armas químicas, quedará sometida a las disposiciones de la
sección A de la parte IV del presente Anexo aplicables a las instalaciones de
destrucción de armas químicas. Los arreglos para el período anterior al comien-
zo de esas operaciones se regirán por el acuerdo de transición.

62. Durante las operaciones de destrucción, los inspectores tendrán acceso a
todas las porciones de las instalaciones de producción de armas químicas con-
vertidas temporalmente, incluidas las que no intervienen de manera directa en la
destrucción de armas químicas.

63. Antes del comienzo de los trabajos en la instalación para convertirla
temporalmente a fines de destrucción de armas químicas y después de que la
instalación haya cesado de funcionar como instalación para la destrucción de
armas químicas, la instalación quedará sometida a las disposiciones de la pre-
sente parte aplicables a las instalaciones de producción de armas químicas.

D. CONVERSIÓN DE INSTALACIONES DE PRODUCCIÓN DE ARMAS
QUÍMICAS PARA FINES NO PROHIBIDOS POR LA PRESENTE CON-
VENCIÓN

Procedimiento para solicitar la conversión

64. Podrá formularse una solicitud de utilizar una instalación de producción
de armas químicas para fines no prohibidos por la presente Convención respec-
to de cualquier instalación que un Estado Parte esté ya utilizando para esos fines
antes de la entrada en vigor para él de la presente Convención o que se propon-
ga utilizar para esos fines.

65. En lo que respecta a una instalación de producción de armas químicas
que se esté utilizando para fines no prohibidos por la presente Convención
cuando ésta entre en vigor para el Estado Parte, la solicitud será presentada al
Director General 30 días después, a más tardar, de la entrada en vigor de la pre-
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sente Convención para el Estado Parte. En la solicitud se hará constar, además
de los datos presentados de conformidad con el inciso iii) del apartado h) del
párrafo 1, la información siguiente:

a) una justificación detallada de la solicitud;
b) un plan general de conversión de la instalación en la que se especifique:

i) la naturaleza de las actividades que han de realizarse en la instalación;
ii) si las actividades previstas entrañan la producción, elaboración o con-

sumo de sustancias químicas: el nombre de cada una de esas sustan-
cias, el diagrama del proceso de la instalación y las cantidades que se
prevé producir, elaborar o consumir anualmente;

iii) qué edificios o estructuras se tiene el propósito de utilizar y cuáles son
las modificaciones propuestas, en su caso;

iv) qué edificios o estructuras han sido destruidos o se tiene el propósito
de destruir y los planes para la destrucción;

v) qué equipo ha de utilizarse en la destrucción;
vi) qué equipo ha sido retirado y destruido y qué equipo se tiene el propó-

sito de retirar y destruir y los planes para su destrucción;
vii) el calendario propuesto para la conversión, en su caso; y

viii) la naturaleza de las actividades de cada una de las demás instalaciones
que haya funcionando en el polígono.

c) una explicación detallada de la manera en que las medidas enunciadas en
el apartado b), así como cualquier otra medida propuesta por el Estado Parte,
garantizarán la prevención de una capacidad potencial de producción de armas
químicas en la instalación.

66. En lo que respecta a una instalación de producción de armas químicas
que no se esté utilizando para fines no prohibidos por la presente Convención
cuando ésta entre en vigor para el Estado Parte, la solicitud será presentada al
Director General 30 días después, a más tardar, de haberse decidido la conver-
sión, pero, en ningún caso, más de cuatro años después de la entrada en vigor de
la presente Convención para el Estado Parte. En la solicitud se hará constar la
información siguiente:

a) una justificación detallada de la solicitud, incluida su necesidad económica;
b) un plan general de conversión de la instalación en el que se especifique:

i) la naturaleza de las actividades que se tiene el propósito de realizar en
la instalación;

ii) si las actividades previstas entrañan la producción, elaboración o con-
sumo de sustancias químicas: el nombre de cada una de esas sustancias,
el diagrama del proceso de la instalación y las cantidades que se prevé
producir, elaborar o consumir anualmente;

iii) qué edificios o estructuras se tiene el propósito de conservar y cuáles
son las modificaciones propuestas, en su caso;
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iv) qué edificios o estructuras han sido destruidos o se tiene el propósito
de destruir y los planes para su destrucción;

v) qué equipo se tiene el propósito de utilizar en la instalación;
vi) qué equipo se tiene el propósito de retirar y destruir y los planes para

su destrucción;
vii) el calendario propuesto para la conversión; y

viii) la naturaleza de las actividades de cada una de las demás instalaciones
que haya funcionado en el polígono.

c) una explicación detallada de la manera en que las medidas enunciadas en
el apartado b), así como cualquier otra medida propuesta por el Estado Parte,
garantizarán la prevención de una capacidad potencial de producción de armas
químicas en la instalación.

67. El Estado Parte podrá proponer en su solicitud cualquier otra medida
que estime conveniente para el fomento de la confianza.

Disposiciones que han de observarse en espera de una decisión

68. Hasta tanto la Conferencia adopte una decisión, el Estado Parte podrá
continuar utilizando para fines no prohibidos por la presente Convención la ins-
talación que estuviera utilizando para esos fines antes de la entrada en vigor
para él de la presente Convención, pero solamente si el Estado Parte certifica en
su solicitud que no se está utilizando ningún equipo especializado ni edificio
especializado y que se ha desactivado el equipo especializado y los edificios
especializados utilizando los métodos especificados en el párrafo 13.

69. Si la instalación respecto de la cual se haya formulado la solicitud no se
estuviera utilizando para fines no prohibidos por la presente Convención antes
de la entrada en vigor de ésta para el Estado Parte, o si no se presenta la certifi-
cación exigida en el párrafo 68, el Estado Parte cesará inmediatamente todas las
actividades con arreglo al párrafo 4 del artículo V. El Estado Parte clausurará la
instalación de conformidad con el párrafo 13, 90 días después, a más tardar, de
la entrada en vigor para él de la presente Convención.

Condiciones para la conversión

70. Como condición de la conversión de una instalación de producción de
armas químicas para fines no prohibidos por la presente Convención, deberá
destruirse todo el equipo especializado en la instalación y eliminarse todas las
características especiales de los edificios y estructuras que distingan a éstos de
los edificios y estructuras utilizados normalmente para fines no prohibidos por
la presente Convención y en los que no intervengan sustancias químicas de la
Lista 1.
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71. Una instalación convertida no podrá ser utilizada:

a) para ninguna actividad que entrañe la producción, elaboración o consumo
de una sustancia química de la Lista 1 o de una sustancia química de la Lista 2; ni

b) para la producción de cualquier sustancia química altamente tóxica,
incluida cualquier sustancia química organofosforada altamente tóxica, ni para
cualquier otra actividad que requiera equipo especial para manipular sustancias
químicas altamente tóxicas o altamente corrosivas, a menos que el Consejo Eje-
cutivo decida que esta producción o actividad no plantearía peligro alguno para
el objeto y propósito de la presente Convención, teniendo en cuenta los criterios
para la toxicidad, corrosión y, en su caso, otros factores técnicos que examine y
apruebe la Conferencia de conformidad con el apartado i) del párrafo 21 del
artículo VIII.

72. La conversión de una instalación de producción de armas químicas que-
dará completada seis años después, a más tardar, de la entrada en vigor de la
presente Convención.

Decisiones del Consejo Ejecutivo y de la Conferencia

73. La Secretaría Técnica realizará una inspección inicial de la instalación
90 días después, a más tardar, de que el Director General haya recibido la soli-
citud. Esa inspección tendrá por objeto determinar la exactitud de la informa-
ción proporcionada en la solicitud, obtener información sobre las características
técnicas de la instalación que se tiene el propósito de convertir y evaluar las
condiciones en que puede permitirse la utilización para fines no prohibidos por
la presente Convención. El Director General presentará sin demora un informe
al Consejo Ejecutivo, a la Conferencia y a todos los Estados Partes, con sus
recomendaciones sobre las medidas necesarias para convertir la instalación para
fines no prohibidos por la presente Convención y para aportar la seguridad de
que la instalación convertida se utilizará únicamente para fines no prohibidos
por la presente Convención.

74. Si la instalación se ha utilizado para fines no prohibidos por la presente
Convención antes de la entrada en vigor de ésta para el Estado Parte y continúa
en funcionamiento, pero no se han adoptado las medidas que deben certificarse
en virtud del párrafo 68, el Director General lo comunicará inmediatamente al
Consejo Ejecutivo, el cual podrá exigir la aplicación de las medidas que estime
conveniente, entre ellas el cierre de la instalación y la retirada del equipo espe-
cializado, así como la modificación de edificios o estructuras. El Consejo Eje-
cutivo fijará el plazo para la aplicación de estas medidas y dejará en suspenso el
examen de la solicitud hasta que hayan sido cumplidas de manera satisfactoria.
La instalación será inspeccionada inmediatamente después de la expiración del
plazo para determinar si se han aplicado esas medidas. De lo contrario, el Estado
Parte estará obligado a cesar por completo todas las operaciones de la instalación.
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75. La Conferencia, después de haber recibido el informe del Director
General y teniendo en cuenta ese informe y cualquier opinión expresada por los
Estados Partes, decidirá lo antes posible, previa recomendación del Consejo
Ejecutivo, si se aprueba la solicitud y determinará las condiciones a que se
supedite esa aprobación. Si algún Estado Parte objeta a la aprobación de la soli-
citud y a las condiciones conexas, los Estados Partes interesados celebrarán
consultas entre sí durante un plazo de hasta 90 días para tratar de encontrar una
solución mutuamente aceptable. Después de concluido el plazo de consulta se
adoptará lo antes posible, como cuestión de fondo, una decisión sobre la solici-
tud y condiciones conexas y cualquier modificación propuesta por ellas.

76. Si se aprueba la solicitud, se completará un acuerdo de instalación 90
días después, a más tardar, de la adopción de esa decisión. En el acuerdo de ins-
talación se estipularán las condiciones en que se permite la conversión y utiliza-
ción de la instalación, incluidas las medidas de verificación. La conversión no
comenzará antes de que se haya concertado el acuerdo de instalación.

Planes detallados para la conversión

77. Por lo menos 180 días antes de la fecha prevista para el comienzo de la
conversión de una instalación de producción de armas químicas, el Estado Parte
presentará a la Secretaría Técnica los planes detallados para la conversión de la
instalación, incluidas las medidas propuestas para la verificación de la conver-
sión en relación, entre otras cosas, con:

a) el momento de la presencia de los inspectores en la instalación que haya
de convertirse; y

b) los procedimientos para la verificación de las medidas que han de apli-
carse a cada elemento del inventario declarado.

78. En los planes detallados para la conversión de cada instalación de des-
trucción de armas químicas se especificará:

a) el calendario detallado del proceso de conversión;
b) la distribución en planta de la instalación antes y después de la conversión;
c) el diagrama del proceso de la instalación antes y, en su caso, después de

la conversión;
d) el inventario detallado del equipo, los edificios y estructuras y demás ele-

mentos que hayan de destruirse y de los edificios y estructuras que hayan de
modificarse;

e) las medidas que han de aplicarse a cada elemento del inventario, en su
caso;

f) las medidas propuestas para la verificación;
g) las medidas de protección / seguridad que se han de observar durante la

conversión de la instalación; y
h) las condiciones de trabajo y de vida que se ha de proporcionar a los ins -

pectores.
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Examen de los planes detallados

79. Sobre la base del plan detallado para la conversión y de las medidas
propuestas para la verificación que presente el Estado Parte y ateniéndose a la
experiencia de inspecciones anteriores, la Secretaría Técnica preparará un plan
para verificar la conversión de la instalación, en estrecha consulta con el Estado
Parte. Cualquier controversia que se suscite entre la Secretaría Técnica y el
Estado Parte acerca de la adopción de medidas adecuadas se resolverá mediante
consultas. Toda cuestión que quede sin resolver será remitida al Consejo Ejecu-
tivo a fin de que éste adopte las medidas adecuadas para facilitar la plena apli-
cación de la presente Convención.

80. Para asegurar el cumplimiento de las disposiciones del artículo V y de la
presente parte, el Consejo Ejecutivo y el Estado Parte acordarán los planes com-
binados para la conversión y la verificación. Ese acuerdo deberá quedar con-
cluido 60 días antes, por lo menos, de la iniciación prevista de la conversión.

81. Cada miembro del Consejo Ejecutivo podrá consultar a la Secretaría
Técnica respecto de cualquier cuestión relativa a la idoneidad del plan combina-
do de conversión y verificación. Si ningún miembro del Consejo Ejecutivo for-
mula objeciones, se aplicará el plan.

82. Si se suscitaran dificultades, el Consejo Ejecutivo debería celebrar con-
sultas con el Estado Parte para resolverlas. Si quedaran dificultades por resol-
ver, deberían remitirse a la Conferencia. No se debería esperar a que se resol-
viera cualquier controversia sobre los métodos de conversión para aplicar las
demás partes del plan de conversión que fueran aceptables.

83. Si no se llega a un acuerdo con el Consejo Ejecutivo sobre determinados
aspectos de la verificación, o si no puede ponerse en práctica el plan de verifica-
ción aprobado, se procederá a la verificación de la conversión mediante vigilan-
cia continua con instrumentos in situ y la presencia física de inspectores.

84. La conversión y la verificación se realizarán con arreglo al plan conve-
nido. La verificación no deberá dificultar innecesariamente el proceso de con-
versión y se realizará mediante la presencia de inspectores para confirmar la
conversión.

85. Durante los diez años siguientes a la fecha en que el Director General
certifique que se ha completado la conversión, el Estado Parte facilitará libre
acceso a los inspectores a la instalación en cualquier momento. Los inspectores
tendrán el derecho de observar todas las zonas, todas las actividades y todos los
elementos de equipo en la instalación. Los inspectores tendrán el derecho de
verificar que las actividades realizadas en la instalación son compatibles con
cualesquiera condiciones establecidas con arreglo a la presente sección por el
Consejo Ejecutivo y la Conferencia. Los inspectores tendrán también el dere-
cho, de conformidad con las disposiciones de la sección E de la parte II del pre-
sente Anexo, de recibir muestras de cualquier zona de la instalación y de anali-
zarlas para verificar la ausencia de sustancias químicas de la Lista 1, de sus sub-
productos y productos de descomposición estables y de sustancias químicas de
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la Lista 2 y para verificar que las actividades realizadas en la instalación son
compatibles con cualesquiera otras condiciones sobre las actividades químicas
establecidas con arreglo a la presente sección, por el Consejo Ejecutivo y la
Conferencia. Los inspectores tendrán también el derecho de acceso controlado,
de conformidad con la sección C de la parte X del presente Anexo, al complejo
industrial en que se encuentre la instalación. Durante el período de diez años, el
Estado Parte presentará informes anuales sobre las actividades realizadas en la
instalación convertida. Después de concluido el período de diez años, el Conse-
jo Ejecutivo, teniendo en cuenta las recomendaciones de la Secretaría Técnica,
decidirá sobre la naturaleza de las medidas de verificación continua.

86. Los costos de la verificación de la instalación convertida se atribuirán
de conformidad con el párrafo 19 del artículo V.

PARTE VI

ACTIVIDADES NO PROHIBIDAS POR LA PRESENTE
CONVENCIÓN DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO VI

RÉGIMEN APLICALBE A LAS SUSTANCIAS QUÍMICAS DE LA LISTA 1
Y A LAS INSTALACIONES RELACIONADAS CON ESAS SUSTANCIAS

A. DISPOSICIONES GENERALES

1. Ningún Estado Parte producirá, adquirirá, conservará o empleará sustan-
cias químicas de la Lista 1 fuera de los territorios de los Estados Partes ni trans-
ferirá esas sustancias químicas fuera de su territorio salvo a otro Estado Parte.

2. Ningún Estado Parte producirá, adquirirá, conservará, transferirá o
empleará sustancias químicas de la Lista 1, salvo que:

a) las sustancias químicas se destinen a fines de investigación, médicos, far-
macéuticos o de protección;

b) los tipos y cantidades de sustancias químicas se limiten estrictamente a
los que puedan justificarse para esos fines;

c) la cantidad total de esas sustancias químicas en un momento determinado
para esos fines sea igual o inferior a una tonelada; y

d) la cantidad total para esos fines adquirida por un Estado Parte en cual-
quier año mediante la producción, retirada de arsenales de armas químicas y
transferencia sea igual o inferior a una tonelada.

B. TRANSFERENCIAS

3. Ningún Estado Parte podrá transferir sustancias químicas de la Lista 1
fuera de su territorio más que a otro Estado Parte y únicamente para fines de
investigación, médicos, farmacéuticos o de protección de conformidad con el
párrafo 2.

4. Las sustancias químicas transferidas no podrán ser transferidas de nuevo
a un tercer Estado.
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5. Treinta días antes, por lo menos, de cualquier transferencia a otro Estado
Parte, ambos Estados Partes lo notificarán a la Secretaría Técnica.

6. Cada Estado Parte hará una declaración anual detallada sobre las transfe-
rencias efectuadas durante el año anterior. La declaración será presentada 90
días después, a más tardar, del final de ese año y se incluirá en ella, respecto de
cada sustancia química de la Lista 1 que haya sido transferida, la información
siguiente:

a) el nombre químico, fórmula estructural y número de registro del Chemi-
cal Abstracts Service, si lo tuviere asignado.

b) la cantidad adquirida de otros Estados o transferida a otros Estados Par-
tes. Respecto de cada transferencia se indicará la cantidad, el destinatario y la
finalidad.

C. PRODUCCIÓN

Principios generales para la producción

7. Cada Estado Parte, durante la producción a que se refieren los párrafos 8
a 12, atribuirá la máxima prioridad a la seguridad de la población y la protec-
ción del medio ambiente. Cada Estado Parte realizará esa producción de confor-
midad con sus normas nacionales sobre seguridad y emisiones.

Instalación única en pequeña escala

8. Cada Estado Parte que produzca sustancias químicas de la Lista 1 para
fines de investigación, médicos, farmacéuticos o de protección realizará esa
producción en una instalación única en pequeña escala aprobada por el Estado
Parte, con las excepciones previstas en los párrafos 10, 11 y 12.

9. La producción en una instalación única en pequeña escala se realizará en
recipientes de reacción de líneas de producción no configuradas para una opera-
ción continua. El volumen de cada recipiente no excederá de 100 litros y el
volumen total de todos los recipientes de reacción cuyo volumen exceda de 5
litros no será de más de 500 litros.

Otras instalaciones

10. Podrá llevarse a cabo la producción de sustancias químicas de la Lista 1
para fines de protección en una instalación situada fuera de la instalación única
en pequeña escala siempre que la cantidad total no rebase 10 kilogramos al año.
Esa instalación deberá ser aprobada por el Estado Parte.

11. Podrá llevarse a cabo la producción de sustancias químicas de la Lista 1
en cantidades superiores a 100 gramos al año para fines de investigación, médi-
cos o farmacéuticos fuera de la instalación única en pequeña escala siempre que
la cantidad total no rebase 10 kilogramos al año por instalación. Esas instalacio-
nes deberán ser aprobadas por el Estado Parte.
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12. Podrá llevarse a cabo la síntesis de sustancias químicas de la Lista 1
para fines de investigación, médicos o farmacéuticos, pero no para fines de pro-
tección, en laboratorios, siempre que la cantidad total sea inferior a 10 gramos
al año por instalación. Esas instalaciones no estarán sujetas a ninguna de las
obligaciones relacionadas con la declaración y la verificación especificadas en
las secciones D y E.

D. DECLARACIONES

Instalación única en pequeña escala

13. Cada Estado Parte que se proponga hacer funcionar una instalación úni-
ca en pequeña escala comunicará a la Secretaría Técnica su ubicación exacta y
una descripción técnica detallada de la instalación, incluidos un inventario del
equipo y diagramas detallados. En lo que respecta a las instalaciones existentes,
esa declaración inicial se hará 30 días después, a más tardar, de la entrada en
vigor de la presente Convención para el Estado Parte. Las declaraciones inicia-
les concernientes a nuevas instalaciones se harán 180 días antes, por lo menos,
del comienzo de las operaciones.

14. Cada Estado Parte notificará por adelantado a la Secretaría Técnica las
modificaciones proyectadas en relación con la declaración inicial. La notifica-
ción se hará 180 días antes, por lo menos, de que vayan a introducirse las modi-
ficaciones.

15. Cada Estado Parte que produzca sustancias químicas de la Lista 1 en una
instalación única en pequeña escala hará una declaración anual detallada respecto
de las actividades de la instalación en el año anterior. La declaración será presen-
tada 90 días después, a más tardar, del final de ese año y se incluirá en ella:

a) la identificación de la instalación;
b) respecto de cada sustancia química de la Lista 1 producida, adquirida,

consumida o almacenada en la instalación, la información siguiente:

i) el nombre químico, fórmula estructural y número de registro del Che-
mical Abstracts Service, si lo tuviere asignado;

ii) los métodos empleados y la cantidad producida;
iii) el nombre y cantidad de los precursores enumerados en las Listas 1, 2

ó 3 que se hayan utilizado para la producción de sustancias químicas
de la Lista 1;

iv) la cantidad consumida en la instalación y la o las finalidades del con-
sumo;

v) la cantidad recibida de otras instalaciones situadas en el Estado Parte o
enviada a éstas. Se indicará, respecto de cada envío, la cantidad, el
destinatario y la finalidad;

vi) la cantidad máxima almacenada en cualquier momento durante el año;
y

vii) la cantidad almacenada al final del año.

2-122



c) información sobre toda modificación ocurrida en la instalación durante el
año en comparación con las descripciones técnicas detalladas de la instalación pre-
sentadas anteriormente, incluidos inventarios de equipo y diagramas detallados.

16. Cada Estado Parte que produzca sustancias químicas de la Lista 1 en
una instalación única en pequeña escala hará una declaración anual detallada
respecto de las actividades proyectadas y la producción prevista en la instala-
ción durante el año siguiente. La declaración será presentada 90 días antes, por
lo menos, del comienzo de ese año y se incluirá en ella:

a) la identificación de la instalación;
b) respecto de cada sustancia química de la Lista 1 que se prevea producir,

consumir o almacenar en la instalación, la información siguiente:

i) el nombre químico, fórmula estructural y número de registro del Chemi-
cal Abstracts Service, si lo tuviere asignado;

ii) la cantidad que se prevé producir y la finalidad de la producción.

c) información sobre toda modificación prevista en la instalación durante el
año en comparación con las descripciones técnicas detalladas de la instalación pre-
sentadas anteriormente, incluidos inventarios de equipo y diagramas detallados.

Otras instalaciones mencionadas en los párrafos 10 y 11

17. Cada Estado Parte proporcionará a la Secretaría Técnica, respecto de
cada instalación, su nombre, ubicación y una descripción técnica detallada de la
instalación o de su parte o partes pertinentes, conforme a la solicitud formulada
por la Secretaría Técnica. Se identificará específicamente la instalación que pro-
duzca sustancias químicas de la Lista 1 para fines de protección. En lo que res-
pecta a las instalaciones existentes, esa declaración inicial se hará 30 días des-
pués, a más tardar, de la entrada en vigor de la presente Convención para el
Estado Parte. Las declaraciones iniciales concernientes a nuevas instalaciones
se harán 180 días antes, por lo menos, del comienzo de las operaciones.

18. Cada Estado Parte notificará por adelantado a la Secretaría Técnica las
modificaciones proyectadas en relación con la declaración inicial. La notifica-
ción se hará 180 días antes, por lo menos, de que vayan a introducirse las modi-
ficaciones.

19. Cada Estado Parte hará, respecto de cada instalación, una declaración
anual acerca de las actividades de la instalación en el año anterior. La declara-
ción será presentada 90 días después, a más tardar, del final de ese año y se
incluirá en ella:

a) la identificación de la instalación;
b) respecto de cada sustancia química de la Lista 1 la información siguiente:

i) el nombre químico, fórmula estructural y número de registro del Chemi-
cal Abstracts Service, si lo tuviere asignado;

ii) la cantidad producida y, en el caso de producción para fines de protec-
ción, los métodos empleados;
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iii) el nombre y cantidad de los precursores enumerados en las Listas 1, 2
ó 3 que se hayan utilizado para la producción de sustancias químicas
de la Lista 1;

iv) la cantidad consumida en la instalación y la finalidad del consumo;
v) la cantidad transferida a otras instalaciones dentro del Estado Parte. Se

indicará, respecto de cada transferencia, la cantidad, el destinatario y la
finalidad;

vi) la cantidad máxima almacenada en cualquier momento durante el año;
vii) la cantidad almacenada al final del año.

c) información sobre toda modificación ocurrida en la instalación o en sus
partes pertinentes durante el año en comparación con las descripciones técnicas
detalladas de la instalación presentadas anteriormente.

20. Cada Estado Parte hará, respecto de cada instalación, una declaración
anual detallada acerca de las actividades proyectadas y la producción prevista
en la instalación durante el año siguiente. La declaración será presentada 90
días antes, por lo menos, del comienzo de ese año y se incluirá en ella:

a) la identificación de la instalación;
b) respecto de cada sustancia química de la Lista 1, la información siguiente:

i) el nombre químico, fórmula estructural y número de registro del Che-
mical Abstracts Service, si lo tuviere asignado;

ii) la cantidad que se prevé producir, los plazos en que se prevé que tenga
lugar la producción y la finalidad de la producción.

c) información sobre toda modificación prevista en la instalación o en sus
partes pertinentes durante el año en comparación con las descripciones técnicas
detalladas de la instalación presentadas anteriormente.

E. VERIFICACIÓN

Instalación única en pequeña escala

21. Las actividades de verificación en la instalación única en pequeña escala
tendrán por objeto verificar que las cantidades producidas de sustancias quími-
cas de la Lista 1 sean declaradas adecuadamente y, en particular, que su canti-
dad total no rebase una tonelada.

22. La instalación será objeto de verificación sistemática mediante inspec-
ción in situ y vigilancia con instrumentos in situ.

23. El número, intensidad, duración, momento y modo de las inspecciones
respecto de una determinada instalación se basarán en el peligro que para el
objeto y propósito de la presente Convención planteen las sustancias químicas
pertinentes, las características de la instalación y la naturaleza de las actividades
que se realicen en ella. La Conferencia examinará y aprobará las directrices
adecuadas de conformidad con el apartado i) del párrafo 21 del artículo VIII.
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24. La inspección inicial tendrá por objeto verificar la información propor-
cionada en relación con la instalación, incluida la verificación de los límites
impuestos a los recipientes de reacción en el párrafo 9.

25. Cada Estado Parte, 180 días después, a más tardar, de la entrada en
vigor para él de la presente Convención, concertará con la Organización un
acuerdo de instalación, basado en un acuerdo modelo, que comprenda procedi-
mientos detallados para la inspección de la instalación.

26. Cada Estado Parte que se proponga establecer una instalación única en
pequeña escala después de la entrada en vigor para él de la presente Convención
concertará con la Organización un acuerdo de instalación, basado en un acuerdo
modelo, que comprenda procedimientos detallados para la inspección de la ins-
talación, antes de que la instalación inicie sus operaciones o sea utilizada.

27. La Conferencia examinará y aprobará un modelo para los acuerdos de
conformidad con el apartado i) del párrafo 21 del artículo VIII.

Otras instalaciones mencionadas en los párrafos 10 y 11

28. Las actividades de verificación en cualquiera de las instalaciones men-
cionadas en los párrafos 10 y 11 tendrán por objeto verificar que:

a) la instalación no se utilice para producir ninguna sustancia química de la
Lista 1, excepto las sustancias químicas declaradas;

b) las cantidades producidas, elaboradas o consumidas de las sustancias quí-
micas de la Lista 1 sean declaradas adecuadamente y correspondan a las necesi-
dades para la finalidad declarada; y 

c) la sustancia química de la Lista 1 no sea desviada ni empleada para otros
fines.

29. La instalación será objeto de verificación sistemática mediante inspec-
ción in situ y vigilancia con instrumentos in situ.

30. El número, intensidad, duración, momento y modo de las inspecciones
respecto de una determinada instalación se basarán en el peligro que para el
objeto y propósito de la presente Convención planteen las cantidades de sustan-
cias químicas producidas, las características de la instalación y la naturaleza de
las actividades que se realicen en ella. La Conferencia examinará y aprobará las
directrices adecuadas de conformidad con el apartado i) del párrafo 21 del ar -
tículo VIII.

31. Cada Estado Parte, 180 días después, a más tardar, de la entrada en
vigor para él de la presente Convención concertará con la Organización acuer-
dos de instalación, basados en un acuerdo modelo, que comprendan procedi-
mientos detallados para la inspección de cada una de las instalaciones.

32. Cada Estado Parte que se proponga establecer una instalación de esa
índole después de la entrada en vigor de la presente Convención concertará con
la Organización un acuerdo de instalación antes de que la instalación inicie sus
operaciones o sea utilizada.
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PARTE VII

ACTIVIDADES NO PROHIBIDAS POR LA PRESENTE

CONVENCIÓN DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO VI

RÉGIMEN APLICABLE A LAS SUSTANCIAS QUÍMICAS DE LA LISTA 2

Y A LAS INSTALACIONES RELACIONADAS CON ESAS SUSTANCIAS

A. DECLARACIONES

Declaraciones de la totalidad de los datos nacionales

1. En las declaraciones iniciales y anuales que ha de presentar cada Estado
Parte de conformidad con los párrafos 7 y 8 del artículo VI se incluirá la totali-
dad de los datos nacionales correspondientes al año natural anterior acerca de
las cantidades de cada sustancia química de la Lista 2 producidas, elaboradas,
consumidas, importadas y exportadas, así como una especificación cuantitativa
de las importaciones y exportaciones respecto de cada país interesado.

2. Cada Estado Parte presentará:

a) declaraciones iniciales con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 1, 30 días
después, a más tardar, de la entrada en vigor para él de la presente Convención;
y, a partir del año natural siguiente,

b) declaraciones anuales 90 días después, a más tardar, del final del año
natural anterior.

Declaraciones de complejos industriales que produzcan,

elaboren o consuman sustancias químicas de la Lista 2

3. Deberán presentarse declaraciones iniciales y anuales respecto de todos
los complejos industriales que comprendan una o más plantas que hayan produ-
cido, elaborado o consumido durante cualquiera de los tres años naturales ante-
riores o que se prevea que vayan a producir, elaborar o consumir en el año natu-
ral siguiente más de:

a) 1 kg de una sustancia química designada con “*” en la parte A de la Lista 2;
b) 100 kg. de cualquier otra sustancia química enumerada en la parte A de

la Lista 2; o
c) una tonelada de una sustancia química enumerada en la parte B de la

Lista 2.

4. Cada Estado Parte presentará:
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a) declaraciones iniciales con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 3, 30 días
después, a más tardar, de la entrada en vigor para él de la presente Convención;
y, a partir del año natural siguiente,

b) declaraciones anuales sobre las actividades anteriores 90 días después, a
más tardar, del final del año natural anterior;

c) declaraciones anuales sobre las actividades previstas 60 días antes, a más
tardar, del comienzo del año natural siguiente. Cualquier actividad de esa índole
que se haya previsto adicionalmente después de presentada la declaración anual
será declarada cinco días antes, a más tardar, del comienzo de la actividad.

5. En general, no será necesario presentar declaraciones de conformidad con
el párrafo 3 respecto de las mezclas que contengan una baja concentración de
una sustancia química de la Lista 2. Solamente deberán presentarse esas decla-
raciones, con arreglo a directrices, cuando se considere que la facilidad de recu-
peración de la mezcla de la sustancia química de la Lista 2 y su peso total plan-
tean un peligro para el objeto y propósito de la presente Convención. La Confe-
rencia examinará y aprobará esas directrices de conformidad con el apartado i)
del párrafo 21 del artículo VIII.

6. En las declaraciones de un complejo industrial con arreglo al párrafo 3 se
incluirá:

a) el nombre del complejo industrial y el del propietario, empresa o socie-
dad que lo explote;

b) su ubicación exacta, incluida la dirección; y
c) el número de plantas del complejo industrial declaradas con arreglo a lo

dispuesto en la parte VIII del presente Anexo.

7. En las declaraciones de un complejo industrial con arreglo al párrafo 3 se
incluirá también, respecto de cada planta situada en el complejo y que correspon-
da a las especificaciones enunciadas en el párrafo 3, la información siguiente:

a) el nombre de la planta y el del propietario, empresa o sociedad que la
explote;

b) su ubicación exacta en el complejo industrial, incluido el número concre-
to del edificio o estructura, si lo hubiere;

c) sus actividades principales;
d) si la planta:

i) produce, elabora o consume la sustancia o sustancias químicas declara-
das de la Lista 2;

ii) se dedica exclusivamente a esas actividades o tiene finalidades múltiples;
y

iii) realiza otras actividades en relación con la sustancia o sustancias quí-
micas declaradas de la Lista 2, con especificación de esas otras activi-
dades (por ejemplo, almacenamiento).

e) la capacidad de producción de la planta respecto de cada sustancia quími-
ca declarada de la Lista 2.
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8. En las declaraciones de un complejo industrial con arreglo al párrafo 3 se
incluirá también la información siguiente respecto de cada sustancia química de
la Lista 2 que rebasa el umbral de declaración:

a) el nombre químico, nombre común o comercial utilizado en la instala-
ción, fórmula estructural y número de registro del Chemical Abstracts Service,
si lo tuviere asignado;

b) en el caso de la declaración inicial: la cantidad total producida, elabora-
da, consumida, importada y exportada por el complejo industrial en cada uno de
los tres años naturales anteriores;

c) en el caso de la declaración anual sobre actividades anteriores: la canti-
dad total producida, elaborada, consumida, importada y explotada por el com-
plejo industrial en el año natural anterior;

d) en el caso de la declaración anual sobre actividades previstas: la cantidad
total que se prevé que el complejo industrial produzca, elabore o consuma
durante el año natural siguiente, incluidos los períodos previstos para la produc-
ción, elaboración o consumo; y

e) las finalidades para las que se ha producido, elaborado o consumido o se
va a producir, elaborar o consumir la sustancia química:

i) elaboración y consumo in situ, con especificación de los tipos de produc-
to;

ii) venta o transferencia en el territorio del Estado Parte o a cualquier otro
lugar bajo la jurisdicción o control de éste, con especificación de si a
otra industria, comerciante u otro destino, y de ser posible, de los tipos
de producto final;

iii) exportación directa, con especificación de los Estados interesados; u
iv) otras finalidades, con especificación de éstas.

Declaración de la producción anterior de sustancias químicas

de la Lista 2 para fines de armas químicas

9. Cada Estado Parte, 30 días después, a más tardar, de la entrada en vigor
para él de la presente Convención, declarará todos los complejos industriales en
los que haya plantas que hayan producido en cualquier momento desde el 1 de
enero de 1946 una sustancia química de la Lista 2 para fines de armas químicas.

10. En las declaraciones de un complejo industrial con arreglo a lo dispues-
to en el párrafo 9 se incluirá:

a) el nombre del complejo industrial y el del propietario, empresa o socie-
dad que lo explote;

b) su ubicación exacta, incluida la dirección;
c) respecto de cada planta situada en el complejo industrial y que correspon-

da a las especificaciones enunciadas en el párrafo 9, la misma información que
debe presentarse con arreglo a los apartados a) y e) del párrafo 7; y
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d) respecto de cada sustancia química de la Lista 2 producida para fines de
armas químicas:

i) el nombre químico, nombre común o comercial utilizado en el comple-
jo industrial para fines de producción de armas químicas, fórmula
estructural y número de registro del Chemical Abstracts Service, si lo
tuviere asignado;

ii) las fechas en que se produjo la sustancia química y la cantidad produci-
da; y

iii) el lugar donde se entregó la sustancia química y el producto final pro-
ducido en él, de saberse.

Información a los Estados Partes

11. La Secretaría Técnica transmitirá a los Estados Partes, a petición de
éstos, una lista de los complejos industriales declarados con arreglo a la presen-
te sección, junto con la información proporcionada en virtud del párrafo 6, los
apartados a) y c) del párrafo 7, los incisos i) y iii) del apartado d) del párrafo 7,
el apartado a) del párrafo 8 y el párrafo 10.

B. VERIFICACIÓN

Disposiciones generales

12. La verificación prevista en el párrafo 4 del artículo VI se llevará a cabo
mediante inspección in situ en aquellos complejos industriales declarados que
comprendan una o más plantas que hayan producido, elaborado o consumido
durante los tres años naturales anteriores o que se prevea que van a producir,
elaborar o consumir en el año natural siguiente más de:

a) 10 kg de una sustancia química designada con “*” en la parte A de la Lista 2,
b) 1 tonelada de cualquier otra sustancia química enumerada en la parte A

de la Lista 2; o
c) 10 toneladas de una sustancia química enumerada en la parte B de la

Lista 2.

13. El programa y presupuesto de la Organización que ha de aprobar la
Conferencia de conformidad con el apartado a) del párrafo 21 del artículo VIII
incluirá, como partida separada, un programa y presupuesto para verificación
con arreglo a la presente sección. En la asignación de los recursos que se facili-
ten para la verificación con arreglo al artículo VI, la Secretaría Técnica dará
prioridad, durante los tres primeros años siguientes a la entrada en vigor de la
presente Convención, a la inspección inicial de los complejos industriales
declarados en virtud de la sección A. Posteriormente, esa asignación será exa-
minada sobre la base de la experiencia adquirida.

14. La Secretaría Técnica realizará inspecciones iniciales e inspecciones
posteriores de conformidad con los párrafos 15 a 22.
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Objetivos de la inspección

15. El objetivo general de las inspecciones será el de verificar que las activi-
dades realizadas sean acordes con las obligaciones impuestas por la presente
Convención y correspondan a la información que ha de proporcionarse en las
declaraciones. Entre los objetivos especiales de las inspecciones en los comple-
jos industriales declarados con arreglo a la sección A figurará la verificación de:

a) la ausencia de cualquier sustancia química de la Lista 1, en particular su
producción, salvo si se realiza de conformidad con la parte VI del presente Anexo;

b) la compatibilidad con las declaraciones de los niveles de producción, ela-
boración o consumo de sustancias químicas de la Lista 2; y

c) la no desviación de sustancias químicas de la Lista 2 para actividades
prohibidas por la presente Convención.

Inspecciones iniciales

16. Cada complejo industrial que haya de ser inspeccionado de conformidad
con el párrafo 12 recibirá una inspección inicial lo antes posible pero, preferi-
blemente, tres años después, a más tardar, de la entrada en vigor de la presente
Convención. Los complejos industriales declarados después de concluido ese
período recibirán una inspección inicial un año después, a más tardar, de la pri-
mera vez que se haya declarado la producción, elaboración o consumo. La
Secretaría Técnica elegirá los complejos industriales que vayan a ser objeto de
inspección inicial de tal modo que no pueda preverse con exactitud el momento
en que se realizará la inspección.

17. Durante la inspección inicial, se preparará un proyecto de acuerdo de
instalación para el complejo industrial, a menos que el Estado Parte inspeccio-
nado y la Secretaría Técnica convengan en que no es necesario.

18. En lo que respecta a la frecuencia e intensidad de las inspecciones ulte-
riores, los inspectores evaluarán, durante la inspección inicial, el peligro que
para el objeto y propósito de la presente Convención planteen las sustancias
químicas pertinentes, las características del complejo industrial y la naturaleza
de las actividades realizadas en él, teniendo en cuenta, entre otros, los siguientes
criterios:

a) la toxicidad de las sustancias químicas incluidas en las Listas y de los
productos finales producidos con ellas, en su caso;

b) la cantidad de las sustancias químicas incluidas en las Listas que suele
almacenarse en el complejo inspeccionado;

c) la cantidad de insumos químicos para las sustancias químicas incluidas
en las Listas que suele almacenarse en el complejo inspeccionado;

d) la capacidad de producción de las plantas que producen sustancias quími-
cas de la Lista 2; y

e) la capacidad y convertibilidad para iniciar la producción, almacenamien-
to y carga de sustancias químicas tóxicas en el complejo inspeccionado.
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Inspecciones

19. Después de haber recibido la inspección inicial, cada complejo indus-
trial que haya de ser inspeccionado de conformidad con el párrafo 12 será obje-
to de ulteriores inspecciones.

20. Al elegir los complejos industriales para su inspección y decidir la fre-
cuencia e intensidad de las inspecciones, la Secretaría Técnica tomará debida-
mente en consideración el peligro que para el objeto y propósito de la presente
Convención planteen la sustancia química pertinente, las características del
complejo industrial y la naturaleza de las actividades realizadas en él, teniendo
en cuenta el respectivo acuerdo de instalación y los resultados de las inspeccio-
nes iniciales e inspecciones ulteriores.

21. La Secretaría Técnica elegirá el complejo industrial que vaya a inspec-
cionar de tal modo que no pueda preverse con exactitud el momento en que se
realizará la inspección.

22. Ningún complejo industrial recibirá más de dos inspecciones por año
natural con arreglo a lo dispuesto en la presente sección. Esto no limita, sin
embargo, las inspecciones realizadas con arreglo al artículo IX.

Procedimiento de inspección

23. Además de las directrices convenidas, de las demás disposiciones perti-
nentes del presente Anexo y del Anexo sobre confidencialidad, se aplicarán los
párrafos 24 a 30 infra.

24. El Estado Parte inspeccionado y la Organización concertarán un acuer-
do de instalación respecto del complejo industrial declarado 90 días después, a
más tardar, de la terminación de la inspección inicial, a menos que el Estado
Parte inspeccionado y la Secretaría Técnica convengan en que no es necesario.
El acuerdo de instalación se basará en un acuerdo modelo y regirá la realización
de las inspecciones en el complejo industrial declarado. En el acuerdo se especi-
ficará la frecuencia e intensidad de las inspecciones y el procedimiento detalla-
do de inspección, que sea compatible con los párrafos 25 a 29.

25. La inspección se centrará en la planta o plantas que produzcan sustan-
cias químicas de la Lista 2 declaradas en el complejo industrial declarado. Si el
grupo de inspección solicita acceso a otras partes del complejo industrial, se
concederá tal acceso de conformidad con la obligación de proporcionar aclara-
ción con arreglo al párrafo 51 de la parte II del presente Anexo y de conformi-
dad con el acuerdo de instalación o, a falta de éste, de conformidad con las nor-
mas de acceso controlado especificadas en la sección C de la parte X del pre-
sente Anexo.

26. Se concederá acceso a los registros, según corresponda, para dar garan-
tías de que no se ha desviado la sustancia química declarada y de que la produc-
ción se ha ajustado a las declaraciones.
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27. Se procederá a la toma de muestras y análisis para comprobar la ausen-
cia de sustancias químicas incluidas en las Listas que no se hayan declarado.

28. Entre las zonas que han de inspeccionarse pueden figurar:

a) las zonas donde se entregaron o almacenan insumos químicos (reactivos);
b) las zonas donde los reactivos son sometidos a procesos de manipulación

antes de ser vertidos a los recipientes de reacción;
c) las tuberías de alimentación, de haberlas, de las zonas mencionadas en el

apartado a) o el apartado b) a los recipientes de reacción, junto con las corres-
pondientes válvulas, flujómetros, etc.;

d) el aspecto exterior de los recipientes de reacción y equipo auxiliar;
e) las tuberías que conducen de los recipientes de reacción a los depósitos

de almacenamiento a largo o a corto plazo o al equipo destinado a la elabora-
ción ulterior de las sustancias químicas declaradas de la Lista 2;

f) el equipo de control relacionado con cualquiera de los elementos indica-
dos en los apartados a) y e);

g) el equipo y las zonas de tratamiento de residuos y efluentes;
h) el equipo y las zonas para la evacuación de las sustancias químicas que

no cumplan las especificaciones.

29. El período de inspección no excederá de 96 horas; no obstante, podrán
convenirse prórrogas entre el grupo de inspección y el Estado Parte inspeccionado.

Notificación de la inspección

30. La Secretaría Técnica notificará al Estado Parte la inspección 48 horas
antes, por lo menos, de la llegada del grupo de inspección al complejo industrial
que haya de inspeccionarse.

C. TRANSFERENCIAS A ESTADOS NO PARTES EN LA PRESENTE
CONVENCIÓN

31. Las sustancias químicas de la Lista 2 sólo serán transferidas a Estados
Partes o recibidas de éstos. Esta obligación surtirá efecto tres años después de la
entrada en vigor de la presente Convención.

32. Durante este período provisional de tres años, cada Estado Parte exigirá
un certificado de uso final, según se especifica más adelante, para las transfe-
rencias de sustancias químicas de la Lista 2 a los Estados no Partes en la presen-
te Convención. Respecto de tales transferencias, cada Estado Parte adoptará las
medidas necesarias para cerciorarse de que las sustancias químicas transferidas
se destinen únicamente a fines no prohibidos por la presente Convención. En
particular, el Estado Parte exigirá del Estado receptor un certificado en el que se
haga constar, respecto de las sustancias químicas transferidas:

a) que se utilizarán únicamente para fines no prohibidos por la presente
Convención;

b) que no serán transferidas de nuevo;
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c) los tipos y cantidades de esas sustancias químicas;
d) el uso o usos finales de las mismas; y
e) el nombre y la dirección del usuario o usuarios finales.

PARTE VIII

ACTIVIDADES NO PROHIBIDAS POR LA PRESENTE CONVENCIÓN

DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO VI

RÉGIMEN APLICABLE A LAS SUSTANCIAS QUÍMICAS DE LA LISTA 3

Y A LAS INSTALACIONES RELACIONADAS CON ESAS SUSTANCIAS

A. DECLARACIONES

Declaraciones de la totalidad de los datos nacionales

1. En las declaraciones iniciales y anuales que ha de presentar cada Estado
Parte de conformidad con los párrafos 7 y 8 del artículo VI se incluirá la totali-
dad de los datos nacionales correspondientes al año natural anterior acerca de
las cantidades de cada sustancia química de la Lista 3 producidas, importadas y
exportadas, así como una especificación cuantitativa de las importaciones y
exportaciones respecto de cada país interesado.

2. Cada Estado Parte presentará:

a) declaraciones iniciales con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 1, 30 días
después, a más tardar, de la entrada en vigor para él de la presente Convención;
y, a partir del año natural siguiente,

b) declaraciones anuales 90 días después, a más tardar, del final del año
natural anterior.

Declaraciones de complejos industriales

que produzcan sustancias químicas de la Lista 3 

3. Deberán presentarse declaraciones iniciales y anuales respecto de todos
los complejos industriales que comprendan una o más plantas que hayan produ-
cido en el año natural anterior o que se prevea que van a producir en el año
natural siguiente más de 30 toneladas de una sustancia química de la Lista 3.

4. Cada Estado Parte presentará:

a) declaraciones iniciales con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 3, 30 días
después, a más tardar, de la entrada en vigor para él de la presente Convención;
y, a partir del año natural siguiente,

b) declaraciones anuales sobre las actividades anteriores, 90 días después, a
más tardar, del final del año natural anterior;
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c) declaraciones anuales sobre las actividades previstas, 60 días antes, a más
tardar, del comienzo del año natural siguiente. Cualquier actividad de esa índole
que se haya previsto adicionalmente después de presentada la notificación anual
será declarada cinco días antes, a más tardar, del comienzo de la actividad.

5. En general, no será necesario presentar declaraciones de conformidad con
el párrafo 3 respecto de las mezclas que contengan una baja concentración de
una sustancia química de la Lista 3. Solamente deberán presentarse esas decla-
raciones, con arreglo a directrices, cuando se considere que la facilidad de recu-
peración de la mezcla de la sustancia química de la Lista 3 y su peso total plan-
tean un peligro para el objeto y propósito de la presente Convención. La Confe-
rencia examinará y aprobará esas directrices de conformidad con el apartado i)
del párrafo 21 del artículo VIII.

6. En las declaraciones de un complejo industrial con arreglo al párrafo 3 se
incluirá:

a) el nombre del complejo industrial y el del propietario, empresa o socie-
dad que lo explote;

b) su ubicación exacta, incluida la dirección; y
c) el número de plantas del complejo industrial declaradas con arreglo a lo

dispuesto en la parte VII del presente Anexo.

7. En las declaraciones de un complejo industrial con arreglo al párrafo 3
se incluirán también, respecto de cada planta situada en el complejo y que
corresponda a las especificaciones enunciadas en el párrafo 3, la información
siguiente:

a) el nombre de la planta y el del propietario, empresa o sociedad que la
explote;

b) su ubicación exacta en el complejo industrial, incluido el número concre-
to del edificio o estructura, si lo hubiere;

c) sus actividades principales.

8. En las declaraciones de un complejo industrial con arreglo al párrafo 3 se
incluirá también la información siguiente respecto de cada sustancia química de
la Lista 3 que rebase el umbral de declaración:

a) el nombre químico, nombre común o comercial utilizado por la instala-
ción, fórmula estructural y número de registro del Chemical Abstracts Service,
si lo tuviere asignado;

b) la cantidad aproximada de la producción de la sustancia química en el
año natural anterior o, en el caso de declaraciones de las actividades previstas,
la cantidad que se prevea producir en el año natural siguiente, expresada en las
gamas de: 30 a 200 toneladas, 200 a 1.000 toneladas, 1.000 a 10.000 toneladas,
10.000 a 100.000 toneladas y más de 100.000 toneladas; y

c) las finalidades para las que se ha producido o se va a producir la sustan-
cia química.
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Declaraciones de la producción anterior de sustancias químicas de la Lista 3
para fines de armas químicas

9. Cada Estado Parte, 30 días después, a más tardar, de la entrada en vigor
para él de la presente Convención, declarará todos los complejos industriales en
los que haya plantas que hayan producido en cualquier momento desde el 1.º de
enero de 1946 una sustancia química de la Lista 3 para fines de armas químicas.

10. En las declaraciones de un complejo industrial con arreglo a lo dispues-
to en el párrafo 9 se incluirá:

a) el nombre del complejo industrial y el del propietario, empresa o socie-
dad que lo explote;

b) su ubicación exacta, incluida la dirección;
c) respecto de cada planta situada en el complejo industrial y que correspon-

da a las especificaciones enunciadas en el párrafo 9, la misma información que
debe presentarse con arreglo a los apartados a) a c) del párrafo 7; y

d) respecto de cada sustancia de la Lista 3 producida para fines de armas
químicas:

i) el nombre químico, nombre común o comercial utilizado en el comple-
jo industrial para fines de producción de armas químicas, formula
estructural y número de registro del Chemical Abstracts Service, si lo
tuviere asignado;

ii) las fechas en que se produjo la sustancia química y la cantidad produci-
da; y

iii) el lugar donde se entregó la sustancia química y el producto final pro-
ducido en él, de saberse.

Información a los Estados Partes

11. La Secretaría Técnica transmitirá a los Estados Partes, a petición de
éstos, una lista de los complejos industriales declarados con arreglo a la presen-
te sección, junto con la información proporcionada en virtud del párrafo 6, los
apartados a) y c) del párrafo 7, el apartado a) del párrafo 8 y el párrafo 10.

B. VERIFICACION

Disposiciones generales

12. La verificación prevista en el párrafo 5 del artículo VI se llevará a cabo
mediante inspecciones in situ en aquellos complejos industriales declarados que
hayan producido en el año natural anterior o se prevea que van a producir en el
año natural siguiente un total de más de 200 toneladas de cualquier sustancia
química de la Lista 3 por encima del umbral de declaración de 30 toneladas.

13. El programa y presupuesto de la Organización que ha de aprobar la
Conferencia de conformidad con el apartado a) del párrafo 21 del artículo VIII
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incluirá, como partida separada, un programa y presupuesto para verificación
con arreglo a la presente sección, teniendo en cuenta el párrafo 13 de la parte VII
del presente Anexo.

14. La Secretaría Técnica elegirá de manera aleatoria, con arreglo a la pre-
sente sección, los complejos industriales que haya de inspeccionar, mediante
mecanismos adecuados, como la utilización de programas informáticos espe-
cialmente concebidos, sobre la base de los siguientes factores de ponderación:

a) una distribución geográfica equitativa de las inspecciones; y
b) la información sobre los complejos industriales de que disponga la Secre-

taría Técnica en relación con la sustancia química pertinente, las características
del complejo industrial y las naturalezas de las actividades que se realicen en él.

15. Ningún complejo industrial recibirá más de dos inspecciones al año con
arreglo a lo dispuesto en la presente sección. Esto no limita, sin embargo, las
inspecciones realizadas con arreglo al artículo IX.

16. Al elegir los complejos industriales para su inspección con arreglo a la
presente sección, la Secretaría Técnica acatará la limitación siguiente en cuanto
al número combinado de inspecciones que ha de recibir un Estado Parte en un
año natural en virtud de la presente parte y de la parte IX del presente Anexo: el
número combinado de inspecciones no excederá de tres, más el 5% del número
total de complejos industriales declarados por un Estado Parte con arreglo tanto
a la presente parte como a la parte IX del presente Anexo, o de 20 inspecciones,
si ésta última cifra fuera inferior.

Objetivos de la inspección

17. En los complejos industriales declarados con arreglo a la sección A, el
objetivo general de las inspecciones será el de verificar que las actividades
correspondan a la información que ha de proporcionarse en las declaraciones.
El objetivo especial de las inspecciones será la verificación de la ausencia de
cualquier sustancia química de la Lista 1, en particular su producción, salvo si
se realiza de conformidad con la parte VI del presente Anexo.

Procedimiento de inspección

18. Además de las directrices convenidas, de las demás disposiciones perti-
nentes del presente Anexo y del Anexo sobre confidencialidad, se aplicarán las
disposiciones enunciadas en los párrafos 19 a 25.

19. No se concertará acuerdo de instalación, salvo que así lo solicite el Esta-
do Parte inspeccionado.

20. La inspección se centrará en la planta o plantas que produzcan sustan-
cias químicas de la Lista 3 declaradas en el complejo industrial declarado. Si el
grupo de inspección solicita acceso a otras partes del complejo industrial, de
conformidad con el párrafo 51 de la parte II del presente Anexo, para aclarar
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ambigüedades, el grado de tal acceso será convenido entre el grupo de inspec-
ción y el Estado Parte inspeccionado.

21. El grupo de inspección podrá tener acceso a los registros cuando él y el
Estado Parte inspeccionado convengan en que tal acceso facilitará el logro de
los objetivos de la inspección.

22. Podrá procederse a toma de muestras y análisis in situ para comprobar
la ausencia de sustancias químicas incluidas en las Listas que no se hayan
declarado. En el caso de que queden ambigüedades por resolver, las muestras
podrán ser analizadas en un laboratorio externo designado, con sujeción al asen-
timiento del Estado Parte inspeccionado.

23. Entre las zonas que han de inspeccionarse pueden figurar:

a) las zonas donde se entregan y almacenan insumos químicos (reactivos);
b) las zonas donde los reactivos son sometidos a procesos de manipulación

antes de ser vertidos a los recipientes de reacción;
c) las tuberías de alimentación, de haberlas, de las zonas mencionadas en el

apartado a) o el apartado b) a los recipientes de reacción, junto con las corres-
pondientes válvulas, flujómetros, etc.;

d) el aspecto exterior de los recipientes de reacción y equipo auxiliar;
e) las tuberías que conducen de los recipientes de reacción a los depósitos

de almacenamiento a largo o a corto plazo o al equipo destinado a la elabora-
ción ulterior de las sustancias químicas declaradas de la Lista 3;

f) el equipo de control relacionado con cualquiera de los elementos indica-
dos en los apartados a) y e);

g) el equipo y las zonas de tratamiento de residuos y efluentes;
h) el equipo y las zonas para la evacuación de las sustancias químicas que

no cumplan las especificaciones.

24. El período de inspección no excederá de 24 horas; no obstante podrán
convenirse prórrogas entre el grupo de inspección y el Estado Parte inspeccio-
nado.

Notificación de la inspección

25. La Secretaría Técnica notificará al Estado Parte la inspección 120 horas
antes, por lo menos, de la llegada del grupo de inspección al complejo industrial
que haya de inspeccionarse.

C. TRANSFERENCIAS A ESTADOS NO PARTES EN LA PRESENTE
CONVENCIÓN

26. Al transferir sustancias químicas de la Lista 3 a Estados no partes en la
presente Convención, cada Estado Parte adoptará las medidas necesarias para
cerciorarse de que las sustancias químicas transferidas se destinen únicamente a
fines no prohibidos por la presente Convención. En particular, el Estado Parte
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exigirá del Estado receptor un certificado en el que se haga constar, respecto de
las sustancias químicas transferidas:

a) que se utilizarán únicamente para fines no prohibidos por la presente
Convención;

b) que no serán transferidas de nuevo;
c) los tipos y cantidades de esas sustancias químicas;
d) el uso o usos finales de las mismas; y
e) el nombre y la dirección del usuario o usuarios finales.

27. Cinco años después de la entrada en vigor de la presente Convención, la
Conferencia examinará la necesidad de establecer otras medidas respecto de las
transferencias de sustancias químicas de la Lista 3 a Estados no Partes en la pre-
sente Convención.

PARTE IX

ACTIVIDADES NO PROHIBIDAS POR LA PRESENTE CONVENCIÓN
DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO VI

RÉGIMEN APLICABLE A OTRAS INSTALACIONES DE PRODUCCIÓN

DE SUSTANCIAS QUÍMICAS

A. DECLARACIONES

Lista de otras instalaciones de producción de sustancias químicas

1. En la declaración inicial que ha de presentar cada Estado Parte, de con-
formidad con el párrafo 7 del artículo VI, se incluirá una Lista de todos los
complejos industriales que:

a) hayan producido por síntesis en el año natural anterior más de 200 tonela-
das de sustancias químicas orgánicas definidas no incluidas en las Listas; o

b) comprendan una o más plantas que hayan producido por síntesis en el
año natural anterior más de 30 toneladas de una sustancia química orgánica
definida no incluida en las Listas que contenga los elementos fósforo, azufre o
flúor (denominadas en lo sucesivo plantas PSF y sustancia química PSF).

2. En la Lista de otras instalaciones de producción de sustancias químicas
que ha de presentarse de conformidad con el párrafo 1 no se incluirán los com-
plejos industriales que hayan producido exclusivamente explosivos o hidrocar-
buros.

3. Cada Estado Parte presentará su Lista de otras instalaciones de produc-
ción de sustancias químicas de conformidad con el párrafo 1 como parte de su
declaración inicial, 30 días después, a más tardar, de la entrada en vigor para él
de la presente Convención. Cada Estado Parte proporcionará anualmente, 90
días después, a más tardar, del comienzo de cada año natural siguiente, la infor-
mación necesaria para actualizar la Lista.
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4. En la Lista de otras instalaciones de producción de sustancias químicas
que ha de presentarse de conformidad con el párrafo 1 se incluirá la informa-
ción siguiente respecto de cada complejo industrial:

a) el nombre del complejo industrial y el del propietario, empresa o socie-
dad que lo explote;

b) la ubicación exacta del complejo industrial, con su dirección;
c) sus actividades principales; y
d) el número aproximado de plantas que producen las sustancias químicas

especificadas en el párrafo 1 en el complejo industrial.

5. En lo que respecta a los complejos industriales enumerados de conformi-
dad con el apartado a) del párrafo 1, se incluirá también en la Lista información
sobre la cantidad total aproximada de producción de las sustancias químicas
orgánicas definidas no incluidas en las Listas en el año natural anterior, expre-
sada en las gamas de: menos de 1.000 toneladas, de 1.000 a 10.000 toneladas y
más de 10.000 toneladas.

6. En lo que respecta a los complejos industriales enumerados de conformi-
dad con el apartado b) del párrafo 1, se especificará también en la Lista el
número de plantas PSF en el complejo industrial y se incluirá información sobre
la cantidad total aproximada de producción de las sustancias químicas PSF pro-
ducida por cada planta PSF en el año natural anterior, expresada en las gamas
de: menos de 200 toneladas, de 200 a 1.000 toneladas, de 1.000 a 10.000 tone-
ladas y más de 10.000 toneladas.

Asistencia de la Secretaría Técnica

7. Si un Estado Parte considera necesario, por motivos administrativos,
pedir asistencia para compilar su Lista de instalaciones de producción de sus-
tancias químicas de conformidad con el párrafo 1, podrá solicitar a la Secretaría
Técnica que le preste tal asistencia. Las cuestiones que se planteen sobre el
carácter exhaustivo de la Lista se resolverán mediante consultas entre el Estado
Parte y la Secretaría Técnica.

Información a los Estados Partes

8. La Secretaría Técnica transmitirá a los Estados Partes, a petición de
éstos, las Listas de otras instalaciones de producción de sustancias químicas
presentadas de conformidad con el párrafo 1, incluida la información proporcio-
nada con arreglo al párrafo 4.

B. VERIFICACIÓN

Disposiciones generales

9. Con sujeción a las disposiciones de la sección C, la verificación prevista
en el párrafo 6 del artículo VI se llevará a cabo mediante inspección in situ en:
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a) los complejos industriales enumerados de conformidad con el apartado a)
del párrafo 1; y

b) los complejos industriales enumerados de conformidad con el apartado b)
del párrafo 1 que comprendan una o más plantas PSF que hayan producido en el
año natural anterior más de 200 toneladas de una sustancia química PSF.

10. El programa y presupuesto de la Organización que ha de aprobar la
Conferencia de conformidad con el apartado a) del párrafo 21 del artículo VIII
incluirá, como partida separada, un programa y presupuesto para verificación
con arreglo a la presente sección una vez que haya comenzado su aplicación.

11. La Secretaría Técnica elegirá de manera aleatoria, con arreglo a la pre-
sente sección, los complejos industriales que haya de inspeccionar, mediante
mecanismos adecuados, como la utilización de programas informáticos espe-
cialmente concebidos, sobre la base de los siguientes factores de ponderación:

a) una distribución geográfica equitativa de las inspecciones;
b) la información sobre los complejos industriales enumerados de que dis-

ponga la Secretaría Técnica en relación con las características del complejo
industrial y las actividades realizadas en él; y

c) propuestas formuladas por los Estados Partes sobre una base que ha de
convertirse de conformidad con el párrafo 25.

12. Ningún complejo industrial recibirá más de dos inspecciones al año con
arreglo a lo dispuesto en la presente sección. Esto no limita, sin embargo, las
inspecciones realizadas con arreglo al artículo IX.

13. Al elegir los complejos industriales para su inspección con arreglo a la
presente sección, la Secretaría Técnica acatará la limitación siguiente en cuanto
al número combinado de inspecciones que ha de recibir un Estado Parte en un
año natural en virtud de la presente parte y de la parte VIII del presente Anexo:
el número combinado de inspecciones no excederá de tres, más el 5% del
número total de complejos industriales declarados por un Estado Parte con arre-
glo tanto a la presente parte como a la parte VIII del presente Anexo, o de 20
inspecciones, si ésta última cifra fuera inferior.

Objetivos de la inspección

14. En los complejos industriales enumerados con arreglo a la sección A, el
objetivo general de las inspecciones será el de verificar que las actividades rea-
lizadas correspondan a la información que ha de proporcionarse en las declara-
ciones. El objetivo especial de las inspecciones será la verificación de la ausen-
cia de cualquier sustancia química de la Lista 1, en particular su producción,
salvo si se realiza de conformidad con la parte VI del presente Anexo.
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Procedimiento de inspección

15. Además de las directrices convenidas, de las demás disposiciones perti-
nentes del presente Anexo y del Anexo sobre confidencialidad, se aplicarán las
disposiciones enunciadas en los párrafos 16 a 20.

16. No se concertará acuerdo de instalación, salvo que así lo solicite el Esta-
do Parte inspeccionado.

17. En el complejo industrial elegido para la inspección, ésta se centrará en
la planta o plantas que produzcan las sustancias químicas especificadas en el
párrafo 1, en particular las plantas PSF enumeradas de conformidad con el apar-
tado b) de ese párrafo. El Estado Parte inspeccionado tendrá el derecho de con-
trolar el acceso a esas plantas de conformidad con las normas de acceso contro-
lado previstas en la sección C de la parte X del presente Anexo. Si el grupo de
inspección solicita acceso a otras partes del complejo industrial, de conformidad
con el párrafo 51 de la parte II del presente Anexo, para aclarar ambigüedades,
el grado de tal acceso será convenido entre el grupo de inspección y el Estado
Parte inspeccionado.

18. El grupo de inspección podrá tener acceso a los registros cuando él y el
Estado Parte inspeccionado convengan en que tal acceso facilitará el logro de
los objetivos de la inspección.

19. Podrá procederse a la toma de muestras y análisis in situ para compro-
bar la ausencia de sustancias químicas incluidas en las Listas que no se hayan
declarado. En el caso de que queden ambigüedades por resolver, las muestras
podrán ser analizadas en un laboratorio externo designado, con sujeción al asen-
timiento del Estado Parte inspeccionado.

20. El período de inspección no excederá de 24 horas; no obstante, podrán
convenirse prórrogas entre el grupo de inspección y el Estado Parte inspeccionado.

Notificación de la inspección

21. La Secretaría Técnica notificará al Estado Parte la inspección 120 horas
antes, por lo menos, de la llegada del grupo de inspección al complejo industrial
que haya de inspeccionarse.

C. APLICACIÓN Y EXAMEN DE LA SECCIÓN B

Aplicación

22. La aplicación de la sección B comenzará al principio del cuarto año
siguiente a la entrada en vigor de la presente Convención, a menos que la Con-
ferencia, en su período ordinario de sesiones del tercer año siguiente a la entra-
da en vigor de la presente Convención, decida otra cosa.

23. El Director General preparará para el período ordinario de sesiones de la
Conferencia del tercer año siguiente a la entrada en vigor de la presente Con-
vención un informe en el que se bosqueje la experiencia de la Secretaría Técni-
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ca en la aplicación de las disposiciones de las partes VII y VIII del presente
Anexo así como de la sección A de la presente parte.

24. La Conferencia, en su período ordinario de sesiones del tercer año
siguiente a la entrada en vigor de la presente Convención, podrá decidir tam-
bién, sobre la base de un informe del Director General, acerca de la distribución
de recursos disponibles para verificación con arreglo a la sección B entre plan-
tas PSF y otras instalaciones de producción de sustancias químicas. En otro
caso, será la Secretaría Técnica la que decida, según sus conocimientos técni-
cos, esa distribución, que se añadirá a los factores de ponderación indicados en
el párrafo 11.

25. La Conferencia, en su tercer período ordinario de sesiones del tercer año
siguiente a la entrada en vigor de la presente Convención, decidirá, previo ase-
soramiento del Consejo Ejecutivo, sobre qué base (por ejemplo, regional) deben
presentarse las propuestas de inspección de los Estados Partes para que sean
tomadas en cuenta como factor de ponderación en el proceso de selección espe-
cificado en el párrafo 11.

Examen

26. En el primer período extraordinario de sesiones de la Conferencia con-
vocado de conformidad con el párrafo 22 del artículo VIII, se volverán a exami-
nar las disposiciones de la presente parte del Anexo sobre verificación a la luz
del examen completo del régimen general de verificación para la industria quí-
mica (artículo VI y partes VII a IX del presente Anexo) sobre la base de la
experiencia adquirida. La Conferencia formulará entonces recomendaciones
sobre la manera de mejorar la eficacia del régimen de verificación.

PARTE X

INSPECCIONES POR DENUNCIA
REALIZADAS DE CONFORMIDAD CON EL ARTÍCULO IX

A. NOMBRAMIENTO Y ELECCIÓN DE INSPECTORES Y AYUDANTES
DE INSPECCIÓN

1. Las inspecciones por denuncia de conformidad con el artículo IX sólo
serán realizadas por inspectores y ayudantes de inspección especialmente nom-
brados para esa función. Con el fin de nombrar inspectores y ayudantes de ins-
pección para la realización de inspecciones por denuncia de conformidad con el
artículo IX, el Director General propondrá una lista de inspectores y ayudantes
de inspección elegidos de entre los inspectores y ayudantes de inspección dedi-
cados a actividades de inspección ordinaria. Esa lista incluirá un número sufi-
cientemente elevado de inspectores y ayudantes de inspección con las califica-
ciones, experiencia, capacidad y formación necesarias para poder proceder de
manera flexible en la elección de los inspectores, teniendo en cuenta su disponi-
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bilidad y la necesidad de una rotación. Se prestará también la debida atención a
la importancia de asegurar la más amplia representación geográfica posible en
la elección de los inspectores y ayudantes de inspección. Los inspectores y ayu-
dantes de inspección serán nombrados conforme al procedimiento previsto en la
sección A de la parte II del presente Anexo.

2. El Director General determinará la composición del grupo de inspección
y elegirá a sus miembros teniendo en cuenta las circunstancias de la solicitud
correspondiente. El grupo de inspección estará integrado por el mínimo de per-
sonas necesario para asegurar el adecuado cumplimiento del mandato de ins-
pección. Ningún nacional del Estado Parte solicitante ni del Estado Parte ins-
peccionado podrá ser miembro del grupo de inspección.

B. ACTIVIDADES PREVIAS A LA INSPECCIÓN

3. Antes de presentar la solicitud de inspección por denuncia, el Estado Par-
te podrá pedir al Director General que le confirme si la Secretaría Técnica está
en condiciones de adoptar de inmediato medidas en relación con la solicitud. Si
el Director General no puede confirmar esto inmediatamente, lo hará lo antes
posible, ateniéndose al orden de presentación de las solicitudes de confirma-
ción. Además, mantendrá informado al Estado Parte del momento en que pro-
bablemente podrían adoptarse medidas inmediatas. Si el Director General llega
a la conclusión de que ya no es posible actuar oportunamente en respuesta a las
solicitudes, podrá pedir al Consejo Ejecutivo que adopte las disposiciones del
caso para mejorar la situación en el futuro.

Notificación

4. La solicitud de inspección por denuncia que ha de presentarse al Consejo
Ejecutivo y al Director General incluirá, por lo menos, la información siguiente:

a) el Estado Parte que ha de ser inspeccionado y, en su caso, el Estado
huésped;

b) el punto de entrada que ha de utilizarse;
c) las dimensiones y tipo del polígono de inspección;
d) la preocupación por la posible falta de cumplimiento de la presente Con-

vención, incluida la especificación de las disposiciones pertinentes de la presen-
te Convención respecto de las cuales se ha suscitado esa preocupación y de la
naturaleza y circunstancias de la posible falta de cumplimiento, así como toda
información pertinente que haya suscitado esa preocupación;

e) el nombre del observador del Estado Parte solicitante.

El Estado Parte solicitante podrá presentar la información adicional que
considere necesaria

5. El Director General acusará recibo al Estado Parte solicitante de su soli-
citud dentro de la hora siguiente a haberla recibido.
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6. El Estado Parte solicitante notificará al Director General la ubicación del
polígono de inspección con tiempo suficiente para que el Director General pue-
da transmitir esa información al Estado Parte inspeccionado, 12 horas antes, por
lo menos, de la llegada prevista del grupo de inspección al punto de entrada.

7. El polígono de inspección será designado por el Estado Parte solicitante
de la manera más concreta posible, mediante un diagrama del polígono relacio-
nado con un punto de referencia y la especificación de las coordenadas geográ-
ficas hasta el segundo más próximo, de ser posible. A poder ser, el Estado Parte
solicitante facilitará también un mapa con una indicación general del polígono
de inspección y un programa en el que se especifique de la manera más precisa
posible el perímetro solicitado del polígono que haya de inspeccionarse.

8. El perímetro solicitado:

a) estará trazado con una separación de 10 metros, por lo menos, de cual-
quier edificio u otra estructura;

b) no atravesará las cercas de seguridad existentes; y
c) estará trazado con una separación de 10 metros, por lo menos, de cual-

quier cerca de seguridad existente que el Estado Parte solicitante se proponga
incluir en el perímetro solicitado.

9. Si el perímetro solicitado no corresponde a las especificaciones indicadas
en el párrafo 8, será trazado de nuevo por el grupo de inspección a fin de que se
ajuste a ellas.

10. El Director General informará al Consejo Ejecutivo de la ubicación del
polígono de inspección conforme a lo previsto en el párrafo 7, 12 horas antes,
por lo menos, de la llegada prevista del grupo de inspección al punto de entrada.

11. Al mismo tiempo que informe al Consejo Ejecutivo con arreglo a lo dis-
puesto en el párrafo 10, el Director General transmitirá la solicitud de inspec-
ción al Estado Parte inspeccionado e indicará la ubicación del polígono de ins-
pección, conforme a lo previsto en el párrafo 7. Esa notificación incluirá tam-
bién la información especificada en el párrafo 32 de la parte II del presente
Anexo.

12. A su llegada al punto de entrada el grupo de inspección informará al
Estado Parte inspeccionado del mandato de inspección.

Entrada en el territorio del Estado Parte inspeccionado

o del Estado huésped

13. De conformidad con los párrafos 13 a 18 del artículo IX, el Director
General enviará un grupo de inspección lo antes posible después de que se haya
recibido una solicitud de inspección. El grupo de inspección llegará al punto de
entrada especificado en la solicitud en el plazo más breve posible que sea com-
patible con las disposiciones de los párrafos 10 y 11.
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14. Si el perímetro solicitado resulta aceptable al Estado Parte inspecciona-
do, será designado como perímetro definitivo lo antes posible, pero, en ningún
caso, más de 24 horas después de la llegada del grupo de inspección al punto de
entrada. El Estado Parte inspeccionado transportará al grupo de inspección al
perímetro definitivo del polígono de inspección. Si el Estado Parte inspecciona-
do lo considera necesario, dicho transporte podrá comenzar hasta 12 horas antes
de que expire el plazo especificado en el presente párrafo para la determinación
del perímetro definitivo. En cualquier caso, el transporte concluirá 36 horas des-
pués, a más tardar, de la llegada del grupo de inspección al punto de entrada.

15. Se aplicará a todas las instalaciones declaradas el procedimiento esta-
blecido en los apartados a) y b) (a los efectos de la presente parte, por instala-
ción declarada se entiende toda instalación que haya sido declarada con arreglo
a los artículos III, IV y V. En relación con el artículo VI, por instalación decla-
rada se entiende sólo las instalaciones declaradas en virtud de la parte VI del
presente Anexo, así como las plantas declaradas que se hayan especificado
mediante las declaraciones hechas con arreglo al párrafo 7 y el apartado c) del
párrafo 10 de la parte VIII del presente Anexo):

a) si el perímetro solicitado está incluido en el perímetro declarado o coinci-
de con éste, se considerará que el perímetro declarado es el perímetro definiti-
vo. Ahora bien, si el Estado Parte inspeccionado conviene en ello, podrá redu-
cirse el perímetro definitivo para que se ajuste al solicitado por el Estado Parte
solicitante;

b) el Estado Parte inspeccionado transportará al grupo de inspección al perí-
metro definitivo tan pronto como sea posible, pero, en cualquier caso, garanti-
zará su llegada al perímetro 24 horas después, a más tardar, de la llegada del
grupo de inspección al punto de entrada.

Determinación alternativa del perímetro definitivo

16. Si, en el punto de entrada, el Estado Parte inspeccionado no puede acep-
tar el perímetro solicitado, propondrá un perímetro alternativo lo antes posible,
pero, en cualquier caso, no más de 24 horas después, a más tardar, de la llegada
del grupo de inspección al punto de entrada. Si hay diferencias de opinión, el
Estado Parte inspeccionado y el grupo de inspección celebrarán negociaciones
con miras a llegar a un acuerdo sobre un perímetro definitivo.

17. El perímetro alternativo debe designarse de la manera más concreta
posible de conformidad con el párrafo 8. El perímetro alternativo incluirá la
totalidad del perímetro solicitado y debería, por regla general, mantener una
estrecha correspondencia con éste, teniendo en cuenta las características natura-
les del terreno y los límites artificiales. Debería normalmente seguir de cerca la
barrera de seguridad circundante, caso de haberla. El Estado Parte inspecciona-
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do debería tratar de establecer tal relación entre los perímetros mediante una
combinación de dos, por lo menos, de los medios siguientes:

a) un perímetro alternativo que no rebase considerablemente la superficie
del perímetro solicitado;

b) un perímetro alternativo trazado a una distancia corta y uniforme del
perímetro solicitado;

c) parte, por lo menos, del perímetro solicitado debe ser visible desde el
perímetro alternativo.

18. Si el perímetro alternativo resulta aceptable al grupo de inspección,
pasará a ser el perímetro definitivo y el grupo de inspección será transportado
desde el punto de entrada a ese perímetro. Si el Estado Parte inspeccionado lo
considera necesario, dicho transporte podrá comenzar 12 horas antes de que
expire el plazo especificado en el párrafo 16 para la propuesta de un perímetro
alternativo. En cualquier caso, el transporte concluirá 36 horas después, a más
tardar, de la llegada del grupo de inspección al punto de entrada.

19. Si no se conviene un perímetro definitivo, se concluirán lo antes posible
las negociaciones sobre el perímetro, pero, en ningún caso, continuarán esas
negociaciones más de 24 horas después de la llegada del grupo de inspección al
punto de entrada. Si no se llega a un acuerdo, el Estado Parte inspeccionado
transportará al grupo de inspección a un punto del perímetro alternativo. Si el
Estado Parte inspeccionado lo considera necesario, dicho transporte podrá
comenzar hasta 12 horas antes de que expire el plazo especificado en el párrafo
16 para la propuesta de un perímetro alternativo. En cualquier caso, el transpor-
te concluirá 36 horas después, a más tardar, de la llegada del grupo de inspec-
ción al punto de entrada.

20. Una vez en ese punto del perímetro alternativo, el Estado Parte inspec-
cionado brindará al grupo de inspección pronto acceso a ese perímetro para
facilitar las negociaciones y el logro de un acuerdo sobre el perímetro definitivo
y el acceso al interior de éste.

21. Si no se llega a un acuerdo dentro de las 72 horas siguientes a la llegada
del grupo de inspección al punto del perímetro alternativo, quedará designado
ese perímetro como perímetro definitivo.

Verificación de la localización

22. El grupo de inspección, para poder cerciorarse de que el polígono de
inspección al que ha sido transportado corresponde al especificado por el Esta-
do Parte solicitante, tendrá derecho a utilizar el equipo aprobado para determi-
nar la localización y a que se instale tal equipo con arreglo a sus instrucciones.
El grupo de inspección podrá verificar su localización con relación a hitos loca-
les identificados mediante mapas. El Estado Parte inspeccionado prestará ayuda
al grupo de inspección en esa tarea.
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Aseguramiento del polígono y vigilancia de la salida

23. Doce horas después, a más tardar, de la llegada del grupo de inspección
al punto de entrada, el Estado Parte inspeccionado comenzará a reunir informa-
ción fáctica sobre todas las salidas de vehículos terrestres, aéreos y acuáticos de
todos los puntos de salida del perímetro solicitado. Facilitará esa información al
grupo de inspección a su llegada al perímetro definitivo o bien al alternativo, si
se hubiera llegado antes a éste.

24. Esa obligación podrá cumplirse reuniendo información fáctica en forma
de libros registro de tráfico, fotografías, cintas de vídeo o datos de equipo de
obtención de pruebas químicas proporcionado por el grupo de inspección para
vigilar esas actividades de salida. En otro caso, el Estado Parte inspeccionado
podrá también cumplir esa obligación autorizando a uno o más miembros del
grupo de inspección a que, independientemente, lleven libros registro de tráfico,
tomen fotografías, registren cintas de vídeo del tráfico de salida o utilicen equi-
po de obtención de pruebas químicas y realicen las demás actividades que pue-
dan convenir el Estado Parte inspeccionado y el grupo de inspección.

25. A la llegada del grupo de inspección al perímetro definitivo o bien al
alternativo, si se hubiera llegado antes a éste, comenzará el aseguramiento del
polígono, lo que supone la aplicación del procedimiento de vigilancia de la sali-
da por el grupo de inspección.

26. Dicho procedimiento incluirá: la identificación de las salidas de vehícu-
los, el mantenimiento de libros registro de tráfico, la toma de fotografías y la
grabación de cintas de vídeo por el grupo de inspección de las salidas y del trá-
fico de salida. El grupo de inspección tendrá el derecho de acudir, acompañado,
a cualquier otra parte del perímetro para comprobar que no haya otras activida-
des de salida.

27. Entre los procedimientos adicionales para las actividades de vigilancia
de la salida convenidos por el grupo de inspección y el Estado Parte inspeccio-
nado podrán figurar:

a) utilización de sensores;
b) acceso selectivo aleatorio; y
c) análisis de muestras.

28. Todas las actividades de aseguramiento del polígono y vigilancia de la
salida se realizarán dentro de una banda exterior al perímetro y circundante a
éste que no rebase 50 metros de ancho.

29. El grupo de inspección tendrá derecho a inspeccionar, sobre la base del
acceso controlado, el tráfico de vehículos que salgan del polígono. El Estado
Parte inspeccionado hará todos los esfuerzos razonables para demostrar al gru-
po de inspección que cualquier vehículo sujeto a inspección al que no se conce-
da pleno acceso al grupo de inspección no se utiliza para fines relacionados con
la preocupación sobre la posible falta de cumplimiento planteada en la solicitud
de inspección.
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30. El personal y los vehículos que entren en el polígono así como el perso-
nal y los vehículos personales de pasajeros que salgan de él no serán objeto de
inspección.

31. Los procedimientos anteriores podrán continuar aplicándose mientras
dure la inspección, sin que se obstaculice ni demore en forma innecesaria el
funcionamiento normal de la instalación.

Sesión de información previa a la inspección y plan de inspección

32. Para facilitar la elaboración de un plan de inspección, el Estado Parte
inspeccionado organizará una sesión de información sobre seguridad y logística
al grupo de inspección con anterioridad al acceso.

33. La sesión de información previa a la inspección se desarrollará de confor-
midad con el párrafo 37 de la parte II del presente Anexo. Durante esa sesión, el
Estado Parte inspeccionado podrá indicar al grupo de inspección el equipo, la
documentación o las zonas que considere sensitivos y no relacionados con la fina-
lidad de la inspección por denuncia. Además, personal responsable del polígono
informará al grupo de inspección sobre la distribución en planta y demás caracte-
rísticas pertinentes del polígono. Se proporcionará al grupo un mapa o esquema
trazado a escala en el que figuren todas las estructuras y características geográfi-
cas significativas del polígono. El grupo de inspección será también informado
sobre la disponibilidad de personal y registros de la instalación.

34. Tras la sesión de información previa a la inspección, el grupo de inspec-
ción preparará, sobre la base de la información disponible y apropiada, un plan
inicial de inspección en el que se especifiquen las actividades que vaya a reali-
zar el grupo, incluidas las zonas concretas del polígono a las que se desea tener
acceso. En el plan de inspección se especificará también si el grupo de inspec-
ción ha de dividirse en subgrupos. El plan de inspección será facilitado a los
representantes del Estado Parte inspeccionado y del polígono de inspección. La
ejecución del plan se ajustará a las disposiciones de la sección C, incluidas las
referentes a acceso y actividades.

Actividades del perímetro

35. El grupo de inspección, a su llegada al perímetro definitivo o bien al
alternativo, si se hubiera llegado antes a éste, tendrá derecho a comenzar inme-
diatamente las actividades del perímetro de conformidad con el procedimiento
establecido en la presente sección y a continuar esas actividades hasta la termi-
nación de la inspección por denuncia.

36. Al realizar las actividades del perímetro, el grupo de inspección tendrá
derecho a:

a) utilizar instrumentos de vigilancia de conformidad con los párrafos 27 a
30 de la parte II del presente Anexo;

b) tomar muestras por fricación y muestras de aire, suelo o efluentes, y
c) realizar cualquier otra actividad que puedan convenir el grupo de inspec-

ción y el Estado Parte inspeccionado.
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37. El grupo de inspección podrá realizar las actividades del perímetro den-
tro de una banda exterior al perímetro y circundante a éste que no rebase 50
metros de ancho. Si el Estado Parte inspeccionado accede a ello, el grupo de
inspección podrá tener también acceso a cualquier edificio y estructura que se
encuentre en la banda del perímetro. Toda la dirección de la vigilancia estará
orientada hacia el interior. Por lo que se refiere a las instalaciones declaradas, la
banda, a discreción del Estado Parte inspeccionado, podría discurrir por el inte-
rior, el exterior o ambos lados del perímetro declarado.

C. DESARROLLO DE LAS INSPECCIONES

Normas generales

38. El Estado Parte inspeccionado proporcionará acceso al interior del perí-
metro solicitado, así como del perímetro definitivo, si éste fuera diferente. El
alcance y naturaleza del acceso a un lugar o lugares determinados dentro de
esos perímetros serán negociados entre el grupo de inspección y el Estado Parte
inspeccionado sobre la base de un acceso controlado.

39. El Estado Parte inspeccionado proporcionará acceso al interior del perí-
metro solicitado lo antes posible, pero, en cualquier caso, 108 horas después, a
más tardar, de la llegada del grupo de inspección al punto de entrada para acla-
rar la preocupación por la posible falta de cumplimiento de la presente Conven-
ción planteada en la solicitud de inspección.

40. A petición del grupo de inspección, el Estado Parte inspeccionado podrá
proporcionar acceso aéreo al polígono de inspección.

41. Al satisfacer la exigencia de facilitar el acceso previsto en el párrafo 38,
el Estado Parte inspeccionado estará obligado a brindar el mayor grado de acce-
so, teniendo en cuenta cualesquiera obligaciones constitucionales que pueda
tener en relación con derechos de propiedad o registros e incautaciones. El Esta-
do Parte inspeccionado tendrá derecho, con arreglo al acceso controlado, a
adoptar las medidas necesarias para proteger la seguridad nacional. El Estado
Parte inspeccionado no podrá invocar las disposiciones del presente párrafo
para ocultar la evasión de sus obligaciones ni realizar actividades prohibidas por
la presente Convención.

42. Si el Estado Parte inspeccionado no brindase pleno acceso a lugares,
actividades o información, estará obligado a hacer todos los esfuerzos razona-
bles para proporcionar otros medios de aclarar la preocupación por la posible
falta de cumplimiento que haya suscitado la inspección por denuncia.

43. Tras la llegada al perímetro definitivo de las instalaciones declaradas en
virtud de los artículos IV, V y VI, se brindará acceso después de la sesión de
información previa a la inspección y del debate del plan de inspección, que se
limitará al mínimo necesario y que, en cualquier caso, no excederá de tres
horas. Por lo que se refiere a las instalaciones declaradas en virtud del apartado
d) del párrafo 1 del artículo III, se celebrarán negociaciones y el acceso contro-
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lado comenzará 12 horas después, a más tardar, de la llegada al perímetro defi-
nitivo.

44. Al realizar la inspección por denuncia de conformidad con la solicitud
de inspección, el grupo de inspección utilizará únicamente los métodos necesa-
rios para aportar suficientes hechos pertinentes que aclaren la preocupación por
la posible falta de cumplimiento de las disposiciones de la presente Convención
y se abstendrá de toda actividad que no guarde relación con ello. Obtendrá y
documentará los hechos relacionados con la posible falta de cumplimiento de la
presente Convención por el Estado Parte inspeccionado, pero no tratará de obte-
ner ni documentará información que no esté claramente relacionada con ello,
salvo que el Estado Parte inspeccionado se lo pida de modo expreso. No se con-
servará ningún material obtenido del que se determine posteriormente que no es
pertinente.

45. El grupo de inspección se guiará por el principio de realizar la inspec-
ción por denuncia de la manera menos intrusiva posible, que sea compatible
con el eficaz y oportuno cumplimiento de su misión. Siempre que sea posible,
el grupo de inspección comenzará por los procedimientos menos intrusivos que
considere aceptables y solamente pasará a procedimientos más intrusivos en la
medida en que lo juzgue necesario.

Acceso controlado

46. El grupo de inspección tomará en consideración las sugerencias de modi-
ficación del plan de inspección y las propuestas que formule el Estado Parte ins-
peccionado en cualquier fase de la inspección, incluida la sesión de información
previa a la inspección, para garantizar la protección de aquel equipo, informa-
ción o zonas sensitivos que no estén relacionados con las armas químicas.

47. El Estado Parte inspeccionado designará los puntos de entrada / salida
del perímetro que han de utilizarse para el acceso. El grupo de inspección y el
Estado Parte inspeccionado negociarán: el grado de acceso a un lugar o lugares
determinados dentro de los perímetros definitivo y solicitado, conforme a lo
dispuesto en el párrafo 48; las actividades concretas de inspección, incluida la
toma de muestras, que haya de realizar el grupo de inspección; la realización de
determinadas actividades por el Estado Parte inspeccionado; y la facilitación de
determinada información por el Estado Parte inspeccionado.

48. De conformidad con las disposiciones pertinentes del Anexo sobre con-
fidencialidad, el Estado Parte inspeccionado tendrá derecho a adoptar medidas
para proteger instalaciones sensitivas e impedir la revelación de información y
datos confidenciales no relacionados con las armas químicas. Entre esas medi-
das podrán figurar:

a) la retirada de documentos sensitivos de locales de oficina;
b) el recubrimiento de presentaciones visuales, material y equipos sensitivos;
c) el recubrimiento de partes sensitivas de equipo, tales como sistemas com-

putadorizados o electrónicos;
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d) la desconexión de sistemas computadorizados y de dispositivos indicado-
res de datos;

e) la limitación del análisis de muestras a la comprobación de la presencia o
ausencia de sustancias químicas enumeradas en las Listas 1, 2 ó 3 o de los pro-
ductos de degradación correspondientes;

f) el acceso selectivo aleatorio en virtud del cual se pide a los inspectores
que elijan libremente un porcentaje o número determinado de edificios para su
inspección; cabe aplicar el mismo principio al interior y contenido de edificios
sensitivos;

g) la autorización excepcional de acceso a inspectores individuales sola-
mente a determinadas partes del polígono de inspección.

49. El Estado Parte inspeccionado hará todos los esfuerzos razonables por
demostrar al grupo de inspección que ningún objeto, edificio, estructura, conte-
nedor o vehículo al que el grupo de inspección no haya tenido pleno acceso, o
que haya sido protegido de conformidad con el párrafo 48, no se utiliza para
fines relacionados con las preocupaciones por la posible falta de cumplimiento
planteadas en la solicitud de inspección.

50. Esto puede realizarse, entre otras cosas, mediante la retirada parcial de
un recubrimiento o cobertura de protección ambiental, a discreción del Estado
Parte inspeccionado, mediante la inspección visual del interior de un espacio
cerrado desde la entrada o por otros métodos.

51. En el caso de las instalaciones declaradas en virtud de los artículos IV,
V y VI, se aplicarán las disposiciones siguientes:

a) respecto de las instalaciones sobre las que se hayan concertado acuerdos
de instalación, no habrá obstáculo alguno al acceso ni a las actividades que se
realicen en el interior del perímetro definitivo con sujeción a los límites estable-
cidos en los acuerdos;

b) respecto de las instalaciones sobre las que no se hayan concertado acuer-
dos de instalación, la negociación del acceso y actividades se regirá por las
directrices generales de inspección aplicables que se establezcan en virtud de la
presente Convención;

c) el acceso que vaya más allá del concedido para las inspecciones con arre-
glo a los artículos IV, V y VI será controlado de conformidad con los procedi-
mientos estipulados en la presente sección.

52. En el caso de las instalaciones declaradas en virtud del apartado d) del
párrafo 1 del artículo III se aplicará lo siguiente: si el Estado Parte inspecciona-
do, utilizando los procedimientos previstos en los párrafos 47 y 48, no ha brin-
dado pleno acceso a zonas o estructuras no relacionadas con las armas quími-
cas, hará todos los esfuerzos razonables por demostrar al grupo de inspección
que esas zonas o estructuras no se destinan a fines relacionados con las preocu-
paciones por la posible falta de cumplimiento planteadas en la solicitud de ins-
pección.
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Observador

53. De conformidad con lo dispuesto en el párrafo 12 del artículo IX sobre
la participación de un observador en la inspección por denuncia, el Estado Parte
solicitante se mantendrá en contacto con la Secretaría Técnica para coordinar la
llegada del observador al mismo punto de entrada que el grupo de inspección
dentro de un plazo razonable a partir de la llegada del grupo de inspección.

54. El observador tendrá el derecho, durante todo el período de inspección,
a estar en comunicación con la embajada del Estado Parte solicitante en el Esta-
do Parte inspeccionado o en el Estado huésped o, de no haber tal embajada, con
el propio Estado Parte solicitante. El Estado Parte inspeccionado proporcionará
medios de comunicación al observador.

55. El observador tendrá el derecho de llegar al perímetro alternativo o defi-
nitivo del polígono de inspección, según cual sea al que el grupo de inspección
llegue en primer lugar, y de acceder al polígono de inspección en la medida en
que lo autorice el Estado Parte inspeccionado. El observador tendrá el derecho
de formular recomendaciones al grupo de inspección, que éste tomará en cuenta
en la medida que lo estime conveniente. Durante toda la inspección, el grupo de
inspección mantendrá informado al observador sobre el desarrollo de la inspec-
ción y sus conclusiones.

56. Durante todo el período en el país, el Estado Parte inspeccionado pro-
porcionará o dispondrá los servicios necesarios para el observador, tales como
medios de comunicación, servicios de interpretación, transporte, espacio de tra-
bajo, alojamiento, comidas y atención médica. Todos los gastos relacionados
con la permanencia del observador en el territorio del Estado Parte inspecciona-
do o del Estado huésped serán sufragados por el Estado Parte solicitante.

Duración de la inspección

57. El período de inspección no excederá de 84 horas, salvo que sea prorro-
gado mediante acuerdo con el Estado Parte inspeccionado.

D. ACTIVIDADES POSTERIORES A LA INSPECCIÓN

Partida

58. Una vez concluidos los procedimientos posteriores a la inspección en el
polígono de inspección, el grupo de inspección y el observador del Estado Parte
solicitante se dirigirán sin demora a un punto de entrada y abandonarán el terri-
torio del Estado Parte inspeccionado en el más breve plazo posible.

Informes

59. En el informe sobre la inspección se resumirán de manera general las
actividades realizadas por el grupo de inspección y las conclusiones de hecho a
que haya llegado éste, sobre todo en lo que respecta a las preocupaciones por la
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posible falta de cumplimiento de la presente Convención que se hubieran indi-
cado en la solicitud de inspección por denuncia, limitándose a la información
directamente relacionada con la presente Convención. Se incluirá también una
evaluación por el grupo de inspección del grado y naturaleza del acceso y coo-
peración facilitados a los inspectores y la medida en que esto les haya permitido
cumplir el mandato de inspección. Se presentará información detallada sobre las
preocupaciones por la posible falta de cumplimiento de la presente Convención
que se hubieran indicado en la solicitud de inspección por denuncia, en forma
de apéndice, al informe final, que será conservado por la Secretaría Técnica con
salvaguardias adecuadas para proteger la información sensitiva.

60. El grupo de inspección, 72 horas después, a más tardar, de su regreso a
su lugar principal de trabajo, presentará al Director General un informe prelimi-
nar sobre la inspección, habiendo tenido en cuenta, entre otras cosas, el párrafo
17 del Anexo sobre confidencialidad. El Director General transmitirá sin demo-
ra el informe preliminar al Estado Parte solicitante, al Estado Parte inspecciona-
do y al Consejo Ejecutivo.

61. Veinte días después, a más tardar, de la terminación de la inspección por
denuncia, se facilitará un proyecto de informe final al Estado Parte inspecciona-
do. El Estado Parte inspeccionado tendrá derecho a especificar cualquier infor-
mación y datos no relacionados con las armas químicas que, a su juicio, no
deban ser distribuidos fuera de la Secretaría Técnica debido a su carácter confi-
dencial. La Secretaría Técnica estudiará las propuestas de modificación del pro-
yecto de informe final de inspección hechas por el Estado Parte inspeccionado
para adoptarlas, discrecionalmente, siempre que sea posible. Seguidamente, el
informe final será presentado al Director General 30 días después, a más tardar,
de la terminación de la inspección por denuncia para su ulterior distribución y
examen de conformidad con los párrafos 21 a 25 del artículo IX.

PARTE XI

INVESTIGACIONES EN CASOS DE PRESUNTO EMPLEO

DE ARMAS QUÍMICAS

A. DISPOSICIONES GENERALES

1. Las investigaciones sobre el presunto empleo de armas químicas o sobre
el presunto empleo de agentes de represión de disturbios como método de guerra
iniciadas de conformidad con los artículos IX o X se realizarán con arreglo al
presente Anexo y al procedimiento detallado que determine el Director General.

2. En las disposiciones adicionales siguientes se indican los procedimientos
concretos que deben observarse en casos de presunto empleo de armas químicas.
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B. ACTIVIDADES PREVIAS A LA INSPECCIÓN

Solicitud de una investigación

3. En la medida de lo posible, la solicitud que ha de presentarse al Director
General para que se investigue el presunto empleo de armas químicas debe
incluir la información siguiente:

a) el Estado Parte en cuyo territorio haya ocurrido el presunto empleo de
armas químicas;

b) el punto de entrada u otras rutas seguras de acceso sugeridas;
c) la localización y características de las zonas en que haya ocurrido el pre-

sunto empleo de armas químicas;
d) el momento del presunto empleo de armas químicas;
e) los tipos de armas químicas presuntamente empleadas;
f) el alcance del presunto empleo;
g) las características de las posibles sustancias químicas tóxicas;
h) los efectos sobre los seres humanos, la fauna y la flora; y
i) solicitud de asistencia concreta, en su caso.

4. El Estado Parte que haya solicitado la investigación podrá proporcionar
en cualquier momento toda información complementaria que estime oportuna.

Notificación

5. El Director General acusará inmediatamente recibo al Estado Parte solici-
tante de su solicitud e informará al Consejo Ejecutivo y a todos los Estados Partes.

6. En su caso, el Director General hará una notificación al Estado Parte en
cuyo territorio se haya solicitado una investigación. El Director General hará
también una notificación a otros Estados Partes si se solicita el acceso a sus
territorios durante la investigación.

Nombramiento del grupo de inspección

7. El Director General preparará una lista de expertos calificados cuyas
especiales competencias pudieran necesitarse en una investigación sobre el pre-
sunto empleo de armas químicas y la mantendrá actualizada constantemente.
Dicha lista será comunicada por escrito a cada Estado Parte 30 días después, a
más tardar, de la entrada en vigor de la presente Convención y siempre que se
produzca cualquier modificación en ella. Se considerará que cualquier experto
calificado incluido en esa lista queda nombrado a menos que un Estado Parte
declare por escrito su no aceptación 30 días después, a más tardar, de haber
recibido la lista.

8. El Director General elegirá al jefe y a los miembros de un grupo de ins-
pección de entre los inspectores y ayudantes de inspección ya nombrados para
las inspecciones por denuncia, teniendo en cuenta las circunstancias y la natura-
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leza concreta de una determinada solicitud. Además, los miembros del grupo de
inspección podrán ser elgidos de entre la lista de expertos calificados cuando,
en opinión del Director General, se necesiten para la adecuada realización de
una determinada investigación conocimientos técnicos de que no dispongan los
inspectores ya nombrados.

9. Al informar al grupo de inspección, el Director General comunicará cual-
quier dato complementario que le haya facilitado el Estado solicitante o que
haya obtenido de otras fuentes, a fin de garantizar que la inspección se realice
de la manera más eficaz y conveniente.

Envío del grupo de inspección

10. En cuanto reciba una solicitud de investigación del presunto empleo de
armas químicas, el Director General, mediante contactos con los Estados Partes
pertinentes, solicitará y confirmará los arreglos para la recepción del grupo en
condiciones de seguridad.

11. El Director General enviará al grupo lo antes posible, teniendo en cuen-
ta la seguridad de éste.

12. Si el grupo de inspección no ha sido enviado dentro de las 24 horas
siguientes a la recepción de la solicitud, el Director General comunicará al Con-
sejo Ejecutivo y a los Estados Partes interesados los motivos de la demora.

Información

13. El grupo de inspección tendrá derecho a ser informado por representan-
tes del Estado Parte inspeccionado a su llegada y en cualquier momento durante
la inspección.

14. Antes del comienzo de la inspección, el grupo de inspección preparará
un plan de inspección que sirva, entre otras cosas,  de base para los arreglos
logísticos y de seguridad. El plan de inspección será actualizado según sea
necesario.

C. DESARROLLO DE LAS INSPECCIONES

Acceso

15. El grupo de inspección tendrá el derecho de acceso a todas y cada una
de las zonas que pudieran verse afectadas por el presunto empleo de armas quí-
micas. Tendrá también el derecho de acceso a hospitales, campamentos de refu-
giados y demás lugares que considere oportuno para la eficaz investigación del
presunto empleo de armas químicas. A fin de obtener tal acceso, el grupo de
inspección celebrará consultas con el Estado Parte inspeccionado.
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Toma de muestras

16. El grupo de inspección tendrá el derecho de obtener muestras de los
tipos y en las cantidades que considere necesario. A petición del grupo de ins-
pección, cuando éste lo considere necesario, el Estado Parte inspeccionado
prestará asistencia en la obtención de muestras bajo la supervisión de inspecto-
res o ayudantes de inspección. El Estado Parte inspeccionado permitirá también
la inspección de muestras de control adecuadas de zonas vecinas al lugar del
presunto empleo y de otras zonas que solicite el grupo de inspección, y colabo-
rará en tal obtención.

17. Entre las muestras que revisten importancia para la investigación del
presunto empleo figuran sustancias químicas tóxicas, municiones y dispositi-
vos, restos de municiones y dispositivos, muestras ambientales (aire, suelo, flo-
ra, agua, nieve, etc.) y muestras biomédicas de origen humano o animal (sangre,
orina, excrementos, tejidos, etc.).

18. Si no pueden obtenerse duplicados de muestras y el análisis se realiza en
laboratorios externos, cualquier muestra restante será restituida al Estado Parte,
si así lo solicita éste, tras la terminación del análisis.

Ampliación del polígono de inspección

19. Si, durante una inspección, el grupo de inspección considera necesario
ampliar las investigaciones a un Estado Parte vecino, el Director General notifi-
cará a ese Estado Parte la necesidad de acceder a su territorio y solicitará y con-
firmará los arreglos para la recepción del grupo en condiciones de seguridad.

Prórroga de la duración de la inspección

20. Si el grupo de inspección considera que no es posible el acceso en con-
diciones de seguridad a una zona concreta que sea pertinente para la investiga-
ción, se informará inmediatamente de ello al Estado Parte solicitante. En caso
necesario, se prorrogará el período de inspección hasta que pueda proporcionar-
se el acceso en condiciones de seguridad y el grupo de inspección haya conclui-
do su misión.

Entrevistas

21. El grupo de inspección tendrá derecho a entrevistar y examinar a las
personas que hayan podido resultar afectadas por el presunto empleo de armas
químicas. También tendrá derecho a entrevistar a testigos oculares del presunto
empleo de armas químicas y al personal médico y demás personas que hayan
tratado a quienes hayan podido resultar afectados por el presunto empleo de
armas químicas o que hayan tenido contacto con éstos. El grupo de inspección
tendrá acceso a los historiales médicos, de disponerse de ellos, y podrá partici-
par, en su caso, en las autopsias de las personas que hayan podido resultar afec-
tadas por el presunto empleo de armas químicas.
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D. INFORMES

Procedimiento

22. El grupo de inspección, 24 horas después, a más tardar, de su llegada al
territorio del Estado Parte inspeccionado, remitirá un informe sobre la situación
al Director General. Seguidamente, a lo largo de la investigación, remitirá los
informes sobre la marcha de los trabajos que considere necesario.

23. El grupo de inspección, 72 horas después, a más tardar, de su regreso a
su lugar principal de trabajo, presentará un informe preliminar al Director
General. El informe final será presentado al Director General por el grupo de
inspección 30 días después, a más tardar, de su regreso a su lugar principal de
trabajo. El Director General transmitirá sin demora el informe preliminar y el
informe final al Consejo Ejecutivo y a todos los Estados Partes.

Contenido

24. El informe sobre la situación indicará toda necesidad urgente de asisten-
cia y cualquier otra información pertinente. Los informes sobre la marcha de los
trabajos indicarán toda necesidad ulterior de asistencia que pueda determinarse
en el curso de la investigación.

25. En el informe final se resumirán las conclusiones fácticas de la inspec-
ción, especialmente en lo que se refiere al presunto empleo mencionado en la
solicitud. Además, en los informes de una investigación sobre el presunto
empleo se incluirá una descripción del procedimiento de investigación y de sus
diversas fases, con especial referencia a:

a) los lugares y momento de la toma de muestras y los análisis in situ; y
b) elementos probatorios, tales como registros de entrevistas, resultados de

reconocimientos médicos y análisis científicos y los documentos examinados
por el grupo de inspección.

26. Si el grupo de inspección obtiene durante su investigación, entre otras
cosas mediante la identificación de cualquier impureza u otras sustancias en el
análisis de laboratorio de las muestras tomadas, cualquier información que
pudiera servir para identificar el origen de cualquier arma química empleada,
incluirá tal información en el informe.

E. ESTADOS NO PARTES EN LA PRESENTE CONVENCIÓN

27. En el caso del presunto empleo de armas químicas en que haya interve-
nido un Estado no Parte en la presente Convención o que haya ocurrido en un
territorio no controlado por un Estado Parte, la Organización colaborará estre-
chamente con el Secretario General de las Naciones Unidas. Previa solicitud, la
Organización pondrá sus recursos a disposición del Secretario General de las
Naciones Unidas.
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ANEXO 3 SOBRE LA PROTECCIÓN
DE LA INFORMACION CONFIDENCIAL

(ANEXO SOBRE CONFIDENCIALIDAD)

A. PRINCIPIOS GENERALES PARA LA MANIPULACIÓN DE INFORMA-
CIÓN CONFIDENCIAL

1. La verificación de las actividades y las instalaciones tanto civiles como
militares se llevará a cabo con sujeción a la obligación de proteger la informa-
ción confidencial. De conformidad con las obligaciones generales enunciadas
en el artículo VIII, la Organización:

a) sólo solicitará la cantidad mínima de información y datos que sea necesa-
ria para el desempeño oportuno y eficiente de las responsabilidades que le
incumben en virtud de la presente Convención;

b) adoptará las medidas necesarias para cerciorarse de que los inspectores y
demás miembros del personal de la Secretaría Técnica satisfacen los requisitos
más elevados de eficiencia, competencia e integridad;

c) elaborará acuerdos y normas para el cumplimiento de las disposiciones
de la presente Convención y especificará con la mayor precisión posible la
información que todo Estado Parte debe poner a disposición de la Organización.

2. Incumbirá al Director General la responsabilidad primordial de garantizar
la protección de la información confidencial. El Director General establecerá un
régimen estricto para la manipulación de información confidencial por la Secre-
taría Técnica y, al hacerlo, observará las directrices siguientes:

a) se considerará que la información es confidencial:

i) si así lo indica el Estado Parte del que se haya obtenido la información y
al que se refiere ésta; o

ii) si, a juicio del Director General, cabe razonablemente prever que su
revelación no autorizada causará perjuicios al Estado Parte a que se
refiere o a los mecanismos para la aplicación de la presente Convención.

b) la dependencia competente de la Secretaría Técnica evaluará todos los
datos y documentos obtenidos por la Secretaría Técnica para determinar si con-
tienen información confidencial. Se comunicarán sistemáticamente a los Esta-
dos Partes los datos que éstos soliciten para contar con la seguridad de que los
demás Estados Partes siguen cumpliendo la presente Convención. Entre esos
datos figurarán los siguientes:

i) los informes y las declaraciones iniciales y anuales presentados por los
Estados Partes en virtud de los artículos III, IV, V y VI, de conformi-
dad con las disposiciones enunciadas en el Anexo sobre verificación.
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ii) los informes generales sobre los resultados y la eficacia de las activida-
des de verificación, y

iii) la información que se ha de comunicar a todos los Estados Partes de
conformidad con las disposiciones de la presente Convención.

c) no se publicará ni se dará a conocer de otro modo ninguna información
obtenida por la Organización en relación con la aplicación de la presente Con-
vención, salvo en las condiciones siguientes:

i) la información general sobre la aplicación de la presente Convención se
podrá compilar y dar a conocer públicamente de conformidad con las
decisiones de la Conferencia o del Consejo Ejecutivo;

ii) se podrá dar a conocer cualquier información con el consentimiento
expreso del Estado Parte al que se refiera;

iii) la Organización no dará a conocer información clasificada como confi-
dencial sino por medio de procedimientos que garanticen que la revela-
ción de la información tan solo responda estricta y exclusivamente a las
necesidades de la presente Convención. La Conferencia examinará y
aprobará esos procedimientos de conformidad con el apartado i) del
párrafo 21 del artículo VIII.

d) se establecerá el grado de sensitividad de los datos o documentos confi-
denciales conforme a criterios que se aplicarán de modo uniforme a fin de ase-
gurar su debida manipulación y protección. Para ello, se introducirá un sistema
de clasificación que,  teniendo en cuenta la labor pertinente realizada en la pre-
paración de la presente Convención, establezca criterios claros que garanticen la
inclusión de la información en las categorías adecuadas de confidencialidad y
la perdurabilidad justificada del carácter confidencial de la información. El sis-
tema de clasificación será lo suficientemente flexible en su aplicación y al mis-
mo tiempo protegerá los derechos de los Estados Partes que aporten información
confidencial. La Conferencia examinará y aprobará un sistema de clasificación
de conformidad con el apartado i) del párrafo 21 del artículo VIII;

e) la información confidencial será conservada en condiciones de seguridad
en los locales de la Organización. La Autoridad Nacional de un Estado Parte
podrá también conservar algunos datos o documentos. La información sensiti-
va, entre otras cosas, fotografías, planos y demás documentos que se necesiten
únicamente para la inspección de una instalación determinada, se podrá mante-
ner bajo llave en esa instalación;

f) en la mayor medida que sea compatible con la eficaz aplicación de las
disposiciones de la presente Convención relativas a la verificación, la Secretaría
Técnica manipulará y conservará la información en forma tal que no pueda
identificarse directamente la instalación a la que corresponde;

g) la cantidad de información confidencial retirada de una instalación será
la mínima necesaria para la aplicación oportuna y eficaz de las disposiciones de
la presente Convención relativas a la verificación; y
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h) el acceso a la información confidencial se regirá de acuerdo con su clasi-
ficación. La difusión de la información confidencial en el interior de la Organi-
zación se hará estrictamente según la necesidad de su conocimiento.

3. El Director General informará anualmente a la Conferencia sobre la apli-
cación por la Secretaría Técnica del régimen establecido para la manipulación
de información confidencial.

4. Los Estados Partes tratarán la información que reciban de la Organiza-
ción de conformidad con el grado de confidencialidad atribuido a esa informa-
ción. Cuando se les solicite, los Estados Partes especificarán el uso que hayan
hecho de la información que les haya facilitado la Organización.

B. EMPLEO Y CONDUCTA DEL PERSONAL DE LA SECRETARÍA TÉCNICA

5. Las condiciones de empleo del personal asegurarán que el acceso a la
información confidencial y la manipulación de ésta se atengan a los procedi-
mientos establecidos por el Director General de conformidad con la sección A.

6. Cada puesto de la Secretaría Técnica llevará aparejado una descripción
oficial de funciones que especifique el ámbito eventual de acceso a la informa-
ción confidencial que se necesita en ese puesto.

7. El Director General, los inspectores y los demás miembros del personal
no revelarán a ninguna persona no autorizada, ni siquiera tras haber cesado en
sus funciones, ninguna información confidencial de que hayan tenido conoci-
miento en el desempeño de sus funciones oficiales. No comunicarán a ningún
Estado, organización o persona ajena a la Secretaría Técnica ninguna informa-
ción a la que tengan acceso en relación con sus actividades respecto de cual-
quier Estado Parte.

8. En el ejercicio de sus funciones, los inspectores sólo solicitarán la infor-
mación y los datos que sean necesarios para el desempeño de su mandato. No
llevarán ningún registro de la información recibida de forma incidental y que
no guarde relación con la verificación del cumplimiento de la presente
Convención.

9. Cada miembro del personal concertará con la Secretaría Técnica un
acuerdo sobre el mantenimiento del secreto que abarcará su período de empleo
y un período de cinco años tras haber cesado en él.

10. A fin de evitar revelaciones improcedentes, se dará a conocer y se recor-
dará en forma adecuada a los inspectores y miembros del personal las conside-
raciones de seguridad y las posibles sanciones que les acarrearían esas revela-
ciones improcedentes.

11. Treinta días antes, por lo menos, de que se autorice a un empleado el
acceso a información confidencial concerniente a actividades realizadas en el
territorio de un Estado Parte o en cualquier otro lugar bajo su jurisdicción o
control, se notificará al Estado Parte interesado la autorización propuesta. En el
caso de los inspectores este requisito quedará satisfecho con la notificación de
una propuesta de nombramiento.
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12. Al evaluar la manera en que los inspectores y demás empleados de la
Secretaría Técnica desempeñan sus funciones, se prestará especial atención al his-
torial de los empleados en cuanto a la protección de la información confidencial.

C. MEDIDAS PARA PROTEGER INSTALACIONES SENSITIVAS E IMPE-
DIR LA REVELACIÓN DE DATOS CONFIDENCIALES DURANTE
LAS ACTIVIDADES DE VERIFICACIÓN IN SITU

13. Los Estados Partes podrán adoptar las medidas que consideren necesa-
rias para proteger la confidencialidad, siempre que satisfagan sus obligaciones
de demostrar el cumplimiento de conformidad con los artículos pertinentes y el
Anexo sobre verificación. Cuando reciban una inspección, podrán indicar al
grupo de inspectores el equipo, la documentación o las esferas que consideran
sensitivos y que no guardan relación con los fines de la inspección.

14. Los grupos de inspección se guiarán por el principio de realizar las ins-
pecciones in situ de la forma menos intrusiva posible que sea compatible con el
eficaz y oportuno desempeño de su misión. Tomarán en consideración las pro-
puestas que formule el Estado Parte que reciba la inspección en cualquier fase
de ésta, para garantizar la protección del equipo o la información sensitivos que
no guarden relación con las armas químicas.

15. Los grupos de inspección acatarán estrictamente las disposiciones esta-
blecidas en los pertinentes artículos y Anexos acerca de la realización de las
inspecciones. Respetarán plenamente los procedimientos destinados a proteger
las instalaciones sensitivas y a impedir la revelación de datos confidenciales.

16. En la elaboración de arreglos y de acuerdos de instalación se prestará la
debida atención a la necesidad de proteger la información confidencial. En los
acuerdos sobre procedimientos de inspección respecto de instalaciones concre-
tas se incluirán también arreglos específicos y detallados sobre la determinación
de las zonas de instalación a las que se concede acceso a los inspectores, la con-
servación de información confidencial in situ, el alcance de la labor de inspec-
ción en las zonas convenidas, la toma de muestras y su análisis, el acceso a los
registros y la utilización de instrumentos y equipo de vigilancia continua.

17. En el informe que se ha de preparar después de cada inspección sólo se
incluirán los hechos relacionados con el cumplimiento de la presente Conven-
ción. El informe se tramitará de conformidad con las normas establecidas por la
Organización para la manipulación de información confidencial. En caso nece-
sario, la información contenida en el informe se convertirá a formas menos sen-
sitivas antes de transmitirse fuera de la Secretaría Técnica y del Estado Parte
inspeccionado.

D. PROCEDIMIENTO EN CASO DE INFRACCIONES O PRESUNTAS
INFRACCIONES DE LA CONFIDENCIALIDAD

18. El Director General establecerá el procedimiento necesario que se ha de
seguir en el caso de infracciones o presuntas infracciones de la confidenciali-
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dad, teniendo en cuenta las recomendaciones que ha de examinar y aprobar la
Conferencia de conformidad con el apartado i) del párrafo 21 del artículo VIII.

19. El Director General supervisará la aplicación de los acuerdos individua-
les sobre el mantenimiento del secreto. Iniciará rápidamente una investigación
si, a su juicio, hay indicios suficientes de que se han infringido las obligaciones
relativas a la protección de la información confidencial. También iniciará rápi-
damente una investigación si un Estado Parte denuncia una infracción de la
confidencialidad.

20. El Director General impondrá las medidas punitivas y disciplinarias que
procedan a los miembros del personal que hayan infringido sus obligaciones de
proteger la información confidencial. En los casos de infracciones graves el
Director General podrá levantar la inmunidad judicial.

21. Los Estados Partes, en la medida de lo posible, cooperarán con el Direc-
tor General y lo apoyarán en la investigación de toda infracción o presunta
infracción de la confidencialidad y en la adopción de medidas adecuadas en
caso de que se haya determinado la infracción.

22. La Organización no será responsable de ninguna infracción de la confi-
dencialidad cometida por miembros de la Secretaría Técnica.

23. Los casos de infracciones que afecten tanto a un Estado Parte como a la
Organización serán examinados por una Comisión para la solución de contro-
versias relacionadas con la confidencialidad, establecida como órgano subsi-
diario de la Conferencia. La Conferencia designará a esa Comisión. La regla-
mentación de su composición y procedimiento será aprobada por la Conferencia
en su primer período de sesiones.

TEXTO RELATIVO AL ESTABLECIMIENTO
DE UNA COMISIÓN PREPARATORIA

1. Queda establecida la Comisión Preparatoria de la Organización para la
Prohibición de las Armas Químicas (denominada en lo sucesivo la Comisión), a
fin de llevar a cabo los preparatorios necesarios para la eficaz aplicación de la
Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Producción, el Almacena-
miento y el Empleo de Armas Químicas y sobre su Destrucción y para preparar
el primer período de sesiones de la Conferencia de los Estados Partes en esa
Convención.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Comisión
para la celebración de su primer período de sesiones 30 días después, a más tar-
dar, de que la Convención haya sido firmada por 50 Estados.

3. La Comisión tendrá su sede en La Haya, Reino de los Países Bajos.
4. La Comisión estará integrada por todos los Estados que hayan firmado la

Convención. Cada Estado signatario contará con un representante en la Comi-
sión, al que podrán acompañar suplentes y asesores.

5. Los gastos de la Comisión, incluidos los de la Secretaría Técnica provi-
sional, serán sufragados por los Estados signatarios de la Convención que parti-

2-162



cipen en la Comisión de conformidad con la escala de cuotas de las Naciones
Unidas y la participación de los Estados signatarios en la Comisión y el
momento de la firma. La Comisión y la Secretaría Técnica provisional podrán
también recibir contribuciones voluntarias.

6. Todas las decisiones de la Comisión se adoptarán por consenso. Si, a
pesar de los esfuerzos de los representantes por llegar a un consenso, es preciso
someter a votación una cuestión, el Presidente de la Comisión aplazará la vota-
ción por 24 horas y durante ese período hará todo lo posible por facilitar el
logro de un consenso, e informará a la comisión antes de que se cumpla ese pla-
zo. Si, transcurridas las 24 horas, no ha sido posible llegar a un consenso, la
Comisión adoptará las decisiones sobre cuestiones de procedimiento por mayo-
ría simple de los miembros presentes y votantes. Las decisiones sobre cuestio-
nes de fondo se adoptarán por mayoría de dos tercios de los miembros presentes
y votantes. Si se plantea el caso de si una cuestión es, o no, de fondo, se consi-
derará que la cuestión es de fondo, salvo que la Comisión decida otra cosa por
la mayoría necesaria para la adopción de decisiones sobre cuestiones de fondo.

7. La Comisión tendrá la capacidad jurídica necesaria para el ejercicio de
sus funciones y el cumplimiento de sus fines.

8. La Comisión:

a) elegirá su Presidente y demás miembros de la mesa, aprobará su regla-
mento, se reunirá cuantas veces sea necesario y establecerá los comités que con-
sidere oportunos;

b) nombrará su Secretario Ejecutivo;
c) establecerá una Secretaría Técnica provisional para que asista a la Comi-

sión en sus actividades y desempeñe las funciones que la Comisión determine,
y nombrará el personal necesario encargado de la labor preparatoria relativa a
las actividades principales que habrá de realizar la Secretaría Técnica que se
establezca en virtud de la Convención. Solamente podrán ser designados para
formar parte de la Secretaría Técnica provisional nacionales de los Estados sig-
natarios;

d) establecerá reglamentos administrativos y financieros en relación con sus
propios gastos y cuentas.

9. La Comisión llevará a cabo los preparativos para el primer período de
sesiones de la Conferencia de los Estados Partes, incluida la elaboración de un
proyecto de programa y de un proyecto de reglamento.

10. La Comisión realizará, entre otras, las siguientes tareas relacionadas con
la Organización y labor de la Secretaría Técnica y que requieran atención inme-
diata una vez que entre en vigor la Convención:

a) elaboración de un cuadro detallado del personal de la Secretaría Técnica,
incluidos los organigramas para la adopción de decisiones;

b) evaluaciones de las necesidades de personal;
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c) elaboración de un reglamento que fije la contratación del personal y las
condiciones de servicio;

d) contratación y capacitación de personal técnico y de apoyo;
e) organización de los servicios de oficina y administrativos;
f) preparación de un reglamento administrativo y financiero;
g) adquisición y normalización de equipo;

11. La Comisión realizará, entre otras, las siguientes tareas sobre cuestiones
de la Organización que requieran atención inmediata una vez que entre en vigor
la Convención:

a) preparación del programa de trabajo y del presupuesto para el primer año
de actividades de la Organización;

b) preparación de consignaciones presupuestarias detalladas para la Organi-
zación, teniendo en cuenta que el presupuesto constará de dos capítulos separa-
dos, uno relativo a los costos administrativos y otros costos y el otro a los cos-
tos de verificación;

c) preparación de la escala de contribuciones financieras a la Organización;
d) preparación de reglamentos administrativos y financieros para la Organi-

zación en los que se regulen, entre otras cosas:

i) una supervisión financiera adecuada y la contabilidad que lleve a cabo
la Organización;

ii) la preparación y aprobación de los estados de cuentas periódicos pre-
sentados por la Organización;

iii) la comprobación por una entidad independiente de los estados de cuen-
tas de la Organización; y

iv) la presentación anual de los estados de cuentas comprobados a la Con-
ferencia de los Estados Partes en un período ordinario de sesiones para
su aprobación oficial.

e) elaboración de arreglos para facilitar la elección de 20 miembros por un
mandato de un año en la primera elección del Consejo Ejecutivo.

12. La Comisión elaborará, entre otras cosas, los siguientes proyectos de
acuerdos, disposiciones y directrices para su examen y aprobación por la Confe-
rencia de los Estados Partes de conformidad con el apartado i) del párrafo 21
del artículo VIII de la Convención:

a) directrices sobre procedimientos detallados para la verificación y la reali-
zación de inspecciones, de conformidad, entre otras cosas, con el párrafo 42 de
la parte II del Anexo sobre verificación;

b) listas de artículos que han de almacenarse para asistencia de emergencia
y humanitaria, de conformidad con el apartado b) del párrafo 39 del artículo
VIII;

c) acuerdos entre la Organización y los Estados Partes, de conformidad con
el párrafo 50 del artículo VIII;
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d) procedimiento para la comunicación de información por los Estados Par-
tes acerca de sus programas relacionados con fines de protección, de conformi-
dad con el párrafo 4 del artículo X;

e) una lista de equipo aprobado, de conformidad con el párrafo 27 de la par-
te II del Anexo sobre verificación;

f) procedimientos para la inspección de equipo, de conformidad con el
párrafo 29 de la parte II del Anexo sobre verificación;

g) procedimientos relativos a la aplicación de exigencias de seguridad para
las actividades de los inspectores y ayudantes de inspección, de conformidad
con el párrafo 43 de la parte II del Anexo sobre verificación;

h) procedimientos para su inclusión en el manual de inspección acerca de la
seguridad, integridad y conservación de las muestras y para garantizar la protec-
ción de la confidencialidad de las muestras transferidas para su análisis externo,
de conformidad con el párrafo 56 de la parte II del Anexo sobre verificación;

i) modelos de acuerdos de instalación, de conformidad con el párrafo 8 de la
parte III del Anexo sobre verificación;

j) procedimientos detallados adecuados para aplicar los párrafos 11 y 12 de
la parte III del Anexo sobre verificación, de conformidad con el párrafo 13 de
esa parte;

k) plazos para la presentación de la información especificada en los párrafos
30 a 32 de la sección A de la parte IV del Anexo sobre verificación, de confor-
midad con el párrafo 34 de esa parte;

l) recomendaciones para determinar la frecuencia de las inspecciones siste-
máticas in situ de las instalaciones de almacenamiento, de conformidad con el
párrafo 44 de la sección A de la parte IV del Anexo sobre verificación;

m) recomendaciones para directrices destinadas a arreglos de verificación
transitorios, de conformidad con el párrafo 51 de la sección A de la parte IV del
Anexo sobre verificación;

n) directrices para determinar en qué situación de empleo se encuentran las
armas químicas producidas entre 1925 y 1946, de conformidad con el párrafo 5
de la sección B de la parte IV del Anexo sobre verificación;

o) directrices para determinar la frecuencia de las inspecciones sistemáticas
in situ de las instalaciones de producción de armas químicas, de conformidad
con el párrafo 54 de la parte V del Anexo sobre verificación;

p) criterios relativos a la toxicidad, la corrosión y, en su caso, otros factores
técnicos, de conformidad con el apartado b) del párrafo 71 de la parte V del
Anexo sobre verificación;

q) directrices para evaluar el peligro que para el objeto y propósito de la
Convención plantean las sustancias químicas pertinentes, las características de
la instalación y la naturaleza de las actividades que se realizan en ella, de con-
formidad con el párrafo 23 de la parte VI del Anexo sobre verificación;

r) modelos de acuerdos de instalación que abarquen procedimientos detalla-
dos de inspección, de conformidad con el párrafo 27 de la parte VI del Anexo
sobre verificación;
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s) directrices para evaluar el peligro que para el objeto y propósito de la
Convención plantean las cantidades de sustancias químicas producidas, las
características de la instalación y la naturaleza de las actividades que se realizan
en ella, de conformidad con el párrafo 30 de la parte VI del Anexo sobre verifi-
cación:

t) directrices para disposiciones relativas a sustancias químicas enumeradas
en las Listas en bajas concentraciones, incluso en mezclas, de conformidad con
el párrafo 5 de la parte VII y el párrafo 5 de la parte VIII del Anexo sobre veri-
ficación;

u) directrices para procedimientos sobre la divulgación de información cla-
sificada como confidencial por la Organización, de conformidad con el inciso
iii) del apartado c) del párrafo 2 del Anexo sobre confidencialidad;

v) un sistema de clasificación para grados de sensitividad de datos y docu-
mentos confidenciales, teniendo en cuenta la labor pertinente realizada en la
preparación de la Convención, de conformidad con el apartado d) del párrafo 2
del Anexo sobre confidencialidad;

w) recomendaciones para procedimientos que han de seguirse en casos de
infracciones o presuntas infracciones de la confidencialidad, de conformidad
con el párrafo 18 del Anexo sobre confidencialidad.

13. Con arreglo al párrafo 50 del artículo VIII de la Convención, la Comi-
sión elaborará el Acuerdo de Sede con el País huésped, sobre la base, entre
otras cosas, de los privilegios, inmunidades y arreglos prácticos especificados
en el Anexo 2 al presente texto.

14. La Comisión:

a) facilitará el intercambio de información entre los Estados signatarios
acerca de medidas jurídicas y administrativas para la aplicación de la Conven-
ción y, si se le solicita, prestará asesoramiento a los Estados signatarios sobre
esas cuestiones; y

b) preparará los estudios, informes y registros que estime conveniente.

15. La Comisión preparará un informe final sobre todas las cuestiones
incluidas en el ámbito de su mandato para el primer período de sesiones de la
Conferencia de los Estados Partes y la primera reunión del Consejo Ejecutivo.

16. Los bienes, funciones y recomendaciones de la Comisión serán transfe-
ridos a la Organización en el primer período de sesiones de la Conferencia de
los Estados Partes. La Comisión formulará recomendaciones a la Conferencia
de los Estados Partes sobre esta cuestión.

17. La Comisión permanecerá en existencia hasta la conclusión del primer
período de sesiones de la Conferencia de los Estados Partes.

18. El País huésped se compromete a reconocer a la Comisión, a su perso-
nal y a los delegados de los Estados signatarios la condición jurídica, los privi-
legios y las inmunidades que sean necesarios para el ejercicio independiente de
sus funciones en relación con la Comisión y el cumplimiento de sus objetivos y
propósitos, según se bosquejan en el Anexo 1 al presente texto.
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ANEXO 1 (DEL ANEXO 3)

PRIVILEGIOS, INMUNIDADES Y ARREGLOS PRÁCTICOS

CONCERNIENTES A LA ACOGIDA

DE LA COMISIÓN PREPARATORIA

1. El gobierno de los Países Bajos está dispuesto a otorgar a los delegados
en la Comisión Preparatoria, que hayan sido notificados como tales por el Esta-
do que envía y que residan en La Haya, privilegios e inmunidades análogos a
los otorgados por el gobierno de los Países Bajos a diplomáticos de categoría
comparable de misiones diplomáticas acreditadas ante los Países Bajos.

2. El gobierno de los Países Bajos está dispuesto a aplicar el artículo V de la
Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de los Organismos Especializa-
dos, de 21 de noviembre de 1947, a los delegados en la Comisión Preparatoria
no residentes en el ejercicio de sus funciones y en sus viajes al lugar de reunión
y de regreso de éste.

3. El gobierno de los Países Bajos está dispuesto a otorgar al Secretario Eje-
cutivo y a los funcionarios de la Comisión Preparatoria privilegios e inmunida-
des análogos a los que el gobierno de los Países Bajos se ha comprometido a
otorgar al Director General y a los funcionarios de la Organización para la
Prohibición de las Armas Químicas, según figuran en el Anexo 3 “Privilegios e
inmunidades”, puntos 1, 2 y 3, “Seguridad social”, punto 13, y “Empleo”, pun-
tos 14 y 15.

4. Queda entendido que los compromisos que anteceden serán detallados en
un acuerdo que ha de concertarse con el gobierno de los Países Bajos.

5. Los arreglos prácticos para la acogida de la Comisión Preparatoria se
basarán en la información presentada y los compromisos contraídos por los Paí-
ses Bajos y por la ciudad de La Haya, según figuran en el Anexo 3 del ofreci-
miento de los Países Bajos, en el epígrafe “Edificio y equipo”.

ANEXO 2 (DEL ANEXO 3)

PRIVILEGIOS, INMUNIDADES Y ARREGLOS PRÁCTICOS

QUE HAN DE ESTABLECERSE EN EL ACUERDO DE SEDE

1. El Acuerdo de Sede entre la Organización y los Países Bajos, donde se
encuentra la Sede de la Organización, se basará en la información presentada y
los compromisos contraídos por los Países Bajos y por la ciudad de La Haya,
según figuran en el Anexo 3 del ofrecimiento de los Países Bajos.

2. Con el fin de garantizar el eficaz funcionamiento de la Organización, los
privilegios e inmunidades que han de establecerse en el Acuerdo de Sede se
ajustarán al régimen de Convención sobre las Prerrogativas e Inmunidades de
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los Organismos Especializados, de 21 de noviembre de 1947 (resolución 179/II
de la Asamblea General de las Naciones Unidas).

3. Con objeto de garantizar el eficaz funcionamiento de la Organización, el
Acuerdo de Sede incluirá también disposiciones para:

3.1. el otorgamiento a los jefes de Delegaciones ante la Organización con
categoría de embajadores del título de Representante Permanente y de los privi-
legios e inmunidades a que tienen derecho los embajadores ante los Países
Bajos.

3.2. el establecimiento de un economato libre de impuestos para los funcio-
narios de la Organización que tengan derecho a privilegios de exención fiscal.

3.3. la exención de los impuestos aplicables a los sueldos y emolumentos
que satisfaga la Organización o que estén relacionados con ellos; el País hués-
ped no tomará en cuenta los sueldos y emolumentos exentos de este modo al
determinar el importe del impuesto que ha de aplicarse a la renta procedente de
otras fuentes.

ANEXO 3 (DEL ANEXO 3)

Privilegios e inmunidades

1. Se otorgarán plenos privilegios diplomáticos a los funcionarios de la
Organización y a sus familiares que reúnan las condiciones establecidas en las
disposiciones pertinentes del Acuerdo. Con arreglo al Anexo 1, los Países Bajos
están dispuestos a conceder privilegios diplomáticos al personal de categoría
comparable a P-5 y categorías superiores, de conformidad con el régimen de la
Convención sobre las Prerrogativas e Inmunidades de los Organismos Especia-
lizados, de 21 de noviembre de 1947 (resolución 179/II de la Asamblea General
de las Naciones Unidas).

2. Los demás funcionarios gozarán de:

a) inmunidad de todo tipo de jurisdicción respecto de cualquier declaración
verbal o escrita y de todo acto que realicen a título oficial;

b) en cualquier caso, esa inmunidad no se hará extensiva a las acciones civi-
les de una tercera parte por los daños resultantes de un accidente provocado por
un vehículo de motor perteneciente a un funcionario o conducido o explotado
por éste o respecto de un delito de tráfico en que intervenga tal vehículo;

c) inviolabilidad de todos sus escritos y documentos oficiales;
d) inmunidad de inspección de la valija oficial;
e) exención del impuesto de la renta de los Países Bajos sobre los sueldos y

emolumentos que les satisfaga la Organización.
Además, los funcionarios que no posean la nacionalidad holandesa:
f) gozarán de exención para sí y para sus familiares que formen parte de sus

hogares de todas las medidas de restricción de ingreso y de registro de súbditos
extranjeros. Cualquier visado que puedan necesitar les será expedido gratuita-
mente y lo antes posible;
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g) gozarán de las mismas facilidades de repatriación en tiempo de crisis
internacional que los funcionarios de las misiones diplomáticas, junto con sus
familiares que formen parte de sus hogares;

h) no necesitarán un permiso de trabajo para sus funciones oficiales en la
Organización;

i) de conformidad con los reglamentos vigentes, estarán exentos de dere-
chos e impuestos a la exportación, excepto los pagos por servicios, respecto de
su mobiliario y efectos personales y tendrán derecho a exportar ese mobiliario y
efectos personales sin pago de derechos al término de sus funciones en los Paí-
ses Bajos. Entre los efectos personales podrá figurar un número razonable de
vehículos que hayan sido utilizados en el hogar y que tengan más de seis meses.

3. Además, las personas que hayan vivido fuera de los Países Bajos durante
12 meses, por lo menos, antes de ocupar un cargo en la Organización podrán
importar un vehículo de motor libre de impuestos. Ese vehículo debería ser
importado dentro de los 12 meses siguientes al momento en que ocupen su car-
go y podrá ser vendido libre de impuestos después de transcurridos 12 meses.

4. De conformidad con el Anexo 2, los Países Bajos están dispuestos tam-
bién a otorgar a los Jefes de Delegación que tengan categoría de Embajadores y
estén acreditados ante la Organización para la Prohibición de las Armas Quími-
cas el título de Representantes Permanentes y los privilegios e inmunidades a
que tienen derecho los embajadores en los Países Bajos.

Edificio y equipo

5. Durante la fase preparatoria (cinco años como máximo) se proporcionará
gratuitamente un edificio de oficinas de 3.300 metros cuadrados. Ese edificio
está situado en el centro de La Haya, en las proximidades del Palacio de la Paz
y de varias embajadas. El Centro de Congresos de los Países bajos se encuentra
a 1 km de distancia. Se trata de un edificio moderno de oficinas construido en
1986 que consta de 3.300 metros cuadrados de espacio de oficinas divididos en
cinco pisos.

El espacio de oficinas puede facilitarse inmediatamente tan pronto como la
Organización comience sus trabajos en La Haya. El edificio es lo suficiente-
mente flexible para que la Organización pueda crecer gradualmente hasta un
máximo de 200 personas. La Haya y los Países Bajos pagarán la renta del espa-
cio de oficinas, plazas de estacionamiento para la Organización, costos de man-
tenimiento del edificio y de las instalaciones, costos de energía (calefacción,
refrigeración, electricidad, agua) y costos de ocupación (enmoquetado, división)
durante la fase preparatoria.

6. Antes de la fase de plena aplicación, se prevé que se ponga a disposición
de la Organización un espacio de oficinas con un máximo de 18.000 metros
cuadrados en un nuevo edificio de oficinas construido a tal efecto, que se deno-
minará la “Torre de la Paz”. La construcción podrá iniciarse tan pronto como la
Organización pueda especificar el volumen necesario y ulteriores particulares.
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Se espera que el edificio quede completado dos años y medio más tarde. La
Torre estará situada en el centro de la ciudad, en el distrito comercial, cerca de
la estación central.

Por un período de tres años durante la fase de plena aplicación, La Haya y los
Países Bajos pagarán la renta del espacio de oficinas, 110 plazas de estaciona-
miento para la Organización en el interior del edificio, los costos de mantenimien-
to del edificio y de las instalaciones, los costos de energía (calefacción, refrigera-
ción, electricidad, agua) y los costos de instalación (enmoquetado, división).

El edificio es lo suficientemente flexible para que se pueda ir poniendo
espacio a disposición de la Organización en proporción al número de funciona-
rios hasta un máximo de 18.000 metros cuadrados. Después del período en que
el gobierno de los Países Bajos pagará el espacio de oficinas conforme se indica
anteriormente, ese espacio podrá ser arrendado por la Organización a un precio
garantizado de 250 dólares de los EE.UU. por metro cuadrado (indizado sobre
la base del nivel de precios de 1992 como renta básica).

Si las necesidades de expansión de la Organización son conocidas antes del
final de 1993, el edificio puede ampliarse hasta un máximo de 22.000 metros
cuadrados. Esa ampliación podrá ser arrendada por la Organización a un precio
garantizado de 250 dólares de los EE.UU. por metro cuadrado (indizado sobre
la base del nivel de precios de 1992 como renta básica).

7. En caso necesario, se facilitará gratuitamente una sala de conferencias
para unas 170 delegaciones, durante el período máximo de ocho años del ofreci-
miento de los Países Bajos, en el vecino Palacio de la Paz o en el Centro de
Congresos de los Países Bajos.

8. Con sujeción a la promesa de que todos los suministros de oficina, con-
tratos de servicio y demás material de oficina cuyo costo deba satisfacer la
Organización serán adquiridos a los precios normales en curso de un proveedor
designado por La Haya, el ofrecimiento de los Países Bajos durante la fase pre-
paratoria (cinco años como máximo) incluye:

— el suministro gratuito de todo el mobiliario de oficina necesario, según
las normas oficiales europeas;

— el suministro gratuito de todo el equipo de oficina razonablemente necesario.

Durante la fase preparatoria (cinco años como máximo) el ofrecimiento de
los Países Bajos incluye también:

— el suministro gratuito de una centralita telefónica digital plenamente
integrada, teléfonos en todas las mesas y diez máquinas de fax.

9. Después de la fase preparatoria y durante un período de tres años se
suministrará gratuitamente, por una sola vez, mobiliario de oficina (según las
normas oficiales europeas) y el equipo de oficina que sea razonablemente nece-
sario, quedando entendido que todos los suministros de oficina, contratos de
servicio y demás material de oficina cuyo costo deba satisfacer la Organización
se adquirirán a los precios normales en curso de un proveedor designado por
La Haya.
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Laboratorio / formación

10. El Laboratorio Prins Maurits (PLM) de la Organización de los Países
Bajos para la Investigación Científica Aplicada (TNO), organización plenamen-
te independiente de investigación con fines no lucrativos, facilitará a la Organi-
zación acceso gratuito a su base de datos con datos químicos analíticos. Esa
base de datos contiene datos cromatográficos y espectrométricos de gran núme-
ro de compuestos relacionados con la Convención.

11. El PML está también dispuesto a proporcionar un programa de forma-
ción técnica para 100 a 150 candidatos inspectores de la futura Organización,
procedentes principalmente de países en desarrollo. El programa de formación
será gratuito para los participantes.

12. Por último, el PML, en colaboración, de ser necesario, con otros institu-
tos de la TNO, podrá realizar diversas funciones técnicas de la Organización,
como análisis de muestras, desarrollo de métodos químicos analíticos, síntesis
de compuestos de referencia, calibración y desarrollo de equipo de verificación,
asesoramiento sobre equipo de detección y protección y desarrollo de este equi-
po, equipo de toma de muestras, precintos y marcas, etc., a un precio determina-
do por los costos integrales de sus actividades.

Seguridad Social

13. Si la Organización establece su propio sistema de seguridad social con
una cobertura comparable a los sistemas holandeses, el gobierno de los Países
Bajos eximirá a la Organización, a su Director y a sus funcionarios / personal
del seguro obligatorio con arreglo a los sistemas nacionales de seguridad social.
Las normas de exención quedarán estipuladas en el Acuerdo de Sede. Para las
personas que no estén exentas, se aplicarán los sistemas de seguro obligatorio y
la Organización será responsable del pago de las cuotas.

Empleo

14. A los empleados de organizaciones internacionales en los Países Bajos
que no tengan la nacionalidad holandesa ni estatuto diplomático se les otorgará
—de modo habitual— permisos de trabajo y de residencia por la duración de su
empleo en los Países Bajos.

15. Los familiares de personas que trabajen en la Organización y que tengan
la nacionalidad de uno de los Estados miembros de la Comunidad Europea
podrán ejercer un empleo en los Países Bajos. Los familiares que no sean nacio-
nales de uno de los Estados miembros de la Comunidad Europea podrán ejercer
un empleo con sujeción a las exigencias del mercado laboral.

Condiciones generales relativas al ofrecimiento de los Países Bajos

16. El ofrecimiento de los Países Bajos sigue vigente si la Organización
permanece en La Haya durante toda su existencia.
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17. Los bienes, mobiliario, equipo y demás artículos que se faciliten segui-
rán siendo propiedad del proveedor y / o de los Países Bajos.

Declaración a formular por España

España, en concertación con sus socios de las Comunidades Europeas, for-
mulará en el momento de la firma la siguiente declaración:

“El Reino de España, en su condición de Estado Miembro de las Comunida-
des Europeas, declara que cumplirá las disposiciones de la presente Conven-
ción, en cuanto le conciernan, de acuerdo con las obligaciones que le imponen
las normas de los Tratados Constitutivos de las Comunidades Europeas, en la
medida en que tales normas sean de aplicación.”

2.2.h. CONVENCIÓN SOBRE PROHIBICIÓN DE UTILIZAR TÉCNICAS
DE MODIFICACIÓN AMBIENTAL CON FINES MILITARES U
OTROS FINES HOSTILES. 1976

2.2.h.(1). Nota explicativa

Dentro de las normas que afectan a la conducción de las hostilidades y,
dentro de ellas, a los medios y métodos permitidos y prohibidos se puede
encontrar el presente Convenio, que participa de una doble naturaleza: por un
lado, se trata de una disposición que disciplina los medios de combate, como
ya se ha dicho, y por otro lado, está englobada dentro de los cada vez más
numerosos textos internacionales que tienden a la protección del medio
ambiente.

Ello pone de manifiesto la relación que existe entre la distintas ramas del
Derecho Internacional. En el presente Convenio confluyen el Derecho relati-
vo a la protección del medio ambiente, los derechos humanos fundamentales
y el Derecho de los Conflictos Armados.

Ha sido ratificado por España por Instrumento de 4 de julio de 1978,
habiendo sido depositado el mismo el 5 de octubre de este mismo año, fecha
de su entrada en vigor para nuestra Patria (BOE. núm. 279/1978).

2.2.h.(2). Texto normativo

Por cuanto el día 18 de mayo de 1977, el Plenipotenciario de España, nom-
brado en buena y debida forma al efecto, firmó en Nueva York el Convenio
sobre la prohibición de utilizar técnicas de modificación ambiental con fines
militares y otros fines hostiles, aprobado por la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas el 10 de diciembre de 1976;

Vistos y examinados los diez artículos y anexo que integran dicho Convenio;



Vengo en aprobar y ratificar cuanto en él se dispone, como en virtud del
presente lo apruebo y ratifico, prometiendo cumplirlo, observarlo y hacer que se
cumpla y observe puntualmente en todas sus partes, a cuyo fin, para su mayor
validación y firmeza, mando expedir este Instrumento de Ratificación firmado
por Mí, debidamente sellado y refrendado por el infrascrito Ministro de Asuntos
Exteriores.

Los Estados Partes en la presente Convención:

Guiándose por los intereses del fortalecimiento de la paz y deseando contri-
buir a detener la carrera de armamentos, a conseguir el desarme general y com-
pleto bajo un control internacional estricto y eficaz y a preservar a la humanidad
del peligro de la utilización de nuevos medios de guerra;

Decididos a proseguir las negociaciones para lograr progresos efectivos en
la adopción de medidas adicionales en la esfera del desarme;

Reconociendo que los progresos científicos y técnicos pueden crear nuevas
posibilidades para la modificación del medio ambiente;

Recordando la Declaración de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre
el Medio Humano, aprobada en Estocolmo el 16 de junio de 1972;

Conscientes de que la utilización de técnicas de modificación ambiental con
fines pacíficos podría mejorar la interrelación hombre-naturaleza y contribuir a
preservar y mejorar el medio ambiente en beneficio de las generaciones presen-
tes y venideras;

Reconociendo, sin embargo, que la utilización de esas técnicas con fines
militares u otros fines hostiles podría tener efectos sumamente perjudiciales
para el bienestar del ser humano, 

Deseando prohibir efectivamente la utilización de las técnicas de modifica-
ción ambiental con fines militares u otros fines hostiles a fin de eliminar los
peligros que para la humanidad entrañaría esa utilización, y afirmando su
voluntad de trabajar para lograr ese objetivo;

Deseando asimismo contribuir al fortalecimiento de la confianza entre las
naciones y a mejorar más la situación internacional, de conformidad con los
propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas.

Han convenido en lo siguiente:

Artículo I.

1. Cada Estado Parte en la presente Convención se compromete a no utilizar
técnicas de modificación ambiental con fines militares u otros fines hostiles que
tengan efectos vastos, duraderos o graves, como medios para producir destruc-
ciones, daños o perjuicios a otro Estado Parte.

2. Cada Estado Parte en la presente Convención se compromete a no ayu-
dar, ni alentar ni incitar a ningún Estado o grupo de Estados u organización
internacional a realizar actividades contrarias a las diposiciones del párrafo 1
del presente artículo.
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Artículo II.

A los efectos del artículo I, la expresión técnicas de modificación ambiental
comprende todas las técnicas que tienen por objeto alterar —mediante la mani-
pulación deliberada de los procesos naturales— la dinámica, la composición
o estructura de la Tierra, incluida su biótica, su litosfera, su hidrosfera y su
atmósfera o del espacio ultraterrestre.

Artículo III.

1. Las disposiciones de la presente Convención no impedirán la utilización
de técnicas de modificación ambiental con fines pacíficos ni contravendrán los
principios generalmente reconocidos y las normas aplicables del derecho inter-
nacional relativos a esa utilización.

2. Los Estados Partes en la presente Convención se comprometen a facilitar
el intercambio más amplio posible de información científica y tecnológica sobre
la utilización de técnicas de modificación ambiental con fines pacíficos, y tie-
nen derecho a participar en ese intercambio. Los Estados Partes que puedan
hacerlo contribuirán, individual o conjuntamente con otros Estados u organiza-
ciones internacionales, a la cooperación económica y científica internacional en
la preservación, mejora y utilización del medio ambiente con fines pacíficos,
teniendo debidamente en cuenta las necesidades de las regiones en desarrollo
del mundo.

Artículo IV.

Cada Estado Parte en la presente Convención se compromete a tomar las
medidas que considere necesarias, de conformidad con sus procedimientos
constitucionales, para prohibir y prevenir toda actividad contraria a las disposi-
ciones de la Convención, en cualquier lugar situado bajo su jurisdicción o
control.

Artículo V.

1. Los Estados Partes en la presente Convención se comprometen a consul-
tarse mutuamente y a cooperar en la solución de cualquier problema que surja
en relación con los objetivos de la Convención o en aplicación de sus diposicio-
nes. Las consultas y la cooperación previstas en el presente artículo podrán lle-
varse a cabo también mediante los procedimientos internacionales apropiados
dentro del marco de las Naciones Unidas y de conformidad con su Carta. Entre
esos procedimientos internacionales pueden figurar los servicios de las organi-
zaciones internacionales competentes, así como los de un Comité Consultivo de
Expertos como se prevé en el párrafo 2 del presente artículo.

2. Para los fines que se especifican en el párrafo 1 del presente artículo, el
Depositario, tras la recepción de una solicitud de cualquier Estado Parte en la
presente Convención, convocará en el plazo de un mes un Comité Consultivo
de Expertos. Todo Estado Parte puede designar a un experto para que preste sus
servicios en dicho Comité, cuyas funciones y reglamento se formulan en el ane-
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xo, que forma parte integrante de la Convención. El Comité transmitirá al
Depositario un resumen de sus conclusiones fácticas, en el que se incorporarán
todas las opiniones y todos los datos expuestos al Comité durante sus delibera-
ciones. El Depositario distribuirá el resumen entre todos los Estados Partes.

3. Cualquier Estado Parte en la presente Convención que tenga motivos
para creer que cualquier otro Estado Parte actúa en violación de las obligacio-
nes derivadas de las diposiciones de la Convención podrá presentar una denun-
cia al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Dicha denuncia deberá con-
tener toda la información pertinente, así como todas las pruebas posibles que con-
firmen su fundamento.

4. Cada Estado Parte en la presente Convención se compromete a cooperar
en cualquier investigación que pueda iniciar al Consejo de Seguridad, de con-
formidad con las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas, sobre la
denuncia recibida por el Consejo. Este informará de los resultados de la investi-
gación a los Estados Partes en la Convención.

5. Cada Estado Parte en la presente Convención se compromete a propor-
cionar asistencia o a prestar apoyo, de conformidad con las disposiciones de la
Carta de las Naciones Unidas, a cualquier Estado Parte que lo solicite, si el
Consejo de Seguridad decide que esa Parte ha sido perjudicada o puede resultar
perjudicada como resultado de una violación de la Convención.

Artículo VI.

1. Cualquier Estado Parte en la presente Convención podrá proponer
enmiendas a la Convención. El texto de cualquier enmienda propuesta deberá
ser presentado al Depositario, quien lo distribuirá sin dilación entre todos los
Estados Partes.

2. Una enmienda entrará en vigor, para todos los Estados Partes en la pre-
sente Convención que la hayan aceptado, cuando la mayoría de los Estados Par-
tes hayan depositado en poder del Depositario los instrumentos de aceptación.
A partir de entonces entrará en vigor para cualquiera de los demás Estados Par-
tes en la fecha en que éste deposite su instrumento de aceptación.

Artículo VII.

La presente Convención tendrá duración ilimitada.

Artículo VIII.

1. Transcurridos cinco años desde la entrada en vigor de la presente Con-
vención, el Depositario convocará a una conferencia de los Estados Partes en la
Convención, que se celebrará en Ginebra (Suiza). La conferencia revisará
la aplicación de la Convención para asegurarse de que se están cumpliendo sus
fines y disposiciones y, en particular, estudiará la eficacia de las disposiciones
del párrafo 1 del artículo 1 en cuanto a la eliminación de los peligros de la utili-
zación de técnicas de modificación ambiental con fines militares u otros fines
hostiles.
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2. A partir de ese momento, con intervalos no menores de cinco años, la
mayoría de los Estados Partes en la presente Convención podrá conseguir que
se convoque una conferencia con los mismos objetivos mediante la presenta-
ción de una propuesta al efecto al Depositario.

3. Si no hubiera sido convocada ninguna conferencia, con arreglo al párrafo
2 del presente artículo, dentro de los diez años siguientes a la conclusión de una
conferencia precedente, el Depositario solicitará las opiniones de todos los Esta-
dos Partes en la presente Convención sobre la convocación de tal conferencia.
Si un tercio o diez de los Estados Partes, según el número que sea menor, res-
ponden afirmativamente, el Depositario adoptará inmediatamente medidas para
convocar la conferencia.

Artículo IX.

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados. El
Estado que no firmare la Convención antes de su entrada en vigor de conformi-
dad con el párrafo 3 del presente artículo, podrá adherirse a ella en cualquier
momento.

2. La presente Convención estará sujeta a ratificación por los Estados signa-
tarios. Los instrumentos de ratificación o de adhesión se depositarán en poder
del Secretario General de las Naciones Unidas.

3. La presente Convención entrará en vigor una vez que hayan depositado
sus instrumentos de ratificación veinte gobiernos, de conformidad con el párra-
fo 2 del presente artículo.

4. Para los Estados cuyos instrumentos de ratificación o de adhesión se
depositaren después de la entrada en vigor de la presente Convención, la Con-
vención entrará en vigor en la fecha del depósito de sus instrumentos de ratifi-
cación o de adhesión.

5. El Depositario informará sin dilación a todos los Estados signatarios y a
todos los Estados que se hayan adherido a la presente Convención de la fecha
de cada firma, de la fecha de depósito de cada instrumento de ratificación o de
adhesión y de la fecha de entrada en vigor de la presente Convención y de las
enmiendas a la misma, así como de la recepción de otras notificaciones.

6. La presente Convención será registrada por el Depositario de conformi-
dad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.

Artículo X.

La presente Convención, cuyos textos en español, árabe, chino, francés,
inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas, quien remitirá copias debidamente certificadas
a los gobiernos de los Estados signatarios y de los Estados que se adhieran a la
Convención.

En testimonio de lo cual, los abajo firmantes, debidamente autorizados para
ello por sus respectivos Gobiernos, han firmado la presente Convención, abierta
a la firma en Ginebra el día 18 de mayo de 1977.
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2.2.i. CONVENCIÓN SOBRE PROHIBICIONES O RESTRICCIONES
DEL EMPLEO DE CIERTAS ARMAS CONVENCIONALES QUE
PUEDAN CONSIDERARSE EXCESIVAMENTE NOCIVAS O DE
EFECTOS INDISCRIMINADOS. NUEVA YORK 1980

2.2.i.(1). Nota explicativa

La Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas
armas convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de
efectos indiscriminados (la Convención) aplica dos normas consuetudinarias
generales del Derecho Internacional Humanitario a armas específicas, a saber:
(1) la prohibición de emplear armas que tienen efectos indiscriminados, y (2) la
prohibición de emplear armas que causan daños superfluos. La Convención
constituye un marco abierto en el que se han insertado cinco protocolos que
rigen el uso de armas específicas y al que se podrán añadir nuevos protocolos
cuando los Estados Partes lo consideren necesario. La Convención, que apli-
ca normas consuetudinarias a armas específicas, no restringe la obligación de
los Estados de abstenerse de usar otras armas que no se mencionan en ella,
pero cuyo empleo viole las normas del Derecho Internacional Humanitario.

El principal objeto de la Convención y de sus Protocolos es proteger a la
población civil contra los efectos de ciertas armas y proteger a los combatien-
tes contra sufrimientos excesivos en relación con la necesidad de lograr un
objetivo militar legítimo.

Inicialmente, la Convención y sus tres primeros Protocolos se aplicaban
sólo en caso de conflicto armado internacional.

En 1996, en la Primera Conferencia de Examen, se enmendó el Protocolo II
relativo a las minas, armas trampa y otros artefactos, introduciendo una
ampliación de su ámbito de aplicación a los conflictos armados no internacio-
nales. Las enmiendas introducidas fueron consideradas insuficientes por una
amplia mayoría de Estados. En 2001, en la Segunda Conferencia de Examen,
se acordó también extender el citado ámbito de aplicación a la propia Con-
vención y a los restantes Protocolos.

El 13 de diciembre de 1995, en Viena, se aprobó el cuarto Protocolo por
el que se prohíbe causar ceguera con armas láser, siendo la primera vez desde
1868 que un arma de interés militar ha sido proscrita antes de ser utilizada en
el campo de batalla. 

Ante el gran número de civiles víctimas de proyectiles de artillería, grana-
das, submuniciones de bombas-racimo, morteros y otros artefactos similares
sin explosionar o abandonados, por iniciativa del Comité Internacional de la
Cruz Roja, en el año 2003 se aprobó un nuevo Protocolo (V) relativo a lo res-
tos explosivos de guerra. 
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La Convención así como los tres primeros Protocolos fue ratificada por
España por Instrumento de 3 de diciembre de 1993 (BOE. núm. 89). El Pro-
tocolo II fue enmendado por Instrumento de 19 de enero de 1998 (BOE. núm.
269). La enmienda al artículo 1 de la Convención fue ratificada por España,
mediante Instrumento de 2 de febrero de 2004 (BOE. núm. 65). El Protocolo
IV se ratificó por Instrumento de 12 de enero de 1998 (BOE. núm. 114). El
Protocolo V aún no ha sido ratificado por España.

Los cinco protocolos versan sobre:

Protocolo I – Fragmentos no localizables 

Se prohíbe el empleo de cualquier arma cuyo efecto principal sea lesionar
mediante fragmentos que no puedan localizarse por rayos X en el cuerpo
humano.

Protocolo II – Minas, armas trampa y otros artefactos 

El Protocolo enmendado II define, en primer lugar, las armas a las que se
aplica. Establece una serie de normas generales aplicables a todas las minas
terrestres, armas trampa y otros artefactos, así como normas especiales para
cada tipo de armas.

Algunas obligaciones de aplicación del Protocolo incumben, por lo
demás, a los Estados obligados por éste.

Protocolo III – Armas incendiarias

Las armas incendiarias son las concebidas primordialmente para incendiar
objetos o causar quemaduras a las personas mediante la acción de las llamas
o del calor, por ejemplo, los lanzallamas. No todas las armas que producen
efectos incendiarios están prohibidas, por ejemplo, los proyectiles iluminan-
tes y los perforantes, entre otros, no están prohibidos por ser sus efectos
incendiarios de carácter secundario.

Protocolo IV – Armas láser cegadoras

El Protocolo prohíbe emplear o transferir a un Estado o a cualquier otra
entidad armas láser específicamente concebidas para causar ceguera perma-
nente. No todas las armas láser están prohibidas, ya que éstas tienen múltiples
aplicaciones militares, tales como el señalamiento e identificación de objeti-
vos, telemetría.

Protocolo V – Restos explosivos de guerra

En este Protocolo por primera vez se establece la responsabilidad de los
Estados que producen el problema y se les exige que:

— efectúen la supervisión, señalización y remoción de los restos explosi-
vos de guerra en las zonas que se hallen bajo su control tras un con-
flicto;
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— suministren asistencia técnica, material y financiera para la remoción
de los restos explosivos de guerra dejados por sus fuerzas armadas en
zonas que no están bajo su control;

— registren información sobre los artefactos explosivos utilizados o
abandonados por sus fuerzas armadas y transmitan esa información a
las organizaciones que participan en las actividades de remoción; 

— tomen todas las precauciones factibles para proteger a las personas
civiles contra los efectos de los restos explosivos de guerra, incluidos
la señalización y el vallado de las zonas peligrosas, así como la con-
cienciación de la población sobre los riesgos que corren

2.2.i.(2). Texto normativo

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

Por cuanto el día 10 de abril de 1981, el Plenipotenciario de España, nom-
brado en buena y debida forma al efecto, firmó en Nueva York la Convención
sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales
que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados,
hecha en Ginebra el 10 de octubre de 1980;

Vistos y examinados el preámbulo, los 11 artículos y los tres Protocolos de
dicha Convención, así como la Resolución sobre los sistemas de armas de
pequeño calibre;

Concedida por las Cortes Generales la autorización prevista en el artículo
94.1 de la Constitución;

Vengo en aprobar y ratificar cuanto en él se dispone, como, en virtud del
presente, lo apruebo y ratifico, prometiendo cumplirlo, observarlo y hacer que
se cumpla y observe puntualmente en todas sus partes, a cuyo fin, para su
mayor validación y firmeza, mando expedir este Instrumento de Ratificación
firmado por Mí, debidamente sellado y refrendado por el infrascrito Ministro de
Asuntos Exteriores.

Dado en Madrid, a 3 de diciembre de 1993.

Las Altas Partes Contratantes:

Recordando que, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, todo
Estado tiene el deber, en sus relaciones internacionales, de abstenerse de recu-
rrir a la amenaza o al uso de la fuerza contra la soberanía, la integridad territo-
rial o la independencia política de cualquier Estado, o en cualquier otra forma
incompatible con los propósitos de las Naciones Unidas;

Recordando además el principio general de la protección de la población
civil contra los efectos de las hostilidades;
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Basándose en el principio de derecho internacional según el cual el derecho
de las partes en un conflicto armado a elegir los métodos o medios de hacer la
guerra no es ilimitado, y en el principio que prohíbe el empleo, en los conflictos
armados, de armas, proyectiles, materiales y métodos de hacer la guerra de
naturaleza tal que causen daños superfluos o sufrimientos innecesarios;

Recordando además que está prohibido el empleo de métodos o medios de
hacer la guerra que hayan sido concebidos para causar, o de los que quepa pre-
ver que causen daños extensos, duraderos y graves al medio ambiente natural;

Confirmando su decisión de que, en los casos no previstos en la presente
Convención, en sus Protocolos anexos o en otros Acuerdos Internacionales, la
población civil y los combatientes permanecerán en todo momento bajo la protec-
ción y la autoridad de los principios de derecho internacional derivados de la cos-
tumbre, de los principios de humanidad y de los dictados de la conciencia pública;

Deseando contribuir a la distensión internacional, a la terminación de la carre-
ra de armamentos y a la instauración de la confianza entre los Estados y, por con-
siguiente, a la realización de la aspiración de todos los pueblos de vivir en paz;

Reconociendo la importancia de hacer todo lo posible para contribuir al
logro de progresos conducentes al desarme general y completo bajo un control
internacional estricto y eficaz;

Reafirmando la necesidad de continuar la codificación y el desarrollo pro-
gresivo de las normas de derecho internacional aplicables en los conflictos
armados;

Deseando prohibir o restringir aún más el empleo de ciertas armas conven-
cionales y convencidos de que los resultados positivos que se logren en esta
esfera podrán facilitar las conversaciones más importantes sobre desarme desti-
nadas a poner fin a la producción, el almacenamiento y la proliferación de tales
armas convencionales;

Poniendo de relieve la conveniencia de que todos los Estados se hagan par-
tes en la presente Convención y sus Protocolos anexos, en particular los Estados
militarmente importantes; 

Teniendo presente que la Asamblea General de las Naciones Unidas y la
Comisión de Desarme de las Naciones Unidas pueden decidir examinar la cues-
tión de una posible ampliación del alcance de las prohibiciones y las restriccio-
nes contenidas en la presente Convención y sus Protocolos anexos;

Teniendo presente que el Comité de Desarme puede decidir considerar la
cuestión de adoptar nuevas medidas para prohibir o restringir el empleo de cier-
tas armas convencionales;

Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1. Ambito de aplicación.

La presente Convención y sus Protocolos anexos se aplicarán a las situacio-
nes a que se hace referencia en el artículo 2 común a los Convenios de Ginebra
del 12 de agosto de 1949, relativos a la protección de las víctimas de la guerra,
incluida cualquiera de las situaciones descritas en el párrafo 4 del artículo 1 del
Protocolo I adicional a los Convenios.
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Artículo 2. Relaciones con otros acuerdos internacionales.

Ninguna disposición de la presente Convención ni de sus Protocolos anexos
se interpretará de forma que menoscabe otras obligaciones impuestas a las Altas
Partes Contratantes por el derecho internacional humanitario aplicable en los
conflictos armados.

Artículo 3. Firma.

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados en la
sede de las Naciones Unidas, en Nueva York, durante un período de doce meses
a partir del 10 de abril de 1981.

Artículo 4. Ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

1. La presente Convención estará sujeta a la ratificación, aceptación o apro-
bación de los signatarios. Cualquier Estado que no haya firmado la presente
Convención podrá adherirse a ella.

2. Los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión serán
depositados en poder del Depositario.

3. La manifestación del consentimiento en obligarse por cualquiera de los
Protocolos anexos a la presente Convención será facultativa para cada Estado, a
condición de que en el momento del depósito de su instrumento de ratificación,
aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella, ese
Estado notifique al Depositario su consentimiento en obligarse por dos o más de
esos Protocolos.

4. En cualquier momento después del depósito de su instrumento de ratifi-
cación, aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión a ella,
un Estado podrá notificar al Depositario su consentimiento en obligarse por
cualquier Protocolo anexo por el que no esté ya obligado.

5. Cualquier Protocolo por el que una Alta Parte Contratante esté obligada
será para ella parte integrante de la presente Convención.

Artículo 5. Entrada en vigor.

1. La presente Convención entrará en vigor seis meses después de la fecha
de depósito del vigésimo instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o
adhesión.

2. Para cualquier Estado que deposite su instrumento de ratificación, acepta-
ción, aprobación o adhesión después de la fecha de depósito del vigésimo ins-
trumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión, la presente Con-
vención entrará en vigor seis meses después de la fecha de depósito del corres-
pondiente instrumento por ese Estado.

3. Cada uno de los Protocolos anexos a la presente Convención entrará en
vigor seis meses después de la fecha en que 20 Estados hubieran notificado al
Depositario su consentimiento en obligarse por él, de conformidad con los
párrafos 3 ó 4 del artículo 4 de la presente Convención.
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4. Para cualquier Estado que notifique su consentimiento en obligarse por
un Protocolo anexo a la presente Convención después de la fecha en que 20
Estados hubieren notificado su consentimiento en obligarse por él, el Protocolo
entrará en vigor seis meses después de la fecha en que ese Estado haya notifica-
do al Depositario su consentimiento en obligarse por dicho Protocolo.

Artículo 6. Difusión.

Las Altas Partes Contratantes se comprometen a dar la difusión más amplia
posible en sus países respectivos, tanto en tiempo de paz como en período de
conflicto armado, a la presente Convención y a sus Protocolos anexos por los
que estén obligadas y, en particular, a incorporar el estudio de ellos en los pro-
gramas de instrucción militar, de modo que estos instrumentos sean conocidos
por sus fuerzas armadas.

Artículo 7. Relaciones convencionales a partir de la entrada en vigor de la pre-
sente Convención.

1. Cuando una de las partes en un conflicto no esté obligada por un Protoco-
lo anexo, las partes obligadas por la presente Convención y por ese Protocolo
anexo seguirán obligadas por ellos en sus relaciones mutuas.

2. Cualquie Alta Parte Contratante estará obligada por la presente Conven-
ción y por cualquiera de sus Protocolos anexos por el que ese Estado se haya
obligado, en cualquier situación de las previstas en el artículo 1 y con relación a
cualquier Estado que no sea parte en la presente Convención o que no esté obli-
gado por el Protocolo de que se trate, si este último Estado acepta y aplica la
presente Convención o el Protocolo anexo pertinente y así lo notifica al Deposi-
tario.

3. El Depositario informará inmediatamente a las Altas Partes Contratantes
interesadas de las notificaciones recibidas en virtud del párrafo 2 del presente
artículo.

4. La presente Convención y los Protocolos anexos por los que una Alta
Parte Contratante esté obligada se aplicarán respecto de un conflicto armado
contra esa Alta Parte Contratante, del tipo mencionado en el párrafo 4 del artí-
culo 1 del Protocolo adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de
1949 para la protección de las víctimas de la guerra:

a) cuando la Alta Parte Contratante sea también Parte en el Protocolo adi-
cional I y una autoridad como la mencionada en el párrafo 3 del artículo 96 de
ese Protocolo se haya comprometido a aplicar los Convenios de Ginebra y el
Protocolo I de conformidad con el párrafo 3 del artículo 96 del mencionado
Protocolo, y se comprometa a aplicar la presente Convención y los pertinentes
Protocolos con relación a ese conflicto; o
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b) cuando la Alta Parte Contratante no sea Parte en el Protocolo adicional I
y una autoridad del tipo mencionado en el apartado a) supra acepte y aplique las
obligaciones establecidas en los Convenios de Ginebra y en la presente Con-
vención y en los Protocolos anexos pertinentes con relación a ese conflicto. Tal
aceptación y aplicación surtirán los efectos siguientes con relación a tal conflicto:

i) los Convenios de Ginebra y la presente Convención y sus pertinentes
Protocolos anexos entrarán en vigor respecto de las partes en el conflicto
con efecto inmediato;

ii) la mencionada autoridad asumirá los mismos derechos y las mismas obli-
gaciones que una Alta Parte Contratante en los Convenios de Ginebra, en
la presente Convención y en sus pertinentes Protocolos anexos; y

iii) los Convenios de Ginebra, la presente Convención y sus pertinentes Pro-
tocolos anexos obligarán por igual a todas las partes en el conflicto.

La Alta Parte Contratante y la autoridad también podrán convenir en acep-
tar y aplicar las obligaciones establecidas en el Protocolo adicional I a los Con-
venios de Ginebra sobre una base recíproca.

Artículo 8. Examen y enmiendas.

1. a) En cualquier momento después de la entrada en vigor de la presente
Convención, cualquier Alta Parte Contratante podrá proponer enmiendas a la
presente Convención o a cualquier Protocolo anexo por el que ese Estado esté
obligado. Toda propuesta de enmienda será comunicada al Depositario, quien lo
notificará a todas las Altas Partes Contratantes y recabará su opinión sobre la
conveniencia de convocar una conferencia para considerar la propuesta. Si una
mayoría, que no deberá ser menor de 18 de las Altas Partes Contratantes, convi-
niere en ello, el Depositario convocará sin demora una conferencia a la que se
invitará a todas las Altas Partes Contratantes. Los Estados no Partes en la pre-
sente Convención serán invitados a la conferencia en calidad de observadores.

b) Esa conferencia podrá aprobar enmiendas que se adoptarán y entrarán en
vigor de la misma forma que la presente Convención y los Protocolos anexos, si
bien las enmiendas a la Convención sólo podrán ser adoptadas por las Altas
Partes Contratantes y las enmiendas a un determinado Protocolo anexo sólo
podrán ser adoptadas por las Altas Partes Contratantes que estén obligadas por
ese Protocolo.

2. a) En cualquier momento después de la entrada en vigor de la presente
Convención, cualquier Alta Parte Contratante podrá proponer Protocolos adi-
cionales sobre otras categorías de armas convencionales no comprendidas en
los Protocolos existentes. Toda propuesta de Protocolo adicional será comuni-
cada al Depositario, quien la notificará a todas las Altas Partes Contratantes de
conformidad con el apartado 1.a) del presente artículo. Si una mayoría, que no
deberá ser menor de 18, de las Altas Partes Contratantes conviniere en ello, el
Depositario convocará, sin demora, una conferencia a la que se invitará a todos
los Estados.
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b) Esa conferencia podrá, con la participación plena de todos los Estados
representados en ella, aprobar Protocolos adicionales, que se adoptarán de la
misma forma que la presente Convención, se anexarán a ella y entrarán en vigor
de conformidad con los párrafos 3 y 4 del artículo 5 de la presente Convención.

3. a) Si, al cabo de un período de diez años después de la entrada en vigor
de la presente Convención no se hubiere convocado una conferencia de confor-
midad con los apartados 1.a) ó 2.a) del presente artículo, cualquier Alta Parte
Contratante podrá pedir al Depositario que convoque una conferencia, a la que
se invitará a todas las Altas Partes Contratantes con objeto de examinar el ámbi-
to y el funcionamiento de la presente Convención y de sus Protocolos anexos y
de considerar cualquier propuesta de enmiendas a la Convención o a los Proto-
colos anexos existentes. Los Estados no partes en la Convención serán invitados
a la conferencia en calidad de observadores. La conferencia podrá aprobar
enmiendas, que se adoptarán y entrarán en vigor de conformidad con el aparta-
do 1.b) supra.

b) Esa conferencia podrá, asimismo, considerar cualquier propuesta de Pro-
tocolos adicionales sobre otras categorías de armas convencionales no compren-
didas en los Protocolos anexos existentes. Todos los Estados representados en
la conferencia podrán participar plenamente en la consideración de tales pro-
puestas. Cualquier Protocolo adicional será adoptado de la misma forma que la
presente Convención, se anexará a ella y entrará en vigor de conformidad con
los párrafos 3 y 4 del artículo 5.

c) Esa conferencia podrá considerar si deben adoptarse disposiciones res-
pecto de la convocación de otra conferencia a petición de cualquier Alta Parte
Contratante si, al cabo de un período similar al mencionado en el apartado 3.a)
del presente artículo, no se ha convocado una conferencia de conformidad con
los apartados 1.a) ó 2.a) del presente artículo.

Artículo 9. Denuncia.

1. Cualquier Alta Parte Contratante podrá denunciar la presente Convención
o cualquiera de sus Protocolos anexos, notificándolo así al Depositario.

2. Cualquier denuncia de esta índole sólo surtirá efecto un año después de la
recepción de la notificación por el Depositario. No obstante, si al expirar ese
plazo la Alta Parte Contratante denunciante se halla en una de las situaciones
previstas en el artículo 1, esa Parte continuará obligada por la presente Conven-
ción y los Protocolos anexos pertinentes hasta el fin del conflicto armado o de
la ocupación y, en cualquier caso, hasta la terminación de las operaciones de
liberación definitiva, repatriación o reasentamiento de las personas protegidas
por las normas de derecho internacional aplicables en los conflictos armados, y
en el caso de cualquier Protocolo anexo que contenga disposiciones relativas a
situaciones en las que fuerzas o misiones de las Naciones Unidas desempeñen
funciones de mantenimiento de la paz, observación u otras similares en la zona
de que se trate, hasta la terminación de tales funciones.
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3. Cualquier denuncia de la presente Convención se considerará que se
extiende a todos los Protocolos anexos por los que la Alta Parte Contratante
esté obligada.

4. Cualquier denuncia sólo surtirá efecto respecto de la Alta Parte Contra-
tante que la formule.

5. Ninguna denuncia afectará las obligaciones ya contraídas por tal Alta
Parte Contratante denunciante, como consecuencia de un conflicto armado y en
virtud de la presente Convención y de sus Protocolos anexos, en relación con
cualquier acto cometido antes de que su denuncia resulte efectiva.

Artículo 10. Depositario.
1. El Secretario General de las Naciones Unidas será el Depositario de la

presente Convención y de sus Protocolos anexos.
2. Además de las funciones habituales, el Depositario informará a todos los

Estados acerca de:

a) las firmas de la presente Convención, conforme al artículo 3;
b) el depósito de los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación

de la presente Convención o de adhesión a ella, conforme al artículo 4; 
c) las notificaciones del consentimiento en obligarse por los Protocolos ane-

xos, conforme al artículo 4;
d) las fechas de entrada en vigor de la presente Convención y de cada uno

de sus Protocolos anexos, conforme al artículo 5; 
e) las notificaciones de denuncia recibidas conforme al artículo 9, y las

fechas en que éstas comiencen a surtir efecto.

Artículo 11. Textos auténticos.
El original de la presente Convención con los Protocolos anexos, cuyos tex-

tos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos,
será depositado en poder del Depositario, el cual transmitirá copias certificadas
conformes del mismo a todos los Estados.

PROTOCOLO SOBRE FRAGMENTOS NO LOCALIZABLES

(Protocolo I)

Se prohíbe emplear cualquier arma cuyo efecto principal sea lesionar
mediante fragmentos que no puedan localizarse por rayos X en el cuerpo humano.

PROTOCOLO SOBRE PROHIBICIONES O RESTRICCIONES
DEL EMPLEO DE MINAS, ARMAS TRAMPA Y OTROS ARTEFACTOS

(Protocolo II)

Artículo 1. Ámbito material de aplicación.

El presente Protocolo se refiere al empleo en tierra de las minas, armas
trampa y otros artefactos definidos en él, incluidas las minas sembradas para
impedir el acceso a playas, el cruce de vías acuáticas o el cruce de ríos, pero no
se aplica al empleo de minas antibuques en el mar o en vías acuáticas interiores.
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Artículo 2. Definiciones.
A los efectos del presente Protocolo:

1. Se entiende por mina toda munición colocada debajo, sobre, cerca de la
superficie del terreno u otra superficie cualquiera y concebida para detonar o
explotar por la presencia, la proximidad o el contacto de una persona o un vehí-
culo, y se entiende por mina lanzada a distancia toda mina, tal como ha sido
definida previamente, lanzada por artillería, cohetes, morteros u otros medios
similares, así como las arrojadas desde aeronaves.

2. Se entiende por arma trampa todo artefacto o material concebido, cons-
truido o adaptado para matar o herir y que funcione inesperadamente cuando
una persona toque un objeto aparentemente inofensivo o se aproxime a él, o
realice un acto que aparentemente no entrañe riesgo alguno.

3. Se entiende por otros artefactos las municiones y artefactos colocados
manualmente que estén concebidos para matar, herir o causar daños y que fun-
cionen por control remoto o en forma automática mediante acción retardada.

4. Se entiende por objetivo militar, en lo que respecta a los bienes, aquellos
que por su naturaleza, ubicación, finalidad o utilización contribuyan eficazmen-
te a la acción militar o cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización
ofrezca en las circunstancias del caso una ventaja militar definida.

5. Se entiende por bienes de carácter civil todos los bienes que no son obje-
tivos militares tal como están definidos en el párrafo 4.

6. El registro es una operación de carácter material, administrativo y técni-
co cuyo objeto es reunir, a los efectos de su inclusión en registros oficiales, toda
la información de que se diponga y que facilite la localización de campos de
minas, minas y armas trampa.

Artículo 3. Restricciones generales del empleo de minas, armas trampa y otros
artefactos.

1. El presente artículo se aplica:

a) a las minas;
b) a las armas trampa; y
c) a otros artefactos.

2. Queda prohibido en todas las circunstancias emplear las armas a las que se
aplica el presente artículo, sea como medio de ataque, como medio de defensa o a
título de represalia, contra la población civil como tal o contra personas civiles.

3. Queda prohibido el empleo indiscriminado de las armas a las que se apli-
ca el presente artículo. Se entiende por empleo indiscriminado cualquier empla-
zamiento de estas armas:

a) que no sea un objetivo militar ni esté dirigido contra un objetivo militar; o
b) en que se emplee un método o medio de lanzamiento que no pueda ser

dirigido contra una objetivo militar determinado; o
c) que haya razones para prever que causará incidentalmente pérdidas de

vidas de personas civiles, heridas a personas civiles, daños a bienes de carácter
civil o una combinación de ellos, que serían excesivos en relación con la venta-
ja militar concreta y directa prevista.
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4. Se tomarán todas las precauciones viables para proteger a las personas
civiles de los efectos de las armas a las que se aplica el presente artículo. Se
entiende por precauciones viables aquellas que son factibles o posibles en la
práctica, habida cuenta de todas las circunstancias del caso, incluso considera-
ciones humanitarias y militares.

Artículo 4. Restricciones del empleo de minas que no sean lanzadas a distan-
cia, armas trampa y otros artefactos en zonas pobladas.

1. El presente artículo se aplica:

a) a las minas que no sean lanzadas a distancia;
b) a las armas trampa; y
c) a otros artefactos.

2. Queda prohibido el empleo de las armas a que se refiere el presente artículo
en ciudades, pueblos, aldeas u otras zonas en las que exista una concentración
similar de personas civiles y donde no se estén librando combates entre fuerzas
terrestres, o donde dichos combates no parezcan inminentes, a menos que:

a) sean colocadas en objetivos militares que pertenezcan a una parte adversa
o estén bajo su control, o en las inmediaciones de dichos objetivos; o

b) se tomen medidas para proteger a la población civil de los efectos de
dichos artefactos, por ejemplo, instalando señales de peligro, colocando centi-
nelas, formulando advertencias o instalando cercas.

Artículo 5. Restricciones del empleo de minas lanzadas a distancia.

1. Queda prohibido el empleo de minas lanzadas a distancia, a menos que
sólo se empleen dentro de una zona que sea en sí un objetivo militar o que con-
tenga objetivos militares, y a menos que:

a) se pueda registrar con precisión su emplazamiento de conformidad con el
apartado a) del párrafo 1 del artículo 7; o

b) en cada una de esas minas exista un mecanismo neutralizador eficaz, es
decir, un mecanismo de funcionamiento automático destinado a desactivar la
mina o a causar su autodestrucción cuando se prevea que ya no responde a los
fines militares para los que fue colocada, o un mecanismo controlado a distan-
cia destinado a desactivar la mina o a causar su autodestrucción cuando ya no
responda a los fines militares para los que fue colocada.

2. A menos que las circunstancias no lo permitan, se formulará una adver-
tencia previa y eficaz de todo lanzamiento o siembra de minas a distancia que
pueda afectar a la población civil.

Artículo 6. Prohibición del empleo de determinadas armas trampa.

1. Sin perjuicio de las normas de derecho internacional aplicables en los
conflictos armados con respecto a la traición y la perfidia, se prohíbe en todas
las circunstancias el empleo de:
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a) toda arma trampa que tenga forma de objeto portátil aparentemente inofen-
sivo, que esté específicamente concebido y construido para contener material
explosivo y detonar cuando alguien lo toque, lo manipule o se aproxime a él; o

b) armas trampa que estén de alguna forma unidas o guarden relación con:

i) señales, signos o emblemas protectores reconocidos internacionalmen-
te;

ii) personas enfermas, heridas o muertas;
iii) sepulturas, crematorios o cementerios;
iv) instalaciones, equipos, suministros o transportes sanitarios;
v) juguetes u otros objetos portátiles o productos destinados especialmen-

te a la alimentación, la salud, la higiene, el vestido o la educación de
los niños;

vi) alimentos o bebidas;
vii) utensilios o aparatos de cocina, excepto en establecimientos militares,

locales militares o almacenes militares;
viii) objetos de carácter claramente religioso;

ix) monumentos históricos, obras de arte o lugares de culto que constitu-
yan el patrimonio cultural o espiritual de los pueblos;

x) animales vivos o muertos.

2. Queda prohibido en todas las circunstancias el empleo de cualquier arma
trampa concebida para ocasionar daños superfluos o sufrimientos innecesarios.

Artículo 7. Registro y publicación del emplazamiento de campos de minas,
minas y armas trampa.

1. Las partes en un conflicto llevarán un registro del emplazamiento:

a) de todos los campos de minas que hayan sembrado con arreglo a un plan
previo; y

b) de todas las zonas en que hayan empleado armas trampa en gran escala y
con arreglo a un plan previo.

2. Las partes se esforzarán para asegurar que quede registrado el emplaza-
miento de todos los demás campos de minas, minas y armas trampa que hayan
sembrado o colocado.

3. Todos estos registros serán conservados por las partes, quienes deberán:

a) inmediatamente después del cese de las hostilidades activas:

i) adoptar todas las medidas necesarias y adecuadas, comprendida la utili-
zación de esos registros, para proteger a la población civil de los efectos
de los campos de minas, minas y armas trampa; y

ii) en los casos en que las fuerzas de ninguna de las partes se hallen en el
territorio de una parte adversa, poner a disposición de cada parte adversa
y del Secretario General de las Naciones Unidas toda la información que
tengan en su poder sobre el emplazamiento de los campos de minas,
minas y armas trampa en el territorio de la parte adversa; o
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iii) una vez que se haya producido la retirada completa de las fuerzas de las
partes del terrtorio de la parte adversa, poner a disposición de esa parte
adversa y del Secretario General de las Naciones Unidas toda la infor-
mación que tengan en su poder sobre el emplazamiento de los campos
de minas, minas y armas trampa en el territorio de tal parte adversa;

b) cuando una fuerza o misión de las Naciones Unidas desempeñe funcio-
nes en cualquier zona, poner a disposición de la autoridad mencionada en el
artículo 8 la información que dicho artículo requiere;

c) siempre que sea posible, disponer de común acuerdo la difusión de infor-
mación sobre el emplazamiento de los campos de minas, minas y armas trampa,
especialmente en los acuerdos que rijan la cesación de las hostilidades.

Artículo 8. Protección de las fuerzas y misiones de las Naciones Unidas contra
los efectos de campos de minas, minas y armas trampa.

1. Cuando una fuerza o misión de las Naciones Unidas desempeñe funcio-
nes de mantenimiento de la paz, observación o funciones similares en cualquier
zona, cada parte en el conflicto deberá, si se lo solicita el Jefe de la fuerza o
misión de las Naciones Unidas en esa zona y en la medida de sus posibilidades:

a) retirar o desactivar todas las minas o armas trampa de esa zona;
b) adoptar las medidas que sean necesarias para proteger a la fuerza o

misión de los efectos de los campos de minas, minas y armas trampa durante el
desempeño de sus funciones; y

c) poner a disposición del Jefe de la fuerza o misión de las Naciones Unidas
en esa zona toda la información que tenga en su poder acerca del emplazamien-
to de los campos de minas, minas y armas trampa en esa zona.

2. Cuando una misión de las Naciones Unidas de determinación de los
hechos desempeñe funciones en una zona, todas las partes en el conflicto de que
se trate le proporcionarán protección. En el caso de que el tamaño de la misión
les impida hacerlo en la forma adecuada, pondrán a disposición del Jefe de la
misión la información que tengan en su poder acerca del emplazamiento de los
campos de minas, minas y armas trampa en esa zona.

Artículo 9. Cooperación internacional en el retiro de los campos de minas,
minas y armas trampa.

Después del cese de las hostilidades activas, las partes se esforzarán por lle-
gar a un acuerdo entre ellas y, cuando proceda, con otros Estados y con organi-
zaciones internacionales acerca del suministro de la información y la asistencia
técnica y material, incluyendo en las circunstancias adecuadas, las operaciones
conjuntas necesarias para retirar o desactivar de otra manera los campos de
minas, minas y armas trampa emplazados durante el conflicto.
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Anexo Técnico al Protocolo sobre prohibición
o restricciones del empleo de minas, armas trampa

y otros artefactos (Protocolo II)

Directrices sobre el registro

Cuando, conforme al Protocolo, surja una obligación de registro del empla-
zamiento de campos de minas, minas y armas trampa, se deberán tener en cuen-
ta las siguientes directrices:

1. Con respecto a los campos de minas sembrados con arreglo a un plan
previo y al empleo en gran escala, y también con arreglo a un plan previo, de
armas trampa:

a) deben confeccionarse mapas, diagramas u otros registros de modo que en
ellos se indique la extensión del campo de minas o de la zona en que se han
colocado armas trampa; y

b) el emplazamiento del campo de minas, o de la zona en que se han coloca-
do armas trampa, debe especificarse en relación con las coordenadas de un pun-
to único de referencia, así como con las dimensiones estimadas de la zona que
contiene minas y armas trampa en relación con ese único punto de referencia.

2. Por lo que respecta a otros campos de minas, minas y armas trampa sem-
bradas o colocadas:

En la medida de lo posible, la información pertinente especificada en el
párrafo 1 supra debe quedar registrada con objeto de que se puedan identificar
las zonas que contienen campos de minas, minas y armas trampa.

PROTOCOLO SOBRE PROHIBICIONES O RESTRICCIONES
DEL EMPLEO DE ARMAS INCENDIARIAS

(Protocolo III)

Artículo 1. Definiciones.

A los efectos del presente Protocolo:

1. Se entiende por arma incendiaria toda arma o munición concebida pri-
mordialmente para incendiar objetos o causar quemaduras a las personas
mediante la acción de las llamas, del calor o de una combinación de ambos,
producidos por reacción química de una sustancia que alcanza el blanco.

a) Las armas incendiarias pueden consistir, por ejemplo, en lanzallamas
fougasses, proyectiles explosivos, cohetes, granadas, minas, bombas y otros
contenedores de sustancias incendiarias.

b) las armas incendiarias no incluyen:

i) las municiones que puedan tener efectos incendiarios incidentales, tales
como municiones iluminantes, trazadoras, productoras de humo o siste-
mas de señalamiento;
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ii) las municiones concebidas para combinar efectos de penetración, explo-
sión o fragmentación con un efecto incendiario adicional, tales como los
proyectiles perforantes de blindaje, los proyectiles explosivos de frag-
mentación, las bombas explosivas y otras municiones análogas de efectos
combinados, en las que el efecto incendiario no esté específicamente
concebido para causar quemaduras a las personas, sino a ser utilizado
contra objetivos militares tales como vehículos blindados, aeronaves e
instalaciones o servicios.

2. Se entiende por concentración de personas civiles cualquier concentra-
ción de personas civiles, sea de carácter permanente o temporal, tales como las
que existen en las partes habitadas de las ciudades, los pueblos o las aldeas
habitadas, o como en los campamentos o las columnas de refugiados o evacua-
dos, o los grupos de nómadas.

3. Se entiende por objetivo militar, en lo que respecta a los bienes, aquellos
que por su naturaleza, ubicación, finalidad o utilización contribuyan eficazmen-
te a la acción militar o cuya destrucción total o parcial, captura o neutralización
ofrezca en las circunstancias del caso una ventaja militar definida.

4. Se entiende por bienes de carácter civil todos los bienes que no son obje-
tivos militares tal como están definidos en el párrafo 3.

5. Se entiende por precauciones viables aquellas que son factibles o posi-
bles en la práctica, habida cuenta de todas las circunstancias del caso, incluso
las consideraciones humanitarias y militares.

Artículo 2. Protección de las personas civiles y los bienes de carácter civil.

1. Queda prohibido en todas las circunstancias atacar con armas incendia-
rias a la población civil como tal, a personas civiles o a bienes de carácter civil.

2. Queda prohibido en todas las circunstancias atacar con armas incendia-
rias lanzadas desde el aire cualquier objetivo militar ubicado dentro de una con-
centración de personas civiles.

3. Queda asimismo prohibido atacar con armas incendiarias que no sean
lanzadas desde el aire cualquier objetivo militar ubicado dentro de una concen-
tración de personas civiles, salvo cuando ese objetivo militar esté claramente
separado de la concentración de personas civiles y se hayan adoptado todas las
precauciones viables para limitar los efectos incendiarios al objetivo militar y
para evitar, y en cualquier caso reducir al mínimo, la muerte incidental de per-
sonas civiles, las lesiones a personas civiles y los daños a bienes de carácter
civil.

4. Queda prohibido atacar con armas incendiarias los bosques u otro tipo de
cubierta vegetal, salvo cuando esos elementos naturales se utilicen para cubrir,
ocultar o camuflar a combatientes u otros objetivos militares, o sean en sí mis-
mos objetivos militares.
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PROTOCOLO SOBRE ARMAS LÁSER CEGADORAS

(Protocolo IV)

Artículo 1. Queda prohibido emplear armas láser específicamente concebi-
das, como única o una más de sus funciones de combate, para causar ceguera per-
manente a la vista no amplificada, es decir, al ojo descubierto o al ojo provisto de
dispositivos correctores de la vista. Las Altas Partes Contratantes no transferirán
armas de esta índole a ningún Estado ni a ninguna entidad no estatal. 

Artículo 2. En el empleo de sistemas láser, las Altas Partes Contratantes
adoptarán todas las precauciones que sean viables para evitar el riesgo de ocasio-
nar ceguera permanente a la vista no amplificada. Esas precauciones consistirán
en medidas de instrucción de sus fuerzas armadas y otras medidas prácticas. 

Artículo 3. La ceguera como efecto fortuito o secundario del empleo legíti-
mo con fines militares de sistemas láser, incluido el empleo de los sistemas
láser utilizados contra equipo óptico, no está comprendida en la prohibición del
presente Protocolo. 

Artículo 4. A los efectos del presente Protocolo, por "ceguera permanente"
se entiende una pérdida irreversible y no corregible de la vista que sea grave-
mente discapacitante y sin perspectivas de recuperación. La discapacidad grave
equivale a un agudeza visual inferior a 20/200 en ambos ojos, medida según la
prueba de Snellen.

Artículo 2. Entrada en vigor. El presente Protocolo entrará en vigor de con-
formidad con lo dispuesto en los párrafos 3 y 4 del artículo 5 de la Convención. 

PROTOCOLO SOBRE RESTOS EXPLOSIVOS DE GUERRA

(Protocolo V)

Las Altas Partes Contratantes,

Reconociendo los graves problemas humanitarios que ocasionan los restos
explosivos de guerra después de los conflictos.

Conscientes de la necesidad de concluir un Protocolo sobre medidas correc-
tivas de carácter genérico para después de los conflictos con el fin de reducir al
mínimo los riesgos y efectos de los restos explosivos de guerra, y

Dispuestas a adoptar medidas preventivas de carácter genérico, aplicando a
título voluntario las prácticas óptimas especificadas en un Anexo Técnico para
mejorar la fiabilidad de las municiones y reducir al mínimo la existencia deres-
tos explosivos de guerra,

Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1. Disposición general y ámbito de aplicación
1. Las Altas Partes Contratantes, de conformidad con la Carta de las Nacio-

nes Unidas y las normas del derecho internacional de los conflictos armados
aplicables a ellas, convienen en cumplir, individualmente y en cooperación con
otras Altas Partes Contratantes, las obligaciones especificadas en el presente
Protocolo a fin de reducir al mínimo los riesgos y los efectos de los restos
explosivos de guerra después de los conflictos.

2-192



2. El presente Protocolo se aplicará a los restos explosivos de guerra en el
territorio de las Altas Partes Contratantes, incluidas las aguas interiores.

3. El presente Protocolo se aplicará a las situaciones derivadas de conflictos
a que se refieren los párrafos 1 a 6 del artículo 1 de la Convención, en su forma
enmendada el 21 de diciembre de 2001. 

4. Los artículos 3, 4, 5 y 8 del presente Protocolo se aplican a restos explo-
sivos de guerra distintos de los restos explosivos de guerra existentes definidos
en el párrafo 5 del artículo 2 del presente Protocolo. 

Artículo 2. Definiciones.

A los efectos del presente Protocolo:

1. Por artefactos explosivos se entenderá todas las municiones convenciona-
les que contengan explosivos, con excepción de las minas, las armas trampa y
otros artefactos que se definen en el Protocolo II de la Convención enmendado
el 3 de mayo de 1996.

2. Por artefactos sin estallar se entenderá los artefactos explosivos que
hayan sido cebados, provistos de espoleta, armados o preparados de otro modo
para su empleo y utilizados en un conflicto armado. Pueden haber sido dispara-
dos, dejados caer, emplazados o proyectados, y habrían debido hacer explosión
pero no lo hicieron.

3. Por artefactos explosivos abandonados se entenderá los artefactos explo-
sivos que no se hayan utilizado durante un conflicto armado, que hayan sido
dejados o vertidos por una parte en un conflicto armado y que ya no se hallen
bajo el control de esa parte. Los artefactos explosivos abandonados pueden o no
haber sido cebados, provistos de espoleta, armados o preparados de otro modo
para su empleo.

4. Por restos explosivos de guerra se entenderá los artefactos sin estallar y
los artefactos explosivos abandonados.

5. Por restos explosivos de guerra existentes se entenderá los artefactos sin
estallar y los artefactos explosivos abandonados que existían antes de la entrada
en vigor del presente Protocolo para la Alta Parte Contratante en cuyo territorio
se encuentren.

Artículo 3. Limpieza, remoción o destrucción de los restos explosivos de guerra.

1. Incumbirán a cada Alta Parte Contratante y parte en un conflicto armado
las responsabilidades enunciadas en el presente artículo respecto de todos los
restos explosivos de guerra en el territorio bajo su control. Cuando el usuario de
artefactos explosivos que se hayan convertido en restos explosivos de guerra no
ejerza el control del territorio, tras el cese de las hostilidades activas, cuando sea
posible, proporcionará, entre otras cosas, asistencia técnica, financiera, material
y de recursos humanos, ya sea bilateralmente o por vía de acuerdo con una ter-
cera parte, en particular por conducto del sistema de las Naciones Unidas u
otras organizaciones competentes, para facilitar la señalización y la limpieza,
remoción o destrucción de los restos explosivos de guerra.
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2. Tras el cese de las hostilidades activas y a la mayor brevedad posible,
cada Alta Parte Contratante y parte en un conflicto armado procederá a la seña-
lización y la limpieza, remoción o destrucción de los restos explosivos de gue-
rra en los territorios afectados bajo su control. Para la limpieza, remoción o des-
trucción se concederá prioridad a las zonas afectadas por restos explosivos de
guerra que conforme al párrafo 3 del presente artículo se considere representan
un grave riesgo humanitario.

3. Tras el cese de las hostilidades activas y a la mayor brevedad posible,
cada Alta Parte Contratante y parte en un conflicto armado adoptará las medi-
das siguientes en los territorios afectados bajo su control para reducir los ries-
gos que representan los restos explosivos de guerra: 

a) Estudiar y evaluar la amenaza que representan los restos explosivos de
guerra;

b) Evaluar las necesidades y la viabilidad de la señalización y limpieza,
remoción o destrucción y fijar las prioridades al respecto;

c) Señalizar y limpiar, remover o destruir los restos explosivos de guerra;
d) Proveer a la movilización de recursos para llevar a cabo esas actividades;

4. Al llevar a cabo las actividades indicadas, las Altas Partes Contratantes y
las partes en un conflicto armado deberán tener en cuenta las normas internacio-
nales, como las Normas internacionales para actividades relativas a las minas.

5. Cuando proceda, las Altas Partes Contratantes cooperarán, tanto entre sí
como con otros Estados y organizaciones regionales e internacionales y organi-
zaciones no gubernamentales pertinentes, en el suministro de, entre otras cosas,
asistencia técnica, financiera, material y de recursos humanos e incluso, en las
circunstancias adecuadas, en la organización de las operaciones conjuntas que
sean necesarias para cumplir lo dispuesto en el presente artículo.

Artículo 4. Registro, conservación y transmisión de la información.
1. Las Altas Partes Contratantes y las partes en un conflicto armado, en la

medida de lo posible y viable, registrarán y mantendrán información sobre el
empleo o el abandono de artefactos explosivos para facilitar la rápida señaliza-
ción y limpieza, remoción o destrucción de los restos explosivos de guerra, la
educación sobre los riesgos y el suministro de la información pertinente a la
parte que ejerza el control del territorio y a la población civil de ese territorio.

2. Las Altas Partes Contratantes y las partes en un conflicto armado que
hayan utilizado o abandonado artefactos explosivos que puedan haberse conver-
tido en restos explosivos de guerra deberán, inmediatamente después del cese
de las hostilidades activas, en la medida de lo posible y con sujeción a los inte-
reses legítimos de seguridad de esas partes, poner esa información a disposición
de la parte o las partes que ejerzan el control de la zona afectada, bilateralmente
o por vía de acuerdo con una tercera parte, en particular las Naciones Unidas, o,
a petición de éstas, a disposición de otras organizaciones pertinentes que según
conste a la parte que facilite la información se ocupen o se vayan a ocupar de la
educación sobre los riesgos y de la señalización y la limpieza, remoción o des-
trucción de los restos explosivos de guerra en la zona afectada.
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3. Al registrar, mantener y transmitir esa información, las Altas Partes Con-
tratantes tendrán en cuenta la parte 1 del Anexo Técnico.

Artículo 5. Otras precauciones para la protección de la población civil, las per-
sonas civiles y los objetos civiles contra los riesgos y efectos de los
restos explosivos de guerra.

1. Las Altas Partes Contratantes y las partes en un conflicto armado toma-
rán todas las precauciones que sean factibles en el territorio bajo su control
afectado por restos explosivos de guerra para proteger a la población civil, las
personas civiles y los objetos civiles contra los riesgos y efectos de los restos
explosivos de guerra. Son precauciones factibles las que son viables o posibles
en la práctica teniendo en cuenta todas las circunstancias del momento, inclui-
dos los aspectos humanitarios y militares. Estas precauciones podrán compren-
der las advertencias, la educación de la población civil sobre los riesgos, la
señalización, el vallado y la vigilancia del territorio afectado por los restos
explosivos de guerra, según se señala en la parte 2 del Anexo Técnico.

Artículo 6. Disposiciones para la protección de las misiones y organizaciones
humanitarias contra los efectos de los restos explosivos de guerra:

1. Cada Alta Parte Contratante y parte en un conflicto armado deberá:

a) Proteger, en la medida de lo posible, a las organizaciones o misiones
humanitarias que actúen o vayan a actuar en una zona bajo el control de la Alta
Parte Contratante o parte en un conflicto con el consentimiento de ésta;

b) Previa solicitud de tal organización o misión humanitaria, facilitar, en la
medida de lo posible, información sobre la ubicación de todos los restos explo-
sivos de guerra de que tenga conocimiento en el territorio en que la organiza-
ción o misión humanitaria solicitante vaya a actuar o esté actuando;

2. Las disposiciones del presente artículo se aplican sin perjuicio del dere-
cho internacional humanitario vigente u otros instrumentos internacionales que
sean aplicables, ni de las decisiones del Consejo de Seguridad de las Naciones
Unidas que prevean un mayor grado de protección.

Artículo 7. Asistencia respecto de los restos explosivos de guerra existentes

1. Cada Alta Parte Contratante tendrá derecho a pedir y recibir, cuando pro-
ceda, asistencia de otras Altas Partes Contratantes, de otros Estados no partes y
de las organizaciones e instituciones internacionales competentes para hacer
frente a los problemas creados por los restos explosivos de guerra existentes.

2. Cada Alta Parte Contratante que esté en condiciones de hacerlo propor-
cionará asistencia para hacer frente a los problemas creados por los restos
explosivos de guerra existentes, cuando sea necesario y factible. Al propio tiem-
po, las Altas Partes Contratantes también tendrán en cuenta los objetivos huma-
nitarios del presente Protocolo y las normas internacionales, como las Normas
internacionales para las actividades relativas a las minas. 
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Artículo 8. Cooperación y asistencia

1. Cada Alta Parte Contratante que esté en condiciones de hacerlo propor-
cionará asistencia para la limpieza, remoción o destrucción de los restos explo-
sivos de guerra y para la educación de la población civil sobre los riesgos y acti-
vidades conexas, en particular por conducto del sistema de las Naciones Unidas,
otras organizaciones o instituciones internacionales, regionales o nacionales
competentes, el Comité Internacional de la Cruz Roja, las sociedades nacionales
de la Cruz Roja y la Media Luna Roja y su Federación Internacional u organiza-
ciones no gubernamentales, o en forma bilateral.

2. Cada Alta Parte Contratante que esté en condiciones de hacerlo propor-
cionará asistencia para la atención, la rehabilitación y la reintegración social y
económica de las víctimas de los restos explosivos de guerra. Esa asistencia
podrá facilitarse en particular por conducto del sistema de las Naciones Unidas,
las organizaciones o instituciones internacionales, regionales o nacionales com-
petentes, el Comité Internacional de la Cruz Roja, las sociedades nacionales de
la Cruz Roja y la Media Luna Roja y su Federación Internacional u organizacio-
nes no gubernamentales, o en forma bilateral.

3. Cada Alta Parte Contratante que esté en condiciones de hacerlo contribui-
rá a los fondos fiduciarios establecidos en el sistema de las Naciones Unidas,
así como a otros fondos fiduciarios pertinentes, para facilitar la prestación de la
asistencia prevista en el presente Protocolo.

4. Cada Alta Parte Contratante tendrá derecho a participar en el intercambio
más amplio posible del equipo, el material y la información científica y tecnoló-
gica, distintos de la tecnología relacionada con las armas, que sean necesarios
para la aplicación del presente Protocolo. Las Altas Partes Contratantes se com-
prometen a facilitar tal intercambio de conformidad con la legislación nacional
y no impondrán restricciones indebidas al suministro de equipo de limpieza ni
de información técnica con fines humanitarios.

5. Cada Alta Parte Contratante se compromete a proporcionar información a
las bases de datos pertinentes sobre actividades relativas a las minas estableci-
das en el sistema de las Naciones Unidas, en especial información sobre los
diversos medios y tecnologías de limpieza de los restos explosivos de guerra,
listas de expertos, instituciones especializadas o centros nacionales de contacto
para la limpieza de los restos de explosivos de guerra y, a título voluntario,
información técnica sobre los tipos pertinentes de artefactos explosivos.

6. Las Altas Partes Contratantes podrán presentar solicitudes de asistencia,
fundamentadas con la información pertinente, a las Naciones Unidas, a otros
órganos competentes o a otros Estados. Esas solicitudes podrán dirigirse el
Secretario General de las Naciones Unidas, quien las transmitirá a todas la Altas
Partes Contratantes y a las organizaciones internacionales y organizaciones no
gubernamentales competentes.

7. Cuando se presenten solicitudes a las Naciones Unidas, su Secretario
General, en el marco de los recursos de que disponga, podrá tomar medidas
apropiadas para evaluar la situación y, en cooperación con la Alta Parte Contra-
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tante solicitante y otras Altas Partes Contratantes a las que incumban las res-
ponsabilidades enunciadas en el artículo 3 supra, recomendar la prestación
apropiada de asistencia. El Secretario General podrá asimismo informar a las
Altas Partes Contratantes de esta evaluación y también del tipo y el alcance de
la asistencia requerida, incluidas las posibles contribuciones con cargo a los
fondos fiduciarios establecidos en el sistema de las Naciones Unidas.

Artículo 9. Medidas preventivas de carácter genérico

1. Teniendo en cuenta las diferentes situaciones y capacidades, se alienta a
cada Alta Parte Contratante a que adopte medidas preventivas de carácter gené-
rico para reducir al mínimo la existencia de restos explosivos de guerra que
comprendan, aunque no exclusivamente, las medidas a que se hace referencia
en la parte 3 del Anexo Técnico.

2. Cada Alta Parte Contratante podrá participar, a título voluntario, en un
intercambio de información sobre los esfuerzos para promover y establecer las
prácticas óptimas en relación con el párrafo 1 del presente artículo.

Artículo 10. Consultas de las Altas Partes Contratantes

1. Las Altas Partes Contratantes se comprometen a consultarse y cooperar
entre sí sobre todas las cuestiones relacionadas con la aplicación del presente
Protocolo. Con este fin se celebrará una Conferencia de las Altas Partes Contra-
tantes por acuerdo de la mayoría, pero no menos de 18, de las Altas Partes Con-
tratantes.

2. La labor de las conferencias de las Altas Partes Contratantes comprende-
rá lo siguiente:

a) El examen de la situación y la aplicación del presente Protocolo;
b) El estudio de los asuntos relacionados con la aplicación nacional del presente

Protocolo, incluida la presentación o actualización de informes nacionales anuales;
c) La preparación de conferencias de examen.

3. Los gastos de la Conferencia de las Altas Partes Contratantes serán sufra-
gados por éstas y por los Estados no partes que participen en la labor de la Con-
ferencia, de conformidad con la escala de cuotas de las Naciones Unidas debi-
damente ajustada.

Artículo 11. Cumplimiento

1. Cada Alta Parte Contratante exigirá que sus fuerzas armadas y los orga-
nismos o departamentos competentes dicten las instrucciones y establezcan los
métodos operacionales pertinentes y que su personal reciba formación que sea
compatible con las disposiciones pertinentes del presente Protocolo.

2. Las Altas Partes Contratantes se comprometen a consultarse y cooperar
entre sí, bilateralmente, por conducto del Secretario General de las Naciones
Unidas o por otros procedimientos internacionales pertinentes, para resolver
cualquier problema que pueda surgir con respecto a la interpretación y aplica-
ción de las disposiciones del presente Protocolo.
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Anexo Técnico

El presente Anexo Técnico expone las prácticas óptimas propuestas para
lograr los objetivos enunciados en los artículos 4, 5 y 9 del presente Protocolo.
Las Altas Partes Contratantes aplicarán el presente Anexo Técnico a título
voluntario.

1. Registro, almacenamiento y transmisión de la información relativa a
los artefactos sin estallar y los artefactos explosivos abandonados:

a) Registro de información. Con respecto a los artefactos explosivos que
puedan haber quedado sin estallar, un Estado deberá tratar de registrar con la
mayor precisión posible la información siguiente:

i) La ubicación de las zonas en que se hayan empleado artefactos explosivos;
ii) La cantidad aproximada de artefactos explosivos utilizados en las zonas

a que se refiere el inciso i);
iii) El tipo y la naturaleza de los artefactos explosivos utilizados en las

zonas a que se refiere el inciso i);
iv) La ubicación general de los artefactos sin estallar conocidos y probables. 

Cuando un Estado se haya visto obligado a abandonar artefactos explosivos
en el curso de las operaciones, deberá tratar de dejar los artefactos explosivos
abandonados en condiciones de seguridad y registrar la siguiente información
sobre éstos: 

v) La ubicación del artefacto explosivo abandonado;
vi) La cantidad aproximada de artefactos explosivos abandonados en cada

emplazamiento concreto;
vii) Los tipos de artefactos explosivos abandonados en cada emplazamiento

concreto.

b) Almacenamiento de la información. Cuando un Estado haya registrado
información de acuerdo con lo dispuesto en el párrafo a), deberá almacenar
dicha información de manera tal que sea posible recuperarla y posteriormente
transmitirla de conformidad con lo dispuesto en el párrafo c).

c) Transmisión de la información. La información registrada y almacenada
por un Estado con arreglo a lo dispuesto en los párrafos a) y b) deberá ser trans-
mitida, teniendo en cuenta los intereses de seguridad y otras obligaciones del
Estado que facilite la información, de acuerdo con las disposiciones siguientes:

i) Contenido.

En cuanto a los artefactos sin estallar, la información transmitida
deberá especificar concretamente:

1) La ubicación general de los artefactos sin estallar onocidos y proba-
bles;

2) Los tipos y la cantidad aproximada de artefactos explosivos utilizados
en las zonas afectadas;
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3) El método de identificación de los artefactos explosivos, con inclu-
sión del color, el tamaño, la forma y otras señales distintivas;

4) El método de eliminación en condiciones de seguridad de los arte-
factos explosivos.

En cuanto a los artefactos explosivos abandonados, la información debe-
rá especificar concretamente: 

5) La ubicación de los artefactos explosivos abandonados;
6) La cantidad aproximada de artefactos explosivos abandonados en

cada emplazamiento concreto;
7) Los tipos de artefactos explosivos abandonados en cada emplaza-

miento concreto;
8) El método de identificación de los artefactos explosivos abandona-

dos, con inclusión del color, el tamaño y la forma;
9) El tipo y los métodos de embalaje de los artefactos explosivos aban-

donados;
10) El estado de preparación;
11) El emplazamiento y la naturaleza de las armas trampa que se sabe se

hallan en la zona del artefacto explosivo abandonado.

ii) Receptores. La información deberá ser transmitida a la parte o a las par-
tes que ejercen el control sobre el territorio afectado, así como a las per-
sonas o instituciones que según consta al Estado que facilita la informa-
ción participan o participarán en la limpieza de los artefactos sin estallar
y de los artefactos explosivos abandonados en la zona afectada, y en la
educación de la población civil sobre los peligros que representan los
artefactos sin estallar y los artefactos explosivos abandonados.

iii) Mecanismo. Un Estado deberá, siempre que sea factible, prevalerse de
los mecanismos internacionales o locales establecidos para transmitir la
información, como el Servicio de las Naciones Unidas de Actividades
Relativas a las Minas, el Sistema de Gestión de la Información para
Actividades Relativas a las Minas y otros órganos especializados que
dicho Estado estime apropiados.

iv) Elección del momento oportuno. La información deberá ser transmitida
lo antes posible, teniendo en cuenta cuestiones tales como las operacio-
nes militares y humanitarias que se desarrollen en las zonas afectadas, la
disponibilidad y fiabilidad de la información y las cuestiones de seguri-
dad pertinentes.

2. Advertencias, educación sobre los riesgos, señalización, vallado y
vigilancia

Términos clave:

a) Las advertencias consisten en la facilitación puntual a la población civil
de información preventiva con objeto de reducir al mínimo los peligros que
representan los restos explosivos de guerra.
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b) La educación sobre los riesgos facilitada a la población civil deberá con-
sistir en programas de sensibilización a los peligros que propicien un intercam-
bio de información entre las comunidades afectadas, las autoridades y las orga-
nizaciones humanitarias, a fin de que las comunidades afectadas estén informa-
das de la amenaza que representan los restos explosivos de guerra. Los progra-
mas de educación sobre los riegos suelen ser una actividad a largo plazo.

Prácticas óptimas en materia de advertencias y educación sobre los riesgos

c) Todos los programas de advertencias y educación sobre los riesgos debe-
rán tener en cuenta, siempre que sea posible, las normas nacionales e interna-
cionales aplicables, incluidas las Normas internacionales para actividades relati-
vas a las minas.

d) Deberán facilitarse advertencias y educación sobre los riesgos a la pobla-
ción civil afectada, que comprende la población civil que vive en las zonas en
que se hallan restos explosivos de guerra o en sus proximidades y los civiles
que transitan por dichas zonas.

e) Las advertencias deberán hacerse lo antes posible, dependiendo del con-
texto y de la información disponible. Un programa de educación sobre los ries-
gos deberá sustituir tan pronto como sea posible al programa de advertencias.
Las advertencias y la educación sobre los riesgos deberán facilitarse a las comu-
nidades afectadas lo antes posible.

f) Cuando no dispongan de los recursos y los conocimientos necesarios para
realizar una campaña eficaz de educación sobre los riesgos, las partes en un
conflicto deberán recurrir a terceras partes tales como organizaciones interna-
cionales y organizaciones no gubernamentales.

g) Las partes en un conflicto deberán, siempre que sea posible, asignar
recursos adicionales para el programa de advertencias y educación sobre los
riesgos, entre los que podrán figurar el apoyo logístico, la preparación del mate-
rial didáctico sobre los riesgos, el apoyo financiero y la información cartográfi-
ca general.

Señalización, vallado y vigilancia de una zona afectada por restos
explosivos de guerra

h) Siempre que sea posible, y en cualquier momento durante un conflicto y
después de éste, donde existan restos explosivos de guerra las partes en un con-
flicto deberán, a la mayor brevedad y en el mayor grado posible, velar por que
las zonas en que se hallen los restos explosivos de guerra estén señalizadas,
valladas y vigiladas, a fin de impedir efectivamente que entren en ella los civi-
les, de acuerdo con las disposiciones siguientes.

i) Para señalizar las zonas de presunto peligro se utilizarán señales de adverten-
cia basadas en métodos de señalización reconocidos por la comunidad afectada.
Las señales y otras indicaciones de los límites de la zona de peligro deberán ser, en
la medida de lo posible, visibles, legibles, duraderas y resistentes a los efectos
ambientales e indicar claramente qué parte del límite señalado se considera dentro
de la zona afectada por restos explosivos de guerra y qué parte se considera segura.
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j) Junto con los programas nacionales y locales de educación sobre los ries-
gos deberá establecerse un mecanismo apropiado encargado de la vigilancia y el
mantenimiento de los sistemas de señalización permanentes y temporales.

3. Medidas preventivas de carácter genérico

Los Estados que fabriquen o adquieran artefactos explosivos deberán velar,
en la medida de lo posible y según proceda, porque durante el ciclo de vida de
los artefactos se respeten las medidas siguientes.

a) Gestión de la fabricación de municiones:

i) Los procesos de producción deberán garantizar la mayor fiabilidad posi-
ble de las municiones.

ii) Los procesos de producción deberán estar sometidos a medidas de con-
trol certificado de la calidad.

iii) Durante la producción de artefactos explosivos deberán aplicarse nor-
mas internacionalmente reconocidas de garantía certificada de la cali-
dad.

iv) Deberán realizarse pruebas de aceptación mediante ensayos reales en
condiciones diversas o mediante otros procedimientos validados.

v) En las transacciones y transferencias de artefactos explosivos deberán
especificarse normas de alta fiabilidad.

b) Gestión de municiones

Con el fin de garantizar la mayor fiabilidad posible a largo plazo de los arte-
factos explosivos, se alienta a los Estados a que apliquen las normas y procedi-
mientos operacionales correspondientes a las prácticas óptimas para el almace-
namiento, transporte, almacenamiento sobre el terreno y manipulación, de
acuerdo con las orientaciones siguientes:

i) Los artefactos explosivos, de ser necesario, se almacenarán en instala-
ciones seguras o en contenedores apropiados que protejan los artefactos
y sus componentes, de ser preciso en un ambiente controlado;

ii) Un Estado deberá transportar los artefactos explosivos entre las instala-
ciones de producción, las instalaciones de almacenamiento y el terreno
de manera tal que se reduzca al mínimo el riesgo de daño a los artefactos
explosivos;

iii) De ser necesario, un Estado utilizará contenedores apropiados y ambien-
tes controlados al almacenar y transportar los artefactos explosivos;

iv) Se reducirá al mínimo el riesgo de explosiones en los arsenales mediante
disposiciones adecuadas de almacenamiento;

v) Los Estados aplicarán procedimientos adecuados de registro, rastreo y
ensayo de los artefactos explosivos, que deberán incluir información
sobre la fecha de fabricación de cada número, serie o lote de artefactos
explosivos, así como información sobre los lugares en que los artefactos
han permanecido, las condiciones en que han sido almacenados y los
factores ambientales a los que han estado expuestos;
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vi) Los artefactos explosivos almacenados serán sometidos periódicamen-
te, de ser necesario, a ensayos reales para comprobar que las municio-
nes funcionen debidamente;

vii) Los componentes de artefactos explosivos almacenados serán someti-
dos, de ser necesario, a ensayos de laboratorio para comprobar que las
municiones funcionen debidamente;

viii) Cuando lo requiera la información obtenida mediante el registro, el ras-
treo y los procedimientos de ensayo, se adoptarán medidas apropiadas,
incluido el ajuste del período de conservación previsto de los artefac-
tos, con el fin de mantener la fiabilidad de los artefactos explosivos
almacenados.

c) Formación

La formación adecuada de todo el personal que se ocupa de la manipula-
ción, el transporte y la utilización de artefactos explosivos es un factor impor-
tante cuando se trata de garantizar su debido funcionamiento. Por consiguiente,
los Estados pondrán en marcha y mantendrán programas de formación adecua-
dos para velar porque el personal tenga los conocimientos necesarios sobre las
municiones con las cuales deba trabajar.

d) Transferencia

Un Estado que se proponga transferir artefactos explosivos a otro Estado
que no posea ya ese tipo de municiones deberá cerciorarse de que el Estado
receptor tiene la capacidad necesaria para almacenar, mantener y utilizar correc-
tamente esos artefactos explosivos.

e) Producción futura

Un Estado deberá examinar los medios y procedimientos para mejorar la
fiabilidad de los artefactos explosivos que se propone producir o adquirir, a fin
de lograr el máximo grado de fiabilidad posible.

RESOLUCIÓN SOBRE LOS SISTEMAS DE ARMAS

DE PEQUEÑO CALIBRE

(Aprobada por la Conferencia en su séptima sesión plenaria,
celebrada el 23 de septiembre de 1979.)

La Conferencia de las Naciones Unidas sobre Prohibiciones o Restricciones
del Empleo de Ciertas Armas Convencionales, 

Recordando la Resolución 32/152 de la Asamblea General de las Naciones
Unidas, de 19 de diciembre de 1977, 

Consciente del desarrollo continuo de los sistemas de armas de pequeño
calibre (es decir, armas y proyectiles), 

Ansiosa de impedir un incremento innecesario de los efectos nocivos de
tales sistemas de armas, 



Recordando el acuerdo contenido en la Declaración de La Haya, de 29 de
julio de 1989, de abstenerse en los conflictos armados internacionales del uso
de balas que se expanden o achatan fácilmente en el cuerpo humano, 

Convencida de que es deseable establecer con precisión la capacidad de
herir de las actuales y nuevas generaciones de sistemas de armas de pequeño
calibre, incluidos los diversos parámetros que influyen en la transferencia de
energía y el mecanismo de la herida de dichos sistemas:

1. Toma nota con reconocimiento de las activas investigaciones realizadas
en los planos nacional e internacional en materia de balística de la herida, en
especial las relativas a los sistemas de armas de pequeño calibre, tal como se
han documentado durante la Conferencia;

2. Considera que esas investigaciones y los debates internacionales sobre el
tema han llevado a comprender mejor la capacidad de herir de los sistemas de
armas de pequeño calibre, así como los parámetros que intervienen;

3. Estima que dichas investigaciones, incluidas las pruebas de los sistemas
de armas de pequeño calibre, deberían proseguirse con miras a elaborar una
metodología normalizada para la evaluación de los parámetros balísticos y los
efectos médicos de dichos sistemas;

4. Invita a los gobiernos a que efectúen, conjuntamente y por separado, nue-
vas investigaciones sobre la capacidad de herir de los sistemas de armas de
pequeño calibre y a que comuniquen, cuando sea posible, sus resultados y con-
clusiones;

5. Acoge con beneplácito el anuncio de que a fines de 1980 o en 1981 se
celebrará en Gotemburgo (Suecia) un simposio científico internacional sobre la
balística de la herida y espera que los resultados de dicho simposio se comuni-
quen a la Comisión de Desarme de las Naciones Unidas, al Comité de Desarme
y a otros órganos interesados;

6. Hace un llamamiento a todos los gobiernos para que den muestra de la
máxima prudencia en relación con el desarrollo de sistemas de armas de peque-
ño calibre, a fin de evitar un incremento innecesario de los efectos nocivos de
dichos sistemas.

2.2.j. TRATADO SOBRE LA NO PROLIFERACIÓN DE LAS ARMAS
NUCLEARES. 1968

2.2.j.(1). Nota explicativa

En la Nota explicativa correspondiente al Tratado sobre la prohibición de
emplazar armas nucleares y otras armas de destrucción en masa en los fondos
oceánicos y su subsuelo de 1971 se señala que el uso de armas nucleares no
puede considerarse prohibido en el presente momento del Derecho Interna-
cional. Sin embargo, ello no significa que la Comunidad de las Naciones no
sea consciente de los devastadores efectos que su utlilización supondría, por
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lo que se han arbitrado otros modos de impedir o limitar la proliferación de
este armamento. A este objetivo responde el Tratado que se incluye a conti-
nuación. Se ha tratado con él de impedir que la facilidad de conseguir por
países en conflicto armas nucleares sirva de incentivo para su utilización.

Como resultado, se ha constituido el llamado club nuclear, compuesto por
los países que disponen de estas armas, a los que se pide su cooperación para
no promover su tenencia, fabricación o adquisición por terceros Estados.
Estos Estados no nucleares quedan sometidos a la vigilancia de la Agencia
Internacional de la Energía Atómica (AIEA).

España se adhirió al Tratado por Instrumento de 13 de octubre de 1987
(BOE. núm. 313).

2.2.j.(2). Texto normativo

Concedida por las Cortes Generales la autorización prevista en el artículo
94.1 de la Constitución y, por consiguiente, cumplidos los requisitos exigidos
por la legislación española, extiendo el presente Instrumento de Adhesión de
España al Tratado sobre la no proliferación de las armas nucleares, hecho en
Londres, Moscú y Washington el 1 de julio de 1968, para que, mediante su
depósito y de conformidad con lo dispuesto en su artículo IX, España pase a ser
parte de dicho Tratado.

En fe de lo cual, firmo el presente Instrumento, debidamente sellado y
refrendado por el infrascrito Ministro de Asuntos Exteriores.

Los Estados que conciertan este Tratado, denominados en adelante las Par-
tes del Tratado, 

Considerando las devastaciones que una guerra nuclear infligiría a la huma-
nidad entera y la consiguiente necesidad de hacer todo lo posible por evitar el
peligro de semejante guerra y de adoptar medidas para salvaguardar la seguri-
dad de los pueblos, 

Estimando que la proliferación de las armas nucleares agravaría considera-
blemente el peligro de guerra nuclear, 

De conformidad con las resoluciones de la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas que piden que se concierte un acuerdo sobre la prevención de una
mayor diseminación de las armas nucleares, 

Comprometiéndose a cooperar para facilitar la aplicación de las salvaguar-
dias del Organismo Internacional de Energía Atómica a las actividades nuclea-
res de carácter pacífico, 

Expresando su apoyo a los esfuerzos de investigación y desarrollo y demás
esfuerzos por promover la aplicación, dentro del marco del sistema de salva-
guardias del Organismo Internacional de Energía Atómica, del principio de la
salvaguardia eficaz de la corriente de materiales básicos y de materiales fisiona-
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bles especiales mediante el empleo de instrumentos y otros medios técnicos en
ciertos puntos estratégicos, 

Afirmando el principio de que los beneficios de las aplicaciones pacíficas
de la tecnología nuclear, incluidos cualesquiera subproductos tecnológicos que
los Estados poseedores de armas nucleares puedan obtener del desarrollo de dis-
positivos nucleares explosivos, deberán ser asequibles para fines pacíficos a
todas las Partes del Tratado, sean estas Partes Estados poseedores o no poseedo-
res de armas nucleares, 

Convencidos de que, en aplicación de este principio, todas las Partes en el
Tratado tienen derecho a participar en el más amplio intercambio posible de
información científica para el mayor desarrollo de las aplicaciones de la energía
atómica con fines pacíficos y a contribuir a dicho desarrollo por sí solas o en
colaboración con otros Estados, 

Declarando su intención de lograr lo antes posible la cesación de la carrera
de armamentos nucleares y de emprender medidas eficaces encaminadas al
desarme nuclear, 

Pidiendo encarecidamente la cooperación de todos los Estados para el logro
de este objetivo, 

Recordando que las Partes en el Tratado por el que se prohíben los ensayos
con armas nucleares en la atmósfera, el espacio ultraterrestre y debajo del agua,
de 1963, expresaron en el Preámbulo de ese Tratado su determinación de procu-
rar alcanzar la suspensión permanente de todas las explosiones de ensayo de
armas nucleares y de proseguir negociaciones con ese fin, 

Deseando promover la disminución de la tirantez internacional y el robuste-
cimiento de la confianza entre los Estados con objeto de facilitar la cesación de
la fabricación de armas nucleares, la liquidación de todas las reservas existentes
de tales armas y la eliminación de las armas nucleares y de sus vectores en los
arsenales nacionales en virtud de un tratado de desarme general y completo bajo
estricto y eficaz control internacional, 

Recordando que, de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas, los
Estados deben abstenerse en sus relaciones internacionales de recurrir a la ame-
naza o al uso de la fuerza contra la integridad territorial o la independencia polí-
tica de cualquier Estado, o en cualquier otra forma incompatible con los propó-
sitos de las Naciones Unidas, y que han de promoverse el establecimiento y
mantenimiento de la paz y la seguridad internacionales con la menor desviación
posible de los recursos humanos y económicos del mundo hacia los armamen-
tos,

Han convenido en lo siguiente:

Artículo I

Cada Estado poseedor de armas nucleares que sea Parte en el Tratado se
compromete a no traspasar a nadie armas nucleares u otros dispositivos nuclea-
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res explosivos ni el control sobre tales armas o dispositivos explosivos, sea
directa o indirectamente; y a no ayudar, alentar o inducir en forma alguna a nin-
gún Estado no poseedor de armas nucleares a fabricar o adquirir de otra manera
armas nucleares u otros dispositivos nucleares explosivos, ni el control sobre
tales armas o dispositivos explosivos.

Artículo II

Cada Estado no poseedor de armas nucleares que sea Parte en el Tratado se
compromete a no recibir de nadie ningún traspaso de armas nucleares u otros
dispositivos nucleares explosivos, ni el control sobre tales armas o dispositivos
explosivos, sea directa o indirectamente; a no fabricar ni adquirir de otra manera
armas nucleares u otros dispositivos nucleares explosivos; y a no recabar ni reci-
bir ayuda alguna para la fabricación de armas nucleares u otros dispositivos
nucleares explosivos.

Artículo III

1. Cada Estado no poseedor de armas nucleares que sea Parte en el Tratado
se compromete a aceptar las salvaguardias estipuladas en un acuerdo que ha de
negociarse y concertarse con el Organismo Internacional de Energía Atómica,
de conformidad con el Estatuto del Organismo Internacional de Energía Atómi-
ca y el sistema de salvaguardias del Organismo, a efectos únicamente de verifi-
car el cumplimiento de las obligaciones asumidas por ese Estado en virtud de
ese Tratado con miras a impedir que la energía nuclear se desvíe de usos pacífi-
cos hacia armas nucleares u otros dispositivos nucleares explosivos. Los proce-
dimientos de salvaguardia exigidos por el presente artículo se aplicarán a los
materiales básicos y a los materiales fisionables especiales, tanto si se producen,
tratan o utilizan en cualquier planta nuclear principal como si se encuentran fue-
ra de cualquier instalación de ese tipo. Las salvaguardias exigidas por el presen-
te artículo se aplicarán a todos los materiales básicos o materiales fisionables
especiales en todas las actividades nucleares con fines pacíficos realizadas en el
territorio de dicho Estado, bajo su jurisdicción, o efectuadas bajo su control en
cualquier lugar.

2. Cada Estado Parte en el Tratado se compromete a no proporcionar: a)
materiales básicos o materiales fisionables especiales, ni b) equipo o materiales
especialmente concebidos o preparados para el tratamiento, utilización o pro-
ducción de materiales fisionables especiales, a ningún Estado no poseedor de
armas nucleares, para fines pacíficos, a menos que esos materiales básicos o
materiales fisionables especiales sean sometidos a las salvaguardias exigidas
por el presente artículo.

3. Las salvaguardias exigidas por el presente artículo se aplicarán de modo
que se cumplan las disposiciones del artículo IV de este Tratado y que no obsta-
culicen el desarrollo económico o tecnológico de las Partes o la cooperación
internacional en la esfera de las actividades nucleares con fines pacíficos,
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incluido el intercambio internacional de materiales y equipo nucleares para el
tratamiento, utilización o producción de materiales nucleares con fines pacíficos
de conformidad con las disposiciones del presente artículo y con el principio de
la salvaguardia enunciado en el Preámbulo del Tratado.

4. Los Estados no poseedores de armas nucleares que sean Partes en el Tra-
tado, individualmente o junto con otros Estados, de conformidad con el Estatuto
del Organismo Internacional de Energía Atómica, concertarán acuerdos con el
Organismo Internacional de Energía Atómica a fin de satisfacer las exigencias
del presente artículo. La negociación de esos acuerdos comenzará dentro de los
ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigor inicial de este Tratado. Para
los Estados que depositen sus instrumentos de ratificación o de adhesión des-
pués de ese plazo de ciento ochenta días, la negociación de esos acuerdos
comenzará, a más tardar, en la fecha de dicho depósito. Tales acuerdos deberán
entrar en vigor, a más tardar, en el término de dieciocho meses a contar desde la
fecha de iniciación de las negociaciones.

Artículo IV

1. Nada de lo dispuesto en este Tratado se interpretará en el sentido de afectar
el derecho inalienable de todas las Partes en el Tratado de desarrollar la investiga-
ción, la producción y la utilización de la energía nuclear con fines pacíficos sin dis-
criminación y de conformidad con los artículos I y II de este Tratado.

2. Todas las Partes en el Tratado se comprometen a facilitar el más amplio
intercambio posible de equipo, materiales e información científica y tecnológica
para los usos pacíficos de la energía nuclear y tienen el derecho de participar en
ese intercambio. Las Partes en el Tratado que estén en situación de hacerlo
deberán asimismo cooperar para contribuir, por sí solas o junto con otros Esta-
dos u organizaciones internacionales, al mayor desarrollo de las aplicaciones de
la energía nuclear con fines pacíficos, especialmente en los territorios de los
Estados no poseedores de armas nucleares Partes en el Tratado, teniendo debi-
damente en cuenta las necesidades de las regiones en desarrollo del mundo.

Artículo V

Cada Parte en el Tratado se compromete a adoptar las medidas adecuadas para
asegurar que, de conformidad con este Tratado, bajo observación internacional
apropiada y por los procedimientos internacionales apropiados, los beneficios
potenciales de toda aplicación pacífica de las explosiones nucleares sean asequi-
bles sobre bases no discriminatorias a los Estados no poseedores de armas nuclea-
res Partes en el Tratado y que el costo para dichas Partes de los dispositivos explo-
sivos que se empleen sean lo más bajo posible y excluya todo gasto por concepto
de investigación y desarrollo. Los Estados no poseedores de armas nucleares Par-
tes en el Tratado deberán estar en posición de obtener tales beneficios, en virtud de
uno o más acuerdos internacionales especiales, por conducto de un organismo
internacional apropiado en el que estén adecuadamente representados los Estados
no poseedores de armas nucleares. Las negociaciones sobre esta cuestión deberán
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comenzar lo antes posible, una vez que el Tratado haya entrado en vigor. Los Esta-
dos no poseedores de armas nucleares Partes en el Tratado que así lo deseen
podrán asimismo obtener tales beneficios en virtud de acuerdos bilaterales.

Artículo VI

Cada Parte en el Tratado se compromete a celebrar negociaciones de buena
fe sobre las medidas eficaces relativas a la cesación de la carrera de armamentos
nucleares en fecha cercana y al desarme nuclear, y sobre un Tratado de desarme
general y completo bajo estricto y eficaz control internacional.

Artículo VII

Ninguna disposición de este Tratado menoscabará el derecho de cualquier
grupo de Estados a concertar Tratados regionales a fin de asegurar la ausencia
total de armas nucleares en sus respectivos territorios.

Artículo VIII

1. Cualquiera de las Partes en el Tratado podrá proponer enmiendas al mis-
mo. El texto de cualquier enmienda propuesta será comunicado a los Gobiernos
depositarios que lo transmitirán a todas las Partes del Tratado. Seguidamente, si
así lo solicitan un tercio o más de las Partes en el Tratado, los Gobiernos depo-
sitarios, convocarán una conferencia, a la que invitarán a todas las Partes en el
Tratado, para considerar tal enmienda.

2. Toda enmienda de este Tratado deberá ser aprobada por una mayoría de
votos de todas las Partes en el Tratado, incluidos los votos de todos los Estados
poseedores de armas nucleares Partes en el Tratado y de las demás Partes que,
en la fecha en que se comunique la enmienda, sean miembros de la Junta de
Gobernadores del Organismo Internacional de la Energía Atómica. La enmien-
da entrará en vigor para cada Parte que deposite su instrumento de ratificación
de la enmienda al quedar depositados tales instrumentos de ratificación de una
mayoría de las Partes, incluidos los instrumentos de ratificación de todos los
Estados poseedores de armas nucleares Partes en el Tratado y de las demás Par-
tes que, en la fecha en que se comunique la enmienda, sean miembros de la Jun-
ta de Gobernadores del Organismo Internacional de Energía Atómica. Ulterior-
mente entrará en vigor para cualquier otra Parte al quedar depositado su instru-
mento de ratificación de la enmienda.

3. Cinco años después de la entrada en vigor del presente Tratado se cele-
brará en Ginebra, Suiza, una conferencia de las Partes en el Tratado, a fin de
examinar el funcionamiento de este Tratado para asegurarse que se están cum-
pliendo los fines del Preámbulo y las disposiciones del Tratado. En lo sucesivo,
a intervalos de cinco años, una mayoría de las Partes en el Tratado podrá,
mediante la presentación de una propuesta al respecto a los Gobiernos deposita-
rios, conseguir que se convoquen otras conferencias con el mismo objeto de
examinar el funcionamiento del Tratado.
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Artículo IX

1. Este Tratado estará abierto a la firma de todos los Estados. El Estado que
no firmare este Tratado antes de su entrada en vigor, de conformidad con el
párrafo 3 de este artículo, podrá adherirse a él en cualquier momento.

2. Este Tratado estará sujeto a ratificación por los Estados signatarios. Los
instrumentos de ratificación y los instrumentos de adhesión serán entregados
para su depósito a los Gobiernos del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del
Norte, de los Estados Unidos de América y de la Unión de Repúblicas Socialis-
tas Soviéticas, que por el presente se designan como Gobiernos depositarios.

3. Este Tratado entrará en vigor después de su ratificación por los Estados
cuyos Gobiernos se designan como depositarios del Tratado y por otros cuaren-
ta Estados signatarios del Tratado, y después del depósito de sus instrumentos
de ratificación. A los efectos del presente Tratado, un Estado poseedor de armas
nucleares es un Estado que ha fabricado y hecho explotar un arma nuclear u
otro dispositivo nuclear explosivo antes del 1.º de enero de 1967.

4. Para los Estados cuyos instrumentos de ratificación o de adhesión se
depositaren después de la entrada en vigor de este Tratado, el Tratado entrará en
vigor en la fecha del depósito de sus instrumentos de ratificación o adhesión.

5. Los Gobiernos depositarios informarán sin tardanza a todos los Estados sig-
natarios y a todos los Estados que se hayan adherido a este Tratado, de la fecha de
cada firma, de la fecha de depósito de cada instrumento de ratificación o de adhe-
sión a este Tratado, de la fecha de su entrada en vigor y la fecha de recibo de toda
solicitud de convocación a una conferencia o de cualquier otra notificación.

6. Este Tratado será registrado por los Gobiernos depositarios, de conformi-
dad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas.

Artículo X

1. Cada Parte tendrá derecho, en ejercicio de su soberanía nacional, a retirarse
del Tratado si decide que acontecimientos extraordinarios, relacionados con la
materia que es objeto de este Tratado, han comprometido los intereses supremos de
su país. De esa retirada deberá notificar a todas las demás Partes en el Tratado y al
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas con una antelación de tres meses.
Tal notificación deberá incluir una exposición de los acontecimientos extraordina-
rios que esa Parte considere que han comprometido sus intereses supremos.

2. Veinticinco años después de la entrada en vigor del Tratado se convocará a
una Conferencia para decidir si el Tratado permanecerá en vigor indefinidamente
o si se prorrogará por uno o más períodos suplementarios de duración determina-
da. Esta decisión será adoptada por la mayoría de las Partes en el Tratado.

Artículo XI

Este Tratado, cuyos textos en inglés, ruso, español, francés y chino son
igualmente auténticos, se depositará en los archivos de los Gobiernos deposita-
rios. Los Gobiernos depositarios remitirán copias debidamente certificadas de
este Tratado a los Gobiernos de los Estados signatarios y de los Estados que se
adhieran al Tratado.
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En testimonio de lo cual, los infrascritos, debidamente autorizados, firman
este Tratado.

Hecho en tres ejemplares, en las ciudades de Londres, Moscú y Washing-
ton, el día primero de julio de mil novecientos sesenta y ocho.

2.2.k. TRATADO SOBRE LA PROHIBICIÓN DE EMPLAZAR ARMAS
NUCLEARES Y OTRAS ARMAS DE DESTRUCCIÓN EN MASA EN
LOS FONDOS MARINOS Y OCEÁNICOS Y SU SUBSUELO. 1971

2.2.k.(1). Nota explicativa

El presente Tratado se enmarca dentro de las normas referentes al desar-
me y a la conducción de las hostilidades.

A pesar de la Resolución 1635 (XVI) adoptada por la Asamblea General que
afirmó que el uso de las armas nucleares y termonucleares no es conforme a la
Carta de las Naciones Unidas , las condiciones de aprobación de la misma —25
votos a favor, 20 en contra y 26 abstenciones— y la opinión de la jurisprudencia
internacional y los tratadistas muestran que la prohibición de utilización de este
tipo de armas no está claramente establecida en el Derecho Internacional. Con el
objeto de limitar, en la medida de lo posible, los efectos que su utilización
supondría se ha seguido el camino indirecto de, por un lado, prohibir su empla-
zamiento en determinadas zonas del planeta y, por otro, reducir el volumen de
dicho armamento a través de numerosos tratados de desarme. El Convenio que
incluimos responde a la primera de dichas finalidades.

España se adhirió al Tratado por Instrumento de 23 de junio de 1987
(BOE. núm. 265).

2.2.k.(2). Texto normativo

Concedida por las Cortes Generales la autorización prevista en el artículo
94.1 de la Constitución (R. 1978, 2836 y Ap. 1975-85, 2875) y, por consiguien-
te, cumplidos los requisitos exigidos por la Legislación española, extendiendo
el presente instrumento de adhesión de España al tratado sobre prohibición de
emplazar armas nucleares y otras armas de destrucción en masa en los fondos
marinos y oceánicos y su subsuelo, hecho en Londres, Moscú y Washington el
11 de febrero de 1971, para que, mediante su depósito y de conformidad con lo
dispuesto en su artículo X, España pase a ser parte de dicho Tratado.

En fe de lo cual, firmo el presente instrumento, debidamente sellado y
refrendado por el infrascrito Ministro de Asuntos Exteriores.

Los Estados Partes en el presente Tratado, 
Reconociendo el interés común de la Humanidad en el progreso de la explo-

ración y utilización de los fondos marinos y oceánicos con fines pacíficos,
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Considerando que la prevención de la carrera de armamentos nucleares en
los fondos marinos y oceánicos favorece la causa del mantenimiento de la paz
mundial, reduce las tensiones internacionales y refuerza las relaciones amisto-
sas entre los Estados, 

Convencidos de que el presente Tratado constituye un paso hacia la exclu-
sión de los fondos marinos y oceánicos y su subsuelo de la carrera de arma -
mentos,

Convencidos de que el presente Tratado constituye un paso hacia un tratado
de desarme general y completo bajo estricto y eficaz control internacional, y
resueltos a proseguir las negociaciones con este fin, 

Convencidos de que el presente Tratado promoverá los propósitos y princi-
pios de la Carta de las Naciones Unidas en forma compatible con los principios
del derecho internacional y sin menoscabar la libertad de la alta mar,

Han convenido en lo siguiente:

Artículo I

1. Los Estados Partes en el presente Tratado se comprometen a no instalar
ni emplazar en los fondos marinos y oceánicos y su subsuelo, más allá del lími-
te exterior de una zona de los fondos marinos definida en el artículo II, armas
nucleares ni ningún otro tipo de armas de destrucción en masa, así como tampo-
co estructuras, instalaciones de lanzamiento ni otras instalaciones destinadas
expresamente a almacenar, ensayar o utilizar dichas armas.

2. Las obligaciones contraídas con arreglo al párrafo 1 de este artículo serán
aplicables también a la zona de los fondos marinos mencionada en el mismo
párrafo, con la salvedad de que, dentro de esa zona de los fondos marinos, no se
aplicarán al Estado ribereño ni a los fondos marinos de sus aguas territoriales.

3. Los Estados Partes en el presente Tratado se comprometen a no asistir,
alentar ni inducir a ningún Estado a realizar las actividades mencionadas en el
párrafo 1 de este artículo y a no participar de ningún otro modo en tales actos.

Artículo II

A los efectos del presente Tratado, el límite exterior de la zona de los fon-
dos marinos a que se refiere el artículo I coincidirá con el límite exterior de
doce millas de la zona mencionada en la parte II de la Convención sobre el Mar
Territorial y la Zona Contigua, firmada en Ginebra el 29 de abril de 1958
(R. 1971, 2296 y N. Dicc. 30784), y se medirá de conformidad con lo dispuesto
en la sección II de la parte I de dicha Convención y conforme al derecho inter-
nacional.

Artículo III

1. A fin de promover los objetivos del presente Tratado y asegurar el cumpli-
miento de sus disposiciones, todo Estado Parte en el Tratado tendrá derecho a
verificar mediante observación las actividades de otros Estados Partes en el Tra-
tado en los fondos marinos y oceánicos y su subsuelo, más allá de la zona a que
se refiere el artículo I, siempre que esa observación no perturbe tales actividades.
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2. Si una vez efectuada esa observación subsisten dudas razonables en rela-
ción con el cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud del presente
Tratado, el Estado Parte que tenga tales dudas y el Estado Parte responsable de
las actividades que las susciten celebrarán consultas con miras a resolverlas. Si
las dudas persisten, el Estado Parte que tenga tales dudas las notificará a los
otros Estados Partes y las partes interesadas cooperarán en la aplicación de los
demás procedimientos de verificación que se convengan, incluida la inspección
pertinente de objetos, estructuras, instalaciones u otras obras cuando haya moti-
vos razonables para creer que son del tipo descrito en el artículo I. Las Partes
situadas en la región en que se realicen las actividades, incluido cualquier Esta-
do ribereño, y cualquier otra Parte que así lo solicite, tendrán derecho a partici-
par en tales consultas y medidas de cooperación. Después de concluidos esos
otros procedimientos de verificación, la Parte que los haya iniciado remitirá a
las demás Partes el informe pertinente.

3. Si el Estado responsable de las actividades que susciten las dudas razona-
bles no puede ser identificado mediante la observación del objeto, estructura,
instalación u otra obra, el Estado Parte que tenga las dudas las notificará a los
Estados Partes de la región en que se realicen las actividades y a cualquier otro
Estado Parte, y efectuará las indagaciones pertinentes ante ellos. Si se averigua
mediante esas indagaciones que determinado Estado Parte es responsable de las
actividades, ese Estado Parte celebrará consultas y cooperará con otras Partes
según lo dispuesto en el párrafo 2 de este artículo. En caso de que la identidad
del Estado responsable de las actividades no se pueda determinar mediante esas
indagaciones, el Estado Parte que realice tales indagaciones podrá iniciar otros
procedimientos de verificación, incluida la inspección, y solicitará la participa-
ción de las Partes de la región en que se realicen las actividades, incluido cual-
quier Estado ribereño, y de cualquier otra Parte que desee cooperar.

4. Si las consultas y las medidas de cooperación previstas en los párrafos 2
y 3 de este artículo no han resuelto las dudas acerca de tales actividades y sub-
siste alguna duda grave en relación con el cumplimiento de las obligaciones
contraídas en virtud del presente tratado, todo Estado Parte podrá, de conformi-
dad con las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas, remitir la cuestión
al Consejo de Seguridad, el cual podrá actuar de conformidad con la Carta.

5. Todo Estado podrá emprender la verificación en virtud de este artículo,
recurriendo a medios propios o con la ayuda plena o parcial de cualquier otro
Estado Parte o mediante los procedimientos internacionales apropiados, dentro
del marco de las Naciones Unidas y de conformidad con la Carta.

6. Las actividades de verificación que se efectúen de conformidad con el
presente Tratado no deberán perturbar las actividades de otros Estados Partes, y
se llevarán a cabo con el debido respeto a los derechos reconocidos en derecho
internacional, incluyendo la libertad de la alta mar y los derechos de los Estados
ribereños en lo que se refiere a la exploración y explotación de sus plataformas
continentales.
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Artículo IV

Ninguna disposición del presente Tratado se interpretará en el sentido de
que favorezca o perjudique la posición de cualquier Estado Parte con respecto a
convenciones internacionales existentes, incluida la Convención de 1958 sobre
el mar territorial y la zona contigua (citada), o con respecto a los derechos o
pretensiones que un Estado Parte pueda alegar, o con respecto al reconocimien-
to o no reconocimiento de los derechos o pretensiones alegados por cualquier
otro Estado en relación con las aguas frente a sus costas, incluidos, entre otros,
mares territoriales y zonas contiguas, o en relación con los fondos marinos y
oceánicos, incluidas las plataformas continentales.

Artículo V

Las Partes en el presente Tratado se comprometen a proseguir de buena fe
negociaciones relativas a nuevas medidas en la esfera del desarme para la pre-
vención de la carrera de armamentos en los fondos marinos y oceánicos y en su
subsuelo.

Artículo VI

Cualquier Estado Parte en el presenteTratado podrá proponer enmiendas al
mismo. Las enmiendas entrarán en vigor para cada Estado Parte que las acepte
cuando hayan sido aceptadas por la mayoría de los Estados Parte en el Tratado
y, en lo sucesivo, para cada uno de los Estados Partes restantes en la fecha en
que las haya aceptado.

Artículo VII

Cinco años después de la entrada en vigor del presente Tratado, se celebrará
en Ginebra, Suiza, una conferencia de las Partes en el Tratado a fin de revisar la
aplicación de este Tratado para asegurarse de que se cumplen los propósitos
enunciados en el preámbulo y las disposiciones del Tratado. En esta revisión se
tendrá en cuenta todo avance tecnológico pertinente. La conferencia de revisión
determinará, de conformidad con el parecer de la mayoría de las Partes que
asistan a ella, si se ha de convocar una nueva conferencia de revisión y la fecha
de ésta.

Artículo VIII

Cada Estado Parte en el presente Tratado tendrá derecho, en ejercicio de su
soberanía nacional, a retirarse del Tratado si decide que acontecimientos extra-
ordinarios, relacionados con la materia que es objeto del presente Tratado, han
comprometido los intereses supremos de su país. Deberá notificar de este retiro
a todos los demás Estados Partes en el Tratado y al Consejo de Seguridad de las
Naciones Unidas con una antelación de tres meses. Tal notificación deberá
incluir una exposición de los acontecimientos extraordinarios que, según consi-
dera ese Estado Parte, han comprometido sus intereses supremos.
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Artículo IX

Las disposiciones del presente Tratado no afectan en forma alguna las obli-
gaciones asumidas por los Estados Partes en el Tratado en virtud de instrumen-
tos internacionales que establezcan zonas libres de armas nucleares.

Artículo X

1. El presente Tratado estará abierto a la firma de todos los Estados. Todo
Estado que no firmare este Tratado antes de su entrada en vigor, de conformi-
dad con el párrafo 3 del presente artículo, podrá adherirse a él en cualquier
momento.

2. El presente Tratado estará sujeto a ratificación por los Estados signata-
rios. Los instrumentos de ratificación y de adhesión serán entregados para su
depósito a los Gobiernos del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte,
los Estados Unidos de América y la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas,
que por el presente quedan designados Gobiernos depositarios.

3. El presente Tratado entrará en vigor una vez que hayan depositado los
instrumentos de ratificación 22 Gobiernos, entre ellos los Gobiernos que hayan
sido designados como depositarios de este Tratado.

4. Para los Estados cuyos instrumentos de ratificación o de adhesión se deposi-
taren después de la entrada en vigor del presente Tratado, el Tratado entrará en
vigor en la fecha de depósito de sus instrumentos de ratificación o adhesión.

5. Los Gobiernos depositarios comunicarán sin demora a los Gobiernos de
todos los Estados signatarios y de todos los Estados que se hayan adherido el
presente Tratado la fecha de cada firma, la fecha de depósito de cada instrumen-
to de ratificación o de adhesión al presente Tratado, la fecha de su entrada en
vigor, así como cualquier otra notificación que reciban.

Artículo XI

El presente Tratado, cuyos textos en inglés, ruso, español, francés y chino
son igualmente auténticos, se depositará en los archivos de los Gobiernos depo-
sitarios. Los Gobiernos depositarios remitirán copias debidamente certificadas
del presente Tratado a los Gobiernos de los Estados signatarios y de los Estados
que se adhieran al Tratado.

2.2.l. CONVENCIÓN SOBRE LA PROHIBICIÓN DEL EMPLEO, ALMA-
CENAMIENTO, PRODUCCIÓN Y TRANSFERENCIA DE MINAS
ANTIPERSONAL Y SOBRE SU DESTRUCCIÓN1

2.2.l.(1). Nota explicativa

La Convención sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, produc-
ción y transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción (“Tratado de
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Ottawa”) forma parte de la respuesta internacional al sufrimiento generalizado
que producen las minas antipersonal. La Convención se basa en aquellas normas
consuetudinarias del DICA que prohíben el empleo de armas que, por su índole,
no distingan entre personas civiles y combatientes o causen sufrimientos innece-
sarios o daños superfluos. La Convención se abrió a la firma el 3 de diciembre
de 1997 en Ottawa y entró en vigor el 1 de marzo de 1999. (Fue ratificada por
España mediante Instrumento de 7 de enero de 1999. BOE. núm. 62).

Los Estados que se adhieran a este tratado no deben, en ninguna circunstan-
cia, emplear, desarrollar, producir, almacenar o transferir minas ni ayudar a un
tercero a que lo haga. Además, deben destruir, en el plazo establecido, las minas
antipersonal existentes, estén almacenadas o sembradas. Puede conservarse una
reducida cantidad de minas con la única finalidad de desarrollar técnicas de
remoción y destrucción de minas y para formar a personal en estas técnicas.

2.2.l.(2). Texto normativo

PREÁMBULO

Los Estados Parte, 
Decididos a poner fin al sufrimiento y las muertes causadas por las minas

antipersonal, que matan o mutilan a cientos de personas cada semana, en su
mayor parte civiles inocentes e indefensos, especialmente niños, obstruyen el
desarrollo económico y la reconstrucción, inhíben la repatriación de refugiados
y de personas desplazadas internamente, además de ocasionar otras severas con-
secuencias muchos años después de su emplazamiento, 

Creyendo necesario hacer sus mejores esfuerzos para contribuir de manera
eficiente y coordinada a enfrentar el desafío de la remoción de minas antiperso-
nal colocadas en todo el mundo, y a garantizar su destrucción, 

Deseando realizar sus mejores esfuerzos en la prestación de asistencia para
el cuidado y rehabilitación de las víctimas de minas, incluidas su reintegración
social y económica, 

Reconociendo que una prohibición total de minas antipersonal sería también
una importante medida de fomento de la confianza, 

Acogiendo con beneplácito la adopción del Protocolo sobre prohibiciones o
restricciones del empleo de minas, armas trampa y otros artefactos, según fuera
enmendado el 3 de mayo de 1996 y anexo a la Convención sobre prohibiciones
o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan conside-
rarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados; y haciendo un llama-
do para la pronta ratificación de ese Protocolo por parte de aquellos Estados que
aún no lo han hecho, 

Acogiendo con beneplácito, asimismo, la Resolución 51/45 S del 10 de
diciembre de 1996 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, en la que se
exhorta a todos los Estados a que procuren decididamente concertar un acuerdo
internacional eficaz y de cumplimiento obligatorio para prohibir el uso, el almace-
namiento, la producción y la transferencia de las minas terrestres antipersonal, 
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Acogiendo con beneplácito, además, las medidas tomadas durante los últi-
mos años, tanto unilaterales como multilaterales, encaminadas a prohibir, res-
tringir o suspender el empleo, almacenamiento, producción y transferencia de
minas antipersonal, 

Poniendo de relieve el papel que desempeña la conciencia pública en el
fomento de los principios humanitarios, como se ha puesto de manifiesto en 
el llamado hecho para lograr una total prohibición de minas antipersonal, y
reconociendo los esfuerzos que con ese fin han emprendido el Movimiento de
la Cruz Roja y la Media Luna Roja, la Campaña Internacional para la Prohibi-
ción de las Minas y otras numerosas organizaciones no gubernamentales de
todo el mundo, 

Recordando la Declaración de Ottawa del 5 de octubre de 1996 y la Declara-
ción de Bruselas del 27 de junio de 1997, que instan a la comunidad internacional
a negociar un acuerdo internacional jurídicamente vinculante que prohíba el uso,
el almacenamiento, la producción y la transferencia de minas antipersonal, 

Poniendo énfasis en el deseo de lograr que todos los Estados se adhieran a
esta Convención, y decididos a trabajar denodadamente para promover su uni-
versalidad en todos los foros pertinentes, incluyendo, entre otros, las Naciones
Unidas, la Conferencia de Desarme, las organizaciones y grupos regionales, y
las conferencias de examen de la Convención sobre prohibiciones o restriccio-
nes del empleo de ciertas armas convencionales que puedan considerarse exce-
sivamente nocivas o de efectos indiscriminados, 

Basándose en el principio del derecho internacional humanitario según el
cual el derecho de las partes en un conflicto armado a elegir los métodos o
medios de combate no es ilimitado, en el principio que prohíbe el empleo, en
los conflictos armados, de armas, proyectiles, materiales y métodos de combate
de naturaleza tal que causen daños superfluos o sufrimientos innecesarios, y en
el principio de que se debe hacer una distinción entre civiles y combatientes, 

Han convenido en lo siguiente: 

Artículo 1. Obligaciones generales 

1. Cada Estado Parte se compromete a nunca, y bajo ninguna circunstancia: 

a) emplear minas antipersonal; 
b) desarrollar, producir, adquirir de un modo u otro, almacenar, conservar o

transferir a cualquiera, directa o indirectamente, minas antipersonal; 
c) ayudar, estimular o inducir, de una manera u otra, a cualquiera a partici-

par en una actividad prohibida a un Estado Parte, conforme a esta Convención. 

2. Cada Estado Parte se compromete a destruir o a asegurar la destrucción de
todas las minas antipersonal de conformidad con lo previsto en esta Convención. 

Artículo 2. Definiciones

1. Por “mina antipersonal” se entiende toda mina concebida para que explo-
sione por la presencia, la proximidad o el contacto de una persona, y que inca-
pacite, hiera o mate a una o más personas. Las minas diseñadas para detonar por
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la presencia, la proximidad o el contacto de un vehículo, y no de una persona,
que estén provistas de un dispositivo antimanipulación, no son consideradas
minas antipersonal por estar así equipadas. 

2. Por “mina” se entiende todo artefacto explosivo diseñado para ser coloca-
do debajo, sobre o cerca de la superficie del terreno u otra superficie cualquiera
y concebido para explosionar por la presencia, la proximidad o el contacto de
una persona o un vehículo. 

3. Por “dispositivo antimanipulación” se entiende un dispositivo destinado a
proteger una mina y que forma parte de ella, que está conectado, fijado, o colo-
cado bajo la mina, y que se activa cuando se intenta manipularla o activarla
intencionadamente de alguna otra manera. 

4. Por “transferencia” se entiende, además del traslado físico de minas anti-
personal hacia o desde el territorio nacional, la transferencia del dominio y del
control sobre las minas, pero que no se refiere a la transferencia de territorio
que contenga minas antipersonal colocadas. 

5. Por “zona minada” se entiende una zona peligrosa debido a la presencia
de minas o en la que se sospecha su presencia. 

Artículo 3. Excepciones

1. Sin perjuicio de las obligaciones generales contenidas en el Artículo 1, se
permitirá la retención o la transferencia de una cantidad de minas antipersonal
para el desarrollo de técnicas de detección, limpieza o destrucción de minas y el
adiestramiento en dichas técnicas. La cantidad de tales minas no deberá exceder
la cantidad mínima absolutamente necesaria para realizar los propósitos men-
cionados más arriba. 

2. La transferencia de minas antipersonal está permitida cuando se realiza
para su destrucción. 

Artículo 4. Destrucción de las existencias de minas antipersonal 

Con excepción de lo dispuesto en el Artículo 3, cada Estado Parte se com-
promete a destruir, o a asegurar la destrucción de todas las existencias de minas
antipersonal que le pertenezcan o posea, o que estén bajo su jurisdicción o con-
trol, lo antes posible, y a más tardar en un plazo de cuatro años, a partir de la
entrada en vigor de esta Convención para ese Estado Parte. 

Artículo 5. Destrucción de minas antipersonal colocadas en las zonas minadas 

1. Cada Estado Parte se compromete a destruir, o a asegurar la destrucción
de todas las minas antipersonal colocadas en los zonas minadas que estén bajo
su jurisdicción o control, lo antes posible, y a más tardar en un plazo de 10
años, a partir de la entrada en vigor de esta Convención para ese Estado Parte. 

2. Cada Estado Parte se esforzará en identificar todas las zonas bajo su
jurisdicción o control donde se sepa o se sospeche que hay minas antipersonal,
y adoptará todas las medidas necesarias, tan pronto como sea posible, para que
todas las minas antipersonal en zonas minadas bajo su jurisdicción o control
tengan el perímetro marcado, estén vigiladas y protegidas por cercas u otros
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medios para asegurar la eficaz exclusión de civiles, hasta que todas las minas
antipersonal contenidas en dichas zonas hayan sido destruidas. La señalización
deberá ajustarse, como mínimo, a las normas fijadas en el Protocolo sobre
prohibiciones o restricciones del empleo de minas, armas trampa y otros arte-
factos, enmendado el 3 de mayo de 1996 y anexo a la Convención sobre prohi-
biciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan
considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados. 

3. Si un Estado Parte cree que será incapaz de destruir o asegurar la destruc-
ción de todas las minas antipersonal a las que se hace mención en el párrafo 1
dentro del período establecido, podrá presentar una solicitud a la Reunión de
Estados Parte o a la Conferencia de Examen con objeto de que se prorrogue
hasta un máximo de otros diez años el plazo para completar la destrucción de
dichas minas antipersonal. 

4. Cada solicitud contendrá: 

a) La duración de la prórroga propuesta; 
b) Una explicación detallada de las razones para la prórroga propuesta,

incluidos:

i) La preparación y la situación del trabajo realizado al amparo de los pro-
gramas nacionales de desminado; 

ii) Los medios financieros y técnicos disponibles al Estado Parte para des-
truir todas las minas antipersonal; y 

iii) Las circunstancias que impiden al Estado Parte destruir todas las minas
antipersonal en las zonas minadas. 

c) Las implicaciones humanitarias, sociales, económicas y medioambienta-
les de la prórroga; y 

d) Cualquier otra información en relación con la solicitud para la prórroga
propuesta.

5. La Reunión de los Estados Parte o la Conferencia de Examen deberán,
teniendo en cuenta el párrafo 4, evaluar la solicitud y decidir por mayoría de
votos de los Estados Parte, si se concede. 

6. Dicha prórroga podrá ser renovada con la presentación de una nueva soli-
citud de conformidad con los párrafos 3, 4 y 5 de este Artículo. Al solicitar una
nueva prórroga, el Estado Parte deberá presentar información adicional perti-
nente sobre lo efectuado durante el previo período de prórroga en virtud de este
Artículo.

Artículo 6. Cooperación y asistencia internacionales 

1. En el cumplimiento de sus obligaciones conforme a esta Convención,
cada Estado Parte tiene derecho a solicitar y recibir asistencia de otros Estados
Parte, cuando sea factible y en la medida de lo posible. 

2. Cada Estado Parte se compromete a facilitar el intercambio más completo
posible de equipo, material e información científica y técnica en relación con la
aplicación de la presente Convención, y tendrá derecho a participar en ese inter-
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cambio. Los Estados Parte no impondrán restricciones indebidas al suministro
de equipos de limpieza de minas, ni a la correspondiente información técnica
con fines humanitarios. 

3. Cada Estado Parte que esté en condiciones de hacerlo, proporcionará
asistencia para el cuidado y rehabilitación de víctimas de minas, y su integra-
ción social y económica, así como para los programas de sensibilización sobre
minas. Esta asistencia puede ser otorgada, inter alia, por el conducto del Siste-
ma de las Naciones Unidas, organizaciones o instituciones internacionales,
regionales o nacionales, el Comité Internacional de la Cruz Roja y las Socieda-
des Nacionales de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja y su Federación Inter-
nacional, organizaciones no gubernamentales, o sobre la base de acuerdos bila-
terales.

4. Cada Estado Parte que esté en condiciones de hacerlo, proporcionará
asistencia para las labores de limpieza de minas y actividades relacionadas con
ella. Tal asistencia podrá brindarse, inter alia, a través del Sistema de las Nacio-
nes Unidas, organizaciones o instituciones internacionales o regionales, organi-
zaciones no gubernamentales, o sobre una base bilateral, o contribuyendo al
Fondo Fiduciario Voluntario de las Naciones Unidas de la Asistencia para la
Remoción de Minas u otros fondos regionales que se ocupen de este tema. 

5. Cada Estado Parte que esté en condiciones de hacerlo, proporcionará
asistencia para la destrucción de las existencias de minas antipersonal. 

6. Cada Estado Parte se compromete a proporcionar información a la base
de datos sobre la limpieza de minas establecida en el Sistema de las Naciones
Unidas, especialmente la información relativa a diversos medios y tecnologías
de limpieza de minas, así como listas de expertos, organismos de especialistas o
centros de contacto nacionales para la limpieza de minas. 

7. Los Estados Parte podrán solicitar a las Naciones Unidas, a las organizacio-
nes regionales, a otros Estados Parte o a otros foros intergubernamentales o no
gubernamentales competentes que presten asistencia a sus autoridades para elabo-
rar un Programa Nacional de Desminado con el objeto de determinar inter alia: 

a) La extensión y ámbito del problema de las minas antipersonal; 
b) Los recursos financieros, tecnológicos y humanos necesarios para la eje-

cución del programa; 
c) El número estimado de años necesarios para destruir todas las minas anti-

personal de las zonas minadas bajo la jurisdicción o control del Estado Parte
afectado;

d) Actividades de sensibilización sobre el problema de las minas con objeto
de reducir la incidencia de las lesiones o muertes causadas por las minas; 

e) Asistencia a las víctimas de las minas; 
f) Las relaciones entre el Gobierno del Estado Parte afectado y las pertinen-

tes entidades gubernamentales, intergubernamentales o no gubernamentales que
trabajarán en la ejecución del programa. 
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8. Cada Estado Parte que proporcione o reciba asistencia de conformidad
con las disposiciones de este artículo, deberá cooperar con objeto de asegurar la
completa y rápida puesta en práctica de los programas de asistencia acordados. 

Artículo 7. Medidas de transparencia 

1. Cada Estado Parte informará al Secretario General de las Naciones Uni-
das tan pronto como sea posible, y en cualquier caso no más tarde de 180 días a
partir de la entrada en vigor de esta Convención para ese Estado Parte sobre: 

a) Las medidas de aplicación a nivel nacional según lo previsto en el artículo 9; 
b) El total de las minas antipersonal en existencias que le pertenecen o

posea, o que estén bajo su jurisdicción o control, incluyendo un desglose del
tipo, cantidad y, si fuera posible, los números de lote de cada tipo de mina anti-
personal en existencias; 

c) En la medida de lo posible, la ubicación de todas las zonas minadas bajo su
jurisdicción o control que tienen, o se sospecha que tienen, minas antipersonal,
incluyendo la mayor cantidad posible de detalles relativos al tipo y cantidad de
cada tipo de mina antipersonal en cada zona minada y cuándo fueron colocadas; 

d) Los tipos, cantidades y, si fuera posible, los números de lote de todas las
minas antipersonal retenidas o transferidas de conformidad con el Artículo 3 para el
desarrollo de técnicas de detección, limpieza o destrucción de minas, y el adiestra-
miento en dichas técnicas, o transferidas para su destrucción, así como las institu-
ciones autorizadas por el Estado Parte para retener o transferir minas antipersonal; 

e) La situación de los programas para la reconversión o cierre definitivo de
las instalaciones de producción de minas antipersonal; 

f) La situación de los programas para la destrucción de minas antipersonal,
de conformidad con lo establecido en los Artículos 4 y 5, incluidos los detalles
de los métodos que se utilizarán en la destrucción, la ubicación de todos los
lugares donde tendrá lugar la destrucción y las normas aplicables en materia de
seguridad y medio ambiente que observan; 

g) Los tipos y cantidades de todas las minas antipersonal destruidas después
de la entrada en vigor de la Convención para ese Estado Parte, incluido un des-
glose de la cantidad de cada tipo de mina antipersonal destruida, de conformi-
dad con lo establecido en los Artículos 4 y 5 respectivamente, así como, si fuera
posible, los números de lote de cada tipo de mina antipersonal en el caso de
destrucción, conforme a lo establecido en el Artículo 4; 

h) Las características técnicas de cada tipo de mina antipersonal producida,
hasta donde se conozca, y aquellas que actualmente pertenezcan a un Estado
Parte, o que éste posea, dando a conocer, cuando fuera razonablemente posible,
la información que pueda facilitar la identificación y limpieza de minas antiper-
sonal; como mínimo, la información incluirá las dimensiones, espoletas, conte-
nido de explosivos, contenido metálico, fotografías en color y cualquier otra
información que pueda facilitar la labor de desminado; y 

i) Las medidas adoptadas para advertir de forma inmediata y eficaz a la
población sobre todas las áreas a las que se refiere el párrafo 2, Artículo 5. 
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2. La información proporcionada de conformidad con este Artículo se
actualizará anualmente por cada Estado Parte respecto al año natural precedente
y será presentada al Secretario General de las Naciones Unidas a más tardar el
30 de abril de cada año. 

3. El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá dichos informes
recibidos a los Estados Parte. 

Artículo 8. Facilitación y aclaración de cumplimiento 

1. Los Estados Parte convienen en consultarse y cooperar entre sí con res-
pecto a la puesta en práctica de las disposiciones de esta Convención, y trabajar
conjuntamente en un espíritu de cooperación para facilitar el cumplimiento por
parte de los Estados Parte de sus obligaciones conforme a esta Convención. 

2. Si uno o más Estados Parte desean aclarar y buscan resolver cuestiones
relacionadas con el cumplimiento de las disposiciones de esta Convención, por
parte de otro Estado Parte, pueden presentar, por conducto del Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas, una Solicitud de Aclaración de este asunto a ese
Estado Parte. Esa solicitud deberá estar acompañada de toda información apro-
piada. Cada Estado Parte se abstendrá de presentar solicitudes de aclaración no
fundamentadas, procurando no abusar de ese mecanismo. Un Estado Parte que
reciba una Solicitud de Aclaración, entregará por conducto del Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas, en un plazo de 28 días al Estado Parte solicitante,
toda la información necesaria para aclarar ese asunto. 

3. Si el Estado Parte solicitante no recibe respuesta por conducto del Secre-
tario General de las Naciones Unidas dentro del plazo de tiempo mencionado, o
considera que ésta no es satisfactoria, puede someter, por conducto del Secreta-
rio General de las Naciones Unidas, el asunto a la siguiente Reunión de los Es -
tados Parte. El Secretario General de las Naciones Unidas remitirá a todos los
Estados Parte la solicitud presentada, acompañada de toda la información perti-
nente a la Solicitud de Aclaración. Toda esa información se presentará al Estado
Parte del que se solicita la aclaración, el cual tendrá el derecho de réplica. 

4. Mientras que esté pendiente la Reunión de los Estados Parte, cualquiera de
los Estados Parte afectados puede solicitar del Secretario General de las Naciones
Unidas que ejercite sus buenos oficios para facilitar la aclaración solicitada. 

5. El Estado Parte solicitante puede proponer, por conducto del Secretario
General de las Naciones Unidas, la convocatoria de una Reunión Extraordinaria de
los Estados Parte para considerar el asunto. El Secretario General de las Naciones
Unidas comunicará a todos los Estados Parte esa propuesta y toda la información
presentada por los Estados Parte afectados, solicitándoles que indiquen si están a
favor de una Reunión Extraordinaria de los Estados Parte para considerar el asun-
to. En caso de que dentro de los 14 días a partir de la fecha de tal comunicación, al
menos un tercio de los Estados Parte esté a favor de tal Reunión Extraordinaria, el
Secretario General de las Naciones Unidas convocará esa Reunión Extraordinaria
de los Estados Parte dentro de los 14 días siguientes. El quórum para esa Reunión
consistirá en una mayoría de los Estados Parte. 
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6. La Reunión de Estados Parte o la Reunión Extraordinaria de los Estados
Parte, según sea el caso, deberá determinar en primer lugar si ha de proseguir en
la consideración del asunto, teniendo en cuenta toda la información presentada
por los Estados Parte afectados. La Reunión de los Estados Parte, o la Reunión
Extraordinaria de los Estados Partes, deberá hacer todo lo posible por tomar una
decisión por consenso. Si a pesar de todos los esfuerzos realizados no se llega a
ningún acuerdo, se tomará la decisión por mayoría de los Estados Parte presen-
tes y votantes. 

7. Todos los Estados Parte cooperarán plenamente con la Reunión de los
Estados Parte o con la Reunión Extraordinaria de los Estados Parte para que se
lleve a cabo esta revisión del asunto, incluyendo las misiones de determinación
de hechos autorizadas de conformidad con el párrafo 8. 

8. Si se requiere mayor aclaración, la Reunión de los Estados Parte o la
Reunión Extraordinaria de los Estados Parte autorizará una misión de determi-
nación de hechos y decidirá su mandato por mayoría de los Estados Parte pre-
sentes y votantes. En cualquier momento el Estado Parte del que se solicita la
aclaración podrá invitar a su territorio a una misión de determinación de hechos.
Dicha misión se llevará a cabo sin que sea necesaria una decisión de la Reunión
de los Estados Parte o de la Reunión Extraordinaria de los Estados Parte. La
misión, compuesta de hasta 9 expertos, designados y aceptados de conformidad
con los párrafos 9 y 10, podrá recopilar información adicional relativa al asunto
del cumplimiento cuestionado, in situ o en otros lugares directamente relaciona-
dos con el asunto del cumplimiento cuestionado bajo la jurisdicción o control
del Estado Parte del que se solicite la aclaración. 

9. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista, que
mantendrá actualizada, de nombres, nacionalidades y otros datos pertinentes de
expertos cualificados recibida de los Estados Parte y la comunicará a todos los
Estados Parte. Todo experto incluido en esta lista se considerará como designa-
do para todas las misiones de determinación de hechos a menos que un Estado
Parte lo rechace por escrito. En caso de ser rechazado, el experto no participará
en misiones de determinación de hechos en el territorio o en cualquier otro
lugar bajo la jurisdicción o control del Estado Parte que lo rechazó, si el rechazo
fue declarado antes del nombramiento del experto para dicha misión. 

10. Cuando reciba una solicitud procedente de la Reunión de los Estados
Parte o de una Reunión Extraordinaria de los Estados Parte, el Secretario Gene-
ral de las Naciones Unidas, después de consultas con el Estado Parte del que se
solicita la aclaración, nombrará a los miembros de la misión, incluido su jefe.
Los nacionales de los Estados Parte que soliciten la realización de misiones de
determinación de hechos o los de aquellos Estados Parte que estén directamente
afectados por ellas, no serán nombrados para la misión. Los miembros de la
misión de determinación de hechos disfrutarán de los privilegios e inmunidades
estipulados en el Artículo VI de la Convención sobre los privilegios e inmuni-
dades de las Naciones Unidas, adoptada el 13 de febrero de 1946. 
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11. Previo aviso de al menos 72 horas, los miembros de la misión de deter-
minación de hechos llegarán tan pronto como sea posible al territorio del Estado
Parte del que se solicita la aclaración. El Estado Parte del que se solicita la acla-
ración deberá tomar las medidas administrativas necesarias para recibir, trans-
portar y alojar a la misión, y será responsable de asegurar la seguridad de la
misión al máximo nivel posible mientras esté en territorio bajo su control. 

12. Sin perjuicio de la soberanía del Estado Parte del que se solicita la acla-
ración, la misión de determinación de hechos podrá introducir en el territorio de
dicho Estado Parte el equipo necesario, que se empleará exclusivamente para
recopilar información sobre el asunto del cumplimiento cuestionado. Antes de
la llegada, la misión informará al Estado Parte del que se solicita la aclaración
sobre el equipo que pretende utilizar en el curso de su misión de determinación
de hechos. 

13. El Estado del que se solicita la aclaración hará todos los esfuerzos posi-
bles para asegurar que se dé a la misión de determinación de hechos la oportu-
nidad de hablar con todas aquellas personas que puedan proporcionar informa-
ción relativa al asunto del cumplimiento cuestionado. 

14. El Estado Parte del que se solicita la aclaración dará acceso a la misión
de determinación de hechos a todas las áreas e instalaciones bajo su control
donde es previsible que se puedan recopilar hechos pertinentes relativos al
asunto del cumplimiento cuestionado. Lo anterior estará sujeto a cualquier
medida que el Estado Parte del que se solicita la aclaración considere necesario
adoptar para: 

a) la protección de equipo, información y áreas sensibles; 
b) la observancia de cualquier obligación constitucional que el Estado Parte

del que se solicita la aclaración pueda tener con respecto a derechos de propie-
dad, registros, incautaciones u otros derechos constitucionales; o 

c) la protección y seguridad físicas de los miembros de la misión de deter-
minación de hechos. 

En caso de que el Estado Parte del que se solicita la aclaración adopte tales
medidas, deberá hacer todos los esfuerzos razonables para demostrar, a través
de medios alternativos, que cumple con esta Convención. 

15. La misión de determinación de hechos permanecerá en el territorio del
Estado Parte del que se solicita la aclaración por un máximo de 14 días, y en
cualquier sitio determinado no más de 7 días, a menos que se acuerde otra cosa. 

16. Toda la información proporcionada con carácter confidencial y no rela-
cionada con el asunto que ocupa a la misión de determinación de hechos se tra-
tará de manera confidencial. 

17. La misión de determinación de hechos informará, por conducto del
Secretario General de las Naciones Unidas, a la Reunión de los Estados Parte o
a la Reunión Extraordinaria de los Estados Parte, sobre los resultados de sus
pesquisas.
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18. La Reunión de los Estados Parte o la Reunión Extraordinaria de los
Estados Parte evaluará toda la información, incluido el informe presentado por
la misión de determinación de hechos, y podrá solicitar al Estado Parte del que
se solicita la aclaración que tome medidas para resolver el asunto del cumpli-
miento cuestionado dentro de un período de tiempo especificado. El Estado Par-
te del que se solicita la aclaración informará sobre todas las medidas tomadas en
respuesta a esta solicitud. 

19. La Reunión de los Estados Parte, o la Reunión Extraordinaria de los
Estados Parte, podrá sugerir a los Estados Parte afectados modos y maneras de
aclarar aún más o resolver el asunto bajo consideración, incluido el inicio de
procedimientos apropiados de conformidad con el Derecho Internacional. En
los casos en que se determine que el asunto en cuestión se debe a circunstancias
fuera del control del Estado Parte del que se solicita la aclaración, la Reunión de
los Estados Parte o la Reunión Extraordinaria de los Estados Parte podrá reco-
mendar medidas apropiadas, incluido el uso de las medidas de cooperación
recogidas en el Artículo 6. 

20. La Reunión de los Estados Parte, o la Reunión Extraordinaria de los
Estados Parte, hará todo lo posible por adoptar las decisiones a las que se hace
referencia en los párrafos 18 y 19 por consenso, y de no ser posible, las decisio-
nes se tomarán por mayoría de dos tercios de los Estados Parte presentes y
votantes.

Artículo 9. Medidas de aplicación a nivel nacional 

Cada uno de los Estados Parte adoptará todas las medidas legales, adminis-
trativas y de otra índole que procedan, incluyendo la imposición de sanciones
penales, para prevenir y reprimir cualquier actividad prohibida a los Estados
Parte conforme a esta Convención, cometida por personas o en territorio bajo su
jurisdicción o control. 

Artículo 10. Solución de controversias 

1. Los Estados Parte se consultarán y cooperarán entre sí para resolver cual-
quier controversia que pueda surgir en relación con la aplicación e interpreta-
ción de esta Convención. Cada Estado Parte puede presentar el problema a la
Reunión de los Estados Parte. 

2. La Reunión de los Estados Parte podrá contribuir a la solución de las
controversias por cualesquiera medios que considere apropiados, incluyendo el
ofrecimiento de sus buenos oficios, instando a los Estados Parte en una contro-
versia a que comiencen los procedimientos de solución de su elección y reco-
mendando un plazo para cualquier procedimiento acordado. 

3. Este Artículo es sin perjuicio de las disposiciones de esta Convención
relativas a la facilitación y aclaración del cumplimiento. 
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Artículo 11. Reuniones de los Estados Parte 

1. Los Estados Parte se reunirán regularmente para considerar cualquier
asunto en relación con la aplicación o la puesta en práctica de esta Convención,
incluyendo:

a) El funcionamiento y el status de esta Convención; 
b) Los asuntos relacionados con los informes presentados, conforme a las

disposiciones de esta Convención; 
c) La cooperación y la asistencia internacionales según lo previsto en el

Artículo 6; 
d) El desarrollo de tecnologías para la remoción de minas antipersonal; 
e) Las solicitudes de los Estados Parte a las que se refiere el Artículo 8; y 
f) Decisiones relativas a la presentación de solicitudes de los Estados Parte,

de conformidad con el Artículo 5. 

2. La primera Reunión de los Estados Parte será convocada por el Secreta-
rio General de las Naciones Unidas en el plazo de un año a partir de la entrada
en vigor de esta Convención. Las reuniones subsiguientes serán convocadas
anualmente por el Secretario General de las Naciones Unidas hasta la primera
Conferencia de Examen. 

3. Al amparo de las condiciones contenidas en el Artículo 8, el Secretario
General de las Naciones Unidas convocará a una Reunión Extraordinaria de los
Estados Parte. 

4. Los Estados no Parte en esta Convención, así como las Naciones Unidas,
otros organismos internacionales o instituciones pertinentes, organizaciones
regionales, el Comité Internacional de la Cruz Roja y organizaciones no guber-
namentales pertinentes, pueden ser invitados a asistir a estas reuniones como
observadores, de acuerdo con las Reglas de Procedimiento acordadas. 

Artículo 12. Conferencias de Examen 

1. Una Conferencia de Examen será convocada por el Secretario General de
las Naciones Unidas transcurridos 5 años desde la entrada en vigor de esta Con-
vención. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará otras Confe-
rencias de Examen si así lo solicitan uno o más de los Estados Parte, siempre y
cuando el intervalo entre ellas no sea menor de cinco años. Todos los Estados
Parte de esta Convención serán invitados a cada Conferencia de Examen. 

2. La finalidad de la Conferencia de Examen será: 

a) Evaluar el funcionamiento y el status de esta Convención; 
b) Considerar la necesidad y el intervalo de posteriores Reuniones de los

Estados Parte a las que se refiere el párrafo 2 del Artículo 11; 
c) Tomar decisiones sobre la presentación de solicitudes de los Estados Par-

te, de conformidad con el Artículo 5; y 
d) Adoptar, si fuera necesario en su informe final, conclusiones relativas a

la puesta en práctica de esta Convención. 
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3. Los Estados no Partes de esta Convención, así como las Naciones Uni-
das, otros organismos internacionales o instituciones pertinentes, organizacio-
nes regionales, el Comité Internacional de la Cruz Roja y organizaciones no
gubernamentales pertinentes, pueden ser invitados a asistir a cada Conferencia
de Examen como observadores, de acuerdo con las Reglas de Procedimiento
acordadas.

Artículo 13. Enmiendas

1. Todo Estado Parte podrá, en cualquier momento después de la entrada en
vigor de esta Convención, proponer enmiendas a la misma. Toda propuesta de
enmienda se comunicará al Depositario, quien la circulará entre todos los Estados
Parte y pedirá su opinión sobre si se debe convocar una Conferencia de Enmienda
para considerar la propuesta. Si una mayoría de los Estados Parte notifica al
Depositario, a más tardar 30 días después de su circulación, que está a favor de
proseguir en la consideración de la propuesta, el Depositario convocará una Con-
ferencia de Enmienda a la cual se invitará a todos los Estados Parte. 

2. Los Estados no Parte de esta Convención, así como las Naciones Unidas,
otras organizaciones o instituciones internacionales pertinentes, organizaciones
regionales, el Comité Internacional de la Cruz Roja y organizaciones no guber-
namentales pertinentes pueden ser invitados a asistir a cada Conferencia de
Enmienda como observadores de conformidad con las Reglas de Procedimiento
acordadas.

3. La Conferencia de Enmienda se celebrará inmediatamente después de
una Reunión de los Estados Parte o una Conferencia de Examen, a menos que
una mayoría de los Estados Parte solicite que se celebre antes. 

4. Toda enmienda a esta Convención será adoptada por una mayoría de dos
tercios de los Estados Parte presentes y votantes en la Conferencia de Enmien-
da. El Depositario comunicará toda enmienda así adoptada a los Estados Parte. 

5. Cualquier enmienda a esta Convención entrará en vigor para todos los
Estados Parte de esta Convención que la haya aceptado, cuando una mayoría de
los Estados Parte deposite ante el Depositario los instrumentos de aceptación.
Posteriormente entrará en vigor para los demás Estados Parte en la fecha en que
depositen su instrumento de aceptación. 

Artículo 14. Costes

1. Los costes de la Reunión de los Estados Parte, Reuniones Extraordinarias
de los Estados Parte, Conferencias de Examen y Conferencias de Enmienda
serán sufragados por los Estados Parte y por los Estados no Partes de esta Con-
vención que participen en ellas, de acuerdo con la escala de cuotas de las Nacio-
nes Unidas ajustada adecuadamente. 

2. Los costes en que incurra el Secretario General de las Naciones Unidas
con arreglo a los Artículos 7 y 8, y los costes de cualquier misión de determina-
ción de hechos, serán sufragados por los Estados Parte de conformidad con la
escala de cuotas de las Naciones Unidas adecuadamente ajustada. 
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Artículo 15. Firma

Esta Convención, hecha en Oslo, Noruega, el 18 de septiembre de 1997,
estará abierta a todos los Estados para su firma en Ottawa, Canadá, del 3 al 4 de
diciembre de 1997, y en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York, a partir
del 5 de diciembre de 1997 hasta su entrada en vigor. 

Artículo 16. Ratificación, aceptación, aprobación o adhesión 

1. Esta Convención está sujeta a la ratificación, la aceptación o a la aproba-
ción de los Signatarios. 

2. La Convención estará abierta a la adhesión de cualquier Estado que no la
haya firmado. 

3. Los instrumentos de ratificación, aceptación, aprobación y adhesión se
depositarán ante el Depositario. 

Artículo 17. Entrada en vigor 

1. Esta Convención entrará en vigor el primer día del sexto mes a partir de
la fecha de depósito del cuadragésimo instrumento de ratificación, de acepta-
ción, de aprobación o de adhesión. 

2. Para cualquier Estado que deposite su instrumento de ratificación, de
aceptación, de aprobación o de adhesión a partir de la fecha de depósito del cua-
dragésimo instrumento de ratificación, de aceptación, de aprobación o de adhe-
sión, esta Convención entrará en vigor el primer día del sexto mes a partir de la
fecha de depósito por ese Estado de su instrumento de ratificación, de acepta-
ción, de aprobación o de adhesión. 

Artículo 18. Aplicación provisional 

Cada Estado Parte, en el momento de depositar su instrumento de ratifica-
ción, aceptación, aprobación o adhesión, podrá declarar que aplicará provisio-
nalmente el párrafo 1 del Artículo 1 de esta Convención. 

Artículo 19. Reservas

Los Artículos de esta Convención no estarán sujetos a reservas. 

Artículo 20. Duración y denuncia 

1. Esta Convención tendrá una duración ilimitada. 
2. Cada Estado Parte tendrá, en ejercicio de su soberanía nacional, el dere-

cho de denunciar esta Convención. Comunicará dicha renuncia a todos los Esta-
dos Parte, al Depositario y al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Tal
instrumento de denuncia deberá incluir una explicación completa de las razones
que motivan su denuncia. 

3. Tal denuncia sólo surtirá efecto seis meses después de la recepción del
instrumento de denuncia por el Depositario. Sin embargo, si al término de ese
período de seis meses, el Estado Parte denunciante está involucrado en un con-
flicto armado, la denuncia no surtirá efecto antes del final del conflicto armado. 
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4. La denuncia de un Estado Parte de esta Convención no afectará de ningu-
na manera el deber de los Estados de seguir cumpliendo con obligaciones con-
traídas de acuerdo con cualquier norma pertinente del Derecho Internacional. 

Artículo 21. Depositario

El Secretario General de las Naciones Unidas es designado Depositario de
esta Convención. 

Artículo 22. Textos auténticos 

El texto original de esta Convención, cuyos textos en árabe, chino, español,
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará con el Secretario
General de las Naciones Unidas.

2.3. MAR

2.3.a. DECLARACIÓN DE PARÍS RELATIVA A DETERMINADAS
REGLAS DE DERECHO MARÍTIMO EN TIEMPO DE GUERRA
DE 1856

2.3.a.(1). Nota explicativa

La Declaración de París de 1856 es el primer texto internacional relativo a
la guerra marítima que proporcionó principios generales aplicables.

El origen ocasional de la Declaración fue la Guerra de Crimea de 1853
entre Turquía y Rusia, en la que Francia y Gran Bretaña apoyaron a Turquía.
En ella, dos posiciones se manifestaron: de un lado las Potencias escandina-
vas, que iniciaron movimientos a favor de la exención de captura de bienes
enemigos transportados en barcos neutrales. De otro, Gran Bretaña había
mantenido el derecho de captura de bienes enemigos, que no fueran contra-
bando, transportados en barcos neutrales. Esta última postura debió ser varia-
da al tratar de coordinar una política común con Francia, que mantenía una
postura similar a la de los países escandinavos.

En lo que respecta al contenido de la Declaración de París, puede sinteti-
zarse en cuatro postulados que son indivisibles:

— Abolición del corso.
— La bandera neutral protege los bienes enemigos, excepto el contraban-

do de guerra.
— Necesidad de que el bloqueo sea efectivo para su legalidad.
— Los bienes neutrales no son susceptibles de captura bajo bandera ene-

miga, con excepción del contrabando de guerra.
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La importancia de esta Declaración es evidente, no solo por el gran núme-
ro de países que la firmaron, sino porque ha integrado el conjunto de costum-
bres internacionales aplicables.

España se adhirió a la Declaración con fecha de 18 de enero de 1908. 

2.3.a.(2). Texto normativo

DECLARACIÓN DE PARÍS DE 1856

Los plenipotenciarios que han firmado el Tratado de París del 30 de marzo
de 1856, reunidos en conferencia, considerando:

Que el derecho marítimo en tiempo de guerra ha sido durante largo tiempo
objeto de discusiones lamentables,

Que la impresión de los derechos y deberes en esta materia da lugar, entre
los neutrales y los beligerantes, a divergencias de opinión que pueden originar
serias dificultades y aun conflictos,

Que, por consiguiente, sería desventajoso establecer una doctrina uniforme
sobre punto tan importante,

Que los plenipotenciarios, reunidos en el congreso de París, no podrán res-
ponder mejor a las intenciones que anima a sus gobiernos, que tratando de
introducir en las relaciones internacionales principios fijos a este respecto,

Debidamente autorizados, los citados plenipotenciarios han convenido con-
certarse sobre estos medios de alcanzar ese objeto, y habiendo llegado a un
acuerdo, han establecido la siguiente Declaración solemne:

1. El corso está y queda abolido.
2. El pabellón neutral cubre la mercancía enemiga, a excepción del contra-

bando de guerra.
3. La mercancía neutral, a excepción del contrabando de guerra, no puede

ser apresada bajo el pabellón enemigo.
4. Los bloqueos, para obligar, deben ser efectivos, es decir, mantenidos por

una fuerza suficiente para impedir realmente el acceso al litoral enemigo.

Los gobiernos de los infrascritos plenipotenciarios se comprometen a llevar
esta Declaración a conocimiento de los Estados que no han sido llamados a
tomar parte en el congreso de París, y a invitarlos a dar su adhesión.

Convencidos de que las máximas que acaban de proclamar no serán acogi-
das sino con gratitud por el mundo entero, los plenipotenciarios que suscriben
no dudan de que los esfuerzos de sus gobiernos para hacer general su adopción,
no sean coronados por el éxito.

La presente Declaración no es y no será obligatoria sino entre las potencias
que acceden o que accedieren a ella.

París, 16 de abril de 1856
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2.3.b. CONVENCIÓN VI DE LA HAYA RELATIVA AL RÉGIMEN DE
LOS NAVÍOS DE COMERCIO ENEMIGOS AL PRINCIPIO
DE LAS HOSTILIDADES. 1907

2.3.b.(1). Nota explicativa

Tradicionalmente había sido reconocido que los beligerantes tenían liber-
tad para capturar cualquier barco enemigo neutral, en tiempo de guerra.

En la Guerra de Crimea se concedieron los llamados días de gracia, sus-
trayéndose a la captura que estaba autorizados los beligerantes.

Dos posturas, por tanto, quedaban claramente diferenciadas: aquellos que
propugnaban la concesión de determinadas ventajas a los barcos mercantes
en las hostilidades, y quienes seguían defendiendo la posibilidad de captura
de tales barcos en toda circunstancia.

La Convención que seguidamente se inserta trata de dar una respuesta a
dicho problema. Efectivamente, el artículo 1 confirma que cuando un belige-
rante mercante es sorprendido en un puerto enemigo al comienzo de las hosti-
lidades, sería deseable que se le concediera un plazo de gracia para que
pudiera abandonarlo. Sin embargo, dicha disposición carecía de obligatorie-
dad, por lo que su eficacia jurídica quedaba en entredicho.

España ratificó esta Convención el 13 de marzo de 1913.

2.3.b.(2). Texto normativo

Deseosos de garantizar la seguridad del comercio internacional contra las
sorpresas de la guerra, y queriendo, de acuerdo con la práctica moderna, prote-
ger en cuanto fuere posible las operaciones emprendidas de buena fe y en vía de
ejecución antes de comenzar las hostilidades, han resuelto celebrar una Conven-
ción, y al efecto han nombrado sus Plenipotenciarios.

Quienes, después de haber depositado sus plenos poderes, que fueron halla-
dos en buena y debida forma, han convenido en las disposiciones siguientes:

Artículo 1. Cuando un navío de comercio perteneciente a una de las poten-
cias beligerantes se encuentre al principio de las hostilidades en un puerto ene-
migo, es de desearse que le sea permitido partir libremente en seguida o des-
pués de un plazo de favor suficiente y provisto de un pasaporte, para que pueda
alcanzar su puerto de destino o cualquier otro que le sea designado.

La misma regla debe observarse respecto del navío que, habiendo salido de
su último puerto de partida antes de comenzar la guerra, entre a un puerto ene-
migo sin tener conocimiento de las hostilidades.

Art. 2. El buque de comercio que a causa de circunstancias de fuerza mayor
no haya podido dejar el puerto enemigo durante el plazo de que habla el artículo
precedente, o al cual no se haya permitido salir, no puede ser confiscado.
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El beligerante puede solamente apresarlo con la obligación de restituirlo,
después de la guerra, sin indemnización, o puede requisicionarlo mediante
indemnización.

Art. 3. Los buques de comercio enemigo que hayan dejado su último puerto
de partida antes de comenzar la guerra y que fueren encontrados en la alta mar
sin que tengan conocimiento de las hostilidades, no pueden ser confiscados.
Pueden solamente ser apresados mediante la obligación de restituirlos, sin
indemnización, después de la guerra, o pueden ser requisicionados y hasta des-
truidos, con cargo de indemnización y con la obligación de proveer a la seguri-
dad de las personas y a la conservación de los papeles del buque.

Después de haber tocado en un puerto de su país o en un puerto neutral esos
navíos quedan sometidos a las leyes y costumbres de la guerra marítima.

Art. 4. Las mercaderías enemigas que se encuentren a bordo de los buques
de que se habla en los artículos 1 y 2 pueden igualmente ser retenidas y restitui-
das después de la guerra, sin indemnización, o requisicionadas, mediante
indemnización, con el buque o sin él.

La misma regla se observará respecto de las mercaderías que se encuentren
a bordo de los buques de que habla el artículo 3.

Art. 5. La presente Convención no incluye los buques mercantes cuya cons-
trucción indique que están destinados a ser transformados en naves de guerra.

Art. 6. Las disposiciones de la presente Convención no son aplicables sino
entre las Potencias Contratantes y sólo en caso de que los beligerantes sean
todos partes en la Convención.

Art. 7. La presente Convención será ratificada tan pronto como sea posible.
Las ratificaciones se depositarán en La Haya.
Se dejará constancia del primer depósito de ratificaciones en un acta firma-

da por los Representantes de las potencias que figuren en ella y por el Ministro
de Relaciones Exteriores de los Países Bajos.

Los depósitos posteriores de ratificaciones se harán mediante una notifica-
ción escrita dirigida al Gobierno de los Países Bajos y acompañada del instru-
mento de la ratificación.

Copia conforme certificada del acta relativa al primer depósito de las ratifi-
caciones y de las notificaciones mencionadas en el inciso precedente, así como
de los instrumentos de ratificación, se remitirá inmediatamente por el Gobierno
de los Países Bajos, por la vía diplomática, a las potencias invitadas a la Segun-
da Conferencia de la Paz y a las demás potencias que se hayan adherido a la
Convención. En los casos previstos en el inciso precedente el mismo Gobierno
les comunicará al mismo tiempo la fecha en que haya recibido la notificación.

Art. 8. Las potencias no firmantes pueden adherirse a la presente Convención.
La potencia que quiera adherirse notificará por escrito su intención al

Gobierno de los Países Bajos, transmitiéndole el acta de adhesión, que se depo-
sitará en los archivos de dicho Gobierno.
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El Gobierno transmitirá inmediatamente a las demás potencias copia con-
forme certificada de la notificación y del acta de adhesión, con indicación de la
fecha en que haya recibido la notificación.

Art. 9. La presente Convención producirá efecto para las potencias que
hayan tomado parte en el primer depósito de ratificaciones sesenta días después
de la fecha del acta de ese depósito, y para las potencias que ratifiquen posterior-
mente o que se adhieran, sesenta días después de que la notificación de la ratifi-
cación o de la adhesión haya sido recibida por el Gobierno de los Países Bajos.

Art. 10. Si una de las Potencias Contratantes quisiere denunciar la presente
Convención, notificará la denuncia por escrito al Gobierno de los Países Bajos,
el cual comunicará inmediatamente copia conforme certificada de la notifica-
ción a todas las demás potencias, haciéndoles saber la fecha en que la haya
recibido.

La denuncia no producirá efecto sino respecto de la potencia que la haya
notificado y un año después de que la notificación haya llegado al Gobierno de
los Países Bajos.

Art. 11. Un registro llevado por el Ministerio de Relaciones Exteriores de
los Países Bajos indicará la fecha del depósito de ratificaciones efectuado en
virtud del artículo 7, incisos 3 y 4, así como la fecha en que hayan sido recibi-
das las notificaciones de adhesión (artículo 8, inciso 2) o de denuncia (artículo
10, inciso 1).

Toda Potencia Contratante puede tomar nota de ese registro y pedir extracto
conforme certificado.

En fe de lo cual los Plenipotenciarios firman la presente Convención.
Acordada en La Haya, el 18 de octubre de 1907, en ejemplar único que que-

da depositado en los archivos del Gobierno de los Países Bajos, y del cual se
enviarán, por la vía diplomática, copias conformes certificadas a las potencias
que hayan sido invitadas a la Segunda Conferencia de la Paz. 

2.3.c. CONVENCIÓN VII DE LA HAYA RELATIVA A LA TRANS -
FORMACIÓN DE BUQUES DE COMERCIO EN BARCOS DE
GUERRA. 1907

2.3.c.(1). Nota explicativa

La presente Convención, que forma parte del bloque normativo elaborado
en La Haya entre 1899 y 1907, aborda la regulación de una práctica generali-
zada consistente en incorporar a la marina de guerra determindos barcos mer-
cantes mediante su transformación en barcos de guerra. España ratificó la
Convención el 18 de marzo de 1913.
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2.3.c.(1). Texto normativo

Considerando que en vista de la incorporación que en tiempo de guerra se
hace de buques mercantes en las marinas de guerra, es de desearse que se deter-
minen las condiciones en que pueda efectuarse esta operación;

Que no habiendo logrado las Potencias Contratantes, a pesar de esto, poner-
se de acuerdo sobre si la transformación de un buque mercante en barco de gue-
rra pueda hacerse en alta mar, es entendido que la cuestión del lugar de transfor-
mación queda fuera de causa y no está comprendida en las reglas siguientes;

Deseando celebrar una Convención con tal objeto han nombrado sus Pleni-
potenciarios, a saber:

Quienes, después de haber depositado los plenos poderes, que fueron halla-
dos en buena y debida forma, han acordado las disposiciones siguientes:

Artículo 1. Ningún buque mercante transformado en nave de guerra puede
tener los derechos y las obligaciones inherentes a esta clase de barcos si no se
halla colocado bajo la directa autoridad, la vigilancia inmediata y la responsabi-
lidad de la potencia cuyo pabellón tremola.

Art. 2. Los buques mercantes transformados en naves de guerra deben lle-
var las señales exteriores que sirven de distintivo a las naves de guerra de su
nacionalidad.

Art. 3. El Comandante debe estar al servicio del Estado y debidamente
facultado por las autoridades competentes. Su nombre debe figurar en la lista de
los Oficiales de la marina militar.

Art. 4. La tripulación debe estar sometida a las reglas de la disciplina militar.
Art. 5. Todo buque mercante transformado en barco de guerra está obligado

a observar en sus operaciones las leyes y costumbres de la guerra.
Art. 6. El beligerante que transforme un buque mercante en barco de guerra

debe a la mayor brevedad anunciar esta transformación en la lista de los buques
de su marina militar.

Art. 7. Las disposiciones de la presente Convención no son aplicables sino
entre las Potencias Contratantes y sólo en el caso en que los beligerantes sean
todos partes en la Convención.

Art. 8. La presente Convención será ratificada en el más breve término
posible.

Las ratificaciones se depositarán en La Haya.
Se dejará constancia del primer depósito de ratificaciones en un acta firma-

da por los Representantes de las potencias que figuren en ella y por el Ministro
de Relaciones Exteriores de los Países Bajos.

Los depósitos posteriores de ratificaciones se harán mediante notificación
escrita, dirigida al Gobierno de los Países Bajos y acompañada del instrumento
de ratificación.
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Copia conforme certificada del acta relativa al primer depósito de ratifica-
ciones, de las notificaciones mencionadas en el inciso precedente, así como los
instrumentos de ratificación, se remitirá inmediatamente por el Gobierno de los
Países Bajos, por la vía diplomática, a las potencias invitadas a la Segunda Con-
ferencia de la Paz y a las demás potencias que se hayan adherido a la Conven-
ción. En los casos previstos en el inciso precedente el mismo Gobierno les
comunicará al mismo tiempo la fecha en que hayan recibido la notificación.

Art. 9. Las potencias no firmantes pueden adherirse a la presente Conven-
ción.

La potencia que quiera adherirse notificará por escrito su intención al
Gobierno de los Países Bajos, transmitiéndole el acta de adhesión, que se depo-
sitará en los archivos de dicho Gobierno.

El Gobierno transmitirá inmediatamente a las demás potencias copia con-
forme certificada de la notificación y del acta de adhesión, con indicación de la
fecha en que haya recibido la notificación.

Art. 10. La presente Convención producirá efecto para las potencias que
hayan tomado parte en el primer depósito de ratificaciones, sesenta días después
de la fecha del acta de ese depósito, y para las potencias que ratifiquen poste-
riormente o que se adhieran, sesenta días después de que la notificación de la
ratificación o de la adhesión haya sido recibida por el Gobierno de los Países
Bajos.

Art. 11. Si una de las Potencias Contratantes quisiere denunciar la presente
Convención, notificará la denuncia por escrito al Gobierno de los Países Bajos,
el cual comunicará inmediatamente copia conforme certificada de la notifica-
ción a todas las demás potencias, haciéndoles saber la fecha en que la haya reci-
bido.

La denuncia no producirá efecto sino respecto de la potencia que la haya
notificado y un año después de que la notificación haya llegado al Gobierno de
los Países Bajos.

Art. 12. Un registro llevado por el Ministerio de Relaciones Exteriores de
los Países Bajos indicará la fecha del depósito de ratificaciones efectuado en
virtud del artículo 7, incisos 3 y 4, así como la fecha en que hayan sido recibi-
das las notificaciones de adhesión (artículo 9, inciso 2) o de denuncia (artículo
11, inciso 1).

Cada Potencia Contratante puede tomar nota de ese registro y pedir extrac-
tos conformes certificados.

En fe de lo cual los Plenipotenciarios firman la presente Convención.
Acordada en La Haya, el 18 de octubre de 1907, en ejemplar único que que-

da depositado en los archivos del Gobierno de los Países Bajos, y del cual se
enviarán, por la vía diplomática, copias conformes certificadas a las potencias
que hayan sido invitadas a la Segunda Conferencia de la Paz.
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2.3.d. CONVENCIÓN VIII DE LA HAYA RELATIVA A LA COLOCA-
CIÓN DE MINAS SUBMARINAS AUTOMÁTICAS DE CONTACTO

2.3.d.(1). Nota explicativa

Este texto, aunque no ha sido ratificado por España, forma parte de la
constumbre internacional obligatoria. De ahí la conveniencia de incluirlo en
esta publicación.

2.3.d.(2). Texto normativo

El presente convenio introduce importantes restricciones al uso de minas
automáticas de contacto, introduciendo la obligación de introducir dispositivos
de autodestrucción para aquellas que no estén amarradas o bien, para cuando,
accidentalmente, se rompan las amarras.

2.3.e. CONVENCIÓN IX DE LA HAYA RELATIVA AL BOMBARDEO
POR LAS FUERZAS NAVALES EN TIEMPO DE GUERRA. 1907

2.3.e.(1). Nota explicativa

La presente Convención, que forma parte del esfuerzo desplegado en La
Haya entre los años 1899 y 1907 para la regulación del Derecho de los Con-
flictos Armados, puede ser considerada como una manifestación propia del
principio que impide a los beligerantes efectuar operaciones militares contra
la población civil. Obliga a las partes en conflicto, en suma, a discriminar a la
hora de la conducción de las hostilidades entre objetivos militares y comba-
tientes, por un lado, y bienes de carácter civil y población civil, por otro.

Fue ratificada por España el 24 de febrero de 1913.

2.3.e.(2). Texto normativo

Animados del deseo de realizar el voto expresado por la Primera Conferen-
cia de la Paz concerniente al bombardeo por fuerzas navales de puertos, ciuda-
des y aldeas que no estén defendidos;

Considerando que importa someter los bombardeos por fuerzas navales a
disposiciones generales que garanticen los derechos de los habitantes y asegu-
ren la conservación de los principales edificios, extendiendo a esta operación de
guerra, en la medida de lo posible, los principios del Reglamento de 1899 sobre
las leyes y costumbres de la guerra por tierra;

Inspirándose en el deseo de servir los intereses de la Humanidad y de dismi-
nuir los rigores y los desastres de la guerra;

Han resuelto celebrar una Convención y han nombrado al efecto sus Pleni-
potenciarios.
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Quienes, después de haber depositado sus plenos poderes, que fueron halla-
dos en buena y debida forma, han acordado las disposiciones siguientes:

CAPÍTULO I

Del bombardeo de puertos, ciudades, aldeas,

habitaciones o edificios no defendidos

Artículo 1. Es prohibido bombardear por fuerzas navales los puertos, ciuda-
des, aldeas, habitaciones o edificios que no estén defendidos.

Una localidad no puede ser bombardeada por el solo hecho de que ante su
puerto se encuentren ancladas minas submarinas de contacto.

Art. 2. Sin embargo, no están comprendidos en esta prohibición las obras mili-
tares, establecimientos militares o navales, depósitos de armas o de materiales de
guerra, talleres e instalaciones propias para ser utilizados para las necesidades de la
flota o ejército enemigos; ni los navíos de guerra que se encuentren en el puerto. El
Comandante de una fuerza naval, después de la intimación con plazo razonable,
podrá destruirlos a cañonazos si cualquier otro medio es imposible, cuando las
autoridades locales no hayan procedido a esta destrucción en el plazo fijado.

No incurre en él ninguna responsabilidad en este caso por los daños invo-
luntarios que ocasione el bombardeo.

Si hay necesidades militares que exijan una acción inmediata y no permitan
conceder plazo, es entendido que la prohibición de bombardear la ciudad inde-
fensa subsiste como en el caso del inciso 1 y que el Comandante tomará todas
las providencias requeridas para que resulte a la ciudad el menor daño posible.

Art. 3. Después de notificación expresa se puede proceder al bombardeo de
puertos, ciudades, aldeas, habitaciones y edificios indefensos, si las autoridades
locales, puestas en mora por una intimación formal, rehúsan atender a las requi-
siciones de víveres o provisiones necesarias para las necesidades presentes de la
fuerza naval que se encuentre delante de la localidad.

Estas requisiciones estarán en relación con los recursos de la localidad. No
serán impuestas sino con la autorización del Comandante de dicha fuerza naval,
y en lo posible serán pagadas de contado, y si no, serán atestados por medio de
documentos.

Art. 4. Es prohibido bombardear puertos, ciudades, aldeas, habitaciones y
edificios indefensos por falta de pago de contribuciones en dinero.

CAPÍTULO II

Disposiciones generales

Art. 5. En el bombardeo por fuerzas navales deben tomarse por el Coman-
dante todas las medidas necesarias para librar en lo posible los edificios consa-
grados a los cultos, a las artes, a las ciencias o a la beneficencia, los monumen-
tos históricos, los hospitales y los lugares destinados para enfermos o heridos, a
condición de que no sean empleados al mismo tiempo en algún fin militar.
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El deber de los habitantes es señalar estos monumentos, edificios y lugares
con signos visibles que consistirán en grandes tableros rectangulares, rígidos,
divididos diagonalmente en dos triángulos, de color negro el de arriba y blanco
el de abajo.

Art. 6. Salvo el caso en que las exigencias militares no lo permitan, el
Comandante de la fuerza naval asaltante, antes de emprender el bombardeo,
debe hacer todo lo que dependa de él para advertir a las autoridades.

Art. 7. Es prohibido entregar al pillaje una ciudad o localidad, aun tomada
por asalto.

CAPÍTULO III

Disposiciones finales

Art. 8. Las disposiciones de la presente Convención no son aplicables sino
entre las Potencias Contratantes y sólo en el caso en que los beligerantes sean
todos partes en la Convención.

Art. 9. La presente Convención será ratificada tan pronto como fuere posi-
ble y las ratificaciones se depositarán en La Haya.

Se dejará constancia del primer depósito de ratificaciones en un acta firma-
da por los Representantes de las potencias que figuren en ella y por el Ministro
de Relaciones Exteriores de los Países Bajos.

Los depósitos posteriores de ratificaciones se harán mediante notificación
escrita, dirigida al Gobierno de los Países Bajos y acompañada del instrumento
de ratificación.

Copia conforme certificada del acta relativa al primer depósito de ratifica-
ciones, de las notificaciones mencionadas en el inciso precedente, así como los
instrumentos de ratificación, se remitirá inmediatamente por el Gobierno de los
Países Bajos, por la vía diplomática, a las potencias invitadas a la Segunda Con-
ferencia de la Paz y a las demás potencias que se hayan adherido a la Conven-
ción. En los casos previstos en el inciso precedente el mismo Gobierno les
comunicará al mismo tiempo la fecha en que hayan recibido la notificación.

Art. 10. Las potencias no firmantes pueden adherirse a la presente Convención.
La potencia que quiera adherirse notificará por escrito su intención al

Gobierno de los Países Bajos, transmitiéndole el acta de adhesión, que se depo-
sitará en los archivos de dicho Gobierno.

El Gobierno transmitirá inmediatamente a las demás potencias copia con-
forme certificada de la notificación y del acta de adhesión, con indicación de la
fecha en que haya recibido la notificación.

Art. 11. La presente Convención producirá efecto para las potencias que
hayan tomado parte en el primer depósito de ratificaciones, sesenta días después
de la fecha del acta de ese depósito, y para las potencias que ratifiquen posterior-
mente o que se adhieran, sesenta días después de que la notificación de la ratifica-
ción o de la adhesión haya sido recibida por el Gobierno de los Países Bajos.
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Art. 12. Si una de las Potencias Contratantes quisiere denunciar la presente
Convención, notificará la denuncia por escrito al Gobierno de los Países Bajos, el
cual comunicará inmediatamente copia conforme certificada de la notificación a
todas las demás potencias, haciéndoles saber la fecha en que la haya recibido.

La denuncia no producirá efecto sino respecto de la potencia que la haya
notificado y un año después de que la notificación haya llegado al Gobierno de
los Países Bajos.

Art. 13. Un registro llevado por el Ministerio de Relaciones Exteriores de
los Países Bajos indicará la fecha del depósito de ratificaciones efectuado en
virtud del artículo 7, incisos 3 y 4, así como la fecha en que hayan sido recibi-
das las notificaciones de adhesión (artículo 9, inciso 2) o de la denuncia (artícu-
lo 11, inciso 1).

Cada Potencia Contratante puede tomar nota de ese registro y pedir extrac-
tos conformes certificados.

En fe de lo cual los Plenipotenciarios firman la presente Convención.
Acordada en La Haya, el 18 de octubre de 1907, en ejemplar único que que-

da depositado en los archivos del Gobierno de los Países Bajos, y del cual se
enviarán, por la vía diplomática, copias conformes certificadas a las potencias
que hayan sido invitadas a la Segunda Conferencia de la Paz.

2.3.f. CONVENCIÓN XI DE LA HAYA RELATIVA A CIERTAS RES-
TRICCIONES EN CUANTO AL EJERCICIO DEL DERECHO
DE CAPTURA EN LA GUERRA MARÍTIMA

2.3.f.(1). Nota explicativa

La presente Convención tiene las mismas limitaciones que las otras 13
que fueron redactadas en La Haya en 1907, en el sentido de que sólo son de
aplicación entre Partes contratantes y únicamente si todos los beligerantes
son Parte en la misma (art. 9 de la XI Convención de La Haya). Ello hace que
su eficacia sea mayor por la vía de la costumbre internacional que por su
directa aplicación según el citado artículo.

El texto que a continuación se inserta está claramente dividido en cuatro
capítulos que tratan de las siguientes materias:

— Correspondencia postal. Se declara inviolable tanto la de los neutrales
como la de los beligerantes, sea privada u oficial.

— Exención de captura de ciertos barcos, tales como los empleados
exclusivamente para la pesca costera o pequeños barcos empleados en
el comercio local o los destinados a misiones religiosas, científicas o
filantrópicas.
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— Tripulaciones de barcos mercantes enemigos capturados. Bajo el
derecho consuetudinario, los civiles empleados en el servicio del ene-
migo pueden ser detenidos por la parte adversa y hechos prisioneros
de guerra. Esta regla es confirmada por el III Convenio de Ginebra de
1949, art. 4.a.5.

— Disposiciones comunes.

2.3.g.(2). Texto normativo

Reconociendo la necesidad de asegurar mejor que en el pasado una aplica-
ción equitativa del derecho a las relaciones marítimas internacionales en tiempo
de guerra;

Estimando que para llegar a ello es conveniente codificar en reglas comunes
las garantías debidas al comercio pacífico y al trabajo inofensivo, y la manera
de conducir las hostilidades en el mar, ya abandonando en un interés común
ciertas prácticas divergentes antiguas, ya conciliándolas, llegado el caso;

Que importa fijar en compromisos mutuos escritos los principios que hasta
hoy han permanecido en el dominio incierto de la controversia o se han dejado
al arbitrio de los Gobiernos;

Que de hoy en adelante pueden fijarse ciertas reglas concernientes a mate-
rias que no están previstas en el derecho que actualmente rige y que por lo tanto
no lo violan;

Han nombrado plenipotenciarios.
Quienes, después de haber depositado sus plenos poderes, que fueron halla-

dos en buena y debida forma, han acordado las disposiciones siguientes:

CAPÍTULO I

De la correspondencia postal

Artículo 1. La correspondencia postal de los neutrales o de los beligerantes,
cualquiera que sea su carácter oficial o privado, en alta mar, a bordo de un
navío neutral o enemigo, es inviolable. Si hay captura del navío, será expedida
con el menor retardo posible por el captor.

Las disposiciones del inciso precedente no se aplican, en caso de violación
de bloqueo, a la correspondencia destinada al puerto bloqueado o proveniente
de él.

Art. 2. La inviolabilidad de la correspondencia postal no sustrae a los
buques postales neutrales de las leyes y costumbres de la guerra marítima con-
cernientes a los navíos de comercio neutrales en general. Sin embargo, la visita
no debe efectuarse sino en caso de necesidad y con todas las consideraciones y
celeridad posibles.
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CAPÍTULO II

De la exención de captura de ciertos navíos

Art. 3. Los navíos exclusivamente destinados a la pesca costanera o a servi-
cios de pequeña navegación local están exentos de captura, así como sus máqui-
nas, aparejos y carga.

Esta exención deja de serles aplicable desde que tomen parte de cualquier
manera en las hostilidades.

Las Potencias Contratantes se comprometen a no aprovecharse del carácter
inofensivo de dichos buques para emplearlos con un fin militar conservándoles
su apariencia pacífica.

Art. 4. Están igualmente exentos de captura los navíos encargados de
misiones religiosas, científicas o filantrópicas.

CAPÍTULO III

Del régimen de las tripulaciones de los navíos
de comercio enemigos capturados por un beligerante

Art. 5. Cuando un buque mercante enemigo es capturado por un beligeran-
te, los tripulantes nacionales de un Estado neutral no son hechos prisioneros de
guerra.

Lo mismo se aplica al Capitán y a los Oficiales que sean nacionales de un
Estado neutral, si prometen formalmente por escrito no servir en un navío ene-
migo durante la guerra.

Art. 6. El Capitán, los Oficiales y los tripulantes nacionales del Estado ene-
migo no serán hechos prisioneros de guerra, a condición de que se comprome-
tan, bajo la fe de una promesa formal escrita, a no tomar, durante las hostilida-
des, servicio que tenga relación con las operaciones de la guerra.

Art. 7. Los nombres de los individuos que se dejen libres en las condiciones
determinadas en el artículo 5, inciso 2, y en el artículo 6, serán notificados por
el beligerante. Es prohibido a éste emplear a dichos individuos a sabiendas.

Art. 8. Las disposiciones de los tres artículos precedentes no se aplicarán a
los navíos que tomen parte en las hostilidades.

CAPÍTULO IV

Disposiciones finales

Art. 9. Las disposiciones de la presente Convención no son aplicables sino
entre las Potencias Contratantes y sólo en el caso en que los beligerantes sean
todos partes en la Convención.
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Art. 10. La presente Convención será ratificada tan pronto como sea
posible.

Las ratificaciones se depositarán en La Haya.
Se dejará constancia del primer depósito de ratificaciones en un acta firma-

da por los Representantes de las potencias que figuren en ella y por el Ministro
de Relaciones Exteriores de los Países Bajos.

Los depósitos posteriores de ratificaciones se harán mediante notificación
escrita, dirigida al Gobierno de los Países Bajos y acompañada del instrumento
de ratificación.

Copia conforme certificada del acta relativa al primer depósito de ratifica-
ciones, de las notificaciones mencionadas en el inciso precedente, así como los
instrumentos de ratificación, se remitirá inmediatamente por el Gobierno de los
Países Bajos, por la vía diplomática, a las potencias invitadas a la Segunda Con-
ferencia de la Paz y a las demás potencias que se hayan adherido a la Conven-
ción. En los casos previstos en el inciso precedente el mismo Gobierno les
comunicará al mismo tiempo la fecha en que hayan recibido la notificación.

Art. 11. Las potencias no firmantes pueden adherirse a la presente Convención.
La potencia que quiera adherirse notificará por escrito su intención al

Gobierno de los Países Bajos, transmitiéndole el acta de adhesión, que se depo-
sitará en los archivos de dicho Gobierno.

El Gobierno transmitirá inmediatamente a las demás potencias copia con-
forme certificada de la notificación y del acta de adhesión, con indicación de la
fecha en que haya recibido la notificación.

Art. 12. La presente Convención producirá efecto para las potencias que
hayan tomado parte en el primer depósito de ratificaciones, sesenta días después
de la fecha del acta de ese depósito, y para las potencias que ratifiquen posterior-
mente o que se adhieran, sesenta días después de que la notificación de la ratifica-
ción o de la adhesión haya sido recibida por el Gobierno de los Países Bajos.

Art. 13. Si una de las Potencias Contratantes quisiere denunciar la presente
Convención, notificará la denuncia por escrito al Gobierno de los Países Bajos,
el cual comunicará inmediatamente copia conforme certificada de la notifica-
ción a todas las demás Potencias, haciéndoles saber la fecha en que la haya
recibido.

La denuncia no producirá efecto sino respecto de la potencia que la haya
notificado y un año después de que la notificación haya llegado al Gobierno de
los Países Bajos.

Art. 14. Un registro llevado por el Ministerio de Relaciones Exteriores de
los Países Bajos indicará la fecha del depósito de ratificaciones efectuado en
virtud del artículo 10, incisos 3 y 4, así como la fecha en que hayan sido recibi-
das las notificaciones de adhesión (artículo 11, inciso 2) o de la denuncia (ar -
tículo 13, inciso 1).

Cada Potencia Contratante puede tomar nota de ese registro y pedir extrac-
tos conformes certificados.
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En fe de lo cual los Plenipotenciarios firman la presente Convención.
Acordada en La Haya, el 18 de octubre de 1907, en ejemplar único que que-

da depositado en los archivos del Gobierno de los Países Bajos, y del cual se
enviarán, por la vía diplomática, copias conformes certificadas a las potencias
que hayan sido invitadas a la Segunda Conferencia de la Paz.

2.3.g. DECLARACIÓN NAVAL DE LONDRES. 1909

2.3.g.(1). Nota explicativa

El origen del presente Instrumento de Derecho de los conflicto armados
en la mar es la idea, expuesta por Gran Bretaña, de dotar de unas reglas míni-
mas al recién creado Tribunal Internacional de Presas previsto en la XII Con-
vención de La Haya de 1907, dada la dificultad de dilucidar las “normas
generalmente reconocidas de Derecho Internacional” a que se refería el art.
7.2 del mencionado Convenio. Por ello se ha expresado que la Declaración de
Londres era una herramienta jurídica en manos del Tribunal Internacional de
Presas y los Tribunales nacionales de Presas.

En lo que respecta a las reglas sustantivas establecidas en la Declaración
de Londres, se regulan las siguientes materias:

— El bloqueo en tiempo de guerra.
— El contrabando o requisitos identificativos.
— Pérdida del estatuto de buque neutral.
— Destrucción de presas neutrales, requisitos y circunstancias.
— Adquisición de pabellón neutral.
— Regla de identificación buques amigos-enemigos.
— Convoyes.
— Resistencia a la visita y compensaciones.

Por último, con respecto a este Convenio, hay que destacar que no fue
ratificado por ninguno de los signatarios. Por ello, su eficacia jurídica, indu-
dable, hay que deducirla del hecho de que las costumbre internacional ha
venido a hacer obligatorias la mayor parte de sus disposiciones. Sin embargo,
hay que tener en cuenta que otros factores, como la modificación del Derecho
de la neutralidad por la Carta de las Naciones Unidas, la importancia de las
zonas de fuego-libre en tiempos recientes y los nuevos métodos de guerra
económica han restado importancia a la Declaración Naval de Londres.

2.3.g.(2). Texto normativo

(Indicación de la Potencias Contratantes)

Considerando la invitación por la cual el Gobierno británico propuso a dife-
rentes Potencias que se reúnan en conferencia a fin de determinar en común lo
que comportan las normas generalmente reconocidas del derecho internacional
en el sentido del artículo 7 del Convenio del 18 de octubre de 1907, relativo al
establecimiento de una Corte Internacional de Apresamientos;
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Reconociendo todas las ventajas que, en el caso desafortunado de una gue-
rra marítima, presenta la determinación de dichas normas, sea para el comercio
pacífico, sea para los beligerantes y para sus relaciones políticas con los Gobier-
nos neutrales;

Considerando que los principios generales del derecho internacional son, en
su aplicación práctica, objeto de métodos divergentes;

Animada por el deseo de garantizar en adelante una mayor uniformidad a
este respecto;

Esperando que una obra de tan importante interés común obtenga la aproba-
ción general;

Han nombrado a sus Plenipotenciarios, a saber :

(Designación de los Plenipotenciarios)

Los cuales, tras haberse comunicado sus plenos poderes, encontrados en
buena y debida forma, han convenido en hacer la presente Declaración:

DISPOSICIONES PRELIMINARES

Todas las Potencias signatarias comprueban que las normas contenidas en
los capítulos siguientes responden, en sustancia, a los principios generales reco-
nocidos del derecho internacional.

CAPÍTULO I

Bloqueo en tiempo de guerra

Artículo 1. El bloqueo debe limitarse a los puertos y a las costas del enemi-
go u ocupados por él.

Art. 2. De conformidad con la Declaración de París de 1856, el bloqueo,
para ser obligatorio, debe ser efectivo, es decir, mantenido por una fuerza sufi-
ciente para impedir realmente el acceso al litoral enemigo.

Art. 3. Saber si el bloqueo es efectivo es una cuestión de hecho.
Art. 4. El bloqueo no se considerará como levantado si, a consecuencia del mal

tiempo, las fuerzas que mantienen el bloqueo se han alejado momentáneamente.
Art. 5. El bloqueo se aplicará imparcialmente a los diferentes pabellones.
Art. 6. El comandante de la fuerza bloqueadora puede conceder a barcos de

guerra permiso para entrar en el puerto bloqueado y para salir ulteriormente del
mismo.

Art. 7. Un barco neutral, en caso de peligro comprobado por una autoridad
de las fuerzas bloqueadoras, puede penetrar en la localidad bloqueada y salir
ulteriormente de la misma, a condición de no haber dejado o tomado allí carga-
mento alguno.

Art. 8. El bloqueo, para ser obligatorio, deberá ser declarado de conformi-
dad con el artículo 9 y notificado de conformidad con los artículos 11 y 16.

Art. 9. Harán la declaración de bloqueo sea la Potencia bloqueadora, sea las
autoridades navales que actúan en su nombre.
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Se puntualizará:

1. la fecha del comienzo del bloqueo;
2. los límites geográficos del litoral bloqueado;
3. el plazo de salida que ha de concederse a los barcos neutrales.

Art. 10. Si la Potencia bloqueadora o las autoridades navales que actúan en
su nombre no obran de acuerdo con estas menciones, que han de inscribir en la
declaración de bloqueo en aplicación del artículo 9 incisos 1 y 2, dicha declara-
ción será nula, y será necesaria una nueva declaración para que el bloqueo surta
sus efectos.

Art. 11. La declaración de bloqueo se notificará:

1. a las Potencias neutrales, por la Potencia bloqueadora, mediante una
comunicación dirigida a los Gobiernos mismos o a sus represententes ante ella
acreditados;

2. a las autoridades locales, por el comandante de la fuerza bloqueadora.
Estas autoridades, por su parte, informarán de ello lo antes posible a los cónsu-
les extranjeros que ejerzan sus funciones en el puerto o en el litoral bloqueados.

Art. 12. En el caso de que el bloqueo se prolongue o se reanude después de
haber sido levantado, serán aplicables las reglas relativas a la declaración y a la
notificación de bloqueo.

Art. 13. El levantamiento del bloqueo y toda restricción aplicada al mismo
se notificarán en la forma prescrita en el artículo 11.

Art. 14. El derecho de capturar un barco neutral por violación del bloqueo
está subordinado al conocimiento real o presunto del bloqueo.

Art. 15. Salvo prueba en contrario, se presume el conocimiento del bloqueo
cuando el barco ha salido de puerto neutral tras la notificación, en tiempo útil,
del bloqueo a la Potencia a la que pertenezca ese puerto.

Art. 16. Si el barco que se acerca al puerto bloqueado no ha conocido o no
puede presumirse que haya conocido la existencia del bloqueo, ha de hacerse la
notificación al barco incluso por mediación de un oficial de uno de los barcos
de la fuerza bloqueadora, notificación que será anotada en el libro de a bordo
con indicación de la fecha y de la hora, así como de la posición geográfica del
barco en tal momento.

El barco neutral que sale del puerto bloqueado cuando, por negligencia del
comandante de la fuerza bloqueadora, no se ha notificado declaración alguna de
bloqueo a las autoridades locales o no se ha indicado un plazo en la declaración
notificada, podrá pasar libremente.

Art. 17. La captura de barcos neutrales por violación del bloqueo sólo pue-
de efectuarse en un radio de acción de los buques de guerra encargados de
garantizar la efectividad del bloqueo.

Art. 18. Las fuerzas bloqueadoras no cortarán el paso a los puertos ni a las
costas neutrales.
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Art. 19. La violación del bloqueo no es motivo suficiente para autorizar la
captura del barco, cuando éste se dirige hacia un puerto no bloqueado, sea cual
fuere el destino ulterior del barco o de su cargamento.

Art. 20. El barco que, violando el bloqueo, haya salido del puerto bloquea-
do o haya intentado entrar en él, puede seguir siendo objeto de captura mientras
que sea perseguido por un buque de la fuerza bloqueadora. Si se abandona la
persecución o si se levanta el bloqueo, no podrá realizarse la captura.

Art. 21. El barco reconocido culpable de violación del bloqueo será confis-
cado. También será confiscado el cargamento, a menos que se pruebe que,
cuando la mercancía fue embarcada, el cargador no conocía ni podía conocer la
intención de violar el bloqueo.

CAPÍTULO II

Contrabando de guerra

Art. 22. Se consideran de pleno derecho como contrabando de guerra los
objetos y materiales siguientes, denominados contrabando absoluto, a saber:

1. las armas de toda índole, incluidas las armas de caza, y las piezas de
recambio caracterizadas;

2. los proyectiles, saquetes de pólvora y cartuchos de todo género, así como
las piezas de recambio caracterizadas;

3. las pólvoras y los explosivos especialmente asignados para la guerra;
4. las cureñas, arcones, armones, furgones, fraguas de campaña y las piezas

de recambio caracterizadas;
5. los efectos de vestimenta y de equipos militares caracterizados;
6. los arneses militares caracterizados de todo género;
7. los animales de silla, de tiro y de carga, utilizables para la guerra;
8. el material de campamento y las piezas de recambio caracterizadas;
9. las placas de blindaje;
10. los buques y las embarcaciones de guerra, así como las piezas de

recambio especialmente caracterizadas utilizables únicamente en un barco de
guerra;

11. los instrumentos y los aparatos hechos exclusivamente para la fabrica-
ción de municiones de guerra, para la fabricación y reparación de las armas y
del material militar terrestre o naval.

Art. 23. Los objetos y los materiales exclusivamente utilizados en la guerra
pueden añadirse, mediante una declaración notificada, a la vista de contrabando
absoluto.

La notificación será dirigida a los Gobiernos de las demás Potencias o a sus
representantes acreditados ante la Potencia que hace la declaración. La notifica-
ción hecha después de comenzadas las hostilidades se dirigirá únicamente a las
Potencias neutrales.
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Art. 24. Se consideran de pleno derecho como contrabando de guerra los
objetos y materiales que pueden servir tanto para usos de la guerra como para
usos pacíficos, y denominados contrabando condicional, a saber:

1. los víveres;
2. los forrajes y los granos para la alimentación de los animales;
3. la ropa, las telas, el calzado para usos militares;
4. el oro y la plata acuñados y en lingotes, los papeles representativos de

la moneda;
5. los vehículos de toda clase que puedan servir en la guerra, así como las

piezas de recambio;
6. los navíos, barcos y embarcaciones de todo género, los muelles flotan-

tes, partes de dársenas, así como las piezas de recambio;
7. el material fijo o móvil de los ferrocarriles, el material de telégrafos, de

radio-telégrafos y de teléfonos;
8. los aerostatos y los aparatos de aviación, las piezas de recambio carac-

terizadas, así como los accesorios, objetos y materiales caracterizados que pue-
dan sevir para la aerostación o para la aviación;

9 los combustibles; las materias lubrificantes;
10. las pólvoras y los explosivos que no sean especialmente asignados para

la guerra;
11. los alambres de púas, así como los instrumentos que sirven para fijarlos

o soportarlos;
12. las herraduras y el material de herrería;
13. los objetos de enjaizamiento y de guarnicionería;
14. los gemelos, los telescopios, los cronómetros y los diferentes instru-

mentos náuticos.

Art. 25. Los  objetos y materiales que puedan servir tanto para usos de gue-
rra como para usos pacíficos y diferentes de los mencionados en los artículos 22
y 24 pueden incluirse en la lista de contrabando condicional mediante una
declaración, que será notificada de la manera prevista en el artículo 23, párrafo
segundo.

Art. 26. Si una Potencia renuncia, en lo que concierne, a considerar como
contrabando de guerra los objetos y materiales pertenecientes a una de las cate-
gorías mencionadas en los artículos 22 y 24, comunicará su intención mediante
una declaración notificada de la manera prevista en el artículo 23, párrafo
segundo.

Art. 27. Los objetos y materiales que no puedan servir para usos de la gue-
rra no serán considerados como contrabando de guerra.

Art. 28. No serán considerados como contrabando de guerra los artículos
siguientes:

1. algodón en rama, lanas, sedas, yutes, linos, cáñamos en rama, así como
las demás materias primas de las industrias textiles y sus hilados;
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2. nueces y granos oleaginosos; copra;
3. cauchos, resinas, gomas y lacas; lúpulo;
4. pieles, cuernos, huesos y marfiles;
5. abonos naturales y artificiales, incluidos nitratos y fosfatos que pueden

servir para la agricultura;
6. minerales;
7. tierras, arcillas, cal, creta, piedras, incluidos los mármoles, ladrillos,

pizarras y tejas;
8. porcelanas y cristalería;
9. papel y materiales preparados para su fabricación;

10. jabones, colorantes, incluidas materias exclusivamente destinadas a
producirlos, y barnices;

11. hipoclorito de cal, cenizas de sosa, sosa cáustica, sulfato de sosa en
panes, amoniaco, sulfato de amoniaco y sulfato de cobre;

12. máquinas agrícolas, minas, industrias textiles e imprenta;
13. piedras preciosas, piedras finas, perlas, nácar y corales;
14. relojes de torre, de pared y de bolsillo y otros distintos de los cronómetros;
15. artículos de moda y objetos de fantasía;
16. plumas de toda clase, crines y sedas;
17. objetos de mobiliario o de ornamentación; muebles y accesorios de oficina.

Art. 29. Tampoco será considerado como contrabando de guerra:

1. los objetos y materiales que sirven exclusivamente para asistir a los
enfermos y a los heridos. Sin embargo, en casos de necesidad militar importan-
te, pueden ser requisados mediante indemnización cuando su finalidad es la pre-
vista en el artículo 30;

2. los objetos y materiales destinados para el uso del barco donde se
encuentran, así como para uso de la tripulación y de los pasajeros del mismo
durante la travesía.

Art. 30. Los artículos de contrabando absoluto serán confiscados si se com-
prueba que se destinan al territorio del enemigo o a un territorio ocupado por él
o a sus fuerzas armadas. Poco importa que el transporte de esos objetos se haga
directamente o que requiera, sea un transbordo sea un trayecto por tierra.

Art. 31. La finalidad prevista en el artículo 30 queda definitivamente proba-
da  en los casos siguientes:

1. cuando la mercancía está documentada para ser desembarcada en un
puerto enemigo o para ser entregada a sus fuerzas armadas;

2. cuando el barco sólo debe abordar en puertos enemigos, o cuando debe
tocar un puerto del enemigo o reunirse con sus fuerzas armadas, antes de llegar
a un puerto neutral para el cual está documentada la mercancía.

Art. 32. Los documentos de a bordo son prueba completa del itinerario del
barco que transporta contrabando absoluto, a no ser que el barco se haya desvia-
do manifiestamente de la ruta que debería seguir según sus documentos de a
bordo y sin poder justificar una causa suficiente de tal desviación.
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Art. 33. Los objetos de contrabando condicional pueden ser confiscados, si se
comprueba que están destinados para el uso de las fuerzas armadas o de las admi-
nistraciones del Estado enemigo, a no ser que, en este último caso, las circunstan-
cias determinen que de hecho tales objetos no pueden ser utilizados para la guerra
en curso; esta última reserva no se aplica a los envíos mencionados en el artículo
24, inciso 4.

Art. 34. Hay presunción del destino previsto en el artículo 33, si el envío va
dirigido a las autoridades enemigas, o a un comerciante establecido en país ene-
migo y cuando es notorio que ese comerciante suministra al enemigo objetos y
materiales de esa índole. Lo mismo ocurre si el envío va destinado a una plaza
fortificada enemiga, o a otra plaza que sirva de base a las fuerzas armadas ene-
migas; no obstante, esta presunción no se aplica al barco mercante mismo que
se dirige hacia una de esas plazas y cuyo cargamento se trata de comprobar si es
contrabando.

A falta de las presunciones susodichas, la finalidad se presume inocente.
Las presunciones mencionadas en el presente artículo admiten la prueba con-

traria.
Art. 35. Los objetos de contrabando condicional sólo pueden ser confisca-

dos en el barco que se dirija hacia el territorio del enemigo o hacia un territorio
ocupado por él o hacia sus fuerzas armadas y que no deba descargarlos en un
puerto intermedio neutral.

Los documentos de a bordo son prueba completa del itinerario del barco así
como del lugar de descarga de las mercancías, a no ser que ese barco se haya
desviado manifiestamente de la ruta que debería seguir según sus documentos
de a bordo y sin poder justificar una causa suficiente de tal desviación.

Art. 36. Por derogación al artículo 35, si el territorio del enemigo no tiene
frontera marítima, los objetos de contrabando condicional pueden ser confisca-
dos cuando se comprueba que su finalidad es la prevista en el artículo 33.

Art. 37. El barco que transporte objetos que sean equiparables a contraban-
do absoluto o condicional, puede ser capturado en alta mar o en las aguas de los
beligerantes, durante todo su viaje, aunque tenga la intención de tocar un puerto
de escala antes de llegar al destino enemigo.

Art. 38. No se podrá confiscar a causa de un transporte de contrabando
anteriormente efectuado y ya terminado.

Art. 39. Los objetos de contrabando pueden ser confiscados.
Art. 40. Está permitida la confiscación del barco que transporta contraban-

do, si dicho contrabando es, por su valor, por su peso, por su volumen o por su
flete, más de la mitad del cargamento.

Art. 41. Si se devuelve la libertad a un barco que transporta contrabando,
los gastos ocasionados al captor por el procedimiento ante la jurisdicción nacio-
nal de apresamientos, así como por la conservación del barco y de su cargamen-
to durante la instrucción corren por cuenta del barco.

Art. 42. Las mercancías que pertenecen al propietario del contrabando y
que se encuentran a bordo del mismo barco pueden ser confiscadas.
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Art. 43. Si un barco navega ignorando las hostilidades o la declaración de
contrabando aplicable a su cargamento, los objetos de contrabando sólo pueden
ser confiscados mediante indemnización; el barco y el resto del cargamento están
exentos de la confiscación y de los gastos previstos en el artículo 41. Lo mismo
ocurre si el capitán, tras haber tenido conocimiento del comienzo de las hostilida-
des o de la declaración de contrabando, no ha podido todavía descargar los obje-
tos del contrabando.

Se supone que el barco conoce el estado de guerra o la declaración de contra-
bando cuando sale de un puerto neutral, tras haberse hecho en tiempo útil a la
Potencia a la cual pertenece el puerto la notificación del comienzo de las hostili-
dades o de la declaración de contrabando. Además, se considera que el barco
conoce el estado de guerra cuando sale de un punto enemigo después de haber
comenzado las hostilidades.

Art. 44. El barco detenido a causa de contrabando y que no pueda ser con-
fiscado por razón de la proporción del contrabando puede ser autorizado, según
las circunstancias, a continuar su ruta, si el capitán está dispuesto a entregar el
contrabando al buque beligerante.

La entrega del contrabando será mencionada por el captor en el libro de a
bordo del barco detenido, y el capitán de este barco debe entregar al captor una
copia, certificada conforme, de todos los documentos útiles.

El capitán tiene facultad para destruir el contrabando que le haya sido así
entregado.

CAPÍTULO III

Asistencia hostil

Art. 45. Un barco neutral es confiscado y, en general, es pasible del trato
que recibiría un barco neutral sujeto a confiscación por contrabando de guerra:

1. cuando viaja especialmente para transportar a pasajeros individuales
incorporados en la fuerza armada del enemigo, o para transmitir noticias en
interés del enemigo; 

2. cuando, con el conocimiento del propietario, de quien ha fletado un bar-
co en su totalidad o del capitán, transporta un destacamento militar del enemigo
o a una o varias personas que, durante el viaje, prestan asistencia directa a las
operaciones del enemigo.

En los casos previstos en los números anteriores, las mercancías pertene-
cientes al propietario del barco están asimismo sujetas a confiscación.

Las disposiciones del presente artículo no se aplican si, cuando el barco es
encontrado en el mar, no sabe si hay hostilidades o si el capitán, tras haberse
enterado del comienzo de las hostilidades, no ha podido todavía desembarcar a
las personas transportadas. Se considera que el barco conoce el estado de guerra
cuando ha salido de un puerto enemigo después de haber comenzado las hostili-
dades o en tiempo útil tras haberse notificado el comienzo de las hostilidades a
la Potencia de la que depende ese puerto.
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Art. 46. Un barco neutral es confiscado y, en general, es pasible del trato
que recibiría si fuera barco mercante enemigo:

1. cuando toma parte directa en las hostilidades;
2. cuando está bajo las órdenes o bajo el control de un agente puesto a bor-

do por el Gobierno enemigo;
3. cuando es fletado en su totalidad por el Gobierno enemigo;
4. cuando está actual y exclusivamente destinado, sea al transporte de tro-

pas enemigas, sea a la transmisión de noticias en interés del enemigo.

En los casos previstos en el presente artículo, las mecancías pertenecientes
al propietario del barco están asimismo sujetas a confiscación.

Art. 47. Todo individuo incorporado en la fuerza armada del enemigo y que
sea encontrado a bordo de un barco mercante neutral podrá ser hecho prisionero
de guerra, incluso en el caso de que no haya motivo para apresar ese barco.

CAPÍTULO IV

Destrucción de las presas neutrales

Art. 48. Un barco neutral apresado no puede ser destruido por el captor,
pero debe ser conducido al puerto que corresponda para estatuir allí lo que sea
de derecho sobre la validez de la captura.

Art. 49. Excepcionalmente, un barco neutral capturado por un buque beli-
gerante y que esté sujeto a confiscación puede ser destruido, si la observancia
del artículo 48 puede comprometer la seguridad del buque de guerra o el éxito
de las operaciones que éste lleve entonces a cabo.

Art. 50. Antes de la destrucción, las personas que se encuentren a bordo
deberán ser puestas en lugar seguro y todos los papeles de a bordo y otros docu-
mentos que los interesados consideren útiles para el juicio sobre la validez de la
captura deberán ser transferidos al buque de guerra.

Art. 51. El captor que haya destruido un barco neutral debe justificar, antes
de cualquier juicio sobre la validez de la captura, que ha actuado de hecho en
presencia de una necesidad excepcional, como está prevista en el artículo 49. Si
omite hacerlo, está obligado a indemnización para con los interesados, sin que
haya necesidad de investigar si la captura era válida o no.

Art. 52. Si la captura de un barco neutral, cuya destrucción ha sido justifi-
cada, es luego declarada nula, el captor debe indemnizar a los interesados en
sustitución de la restitución a la cual éstos tendrían derecho.

Art. 53. Si con el barco han sido destruidas mercancías neutrales que no
podían ser confiscadas, el propietario de las mismas tiene derecho a una indem-
nización.

Art. 54. El captor puede exigir la entrega o proceder a la destrucción de las
mercancías confiscadas encontradas a bordo de un barco que, por su parte, no está
sujeto a confiscación, cuando las circunstancias son tales que, según el artículo 49,
justificarían la destrucción de un barco pasible de confiscación. Mencionará, en el
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libro de a bordo del navío detenido, los objetos entregados o destruidos y se hará
entregar por el capitán una copia, certificada conforme, de todos los documentos
útiles. Cuando se haya efectuado la entrega o la destrucción y hayan tenido lugar las
formalidades, el capitán debe ser autorizado a proseguir su ruta.

Son aplicables las disposiciones de los artículos 51 y 52 relativas a la res-
ponsabilidad del captor que haya destruido un barco neutral.

CAPÍTULO V

Transferencia de pabellón

Art. 55. La transferencia bajo pabellón neutral de un barco enemigo, efec-
tuada antes del comienzo de las hostilidades, es válida a no ser que se comprue-
be que tal transferencia se ha efectuado con miras a eludir las consecuencias
que conlleva el hecho de ser barco enemigo. No obstante, hay presunción de
nulidad si no se encuentra a bordo el acta de transferencia, cuando el barco haya
perdido la nacionalidad beligerante menos de sesenta días antes del comienzo
de las hostilidades; se admite la prueba contraria.

Hay presunción absoluta de validez de una transferencia efectuada más de
treinta días antes del comienzo de las hostilidades, si tal transformación es abso-
luta, completa, conforme con la legislación de los países interesados, y si tiene
como efecto que el control del barco y el beneficio de su utilización no quedan
en el mismo poder que antes de la transferencia. Sin embargo, si el barco ha
perdido la nacionalidad beligerante menos de sesenta días antes del comienzo
de las hostilidades y si el acta de transferencia no se encuentra a bordo, la incau-
tación del barco no podrá dar lugar a indemnización por daños y perjuicios.

Art. 56. La transferencia bajo pabellón neutral de un barco enemigo, efec-
tuada después del comienzo de las hostilidades, es nula, a no ser que se com-
pruebe que tal transferencia no se ha efectuado con miras a eludir las conse-
cuencias que conlleva el hecho de ser barco enemigo.

Sin embargo, hay presunción absoluta de nulidad:

1. si la transferencia se efectuó mientras que el barco navegaba o estaba en
un puerto bloqueado;

2. si hay facultad de retracto o de retorno;
3. si no se reunían las condiciones a las que está sujeto el derecho de pabe-

llón según la legislación del pabellón enarbolado.

CAPÍTULO VI

Índole enemiga

Art. 57. A reserva de las disposiciones relativas a la transferencia de pabe-
llón, la índole neutral o enemiga del barco se determina por el pabellón que tie-
ne derecho a llevar.
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El caso del barco neutral que efectúe una navegación reservada en tiempo
de paz queda fuera de causa y esta norma no se refiere, en absoluto, al mismo.

Art. 58. La índole neutral o enemiga de las mercancías encontradas a bordo
de un barco neutral se determina por la índole neutral o enemiga de su propietario.

Art. 59. Si no se comprueba la índole neutral de la mercancía encontrada a
bordo de un barco enemigo se considera que la mercancía es enemiga.

Art. 60. La índole enemiga de la mercancía a bordo de un barco enemigo
subsiste hasta la llegada a destino, no obstante una transferencia efectuada en el
transcurso de la expedición, después del comienzo de las hostilidades.

Sin embargo, si, anteriormente a la  captura, un anterior propietario neutral
ejerce, en caso de quiebra del actual propietario enemigo, un derecho de reivin-
dicación legal sobre la mercancía, ésta vuelve a ser de índole neutral.

CAPÍTULO VII

Convoy

Art. 61. Los barcos neutrales en convoy con su pabellón están exentos de
visita. El comandante del convoy dará por escrito, a solicitud del comandante
de un buque de guerra beligerante, acerca de la índole de los barcos y de su car-
gamento, toda la información que la visita serviría para obtener.

Art. 62. Si el comandante del buque de guerra beligerante tiene motivos
para sospechar que se ha abusado de la buena fe del comandante del convoy, le
comunicará sus sospechas. En este caso, incumbirá únicamente al comandante
del convoy llevar a cabo una verificación. Debe hacer constar el resultado de tal
verificación mediante un acta de la cual se entregará una copia al oficial del
buque de guerra. Si, en opinión del comandante del convoy, los hechos así com-
probados justifican la incautación de uno o varios barcos, debe retirárseles la
protección del convoy.

CAPÍTULO VIII

Resistencia a la visita

Art. 63. La resistencia opuesta por la fuerza al ejercicio legítimo del dere-
cho de detención, de visita y de captura implica, en todos los casos, la confisca-
ción del barco. El cargamento es pasible del mismo trato que recibiría el carga-
mento de un barco enemigo; las mercancías pertenecientes al capitán o al pro-
pietario del barco serán consideradas como mercancías enemigas.

CAPÍTULO IX

Daños y perjuicios

Art. 64. Si la incautación del barco o de las mercancías no es validada por la
jurisdicción de confiscaciones o si, sin que haya mediado un juicio, no se mantiene la
incautación, los interesados tienen derecho a indemnización de daños y perjuicios, a
no ser que haya habido motivos suficientes para confiscar el navío o las mercancías.
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DISPOSICIONES FINALES

Art. 65. Las disposiciones de la presente Declaración forman un conjunto
indivisible.

Art. 66. Las Potencias signatarias se comprometen a garantizar, en el caso
de una guerra en la que los beligerantes sean todos Partes en la presente Decla-
ración, la observancia recíproca de las normas contenidas en esta Declaración.
Por consiguiente, darán a sus autoridades y a sus fuerzas armadas las instruccio-
nes necesarias y tomarán las oportunas medidas para garantizar la aplicación de
la misma por sus tribunales, especialmente por sus tribunales de confiscaciones.

Art. 67. La presente Declaración será ratificada lo antes posible.
Las ratificaciones se depositarán en Londres.
El primer depósito de ratificaciones se hará constar mediante un acta firma-

da por los representantes de las Potencias Parte en la misma y por el principal
secretario de Estado de su Majestad Británica en el Departamento de Relaciones
Exteriores.

Los depósitos ulteriores de ratificaciones se harán mediante una notifica-
ción escrita dirigida al Gobierno británico y acompañada del instrumento de
ratificación.

Se entregará inmediatamente a las Potencias signatarias, por mediación del
Gobierno británico y por vía diplomática, copia, certificada conforme, del acta
relativa al primer depósito de las ratificaciones, de las notificaciones mencionadas
en el apartado anterior, así como de los instrumentos de ratificación que las acom-
pañen. En los casos a los que se refiere el párrafo anterior, dicho Gobierno les
dará a conocer, al mismo tiempo, la fecha en la cual haya recibido la notificación.

Art. 68. La presente Declaración surtirá efectos, para las Potencias que
hayan participado en el primer depósito de las ratificaciones, sesenta días des-
pués de la fecha del acta de este depósito, y para las Potencias que la ratifiquen
ulteriormente, sesenta días después de que el Gobierno británico haya recibido
la notificación de su ratificación.

Art. 69. Si sucediera que una de las Potencias signatarias quisiera denunciar
la presente Declaración, dicha Potencia sólo podrá hacerlo para el final de un
período de doce años, que comience sesenta días después del primer depósito de
ratificaciones y, posteriormente, para el final de períodos sucesivos de seis años,
el primero de los cuales comenzará cuando expire el período de doce años.

La denuncia será notificada por lo menos con un año de antelación al
Gobierno británico, que informará, al respecto, a todas las demás Potencias.

La denuncia sólo surtirá efectos con respecto a la Potencia que la haya
notificado.

Art. 70. Las Potencias representadas en la Conferencia Naval de Londres,
atribuyendo particular importancia al reconocimiento general de las normas por
ellas aprobadas, expresan la esperanza de que las Potencias que no estaban
representadas en dicha Conferencia se adhieran a la presente Declaración. Soli-
citan que el Gobierno británico tenga a bien invitarlas a hacerlo.
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La Potencia que desee adherirse notificará por escrito su intención al
Gobierno británico, transmitiéndole el acta de adhesión, que será depositada en
los archivos de dicho Gobierno.

Esta Gobierno transmitirá inmediatamente a todas las demás Potencias
copia, certificada conforme, de la notificación, así como del acta de adhesión,
indicando la fecha en la cual ha recibido la notificación. La adhesión surtirá
efectos sesenta días después de esta fecha.

La situación de las Potencias que se adhieran será equiparada, en todo lo
que concierne a esta Declaración, a la situación de las Potencias signatarias.

Art. 71. La presente Declaración, que llevará la fecha del 26 de febrero de
1909, podrá ser firmada en Londres hasta el 30 de junio de 1909 por los pleni-
potenciarios de las Potencias representadas en la Conferencia Naval.

En fe de lo cual, los plenipotenciarios han firmado la presente Declaración
y han estampado en ella el respectivo sello.

Hecho en Londres, el veintiséis de febrero de mil novecientos nueve, en un
solo ejemplar, que quedará depositado en los archivos del Gobierno británico y
del cual copias, certificadas conformes, serán remitidas por vía diplomática a
las Potencias representadas en la Conferencia Naval.

2.3.h. PROTOCOLO DE LONDRES. 1936

2.3.h.(1). Nota explicativa

Este texto se refiere a las reglas que deben observar los submarinos en
tiempo de guerra respecto a los buques mercantes y por formar parte de la
constumbre internacional obligatoria se incluye en esta publicación.

2.3.h.(2). Texto normativo

Se introduce la prohibición, para casos extremos, de hundir o incapacitar
para la navegación a un buque mercante, a menos que se garantice la seguri-
dad de los pasajeros, la tripulación y la documentación del barco.

2.3.i. MANUAL DE SAN REMO. 1994

2.3.i.(1). Nota explicativa

El Manual se aprobó en 1994 y fue el resultado de seis años de trabajo de
un grupo de expertos integrado por personal gubernamental y académicos
procedentes de 24 países, entre los que figuraban expertos de la Cruz Roja
Española, reunidos bajo los auspicios del Instituto Internacional de Derecho
Humanitario de San Remo. 
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No es un documento vinculante o de obligado cumplimiento, sin embar-
go, al ser el único instrumento internacional de índole general que se ha ela-
borado sobre el derecho de la guerra en el mar desde 1913, está teniendo
importantes consecuencias. Ya ha influido en las disposiciones relativas a la
guerra naval que se incluyen en el manual alemán y, presumiblemente, influi-
rá en los manuales que se redacten en el futuro. De esta forma, el Manual de
San Remo debe contribuir a consolidar el derecho internacional consuetudi-
nario contemporáneo, fomentar su desarrollo coherente y sentar unas bases
para la redacción de un posible tratado en el futuro que sean más firmes que
las que hubiera habido sin dicho Manual. 

El Manual consta de 183 párrafos distribuidos en seis partes: 
La Parte I, titulada “Disposiciones generales”, versa sobre el ámbito 

de aplicación de las normas, la influencia de la Carta de las Naciones Unidas,
las zonas marítimas en las que pueden tener lugar operaciones militares y las
definiciones de los términos usados en el Manual. 

En la Parte II, “Zonas de operaciones”, se especifican las normas aplica-
bles a los beligerantes y a los neutrales en las diferentes zonas marítimas, es
decir, en las aguas interiores, el mar territorial y las aguas archipelágicas; los
estrechos internacionales y las vías marítimas archipelágicas; las zonas eco-
nómicas exclusivas y la plataforma continental; y, por último, la alta mar y
los fondos marinos situados fuera de los límites de la jurisdicción nacional. 

La Parte III, “Normas básicas y distinción entre personas o bienes protegi-
dos y objetivos militares”, es con mucho la parte más larga. Comienza enu-
merando los principios del derecho internacional humanitario, que normal-
mente se asocian al derecho aplicable a la guerra terrestre, pero que los parti-
cipantes consideraban también válidos para la guerra en el mar. 

La Parte IV se titula “Métodos y medios de la guerra en el mar” y contie-
ne normas sobre el uso de determinadas armas (misiles y otros proyectiles,
torpedos y minas), las normas aplicables a los bloqueos y a las zonas de
exclusión marítima y una sección sobre tácticas de decepción, distinguiendo
entre las permitidas (engaño, estratagemas) y las prohibidas (perfidia). 

La Parte V, “Medidas que no constituyen ataque: interceptación, visita,
registro, desviación y apresamiento”, consta de siete secciones que versan sobre
los siguientes temas: determinación del carácter enemigo de los buques y de las
aeronaves; visita, registro y desviación de buques mercantes; interceptación,
visita, registro y desviación de aeronaves civiles; apresamiento de buques neu-
trales o enemigos, de aeronaves civiles e incautación de mercancías. 

En la Parte VI, “Personas protegidas, medios de transporte sanitarios y
aeronaves sanitarias”, no se reproducen las disposiciones pormenorizadas del
II Convenio de Ginebra y del Protocolo adicional I sobre estas categorías,
pero se especifica que estas normas son aplicables y se incluyen otras normas
basadas en la evolución reciente del derecho. 
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2.3.i.(2). Texto

MANUAL DE SAN REMO SOBRE EL DERECHO INTERNACIONAL
APLICABLE A LOS CONFLICTOS ARMADOS EN EL MAR

Elaborado por

Juristas Internacionalistas y Expertos Navales
reunidos bajo los auspicios del Instituto Internacional de Derecho Humanitario 

Aprobado en junio de 1994

PARTE I

DISPOSICIONES GENERALES

SECCIÓN I - ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL DERECHO 

1. Las partes en un conflicto armado en el mar están obligadas por los prin-
cipios y las normas del derecho internacional humanitario a partir del momento
en que se use la fuerza armada. 

2. En los casos no previstos en el presente documento o en acuerdos inter-
nacionales, las personas civiles y los combatientes quedan bajo la protección y
el imperio de los principios del derecho internacional derivados de los usos
establecidos, de los principios de humanidad y de los dictados de la conciencia
pública.

SECCIÓN II - LOS CONFLICTOS ARMADOS Y EL DERECHO DE LEGÍ-
TIMA DEFENSA 

3. El ejercicio del derecho de legítima defensa, individual o colectiva, reco-
nocido en el artículo 51 de la Carta de las Naciones Unidas, está supeditado a
las condiciones y limitaciones estipuladas en dicha Carta y a las que dimanan
del derecho internacional general, incluidos, en particular, los principios de
necesidad y de proporcionalidad. 

4. Los principios de necesidad y de proporcionalidad se aplican igualmente
a los conflictos armados en el mar y exigen que el uso de la fuerza por un Esta-
do, cuando no esté prohibido de ningún otro modo por el derecho de los con-
flictos armados, no exceda ni en intensidad ni por los medios empleados a lo
requerido para repeler un ataque armado en su contra y restablecer su seguridad. 

5. El límite justificable de las acciones militares que un Estado puede
emprender contra un enemigo dependerá de la intensidad y la escala del ataque
armado del que sea responsable el enemigo y de la gravedad de la amenaza que
este ataque implique. 

6. Las normas enunciadas en este documento y toda otra norma del derecho
internacional humanitario se aplicarán de igual manera a todas las partes en
conflicto. Esta idéntica aplicación de las normas a todas las partes en conflicto
no quedará afectada por la responsabilidad internacional que pueda incumbir a
una de las partes por haber desencadenado el conflicto. 
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SECCIÓN III - CONFLICTOS ARMADOS A CUYO RESPECTO HAYA
TOMADO MEDIDAS EL CONSEJO DE SEGURIDAD 

7. No obstante las normas contenidas en este documento o en cualquier otro
sobre el derecho de neutralidad, cuando el Consejo de Seguridad, en el ejercicio
de las facultades que le confiere el Capítulo VII de la Carta de las Naciones
Unidas, haya imputado a una o más de las partes en un conflicto armado la res-
ponsabilidad de haber recurrido a la fuerza en violación del derecho internacio-
nal, los Estados neutrales:

a) están obligados a no prestar asistencia, salvo que ésta sea humanitaria, a
ese Estado y

b) podrán prestar asistencia a cualquier Estado que haya sido víctima del
quebrantamiento de la paz o de un acto de agresión cometido por ese Estado. 

8. Cuando, en el transcurso de un conflicto armado internacional, el Conse-
jo de Seguridad emprenda acciones preventivas o coercitivas que impliquen la
aplicación de medidas económicas, de conformidad con el Capítulo VII de la
Carta, los Estados Miembros de las Naciones Unidas no podrán invocar el dere-
cho de neutralidad para justificar conductas incompatibles con las obligaciones
que les impone la Carta o las decisiones del Consejo de Seguridad. 

9. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 7, cuando el Consejo de Segu-
ridad tome la decisión de usar la fuerza o autorizar que uno o varios Estados
usen la fuerza, las normas enunciadas en este documento y toda otra norma del
derecho internacional humanitario aplicable a los conflictos armados en el mar
se aplicarán a todas las partes en cualquier conflicto que pueda originarse. 

SECCIÓN IV - ZONAS DE GUERRA NAVAL 

10. A reserva de otras normas aplicables del derecho de los conflictos arma-
dos en el mar contenidas en éste o en otros documentos, las fuerzas navales
pueden llevar a cabo acciones hostiles en o sobre:

a) el mar territorial y las aguas interiores, los territorios terrestres, la zona
económica exclusiva y la plataforma continental y, en caso dado, las aguas
archipelágicas de los Estados beligerantes;

b) la alta mar; y
c) la zona económica exclusiva y la plataforma continental de los Estados

neutrales, a reserva de lo dispuesto en los párrafos 34 y 35. 

11. Se insta a las partes en conflicto a convenir no llevar a cabo acciones
hostiles en zonas marítimas que contengan:

a) ecosistemas raros o frágiles, o
b) el hábitat de especies u otras formas de vida marina diezmadas, amenaza-

das o en peligro de extinción. 

12. Cuando realicen operaciones en zonas sobre las cuales haya Estados
neutrales que tengan derechos soberanos, jurisdicción u otros derechos de
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acuerdo con el derecho internacional general, los beligerantes deberán tener
debidamente en cuenta los legítimos derechos y obligaciones de esos Estados
neutrales.

SECCIÓN V - DEFINICIONES 

13. Para los efectos del presente documento, se entiende por:

a) “derecho internacional humanitario” las normas internacionales, estable-
cidas por tratados o por el uso, que limitan el derecho de las partes en conflicto
a elegir los métodos o medios de guerra, o que protegen a los Estados no partes
en el conflicto o a las personas y los bienes que resulten o puedan resultar afec-
tados por el conflicto;

b) “ataque”, un acto de violencia, sea ofensivo o defensivo;
c) “bajas incidentales” o “daños incidentales”, las pérdidas de vidas de civi-

les u otras personas protegidas, o las lesiones que se les inflijan, así como los
daños causados al medio ambiente natural o a bienes que no son objetivos mili-
tares en sí mismos, o su destrucción;

d) “neutral”, todo Estado que no es parte en el conflicto;
e) “buques hospitales, embarcaciones costeras de salvamento y otros

medios de transporte sanitarios”, las embarcaciones que estén protegidas por el
II Convenio de Ginebra de 1949 y el Protocolo adicional I de 1977;

f) “aeronave sanitaria”, una aeronave que esté protegida por los Convenios
de Ginebra de 1949 y el Protocolo adicional I de 1977;

g) “buque de guerra”, un buque perteneciente a las fuerzas armadas de un
Estado que lleve los signos exteriores distintivos de su tipo y nacionalidad, que
se encuentre bajo el mando de un oficial debidamente designado por el gobier-
no de ese Estado cuyo nombre aparezca en el correspondiente escalafón de ofi-
ciales o su equivalente, y cuya dotación esté sometida a la disciplina de las fuer-
zas armadas regulares;

h) “nave auxiliar”, una nave que, no siendo de guerra, pertenezca a las fuerzas
armadas de un Estado o esté bajo su control exclusivo y sea utilizado, durante un
período determinado, para servicios gubernamentales no comerciales;

i) “nave mercante”, una nave que, no siendo nave de guerra, nave auxiliar o
nave de Estado como las embarcaciones de aduana o de policía, sea utilizada
para servicios comerciales o privados;

j) “aeronave militar”, una aeronave al servicio de unidades de las fuerzas
armadas de un Estado, que lleve los signos distintivos militares de ese Estado,
que esté bajo el mando de un miembro de las fuerzas armadas y cuya tripula-
ción esté sometida a la disciplina de las filenas armadas regulares;

k) “aeronave auxiliar”, una aeronave que, no siendo militar, pertenezca a las
filenas armadas de un Estado o esté bajo su control exclusivo y sea utilizada,
durante un periodo determinado, para servicios gubernamentales no comerciales;
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l) “aeronave civil”, una aeronave que, no siendo aeronave militar, aeronave
auxiliar ni aeronave de Estado como las aeronaves de aduana o de policía, sea
utilizada para servicios comerciales o privados;

m) “avión de línea”, una aeronave civil que lleve signos exteriores clara-
mente identificables y que transporte pasajeros civiles, en vuelos regulares o no
regulares, por rutas del Servicio de Tránsito Aéreo. 

PARTE II

ZONAS DE OPERACIONES

SECCIÓN I - AGUAS INTERIORES, MAR TERRITORIAL Y AGUAS
ARCHIPELÁGICAS

14. Las aguas neutrales comprenden las aguas interiores, el mar territorial y,
en caso dado, las aguas archipelágicas de los Estados neutrales. El espacio
aéreo neutral comprende el espacio aéreo situado sobre las aguas neutrales y el
territorio terrestre de los Estados neutrales. 

15. Quedan prohibidas las acciones hostiles de fuerzas beligerantes en y
sobre las aguas neutrales, incluidas las aguas neutrales que comprendan un
estrecho internacional y las aguas en las que pueda ejercerse el derecho de paso
por vías marítimas archipelágicas. Un Estado neutral ha de tomar las medidas
que sean acordes con la Sección II de esta parte y que permitan los medios a 
su disposición, incluidas medidas de vigilancia, para impedir la violación de su
neutralidad por fuerzas beligerantes. 

16. Son acciones hostiles en el sentido del párrafo 15, entre otras:

a) el ataque contra o la captura de personas o bienes situados en o sobre
aguas o territorios neutrales;

b) el uso como base de operaciones, incluido el ataque contra o la captura
de personas o bienes situados fuera de las aguas neutrales, si las fuerzas belige-
rantes realizan el ataque o el apresamiento en o sobre aguas neutrales;

c) la colocación de minas; o
d) la visita, el registro, la desviación o la captura. 

17. Las fuerzas beligerantes no deben utilizar las aguas neutrales como refugio. 
18. Las aeronaves militares y auxiliares de los beligerantes no deben pene-

trar en un espacio aéreo neutral. Si lo hicieran, el Estado neutral puede emplear
los medios a su disposición para conminar las aeronaves a aterrizar en su terri-
torio, embargarías e internar a su tripulación mientras dure el conflicto armado.
Si las aeronaves se negaran a seguir las instrucciones de aterrizar, podrán ser
atacadas, a reserva de las normas especiales referentes a las aeronaves sanitarias
que se especifican en los párrafos 181-183. 

19. A reserva de lo dispuesto en los párrafos 29 y 33, un Estado neutral pue-
de condicionar, restringir o prohibir, sobre una base no discriminatoria, la entra-
da en sus aguas neutrales o el paso por ellas de los buques de guerra y de las
naves auxiliares de los beligerantes. 
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20. Todo Estado neutral, teniendo en cuenta su deber de imparcialidad, así
como lo dispuesto en los párrafos 21 y 23-33 y las reglamentaciones que pudie-
ra establecer, puede autorizar los siguientes actos en sus aguas neutrales sin
comprometer su neutralidad:

a) el paso de buques de guerra, de naves auxiliares y de presas de Estados
beligerantes por su mar territorial y, en caso dado, por sus aguas archipelágicas
los buques de guerra, las naves auxiliares y las presas podrán contratar los ser-
vicios de prácticos del Estado neutral durante el paso;

b) el reabastecimiento de los buques de guerra o de las naves auxiliares de
los beligerantes de víveres, agua y combustible suficientes para llegar a un
puerto de su propio territorio; y

c) las reparaciones de buques de guerra o de naves auxiliares de los belige-
rantes que el Estado neutral considere necesarias para ponerlos en condiciones
de navegar; tales reparaciones no deben restablecer o aumentar su capacidad de
combate.

21. Un buque de guerra o una nave auxiliar de los beligerantes no debe pro-
longar la duración de su paso por aguas neutrales, ni su presencia en esas aguas
para reabastecerse o efectuar reparaciones durante más de 24 horas, a no ser que
sea inevitable a causa de las averías o del mal tiempo. Esta norma no se aplica
en los estrechos internacionales ni en aguas internacionales en las que se ejerce
el derecho de paso por vías marítimas archipelágicas. 

22. Si un Estado beligerante viola el régimen de las aguas neutrales, tal y
como se establece en este documento, el Estado neutral está obligado a tomar
las medidas necesarias para que cese esa violación. Si el Estado neutral no pone
término a la violación de sus aguas neutrales por un beligerante, el beligerante
adverso deberá notificarlo al Estado neutral y concederle un tiempo razonable
para que acabe con dicha violación. Si la violación de la neutralidad de un Esta-
do por parte de un beligerante constituyera una amenaza grave e inmediata para
la seguridad del beligerante adverso y no hubiera cesado, este Estado beligeran-
te, a falta de otra alternativa factible y oportuna, podrá usar la fuerza estricta-
mente necesaria para responder a la amenaza que constituye la violación. 

SECCIÓN II - ESTRECHOS INTERNACIONALES Y VÍAS MARÍTIMAS
ARCHIPELÁGICAS

Normas generales

23. Los buques de guerra y las naves auxiliares, así como las aeronaves
militares y auxiliares de los beligerantes, pueden ejercer los derechos de paso
por, debajo de o sobre los estrechos internacionales y las vías marítimas archi-
pelágicas neutrales reconocidos por el derecho internacional general. 

24. La neutralidad de un Estado ribereño de un estrecho internacional no se ve
comprometida por el paso en tránsito de buques de guerra o de naves auxiliares ni
de aeronaves militares o auxiliares de los beligerantes o por el paso inocente de
buques de guerra o de naves auxiliares de los beligerantes por ese estrecho. 
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25. La neutralidad de un Estado archipelágico no se ve comprometida por el
ejercicio del derecho de paso por vías marítimas archipelágicas por parte de buques
de guerra o naves auxiliares ni de aeronaves militares o auxiliares de los beligerantes. 

26. Los buques de guerra y las naves auxiliares neutrales, así como las aero-
naves militares y auxiliares neutrales, pueden ejercer los derechos de paso por,
debajo de o sobre los estrechos internacionales y las aguas archipelágicas de los
beligerantes estipulados en el derecho internacional general. Como medida de
precaución, el Estado neutral debe notificar oportunamente al Estado beligeran-
te el ejercicio de sus derechos de paso. 

Paso en tránsito y paso por vías marítimas archipelágicas

27. Los derechos de paso en tránsito y de paso por vías marítimas archipelági-
cas aplicables a estrechos internacionales y vías marítimas archipelágicas en tiem-
po de paz se mantienen vigentes en tiempo de conflicto armado. Las leyes y los
reglamentos relativos al paso en tránsito y al paso por vías marítimas archipelági-
cas que los Estados ribereños de estrechos y los Estados archipelágicos adopten de
conformidad con el derecho internacional general siguen siendo aplicables. 

28. Las naves de superficie, los submarinos y las aeronaves beligerantes o
neutrales gozan de los derechos de paso en tránsito y de paso por vías marítimas
archipelágicas por, debajo de o sobre todos los estrechos internacionales y las
aguas archipelágicas a los que se aplican generalmente esos derechos. 

29. Los Estados neutrales no deben suspender, obstaculizar ni impedir de
cualquier otro modo el ejercicio de los derechos de paso en tránsito ni de paso
por vías marítimas archipelágicas. 

30. Un beligerante de paso en tránsito por, debajo de o sobre un estrecho
internacional neutral, o de paso por vías marítimas archipelágicas en, debajo de o
sobre aguas archipelágicas neutrales, debe efectuar la travesía sin demora, abste-
nerse de toda amenaza o uso de la fuerza contra la integridad territorial o la inde-
pendencia política de los Estados ribereños o archipelágicos neutrales o en cual-
quier otra forma incompatible con los propósitos de la Carta de las Naciones Uni-
das y no llevar a cabo, por lo demás, acciones hostiles u otras actividades que no
estén relacionadas con su tránsito. Los beligerantes que transiten por, debajo de o
sobre estrechos o aguas neutrales en los que sea aplicable el derecho de paso por
vías marítimas archipelágicas están autorizados a tomar las medidas defensivas
necesarias para su seguridad, incluidos el lanzamiento y el aterrizaje de aerona-
ves, la navegación en formación de cobertura y la vigilancia acústica y electróni-
ca. Los beligerantes en tránsito o de paso por vías marítimas archipelágicas no
deben realizar, sin embargo, acciones ofensivas contra las fuerzas enemigas ni
utilizar esas aguas neutrales como refugio o base de operaciones. 

Paso inocente

31. Además del ejercicio de los derechos de paso en tránsito y de paso por
vías marítimas archipelágicas, los buques de guerra y las naves auxiliares de los
beligerantes pueden ejercer, a reserva de lo dispuesto en los párrafos 19 y 21, el
derecho de paso inocente por estrechos internacionales y aguas archipelágicas
neutrales, de conformidad con el derecho internacional general. 
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32. Las naves neutrales pueden asimismo ejercer el derecho de paso inocente
por los estrechos internacionales y las aguas archipelágicas de los beligerantes. 

33. El derecho de paso inocente sin posibilidad de suspensión que el dere-
cho internacional atribuye a ciertos estrechos internacionales no puede suspen-
derse en tiempo de conflicto armado. 

SECCIÓN III - ZONA ECONÓMICA EXCLUSIVA Y PLATAFORMA CON-
TINENTAL

34. Si se llevan a cabo acciones hostiles dentro de la zona económica exclusiva
o sobre la plataforma continental de un Estado neutral, los Estados beligerantes,
además de observar las otras normas aplicables del derecho de los conflictos arma-
dos en el mar, deben tener debidamente en cuenta los derechos y deberes del Estado
ribereño, entre otros, los relacionados con la exploración y explotación de los recur-
sos económicos de la zona económica exclusiva y de la plataforma continental, así
como con la protección y preservación del medio marino. Deben, en particular,
tener debidamente en cuenta las islas artificiales, las instalaciones, las estructuras y
las zonas de seguridad establecidas por los Estados neutrales en la zona económica
exclusiva y sobre la plataforma continental. 

35. Si un beligerante considera necesario colocar minas en la zona económi-
ca exclusiva o en la plataforma continental de un Estado neutral, deberá notifi-
carlo a este Estado y asegurarse, entre otras cosas, de que las dimensiones del
sector minado y el tipo de minas utilizadas no pongan en peligro las islas artifi-
ciales, las instalaciones y las estructuras, ni dificulten el acceso a ellas, y deberá
evitar, en la medida de lo posible, que se obstaculice la exploración o explota-
ción de la zona por el Estado neutral. Asimismo, deberá tenerse debidamente en
cuenta la protección y la preservación del medio marino. 

SECCIÓN IV- LA ALTA MAR Y LOS FONDOS MARINOS FUERA DE
LOS LÍMITES DE LA JURISDICCIÓN NACIONAL 

36. Las acciones hostiles en alta mar deberán llevarse a cabo teniendo debida-
mente en cuenta el ejercicio, por parte de los Estados neutrales, de los derechos de
exploración y explotación de los recursos naturales de los fondos marinos y oceá-
nicos, y de su subsuelo, fuera de los límites de la jurisdicción nacional. 

37. Los beligerantes deberán evitar causar daños a los cables y tuberías ten-
didos en los fondos marinos que no sirvan exclusivamente a los beligerantes. 

PARTE III

NORMAS BÁSICAS Y DISTINCIÓN ENTRE PERSONAS 
O BIENES PROTEGIDOS Y OBJETIVOS MILITARES

SECCIÓN I - NORMAS BÁSICAS 

38. En todo conflicto armado, el derecho de los beligerantes a elegir los
métodos o medios de guerra no es ilimitado. 
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39. Las partes en conflicto deben hacer en todo momento la distinción entre
civiles u otras personas protegidas y combatientes, así como entre bienes de
carácter civil o que gozan de inmunidad contra los ataques y objetivos militares. 

40. Por lo que respecta a los bienes, los objetivos militares se limitan a
aquellos objetos que por su naturaleza, ubicación, finalidad o utilización contri-
buyan eficazmente a la acción militar y cuya destrucción total o parcial, captura
o neutralización ofrezca, en las circunstancias del caso, una ventaja militar con-
creta.

41. Los ataques se limitarán estrictamente a los objetivos militares. Los
buques mercantes y las aeronaves civiles son bienes civiles, a no ser que los
principios y las normas enunciados en este documento autoricen a considerarlos
objetivos militares. 

42. Además de las prohibiciones específicas que obligan a las partes en con-
flicto, queda prohibido emplear métodos o medios de guerra que:

a) sean de tal índole que causen males superfluos o sufrimientos innecesa-
rios; o

b) tengan una acción indiscriminada, porque: 

i) no estén o no puedan ser dirigidos contra objetivos militares específicos;
o

ii) sus efectos no puedan limitarse, de conformidad con las exigencias del
derecho internacional enunciadas en el presente documento.

43. Queda prohibido ordenar que no haya supervivientes, amenazar con ello
al adversario o conducir las hostilidades en función de tal decisión. 

44. Los métodos y medios de guerra deben emplearse con la debida consi-
deración por el medio ambiente natural, teniendo en cuenta las normas pertinen-
tes del derecho internacional. Quedan prohibidos los daños y las destrucciones
del medio ambiente natural no justificados por las necesidades militares y que
se causen arbitrariamente. 

45. Las naves de superficie, los submarinos y las aeronaves están obligados
por los mismos principios y normas. 

SECCIÓN II - PRECAUCIONES EN EL ATAQUE 

46. Por lo que respecta a ataques, se tomarán las siguientes precauciones:

a) quienes planifiquen, decidan o ejecuten un ataque deberán hacer todo lo
que sea factible para obtener las informaciones que les ayuden a determinar si,
en la zona que se proyecta atacar, hay o no hay bienes que no son objetivos
militares;

b) a la luz de la información de que dispongan, quienes planifiquen, decidan
o ejecuten un ataque harán todo lo que sea factible para asegurarse de que los
ataques se limitan a objetivos militares;

c) tomarán, además, todas las precauciones factibles en la elección de los
medios y métodos para evitar o reducir a un mínimo las bajas o los daños inci-
dentales; y
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d) no se lanzará un ataque cuando sea de prever que causará bajas o daños
incidentales excesivos en relación con la ventaja militar concreta y directa pre-
vista; un ataque será anulado o suspendido tan pronto como se advierta que las
bajas o daños incidentales son excesivos. 

En la Sección VI de esta Parte se enuncian precauciones adicionales rela-
cionadas con las aeronaves civiles. 

SECCIÓN III - NAVES Y AERONAVES ENEMIGAS QUE GOZAN DE
INMUNIDAD CONTRA LOS ATAQUES 

Clases de naves que gozan de inmunidad contra los ataques

47. Las siguientes clases de naves enemigas no deben ser atacadas:

a) los buques hospitales;
b) las embarcaciones costeras de salvamento y otros medios de transporte

sanitarios;
c) las naves provistas de salvoconducto en virtud de un acuerdo entre las

partes beligerantes, incluidas: 

i) las naves de cartel, como las destinadas y utilizadas para el traslado de
prisioneros de guerra;

ii) las naves que cumplen misiones humanitarias, incluidas las que transpor-
tan bienes indispensables para la supervivencia de la población civil y las
empleadas en acciones de socorro y operaciones de salvamento;

d) las naves empleadas en el transporte de bienes culturales bajo protección
especial;

e) las naves de pasajeros cuando sólo transporten pasajeros civiles;
f) las naves destinadas a misiones religiosas, filantrópicas o científicas no

militares. Las naves destinadas a la obtención de datos científicos de probable
aplicación militar no están protegidas;

g) las pequeñas naves dedicadas a la pesca costera o al comercio costero
local, las cuales están sujetas, sin embargo, a las instrucciones del mando naval
beligerante que opere en la zona y pueden ser inspeccionadas;

h) las naves concebidas o adaptadas para combatir exclusivamente las con-
taminaciones accidentales del medio marino;

i) las naves que se hayan rendido;
j) las balsas y los botes salvavidas. 

Condiciones de inmunidad

48. Las naves enumeradas en el párrafo 47 sólo gozan de inmunidad contra
los ataques si:

a) se emplean de manera inocua en su actividad habitual;
b) se someten a identificación e inspección cuando son requeridas; y
c) no obstaculizan intencionadamente los movimientos de los combatientes y

obedecen las órdenes de detenerse o de desviarse de su ruta cuando son requeridas. 

2-264



Pérdida de la inmunidad

Buques hospitales 

49. La inmunidad de un buque hospital contra los ataques sólo puede cesar
si no se cumple alguna de las condiciones de inmunidad del párrafo 48 y, en tal
caso, no cesará más que tras intimación formulada en debida forma y en la que
se fije, en todos los casos oportunos, un plazo razonable para subsanar lo que
pone en peligro su inmunidad, y si tal intimación no surte efecto. 

50. Si, tras la debida intimación, un buque hospital persiste en incumplir
alguna de las condiciones de su inmunidad, podrá ser capturado o sometido a
cualquier otra medida necesaria para obligarlo a cumplirla. 

51. Como último recurso, un buque hospital sólo podrá ser atacado si:

a) su desviación o captura no es factible;
b) no se dispone de ningún otro método para ejercer un control militar;
c) las circunstancias del incumplimiento son lo suficientemente graves

como para que dicho buque hospital se haya convertido en un objetivo militar o
pueda razonablemente presumirse que lo es; y

d) las bajas o daños incidentales no fueran desproporcionados en relación
con la ventaja militar obtenida o esperada. 

Todas las otras categorías de naves que gozan de inmunidad contra los ataques 

52. Si una nave de cualquier otra categoría que goza de inmunidad contra
los ataques incumple alguna de las condiciones de inmunidad estipuladas en el
párrafo 48, sólo podrá ser atacada si:

a) su desviación o captura no es factible;
b) no se dispone de ningún otro método para ejercer un control militar;
c) las circunstancias del incumplimiento son lo suficientemente graves

como para que dicha nave se haya convertido en un objetivo militar o pueda
razonablemente presumirse que lo es; y

d) las bajas o daños incidentales no fueran desproporcionados en relación
con la ventaja militar obtenida o esperada. 

Clases de aeronaves que gozan de inmunidad contra los ataques

53. Las siguientes clases de aeronaves enemigas no deben ser atacadas:

a) las aeronaves sanitarias;
b) las aeronaves provistas de salvoconducto en virtud de un acuerdo entre

los beligerantes; y
c) los aviones de línea. 

Condiciones de inmunidad de las aeronaves sanitarias

54. Las aeronaves sanitarias sólo gozan de inmunidad contra los ataques si:

a) han sido reconocidas como tales;
b) actúan de conformidad con un acuerdo, como se especifica en el párrafo 177;
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c) vuelan en zonas dominadas por fuerzas propias o amigas; o
d) vuelan fuera de la zona de conflicto armado. 

En todos los demás casos, las aeronaves sanitarias vuelan por su cuenta y
riesgo.

Condiciones de inmunidad de las aeronaves provistas de salvoconducto

55. Las aeronaves provistas de salvoconducto sólo gozan de inmunidad
contra los ataques si:

a) se emplean de manera inocua en su actividad habitual;
b) no obstaculizan intencionadamente los movimientos de los combatientes; y
c) cumplen los términos del acuerdo, incluida la disponibilidad para una

inspección.

Condiciones de inmunidad de las aviones de línea

56. Los aviones de línea sólo gozan de inmunidad contra los ataques si:

a) se emplean de manera inocua en su actividad habitual; y
b) no obstaculizan intencionadamente los movimientos de los combatientes. 

Pérdida de la inmunidad

57. Si una aeronave que goza de inmunidad contra los ataques incumple
cualquiera de las condiciones aplicables de su inmunidad estipuladas en los
párrafos 54-56, sólo podrá ser atacada si:

a) su desviación para el aterrizaje, visita, registro y eventual captura no es
factible;

b) no se dispone de ningún otro método para ejercer un control militar;
c) las circunstancias del incumplimiento son lo suficientemente graves

como para que dicha aeronave se haya convertido en un objetivo militar o pue-
da razonablemente presumirse que lo es; y

d) las bajas o daños incidentales no fueran desproporcionados en relación
con la ventaja militar obtenida o prevista. 

58. En caso de duda sobre si se está utilizando una nave o una aeronave que
goza de inmunidad contra los ataques para contribuir de manera efectiva a una
acción militar, se presumirá que no se emplea para ello. 

SECCIÓN IV - OTRAS NAVES Y AERONAVES ENEMIGAS 

Naves mercantes enemigas

59. Las naves mercantes enemigas sólo podrán ser atacadas si cumplen la
definición de objetivo militar que figura en el párrafo 40. 

60. Las siguientes actividades pueden convertir a las naves mercantes ene-
migas en objetivos militares:

a) llevar a cabo actos de guerra en favor del enemigo, como poner o dragar
minas, cortar cables y tuberías submarinos, visitar y registrar naves mercantes
neutrales o atacar a otras naves mercantes;
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b) actuar como auxiliar de las fuerzas armadas enemigas, transportando, por
ejemplo, tropas o reabasteciendo a buques de guerra;

c) estar incorporadas o apoyar al sistema de obtención de información del ene-
migo, participando, por ejemplo, en misiones de reconocimiento, de alerta tempra-
na, de vigilancia o en misiones de comando, de control y de comunicaciones;

d) navegar en convoy con buques de guerra o aeronaves militares enemigos;
e) desobedecer una orden de detenerse u ofrecer resistencia activa a ser visi-

tadas, registradas o capturadas;
f) estar armadas hasta el punto de poder infligir daños a un buque de guerra.

Se excluyen de este supuesto las armas personales ligeras para defensa de la tri-
pulación contra piratas, por ejemplo, y los sistemas puramente deflectivos,
como las cintas metálicas antirradar; o

g) contribuir de cualquier otra manera efectiva a la acción militar, transpor-
tando, por ejemplo, material militar. 

61. Todo ataque contra estas naves debe cumplir las normas básicas enun-
ciadas en los párrafos 38-46. 

Aeronaves civiles enemigas

62. Las aeronaves civiles enemigas sólo podrán ser atacadas si cumplen la
definición de objetivo militar que figura en el párrafo 40. 

63. Las siguientes actividades pueden convenir a las aeronaves civiles ene-
migas en objetivos militares:

a) llevar a cabo actos de guerra en favor del enemigo, como lanzar o dragar
minas, poner o dirigir la escucha de sensores acústicos, participar en la guerra
electrónica, interceptar o atacar a otras aeronaves civiles o suministrar a las
fuerzas enemigas información sobre la localización de los blancos;

b) actuar como auxiliar de las fuerzas armadas enemigas, transportando, por
ejemplo, tropas o material militar, o reaprovisionando de combustible a aerona-
ves militares;

c) estar incorporadas o apoyar al sistema de obtención de información del
enemigo, participando, por ejemplo, en misiones de reconocimiento, de alerta
temprana, de vigilancia o en misiones de comando, de control y de comunica-
ciones;

d) volar bajo la protección de buques de guerra o aeronaves militares acom-
pañantes del enemigo;

e) desobedecer una orden de identificarse, de desviarse de su ruta o de diri-
girse a un aeródromo de un beligerante que sea seguro para el tipo de aeronave
concernida y razonablemente accesible, a fin de someterse a una visita y un
registro; utilizar equipos de control de tiro que puedan razonablemente conside-
rarse como parte de un sistema de armas de una aeronave o, en caso de inter-
ceptación, maniobrar claramente para atacar a la aeronave militar beligerante
interceptora;

f) estar equipadas con armas aire-aire o aire-superficie; o
g) contribuir de cualquier otra manera efectiva a la acción militar. 
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64. Todo ataque contra estas aeronaves debe cumplir las normas básicas
enunciadas en los párrafos 38-46. 

Buques de guerra y aeronaves militares enemigos

65. A no ser que gocen de inmunidad contra los ataques en virtud de lo dis-
puesto en los párrafos 47 y 53, los buques de guerra y las aeronaves militares
enemigos, así como las naves y las aeronaves auxiliares enemigas, son objeti-
vos militares en el sentido del párrafo 40. 

66. Podrán ser atacados, a reserva de las normas básicas enunciadas en los
párrafos 38-46. 

SECCIÓN V - NAVES MERCANTES Y AERONAVES CIVILES NEUTRALES 

Naves mercantes neutrales

67. Las naves mercantes que enarbolan el pabellón de Estados neutrales no
deben ser atacadas, a menos que:

a) haya motivos razonables para creer que transportan contrabando o que
violan un bloqueo, y que, tras previa intimación, rehúsen clara e intencionada-
mente a detenerse o se resistan clara e intencionadamente a toda visita, registro
o captura;

b) lleven a cabo acciones militares en favor del enemigo;
c) actúen como auxiliares de las fuerzas armadas enemigas;
d) estén incorporadas o apoyen al sistema de información del enemigo;
e) naveguen en convoy con buques de guerra o aeronaves militares del ene-

migo; o
f) contribuyan de cualquier otra manera efectiva a la acción militar del ene-

migo, transportando, por ejemplo, material militar, y si no es factible para las
fuerzas atacantes que los pasajeros y la tripulación sean trasladados antes a un
lugar seguro. A menos que las circunstancias lo impidan, deberá formulárseles
una advertencia, de manera que puedan modificar su rumbo, deshacerse de la
carga o tomar otras precauciones. 

68. Todo ataque contra éstas debe cumplir las normas básicas enunciadas en
los párrafos 38-46. 

69. El mero hecho de que una nave mercante neutral esté armada no es
motivo de atacarla. 

Aeronaves civiles neutrales

70. Las aeronaves civiles que lleven los signos de Estados neutrales no
deben ser atacadas, a menos que:

a) haya motivos razonables para creer que transportan contrabando y que,
tras previa intimación o interceptación, rehúsen clara e intencionadamente des-
viarse de su ruta o dirigirse a un aeródromo de un beligerante que sea seguro
para el tipo de aeronave concernida y razonablemente accesible, a fin de some-
terse a una visita y un registro;
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b) lleven a cabo acciones militares en favor del enemigo;
c) actúen como auxiliares de las fuerzas armadas enemigas;
d) estén incorporadas o apoyen al sistema de información del enemigo; o
e) contribuyan de cualquier otra manera efectiva a la acción militar del ene-

migo, transportando, por ejemplo, material militar, y que, tras previa intimación
o interceptación, rehúsen clara e intencionadamente desviarse de su ruta o diri-
girse a un aeródromo de un beligerante que sea seguro para el tipo de aeronave
concernida y razonablemente accesible, a fin de someterse a una visita y un
registro.

71. Todo ataque contra estas aeronaves debe cumplir las normas básicas
enunciadas en los párrafos 38-46. 

SECCIÓN VI - PRECAUCIONES CONCERNIENTES A LAS AERONAVES
CIVILES

72. Las aeronaves civiles deben evitar las zonas de actividades militares
potencialmente peligrosas. 

73. En las inmediaciones de las zonas de operaciones navales, las aeronaves
civiles deberán cumplir las instrucciones de los beligerantes relativas a su rum-
bo y altitud. 

74. Los Estados beligerantes y neutrales concernidos, así como las autorida-
des encargadas del servicio de tránsito aéreo, deben establecer procedimientos
para que los comandantes de buques de guerra y de aeronaves militares estén
constantemente informados de las rutas asignadas a las aeronaves civiles o de
los planes de vuelo presentados por éstas en la zona de operaciones militares,
incluidas las informaciones referentes a los canales de comunicación, los modos
y códigos de identificación, el destino, los pasajeros y la carga. 

75. Los Estados beligerantes y neutrales deben asegurarse de que se curse
una Notificación a los Encargados de las Operaciones de Vuelo (NOTAM) con
informaciones sobre las actividades militares en zonas potencialmente peligro-
sas para la aviación civil, incluido el establecimiento de zonas de peligro o de
restricciones temporales aplicables al espacio aéreo. Esta NOTAM deberá
incluir informaciones relativas a:

a) las frecuencias en las que la aeronave debe mantener una vigilancia con-
tinua de escucha;

b) el funcionamiento continuo de los radares civiles de prevención meteoro-
lógica y de los modos y códigos de identificación;

c) las restricciones de la altitud, del rumbo y de la velocidad;
d) los procedimientos para responder a un contacto de radio por las fuerzas

militares y para establecer comunicaciones bidireccionales; y
e) la acción que podrían emprender las fuerzas militares si no se cumple la

NOTAM y si éstas perciben la aeronave civil como una amenaza. 

76. Las aeronaves civiles deberán remitir el plan de vuelo requerido al Ser-
vicio de Tránsito Aéreo competente, detallando las informaciones referentes a
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la matrícula, el destino, los pasajeros, la carga, los canales de comunicación de
emergencia, los modos y códigos de identificación, así como su actualización
en ruta, y deberán llevar los certificados de matrícula, aeronavegabilidad, pasa-
jeros y carga. No deberán desviarse de la ruta o del plan de vuelo asignados por
el Servicio de Tránsito Aéreo sin permiso del Control de Tránsito Aéreo, a no
ser que surjan imprevistos, como falta de seguridad o situación de peligro, en
cuyo caso debe cursarse inmediatamente la debida notificación. 

77. Si una aeronave civil entra en una zona de actividad militar potencial-
mente peligrosa, deberá cumplir las NOTAM pertinentes. Las fuerzas militares
deberán emplear todos los medios disponibles para identificar y alertar a las
aeronaves civiles, utilizando, entre otros medios, los modos y códigos secunda-
rios de vigilancia por radar, las comunicaciones, la correlación con las informa-
ciones del plan de vuelo, la interceptación por aeronaves militares y, cuando sea
posible, contactando al correspondiente servicio de Control de Tránsito Aéreo. 

PARTE IV

MÉTODOS Y MEDIOS DE LA GUERRA EN EL MAR

SECCIÓN I - MEDIOS DE GUERRA 

Misiles y otros proyectiles

78. Los misiles y proyectiles, incluidos los de alcance transhorizonte, debe-
rán emplearse de conformidad con los principios de distinción entre personas o
bienes protegidos y objetivos militares, enunciados en los párrafos 38-46. 

Torpedos

79. Queda prohibido el empleo de torpedos que no se hundan o no se vuel-
van, de cualquier otro modo, inofensivos cuando hayan acabado su recorrido. 

Minas

80. Las minas sólo pueden utilizarse con fines militares legítimos, incluido
el de impedir el acceso del enemigo a una zona marítima. 

81. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 82, las partes en conflicto no
deben colocar minas, a no ser que éstas queden efectivamente neutralizadas
cuando se suelten o se pierda, de cualquier otra forma, el control sobre ellas. 

82. Queda prohibido el uso de minas flotantes sin anclaje, a menos que:

a) estén dirigidas contra un objetivo militar; y
b) se vuelvan inofensivas una hora después de que se pierda el control sobre

ellas.

83. La colocación de minas activadas o la activación de las ya emplazadas
deberá notificarse, a menos que sólo puedan detonar al contacto de naves que
constituyan objetivos militares. 
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84. Los beligerantes deberán llevar un registro de los lugares donde hayan
colocado minas. 

85. Las operaciones de minado en las aguas interiores, el mar territorial o
las aguas archipelágicas de un Estado beligerante deberán permitir, cuando el
minado se realice por primera vez, que las naves de Estados neutrales puedan
abandonar libremente esas aguas. 

86. Se prohíbe a los beligerantes colocar minas en aguas neutrales. 
87. El minado no debe tener el efecto práctico de impedir el paso entre las

aguas neutrales y las aguas internacionales. 
88. Los Estados que coloquen minas deben tener debidamente en cuenta los

usos legítimos de la alta mar, estableciendo, entre otros cosas, rutas sustitutivas
seguras para las naves de Estados neutrales. 

89. No se impedirá el paso en tránsito por estrechos internacionales ni el
paso por aguas sujetas al derecho de paso por vías marítimas archipelágicas, a
menos que se asignen rutas sustitutivas convenientes y seguras. 

90. Cuando hayan cesado las hostilidades activas, las partes en conflicto
deberán hacer todo lo posible para retirar o hacer inofensivas las minas que
hayan colocado, teniendo que retirar cada parte sus propias minas. Por lo que
atañe a las minas colocadas en mares territoriales del enemigo, cada parte noti-
ficará su posición y procederá cuanto antes a retirar las minas que haya en su
mar territorial o tomará otras medidas para hacer segura la navegación en éste. 

91. Además de sus obligaciones enunciadas en el párrafo 90, las partes en
conflicto procurarán llegar a un acuerdo, tanto entre ellas como, si procede, con
otros Estados y con organizaciones internacionales, sobre el suministro de
información y la prestación de asistencia técnica y material, incluida, si las cir-
cunstancias son apropiadas, la realización de operaciones conjuntas que sean
necesarias para limpiar los campos minados o hacerlos inofensivos. 

92. Los Estados neutrales no cometen un acto incompatible con las normas
de la neutralidad retirando las minas colocadas en violación del derecho interna-
cional.

SECCIÓN II - MÉTODOS DE GUERRA 

Bloqueo

93. Un bloqueo deberá declararse y notificarse a todos los beligerantes y
Estados neutrales. 

94. En la declaración se puntualizará el comienzo, la duración, la localiza-
ción y la extensión del bloqueo, así como el plazo en el cual las naves de Esta-
dos neutrales podrán abandonar el litoral bloqueado. 

95. Un bloqueo ha de ser efectivo. Que un bloqueo sea efectivo es cuestión
de que se aplique de hecho. 

96. La fuerza encargada de mantener un bloqueo puede estacionarse a la
distancia que determinen las exigencias militares. 
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97. Un bloqueo puede imponerse y mantenerse mediante una combinación
de métodos y medios de guerra legítimos, siempre que esta combinación no dé
lugar a actos contrarios a las normas enunciadas en este documento. 

98. Podrán ser capturadas las naves mercantes de las que se tengan motivos
razonables para creer que violan el bloqueo. Las naves mercantes que, tras pre-
via intimación, ofrezcan manifiestamente resistencia a su captura podrán ser
atacadas.

99. Un bloqueo no debe impedir el acceso a los puertos y las costas de los
Estados neutrales. 

100. Un bloqueo debe aplicarse imparcialmente a las naves de todos los
Estados.

101. El cese, el levantamiento temporal, el restablecimiento, la extensión o
cualquier otra modificación de un bloqueo deben declararse y notificarse según
lo dispuesto en los párrafos 93 y 94. 

102. Está prohibido declarar o establecer un bloqueo si:

a) éste tiene como única finalidad hacer padecer hambre a la población civil
o privarle de otros bienes esenciales para su supervivencia; o

b) el daño causado a la población civil es, o es previsible que sea, excesivo
en relación con la ventaja militar concreta y directa que se espera del bloqueo. 

103. Si la población civil del territorio bloqueado está insuficientemente
abastecida de alimentos y otros bienes esenciales para su supervivencia, la parte
bloqueadora debe permitir el libre paso de víveres y otros suministros esencia-
les, sin perjuicio:

a) del derecho a fijar las condiciones técnicas, incluido el registro, bajo las
cuales se permitirá dicho paso; y

b) de la condición de que la distribución de esa asistencia se haga bajo la
supervisión local de una Potencia Protectora o de una organización humanitaria
que ofrezca garantías de imparcialidad, tal como el Comité Internacional de la
Cruz Roja. 

104. El beligerante que imponga el bloqueo deberá permitir el paso de
suministros médicos para la población civil y para los militares heridos o enfer-
mos, sin perjuicio del derecho a fijar las condiciones técnicas, incluido el regis-
tro, bajo las cuales se permitirá dicho paso. 

Zonas

105. Un beligerante no puede eximirse de las obligaciones que le impone el
derecho internacional humanitario estableciendo zonas que podrían afectar de
manera adversa a los usos legítimos de determinados espacios marítimos. 

106. Si un beligerante estableciera, como medida excepcional, una zona
semejante:

a) se aplicarán las mismas normas jurídicas dentro y fuera de esa zona;
b) la extensión, la ubicación y la duración de vigencia de la zona, así como

las medidas impuestas, no deberán exceder las estrictas necesidades militares y
el principio de proporcionalidad.
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c) deberá tenerse debidamente en cuenta el derecho de los Estados neutrales
a los usos legítimos de los mares;

d) se posibilitará el necesario paso seguro de las naves y las aeronaves neu-
trales por la zona: 

i) cuando la extensión geográfica de la zona impida en buena medida un
acceso libre y seguro a los puertos y al litoral de un Estado neutral;

ii) en otros casos, cuando las rutas normales de navegación resulten afecta-
das, excepto si los imperativos militares no lo permiten; y

e) la entrada en vigor, la duración de vigencia, la ubicación y la extensión
de la zona, así como las restricciones impuestas, deben anunciarse públicamente
y notificarse en debida forma. 

107. El cumplimiento de las medidas tomadas por un beligerante en la zona
no debe interpretarse como un acto perjudicial para el beligerante adverso. 

108. Nada de lo dispuesto en esta sección debe considerarse atentatorio con-
tra el derecho consuetudinario de los beligerantes a controlar las naves y aero-
naves neutrales en las inmediaciones del teatro de operaciones navales. 

SECCIÓN III - TÁCTICAS DE ENGAÑO, ESTRATAGEMAS Y PERFIDIA 

109. Se prohíbe en todo momento a las aeronaves militares y auxiliares
simular que gozan de inmunidad o que tienen un estatuto civil o neutral. 

110. Las estratagemas están permitidas. Sin embargo, se prohíbe a los
buques de guerra y a las naves auxiliares lanzar un ataque enarbolando un pabe-
llón falso, así como simular intencionadamente en cualquier momento el estatu-
to de:

a) buques hospitales, embarcaciones costeras de salvamento u otros medios
de transporte sanitarios;

b) naves que cumplen misiones humanitarias;
c) naves de pasajeros que transportan pasajeros civiles;
d) naves protegidas por el pabellón de las Naciones Unidas;
e) naves provistas de salvoconducto en virtud de un acuerdo previo entre las

partes, incluidas las naves de cartel;
f) naves autorizadas a enarbolar el emblema de la cruz roja o la media luna

roja; o
g) naves que participan en el transporte de bienes culturales bajo protección

especial.

111. Queda prohibida la perfidia. Constituyen perfidia los actos que, ape-
lando a la buena fe de un adversario con intención de traicionaría, den a enten-
der a éste que tiene derecho a protección, o que está obligado a concederla, de
conformidad con las normas del derecho internacional aplicables en los conflic-
tos armados. Es ejemplo de perfidia lanzar un ataque simulando:

a) tener un estatuto de inmunidad, civil, neutral o protegido por las Nacio-
nes Unidas;

b) rendirse o estar en situación de emergencia, enviando, por ejemplo, una
señal de socorro u ordenando que la tripulación suba a los botes salvavidas. 
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PARTE V

MEDIDAS QUE NO CONSTITUYEN ATAQUE: INTERCEPTACIÓN,
VISITA, REGISTRO, DESVIACIÓN Y CAPTURA

SECCIÓN I - DETERMINACIÓN DEL CARÁCTER ENEMIGO DE LAS
NAVES Y LAS AERONAVES 

112. El hecho de que una nave mercante enarbole el pabellón de un Estado
enemigo o de que una aeronave civil lleve los signos de un Estado enemigo es
una prueba concluyente de su carácter enemigo. 

113. El hecho de que una nave mercante enarbole el pabellón de un Estado
neutral o de que una aeronave civil lleve los signos de un Estado neutral consti-
tuye una prueba prima facie de su carácter neutral. 

114. Si el comandante de un buque de guerra sospecha que una nave mer-
cante que enarbola un pabellón neutral tiene en realidad carácter enemigo, está
autorizado a ejercer el derecho de visita y registro, incluido el derecho a des-
viarlo para registrarlo, según lo dispuesto en el párrafo 121. 

115. Si el comandante de una aeronave militar sospecha que una aeronave
civil que lleva signos neutrales tiene en realidad carácter enemigo, está autori-
zado a ejercer el derecho de interceptación y, si las circunstancias lo exigen, el
derecho a desviaría para visitarla y registrarla. 

116. Si, tras la visita y el registro, hubiera motivos razonables para sospe-
char que la nave mercante que enarbola un pabellón neutral o la aeronave civil
que lleva signos neutrales tiene en realidad carácter enemigo, se podrá capturar
dicha nave o aeronave, que deberá someterse a juicio. 

117. El carácter enemigo de una nave o una aeronave puede determinarse
por su matrícula, propietario, fletamento u otros criterios. 

SECCIÓN II - VISITA Y REGISTRO DE NAVES MERCANTES 

Normas básicas

118. En el ejercicio de sus derechos legales durante un conflicto armado
internacional en el mar, los buques de guerra y las aeronaves militares de los
beligerantes tienen derecho a visitar y registrar naves mercantes fuera de las
aguas neutrales cuando haya motivos razonables para sospechar que pueden ser
capturadas.

119. Como alternativa a la visita y al registro, una nave mercante neutral
puede ser desviada de su destino declarado con su consentimiento. 

Naves mercantes que navegan en convoy con buques de guerra neutrales
acompañantes

120. Una nave mercante neutral goza de inmunidad contra el ejercicio del
derecho de visita y registro si cumple las siguientes condiciones:

a) se dirige a un puerto neutral;
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b) navega en convoy acompañada por un buque de guerra neutral de la mis-
ma nacionalidad o un buque de guerra neutral de un Estado con el cual el Esta-
do cuyo pabellón enarbola la nave mercante haya suscrito un acuerdo al efecto;

c) el Estado cuyo pabellón enarbola el buque de guerra neutral garantiza
que la nave mercante neutral no transporta contrabando ni realiza otras activida-
des incompatibles con su estatuto de neutralidad; y

d) el comandante del buque de guerra neutral facilita, a requerimiento del
comandante de la aeronave militar o del buque de guerra beligerante intercep-
tor, todas las informaciones sobre el carácter de la nave mercante y de su carga
que podrían obtenerse mediante su visita y registro. 

Desviación para proceder a la visita y al registro

121. Si fuera imposible o peligroso efectuar la visita y el registro en el mar,
un buque de guerra o una aeronave militar beligerante podrá desviar a una nave
mercante a una zona o un puerto apropiado para ejercer el derecho de visita y
registro.

Medidas de control

122. A fin de evitar la necesidad de efectuar la visita y el registro, los Estados
beligerantes pueden establecer medidas razonables para inspeccionar la carga de
las naves mercantes neutrales y certificar que una nave no transporta contrabando. 

123. El hecho de que una nave mercante neutral se haya sometido a medi-
das de control por parte de un beligerante, tales como la inspección de su carga
y la concesión de certificados de que ésta no constituye contrabando, no debe
considerarse por un beligerante adverso como un acto contrario a la neutralidad. 

124. A fin de evitar la necesidad de efectuar la visita y el registro, se insta a
los Estados neutrales a aplicar medidas de control y procedimientos de certifica-
ción razonables que permitan garantizar que sus naves mercantes no transportan
contrabando.

SECCIÓN III - INTERCEPTACIÓN, VISITA Y REGISTRO DE AERONA-
VES CIVILES 

Normas básicas

125. En el ejercicio de sus derechos legales en un conflicto armado interna-
cional en el mar, las aeronaves militares beligerantes tienen derecho a intercep-
tar a aeronaves civiles fuera del espacio aéreo neutral cuando haya motivos
razonables para sospechar que pueden ser capturadas. Si estos motivos razona-
bles para sospechar que una aeronave puede ser capturada subsisten después de
su interceptación, las aeronaves militares beligerantes tienen derecho a ordenar
a la aeronave civil que se dirija a un aeródromo del beligerante que sea seguro
para el tipo de aeronave concernida y razonablemente accesible, a fin de some-
terse a una visita y un registro. Si no existe un aeródromo del beligerante que
sea seguro y razonablemente accesible para la visita y el registro, la aeronave
civil neutral podrá ser desviada de su destino declarado. 
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126. Como alternativa a la visita y al registro:

a) una aeronave civil enemiga puede ser desviada de su destino declarado;
b) una aeronave civil neutral puede ser desviada de su destino declarado con

su consentimiento. 

Aeronaves civiles bajo el control operacional de una aeronave militar o de un
buque de guerra neutral acompañante

127. Una aeronave civil neutral goza de inmunidad contra el ejercicio del
derecho de visita y registro si cumple las siguientes condiciones:

a) se dirige a un aeropuerto neutral;
b) está bajo el control operacional de una aeronave militar o un buque de

guerra neutral acompañante:

i) de la misma nacionalidad; o
ii) de un Estado con el cual el Estado cuyo pabellón ostenta la aeronave

civil haya suscrito un acuerdo al efecto;

c) el Estado cuyo pabellón ostenta la aeronave militar o el buque de guerra
neutral garantiza que la aeronave civil neutral no transporta contrabando ni rea-
liza otras actividades incompatibles con su estatuto de neutralidad; y

d) el comandante de la aeronave militar o del buque de guerra neutral facili-
ta, a requerimiento del comandante de la aeronave militar beligerante intercep-
tora, todas las informaciones sobre el carácter de la aeronave civil y de su carga
que podrían obtenerse mediante su visita y registro. 

Medidas de interceptación y de control

128. Los Estados beligerantes deberían promulgar y aplicar procedimientos
seguros de interceptación de aeronaves civiles, según lo dispuesto por la organi-
zación internacional competente. 

129. Las aeronaves civiles deberían remitir el plan de vuelo requerido al
Servicio de Tránsito Aéreo competente, detallando las informaciones referentes
a la matrícula, el destino, los pasajeros, la carga, los canales de comunicación
de emergencia, los modos y códigos de identificación, así como su actualiza-
ción en ruta, y deberían llevar certificados de matrícula, aeronavegabilidad,
pasajeros y carga. No deberían desviarse de la ruta o del plan de vuelo asigna-
dos por el Servicio de Tránsito Aéreo sin permiso del Control de Tránsito
Aéreo, a no ser que surjan imprevistos, como falta de seguridad o situación de
peligro, en cuyo caso se cursará inmediatamente la debida notificación. 

130. Los beligerantes y los neutrales concernidos, así como las autoridades
encargadas del servicio de tránsito aéreo, deberían establecer procedimientos
para que los comandantes de los buques de guerra y las aeronaves militares
estén constantemente informados de las rutas asignadas a las aeronaves civiles y
de los planes de vuelo presentados por éstas en la zona de operaciones militares,
incluidas las informaciones referentes a los canales de comunicación, los modos
y códigos de identificación, el destino, los pasajeros y la carga. 
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131. En las inmediaciones de las zonas de operaciones navales, las aerona-
ves civiles deberán cumplir las instrucciones de los combatientes relativas a su
rumbo y altitud. 

132. A fin de evitar la necesidad de efectuar la visita y el registro, los Esta-
dos beligerantes pueden establecer medidas razonables para inspeccionar la car-
ga de las aeronaves civiles neutrales y certificar que una aeronave no transporta
contrabando.

133. El hecho de que una aeronave civil neutral se haya sometido a medidas
de control por parte de un beligerante, tales como la inspección de su carga y la
concesión de certificados de que ésta no constituye contrabando, no debe consi-
derarse por un beligerante adverso como un acto contrario a la neutralidad. 

134. A fin de evitar la necesidad de efectuar la visita y el registro, se insta a
los Estados neutrales a aplicar medidas de control y procedimientos de certifica-
ción razonables que permitan garantizar que sus aeronaves civiles no transpor-
tan contrabando. 

SECCIÓN IV - CAPTURA DE NAVES MERCANTES ENEMIGAS Y DE
MERCANCÍAS

135. A reserva de lo dispuesto en el párrafo 136, las naves enemigas, tanto
si son mercantes como si no, y las mercancías que lleven a bordo pueden ser
capturadas fuera de las aguas neutrales sin que sea necesario proceder previa-
mente a su visita y registro. 

136. Las siguientes naves gozan de inmunidad contra la captura:

a) los buques hospitales y las embarcaciones costeras de salvamento;
b) otros medios de transporte sanitarios, siempre que sean necesarios para

los heridos, enfermos y náufragos que llevan a bordo;
c) las naves provistas de salvoconducto en virtud de un acuerdo entre las

partes beligerantes, incluidas: 

i) las naves de cartel, como las destinadas y utilizadas para el traslado de
prisioneros de guerra;

ii) las naves que cumplen misiones humanitarias, incluidas las que transpor-
tan bienes indispensables para la supervivencia de la población civil y las
empleadas en acciones de socorro y operaciones de salvamento;

d) las naves empleadas en el transpone de bienes culturales bajo protección
especial;

e) las naves destinadas a misiones religiosas, filantrópicas o científicas no
militares. Las naves destinadas a la obtención de datos científicos de probable
aplicación militar no están protegidas;

f) las pequeñas naves dedicadas a la pesca costera o al comercio costero
local, las cuales están sujetas, sin embargo, a las instrucciones del mando naval
beligerante que opere en la zona y pueden ser inspeccionadas; y
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g) las naves concebidas o adaptadas para combatir exclusivamente las con-
taminaciones accidentales del medio marino, cuando realicen efectivamente
tales actividades. 

137. Las naves enumeradas en el párrafo 136 sólo gozan de inmunidad con-
tra la captura si:

a) se emplean de manera inocua en su actividad habitual;
b) no cometen actos perjudiciales para el enemigo;
c) se someten inmediatamente a identificación e inspección cuando son

requeridas; y
d) no obstaculizan intencionadamente los movimientos de los combatientes y

obedecen las órdenes de detenerse o de desviarse de su ruta cuando son requeridas. 

138. La captura de una nave mercante se efectúa apoderándose de ella para
juzgarla como presa. Si las circunstancias militares impiden tomar la nave como
presa en el mar, podrá ser desviada a una zona o puerto apropiado para llevar a
cabo la captura. Como alternativa a la captura, una nave mercante enemiga pue-
de ser desviada de su destino declarado. 

139. A reserva de lo dispuesto en el párrafo 140, una nave mercante enemiga
capturada puede, como medida excepcional, ser destruida cuando las circunstan-
cias militares impidan apoderarse de ella o enviarla para que sea juzgada como
presa enemiga, pero sólo si se cumplen las siguientes condiciones previas:

a) se ha previsto la seguridad de los pasajeros y la tripulación. Para ello, los
botes de la nave no se consideran lugares seguros, a menos que la seguridad de
los pasajeros y la tripulación este garantizada, en el estado del mar y las condi-
ciones meteorológicas reinantes, por la proximidad de la tierra o la presencia de
otra nave que esté en situación de tomarlos a bordo;

b) se han puesto a resguardo la documentación y los demás papeles concer-
nientes a la presa; y

c) si fuera factible, se han salvaguardado los efectos personales de los pasa-
jeros y la tripulación. 

140. Se prohíbe destruir en el mar naves de pasajeros enemigas que sólo
transporten pasajeros civiles. Para seguridad de los pasajeros, estas naves serán
desviadas a una zona o un puerto apropiado con el fin de llevar a cabo la captura. 

SECCIÓN V - CAPTURA DE AERONAVES CIVILES ENEMIGAS Y DE
MERCANCÍAS

141. A reserva de lo dispuesto en el párrafo 142, las aeronaves civiles enemi-
gas y las mercancías que lleven a bordo pueden ser capturadas fuera del espacio
aéreo neutral sin que sea necesario proceder previamente a su visita y registro. 

142. Las siguientes aeronaves gozan de inmunidad contra la captura:

a) las aeronaves sanitarias; y
b) las aeronaves provistas de salvoconducto en virtud de un acuerdo entre

las partes en conflicto. 
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143. Las aeronaves enumeradas en el párrafo 142 sólo gozan de inmunidad
contra la captura si:

a) se emplean de manera inocua en su actividad habitual;
b) no cometen actos perjudiciales para el enemigo;
c) se someten inmediatamente a la interceptación e identificación cuando

son requeridas;
d) no obstaculizan intencionadamente los movimientos de los combatientes

y obedecen las órdenes de desviarse de su ruta cuando son requeridas; y
e) no incumplen un acuerdo anterior. 

144. La captura se efectúa interceptando la aeronave civil enemiga, orde-
nándole que se dirija a un aeródromo del beligerante que sea seguro para el tipo
de aeronave concernida y razonablemente accesible, y apoderándose de la aero-
nave cuando aterrice para juzgarla como presa. Como alternativa al apresamien-
to, una aeronave civil enemiga puede ser desviada de su destino declarado. 

145. Si se efectúa la captura, deberá proveerse a la seguridad de los pasaje-
ros, de la tripulación y de sus efectos personales. Deberán ponerse a resguardo
la documentación y los demás papeles concernientes a la presa. 

SECCIÓN VI - CAPTURA DE NAVES MERCANTES NEUTRALES Y DE
MERCANCÍAS

146. Las naves mercantes neutrales pueden ser capturadas fuera de las
aguas neutrales si realizan alguna de las actividades mencionadas en el párrafo
67 o si se determina, como resultado de una visita y un registro o por otros
medios, que:

a) transportan contrabando;
b) realizan un viaje emprendido especialmente para transportar pasajeros

individuales pertenecientes a las fuerzas armadas enemigas;
c) operan directamente bajo control, órdenes, fletamento, empleo o direc-

ción del enemigo;
d) presentan documentación irregular o fraudulenta, carecen de los docu-

mentos necesarios o los han destruido, deteriorado u ocultado;
e) infringen reglamentaciones establecidas por un beligerante en las inme-

diaciones del teatro de operaciones navales; o
f) violan o intentan violar un bloqueo. 
La captura de una nave mercante neutral se efectúa apoderándose de ella

para juzgarla como presa. 
147. Las mercancías que se hallen a bordo de naves mercantes neutrales

sólo podrán ser capturadas si son mercancías de contrabando. 
148. Se definen como contrabando las mercancías cuyo destino final es un

territorio controlado por el enemigo y que son susceptibles de ser utilizadas en
un conflicto armado. 
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149. Para ejercer su derecho de captura estipulado en los párrafos 146(a) y
147, los beligerantes tienen que haber publicado antes listas de contrabando. El
contenido exacto de la lista de contrabando de un beligerante puede variar en
función de las circunstancias particulares del conflicto armado. Las listas de
contrabando deberán ser razonablemente específicas. 

150. Las mercancías que no figuren en la lista de contrabando del beligeran-
te son “mercancías libres”, es decir, que no pueden ser capturadas. Las “mer-
cancías libres” incluirán, como mínimo: 

a) los objetos religiosos; 
b) los artículos destinados exclusivamente al tratamiento de enfermos y

heridos, así como a la profilaxis de enfermedades; 
c) las prendas de vestir, la ropa de cama, los alimentos esenciales y el mate-

rial para alojamientos destinados a la población civil en general, y a las mujeres
y los niños en particular. Siempre que no haya motivos serios para sospechar
que esas mercancías se emplean con otros fines o que el enemigo puede obtener
una ventaja militar concreta usándolas para reemplazar artículos propios, que
quedarían así disponibles para fines militares; 

d) los artículos destinados a prisioneros de guerra, incluidos los paquetes
individuales y los envíos de socorros colectivos que contengan víveres, ropa de
vestir y material didáctico, cultural o recreativo; 

e) otras mercancías que gozan específicamente de inmunidad contra la cap-
tura en virtud de tratados internacionales o de un acuerdo especial entre los beli-
gerantes; y 

f) otras mercancías no susceptibles de usarse en un conflicto armado. 

151. A reserva de los dispuesto en el párrafo 152, una nave neutral captura-
da de conformidad con el párrafo 146 puede, como medida excepcional, ser
destruida cuando las circunstancias militares impidan apoderarse de ella o
enviarla para que sea juzgada como presa enemiga, pero sólo si se cumplen las
siguientes condiciones previas:

a) se ha proveído a la seguridad de los pasajeros y la tripulación. Para ello,
los botes de la nave no se consideran lugares seguros, a menos que la seguridad
de los pasajeros y la tripulación esté garantizada, en el estado del mar y las con-
diciones meteorológicas reinantes, por la proximidad de la tierra o la presencia
de otra nave que esté en situación de tomarlos a bordo;

b) se han puesto a resguardo la documentación y los demás papeles concer-
nientes a la nave capturada; y

c) si fuera factible, se han salvaguardado los efectos personales de los pasa-
jeros y la tripulación.

Se hará todo lo posible para evitar la destrucción de una nave neutral captu-
rada. Por lo tanto, no se ordenará tal destrucción sin tener el pleno convenci-
miento de que no se puede enviar la nave capturada a un puerto del beligerante,
ni desviaría de su ruta ni liberarla en debida forma. En virtud de este párrafo,
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una nave no puede ser destruida por transportar contrabando, a menos que este
contrabando, medido por su valor, peso, volumen o flete, represente más de la
mitad de la carga. La destrucción se someterá a juicio. 

152. Se prohíbe destruir en el mar las naves neutrales de pasajeros captura-
das que transporten pasajeros civiles. Para seguridad de los pasajeros, estas
naves serán desviadas a un puerto apropiado con el fin de llevar a cabo la captu-
ra de conformidad con el párrafo 146. 

SECCIÓN VII - CAPTURA DE AERONAVES CIVILES NEUTRALES Y DE
MERCANCÍAS

153. Las aeronaves civiles neutrales pueden ser capturadas fuera del espacio
aéreo neutral si realizan alguna de las actividades mencionadas en el párrafo 70
o si se determina, como resultado de una visita y un registro o por cualquier
otro medio, que:

a) transportan contrabando;
b) realizan un vuelo emprendido especialmente para transportar pasajeros

individuales pertenecientes a las fuerzas armadas enemigas;
c) operan directamente bajo control, órdenes, fletamento, empleo o direc-

ción del enemigo;
d) presentan documentación irregular o fraudulenta, carecen de los docu-

mentos necesarios o los han destruido, deteriorado u ocultado;
e) infringen reglamentaciones establecidas por un beligerante en las inme-

diaciones del teatro de operaciones navales; o
f) violan o intentan violar un bloqueo. 

154. Las mercancías que se hallen a bordo de las aeronaves civiles neutrales
sólo podrán ser capturadas si son mercancías de contrabando. 

155. Las normas relativas al contrabando contenidas en los párrafos 148-
150 también se aplicarán a las mercancías que lleven a bordo las aeronaves civi-
les neutrales. 

156. La captura se efectúa interceptando la aeronave civil neutral, ordenán-
dole que se dirija a un aeródromo del beligerante que sea seguro para el tipo de
aeronave concernida y razonablemente accesible, y apoderándose de la aerona-
ve cuando aterrice para juzgarla como presa tras una visita y un registro. Si no
existe un aeródromo del beligerante que sea seguro y razonablemente accesible,
la aeronave civil neutral podrá ser desviada de su destino declarado. 

157. Como alternativa a la captura, una aeronave civil neutral puede ser
desviada de su destino declarado con su consentimiento. 

158. Si se efectúa la captura, deberá proveerse a la seguridad de los pasaje-
ros, de la tripulación y de sus efectos personales. Deberán ponerse a resguardo
la documentación y demás papeles concernientes a la presa. 
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PARTE VI

PERSONAS PROTEGIDAS, MEDIOS DE TRANSPORTE SANITARIOS 
Y AERONAVES SANITARIAS

NORMAS GENERALES

159. Salvo lo estipulado en el párrafo 171, las disposiciones de la presente
parte no deben entenderse en ningún caso desligadas de las normas del II Con-
venio de Ginebra de 1949 ni del Protocolo adicional I de 1977, que contienen
normas detalladas sobre el trato debido a los heridos, enfermos y náufragos, así
como sobre los transportes sanitarios. 

160. Las partes en conflicto pueden convenir, con fines humanitarios, la
creación de una zona, dentro de un sector marítimo determinado, en la que sólo
estén permitidas actividades acordes con esos fines humanitarios. 

SECCIÓN I - PERSONAS PROTEGIDAS 

161. Las personas a bordo de naves y aeronaves que caigan en poder de un
beligerante o de un neutral deben ser respetadas y protegidas. Mientras estén en
el mar y hasta la ulterior determinación de su estatuto, quedarán sometidas a la
jurisdicción del Estado en cuyo poder se hallen. 

162. Los miembros de la tripulación de buques hospitales no pueden ser
capturados mientras presten servicio en dichos buques. Los tripulantes de
embarcaciones de salvamento no pueden ser capturados cuando participan en
operaciones de salvamento. 

163. Las personas a bordo de otras naves o aeronaves que gozan de inmuni-
dad contra la captura, enumeradas en los párrafos 136 y 142, no deben ser cap-
turadas.

164. Los miembros del personal religioso y sanitario que presten asistencia
espiritual o médica a los heridos, enfermos y náufragos no serán considerados
prisioneros de guerra. Sin embargo, podrán ser retenidos todo el tiempo que se
requieran sus servicios para satisfacer las necesidades médicas o espirituales de
los prisioneros de guerra. 

165. Los ciudadanos de un Estado enemigo, excepto los mencionados en los
párrafos 162-164, tienen derecho al estatuto de prisionero de guerra y pueden
ser hechos prisioneros de guerra si:

a) son miembros de las fuerzas armadas del enemigo;
b) acompañan a las fuerzas armadas del enemigo;
c) son miembros de la tripulación de naves o aeronaves auxiliares;
d) son miembros de la tripulación de naves mercantes o de aeronaves civiles

del enemigo que no gozan de inmunidad contra la captura, a menos que se
beneficien de un trato más favorable en virtud de otras disposiciones del dere-
cho internacional; o

e) son miembros de la tripulación de naves mercantes o de aeronaves civiles
neutrales que hayan participado directamente en las hostilidades al lado del ene-
migo o actuando como auxiliares del enemigo. 
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166. Los ciudadanos de un Estado neutral que:

a) sean pasajeros en naves o aeronaves enemigos o neutrales deberán ser
dejados en libertad y no podrán ser hechos prisioneros de guerra, a menos que
sean miembros de las fuerzas armadas del enemigo o hayan cometido personal-
mente actos hostiles contra los captores;

b) sean miembros de la tripulación de buques de guerra o de naves auxilia-
res o de aeronaves militares o auxiliares del enemigo tienen derecho al estatuto
de prisionero de guerra y pueden ser hechos prisioneros de guerra;

c) sean miembros de la tripulación de naves mercantes o aeronaves civiles
neutrales o del enemigo deberán ser dejados en libertad y no podrán ser hechos
prisioneros de guerra, a menos que dichas naves o aeronaves hayan cometido un
acto mencionado en los párrafos 60, 63, 67 ó 70, o el tripulante haya cometido
personalmente actos hostiles contra los captores. 

167. Las personas civiles, excepto las mencionadas en los párrafos 162-166,
deben ser tratadas de conformidad con el IV Convenio de Ginebra de 1949. 

168. Las personas que caigan en poder de un Estado neutral deben ser trata-
das de conformidad con los Convenios V y XIII de La Haya de 1907 y con el II
Convenio de Ginebra de 1949. 

SECCIÓN II - MEDIOS DE TRANSPORTE SANITARIOS 

169. A fin de proporcionar la máxima protección de los buques hospitales
desde el inicio de las hostilidades, los Estados pueden cursar previamente una
notificación general con las características de sus buques hospitales, según lo
establecido en el artículo 22 del II Convenio de Ginebra de 1949. Esta notifica-
ción deberá contener todas las informaciones disponibles sobre los medios para
identificar a dichos buques. 

170. Los buques hospitales pueden estar equipados con medios de defensa
exclusivamente deflectivos, tales como cintas antirradar y señuelos infrarrojos.
Deberá notificarse la presencia de esos equipos. 

171. Para cumplir su misión humanitaria con la máxima eficacia, los buques
hospitales deben estar autorizados a usar equipos criptográficos. En ningún caso
se utilizará este equipo para transmitir informaciones ni para conseguir de cual-
quier otro modo alguna ventaja militar. 

172. Se insta a los buques hospitales, las embarcaciones costeras de salva-
mento y los otros medios de transporte sanitarios a usar los medios de identifi-
cación establecidos en el Anexo I del Protocolo adicional I de 1977. 

173. Estos medios de identificación están únicamente destinados a facilitar
la identificación y no confieren por sí mismos estatuto de protección. 

SECCIÓN III - AERONAVES SANITARIAS 

174. Las aeronaves sanitarias deben ser protegidas y respetadas de confor-
midad con las disposiciones de este documento. 

175. Las aeronaves sanitarias llevarán ostensiblemente el emblema de la
cruz roja o de la media luna roja, junto a sus colores nacionales, en sus caras
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inferior, superior y laterales. Se insta a las aeronaves sanitarias a usar en todo
momento los otros medios de identificación establecidos en el Anexo I del Pro-
tocolo adicional I de 1977. Las aeronaves fletadas por el Comité Internacional
de la Cruz Roja podrán utilizar los mismos medios de identificación que las
aeronaves sanitarias. Las aeronaves sanitarias temporales que, por falta de tiem-
po o por sus características, no hayan podido señalarse con el emblema distinti-
vo deberán usar los medios de identificación más eficaces de que dispongan. 

176. Estos medios de identificación están únicamente destinados a facilitar
la identificación y no confieren por si mismos estatuto de protección. 

177. Se insta a las partes en conflicto a notificar los vuelos sanitarios y a
suscribir en todo momento acuerdos, especialmente en zonas que no estén cla-
ramente dominadas por ninguna de las partes en conflicto. Cuando se suscriba
un tal acuerdo, deberán especificarse en él las altitudes, las horas y las rutas
seguras, así como los medios de identificación y de transmisión que se emplean. 

178. Las aeronaves sanitarias no deben usarse para cometer actos perjudi-
ciales para el enemigo. No llevarán ningún equipo destinado a obtener o trans-
mitir informaciones. No dispondrán de armas, exceptuadas las armas ligeras de
autodefensa, y sólo transportarán personal y equipos sanitarios. 

179. Toda otra aeronave, militar o civil, beligerante o neutral que se emplee
en la búsqueda, el salvamento o el transporte de heridos, enfermos y náufragos
operará por su cuenta y riesgo, a no ser que medie un acuerdo previo entre las
partes en conflicto. 

180. Las aeronaves sanitarias que sobrevuelen zonas dominadas de hecho
por el beligerante adverso o zonas cuyo dominio efectivo no esté claramente
establecido podrán ser intimadas a aterrizar para inspeccionarlas. Las aeronaves
sanitarias deberán obedecer toda orden de este tipo. 

181. Las aeronaves sanitarias beligerantes no podrán penetrar en el espacio
aéreo neutral, salvo en virtud de un acuerdo previo. Cuando se encuentren en el
espacio aéreo neutral en virtud de un acuerdo previo, las aeronaves sanitarias debe-
rán cumplir los términos de dicho acuerdo, el cual puede exigir que la aeronave
aterrice en el aeropuerto que se designe dentro del territorio del Estado neutral para
inspeccionaría. Si el acuerdo asilo exige, la inspección y las acciones subsiguientes
deben llevarse a cabo según lo dispuesto en los párrafos 182-183. 

182. Si una aeronave sanitaria penetra, sin acuerdo previo o apartándose de lo
estipulado en un acuerdo, en el espacio aéreo neutral, por error de navegación o a
causa de una emergencia que afecte a la seguridad del vuelo, hará todo lo posible
para notificar su vuelo e identificarse. Tan pronto como el Estado neutral la haya
reconocido como aeronave sanitaria, no podrá ser atacada, pero podrá ser obligada
a aterrizar para inspeccionaría. Tras la inspección y si se determina que es efectiva-
mente una aeronave sanitaria, será autorizada a proseguir su vuelo. 

183. Si la inspección revela que no es una aeronave sanitaria, la aeronave
podrá ser capturada y, salvo que el Estado neutral y las partes en conflicto
acuerden otra cosa, sus ocupantes serán detenidos en el Estado neutral cuando
así lo exijan las normas del derecho internacional aplicable a los conflictos
armados, de forma que no puedan participar de nuevo en las hostilidades.
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2.4. AIRE

2.4.a. CONVENCIÓN XIV DE LA HAYA RELATIVA A LA PROHIBI-
CIÓN DE LANZAR PROYECTILES Y EXPLOSIVOS DESDE
GLOBOS. 1907

2.4.a.(1). Nota explicativa

La presente Convención, que en teoría se encuentra vigente puesto que
entró en vigor el 17 de noviembre de 1909, carece de relevancia práctica y la
mayoría de sus disposiciones han sido derogadas tácitamente por desuetudo o
desuso, lo que resulta fácilmente comprobable por la observación de los
medios utilizados por la aviación moderna.

2.4.a.(2). Texto normativo

La Haya, 18 de octubre de 1907.
Los que suscriben, Plenipotenciarios de las Potencias invitadas a la Segunda

Conferencia Internacional de la Paz, en La Haya, debidamente autorizados al
efecto por sus Gobiernos, inspirándose en los sentimientos expresados en la
Declaración de San Petersburgo, del 29 de noviembre/11 de diciembre de 1868,
y deseando renovar la declaración de La Haya del 29 de julio de 1899, cuyo tér-
mino ha expirado, 

Declaran:

Las Potencias Contratantes consienten en prohibir, por un período que se
extiende hasta el fin de la Tercera Conferencia de la Paz, que se lancen proyec-
tiles y explosivos desde los globos o por otros medios análogos nuevos.

La presente Declaración no es obligatorio sino para las Potencias Contratan-
tes, en caso de guerra entre dos o más de ellas.

Dejará de ser obligatorio desde el momento en que, en una guerra entre Poten-
cias Contratantes, una Potencia no Contratante se una a uno de los beligerantes.

Las ratificaciones se depositarán en La Haya.
Del depósito de las ratificaciones se extenderá un acta, de la cual se envia-

rán, por la vía diplomática, copias conformes certificadas a todas las Potencias
Contratantes.

Las Potencias no firmantes podrán adherirse a la presente Declaración. A
este fin comunicarán la adhesión a las Potencias Contratantes, mediante una
notificación escrita dirigida al Gobierno de los Países Bajos, el cual la comuni-
cará a todas las demás Potencias Contratantes.

Si una de las Altas Partes Contratantes denuncia la presente Declaración, la
denuncia no producirá efecto sino un año después de su notificación, hecha por
escrito al Gobierno de los Países Bajos, y comunicada por éste a todas las
demás Potencias Contratantes.
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La denuncia no producirá efecto sino respecto de la Potencia que la haya
notificado.

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios firman la presente Declaración, en La
Haya, el diez y ocho de octubre de mil novecientos siete, en un ejemplar único
que quedará depositado en los archivos del Gobierno de los Países Bajos y del
que se expedirán copias conformes certificadas por la vía diplomática a las
Potencias Contratantes.

2.4.b. REGLAS DE LA GUERRA AÉREA REDACTADAS POR LA
COMISIÓN DE JURISTAS ENCARGADA DE ESTUDIAR Y DE
PRESENTAR EL CORRESPONDIENTE INFORME SOBRE LA
REVISIÓN DE LAS LEYES DE LA GUERRA

2.4.b.(1). Nota explicativa

El llamado Reglamento de la Guerra Aérea tiene su origen en determina-
das disposiciones que tuvieron en consideración a la aeronave militar y su
actuación en combate. Como ejemplos de estos precedentes del Reglamento
que comentamos, puede ser citada, en primer lugar, la Primera Conferencia
de Paz de La Haya de 1899. La Declaración adoptada en ese año prohibía
todo bombardeo aéreo durante un período de cinco años. En la siguiente Con-
ferencia de La Haya, de 1907, esta prohibición fue objeto de discusión y
finalmente no pudo ser renovada. En el art. 25 del Reglamento de La Haya
sobre la Guerra terrrestre se introdujo cierta disposición con el objeto de
regular el bombardeo aéreo en el marco del bombardeo de localidades por las
fuerzas terrestres.

Sin embargo esta disposición se reveló, tras la Primera Guerra Mundial,
poco útil puesto que era aplicable solo a aquellos supuestos en que los luga-
res atacados oponían resistencia. En este caso, estaba permitido bombardear
la localidad para venecer la resistencia. Ello llevó a excluir del ámbito del art. 25
a la actuación de las aeronaves detrás del frente. Consecuentemente hubo que
aplicar analógicamente otras normas para disciplinar la guerra aérea detrás
del frente, la llamada guerra aérea estratégica. En concreto se aplicó el art. 2
del IX Convenio de La Haya de 1907, que permitía bombardear ciertos obje-
tivos aunque la localidad no estuviera defendida. Estos objetivos empezaron
a llamarse objetivos militares.

Esta situación, por carecer de una clara apoyatura legal, pareció insosteni-
ble a las Potencias que resultaron vencedoras en la Primera Guerra Mundial,
por lo que en febrero de 1921, el Presidente de los Estados Unidos convocó a
Gran Bretaña, Francia, Italia y Japón a una conferencia de desarme en Was-
hington que aprobó una resolución que encomendaba la elaboración de unas
reglas sobre Derecho de la Guerra Aérea a una Comisión de Juristas, que se
reunió en diciembre de 1922 a febrero de 1923 en La Haya.



Finalmente se llegó a un acuerdo aprobado y firmado por la Comisión de
Juristas el 19 de febrero de 1923, que, sin embargo, no obtuvo la aprobación
de ninguno de los Estados representados en la Comisión. 

Las innovaciones fundamentales del Reglamento pueden sintetizarse en
las siguientes:

— se rechazó definitivamente el requisito de la defensa de un lugar para
la legitimidad del bombardeo, sustituyéndose por la necesidad de
existencia de objetivos miliatres;

— en lo que respecta a la definición de éstos se planteó un doble criterio:
de un lado, una definición abstracta, y en segundo lugar, una enume-
ración de dichos objetivos.

La importancia práctica del Reglamento, a pesar de no haber sido ratifica-
do por ningún Estado, radica tanto en ser el primer instrumento dedicado a la
Guerra Aérea como en haber servido de base para la redacción de convenios
internacionales posteriores en temas tales como la prohibición de bombardear
indiscriminadamente, la distinción entre zona de combate y de retaguardia y
la definición de objetivo militar.

Sin embargo, a pesar de que numerosos documentos internos de las mari-
nas de los distintos Estados participantes se referían al Reglamento, es obvio
que no fue aplicado, en sus disposiciones fundamentales, durante la Segunda
Guerra Mundial.

2.4.b.(2). Texto normativo

La Haya, diciembre de 1922 - febrero de 1923

CAPÍTULO I

Aplicabilidad: Clasificación y señales

Artículo 1. Las reglas de la guerra aérea se aplican a todas las aeronaves, más
ligeras o más pesadas que el aire, sin distinguir si pueden o no flotar en el agua.

Art. 2. Se considerará que son aeronaves públicas:

a. las aeronaves militares;
b. las aeronaves no militares empleadas exclusivamente en un servicio público.

Todas las demás aeronaves se considerará que son aeronaves privadas.
Art. 3. La aeronave militar debe llevar una señal exterior que indique su

nacionalidad y su índole militar.
Art. 4. La aeronave pública no militar utilizada en un servicio de aduanas o

de policía debe llevar documentos que demuestren el hecho de que se utiliza
exclusivamente en un servicio público. Tal aeronave llevará una señal exterior
que indique su nacionalidad y su índole pública no militar.
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Art. 5. Las aeronaves públicas no militares, que no sean las empleadas en
un servicio de aduanas o de policía, deberán llevar, en tiempo de guerra, las
mismas señales exteriores y, por lo que atañe a estas reglas, serán tratadas de la
misma manera que las aeronaves privadas.

Art. 6. Las aeronaves a las que no se refieren los artículos 3 y 4 y conside-
radas como aeronaves privadas llevarán los documentos y las señales exteriores
exigidas por las reglas vigentes en el respectivo país. Dichas señales deben indi-
car su nacionalidad y su índole.

Art. 7. Las señales exteriores exigidas en los artículos anteriores se dispon-
drán de tal forma que no puedan modificarse durante el vuelo. Tendrán las
mayores dimensiones posibles y serán visibles desde arriba, desde abajo y des-
de cada lado.

Art. 8. Las señales exteriores prescritas por las normas vigentes en cada
Estado deberán notificarse sin demora a todas las demás Potencias.

Las modificaciones introducidas en tiempo de paz por lo que respecta a las
reglas que prescriben las señales exteriores serán comunicadas a todas las
demás Potencias antes de que entren en vigor.

Las modificaciones de estas reglas al comienzo o en el transcurso de las
hostilidades serán comunicadas por cada Potencia, lo antes posible, a las demás
Potencias y, a más tardar, cuando sean comunicadas a las propias fuerzas com-
batientes.

Art. 9. Una aeronave no militar beligerante, pública o privada, puede transfor-
marse en aeronave militar, a condición de que tal transformación tenga lugar en la
jurisdicción del Estado beligerante al que pertenezca la aeronave, y no en alta mar.

Art. 10. Ninguna aeronave podrá tener más de una nacionalidad.

CAPÍTULO II

Principios generales

Art. 11. Fuera de la jurisdicción de un Estado, beligerante o neutral, todas
las aeronaves tendrán plena libertad para pasar y para amarar.

Art. 12. En tiempo de guerra, todo Estado, beligerante o neutral, puede
prohibir o reglamentar la entrada, los movimientos o la estancia de las aerona-
ves en su jurisdicción.

CAPÍTULO III

Beligerantes

Art. 13. Unicamente las aeronaves militares pueden ejercer los derechos de
los beligerantes.

Art. 14. Una aeronave militar debe estar bajo el mando de una persona
debidamente encargada o inscrita en los controles militares del Estado; la tripu-
lación será exclusivamente militar.
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Art. 15. Las tripulaciones de las aeronaves militares llevarán un signo dis-
tintivo fijo que sea reconocible a distancia en caso de que tales tripulaciones lle-
guen a estar separadas de la aeronave.

Art. 16. Ninguna aeronave que no sea militar beligerante podrá tomar parte
en las hostilidades, de la forma que fuere.

El término hostilidades incluye la transmisión, durante el vuelo, de informa-
ciones militares para uso inmediato de un beligerante.

Ninguna aeronave privada podrá, fuera de la jurisdicción del propio país,
estar armada en tiempo de guerra.

Art. 17. Los principios establecidos en el Convenio de Ginebra de 1906 y
en el Convenio para la adaptación de dicho Convenio a la guerra marítima
(Convenio X de 1907) se aplican a la guerra aérea y a las ambulancias volantes,
así como al control de las ambulancias volantes ejercido por los comandantes
beligerantes.

Para disfrutar de la protección y de los privilegios otorgados a las formacio-
nes sanitarias móviles en el Convenio de Ginebra de 1906, las ambulancias
volantes deben llevar, además de las señales distintivas normales, el emblema
distintivo de la Cruz Roja.

CAPÍTULO IV

Hostilidades

Art. 18. No está prohibido el empleo de proyectiles trazantes, incendiarios
o explosivos por las aeronaves o contra ellas.

Esta disposición se aplica también a los Estados Partes en la Declaración de
San Petersburgo de 1868 y a los que no lo son.

Art. 19. Está prohibido el uso de señales exteriores falsas.
Art. 20. Cuando una aeronave corra peligro, los ocupantes que traten de

escapar utilizando un paracaídas no deben ser atacados durante su descenso.
Art. 21. La utilización de aeronaves con fines de propaganda no se conside-

rará como medio ilícito de guerra.
Los miembros de la tripulación de tales aeronaves no deberán ser privados de

sus derechos como prisioneros de guerra por haber llevado a cabo tal acto.

Bombardeo

Art. 22. Está prohibido el bombardeo aéreo para aterrorizar a la población
civil o para destruir o dañar la propiedad privada de índole no militar o para
herir a los no combatientes.

Art. 23. Está prohibido el bombardeo aéreo para forzar la realización de
requisas en especias o el pago de contribuciones en dinero.
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Art. 24. 1. El bombardeo aéreo sólo es legítimo cuando va dirigido contra
un objetivo militar, es decir, un objetivo cuya destrucción, total o parcial, sea,
para el beligerante, una neta ventaja militar.

2. Tal bombardeo sólo es legítimo cuando va exclusivamente dirigido hacia
los objetivos siguientes: fuerzas militares; obras militares; establecimientos o
depósitos militares; fábricas que sean centros importantes y bien conocidos
dedicados a la fabricación de armas, municiones o pertrechos claramente milita-
res; líneas de comunicación o de transportes utilizadas con finalidad militar.

3. Está prohibido el bombardeo de ciudades, aldeas, viviendas y edificios
que no estén en las proximidades inmediatas de las operaciones de las fuerzas
terrestres. En el caso de que los objetivos especificados en el párrafo 2 estén
situados de tal forma que no puedan ser bombardeados sin bombardear indiscri-
minadamente a la población civil, las aeronaves deben abstenerse de bombardear.

4. En la proximidad inmediata de las operaciones de las fuerzas terrestres, el
bombardeo de ciudades, aldeas, viviendas y edificios es legítimo, a condición
de que haya presunción razonable de que la concentración militar es allí sufi-
cientemente importante para justificar el bombardeo, teniendo en cuenta el peli-
gro que corre la población civil.

5. El Estado beligerante está sometido a la reparación pecuniaria de los per-
juicios causados a las personas y a los bienes, por violación de las disposiciones
de este artículo por parte de cualquiera de sus agentes o de sus fuerzas militares.

Art. 25. En el bombardeo por aeronaves, deben tomarse todas las medidas
necesarias por parte del comandante para proteger, en la medida de lo posible,
los edificios destinados a los cultos, al arte, a las ciencias, a la beneficencia, los
monumentos históricos, los barcos hospitales, los hospitales y otros lugares
donde se recoge a los enfermos y a los heridos, a condición de que tales edifi-
cios, objetivos y lugares no sean al mismo tiempo utilizados con finalidad mili-
tar. Dichos monumentos, objetos y lugares deben estar indicados, de día, por
signos visibles para las aeronaves. El empleo de tales signos para indicar edifi-
cios, objetos o lugares que no sean los anteriormente especificados será consi-
derado como un acto de perfidia. Los signos utilizados como se dice anterior-
mente serán, en el caso de edificios protegidos en virtud del Convenio de Gine-
bra, la cruz roja sobre fondo blanco y, en el caso de otros edificios protegidos,
un gran panel rectangular dispuesto, siguiendo una diagonal, en dos triángulos,
uno blanco y otro negro.

Un beligerante que desee garantizar, de noche, la protección de los hospita-
les y otros edificios privilegiados anteriormente mencionados debe tomar las
medidas necesarias para que los signos especiales anteriormente mencionados
sean suficientemente visibles.

Art. 26. Se adoptan las siguientes reglas especiales para permitir a los Esta-
dos garantizar una protección más eficaz de los monumentos de gran valor his-
tórico situados en su territorio, a condición de que estén dispuestos a abstenerse
de utilizar tales monumentos y la zona que los circunda con fines militares, y a
aceptar un régimen especial para su control:
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1. Un Estado tendrá facultades, si lo considera conveniente, para designar
una zona de protección alrededor de tales monumentos situados en su territorio.
En tiempo de guerra, tales zonas están protegidas contra el bombardeo.

2. Los monumentos alrededor de los cuales ha de haber una zona serán
notificados a las demás Potencias, ya en tiempo de paz, por vía diplomática; en
la notificación se indicarán también los límites de las zonas; la notificación no
podrá ser anulada en tiempo de guerra.

3. La zona de protección puede incluir, además del espacio efectivamente
ocupado por el monumento o el grupo de monumentos, una zona cuya anchura
no sea de más de quinientos metros, medidos a partir de la periferia de dicho
espacio.

4. Se utilizarán marcas claramente visibles desde las aeronaves, tanto de
día como de noche, para garantizar la identificación, por los aviadores belige-
rantes, de los límites de las zonas.

5. Las señales sobre los monumentos mismos serán las indicadas en el artí-
culo 25. Las señales utilizadas para indicar las zonas que circundan los monu-
mentos serán determinadas por cada Estado que acepte las disposiciones de este
artículo, y serán notificadas a las demás Potencias al mismo tiempo que la lista
de los monumentos y de las zonas.

6. Toda utilización abusiva de las señales mencionadas en el párrafo 5 se
considerará como acto de perfidia.

7. Un Estado que acepte las disposiciones de este artículo debe abstenerse
de utilizar los monumentos históricos y la zona que los rodea con fines milita-
res, o en beneficio, como fuere, de su organización militar, y de realizar, en esos
monumentos o zonas, cualquier acto con finalidad militar.

8. Será nombrada una comisión de inspección integrada por tres represen-
tantes neutrales acreditados ante el Estado que haya aceptado las disposiciones
de este artículo, o por sus delegados, para garantizar que no se cometa ninguna
violación de las disposiciones del párrafo 7. Uno de los miembros de esa comi-
sión de inspección será el representante (o su delegado) del Estado al cual se
hayan confiado los intereses del otro beligerante.

Espionaje

Art. 27. Cualquier persona a bordo de una aeronave beligerante o neutral
será considerada como espía sólo si, actuando clandestinamente o con falsos
pretextos, recoge o intenta recoger, en el transcurso del vuelo, informaciones en
la jurisdicción del beligerante o en la zona de operaciones de un beligerante,
con intención de comunicarlas a la parte adversaria.

Art. 28. Los actos de espionaje cometidos, después de abandonar la aerona-
ve, por miembros de la tripulación de una aeronave o por pasajeros transporta-
dos por ésta, están sometidos a las disposiciones del Reglamento relativo a las
leyes y costumbres de la guerra en tierra.



Art. 29. El castigo de los actos de espionaje mencionados en los artículos
27 y 28 está sometido a los artículos 30 y 31 del Reglamento relativo a las leyes
y costumbres de la guerra en tierra.

CAPÍTULO V

Autoridad militar sobre las aeronaves enemigas
y neutrales y sobre las personas a bordo

Art. 30. Si un comandante beligerante considera que la presencia de aero-
naves puede comprometer el éxito de las operaciones que entonces está efec-
tuando, puede prohibir el paso de aeronaves neutrales por las proximidades
inmediatas de sus fuerzas u obligarles a seguir un itinerario. Se puede disparar
contra una aeronave neutral que no siga tal prescripción de la cual se haya ente-
rado por una publicación del comandante beligerante.

Art. 31. De conformidad con los principios del artículo 53 del Reglamento
relativo a las leyes y costumbres de la guerra en tierra, las aeronaves privadas
neutrales, encontradas en la jurisdicción del enemigo por una fuerza de ocupación
beligerante, pueden ser requisadas, salvo pago de una indemnización completa.

Art. 32. Las aeronaves públicas enemigas, que no sean las tratadas en el
mismo pie de igualdad que las aeronaves privadas, pueden ser confiscadas sin
procedimientos de incautación.

Art. 33. Se puede disparar contra las aeronaves no militares beligerantes,
públicas o privadas, que vuelen en la jurisdicción de su Estado, si no aterrizan
en el punto conveniente más próximo, al acercarse una aeronave militar enemiga.

Art. 34. Se puede disparar contra las aeronaves no militares beligerantes,
públicas o privadas, cuando vuelen:

1. En la jurisdicción del enemigo;
2. En las proximidades inmediatas de esa jurisdicción y fuera de la de su

Estado;
3. En las proximidades inmediatas de las operaciones militares de tierra o

de mar del enemigo.

Art. 35. Las aeronaves neutrales que vuelen en la jurisdicción de un belige-
rante, y advertidas de la llegada de una aeronave militar del otro beligerante,
deben aterrizar en el punto conveniente más próximo. Si no lo hacen, se expo-
nen a que disparen contra ellas.

Art. 36. Cuando una aeronave militar enemiga cae en poder de un belige-
rante, lo miembros de la tripulación y los pasajeros, si hay, pueden ser hechos
prisioneros de guerra.

La misma regla se aplica a los miembros de la tripulación y a los pasajeros,
si hay, de una aeronave pública no militar enemiga, con la salvedad de que, en
el caso de aeronaves públicas no militares dedicadas exclusivamente al trans-
porte de viajeros, éstos tienen derecho a ser liberados, a no ser que estén al ser-
vicio del enemigo o que sean súbditos enemigos aptos para el servicio militar.

Si una aeronave privada enemiga cae en poder de un beligerante, los miembros
de la tripulación que sean súbditos enemigos o que sean neutrales al servicio del
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enemigo pueden ser hechos prisioneros de guerra. Los miembros neutrales de la
tripulación que no estén al servicio del enemigo tienen derecho a ser liberados si se
comprometen por escrito a no prestar servicio en ningún avión enemigo mientras
duren las hostilidades. Los pasajeros tienen derecho a ser liberados a menos que
estén al servicio del enemigo o sean súbditos enemigos aptos para el servicio mili-
tar, en cuyos casos pueden ser hechos prisioneros de guerra.

En todo caso, la liberación podrá ser aplazada si lo requieren los intereses
militares del beligerante.

El beligerante puede mantener como prisionero de guerra a cualquier miem-
bro de la tripulación o a cualquier pasajero cuyo servicio durante el vuelo al
final del cual es capturado haya sido una asistencia especial y activa al enemigo.

Los nombres de las personas liberadas tras haber firmado el compromiso
escrito, previsto en el párrafo tercero del presente artículo, serán comunicados
al otro beligerante, que no deberá emplearlos a sabiendas en violación de su
compromiso.

Art. 37. Los miembros de la tripulación de una aeronave neutral que haya
sido detenida por un beligerante serán liberados sin condiciones si son naciona-
les neutrales y si no están al servicio del enemigo. Si son nacionales enemigos o
si están al servicio del enemigo, podrán ser hechos prisioneros de guerra.

Los pasajeros deben ser liberados, a no ser que estén al servicio del enemi-
go o que sean súbditos enemigos aptos para el servicio militar y, en ese caso,
pueden ser hechos prisioneros de guerra.

La liberación podrá, en todo caso, ser aplazada, si lo requieren los intereses
militares del beligerante.

El beligerante pude conservar como prisionero de guerra a todo miembro de
la tripulación o a todo pasajero cuyo servicio durante el vuelo al final del cual
es capturado haya sido una asistencia especial y activa al enemigo.

Art. 38. Cuando, de conformidad con los artículos 36 y 37, se dispone que los
miembros de la tripulación o los pasajeros pueden ser hechos prisioneros de gue-
rra, hay que entender que, si no son miembros de las fuerzas armadas, tendrán
derecho a un trato no menos favorable que el otorgado a los prisioneros de guerra.

CAPÍTULO VI

Deberes de los beligerantes para con los Estados neutrales
y deberes de los neutrales para con los Estados beligerantes

Art. 39. Las aeronaves beligerantes están obligadas a respetar los derechos
de las Potencias neutrales y a abstenerse, en la jurisdicción de un Estado neu-
tral, de cualquier acto que sea deber de ese Estado impedir.

Art. 40. Se prohíbe a las aeronaves militares beligerantes entrar en la juris-
dicción de un Estado neuytral.

Art. 41. Las aeronaves a bordo de un buque de guerra, incluidos los portaa-
viones, serán consideradas como partes de ese buque.



Art. 42. Un Gobierno neutral deberá emplear los medios de que disponga
para impedir la entrada en su jurisdicción de las aeronaves militares beligeran-
tes y obligarlas a aterrizar o amarar si han entrado en la misma.

Un Gobierno neutral deberá emplear los medios de que disponga para inter-
nar a toda aeronave militar beligerante que esté en su jurisdicción después de
haber aterrizado o amarado por cualquier razón, así como a su tripulación y a
los pasajeros, si hay.

Art. 43. El personal de una aeronave militar beligerante que corra peligro,
que haya sido salvado fuera de las aguas neutrales y llevado a la jurisdicción de
un Estado neutral por una aeronave militar neutral y que haya sido desembarca-
do allí, será internado.

Art. 44. Está prohibido el suministro de cualquier manera, directa o indirecta-
mente, por un Gobierno neutral a una Potencia beligerante de aeronaves, de pie-
zas de recambio o de materiales, de accesorios o de municiones para aeronaves.

Art. 45. A reserva de las disposicones del artículo 46, una Potencia neutral
no está obligada a impedir la exportación o tránsito, por cuenta de un beligeran-
te, de aeronaves, de piezas de recambio o de material, de accesorios o de muni-
ciones para aeronaves.

Art. 46. Un Gobienro neutral está obligado a utilizar todos los medios de
que disponga para:

1. impedir la salida, de su jurisdicción, de una aeronave en condiciones de
efectuar un ataque contra una Potencia beligerante, o que transporte o acompa-
ñe aparatos o material cuyo montaje o utilización le permita realizar un ataque,
si hay razones para creer que esa aeronave será utilizada contra una Potencia
beligerante;

2. impedir la salida de una aeronave en cuya tripulación haya un miembro
cualquiera de las fuerzas combatientes de una Potencia beligerante.

3. impedir trabajos, en una aeronave, para preparar su salida, en contra de
los estipulado en este artículo.

Cuando, por vía aérea, sale cualquier aeronave expedida a una Potencia
beligerante por personas o por sociedad que estén en jurisdicción neutral, el
Gobierno neutral debe prescribir, para tales areonaves, un itinerario que evite
las inmediaciones de las operaciones militares del otro beligerante, y debe
exigir todas las garantías necesarias para que la aeronave siga el itinerario
prescrito.

Art. 47. Un Estado neutral está obligado a tomar todas las medidas a su
alcance para impedir, en su jurisdicción, las observaciones aéreas, movimientos,
operaciones o trabajos de defensa de un beligerante, con la intención de infor-
mar al otro beligerante.

Esta disposición se aplica también a una aeronave militar beligerante a bor-
do de un buque de guerra.
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Art. 48. La acción emprendida por una Potencia neutral empleando la fuerza
u otros medios a us disposición, en el ejercicio de sus derechos y de sus deberes
en virtud de estas reglas, no puede considerarse como acto de hostilidad.

CAPÍTULO VII

Visita, captura y confiscación

Art. 49. Las aeronaves privadas están sometidas a visita y captura por parte
de las aeronaves militares beligerantes.

Art. 50. Las aeronaves militares beligerantes tienen derecho a ordenar a las
aeronaves públicas no militares y privadas que aterricen, que amaren o que se
dirijan a un lugar conveniente, razonablemente accesible, para visita.

La negativa, previa intimación, de obedecer a tales órdenes de aterrizar o de
amarar en ese lugar, para examen, expone a la aeronave a que se dispare contra ella.

Art. 51. Las aeronaves neutrales públicas no militares, que no sean las que
han de ser tratadas como aeronaves privadas, están sometidas solamente a la
verificación de sus documentos.

Art. 52. Una aeronave privada enemiga está sometida a captura en todas las
circunstancias.

Art. 53. Una aeronave privada neutral está sometida a captura:

a. si resiste al ejercicio legítimo de los derechos de los beligerantes;
b. si viola una prohibición de la cual tiene conocimiento por una publica-

ción de un comandante beligerante, en virtud del artículo 30;
c. si es culpable de asistencia hostil;
d. si está armada, en tiempo de guerra, fuera de la jurisdicción de su país;
e. si no lleva señales exteriores o si emplea señales falsas;
f. si está indocumentada o si lleva documentos insuficientes o irregulares;
g. si está manifiestamente fuera de la ruta entre el punto de partida y el

punto de destino indicado en sus documentos y si, después de la investigación
que el beligerante pueda considerar necesaria, no se encuentra causa que justifi-
que la desviación. La aeronave, así como los miembros de la tripulación y los
pasajeros, si hay, podrán ser retenidos por el beligerante durante dicha investi-
gación;

h. si transporta, o es ella misma, contrabando de guerra;
i. si trata de forzar un bloqueo debidamente establecido y efectivamente

mantenido;
k. si ha sido transportada del país beligerante al país neutral en fecha y cir-

cunstancias que indiquen intención de escapar a los riesgos a que está expuesta
una aeronave enemiga, como tal.

A condición, en cada caso (excepto el previsto en el apartado k, de que el
motivo de la captura sea un acto ejecutado durante el vuelo en el cual la aerona-
ve neutral haya caído en poder del beligerante, es decir, después de haber deja-
do su punto de partida y antes de haber llegado a su punto de destino.
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Art. 54. Los documentos de una aeronave privada se considerarán como
insuficientes o irregulares si no consta en los mismos la nacionalidad de la aero-
nave y si no se indican los nombres y la nacionalidad de cada uno de los miem-
bros de la tripulación y de los pasajeros, los puntos de partida y de destino del
vuelo, así como los detalles sobre el cargamento y las condiciones en las cuales
es transportado. Deben incluirse también los libros de a bordo.

Art. 55. La captura de una aeronave o de mercancías a bordo de una aero-
nave estará sometida a un tribunal de presas, a fin de que toda reclamación neu-
tral sea debidamente examinada y juzgada.

Art. 56. Una aeronave privada capturada por no llevar señales exteriores o
por emplear señales falsas, o porque está armada en tiempo de guerra fuera de
la jurisdicción de su país, está sometida a confiscación.

Una aeronave privada neutral capturada por haber violado orden dada por
un comandante beligerante, en virtud del artículo 30, puede ser confiscada a no
ser que justifique su presencia en la zona prohibida.

Art. 57. Una aeronave privada que, después de la visita, se comprueba que
es una aeronave enemiga puede ser destruida si el comandante beligerante lo
juzga necesario, a condición de que todas las personas a bordo hayan sido pri-
meramente puestas en lugar seguro y hayan sido preservados los documentos de
la aeronave.

Art. 58. Una aeronave privada que, después de la visita, se comprueba que
es aeronave neutral sometida a confiscación por ser culpable de asistencia hostil
o por no llevar señales exteriores o por emplear señales falsas, puede ser des-
truida, si el envío para ser juzgada resulta imposible o puede comprometer la
seguridad de la aeronave beligerante o el éxito de las operaciones en que está
empleada. Fuera de los casos mencionados anteriormente, una aeronave privada
neutral no deberá ser destruida, excepto en el caso de necesidad militar de
extrema urgencia, que no permita al comandante liberarla o enviarla ante el tri-
bunal de presas para juicio.

Art. 59. Antes de destruir una aeronave privada neutral, habrán de ser pues-
tas en lugar seguro todas las personas a bordo y deberán preservarse todos los
documentos de la aeronave.

El captor que haya destruido una aeronave privada neutral debe presentar la
validez de la captura ante el tribunal de presas, y debe probar, en primer lugar,
que tenía derecho a destruir la aeronave en virtud del artículo 58. Si omite
hacerlo, las partes que tengan intereses en la aeronave o en su cargamento tie-
nen derecho a indemnización. Si la captura de una aeronave es declarada nula,
aunque justifique su destrucción, hay que pagar indemnización a las partes inte-
resadas en lugar de la restitución a la cual tendrían derecho.

Art. 60. Si una aeronave privada neutral es capturada por haber llevado
contrabando, el captor puede exigir la entrega de todo el contrabando encontra-
do a bordo, o puede destruir dicho contrabando, cuando el envío de la aeronave
para someterla a juicio resulta imposible o puede comprometer la seguridad de
la aeronave beligerante o el éxito de las operaciones en que está empeñada.
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Después de anotar en el libro de a bordo de la aeronave la entrega o la destruc-
ción de las mercancías, y tras haberse hecho entregar los originales o copia de
los documentos pertinentes de la aeronave, el captor debe permitir a la aeronave
neutral continuar su vuelo.

En el caso de que todo el contrabando a bordo de una aeronave privada neu-
tral haya sido entregado o destruido, se aplicarán las disposiciones del párrafo 2
del artículo 59.

CAPÍTULO VIII

Definiciones

Art. 61. El término militar utilizado en las presentes reglas debe entenderse
que se refiere a todos los elementos de las fuerzas armadas, es decir, las fuerzas
terrestres, las fuerzas navales y las fuerzas aéreas.

Art. 62. Salvo en la medida en que las disposiciones del capítulo VII de
estas reglas, o que los convenios internacionales indiquen que se aplica el dere-
cho marítimo y sus procedimientos, el personal aeronáutico que tome parte en
las hostilidades está sometido a las leyes de la guerra y de la neutralidad aplica-
bles a las tropas de tierra, en virtud de la costumbre y de la práctica del derecho
internacional así como de los diferentes convenios y declaraciones en que los
Estados interesados son Partes.
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CAPÍTULO 3

NORMAS SOBRE LA NEUTRALIDAD

3.1. INTRODUCCIÓN

La normativa referente a la neutralidad es uno de los campos del Derecho
de los Conflictos Armados que ha sido más profundamente modificado por la
regulación últimamente dictada en relación con las relaciones de los Estados
y de la organización internacional.

En concreto, se ha planteado con dureza el debate relativo a si el concepto
tradicional de la neutralidad como actitud de un Estado frente a un conflicto
armado no debería quedar modificada por la proscripción del uso de la guerra
en las relaciones internacionales, que hace que en las guerras pueda ponderar-
se quién es agresor y quién agredido. Según este razonamiento, la neutralidad
no sería posible en ninguna guerra, puesto que el agresor siempre debería ser
condenado internacionalmente, y no cabrían, frente a la agresión, posturas de
neutralidad.

Sin embargo, debe afirmarse que ello sería así, si todas las guerras tuvie-
ran unos claros agresor y agredido y dichos agresor y agredido estuvieran
perfectamente concretados por el Consejo de Seguridad de Naciones Unidas,
que es el órgano internacional que tiene el monopolio de la determinación de
cuáles son las actitudes de los Estados que suponen un quebrantamiento o
amenaza para la paz. La realidad es que no en todas las situaciones bélicas
está determinado el agresor, por lo que sí caben situaciones de neutralidad.

Lo que sí cabe decir es que el concepto de neutralidad es absoluto, de
modo que no parecen admisibles para la mayoría de la doctrina las llamadas
situaciones de neutralidad calificada o de simple no beligerancia, que están
caracterizadas por la falta de cumplimiento de algunas de las obligaciones
exigibles a los neutrales.
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3.2. CONVENCIÓN V DE LA HAYA RELATIVA A LOS DERECHOS
Y DEBERES DE LAS POTENCIAS NEUTRALES EN CASO DE
GUERRA TERRESTRE. 1907

3.2.a. NOTA EXPLICATIVA

La presente Convención, que forma parte de las nueve Convenciones que
España ratificó el 18 de marzo de 1913, regula los derechos y deberes de las
Potencias y personas neutrales en caso de guerra terrestre. Partiendo de la
afirmación categórica de que el territorio de las Potencias neutrales es invio-
lable, contempla y prohíbe en su articulado las acciones de los beligerantes
que atenten a tal inviolabilidad y las acciones hostiles o en favor de un beli-
gerante de las potencias neutrales o de sus nacionales que puedan hacerle per-
der su estatuto de neutralidad.

La Convención sienta el muy importante principio de que nunca podrán
ser considerados actos hostiles las medidas que una Potencia neutral adopte
en defensa de su neutralidad aun en el caso de que éstas impliquen el uso de
la fuerza.

3.2.b. TEXTO NORMATIVO

CAPÍTULO I

Derechos y deberes de las potencias neutrales

Artículo 1. El territorio de las Potencias neutrales en inviolable.
Art. 2. Prohíbe a los beligerantes hacer atravesar el territorio de una Poten-

cia neutral por tropas o convoyes, sean de municiones o sean de aprovisiona-
miento.

Art. 3. Está igualmente prohibido a los beligerantes:

a. instalar en el territorio de una Potencia neutral una estación de radiotele-
grafía o cualquier aparato destinado a servir como medio de comunicación con
las fuerzas beligerantes de tierra o de mar;

b. utilizar cualquier instalación de este género establecida por ellos antes de
la guerra en el territorio de una Potencia neutral, con un fin exclusivamente
militar, y que no haya sido abierta al servicio de la correspondencia pública.

Art. 4. En el territorio de una Potencia neutral no podrán formarse
cuerpos de combatientes, ni abrir oficinas de alistamiento en beneficio de los
beligerantes.

Art. 5. Una Potencia neutral no debe tolerar en su territorio ninguno de los
actos de que se ocupan los artículos 2 y 4.
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No está obligada a castigar actos contrarios a la neutralidad, sino en caso de
que estos actos hayan tenido lugar en su propio territorio.

Art. 6. No alcanzará responsabilidad a una Potencia neutral por el hecho de
que individuos aislados pasen la frontera para ponerse al servicio de uno de los
beligerantes.

Art. 7. Una Potencia neutral no estará obligada a impedir, por cuenta de
uno de los beligerantes, la exportación o el tránsito de armas, municiones y, en
general, de todo lo que pueda ser útil a un ejército o a una escuadra.

Art. 8. Una Potencia neutral no estará obligada a prohibir o restringir el uso
por los beligerantes de los cables telegráficos o telefónicos, ni de los aparatos
de telegrafía sin hilos, ya sean de su propiedad o de la compañía o particulares.

Art. 9. Toda medida restrictiva o prohibitiva tomada por una Potencia neu-
tral con respecto a las materias de que tratan los artículos 7 y 8 deberá ser uni-
formemente aplicada por ella a los beligerantes.

La Potencia neutral velará por el respeto de la misma obligación por parte
de las compañías o particulares propietarios de cables telegráficos o telefónicos,
o de aparatos de telegrafía sin hilos.

Art. 10. No podrá ser considerado como un acto hostil el hecho de que una
Potencia neutral rechace, aun por la fuerza, las violaciones de su neutralidad.

CAPÍTULO II

De los beligerantes internados

y de los heridos cuidados por los neutrales

Art. 11. La Potencia neutral que reciba en su territorio tropas pertenecientes
a los ejércitos beligerantes, las internará todo lo posible, lejos del teatro de la
guerra.

Podrá guardarlas en sus campamentos y aun encerrarlas en fortalezas o
lugares apropiados a este objeto.

Decidirá si los oficiales pueden ser dejados en libertad, mediante palabra de
no salir del territorio neutral sin autorización.

Art. 12. A falta de Convenio especial, la Potencia neutral procurará a los
internados los víveres, ropas y socorros dictados por el sentimiento de humanidad.

Después de la paz, serán abonados los gastos ocasionados por el internamiento.
Art. 13. La Potencia neutral que reciba prisioneros de guerra evadidos, los

dejará en libertad. Si tolera su estancia en el territorio, podrá señalarles una resi-
dencia.

La misma disposición es aplicable a los prisioneros de guerra conducidos
por tropas que se refugien en territorio de la Potencia neutral.

Art. 14. Una Potencia neutral podrá autorizar el paso por su territorio de
heridos ó enfermos pertenecientes a los ejércitos beligerantes, a condición de
que los trenes que los conduzcan no lleven ni personal ni material de guerra. En
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este caso la Potencia neutral deberá tomar las medidas de seguridad y de inspec-
ción necesarias a este efecto.

Los heridos y enfermos conducidos en estas condiciones en territorio neu-
tral, por uno de los beligerantes, y que pertenezcan a la parte adversa, deberán
ser guardados por la Potencia neutral de manera que no puedan tomar parte nue-
vamente en las operaciones de guerra.

Esta potencia tendrá los mismos deberes en cuanto a los heridos o enfermos
del otro ejército que le sean confiados.

Art. 15. El Convenio de Ginebra se aplicará a los enfermos y a los heridos
internados en territorio neutral.

CAPÍTULO III

De las personas neutrales

Art. 16. Se consideran neutrales los nacionales de un Estado que no toma
parte en la guerra.

Art. 17. Un neutral no podrá prevalerse de su neutralidad:

a. si comete actos hostiles contra un beligerante;
b. si comete actos en favor de un beligerante, especialmente si voluntaria-

mente presta servicio en las filas de las fuerza armada de una de las Partes.

En semejante caso, el neutral no será tratado por el beligerante contra quien
haya abandonado su neutralidad, con mayor rigor que podría serlo, por el mis-
mo hecho, un nacional del otro Estado beligerante.

Art. 18. No serán considerados como actos cometidos en favor de un beli-
gerante, en el sentido del artículo 17, apartado b:

a. los aprovisionamientos y préstamos hechos a uno de los beligerantes,
con tal de que el proveedor o el prestamista no habite ni en el territorio de la otra
Parte ni en el territorio ocupado por ella, y que las provisiones no provengan de
estos territorios;

b. los servicios prestados en materia de policía o de administración civil.

CAPÍTULO IV

Del material de ferrocarriles

Art. 19. El material de ferrocarriles proveniente del territorio de Potencias
neutrales, que pertenezca a estas Potencias o a sociedades o personas privadas y
que pueda reconocerse como tal, no podrá ser requisado y utilizado por un beli-
gerante sino en el caso y en la medida que lo exija una imperiosa necesidad.
Tan pronto como sea posible, será enviado al país de su origen.
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La Potencia neutral podrá, asimismo, en caso de necesidad, retener y utili-
zar, hasta la concurrencia debida, el material proveniente beligerante.

Por una y otra parte se pagará una indemnización, en proporción al material
utilizado y la duración de su uso.

CAPÍTULO V

Disposiciones finales

Art. 20. Las disposiciones del presente Convenio sólo son aplicables entre
las Potencias signatarias y en el caso de que todos los beligerantes formen parte
del Convenio.

Art. 21. El presente Convenio será ratificado tan pronto como sea posible.
Las ratificaciones serán depositadas en La Haya.
El primer depósito de ratificaciones se hará constar por acta firmada por los

Representantes de las Potencias que toman parte y por el Ministro de Negocios
Extranjeros de los Países Bajos.

Los depósitos ulteriores de ratificaciones se harán por medio de una notifi-
cación escrita, dirigida al Gobierno de los Países Bajos y acompañada del ins-
trumento de ratificación.

El Gobierno de los Países Bajos remitirá inmediatamente por la vía diplomá-
tica a las Potencias invitadas a la Segunda Conferencia de la Paz, así como a las
demás Potencias que se hubiesen adherido al Convenio, copia certificada confor-
me del acta relativa al primer depósito de ratificaciones, de las notificaciones
mencionadas en el párrafo precedente y de los instrumentos de ratificación.

En los casos previstos en el párrafo anterior, dicho Gobierno les hará saber
al mismo tiempo la fecha en que hubiese recibido la notificación.

Art. 22. Las Potencias no signatarias pueden adherirse al presente Con -
venio.

La Potencia que desee adherirse notificará por escrito su intención al
Gobierno de los Países Bajos, remitiéndole el acta de adhesión, que será deposi-
tada en los archivos de dicho Gobierno.

Este Gobierno transmitirá inmediatamente a todas las demás Potencias
copia certificada conforme de la notificación, así como del acta de adhesión,
indicando la fecha en que haya recibido la notificación.

Art. 23. El presente Convenio surtirá efecto para las Potencias que hayan
tomado parte en el primer depósito de ratificaciones, sesenta días después de la
fecha del acta de este depósito, y para las Potencias que ratifiquen ulteriormente
o que se adhieran, sesenta días después de que la notificación de su ratificación
o de su adhesión haya sido recibida por el Gobierno de los Países Bajos.

Art. 24. En el caso de que una de las Potencias contratantes quisiera denun-
ciar el presente Convenio, la denuncia será notificada por escrito al Gobierno de
los Países Bajos, quien remitirá inmediatamente copia certificada conforme de
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la notificación a todas las demás Potencias, haciéndoles saber la fecha en que la
hubiese recibido.

La denuncia surtirá sus efectos solamente respecto de la Potencia que la
hubiese notificado y un año después de que la notificación haya llegado al
Gobierno de los Países Bajos.

Art. 25. Un registro llevado en el Ministerio de Negocios Extranjeros de los
Países Bajos indicará la fecha del depósito de las ratificaciones, efectuado en
virtud del artículo 21, apartados 3 y 4, así como la fecha en que se hubiesen
recibido las notificaciones de adhesión (artículo 22, apartado 2) o de denuncia
(artículo 24, apartado 1).

Se permitirá a toda Potencia contratante enterarse de dicho registro y pedir
testimonios certificados con firmas.

En fe de lo cual, los Plenipotenciarios han firmado el presente Convenio.
Hecho en La Haya, a dieciocho de octubre de mil novecientos siete, en un

solo ejemplar, que quedará depositado en los archivos del Gobierno de los Paí-
ses Bajos, y del cual se remitirán, por la vía diplomática, copias certificadas
conformes a las Potencias que han sido invitadas a la Segunda Conferencia de
la Paz.

3.3. CONVENCIÓN XIII DE LA HAYA RELATIVA A LOS DERE-
CHOS Y DEBERES DE LAS POTENCIAS NEUTRALES EN
CASO DE GUERRA MARÍTIMA. 1907

3.3.a. NOTA EXPLICATIVA

La regulación de la neutralidad marítima presenta importantes diferencias
respecto de la neutralidad terrestre en buena parte debido a la importancia que
tiene para la comunidad internacional la presencia del tráfico marítimo inter-
nacional. De ahí que se permita a las Potencias neutrales el dictar su propia
normativa sobre la admisión de navíos de guerra en sus propios puertos a con-
dición de que su aplicación sea imparcial y de que no afecte a su neutralidad el
simple paso por sus aguas de navíos de guerra o presas de los beligerantes.

España aceptó provisionalmente este Convenio, durante la Primera Gue-
rra Mundial (1914-1918), por Real Decreto de 23 de noviembre de 1914.

3.3.b. TEXTO NORMATIVO

Indicación de las Potencias Contratantes

Con la mira de disminuir las divergencias de opinión que en caso de guerra
marítima existen aún respecto de las relaciones entre las potencias neutrales y
las beligerantes, y para prevenir las dificultades a que estas divergencias pueden
dar lugar;
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Considerando que si no se pueden ajustar desde ahora estipulaciones que se
extiendan a todas la circunstancias que hayan de presentarse en la práctica, hay
por lo menos una utilidad incontestable en establecer, en la medida de lo posi-
ble, reglas comunes para el caso en que desgraciadamente llegue a estallar la
guerra;

Considerando que para los casos no previstos por la presente Convención
hay lugar a tener en cuenta los principios generales del Derecho de gentes;

Considerando que es de desearse que las potencias dicten prescripciones
precisas para regular las consecuencias del estado de neutralidad que adopten;

Considerando que para las potencias neutrales es un deber reconocido apli-
car imparcialmente a los diversos beligerantes las reglas adoptadas por ellas;

Considerando que en este orden de ideas tales reglas no deben, en principio,
ser cambiadas en el curso de la guerra por una potencia neutral, salvo en el caso
de que la experiencia adquirida le demuestre la necesidad del cambio para res-
guardar sus derechos;

Han convenido en observar las reglas comunes siguientes, las cuales, por
otra parte, no podrán menoscabar en manera alguna las estipulaciones de los
tratados generales existentes, y al efecto han nombrado Plenipotenciarios:

Artículo 1. Los beligerantes están obligados a respetar los derechos sobera-
nos de las potencias neutrales y a abstenerse, en el territorio o aguas neutrales,
de todo acto que constituya, por parte de la potencia que lo tolere, una falta a su
neutralidad.

Art. 2. Todos los actos de hostilidad cometidos por buques de guerra beli-
gerantes en las aguas territoriales de una potencia neutral, inclusive la captura y
el ejercicio del derecho de visita, constituyen una violación de la neutralidad y
son estrictamente prohibidos.

Art. 3. Cuando un navío ha sido capturado en las aguas territoriales de una
potencia neutral, ella debe, si la presa está aún dentro de su jurisdicción, emple-
ar todos los medios de que disponga para que la presa sea puesta en libertad con
sus Oficiales y tripulación y para que sea internada la tripulación que el captor
haya puesto a bordo.

Si la presa está fuera de la jurisdicción de la potencia neutral, el Gobierno
captor, a petición de ésta, debe soltar la presa con sus Oficiales y tripulación.

Art. 4. Ningún beligerante puede constituir un Tribunal de Presas en territo-
rio neutral o en un navío en aguas neutrales.

Art. 5. Se prohíbe a los beligerantes hacer de los puertos o de las aguas
neutrales la base de operaciones navales contra sus adversarios, especialmente
instalar allí estaciones radiotelegráficas o cualquier aparato destinado a servir
de medio de comunicación con fuerzas beligerantes terrestres o marítimas.

Art. 6. Se prohíbe el envío, a cualquier título que sea, hágase directa o indi-
rectamente, por una potencia neutral a una beligerante, de buques de guerra,
municiones u otro material cualquiera de guerra.
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Art. 7. Una potencia neutral no está obligada a impedir la exportación o
tránsito, por cuenta de uno u otro de los beligerantes, de armas, municiones y,
en general, de todo lo que pueda ser útil a un ejército o a una flota.

Art. 8. Un Gobierno neutral está obligado a usar de todos los medios de que
disponga para impedir que en su jurisdicción se equipe o se arme cualquier
navío del que haya motivos razonables para creerlo destinado a navegar en cor-
so o a concurrir a operaciones hostiles contra una potencia con la cual esté en
paz. También está obligado a desplegar la misma vigilancia para impedir que
parta de su jurisdicción todo navío destinado a navegar en corso o a concurrir a
operaciones hostiles y que dentro de dicha jurisdicción haya sido adaptado en
todo o en parte para los fines de la guerra.

Art. 9. Una potencia neutral debe aplicar imparcialmente a los dos belige-
rantes las condiciones, restricciones y prohibiciones dictadas por ella sobre
admisión en sus puertos, radas o aguas territoriales, de los navíos de guerra beli-
gerantes o de sus presas.

Sin embargo, una potencia neutral puede prohibir el acceso a sus puertos o a
sus radas al navío beligerante que haya dejado de ajustarse a las órdenes y pres-
cripciones dictadas por ella o violado la neutralidad.

Art. 10. La neutralidad de una potencia no queda comprometida por el sim-
ple hecho de que por sus aguas territoriales pasen navíos de guerra o presas de
los beligerantes.

Art. 11. Una potencia neutral puede permitir que los navíos de guerra de los
beligerantes se sirvan de los pilotos patentados de ella.

Art. 12. A falta de otras disposiciones especiales de la legislación de la
potencia neutral, es prohibido a los navíos de guerra de los beligerantes perma-
necer en los puertos, radas o aguas territoriales de ella más de veinticuatro
horas, salvo el caso previsto por la presente Convención.

Art. 13. Si una potencia a la cual se ha dado aviso del rompimiento de las
hostilidades sabe que un navío de guerra de un beligerante se encuentra en uno
de sus puertos o radas o en sus aguas territoriales, debe notificar al navío que
está en la obligación de partir dentro de las veinticuatro horas siguientes o en el
plazo prescrito por la ley local.

Art. 14. Un navío de guerra beligerante no puede prolongar su permanencia
en un puerto neutral fuera del plazo legal, sino por causa de averías o de tempo-
rales.

Deberá partir apenas cese la causa del retardo.
Las reglas sobre la limitación de la permanencia en los puertos, radas y

aguas neutrales no se aplican a los navíos de guerra destinados exclusivamente
a una misión religiosa, filantrópica o científica.

Art. 15. A falta de otras disposiciones especiales de la legislación de la
potencia neutral el máximo de navíos de guerra de un beligerante que pueden
encontrarse a un mismo tiempo en uno de sus puertos o radas, será de tres.

Art. 16. Cuando se encuentren simultáneamente navíos de guerra de las dos
partes beligerantes en un puerto o rada neutrales, deben transcurrir por lo menos
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veinticuatro horas entre la partida del navío de un beligerante y la partida del
navío del otro.

El orden de las partidas se determinará por el de las llegadas, a menos que
el navío llegado antes se halle en el caso en que se admite la prolongación de la
duración legal de la permanencia.

Un navío de guerra beligerante no puede dejar un puerto o rada neutrales
antes de que hayan transcurrido veinticuatro horas por lo menos desde la partida
de un navío de comercio que lleve el pabellón de su adversario.

Art. 17. En los puertos y radas neutrales no pueden los buques de guerra beli-
gerantes reparar sus averías sino en la medida indispensable para la seguridad de
su navegación, y no pueden aumentar de ninguna manera su fuerza militar.

La autoridad neutral tomará nota de las reparaciones que hayan de efectuar-
se, las que se ejecutarán lo más rápidamente posible.

Art. 18. Los navíos de guerra beligerantes no pueden servirse de los puer-
tos, radas o aguas territoriales neutrales para renovar o aumentar sus provisio-
nes militares o armamentos, o para completar su tripulación.

Art. 19. Los navíos de guerra beligerantes no pueden abastecerse en los
puertos y radas neutrales sino para completar sus provisiones normales del
tiempo de paz.

Tales navíos no pueden tampoco tomar combustible sino para alcanzar el
puerto más próximo de su propio país.

Pueden, por otra parte, tomar el combustible necesario para completar el
lleno de sus pañoles propiamente dichos, cuando se encuentren en los países
neutrales que hayan adoptado este modo de determinación del combustible
suministrable.

Si según la ley de la potencia neutral los navíos no reciben carbón sino
veinticuatro horas después de su llegada, la duración legal de su permanencia se
prolongará por veinticuatro horas.

Art. 20. Los navíos de guerra beligerantes que hayan tomado combustible
en puerto de una potencia neutral no pueden renovar su provisión sino después
de tres meses en un puerto de la misma potencia.

Art. 21. Una presa no puede ser conducida a un puerto neutral sino a causa
de su mal estado para navegar, del mal tiempo o de falta de combustible o de
provisiones.

Debe partir tan pronto como cese la causa que haya justificado su entrada.
Si no lo hace, la potencia neutral debe intimarle la orden de partir inmedia-

tamente; en el caso de que no la cumpla, la potencia debe emplear los medios
de que disponga para libertarla con sus Oficiales y tripulación e internar la tri-
pulación puesta a bordo por el captor.

Art. 22. La potencia neutral debe asimismo libertar la presa que haya sido
conducida a sus puertos en condiciones distintas de las determinadas en el ar-
tículo precedente.
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Art. 23. Una potencia neutral puede permitir que a sus puertos y radas lle-
guen las presas, escoltadas o no, que se conducen allí para ser dejadas en
secuestro en espera de la decisión del Tribunal de Presas.

Puede hacer conducir la presa a cualquiera otro de sus puertos.
Si la presa es escoltada por un buque de guerra, los oficiales y marinos

puestos a bordo por el captor pueden pasar al navío de escolta.
Si la presa viaja sola, queda en libertad el personal puesto a bordo por el

captor.
Art. 24. Si a pesar de la notificación de la autoridad neutral un navío de

guerra beligerante no deja el puerto en que no tiene derecho de permanecer, la
potencia neutral podrá tomar las medidas que juzgue necesarias para poner el
navío en incapacidad de zarpar durante la guerra, y el Comandante del navío
debe facilitar la ejecución de estas medidas.

Cuando un navío beligerante es retenido por una potencia neutral son rete-
nidos igualmente sus Oficiales y tripulación.

Los Oficiales y tripulación así retenidos pueden ser dejados en el buque o
colocados en otro buque o en tierra y se les puede sujetar a las medidas restricti-
vas que parezca necesario imponerles.

Sin embargo, deberán siempre dejarse en el buque las personas necesarias
para cuidar de él.

Se puede poner en libertad a los Oficiales que se comprometan bajo palabra
a no salir del territorio neutral sin autorización.

Art. 25. Una potencia neutral está obligada a ejercer la vigilancia que le
permitan los medios de que disponga para impedir en sus puertos, radas y aguas
toda violación de las disposiciones precedentes.

Art. 26. El ejercicio de los derechos que define la presente Convención por
parte de una potencia neutral no puede considerarse jamás como acto poco
amistoso por uno u otro beligerante que haya aceptado los artículos respectivos.

Art. 27. Las Potencias Contratantes se comunicarán recíprocamente, en opor-
tunidad, todas las leyes, ordenanzas y demás disposiciones que regulen en sus res-
pectivos países el régimen de los navíos de guerra beligerantes en sus puertos y
aguas, por medio de una notificación dirigida al Gobierno de los Países Bajos y
transmitida inmediatamente por éste a las demás Potencias Contratantes.

Art. 28. Las disposiciones de la presente Convención no son aplicables sino
entre las Potencias Contratantes y sólo si los beligerantes son todos partes en la
Convención.

Art. 29. La presente Convención será ratificada tan pronto como sea posible.
Las ratificaciones se depositarán en La Haya.
Se dejará constancia del primer depósito de ratificaciones en un acta firma-

da por los representantes de las potencias que figuren en ella y por el Ministro
de Relaciones Exteriores de los Países Bajos.

Los depósitos posteriores de ratificaciones se harán mediante una notifica-
ción escrita dirigida al Gobierno de los Países Bajos y acompañada del instru-
mento de la ratificación.
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Copia conforme certificada del acta relativa al primer depósito de ratifica-
ciones mencionadas en el inciso precedente, así como de los instrumentos de
ratificación, se remitirá inmediatamente por el Gobierno de los Países Bajos,
por la vía diplomática, a las potencias invitadas a la Segunda Conferencia de la
Paz y a las demás potencias que se hayan adherido a la Convención. En los
casos previstos en el inciso precedente el mismo Gobierno les hará saber al mis-
mo tiempo la fecha en que haya recibido la notificación.
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